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ACUERDOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


Acuerdo  de  la  Suprema  CorlCy  tiombraiido  conjueces 

para  el  ano  de  1869. 

En  la  Ciudad  de  Buenos  Aires  á  siete  de  Enero  de  mil  ocho 
cientos  sesenta  y  nueve,  reunidos  sn  su  Sala  de  Acuerdos  los 
señores  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte  de  Justicia 
Nacional,  con  el  objeto  de  nombrar  conjueces  para  el  corriente 
año,  en  cumplimiento  del  art.  23  de  la  Ley  de  Procedimientos, 
acordaron  nombrar  á  los  Sres.  Doctores  D.  Valentin  Alsina, 
D.  Lorenzo  Torres,  D.  Ángel  Navarro,  D.  José  Roque  Pérez, 
D.  Miguel  Estoves  Saguí,  D.  Luis  Saenz  Peña,  D.  Federico  Pi- 
nedo, D.  Rufino  de  Elizalde,  D.  Manuel  M.  Escalada,  D.  Yic- 
tor  Martinez,  D.  Carlos  Tejedor,  D.  Juan  M*  Gutiérrez^  D. 
Eduardo  Costa,  D.  Marcelino  ligarte,  D.  Daniel  M»  Cazón,  D. 
Octavio  Garrigús,  D.  Exequiel  Pereyra,  D.  Juan  Agustín  Gar- 
cía, D.  Zeferino  Araujo,  D.  Manuel  Quintana,  D.  Delfín  B. 
Huergo,  D.  Pablo  Cárdenas,  D.  Bernardo  de  Irigoyen,  D.  Vi- 
cente G.  Quezada  y  D.  Andrés  Ugarriza. — Todo  lo  cual  dispu- 
sieron y  mandaron,  ordenando  se  registrase  en  el  libro  corres- 
pondiente y  que  se  publicase,  firmándolo  ante  mí 

FUANCISCO  DE  LAS  CaRUEIIAS.— SaLVA' 

DOR  Mauía  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco  . 

iV.  Rojo. 

S«cr«Uiiu. 


Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  sobre  declaración  de  la  Ley. 

de  arancel. 

En  la  Ciudad  de  Baenos  Aires  á  siete  de  Agosto  de  mil  ocho 
cientos  sesenta  y  nueve,  reunidos  en  su  Sala  de  acuerdos  los 
Sres.  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte,  dijeron :  que 
habiéndose  observado,  que  se   está  introduciendo  la  práctica 
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Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  sobre  el  procedimienlo  que  han 
de  observar  los  Juzgados  de  Sección  para  los  informes 

en  los  recursos  de  queja.  j 

En  la  Ciudad  de  Buenos  Aires  á  seis  de  Abril  de  mil  ocho 
cientos  sesenta  y  nueve,  reunidos  en  la  Sala  de  acuerdos  los 
Sres.  Presidente  y  Vocales  de  la  Suprema  Corte,  dijeron :  que . 
habiéndose  observado  que  en  los  recursos  de  queja  de  que 
hablan  los  artículos  229  y  230  de  la  Ley  de  Procedimientos, 
se  está  introduciendo  la  práctica  de  remitir  los  autos  como 
único  informe,  ^con  perjuicio  de  la  pronta  administración  de 
justicia,  acordaron  que  por  Secretaria  se  hiciera  saber  á  los 
Jueces  de  Sección,  que  en  los  dichos  informes  deben  sugelarse 
estrictamente  á  los  mencionados  artículos,  no  remitiendo  los 
autos,  sino  cuando  esprésamente  se  los  pidan.  Igualmente  or- 
denaron que  este  acuerdo  se  publicara  en  uno  de  los  diarios 
de  esta  Ciudad.  Así  lo  dispusieron,  mandaron  y  firmaron  por 
ante  mi. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 

N.  Rajo. 

Secretaño . 
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de  cargar  á  las  partes  en  las  planillas  de  costas  de  los  espe* 
dientes  que  corren  por  los  Juzgados  Nacionales,  un  derecho 
por  las  notas  de  corresponde^  que  se  ponen  en  todas  las  fojas 
de  los  escritos  y  de  las  de  reposición  de  sellos^  viniendo  á 
resultar  que  en  las  OGcinas  curíales  se  les  cobra  un  nuevo  im- 
puesto por  cada  sello,  sin  que  este  recargo  de  las  costas 
pro  cósales  se  encuentre  justificado  por  la  disposición  del 
arancel  que  señala  un  derecho  por  las  notas,  pues  no  ha  podido 
referirse  á  las  de  corresponde  y  reposición  de  sellos,  que 
tienen  por  objeto  hacer  constar  que  los  Escribanos  han  cum- 
plido el  deber  que  personalmente  les  incumbe,  de  no  recibir 
escritos,  ni  documentos,  que  no  sean  estendidos  en  el  sello  de 
ley,  y  que  pueden  cumplir,  espresándolo  así  una  sola  vez  en 
la  primera  foja;  sino  á  aquellas  notas  que  sean  necesarias  para 
constatar  las  dílijencias  relativas  á  la  actuación ;  resolvieron 
que  debian  declarar,  como  en  efecto  declararon,  que  los  Escri- 
banos de  los  Juzgados  Nacionales  no  están  autorizados  por  el 
arancel  para  cobrar  á  las  partes  ningún  derecho  por  las  notas 
de  corresponde  y  de  reposición  de  sellos,  que  ponen  en  los 
escritos,  fojas  doreposicion  y  doq|pientos  que  se  les  entregan 
para  presentar  al  despacho  de  los  Jueces;  igualmente  orde- 
naron que  este  acuerdo  se  comunicase  á  los  Juzgados  de  Sec- 
ción y  se  publicase  en  los  diarios  de  esta  Ciudad.  Todo  lo 
cual  ordenaron  y  firmaron  por  ante  mí^  el  infrascrito  Secretario. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 

N.  Rojo. 

Socretarie. 
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CON  RELACIÓN  0K  SUS  RESPECTIVAS  CAUSAS. 


CAUSA     iiii:x.iii 


El  capitán  hirsen    contra  don  Alfonso  LenmiyeuXy 

por  cobro  de  estadías. 


Sumario,  —  i^  El  aviso  que  por  el  arliculo  1214  del  Código 
debe  dar  el  capitán  al  cargador,  de  estar  pronto  el  buque  para 
recibir  la  carga,  no  es  necesario  que  sea  por  escrito. 

^  Cuando  la  ley  comercial  no  prescribe  las  solemnidades 
que  debe  revestir  un  acto  para  ser  obligatorio^  él  puede 
ser  ejecutado  en  cualquiera  de  las  formas  que  el  derecho  co- 
mún reconoce  como  válidas. 

3^  La  prescripción  del  artículo  193  del  Código  sobre  la  inad- 
misibilidad  de  la  prueba  de  testigos  sin  un  principio  de  prueba 
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por  escrito  en  los  asuntos  de  mayor  cuantía,  no  escluye  la  con- 
fesión (le  la  parte  obligada,  consignada  en  Ids  autos. 

4^  Esta  confesión  es  un  documento  auténtico  é  irrecusable 
por  la  parte  que  lo  produce, 


Caso.  —  El  Procurador  Mirey,  representante  del  capitán  Lar^ 
sen,  demandó  á  Lennuyenx  ante  el  Juzgado  Seccional  de  Bue- 
nos Aires,  por  248  libras  esterlinas  por  31  dias  vencidos  de 
estadías,  y  pidió  que,  dentro  de  tercero  dia^  completase  el 
cargamento  del  buque ;.  agregando  que  el  buque  babia  sido 
puesto  á  disposición  de  Lennuyeux  el  5  de  Diciembre  de  1867, 
y  vencídose  los  40  dias  de  la  carga  el  14  de  Enero  de  1868; 
que  á  pesar  de  esto  y  de  haber  pasado  mas  de  un  mes^  el  bu- 
que no  estaba  cargado,  y  no  se  habían  pagado  las  estadías»  <!c^. 

Lennuyeux  presentó  dos  cartas,  pidiendo ]]su  reconocimiento 
de  parte  del  capitán  Larsen. 

La  primera,  con  fecha  29  de  Noviembre  de  1867,  es  del  tenor 
siguiente  : 

«  Con  referencia  al  fletamenio  de  su  buque  «Philotaré» 

«  me  comprometo  por  la  presente  á  procurarle  un  entero  car- 
«:  gamento  de  fardos  de  lana  de  este  puerto  á  los  precios  cor- 
«  rientes.  El  cargamento  debe  ser  completado  en  el  término 
€  de  40  dias  corrientes,  á  contar  de  la  lecha  en  que  el  capitán 
(L  dé  aviso  de  estar  listo  su  buque  para  recibir  el  cargamento ; 
c  debiendo  ser  pagada  la  demora  día  por  dia,  á  razón  de  8 
€  libras  esterlinas  diarias í> 

La  segunda,  dirijida  por  Lennuyeux  al  capitán  con  fecha  4 
de  Enero  de  1868,  es  la  siguiente  : 

«  Es  de  mi  deber  informaros  que,  á  consecuencia  del  cólera, 
«  nuestras  esportaciones  están  casP  enteramente  paralizadas  por 
«  un  tiempo  incalculable  (á  venir).  — ¿Cuánto  durará  esto? — 
c  Yo  no  lo  puedo  decir.  En  vista  de  la  circunstancia  espresada, 
€  muchos  capitanes  han  bajado  los  precios  de  fletamento  de 
«  los  buques.    Pero,  antes  de  adoptar  los  mismos  prinoipios 
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«  para  nuestro  buque^  yo  desearía  tener  vuestra  aprobación  á 

«  este  respecto.    Y  mientras  tanto  aguardo  vuestra  orden  en 

c  conformidad.    Yo  no  pienso  que  el  flete  baje  mucho,  aten- 

<  diendo  á  que  el  tonelaje  no  se  excede  á  nuestras  necesidades 

€  presentes.   Esperando  tengo  el  honor,  &....» 

Larsen  reconoció  las  dos  cartas,  y  dijo  que  recibió  la  segun- 
da en  el  escritorio  de  Lennuyeux,  y  que  contestó  de  palabras, 
que  no  podia  rehusarse  ai  cumplimiento  del  contrato. 

Con  estos  antecedentes,  contestó  Lennuyeux  la  demanda, 
diciendo :  que  el  capitán  Larsen  quedó  de  avisarle  el  dia,  desde 
el  cual  quedase  listo  el  buque  para  la  carga,  aviso  que  no  le 
ha  dado  hasta  hoy :  que  el  4  de  Diciembre  del  67,  le  pidió  Lar- 
sen  alguna  carga  para  mantener  el  flote  de  su  buque,  lo  que  le 
mandó  desde  el  dia  6  hasta  flnes  del  mismo  mes,  compuesta  de 
232 fardos  de  lana ;  que  esto  no  importaba  el  aviso  pactado,  pues- 
to que,  la  última  descarga  del  buque  tuvo  lugar  el  24  del  mismo 
Diciembre ;  que  Larsen,  faltando  á  su  deber,  no  le  contestó 
su  carta  de  4  de  Enei^o ;  que  el  21  del  mismo  recibió  una  del 
capitán  Larsen,  avisándole  que  el  término  convenido  para  la 
carga  habia  espirado ;  que  á  consecuencia  de  una  entrevista, 
convino  Larsen  en  la  baja  del  flete,  y  que^  desde  el  22  de  Ene- 
ro hasta  21  de  Febrero,  le  completó  el  cargamento,  es  decir, 
808  fardos ;  que  en  presencia  de  todo,  era  evidente  su  falta  de 
responsabilidad ;  que  ademas,  él  no  se  ha  constituido  en  fleta- 
dor, sino  que  su  compromiso  se  redujo  simplemente  á  propor- 
cionar carga  para  el  buque ;  que  es  falso  que  Larsen  liaya  hecho 
observación  verbal  á  su  carta  del  4  de  Enero,  sino  que  la  reci- 
bió el  mismo  dia,  prometiendo  contestarla ;  que  él  como  cor- 
redor ha  cumplido  con  su  deber  en  pedir  y  esperar  las  órdenes 
de  Larsen,  en  vista  de  la, sensible  baja  que  habian  sufrido  los 
fletes,  y  que  Larsen  no  cumplió  el  suyo^  guardándose  en  un 
injustificable  silencio,  & 

Se  recibió  la  causa  á  prueba  sobre  estos  puntos : 
1^  ¿Si  Larsen  dio  aviso,  y  con  qué  fecha,  de  estar  listo  el 
buque  para  la  carga  ? 
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2o  ¿Si  cl  4  de  Diciembre  pidió  al  corredor  alguna  carga  para 
conservar  el  flote  de  su  buque;  pero  sin  anunciarle  termina- 
mente  que  estaba  listo  para  recibir  toda  la  carga  ? 

3»  ¿Si  la  última  descarga  del  buque  se  ef^^ctuó  el  24  de  Di- 
ciembre de  1867? 

4^  ¿Sí  afines  de  Diciembre  y  principios  de  Enero,  sobrevino 
una  baja  en  los  fletes,  y  cuál  sea  su  importancia  ? 

5^  ¿Si  la  copia  de  la  carta  de  Larsen,  que  exhibió  Mirey, 
del  15  de  Enero,  la  recibió  Lennuyeux  el  21  del  mismo? 

Q^  ¿Si  desde  el  22  de  Enero  hasta  21  de  Febrero  recibió  el 
buque  su  cargamento  completo? 

Prueba  del  demandante. 
Interrogatorio. 

1^  Si  es  cierto  que  el  buque  ffPhilotaró»  estuvo  casi  com- 
pletamente descargado  muchos  dias  antes  del  4  de  Diciembre 
de  1867,  y  que  lo  único  que  quedó  á  bordo  fué  una  partida  de 
barricas  de  tierra  romana  consignada  al  declarante^  y  que  á  so- 
licitud del  capitán  Larsen  tuvo  que  dejarla  á  bordo  para  man- 
tener el  flote  del  buque  hasta  que  Lennuyeux  mandase  sufi- 
ciente carga. 

Juan  Lassaye,  dijo,  que  era  cierto,  y  que  le  constaba,  porque 
habia  sido  consignatario  del  buque. 

La  copia  de  la  carta  á  que  se  refiere  el  5^  punto  del  auto 
de  prueba  es  esta  : 

Buenos  Aires,  Enero  15  de  1868. 

» 

Sr.  Lennuyeux. — « Tengo  el  honor  de  participar  á  Vd.  que, 
«  según  el  contrato  celebrado  con  el  <:Philotaré9,  los  dias  de 
€  estadías  han  vencido  ayer,  y  que  el  buque  está  por  su  cuenta 
«  desde  ese  dia,  á  razón  de  8  libras  esterlinas  pordia. » — 

H.  Larsen. 
Posiciones  que  absuelve  Lennuyeux. 

1*  ¿Cóipo  es  cierto  que  Larsen  le  avisó  verbalmentc^  el  4 
de  Diciembre  de  1867,  que  el  buque  estaba  lis(o  para  la  carga? 

Dijo,  que  no  era  cierto,  notándose  que  el  no,  oslaba  puesto 
entre  renglones,  y  no  aparece  salvado  por  el  Escribano. 
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%  ¿Cómo  lo  es  que  aceptó  el  aviso  verbal  como  suflciente, 
diciendo  que  lo  haría  anotar  en  el  acta,  con  la  misma  fecha 
4  de  Diciembre  ? 

Dijo,  que  no  era  cierto. 

3^  ¿Cómo  lo  es  que  el  6  principió  á  mandar  carga  con  ór- 
denes para  que  fuera  recibida  en  el  buque? 

Contestó,  que  era  cierto. 

4^  ¿Cómo  lo  es  que  las  tres  papeletas,  corriehtes  en  autos^ 
son  las  que  mandó  para  que  se  recibiere  la  carga  en  ellas 
estipulada? 

Contestó,  que  era  cierto 

5^  ¿Cómo  lo  es  que  en  ningún  caso  se  rehusó  recibir  la 
carga,  y  que  el  absolvente  nunca  tuvo  que  protestar  contra  el 
capitán  al  respecto  ? 

Dijo,  que  era  cierto. 

6^  ¿Cómo  lo  es  que  hasta  el  17  de  Diciembre,  se  habia 
cargado  ya  69  fardos  de  lana  ? 

Dijo,  que  no  recordaba  bien  la  fecha,  ni  el  número^  pero 
que  están  los  recibos  que  lo  comprueban 

7^  ¿Cómo  lo  es  que  las  tres  otras  papeletas,  corrientes  tam- 
bién en  autos,  con  tres  recibos  de  carga  que  mandó,  la  que 
fué  recibida  en  las  fechas  que  ellas  espresan? 

Dijo^  que  era  cierto. 

8"  ¿Cómo  lo  es  que  el  absolvente  entregó  al  capitán  esos 
recibos  después  de  haber  firmado  éste  los  conocimientos  del 
caso? 

Dijo^  que  era  cierto. 

9^  ¿Cómo  lo  es  que,  obligado  el  capitán  por  su  compromiso 
con  el  absolvente,.  no  rehusó  después  de  fines  de  Diciembre, 
ni  aun  antes,  recibir  carga,  á  pesar  de  la  baja  que  se  le  hacía 
soportar  en  el  flete? 

Contestó,  que  era  cierto;  que  rehusó,  como  lo  pruebael  no 
haber  contestado  su  carta  del  4  de  Enero,  y  que  así  debe  en- 
tenderse á  la  ¿^  pregunta. 

10^  ¿Cómo  lo  es  que  otras  papeletas,  corrientes  en  autos^ 
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son  también  recibos  de  carga  tomada  en  el  buque  en  la  Techa 
que  espresan? 
Dijo,  que  es  cierto. 

11^  ¿Cómo  lo  es  que  el  15  de  Enero  recibió  el  absolvente 
la  cana  del  capitán  deesa  misma  fecha? 

Dijo^  quepuede^ser  que  la  carta  llevara  esa  fecha,  pero  que 
él  la  recibió  el  21  de  Enero. 

12^  ¿Cómo  lo  es  que  ninguna  contestación  escrita  dio  al  ca- 
pitán sobre  ella,  manifestándole  simplemente  su  intención  dé 
arreglar  amigablemente  el  negocio? 

Dijo,  que  no  era  cierto. 

13^  ¿Cómo  lo  es  que  la  última  carga  fuó  recibida  el  23  de 
Febrero  de  1868,  cesando  de  correr  las  estadías  desde  esta 
fecha? 

.  Contesto,  que  no  tiene  presente  la  fecha,  pero  que  los  bole- 
tos deben  existir  en  la  Aduana. 

14^  ¿Cómo  loes,  en  consecuencia,  que  debe  al  capitán 39 
dias  de  estadías?  > 

Dijo,  que  era  cierto. 

15^  ¿Cómo  lo  es  que  por  su  orden  firmó  su  dependiente 
algunas  de  las  papeletas  recordadas  ? 

Contestó,  que  era  cierto. 

Se  pidió  y  la  Administración  de  Rentas  informó :  que  des* 
pues  del  i  de  DicieQibre  el  buque  tenia  á  su  bordo>  sin  des- 
cargar 135  cajones  líquido  embotellado;  202  barricas  tierra 
romana  y  70  cajones  sardinas. 

Prueba  del  demandado. 

En  autos  corren  dos  borradores  de  carta  con  la  dirección  á 
Lennuyeux.  En  estos  borradores^  que  reconoce  Juan  Lassalle 
hijo,  se  dice :  que  es  cierto  que  el  capitán  pidió  alguna  carga 
anticipada  para  conservar  el  flote  del  buque,  sin  que  esto  im» 
portara  un  aviso  de  estar  listo  el  buque  para  recibir  carga ;  que 
esto  es  de  práctica ;  que  al  dia  siguiente  de  haber  recibido  Len- 
nuyeux la  carta  del  capitán,  avisándole  haber  concluido  los  dias 
de  planchada,  procedió  aquel  á  mandarle  carga ;  que  en  4os  dias 
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23,  24  y  25  de  Enero  el  capitán  se  resislió  á  firmar  los  cono- 
cimientos, porque  no  conseotia  en  la  baja  d¿  los  fletes,  Sí\ 

Lassalle,  reconoció  los  borradores,  en  el  acto  en  que  decla- 
raba como  testigo  del  capitán,  y  mientras  tanto,  en  ese  mismo 
acto,  interrogado  por  Lennuyeux,  si  la  carga  que  á  este  se  le 
pidió  desde  el  4  de  Diciembre  fué  ó  no  para  conservar  el  flote 
del  buque,  contestó  que  se  le  pidió  como  carga. 

Anadió  Lassalle ;  que  era  cierto  que  el  capitán  se  resisto  por 
dos  dias,  entre  23  y  25  de  Enero,  á  firmar  los  conocimientos, 
pero  que  al  tercero  los  firmó  á  intervención  del  declarante. 

Este  mismo  testigo,  declarando,  dice  :  que  en  4  de  Diciem- 
bre de  1867,  el  capitán  dio  personalmente  aviso  á  Lennuyeux 
de  estar  listo  su  buque  para  la  carga ;  que  el  consignatario 
dejó  á  su  bordo  una  cantidad  de  tierra  romana  para  evitar  al  ca- 
pitán el  gasto  de  lastre^  y  que  la  baja  del  flete  se  pronunció 
en  Enero,  fluctuando  entre  15  y  17  7t  chelines,  y  por  último^ 
que  el  dia  que  retiró  la  tierra  romana  de  á  bordo  fué  el  23 
de  Diciembre. 

Cinco  corredores  marítimos  reconocieron  el  certificado  que 
corre  en  autos  suscrito  por  ellos,  asegurando  que  en  Diciembre 
y  principios  de  Enero  hubo  una  baja  sensible  en  los  fletes, 
cayendo  desde  23  hasta  15  chelines,  y  que  habia  celebrado 
contratos  á  este  último. 

Por  último,  se  pidió  y  la  Aduana  informó,  que  el  desera- 
barco  de  la  última  carga  del  buque  fué  el  24  de  Diciembre  de 
1867,  y  la  fecha  del  último  boleto  para  la  carga  del  mismo  el 
once  de  Febrero  de  i  868. 

Ambas  partes  alegaron  por  escrito  después  de  la  prueba. 

La  parte  del  capitán  espuso  :  que  la  contraria  ha  reconocido 
el  compromiso  que  contrajo  por  el  documento  que  corre  en 
autos ;  que  para  descargarse  ha  alegado  la  falta  de  aviso  de  estar 
pronto  el  buque  para  recibir  carga,  lo  cual  no  es  cierto,  porque 
se  dio  ese  aviso ;  que  es  ademas  inverosimil  que  el  capitán  no^ 
lo  hubiera  dado,  porque  favoreciéndole  solo  á  él  la  cláusula 
relativa^  no  se  comprende  que  hubiere  guardado  silencio,  per- 
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judicándose  el  mismo;  que  el  aviso  verbal  dado  era  suficiente ; 
que  la  existencia  de  ese  aviso  se  comprueba  con  el  hecho  de 
haber  Lennuyeux  remitido  carga,  y  recibídose,  á  bordo ;  que 
ademas,  ha  confesado  que  se  le  pidió  carga  el  4  de  Diciembre 
de  1867,  aunque  dice  que  fué  para  conservar  el  flote ;  que  esta 
escusa  es  inadmisible,  porque  está  probado  que  para  conservar 
este  flote,  el  consignatario  dejó  á  bordo  una  partida  de  tierra 
romana ;  que  por  los  recibos,  corrientes  en  autos,  se  vé  que 
Lennuyeux  ha  dispuesto  del  buque  desde  el  6  de  Diciembre; 
es  decir:  que  desde  esa  fecha  principió  á  tener  ejecución  su 
compromiso ;  que  los  borradores  de  cartas,  presentados  de 
contrario,  es  uu  hecho  que  condena  á  éste ;  que  la  una  es  obra 
del  mismo  abogado  de  Lennuyeux,  y  la  otra  que  principió  á 
correjirse,  no  íué  suscrita  ni  pasada,  porque,  á  pesar  de  la 
amistad  de  Lennuyeux  con  Lassalle,  estaba  tan  distante  de  la 
verdad  de  lo  ocurrido,  que  no  la  aceptó. 

La  parte  de  Lennuyeux  espuso;  que  por  el  articulo  1214 
del  Código  de  Comercio,  cuando  se  ha  fijado  en  la  póliza  el 
tiempo  en  que  debe  empezar  la  carga,  corre  desde  el  dia  que 
el  capitán  avisa  estar  pronto  á  recibirla;  que  el  aviso  debe 
ser  por  escrito;  que  ese  aviso  no  ha  existido  en  este  caso;  que 
tampoco  se  ha  dado  verbal,  porque  lo  que  se  pidió  el  4  de  Di- 
ciembre fué  carga  para  conservar  el  flote  del  buque ;  que  la 
palabra  de  Lassalle  contradiciendo  este  hecho  no  merece  fé, 
porque  el  mismo  testigo  se,  contradice  y  aun  perjura;  que 
constando  que  en  4  de  Diciembre  el  buque  no  habia  concluido 
de  descargar,  mal  podría  avisar  el  capitán  que  estaba  listo  para 
recibir  carga ;  que  la  carta  de  4  de  Enero  la  recibió  el  capitán 
en  su  casa  y  no  en  el  escritorio  de  Lennuyeux ;  que  nada  con- 
testó á  ella  ni  verbalmente  ni  por  escrito ;  que  este  recibió  la 
(le  aquel  el  21  de  Enero,  y  se  la  devolvió  personalmente,  por- 
que el  ca(íilan  no  tenia  razón  para  escribirla  en  los  términos 
que  tiene,  porque  no  habiendo  dado  el  aviso  del  caso,  no  ha* 
bian  principiado  á  correr  los  dias  do  la  carga,  los  cuales  es- 
tando á  la  buena  fé  debe  decirse  que  solo  corrieron  desde  el  21 


DE  JUSTICIA   NACIONAL.  47 

de  Enero ;  que  el  testimonio  de  Lassalle  es  inaceptable  por  sus 
claras  contradicciones  y  evidente  perjurio,  &^. 

A  consecuencia  del  informe  in  vocCy  y  por  mandato  del  Tri* 
bunal,  el  actuario  certificó;  que  el  no  que  aparece  entre  ren* 
glones,  en  la  contestación  de  la  segunda  posición  absuelta  por 
Lennuyeux,  no  ha  sido  puesto  por  el  referido  escribano. 


Fallo  del  Jíaea  de  Scceion. 

Buenos  Aires,  8  Junio  de  1868. 

Y  vistos  los  presentes  autos  promovidos  por  don  Eugenio 
Hiray,  en  representación  de  don  Hund  Larsen,  capitán 
de  la  barca  ^Noruega  cPhilotaré>,  contra  el  corredor  don 
Alfonso  Lennuyeux,  sobre  cobro  de  2U8  libras  esterlinas,  cor- 
respondientes á  31  dias  de  estadías  vencidas ;  Considerando, — 
1^  Que,  según  el  art.  1185  del  Código  de  Comercio,  el  contrato 
de  fletamento  debe  probarse  por  escrito ; — 2»  Que  para  cumplir 
con  la  prescripción  del  articulo  citado,  cuanto  tenga  relación 
con  la  ejecución  del  contrato  debe  hacerse  por  escrito,  lo  que 
es  esencial,  tanto  para  computar  las  estadías  cuanto  para  hacer 
efectivas  otras  responsabilidades  á  que  dé  lugar  el  contrato, 
como  en  el  presente  caso,  entre  el  corredor  y  los  cargadores, 
y  entre  el  mismo  corredor  y  el  capitán ;  y  que,  procediendo 
por  avisos  verbales,  se  contraría  el  texto  de  la  ley,  que  exije 
prueba  escrita,  y  se  abre  un  ancho  campo  á  las  dudas  y  á  la 
mala  fé ;—  3^  Que  el  corredor  se  ha  excepcionado  con  que  no 
le  dio  ese  aviso,  por  escrito,  de  hallarse  el  buque  listo  para 
recibir  carga ;  ni  podia  dárselo  antes  del  24  Diciembre  pasado, 
dia  en  que  concluyó  de  descargar  los  efectos  que  traia  el  cPhi- 
lotaró»  (relación  de  fojas  sesenta  y  nueve) ;  y  finalmente,  que 
en  4  de  Enero  de  1868,  el  demandado  escribió  al  capitán  Lar- 
sen  sobre  la  baja  de  los  fletes  en  plaza,  exijiéndole  contesta- 
ción para  proceder  en  su  consecuencia,  y  el  capitán  no  contestó 
á  esa  carta,  por  escrito,  como  era  de  su  deber; — 4®  Que  la 
carga  remitida  al  cPhilotaréi  en  4  de  Diciembre  pasado,  no 

T.  VI.  2 
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háUáodose  el  buque  listo  para  recibir  carga  de  retorno «  por 
tener  otra  á  bordo^  lo  era  para  conservar  su  flote^  como  es  de 
práctica  en  este  puerto ;  y  por  consiguiente  no  puede  compu- 
tarse como  carga  por  ejecución  del  contrato ; — 5°  Que  el  único 
testigo  que  asegura,  que  el  aviso  del  capitán  de  hallarse  listo 
á  recibir  carga  por  el  contrato,  el  4  de  Diciembre,  es  D..  Juan 
Lassalle,  hijo,  declaración  que,  amas  de  ser  singular  es  con- 
tradictoria con  el  contenido  de  los  borradores,  que  corren  en 
autos,  reconocidos  por  él; — 6®  Que  según  el  informe,  cor- 
rientes en  autos,  el  <i[Philotaré»  concluyó  su  descarga  el  24  de 
Diciembre  del  año  pasado,  y  quedó  espedido  en  su  carga  el  li 
de  Febrero  del  corriente  año;  es  decir,  que  desde  el  21  de 
Enero  en  que  recibió  la  carta  del  capitán  el  demandado  com- 
pletó la  carga  dentro  de  los  términos  del  contrato,  que  le 
acuerda  40  dias,  por  estas  consideraciones,  se  absuelve  de  la 
presente  demanda  á  don  Alfonso  Lennuyeux,  condenándose  á 
las  costas  del  juicio  al  demandante. — ^Repóngase  el  sello. 

Carlos  Eguia. 

La  parte  del  Capitán,  á  quien  se  concedió  libremente  el  re- 
curso de  apelación,  espresando  agravios  ante  la  Suprema  Cor- 
te, dice:  que  son  tres  las  excepciones  deducidas  por  Lennu- 
yeux;  1^  que  recibió  el  aviso  el  I  de  Diciembre  y  mandó  car- 
ga desde  el  6,  pero  no  como  carga,  sino  para  mantener  el  flote 
del  buque ;  2^  que  el  buque  no  podia  estar  listo  hasta  el  25 
de  Diciembre,  y  3^;  que  escribió  una  carta  á  Larsen  para  que 
le  dijera  si  se  conformaba  con  la  baja  de  los  fletes;  que  la 
primera  no  ha  sido  probada,  y  que  por  el  contrarío,  consta  de 
los  boletos  de  embarque  y  de  la  declaración  del  mismo  Lennu- 
yeux,  que  empezó  á  cargar  desde  el  6  de  Diciembre,  habiendo 
á  bordo  á  fines  de  este  mes,  232  fardos;  que  ha  confesado 
haberle  avisado  el  capitán  el  4  de  Diciembre  estar  listo  el  bu- 
que para  recibir  carga ;  que  el  no,  que  se  encuentra  entre  ren- 
glones, no  ha  sido  puesto  por  el  actuario,  y  que  este  hecho 
viene  á  mostrar  á  la  Suprema  Corte  los  medios  reprobados  de 
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que  usa  el  contrario  en  la  prosecución  de  esta  causa;  que  la 
declaración  de  Lassalle,  que  no  ha  sido  contradicha^  muestra 
que  la  carga  mandada  por  Lennuyeux  no  ha  sido  para  mante- 
ner el  flote^  porque  precisamente^  para  esto  es  que  se  dejó  á 
bordo  una  parte  del  cargamento  traido ;  que  no  puede  decir 
que  el  buque  no  podia  estar  listo  hasla  el  ^  de  Diciembre,  por- 
que el  mismo  Lennuyeux  ha  confesado  que  nunca  se  dejó  de 
recibir  la  carga  que  principió  á  mandar  desde  el  dia  6 ;  Que 
no  era  un  obstáculo  la  tierra  romana  y  algunos  otros  artículos 
conservados  á  bordo,  porque  eran  cosas  que  se  podian  descar- 
gar en  un  momento :  que  es  práctica  dejar  alguna  carga  para 
lastre  á  fin  de  evitar  las  averías"  ó  pérdidas  del  buque  en  el 
puerto ;  que  nada  importa  que  hubiese  escrito  al  capitán  so- 
bre la  baja  d%  los  fletes,  respecto  de  un  contrato  que  ya  tenia 
ejecución,  porque  no  está  en  mano  de  una  parte  destruirlo  con 
8u  sola  palabra;  que  no  se  concilia,  ademas,  la  invocación 
de  este  hecho  hasta  cierta  fecha,  cuando  el  mismo  Lennuyeux 
reconoce  que  por  él  no  se  rescindió  el  contrato,  y  que  por  el 
contrario^  siguió  la  carga  hasta  el  21  de  Febrero  en  que  terminó ; 
que  es  sorprendente  el  primer  considerando  de  la  sentencia 
apelada  que  dice,  no  ser  una  póliza  el  contrato  exhibido,  y  no 
haber  mediado  aviso  escrito  :  que  no  se  ha  deducido  la  acción 
en  virtud  de  póliza  alguna,  sino  en  virtud  del  contrato  recono- 
cido por  el  contrario ;  que  el  Juez  confunde  cosas  muy  dis- 
tintas :  las  circunstancias  que  la  ley  requiere  en  una  póliza  de' 
fletamento  para  que  valga  como  escritura  pública,  y  el  hecho 
de  un  contrato  reconocido ;  que  ni  el  Código  de  Comercio, 
ni  ley  alguna  dicen  que  no  valga  nada  un  contrato  que  no  re- 
vista el  carácter  de  una  póliza,  y  menos  aún  que  el  aviso  deba 
ser  por  escrito;  que  el  contrato  en  cuestión,  es  completamen- 
te lícito^  y  que  no  habiendo  ley  que  lo  invalide  no  se  le  puede 
desconocer,  porque  no  revista  el  carácter  de  la  póliza  de  fleta- 
mentó  ;  que  el  articulo  1185,  invocado  por  el  Juez,  está  lle- 
nado, pues  el  contrato  ha  sido  escriturado  y  está  reconocido 
por  la  parte;   que  el  2^  considerando^  queda  ya  contestado 
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con  todo  lo  espuesto ;  que  el  3^^  es  inadmisible,  porque  no 
hay  ley  que  imponga  el  aviso  por  escrito,  que  el  contrario  re- 
conoció que  se  le  dio  verbalmente,  y  que  era  inútil  la  carta 
de  Lennuyeux  del  4  de  Enero,  porque  .el  contrato  preveía  el 
caso,  pues  era  estipulado  que  el  flete  seña  el  corriente  en 
plaza :  que  la  condenación  en  costas^  es  mas  insostenible  to- 
davía, porque  es  evidente  que  ha  tenido  y  tiene  razón  para  su 
demanda ;  que  la  carta  consultiva  de  una  de  las  partes,  no 
puede  suspender  los  efectos  del  contrato,  ni  el  curso  de  los 
dias  de  estadías  concedidos ;  que  á  pesar  del  informe  de  la 
Aduana,  referente  al  despacho  del  último  boleto  en  11  de 
Febrero,  que  puede  tener  una  fácil  esplicacion,  es  un  he- 
cho que  Lennuyeux  ha  reconocido  que  la  carga  se  terminó 
el  21  de  Febrero,  como  se  comprueba  también  con  ese  bole- 
to (que  lo  presenta)  y  lleva  fecha  23  de  Febrero,  es  decir  dos 
dias  después  del  reconocido  por  Lennuyeux;  que  se  confor- 
mó con  el  reconocido  por  este,  porque  era  insignificante  la 
diferencia,  pero  que,  en  vista  de  la  sentencia  apelada,  los 
exhibía  ahora ;  que  en  consecuencia  d$  todo,  pide  la  revoca- 
ción, &. 

La  parte  de  Lennuyeux^  contestó :  que  el  aviso  de  estar 
listo  el  buque  para  la  carga  no  está  probado,  porque  la  decla- 
ración de  Lassalle  de  haberse  dado  verbalmente^  es  insuficien- 
te al  efecto,  1^  porque  se  refiere  á  lo  que  le  dijo  el  capitán^ 
pues  no  presenció  el  acto ;  2^  porque  es  singular,  y  3^  porque 
es  contradictoria^  pues  ha  reconocido*  los  borradores  de  car- 
ta en  los  que  se  dice  todo  lo  contrario ;  que  es  de  práctica, 
que  hace  ley  en  la  materia^  dar  ese  aviso  por  escrito  ;  que  el 
buque  no  ha  estado  en  condiciones  de  poderlo  dar  el  4  de  Di- 
ciembre, porque  en  esa  fecha  aún  tenia  á  su  abordo  carga  (|ue  . 
descargar  en  cantidad  de  407  bultos,  según  el  informe  de  la 
Aduana ;  que  por  las  circunstancias  especiales  de  este  Puer- 
to los  capitanes  piden  anticipadamente  una  parte  de  la  carga 
de  retomo  para  mantener  el  flote  del  buque,  que  de  otro  mo- 
do quedaría  espuesto  por  los  frecuentes  temporales  que  hacen 
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terrible  el  Rio  de  la  Plata ;  que  con  este  carácter  y  con  este 
objeto  le  fué  pedida  la  carga,  que  mandó  desde  el  6  de  Di- 
ciembre ;  que  cree  de  ningún  valor  sobre  la  verdad  de  estos 
autos,  el  incidente  del  no  en  la  contestación  á  la 2^  posición; 
que  no  ha  habido,  pues,  aviso  de  ningún  género ;  que  solo 
desde  el  23  de  Diciembre  adelante,  pudo  darse  ese  aviso,  por- 
que solo  en  aquel  dia  se  concluyó  la  descarga  de  los  efectos 
traidos,  y  no  puede  un  buque  estar  afectado  á  la  vez  al  fleta- 
mento  de  venida  y  al  fletamento  de  retorno ;  que  producida 
la  baja  de  los  fletes,  el  corredor  la  avisó  y  pidió  órdenes  al 
capitán,  por  medio  de  una  carta  que  no  fué  contestada,  pues 
no  es  cierto  el  hecho  de  la  contestación  verbal ;  que  no  pue- 
de decirse  que  esa  carta  carecia  de  objeto,  porque  la  resisten- 
cia del  Capitán,  por  tres  dias,  en  aceptar  la  baja,  está  mos- 
trando que  habia  ese  objeto  y  que  era  muy  justo ;  que,  por  úl- 
timo, todos  los  considerandos  de  la  sentencia,  reposan  sobre 
las  pruebas  producidas,  y  sobre  la  exacta  intelijeucia  del  Có- 
digo de  Comercio,  y  pide,  por  lo  tanto,  su  conflrmacion,  con 
costas,  ScK 

Fallo  de  la  Suprema  €orie^ 

Buenos  Aires,  Agosto  6  de  1868. 

Vistos,  y  considerando:  Primero^  que  por  el  artículo  mil  dos- 
cientos catorce  del  Código  de  Comercio  no  se  exije  que  el  aviso 
que  el  capitán  está  obligado  á  dar  al  fletador  de  estar  listo  para 
recibir  carga,  cuando  el  dia  en  que  debe  empezar  á  remitirse  esta 
á  bordo  nose  ha  designado  en  la  póliza,  sea  escrito:  Segundo,  que 
cuando  la  ley  no  prescribe  las  solemnidades  que  debe  revestir  un 
acto  para  que  sea  obligatorio,  él  puede  ser  ejecutado  en  cualquie- 
ra de  las  formas  que  el  derecho  reconoce  como  válidas  en  los 
casos  comunes ;  Tercero^  que  aunque,  ségun  el  artículo  ciento 
noventa  y  tres  del  mismo  Código,  la  prueba  de  testigos  en  los 
asuntos  de  mayor  cuantia  no  debe  admitirse  sin  un  principio 
de  prueba  por  escrito,  esta  regla  no  escluye  la  confesión  de  la 
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parte  obligada,  consignado  en  los  autos,  qoe  no  es  prueba  de 
testigos,  sino  un  documento  auténtico  é  irrecusable  del  liti- 
gante que  lo  prodoce  contra  si  mismo,  y  que  no  está  sujeto  á 
los  inconvenientes  que  el  código  ha  querido  prevenir  rechazan- 
do la  prueba  meramente  testimonial ;  Cuarto,  que  aun  cuando 
á  la  confesión  judicial  no  se  le  reconociera  el  carácter  de  prue- 
ba escrita,  bastarían  para  hacerla  admisible  en  el  presente  ca- 
so, las  órdenes  de  fojas  cuarenta  y  una  y  cuarenta  y  tres,  da- 
tadas el  seis  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete, 
que  acreditan  que  en  esta  fecha  empezó  á  remitirse  carga,  lo 
que  según  el  contrato  debia  verificarse  después  que  el  capitán 
diese  aviso  de  estar  pronto  á  recibirla ;  y  por  consiguiente 
ellas  constituyen  sus  principios  de  prueba  escrita  de  que  el  dia 
cuatro  del  propio  mes,  se  pasó  el  aviso ;  Quinto^  que  el  de- 
mandado contestando  afirmativamente  á  la  primera  posición  de 
foja  sesenta  y  cuatro  (pues  ambas  partes  están  conformes  en 
que  la  negación  que  aparece  entre  renglones  á  foja  sesenta  y 
seis  es  apócrifa)  ha  confesado  que  él  capitán  Lar  sen  le  dio  aviso 
verbal  él  día  cuatro  de  Diciembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
siete  de  estar  su  bizque  listo  para  recibir  carga.  Sesto^  que  el  acer- 
tó de  Lennuyeux,  contradicho  por  el  capitán,  de  que  esta  carga 
se  le  pidió  para  lastre,  porque  debia  echar  á  tierra  la  que  condujo 
á  su  venida,  no  se  ha  probado,  ni  lo  hace  verosímil  el  solo  hecho 
de  existir  á  bordo  esa  parle  de  carga  como  necesaria  para  man- 
tener el  flote  de  su  buque ;  porque  desde  que  la  retenía  por 
ese  motivo,    y  no  existia  ningún  inconveniente  para  desem- 
barcarla al  mismo  tiempo  que  recibía  nueva  carga,  como  lo  veri- 
ficó con  los  fardos  remitidos  el  seis  de  Diciembre,  el  buque  es- 
taba efectivamente  listo  para  ponerse  á  disposición  del  fletador, 
y  no  es  de  suponer  que  el  capitán  quisiera  prolongar  su  per- 
manencia en  el  puerto,  haciendo  inútilmente  gastos,  que  la 
indemnización  pactada  por  estadías  hace  ascender  á  ocho  libras 
esterlinas  cada  dia ;  Séptimo^  que  la  carta  escrita  por  Lennu- 
yeux  en  cuatro  de  Enero,  cuando  habian  corrido  las  dos  terceras 
partes  del  plazo  para  la  carga,  proponiendo  al  capitán  que  con- 
sintiese en  que  se  arreglara  el  flete  al  precio  corriente  en  esa 
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fecha,  aunque  no  hubiera  sido  contestada  inmediatamente  como 
lo  asegura  el  capitán,  no  podia  anular  los  efectos  del  tiempo 
vencido,  ni  las  obligaciones  del  contrato ;  porque  no  estaba 
en  la  facultad  de  una  de  las  partes  revocarlo,  suscitando  una 
diferencia  que  debia  someterse  á  la  resolución  de  los  tribuna- 
les, sin  suspenderse  el  embarque ;  por  estos  fundamentos,  y 
de  conformidad  con  el  articulo  doscientos  nueve  del  Código  de 
Comercio,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  ciento  diez  y  seis, 
y  se  condene  á  Don  Alfonso  Lennuyeux  á  pagar  las  estadías 
al  capitán  Larsen,  desde  el  catorce  de  Enero  del  presente  año 
hasta  el  veintiuno  de  Febrero  en  que  confiesa  á  foja  diez  y 
siete  vuelta  que  completó  el  cargamento,  á  razón  de  ocho  li- 
bras esterlinas  por  cada  dia ;  y  satisfechas  las  costas  y  repues- 
tos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor M.  DEL  Carril. — José  Barros 
Pazos.  — J.  B.  Gorostiaga. 
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CAUSA    MaJOJL, 


Cfiminalj  contra  D.  Saturnino  Ferreira,  incidente  sobre 

escarcehcion  bajo  fianza. 


Sumario. —  El  procesado   por  delito  que   tiene  pena   de 
destierro  y  multa  puede  ser  escarcelado  bajo  fianza. 


Caso. — D.  Saturnino  Ferreira,  vecino  de  Mendoza  fué  preso 
y  procesado  por  complicidad  en  la  rebelión  de  Cuyo  de  1867. 

Los  cargos  que  resultaban  del  sumario  en  contra  del  proce- 
sado eran  baber  sido  sub-delegado  de  Maipú  durante  la  rebe- 
lión, y  administrador  de  Aduana,  haberse  mostrado  solícito  en 
servir  al  Gobierno  de  los  rebeldes,  poniendo  á  su  disposición 
sus  propios  intereses. 

Antes  de  formularse  la  acusación,  Ferreira  pidid  ser  escar- 
celado bajo  fianza. 

El  Procurador  Fiscal  se  opuso  á  la  petición  de  Ferreira  ale- 
gando  que  la  ley  imponia  pena  corporal  á  los  que  sirviendo  á 
la  rebelión  hubiesen  ejercido  autoridad  y  á  los  que  sin  ser  em- 
pleados del  Gobierno  Nacional  distrayesen  los  fondos  del  te- 
soro; y  que  el  procesado  se  hallaba  convicto  y  confeso  de 
haber  violado  ambas  disposiciones ;  por  lo  que  no  podia  ser 
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escarcelado  bajo  fianza,  pues  dicha  escarcelacion  no  era  per- 
mitida para  los  que  podían  sufrir  pena  corporal. 

Fallo  del  Jíues  Seeeioiíal. 

Mendoza,  Mayojl  de  1868. 
Por  los  fundamentos  espuestos  por  el  Fiscal  no  ha  lugar. 

'  Villanueva, 

Ferreira  apeló,  y  concedido  el  recurso,  se  dictd  el  siguiente 

Fallo  de  la  Stiprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  4868. 

Vistos^  considerando :  que  las  penas  que  corresponde 
aplicar  al  procesado^  caso  de  ser  probados  los  cargos  que 
enuncia  el  Procurador  Fiscal^  serian  las  de  destierro  y  multa  ; 
que  á  la  primera  no  puede  sustraerse  por  la  fuga,  puesto  que 
equivaldría  á  imponerse  aquella  pena,  y  la  segunda  queda  ase- 
gurada con  la  fianza  de  Juzgado  y  sentenciado;  por  estos  fun- 
damentos, se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  setenta  y  nueve 
bajo  la  fianza  que  ofrece  en  persona  de  suficiente  responsabi- 
lidad, devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 

M.  DEL  Carril. — Francisco  Delgado. 

— José  Barros  Pazos, — José  B.  Go- 

rosti aga . 


26         FALLOS  DB  LA  SUPREMA  GORTB 


CJkMJñA.    MaILILJLR. 


La  Compañía  de  navegación  á  vapor  cflío  del  Platas,  contra 

la  Compañía  Argentina  de  ^Seguros  Marítimosií ,  por 

abandono  del  vapor  inglés  «  Yacaréi> . 


Sumario.— i^  En  el  seguro  marítimo,  para  que  el  abandono 
tenga,  lugar  es  necesario  que  haya  naufragio,  ó  pérdida  total 
de  la  cosa  asegurada,  art.  1394  del  Código  de  Comercio. 
.  2<)  En  la  jurisprudenncía  marítima,  la  palabra  Naufragio  tiene 
un  sentido  universal,  significándose  por  ella  la  fractora  total  de 
un  buque  por  un  accidente  de  mar,  <5  su  submersion  en  paraje 
de  donde  no  pueda  ser  sacado  sin  gastos  que  equivalgan  á  su 
pérdida  total,  legalmente  estimada. 

3®  El  abandono  no  puede  ser  obligatorio  para  el  asegurador, 
sino  cuando  conste  la  imposibilidad  de  poner  á  flote  el  buque 
con  un  gasto  menor  de  las  tres  cuartas  partes  de  su  valor. 


Caso. —  Juan  José  Méndez,  presidente  de  la  Comisión  Direc- 
tiva de  la  compañía  de  navegación  á  vapor  «Rio  de  la  Platas» « 
presentó  al  Juzgado  Seccional  de  Buenos  Aires,  las  siguentes 
piezas : 

1^  Póliza  de  seguro  del  vapor  inglés  cYacaréi,  asegurado  en 
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la  cantidad  de  i8,000jf  fts.,  por  h  Compañía  Argentina  de 
cSeguros  Marítimos»^  por  un  año  á  contarse  desde  el  7  de 
Marzo  de  1868. 

2^  Carta  del  mismo  Méndez  de  11  de  Mayo  de  1868  al  Dr. 
D.  Francisco  Moreno,  gerente  de  la  «Compañía  de  Segaros», 
en  que-  le  dice  qne  el  4  del  mismo,  le  avisó  lo  ocurrido  al  va- 
por «Tacaré» ,  y  que  en  el  acto  habia  autorizado  al  Injeniero 
inspector  de  la  Compañía. de  navegación  cRio  de  la  Plata», 
para  que  tomara  todas  las  medidas  é  hiciera  todos  los  gastos  á 
fin  de  salvar  el  vapor;  que  el  Injeniero,  después  de  hacer  todo 
lo  posible,  comprando  vigas  y  pipas,  acercado  buques,  y  em- 
bragado el  vapor  para  suspenderlo,  le  comunicó  que  no  podía 
proporcionarse  en  el  país,  con  la  prontitud  del  caso,  mayores 
medios  que  creia  necesarios  para  la  operación ;  que  en  conse- 
cuencia de  esto,  encargó  al  Capitán  Inspector  de  la  misma  Com- 
pañía, para  que  llevase  á  cabo  la  operación,  sin  omitir  gastos ; 
que  hizo  todo  lo  posible  sin  conseguir  salvar  el  vapor;  por  úl- 
timo, que  debiendo  presentarse  haciendo  abandono  del  refe- 
rido buque,  creia  de  su  deber  avisarle,  &:\ 

3^  Carta  del  capitán  Allica  del  9  de  Mayo  de  1868  á  Méndez, 
relacionándole  todos  los  esfuerzos  y  gastos  hechos  para  salvar 
el  vapor,  que  se  hallaba  completamente  sumerjido  en  Balizas, 
sin  poderlo  conseguir,  k\ 

Con  estos  antecedentes,  se  presentó  Méndez  al  Juzgado  de 
Sección,  esponíendo :  que  el  4  d^Mayo  de  1868,  se  habia  ido 
á  pique  el  vapor  «Yacaré»,  y  que  venia  á  hacer  su  abandono 
para  que  los  aseguradores  le  pagaran  los  18,000  patacones  del 
seguro,  y  además  los  gastos  hecho  por  salvarlo,  en  la  cantidad 
que  se  justificara  oportuna  y  legalmente. 

En  juicio  verbal,  espuso  la  parte  de  los  aseguradores :  que 
no  podia  aceptar  el  abandono,  por  ser  contrario  á  los  artículos 
1382,  1396  y  1397 ;  y  que  en  su  virtud  se  la  pusiera  inmedia- 
tamente en  posesión  del  vapor  para  proceder  á  su  salvamento. 

La  parte  asegurada  espuso ;  que  se  ha  hecho  el  abandono  en 
virtud  del  artículo  1594,  por  naufragio  ó  inhabilidad  para  na- 
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vegar,  y  que^  por  el  artículo  1383,  el  asegurador  solo  puede 
tomar  sobre  sí  las  diligencias  del  salvamento,  después  de  ad- 
mitir el  abandono ;  que  el  Juzgado  resolviese  sobre  lo  pedido 
por  el  asegurador.  £1  juez  resolvió,  que  el  asegurador  tomara 
inmediatamente  la  posesión  del  buque  para  proceder  á  su  sal- 
vamento, y  dejó  á  salvo  los  derechos  de  asegurador  y  asegu- 
rado sobre  las  demás  ulterioridades  que  pudieran  tener  lugar, 
si  el  buque  se  salvaba. 

Entonces  se  presentó  Méndez^  diciendo :  que  la  resolución 
era  oscura ;  que  no  se  habia  resuelto  la  cuestión  de  abandono ; 
que  pedia  al  Juzgado  declarase  que  la  posesión  dada  á  los  ase- 
guradores era  para  que  ellos  procuraran,  á  su  costa,  el  salva- 
mento, sin  entenderse  que  debian  hacerlo  por  cuenta  de  la 
Compañia  de  Navegación;  que  fundaba  esta  solicitud  en  que, 
el  abandono  transfiere  el  dominio  de  la  cosa  al  asegurador ; 
que  abandonado  el  vapor  Yacaré  pasaba  su  dominio  á  la  Com- 
pañia de  Seguros ;  que  por  esto^  no  se  opuse  á  que  se  le  pu- 
siera en  posesión  del  buque;  que  el  asegurado  tiene  manda- 
to legal  del  asegurador  para  hacer  cuanto  éste  haría  por  salvar 
él  objeto  asegurado ;  que  por  consiguiente,  el  juzgado  no  te- 
nia facultad  para  conferírselo  á  la  Compañía  de  Seguros,  y 
menos  aun  desde  que  él  no  consentia  en  que  se  le  confiriese 
tal  facultad. 

Se  confirió  traslado  á  la  Compañía  de  Seguros,  quien  lo 
contestó,  diciendo ;  que  M(íhdez  incurre  en  contradicciones, 
pues  si  lá  cuestión  del  abandono  no  está  resuelta,  como  dice, 
no  puede  alegar  que  el  dominio  del  buque  ha  pasado  á  los  se- 
guros, y  que  si  ese  abandono  está  resuelto  no  puede  decir  que 
el  punto  está  todavía  sub-jíulice ;  que  la  verdad  es  que  la  cues- 
tión del  abandono  no  está  oresuelta,  según  se  vé  por  el  acta,  cor- 
riente en  autos ;  que  el  abandono  no  está  librado  al  solo  arbi- 
trio del  asegurado  sin  consentimiento  del  asegurador ;  que  en 
el  caso  actual,  y  según  los  artículos  1394  y  1396  del  Código 
de  Comercio,  es  necesario  que  el  daño  alcance  á  las  ^4  partes 
del  objeto  asegurado,  ó  que  del  presupuesto  judicial  que  se  le 
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Yantase  resulte  que  los  costos  de  reparación  excedieran  las  Vi 
partes  del  valor  asegurado ;  que  si  no  concurrían  estas  circuns- 
tancias, el  asegurado  no  podia  imponer  el  abandono  al  asegu- 
rador; que  esto  sucedia  en  el  caso  actual,  pues  la  Compañía 
de  Seguros  ha  conseguido  el  salvamento  del  «Yacaréj»  que 
Méndez  declaraba  imposible,  sin  mas  costo  que  6000  ü  fls.,  es 
decir,  la  Va  parte  de  J8,000$fls.  en  que  fué  asegurado ;  que  el 
asegurador  tiene  derecho  para  procurar  la  salvación  del  objeto 
asegurado,  á  co^ta  del  dueño  de  éste,  porque  si  el  asegurado 
puede  hacerlo,  según  Méndez,  como  apoderado  del  asegurador, 
no  se  covipreifde  que  el  mandante  no  pudiese  hacer  por  sí  mis- 
mo lo  que  por  él  puede  hacer  el  mandatario ;  que  esta  facultad 
se  desprende,  claramente,  del  artículo  1397  del  Código  de  Co- 
mercio, y  tanto  mas,  cuanto  que  Méndez  declaraba  que  le  era 
imposible^salvar  el  vapor,  en  cuyo  case,  nada  era  mas  natural, 
que  el  asegurador  procurara  salvarlo. 

La  misma  parte  de  los  seguros  se  presentó  pidiendo,  que 
Méndez  se  recibiese  del  vapor,  que  estaba  ya  completamente 
salvado  en  el  Tigre,  pagando  6^000  j$ífts.,  á  que  ascendian  U)s 
gastos  de  salvamento. 

Dado  traslado^  contestó  Méndez :  que  el  abandono  se  hizo, 
y  que  era  bien  hecho,  se^un  el  artículo  1394  del  Código  de 
Comercio,  á  virtud  de  haber  estado  el  buque  totalmente  sumer- 
jido  debajo  del  agua,  como  lo  ha  reconocido  el  contrario ;  que 
ese  abandono  transfiere  dominio,  y  que  por  consiguiente^  el 
vapor  se  ha  salvado  para  el  asegurador  y  no  para  el  asegurado; 
que  la  Compañía  de  Seguros  en  ningún  caso  tiene  derecho  para 
pedir  que  le  abonen  los  gastos  de  salvamento^  porque  en  el 
caso  que  el  vapor  se  salvase  para  la  Compañía  de  navegación^ 
la  de  Seguros  tiene  que  dejarlo  en  el  estado  en  que  se  hallaba 
antes  del  siniestro  ;  que  á  la  Compañía  de  Navegación  le  con- 
vendría mas  recibirse  del  vapor  perfectamente  reparado  y  no 
su  precio,  pero  que  en  salvación  de  los  principios,  no  puede 
consentir  que  un  buque  abandonado  con  arreglo  á  derecho,  sea 
salvado  para  el  asegurado  y  no  para  el  asegurador. 
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Vallo  del  JTaes  dto  Sección. 


Buenos  Aires,  Junio  15  de  1868« 

Y  vistos ;  Considerando  : — 1^  Que  la  cuestión  sub-judice^  es 
contraida  á  decidir  si  el  abandono  hecho  por  la  Compañía  de 
Navegación  á  vapor  <Rio  de  la  Plata:»  del  vapor  (Yacaré»  cons- 
tituye dominio  para  la  de  Seguros^  ya  sea  la  decisión  por  via 
de  declaratoria  del  auto,  corriente  en  los  mismos,  ó  ya  resol- 
viendo una  de  las  ulterioridades  que  dejó  á  salvo  el  auto  citado, 
lo  que  corresponde  hacerse,  atento  á  que  las  partes  han  aducido*" 
lo  que  corresponde  á  sus  derechos  en  los  escritos  presentados; 
— 2<>  Que  la  Compañía  «Rio  de  la  Plata»^  sostiene  que  el  aban- 
dono fué  hecho  con  arreglo  al  artículo  1394  del  Código  de  Co- 
mercio^ porque  hubo  iiaufragio ;  pero  el  hecho  constatado  en 
autos,  contradice  este  concepto,  por  cuanto  solo  aparece  que 
hubo  una  submersion  del  vapor  «Yacaré»,  el  mismo  qué  ha  sa- 
lido de  ella^  y  hoy  se  encuentra  á  flole,  en  estado  de  navegabi- 
lídad,  entero,  y  en  el  Puerto  del  Tigre,  salvado  por  la  Compa- 
ñía de  Seguros  ;—3o  Que  para  que  el  abandono  tuviera  lugar 
seria  necesario  mufragio,  el  que  no  ha  existido,  ni  pérdida 
total  de  la  cosa  asegurada^  como  lo  exije  el  artículo  citado ; — 
4^  Que  existiendo  el  buque  salvado,  es  el  caso  de  una  avería, 
según  el  mismo  artículo  citado,  y  según  el  1396,  no  es  admisi- 
ble él  abandono  á  no  ser  que  el  costo  de  la  reparación  monte 
á  mas  de  las  dos  terceras  partes  del  valor  en  que  se  aseguró  el 
buque;  y  resulta  que,  para  hacer  navegable  el  vapor  «Yacaré», 
asegurado  en  18,000  $fls.  (póliza  corriente  en  autos),  solo  se 
han  gastado  6^000  Sfts.,  es  decir,  una  tercera  parte  del  seguro; 
Por  estas  consideraciones  no  ha  lugar  al  abandono  del  vapor 
«Yacaré»,  que  solicita  la  Compañía  «Rio  de  la  Plata»,  debien- 
do recibirse  del  buque  y  abonar  los  gastos  que  se  acrediten  de 
lejítimo  abono,  por  el  salvamento  del  mismo,  debiendo  repo- 
nerse el  sello 

Eguia. 
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La  parte  de  Méndez,  espresando  agravios  ante  la  Suprema 
Corte,  dice :  que  por  el  articulo  1394  el  asegurado  puede  hacer 
abandono  de  las  cosas  aseguradas,   dejándolas  por  cuenta  de 

las  aseguradores ,  en  los  casos  de  naufrajio^  baramento  del 

bfique  que  lo  inhabilite  para  navegar^  B:^.  Que  dadas  las  cir- 
cunstancias de  este  artículo,  el  abandono  es  facultativo  para  el 
asegurado  y  forzoso  para  el  itsegurador ;  que  el  «Yacaré»  nat«- 
fragój  porque  estuvo  á  pique,  pues,  naufragar^  es  irse  á  pique^ 
según  el  diccionario,  y  que,  por  consiguiente,  el  abandono 
pudo  hacerse,  como  se  hizo,  por  naufrajio ;  que  si  se  quiere 
atender  á  su  estado,  que  es  indudable  que  no  estaba  en  estado 
de  navegar,  por  estar  totalmente  debajo  del  agua;  que  la  excep- 
ción que  establece  el  art.  1396,  de  710  ser  admisible  el  abandono 
por  causa  de  innavegabilidadj  si  el  buqus  siendo  debidamente 
reparado  puede  ser  puesto  efii  estado  de  continuar  viaje^  estrés, 
trictiva;  como  toda  excepción  \  que  el  articulo  no  habla  de  un 
buque  desencalladoy  sacado  de  la  baradura,  6  alzado  del  fondo 
del  mar^  Bc^^  sino  de  un  buque  que  está  á  flote  y  que,  por  los 
daños  de  mar  sufridos,  no  puede  con  tinuar  viaje^  sin  ser  re- 
parado; que  aplicar  el  art.  1396  citado  al  presente  caso,  es 
darle  una  significación  que  no  tiene,  ensanchando  la  excepción; 
que  el  art.  1412^  establece  terminantemente,  que  él  abandono^ 
válidamente  verificado^  no  puede  revocarse^  aunque  él  asegu- 
rador haga  recobrado  la  cosa  asegurada^  y  esté  pronto  á  devol- 
verla; que  abandonado  el  «Yacaré»,  el  asegurador  no  puede 
devolverlo ;  que  no  obsta  que  los  aseguradores  no  hayan  acep- 
tado el  abandono,  porque  la  validez  del  abandono  no  depende 
déla  aceptación  del  asegurador,  pues  el  art.  1411,  dice,  que 
produce  sus  efectos  desde  el  momento  de  la  notificación  al  ase- 
gurador en  quien  se  transfiere  el  dominio. 

En  cuanto  al  pago  de  los  daños,  dice  :  que,  aun  cuando  no 
se  considerase  válido  el  abandono,  los  Seguros  deben  abontStr 
los  daños  de  la  cosa  asegurada,  representados  en  este  caso,  por 
todos  los  gastos  hechos  para  salvar  el  buque,  para  dejarlo  en 
buen  estado,  &^ ;  que  esto  es  de  estricta  justicia,  según  se  des- 
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prende,  con  claridad,  del  art.  634  del  Código  de  Comercio ; 
que,  en  consecuencia,  pide  la  revocación  del  fallo  apelado. 

La  parte  de  los  Seguros,  respondió,  diciendo :  que  la  Com- 
pañía de  Navegación  no  babia  manifestada  la  causa  de  la  snb- 
mersion  del  vapor  en  Balizas  interiores ;  que  averiguada    la 
verdad,  resultó  que  se  babia  ido  á  pique  por  motivo  de  al- 
guna$  camillas  abiertas ;  que  en  e&cto,  no  babia  ocurrido  tem- 
poral alguno  que  ocasionara  el  siniestro ;  que  dado  esto^  el 
abandono  era  inaceptable  por  cuanto  el  suceso  provenia  de  un 
hecho  de  la  tripulación,  que  no  podia  hacerse  pesar  sobre  el 
asegurador,  según  la  póliza  y  la  ley ;  que  la  póliza  y  el  art.  639 
del  Código  de  Comercio,  asi  lo  establecen ;  que  no  ha  habido 
naufrajio^    porque,    para  que   exista,   es    necesario,    según 
Pardessus,  tít.  ép^  núm.  643,  y  la  etimología  de  la  palabra, 
que  haya  despedazamiento  del  buque,   por  la  ajitacion  de  las 
olas,  el  furor  de  los  vientos,   el  fuego  celeste,  k^ ;  que,  aun 
cuando  la  rotura  del  buque  no  fuese  una  circunstancia  esencial 
al  naufrajio,  en  el  caso  presente  no  ha  habido  sino  una  submer- 
sion  lenta  y  transitoria,  pues  el  buque  ha  sido  salvado  sin  la 
menor  lesión ;  que  la  innavegabilidad  ha  sido,  por  consiguiente, 
transitoria  también,  y  que  no  ha  sido  de  la  categoría  de  la  del 
art.  1396,  para  que  ella  autorizara  el  abandono  ;  que  el  seguro 
no  habilita  á  desprenderse  de  la  cosa  al  menor  accidente  que 
sufra,  sino  garantir  el  importe  de  los  perjuicios  que  pudiera 
recibir ;  que  una  innavegabilidad  transitoria,  si  fuese  causa  legal 
de  abandono,  convertirla  el  contrato  de  seguro  en  uno  de  venta 
al  arbitrio  del  asegurado;  que  la  disposición  del  art.  1396,  no 
es  una  excepción^  porque  la  regla  general  es  conservar  la  cosa 
para  el  asegurado  y  que,  aun  cuando  lo  fuera,   dejaría  de  ser 
aplicable,  porque,  ni  siquiera  se  ha  alegado  que  las  reparado- 
aes  del  aYacaréi^  demanden  mas  de  las  74  partes  de  la  suma  ase- 
gurada;  que  á  parte  de  todo  esto,  el  art.  13  déla  póliza, 
que  es  la  ley  de  las  partes,  dice  y  resuelve  toda  la  cuestión,  pues 
establece,  que,  «  en  cualquiera  circunstancia  desgraciada,  el 
c  capitán  ó  dueño  del  buque  asegurado  no  podrá  abandonarlo, 
c  sino  en  el  caso  que,  independientemente  de  todo  gasto,  la 
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€  pérdida  ó  deterioro  material  del  buque,  absorva,  á  io  menos, 
<  las  tres  cuartas  partes  del  valor  del  buque» ;  que,  en  cuanto 
á  los  gastos,  lo  único  que  establece  la  sentencia^  es  qne  se 
paguen  los  seis  mil  pesos  del  salvamento,  porque  como  el  ase- 
gurador tiene  derecho  á  retener  el  buque  por  los  gastos  hechos, 
nada  mas  natural  que  se  mande  pagar  estos  para  hacerle  la  en- 
trega del  vapor ;  que  esto  no  importa  la  menor  contradicción 
con  la  naturaleza  del  contrato  de  seguro  y  de  la  póliza ;  que  el 
error  del  contrario  nace  de  creer  que  se  manda  sufrir  por  la 
Compañía  de  Navegación  todos  los  daños  sufridos  por  el  <Ya- 
carét,  lo  cual  no  dice  la  sentencia;  que  por  lo  espuesto,  pide 
la  confirmación  de  la  sentencia,  Sc^. 


Fmll«  de  la  Suprema  Cerle« 

Buenos  Aires,  Agosto  8  de  1868 

Vistos^  y  Considerando  : — Primero^  que  la  distinción  que  se 
hace  en  el  auto  apelado  entre  la  simple  submersion  de  un  bu- 
que, y  el  naufrajio  que  autoriza  el  abandono  al  asegurador, 
está  tundada  en  la  verdadera  intelijencia  del  articulo  mil  tres 
cientos  noventa  y  cuatro  del  Código  de  Comercio,  pues  en  la 
jurisprudencia  marítima  la  palabra  iiaufrajio  tiene  un  sentido 
universal  y  preciso,  significándose  por  ella,  la  fractura  total  de 
un  buque  por  un  accidente  de  mar,  ó  su  submersion  en  paraje 
de  donde  no  pueda  ser  sacado  sin  gastos  que  equivalgan  á  su 
pérdida  total  legalmenle  estimada;-— S^^^t^ni/),  que  por  consi- 
guiente, la  aceptación  del  abandono  en  este  último  caso  no  pue- 
de ser  obligatoria  para  el  asegurado,  sino  cuando  constela  im- 
posibilidad de  poner  á  flote  el  buque,  con  un  gasto  menor, 
porque,  como  dice  Parsons,  mientras  subsiste  la  esperanza  dei 
recobro  con  el  sacrificio  de  algún  dinero,  ni  estrictamente,  ni 
en  ningún  sentido  justo  puede  decirse  que  se  ha  sufrido  una 
pérdida  total;— Tercero,  que  en  el  presente  caso  la  facultad  de 
hacer  abandono  está  aun  mas  restrinjida  por  la  póliza  ;  pues  en 
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el  artículo  séptimo  se  estipula  que,  en  cualquier  caso  desgra- 
ciado^ el  capitán  ó  dueño  del  buque  asegurado ^  no  podrá  aban- 
donarlo^ sino  en  el  caso  que^  independie^temefite  de  todo  gasto, 
la  pérdida  ó  deterioro  material  del  buque^  absorva  al  menos 
las  tres  cu>artas  partes  de  su  valor;  y  no  se  ha  probado  que  el 
vapor  «Yacaré»  baya  esperi mentado  ei  menor  daño  6  deterioro^ 
afirmando  la  Compañía  Argentina  de  seguros  marítimos  que 
está  en  perfecto  estado  en  el  puerto  del  T\%te;— -Cuarto j  que 
el  espediente  no  está  bastantemente  instruido  para  resolver  so- 
bre el  pago  de  las  averías^  y  la  Compañía  no  puede  pretender 
que  le  corresponde  el  derecho  de  retención  del  buque  basta 
que  se  le  abonen  los  gastos  que  hizo  para  ponerlo  á  flote  ;  los 
que  no  puede  cobrar  sin  una  declaración  judicial  á  su  favor ; 
por  estos  fundamentos  y  por  los  del  auto  apelado  de  foja  veinte 
y  nueve  se  confirma  este ;  entendiéndose  que  el  derecho  que  se 
salva  á  la  Compañía  Argentina  para  justificar  e)  cobro  de  los 
gastos  de  salvamento,  no  la  autoriza  para  retener  el  buque ;  y 
satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  Gorostiaga. 
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CAUSA  Iil^l^»!. 


El  capitán  de  la  barca  ^Lermoní^,  con  Nauts  y  Danot, 

pod*  estadías. 


Sumario. — El  decreto  «para  mejor  proveer*  no  es  apelable* 


Caso. — Don  Engenio    Mirey,  apoderado  del  capilau  de  la 

barca  francesa  «LeroYont»  demandó  á  los  Sres.  Nauts  y  Demot 

por  estadías,  por  no  haber  mandado  estos,  dentro  del  término 

convenido,  los  artículos  para  cuyo  transporte  habían  fletado  di- 
cha barca. 

Como  los   demandados  alegasen  ser  una  de  las   causas  de 

las  estadías  el  decreto  del  Gobierno  de  la  Provincia  de  Buenos 

Aires^  mandando  suspender  los  trabajos  de  los  saladeros^  el 

Juez  antes  de  dictar  sentencia,  dictó  el  siguiente 


Decreto. 


Buenos  Aires,  Junio  25  de  1868. 

Para  mejor  proveer,  líbrese  oficio  al  Ministerio  de  Gobierno 
de  la  Provincia  para  que  se  sirve  remitir  á  este  Juzgado  copia 
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autorizada  del  decreto  fecha  15  de  Enero  del  corriente  año, 
ordenando  la  suspensión  de  faenas  en  los  saladeros,  y  él  en 

que  se  dejó  sin  efecto  esa  resolución.       ^ 

Eguia. 

Mirey  pidió  se  declarase  que  el  anterior  decreto  no  tenia  por 
objeto  resolver  el  punto  sobre  la  fuerza  mayor  alegado  por  los 
demandados  y  apeló  in  subsidium. 

El  Juez  negó  la  declaración  solicitada  y  concedió  !a  apelación. 


Falto  de  la  üuprenMi  Corle. 

Buenos  Aires,  Agosto  i  i  de  1868. 

Vistos :  No  siendo  apelable  el  decreto  de  foja  sesenta  y  cinco 
vuelta,  devuélvanse;  satisfaciéndose  las  costas  y  reponiéndose 
los  sellos  por  el  recurrente. 

Francisco  de  las  Carreius. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado. —José  Barros  Pazos.— 
j.  b.  gorostiaga. 
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m\  iiHLimiii 


/>.  José  Lavardlo^  conira  D.   Tomáf^  Pietranera^  sobre 

entrega  de  equipaje. 


Sufnario. — El  capitán  que  ha  abandonado  ua  buque,  no  tie- 
ne derecho  á  demandar  al  dueño  del  mismo  por  la  restitución 
de  8U  equipaje  que  dice  haber  dejado  á  bordo. 


Caso. — D.  José  Lavarello,  demandó  á  D.  Tomás  Pietranera 
gerente  de  la  Empresa  del  vapor  «Gran  Chaco»  para  que  le 
entregase  el  equipaje  que  aquel  d^cia  haberle  sido  arrebatado 
violentamente  junto  con  el  vapor  desde  el  puerto  de  Rivadavia 
en  la  Provincia  de  Salta. 

Pietranera  contestó  que  nada  sabia  del  equipaje  mencionado, 
y  que  si  este  hubiese  existido  á  bordo  del  vapor^  no  podía  ser 
responsable  del  mismo,  porque  Lavarello  habia  abandonado  el 
buque;  porque  la  Suprema  Corte  en  la  causa  de  Casares  y 
otros  contra  Pietranera  había  resuelto  que  este  no  era  respon- 
sable personalmente  por  ninguno  de  los  actos  referentes  á 
dicho  vapor,  y  porque  Pietranera  no  habia  tenido  jamás  el 
mando  del  buque. 
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Fallo  del  Jíucb  Seeelonal. 

Buenos  Aires,  Junio  19  de  1868. 

Y  yistos :  Considerando:  i'^  Que  el  capitán  Lavarelio  de- 
mandó la  entrega  de  equipaje  que  quedó  á  bordo  del  vapor 
«Gran  Chaco:»,  del  que,  el  mismo  demandante  era  capitán,  y 
cuyo  comando,  dice  le  fué  quitado  por  Pietranera,  en  Rivada- 
via.  Provincia  de  Salta;  ^^  Que  el  demandado  opone  la  excep- 
ción de  contra  no  parte,  y  que  toda  la  responsabilidad  cae  con- 
tra Lavarello,  como  capitán  del  buque,  el  mismo  que  abandonó; 
y  que  según  el  art.  1087  del  Código  de  Comercio,  le  es  espre- 
samente  prohibido  al  capitán  abandonar  un  buque  á  no  ser  en 
caso  de  naufragio :  y  según  el  1093,  Lavarello  ha  debido  re- 
sistir toda  violencia  que  se  le  hiciere,  hechos  confesados 
por  la  exposición  del  demandante,  y  que  es  entonces  que  de- 
bió cobrar  su  equipaje  al  capitán  que  lo  subrogó)  D.  Ángel 
Basso,  pero  que  no  dice  haber  hecho  cargo  alguno  á  este  res- 
pecto el  demandante,  y  por  consiguiente  se  dirige  contra  quien 
no  tiene  responsabilidad  alguna  por  el  equipaje  demandado ; 
por  estas  consideraciones,  se  absuelve  de  la  demanda  á  don 
Tomás  Pietranera ;  y  definitivamente  juzgando  así  lo  proveo  ; 

repóngase  el  sello. 

Carlos  Eguia. 

Apelado  este  auto  fué  confirmado  por  el  siguiente 

Fall«  de  la   Supremí^  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1868. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  doce  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los 
sellos,  duvuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— J. 
b.  gorostuga. 
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CAUSA   IiXLXLlliV. 


Criminal^  contra   Vicetite  Aracena  y  Sanios  Contreras^ 

por  rebelión  y  otros  crímenes. 


Sufnario. — i^  La  ancianidad  es  cansa  de  atenuación  en  la 
apelación  de  las  penas. 

2p  E\  reo  que  alega  coacción  en  el  delilo  que  comete^  debe 
probarla.  - 

3^  Los  delitos  comunes  cpmetidos  durante  la  rebelión,  son 
un  incidentes  de  ella,  y  como  tales  sujetos  á  la  jurisdicción 
nacional . 


Caso. — Narciso  Mallea^  declaró,  ante  la  Policía  de  San  Juan; 
que  ha  oído  decir  que  Vicente  Aracena  sirvió  de  Comandante 
de  la  Partida  de  Plaza,  en  la  época  de  los  rebeldes ;  que  á 
últimos  de  Marzo  de  1867,  se  presentó  en  casa  del  declarante 
con  algunos  soldados  con  orden  de  prender  al  esponente,  y  que 
contestándole  su  señora,  que  no  estaba,  en  cuyas  circunstan- 
cias se  escapó  por  los  fondos  del  sitio,  Aracena  registró  proli- 
jamente toda  la  casa  y  sustrajo  de  ella  un  caballo  con  montura 
completa  de  silla,  un  corte  de  vestido  de  zaraza,  una  carona  de 
zuela,  un  pañuelo  negro  de  punto,  un  quita-sol  de  seda,  un  pa- 
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ñuelo  de  seda  de  manto  y  otras  cosas  mas ;  que  ba  oído^  que 
el  mismo  Aracena  fué  uno  de  los  que  fueron  á  casa  de  D.  Juan 
Lcon,  cuando  fué  saqueada. 

£1  Jefe  de  Policía  remitió  esta  declaración  al  Juez  de  Crimen, 
participándole  también  baber  encontrado  en  casa  de  Aracena, 
cuatro  becerros  franceses  llevados  por  éste,  y  que  como  parte 
del  saqueo  que  le  hicieron  á  D.  Juan  León  en  su  casa  de  nego-^ 
cío,  ios  becerros  fueron  entregados  al  representante  de  la  casa, 
según  recibo  que  corre  en  autos. 

Alejandro  López,  declaró  ante  la  Policía,  también  ;  que  Ara- 
cena  tué  Comandante  de  la  partida  de  plaza ;  que  sabe,  de  oidas, 
que  frecuentemente  perseguía  á  los  ciudadanos  para  capturarlos; 
que  ba  acompañado  al  Ministro  Legrand  en  el  saqueo  de  casas 
de  negocio ;  que  apaleó  al  Juez  de  Paz  y  Comisario  del  Pocito; 
que  fué  á  Leoncito  con  seis  individuos  de  tropa  y  dijo,  que  iba 
en  persecusion  de  Ü.  Eleuterio  Fernandez,  por  orden  verbal 
recibido  de  Legrand ;  que  pasó  á  Calingasta  y  se  alojó  con  su 
fuerza  en  una  finca  del  declarante,  donde  pidió  uua  cabra. para 
comer  ;•  que  al  dia  siguiente  marchó  hacia  la  Capital  trayéndose 
robados  cuatro  caballos  de  la  finca  de  Ramón  Lozada ;  que 
inmediatamente  se  reunieron  varios  vecinos,  entre  ellos  Am- 
brosio Caicedo,  Marcos  Lloverás  y  el  declarante,  y  lo  persi* 
guieron,  lo  alcanzaron  y  lo  tomaron  preso. 

Aracena  declaró,  ante  el  Juez  del  Crimen ;  que  fué  Coman- 
dante de  la  Partida  de  Plaza  en  tiempo  de  Videla;  que  por  orden 
escrito  del  ministro  Legrand,  fué  á  casa  de  Celso  Mallea  á  pren- 
derlo; que  allí  tomó  un  caballo  con  silla  de  montar,  pero  que 
no  tomó  nada  mas ;  que  no  tiene  conocimiento  del  saqueo  de 
la  casa  de  D.  Juan  León ;  que  fué  un  dia,  que  no  recuerda,  á 
la  casa  de  éste  con  cuatro  ó  cinco  individuos  ir.as,  que  no  re- 
cuerda quiénes  fueron,  y  que  no  sabe  qué  especies  tomarían, 
pero  que  fué  uno  de  los  dependientes  quien  pasaba  los  efectos ; 
que  Legrand  le  dio  en  casa  del  Gobernador  Molina,  los  cuatro 
ó  cinco  becerros  de  propiedad  de  León ;  que  no  sabe  que  dichos 
becerros  procedieran  de  la  casa  de  León ;  que  á  Vicente  Cano 
le  pidió^   por  via  de  auxilio,   dos  caballos,  y  cuatro  al  peón 
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Pedro  Sarmiento,  en  ia  finca  de  Ramón  Lozada,  los  que  le 
fueron  tomados,  cuando  prendieron  al  esponente;  que  tenia 
drden  verbal  para  estas  requisiciones. 

Santos  Cotttreras  declaró  ante  el  mismo  Juez  del  Crimen ;  que 
fué,  como  un  mes,  sárjenlo  en  la  Partida  de  Plaza  ;  que  junto 
con  otros,  fué  bajo  las  órdenes  de  Araceua  á  prender  á  Eieute- 
rio  Fernandez;  que  el  Comisario  de  Zonda,  Nolazco  Godoy, 
le  entregó  dos  caballos  de  Matías  Sánchez,  otros  dos  de  Antonio 
Sánchez,  una  muía  de  Cirilo  Sarmiento,  otra  de  Teresa  Sánchez, 
dos  caballos  de  Vicente  Cano,  tres  de  Ramón  Lozada  y  una  muía 
que  se  le  tomó,  porque  el  capataz  ó  peón  que  allí  estaba  no 
quizo  entregarla,  ypor  vfa  de  auxilio,  pidieron  para  comer  una 
oveja  de  Timoteo  Basualdo,  una  cabra  de  Maradona,  y  otra  de 
Abrahan  Sarmiento ;  que  acompañó  á*  Araceua  cuando  fueron  á 
tomar  proso  á  Celso  Mallea,  y  que  también  fué  á  la  finca  de 
José  Pedro  Coriinez  con  el  mismo  Aracena  ;  que  el  esponente 
se  ocupó  en  rodear  la  casa  de  Mallea  con  centinelas  cuando 
fueron  á  tomarlo. 

Victorino  Gallo  declaró;  que  por  la  voz  pública,  sabe  que  el 
24  de  Marzo  fuó  saqueada  la  casa  de  D.  Juan  León,  por  Le- 
grand,  Belomo  y  Molina  habiéndolos  acompañado  Aracena. 

Remitidos  estos  antecedentes  al  Juez  de  Sección,  se  mandó 
por  éste  adelantar  el  sumario. 

Peirona  Zavalla  de  Mallea  declaró;  que  Aracena  habia  sido 
doméstico  de  su  casa,  según  oyó  á  su  Sra.  madre ;  que  Aracena 
fué  con  una  partida  á  registrar  su  casa,  con  objeto  de  prender 
á  su  esposo  Narciso  Mallea,  apoderándose  de  un  caballo  con 
toda  la  montura, -de  un  pañuelo  de  medio  rebozo  de  red,  un 
quita-sol  de  seda,  un  corte  de  vestido  de  zaraza,  un  sombrero 
de  niño,  una  abanico,  un  pañuelo  de  seda  de  manos  y  otras 
frioleras,  de  lo  cual  saben,  su  bennana  Dominga  Zaballa,  su 
cuñada  Antonia  Oro  de  Zavalla  y  su  sirvienta  Juana  Bustos. 

Esta  Juana  Bustos  declaró  :  que  ella  vio  cuando  Aracena  lle- 
vó todas  estas  cosas. 

llamado  Aracena  á  prestar  confesión,  se  ratificó  en  ia  de- 
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claracion  que  tenia  presentada,  esponiendo ;  que  á  los  dos  días 
después  de  haber  estado  en  casa  de  Mallea,  le  hizo  decir  la  Sra. 
que  procurara  recaudarle  unas  repitas  de  niño  que  le  habian 
sacado  los  soldados  y  que  le  contestó,  que  si  el  disi  antes  le 
hubiera  avisado  habría  podido  averiguar  qué  soldado  las  había 
sacado,  pero  que  después  ya  no  era  posible ;  que  no  es  cierto 
que  él  haya  llevados  los  objetos  que  se  relatan  en  las  decla- 
raciones, que  corren  en  autos  ;  que  es  cierto  que  tomó  cuatro 
cabalgaduras  de  la  linca  de  Ramón  Lozada,  (lorque  el  encar- 
gado de  la  finca  no  quiso  entregarlas,  y  él  las  precisaba,  pues 
venia  á  pié,  pero  que  no  las  traía  robadas,  sino  que^  al  con- 
trarío, le  dijo  al  encargado  del  establecimiento  que  á  su  llegada 
al  pueblo,  las  entregaría  al  Sr.  Lozada ;  que  sirvió  á  los  rebel- 
des, porque  lo  obligó  el  Comandante  General  D.  Carlos  Burgoa, 
y  por  último,  que  el  caballo  de  Mallease  lo  entregó  á  Legrando 

Santos  Contreras,  se  ratificó  en  su  declaración  y  espuso ; 
que  el  motivo,  porque  se  persiguió  á  D.  Eleuterio  Fernandez 
y  á  D.  Celso  Mallea,  siendo  el  confesante  un  agente  armado 
para  capturarlos,  fué  porque  eran  adictos  al  actual  Gobierno 
Nacional ;  que  el  esponente  sirvió  por  fuerza  á  los  rebeldes, 
pues  fué  tomado  por  el  Juez  de  Policía,  Manuel  Arias,  y  entre- 
gado al  Jefe  de  la  Partida  de  Plaza,  Benjamin  Aguiar  ;  que  no 
desertó  de  los  rebeldes,  porque  temió  se  le  siguiese  un  gran 
perjuicio ;  que  cuando  pensó  hacerlo,  quedándose  en  Zonda  á 
su  regreso  de  Calingasta,  ya  fué  tarde,  porque  la  situación  ha- 
bia  cambiado  y  fué  tomado  preso. 

Marcos  Lloverás  Rufino  declaró,  con  motivo  de  la  cita  que 
de  él  hace  Alejandro  López ;  que  sabe,  por  el  mismo  Aracena, 
que  fué  Comandante  de  la  partida  de  plaza;  que  fué  man- 
dado á  capturar  á  D.  Manuel  José  Zavalla ;  que  también  fué 
mandado  á  Calingasta  en  persecusion  de  Eleuterio  Fernandez 
y  de  otro  Fernandez  mas,  que  cree  llamarse  Zacarías,  y  que  le 
consta  todo  lo  demás,  relativo  al  robo  de  caballos  y  muías ; 
que  al  clérigo  Salvador  Giles  le  oyó,  que  fué  asaltado  en  su 
casa  por  Legrand  y  Aracena,  y  que  á  otros  varios  ha  oido  que 
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el  mismo  Aracena  acompañaba  á  Legrand,  en  los  salteos  y  sa- 
qaeosde  casas,  como  en  la  de  D.  Juan  León. 

El  clérigo  Salvador  Giles  informó ;  que  el  25  de  Marzo,  á 
las  3  de  la  mañana,  golpearon  sus  puertas  y  ventanas,  con  la 
culata  de  tercerolas,  gritando  también^  salga  el  cura  á  confesar 
y  llevar  auxilios  á  un  enfermo  ;  que  se  presentó  en  la.  puerta 
de  calle  y  encontró  á  Aracena,  á  Legrand  y  á  José  María  Be- 
navidftz  con  una  partida  armada ;  que  Aracena  y  Benavidez  le 
intimaron  que  se  diese  preso,  diciéndoie  el  primero  que  lo 
siguiera,  pues  tenia  orden  del  Gobernador  Molina  para  llevarlo 
á  la  cárcel  páblica  y  ponerle  una  barra  de  grillos  por  salvaje 
unitario,  y  que  muy  luego  degollaria  á  todos  los  salvajes  ;  que 
también  le  dijo  que  lo  habian  ido  á  buscar  á  la  tienda  de  su  so- 
brino Juan  de  León,  donde  rompieron  las  puertas  á  balazos  y 
saquearon  los  soldados  la  tienda. 

Tomasa  Castro^  declaró  :  que  oyó  los  golpes  dados  en  la  casa 
del  cura  Giles  y  la  conversación  que  tenían  afuera  y  adentro,  pero 
sin  percibirla  con  claridad. 

Inez  Castro,  declaró:  que  oyó  los  golpes,  y  que  lo  demás  lo 
sabe  de  oidas, 

Isabel  Pelaya,  sirvienta  de  la  casa  de  las  señoras  Castro^ 
declaró:  que  es  cierto  aue  Aracena,  Legrand  y  Benavides  fue- 
ron con  una  partida  á  casa  del  clérigo  Giles  y  le  golpearon  las 
puertas  con  las  culatas  de  los  fusiles,  gritándole  que  saliese  á 
llevar  auxilios  á  un  enfermo,  y  que  vio  que  el  cura  salió  de  su 
casa  acompañado  de  un  hombre  armado. . 

La  acusación  fiscal  pidió  que  Aracena  y  Contreras  fueran  de- 
clarados reos  de  rebelión^  y  de  hurto  calificado  ademas,  y  que 
fuesen  condenados  á  la  pena  ordinaria  de  muerte:  que  los  pro- 
cesados confiesan  haber  servido  á  la  rebelión,  en  empleos  mili- 
tares, haber  hecho  requisiciones  con  fuerza  armada,  allanado  el 
domicilio  y  encarcelado  á  varios,  por  orden  que  dicen  recibieron 
del  gobierno  rebelde;  que  Aracena  fué  de  los  primeros^  que  en  5 
de  Enero  hicieron  armas  contra  las  tropas  legales  acantonadas 
cu  la  plaza,  como  lo  probaria  á  su  tiempo:  que  robó  á  Mallea  un 
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caballo  ensillado,  aHaaando  su  casa  á  deshoras  de  la  noche; 
que  hurtó  las  especies  enumeradas  en  las  declaraciones,  cor- 
rientes en  autos,  con  allanamiento  del  domicilio  á  fuerza  ar-< 
mada;  que  hurtó  con  fractura  la  casa  de  D.  Juan  de  León,  en 
la  noche  de  su  saqueo;  que^  no  obstante,  de  que  este  niega  ha- 
ber sacado  nada  de  dicha  casa  está  desmentido  con  el  hecho  de 
haberse  encontrado  en  su  poder,  cuatro  becerros  pertenecientes' 
á  la  casa  del  espresado  León;  que  los  dos  procesados  fueron  á 
prender  á  D.  Pedro  Cortinez,  y  no  hallándole  le  tomaron  seis 
animales  caballares,  como  lo  probaria  oportunamente;  que  Ara- 
cena  es  también  responsable  del  allanamiento  de  la  casa  del 
presbítero  Giles;. que  ambos  procesados  fueron  á  Calingasta  á 
perseguir  á  Eleuterio  Fernandez,  Manuel  José  Zavalla  y  otros^ 
robando  en  su  tránsito  un  número  considerable  de  animales ; 
que  la  conducta  de  Aracena  es  tantf>  mas  culpable  cuanto  que 
siempre  ha  sido  el  primero  en  tomar  parte  activa  en  todos  los 
tumultos  y  sediciones  habidas;  que  es  necesario  castigar  con 
severidad  todos  estos  atentados,  que  diariamente  se  repiten  y 
hacen  el  sistema  de  los  verdugos  de  la  sociedad;  que  por  el  ar- 
tículo 93  de  la  ley  penal  nacional,  deben  aplicarse  en  este  caso 
las  leyes  18  y  19,  til.  U,  Part.  7». 

Napoleón  Moyano,  defensor  de  Aracena,  contestó:  que  este 
no  podía  ser  considerado  cómplice  de  la  rebelión^  porque  habia 
sido  forzado  á  prestar  sus  servicios,  y  porque  en  todo  no  hacia 
sino  cumplir  las  órdenes  de  sus  superiores;  que  no  tenia  ni  li- 
bertad ni  medios  para  resistirlas,  y  que  por  consiguiente,  no  ha 
contraído  responsabilidad;  que  teniendo  su  defendido  un  hijeen 
la  tropa  que  fué  á  combatir  á  la  rebelión  en  la  Rinconada,  fué 
hacia  aquel  punto  á  tomar  noticias  de  la  suerte  de  su  hijo,  tro- 
pezó y  fué  tomado  por  el  Comandante  Paez,  de  los  rebeldes, 
que  ya  se  venia  en  triunfo  sobre  la  plaza;  que  vino,  pues,  no 
como  soldado  sino  como  prisionero;  que  no  es  cierto  que  hu- 
biese asistido  á  la  casa  de  León,  cuando  fué  saqueada^  y  que  los 
caballos  tomados  á  Mallea  y  otros  no  puede  ser  un  cargo,  desde 
que  lo  hacia  cumpliendo  órdenes  del  gobierno  de  aquella  época; 
que  en  todo  caso  tendría^  cuando  mas.  la  responsabilidad  del 
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mero  ejecutor,  si  se  le  probase  que  su  acción  fué  libre  y  espon- 
tánea. 

El  defensor  de  Coniferas,  espuso:  que  del  proceso  resulta 
que  fué  Sargento  de  la  Partida  de  Plaza,  y  que  en  lodos  los  ac- 
tos porque  se  le  procesa,  estuvo  siempre  bajo  las  órdenes  do 
Aracena,  que  de  todos  los  hechos  que  confiesa  no  hay  uno  solo 
que  pueda  arrojar  sobre  él  la  responsabilidad  de  un  delito;  que 
fué  arrastrado  por  los  sucesos  que  siguieron  á  la  batalla  de  la 
Rinconada,  y  como  el  país  entero,  quedó  prisionero  del  ven- 
cedor; que,  hombre  humilde,  peón  gañan  no  ha  podido  ocul- 
tarse ni  emigrar,  y  ha  tenido  que  seguir  la  corrienle  de  la  si- 
tuación; que  no  es  cierto  que  su  defendido  haya  confesado 
haber  prendido  á  alguien,  hecho  requisiciones,  allanado  domi- 
cilios,  etc. ;  que  en  todo  caso,  su  posición  en  esta  causa  seria 
la  del  mero  ejecutor,  pero  que  ni  este  le  corresponde,  porque 
obró  por  la  fuerza,  sin  medios  para  resistirla. 

Se  recibió  á  prueba. 

Prueba  de  Contreras. 

Pedro  Mercado  declaró:  que  presenció  cuando  el  Jefe  de  Po- 
licía, Arias,  llevó  preso  á  Contreras  al  cuartel,  y  lo  entregó  al 
Capitán  Benjamín  Aguiar,  quien  lo  destinó  á  la  Partida  de  Pla- 
23,  pues  el  declarante  fué  traído  un  rato  antes  allí  mismo;  que 
después  de  separarse  Aguiar,  entró  Aracena  de  Jefe  de  Policía. 

Antonio  Castro  declaró  idéntica  cosa,  agregando  que  ha  oido 
al  mismo  Contreras  y  á  otros  que  han  sido  traídos  á  la  cárcel, 
que  el  referido  Contreras  sirvió  al  gobierno  legal  anterior,  en 
la  espedicion  que  antes  de  la  rebelión  mandó  á  las  Lagunas  á 
perseguir  malhechores;  que  también  ha  oido  á  José  María  Za- 
pata, capataz  de  D^  Teresa  Sánchez,  que  Contreras  ha  sido  peón. 

Bonifacio  Morales^  que  estando  en  el  cnartel,  vio  que  Arias 
llevó  á  Contreras,  en  la  grupa  de  un  soldado,  y  lo  entregó  á 
Aguiar,  quien  lo  destinó  á  la  Partida  de  Plaza,  de  la  que  des- 
pués fué  Comandante  Aracena. 

Prueba  de  Aramna. 
Una  orden  concebida  en  estos  términos : 


AG         FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORtE 

«  El  Comandante  hará  entregar  al  conductor  de  la  presente 
a  orden,  una  muía  que  se  ha  tomado  á  un  niño  por  galope. 

€  San  Juan,  Marzo  14  de  1867. — De  orden  del  Sr.  Inspector. 
«  — Mariíiel  /.  Aparicio,^ 

Una  orden  espedida  por  el  Gobernador  Molina,  y  cinco  es- 
pedidas por  el  Gefe  de  Policía,  para  que  fueran  tomados  pre- 
sos y  conducidos  incomunicados  á  la  cárcel  pública,  con  facul- 
tad espresa  de  allanar  el  domicilio,  á  los  siguientes  :  Martin  y 
José  Antonio  Rodríguez,  Santiago  Furque,  Facundo  Maradona, 
Antonio  Sarmiento,  Manuel  J.  Gómez,  Javier  Vaca^  Wenceslao 
Yates,  Marcial  Quiroga,  Eliceo,  Narciso  y  Abel  Mallea. 

Vicente  Alvarez,  declaró :  que  estando  ya  en  servicio  Arace- 
na,  le  dijo  al  declarante  que  los  rebeldes  le  habian  obligado  á 
servir,  y  que  no  se  ha  negado  por  temor  que  le  hicieran  algún 
grave  mal ;  que  esto  le  ha  dicho  varias  veces  durante  la  época 
de  los  rebeldes ;  que  también  le  dijo,  cuando  Legrand  hizo  sus 
agresiones  sobre  la  tienda  de  Leon^  que  le  tenia  miedo  á  Le- 
grand,  porque  lo  habia  de  fusilar,  y  que  lo  peor  era  que  lo 
mandaba  personalmente,  cuando^  como  Comandante  de  la  Par- 
tida de  la  Plaza,  podría  mandar  subalternos  para  escusar  com- 
promisos ;  que,  cuando  vino  Derqui,  vid  á  Aracena  contener 
á  sablazos  los  desórdenes  y  robos  que  hacian  los  Llanistas,  y 
desde  entonces  lo  consideró  como  hombre  de  orden ;  pero  que, 
sin  embargo,  esta  vez  haoido  decir  mucho  mal  de  él,  aunque 
no  le  constaba  al  declarante.  A  pregunta  del  Procurador  Fis- 
cal, respondió  el  esponente:  que  Aracena  perteneció  siempre 
al  partido  federal^  ha  defendido,  toda  su  vida  á  Benavidez,  y  ha 
venido  en  la  comisión  Derqui ;  que  despdes  ha  prescindido  de 
todo,  aunque  ignora  si  tomó  ó  no  parte  en  la  intervención  de 
Saá.  A  pregunta  del  mismo  Fiscal,  respondió:  que  le  dijo 
Aracena,  que  yendo  hacia  el  campo  de  batalla  á  salvar  á  su 
hijo,  que  pertenecía  á  las  fuerzas  legales,  se  encontró  con  una 
partida  enemiga  que  venia  triunfante,  que  lo  tomaron,  lo  in- 
corporaron á  ella,  le  dieron  una  lanza  y  lo  trajeron  al  Pueblo. 

Antonio  Castro,  declaró :  que  cuando  oyó  los  tiros  con  que 
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abrieron  la  casa  del  señor  León,  vio  que  Aracena  estaba  en  su 
cuarto  en  la  Policía ;  pero  que  no  sabe  si  iría  mas  tarde,  aun- 
que el  esponente  lo  vio  enlrar  en  su  cuarto,  donde  luego  vino 
Legrand  ;  que  el  declarante  acompañó  á  Aracena,  cuando  fué 
á  Calingasta. 

Simón  Nievas,  declaró:  que  vióá  Aracena  en  la  Policía,  en 
la  noche  del  salteo  de  la  casa  de  León  hasta  que  se  acostaron 
á  dormir,  que  creé  fué  cuando  se  tocó  á  silencio ;  que  también 
se  acostó,  como  ios  demás,  y  que  al  toque  de  diana  estuvo  en 
su  cama  en  el  mismo  cuartel. 

Prueba  de  la  parte  del  Fiscal,     ^ 

José  Pedro  Cortinez,  declaró :  que  un  dia  de  fiesta  se  vino 
de  su  finca  á  la  ciudad,  y  Aracena  fue  á  la  finca  á  prenderlo 
por  orden  de  Legrand,  según  decia  y  no  encontrándolo,  se 
trajo  los  últimos  animales  que  le  habían  quedado,  que  era 
una  muía,  una  yegua  y  varios  potrillos;  que  cree  eran  cuatro. 

Victoriano  Gallo,  declaró  :  que  le  consta,  por  haberlo  pre- 
senciado, que  en  Marzo  del  67,  saquearon  la  casa  de  D.  Juan 
León ;  que  oyó  después  que  Aracena  habia  formado  parte  de 
la  partida  que  allí  fué ;  que  la  Policía  le  entregó  unos  becerros 
pertenecientes  á  dicha  casa,  tomados  á  Aracena. 

Doroteo  Basañez  declaró,  lo  mismo  que  el  anterior. 

Inocencio  Gutiérrez,  declaró  lo  mismo. 

Benito  Gallo,  declaró :  que  por  los  mismos  soldados  y  por 
un  sárjenlo,  conocido  con  el  nombre  de  cCarancho»,  supo  que 
Aracena  habia  acompañado  á  Legrand,  como  oficial  de  la  par- 
tida ;  que  registró  los  cajones  del  diario  y  sacó  un  resto  de  pla- 
ta sencilla,  dejada  para  los  vueltos. 

Fortunato  Silva,  declaró  lo  mismo  que  este  último. 

Felipe  Lucero,  dice :  que  no  ha  visto,  cuando  han  sacado 
animales,  pero  que  vio  la  comisión  con  que  andaba  Legrand 
7  Aracena  en  la  finca  de  su  patrón  Cortinez;  que  luego  supo 
que  habian  traido  dos  machos  y  un  caballo,  que  los  vio  des- 
pués en  la  Policía. 
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Ramón  Escebar,  dice :  que  estuvo  presente  cuando  Araccna 
fué  á  buscar  á  su  patrón  Cortínez,  para  tomarlo  y  matarlo^  y 
que  se  trajo  de  la  finca,  dos  machos,  dos  yeguas  con  cria  y  un 
caballo. 

Miguel  Alvarez,  dijo :  que  no  ha  presenciarlo  el  hecho  del 
saqueo  de  la  casa  de  León,  pero  que  conversando  con  ios  sol- 
dados, en  presencia  de  Aracena,  le  dijeron  qne  éste  había  es- 
tado en  el  saqueo,  y  había  sacado  de  la  casa,  plata,  becerros 
y  ropa,  y  que  Aracena  no  hacía  sind  sonreirse  cuando  ios  sol- 
dados le  decian  esto. 

Dionicio  Várela,  declaró :  que  es  cierto  que  Aracena^  en 
Marzo  de  1867,  le  allanó  su  casa  con  fuerza  armada,  lo  tomó 
preso  y  lo  llevó  á  la  cárcel  pública,  donde  estuvo  con  una 
barrado  grillos,  hasta  que  dio  2.000  S  bolivianos  de  contribu- 
ciones^ que  le  impuso  el  Gobierno ;  que,  á  pesar  de  haberle 
exijído,  Aracena  no  le  exhibió  orden  escrita  de  autoridad  algu- 
na; que  sabe,  por  haberlo  oido,  que  Aracena  llevaba  á  la  cár- 
cel á  los  individuos  á  quienes  se  tomaban  presos,  para  exijirles 
contribución ;  que  andaba  á  la  cabeza  de  una  partida  y  tomaba, 
á  la  fuerza,  animales  que  exijia  de  auxilio  y  no  se  le  daban. 

Juana  Vega,  declaró :  que  fué  Legrand  quien  dijo  á  la  par- 
tida que  prendiesen  al  señor  Cortinez,  y  que  lo  mataran  en  el 
acto,  si  queria  resistirse  ó  decir  algo. 


Fallo  del  Jues  de  Sección. 

San  Juan,  Abril  22  de  1868. 

Vistos,  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal,  contra 
Vicente  Aracena  y  Santos  Contreras,  como  rebeldes  y  reos  de 
crímenes  comunes,  cometidos  con  ocasión  de  la  rebelión. — Y 
considerando ;  que  los  cargos  que  el  Fiscal  hace  al  procesado 
Aracena,  son:  en  cuanto  al  delito  político;—!''  Haber  servido 
en  las  fuerzas  de  los  rebeldes  en  clase  de  Comandante  de  la 
Partida  de  Plaza  ^  hecha  requisiciones,  allanado  el  domicilio 
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de  Taños  ci^dadanos^  y  prendido  y  «oearcelado  á  otros,  ejecu- 
tandd  órdenes  que  dice  recibíé  de  los  rebeldes ;  y  ^  Que 
féé  de  los  primeros  que  ae  presemaroa  armados  en  esta  eiudad, 
el  S  de  Enero,  haciendo  armas  contra  ias  fuersas  acantonadas 
en  la  Plaza;  y  en  cuanlo  á  los  ¿rímenes  comunes;  i^  Que 
robó,  con  fuerza  armada,  en  casa  de  D.  Narciso  Mallea,  un  ca- 
ballo eostllaclo  y  las  demás  especies  que  se  relacionan  en  ias 
declaraciones  de  éste  y  de  su  esposa,  fojas  primera  y  catorce ; 
2*  Que  fué  ano  de  los  que  robaron  la  casa  de  negocio  de  d<|n 
J«an  Leon^  abriendo  las  paertas  á  balazos ;  39  Que  de  la  linca  de 
D.  José  Pedro  Cortinez  tomó,  entre  otras  cosas,  seis  animales 
cabalgares,  y  i""  Que,  cuando  su  espedicion  á  Calingasta  con 
el  objeto  de  capturar  i  Fernandez  y  otros,  robó,  en  su  tránsito, 
nn  némero  considerable  de  animales,  detallados  en  laeoníesion 
del  procesado  Contreras,  y  comprobados  por  las  declaraciones 
de  los  testigos,  á  fojas  siete,  nuere  y  diez  y  siete. 

Que  el  primero  de  los  cargos,  referentes  ai  delito  político^ 
está  justificado  en  toda  su  amplitud,  por  la  confesión  misma 
de  Aracena ;  por  las  declaraciones  de  Tárela,  foja  diez  y  nueve; 
Mallea,  foja  primera ;  Contreras,  foja  nueve  vuelta ;  doña  Pe- 
irona  Zavall^  de  Mallea,  foja  catorce  ;  Juana  Bustos,  foja 
catorce  vuelta ;  Gilez,  foja  veinte  y  dos,  vuelta ;  dotla  Tomasa 
Castro,  foja  veinte  y  cuatro  vuelta,  doña  Inés  Castro  foja  vein- 
te y  cinco ;  Isabel  Pelajes,  foja  veinte  y  cinco  vuelta ;  Ló- 
pez, foja  setenta  y  uno ;  Lloverás  Rufino,  foja  diez  y  ocho ; 
CortineZ;  foja  ochenta  y  uno ;  Lucero,  foja  ochenta  y  seis ; 
Escobar^  foja  ochenta  y  siete ;  y  Juana  Vega,  foja  noventa  y 
tres;  por  la  aceptación  que  de  su  verdad,  hace  el  defensor 
en  su  defensa,  y  por  las. órdenes  que  ha  presentado  con 
el  propósito  de  justifican  su  descargo,  y  que  se  registran  desde 
foja  cincuenta  y  tres  hasta  cincuenta  y  nueve  de  estos  autos  ; 
mas  no  asi  el  segundo  que  no  se  ha  probado. 

Que  del  primer  cargo,  refercnie  á  crímenes  comunes,  solo 
aparece  justificado  el  hecho  de  la  sustracción  del  caballo  ensi- 
llado, como  también  que  el  anior  fue  Aracena,  por  la  confesión 

T.    VI.  4. 
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de  éste  y  por  las  citadas  declaracioDes  de  Contreras  y  de  Malíes, 
su  esposa  y  su  sirvienta ;  pues  que,  en  cuanto  á  las  demás  es- 
pecies indicadas,  de  los  dos  testigos  fHresenciales  que  declaran 
haber  sido  también  sustraídas,  es  dudosa  la  idoneidad,  por  ra* 
zon  de  edad  de  la  sirvienta  Juana  Bustos. 

Que  el  robo,  con  fuerza  armada*  de  la  casa  de  León,  se  en- 
cuentra legítimamente  establecido  en  estos  autos,  y  la  partici- 
pación de  AraccDA  justificada  por  el  hallazgo,  de  parte  dejas 
especies  robadas,  én  su  poder,  por  las  declaraciones  de  los 
testigos  Gallo  (D.  Victorino,  fojas  diez  y  ochenta  y  dos,  que 
lo  oyó  decir  generalmente  en  el  pueblo  ;  Basañez,  foja  treinta 
y  ocho,  que  lo  oyó  varias  veces;  Gallo  (D.  Benito),  foja  ochen- 
ta y  cuatro,  y  Silva,  foja  ochenta  y  cuatro  vuelta,  que  lo  su- 
pieron por  los  mismos  soldados  y  el  sargento,  que  custo- 
diaban la  casa  al  dia  siguiente;  y  Alvarez  (el  sargento  citado, 
foja  ochenta  y  siete  vuelta)  que  lo  supo  por  conversación  de 
los  mismos  soldados  de  Aracena  con  éste,  que  él  presenció 
y  relató,  por  la  declaración  del  mismo  Aracena,  ratificado  en 
su  confesión,  que  dice,  focha  ocho  vuelta,  que  acompaño  á 
Legrand  á  la  casa  de  León,  aunque  niega  que  tomase  él  elec- 
tos, y  no  designa  dia,  ni  hora,  y  finalmente,  por  la  presun- 
ción concurrente  que  arroja  su  calidad  de  agente  activo  en 
los  desórdenes  de  los  revolucionarios,  constada  en  estos 
autos ;  mas  no  que  haya  sido  de  los  que  rompieron  las  puer- 
tas, pues  tiene  esto  en  su  contra  las  declaraciones  de 'los 
testigos,  Antonio  Castro  y  Simón  Nieves,  que  aunque  menos 
idóneos^  como  presos  y  encausados,  no  pugnan  con  prueba 
contraria  que  las  desvirtúe. 

Que  en  cuanto  al  hecho  referente  á  la  finca  de  Cortinez,  se 
halla  también  establecida  legítimamente,  la  sustracción  de 
animales  cabalgares,  pero  sin  determinarse  precisamente  el 
número  que  el  cargo  espresa,  y  la  participación  de  Aracena, 
por  las  declaraciones  de  los  testigos  Cortinez,  Lucero,  Escobar 
y  Juana  Vega,  fojas  ochenta  y  uno,  ochenta  y  ocho  vuelta, 
ochenta  y  siete  y  noventa  y  tres ;  y  por  la  de  los  mismos  proce- 
sados, Aracena  y  Contreras,  fojas  ocho  vuelta  y  nueve  vuelta. 


DE    JUSTICIA   NACIONAL.  51 

Qae  relativamente  al  coarto  y  último  cargo,  está  también 
convicto  y  confeso  de  haberse  apoderado,  por  la  fuerza,  de  tres 
caballos  y  una  muía  de  la  finca  de  D.  Ramón  Lozada,  y  pof 
via  de  auxilio,  de  dos  caballos  que  pertenecian  á  D.  Vicente 
Cano^  fojas  siete,  ocho  vuelta,  nueve  vuelta,  diez  y  seis  y  diez 
V  ocho. 

Que  todos  los  hechos  (los  referentes  á  crímenes  comunes) 
son  verdaderos  hurtos,  pues,  en  todos  se  verifica  la  sustracción 
de  cosa  ajena,  sabiendo  que  lo  es,  contra  la  .voluntad  de  su 
dueño,  sin  que  mediase  derecho  para  hacerla,  y  todos  tienen 
el  carácter  de  calificados^  pues  á  todos  acompaña  la  circuns- 
tancia de  haber  sido  ejecutados  con  fuerza  armada  (Tejedor, 
parte  primera,  libro  tercero,  título  cuarto,  numero  cuatrocien- 
tos siete  y  siguientes,  y  número  cuatrocientos  veinte  y  tres.) 

Que  no  se  ha  probado  por  su  parte,  la  excepción  de  fuerza 
ó  violencia  que  adujo  en  su  descargo,  como  pudo  y  era  de  su 
deber  hacerlo,  sino  que,  por  el  contrario^  el  desempeño  de 
las  diferentes  comisiones  que  recibió  de  los  rebeldes  para  per- 
seguir á  los  partidarios  de  la  autoridad  constitucional,  demues- 
tra la  confianza  que  les  merecía  como  partidario,  y  con  ella 
su  espontaneidad  en  el  servicio,  sin  que  un  solo  hecho,  de  los 
justificados  en  autos^  revele  que  la  confianza  estuviese  mal  dis- 
pensado, y  que  la  espontaneidad  no  haya  sido  una  realidad. 

Que  el  solo  hecho  del  triunfo  de  los  rebeldes  y  la  ocupación 
de  la  Provincia  por  las  fuerzas  invasoras,  no  puede  servir  de 
excepción  justificativa  para  cuantos  se  entregaron  á  su  servicio, 
cooperando  activa  y  eficazmente  á  sus  fines,  pues  es  natural 
que  muchos  se  entregaron  á  ello  espontáneamente,  como  es 
también  constante  en  derecho^  que  está  de  parte  del  procesado 
la  obligación  de  probar  las  excepcicmes  que  alega  en  su  des- 
cargo ;  y  seria  indispensable^  por  lo  menos,  que  justificase  la 
exijencia  que  se  le  hubiese  hecho  y  la  razón  especial  de  su  te- 
mor^ lo  que  tampoco  ha  ocurrido  en  el  presente  caso. 

Que  la  pena  de  muerte,  establecida  por  el  derecho  común 
contra  los  reos  del  delito  de  hurto  calificado^  ha  caído  en  de- 
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SUSO,  y  os  práctica  corriente,  testificada  por  los  tratadistas  del 
derecho  criminaU  aplicarles  pena  estraordinaria  de  presidio, 
por  mas  ó  menos  tiempo,  según  las  circanstancias,  cuando  no 
media  reincidencia,  ni  hay  muerte,  ni  otra  circunstancia  agra- 
vante. 

Que  la  disposición  del  artículo  diez  y  ocho  de  la  ley  penal 
debe  cumplirse,  guardando  la  moderación  que  previene  el  artí- 
culo noventa  y  tres  de  la  misma  ley,  como  aconsejada  por  el 
concepto  ilustrado  de  la  ^poca  y  aceptada  en  |a  práctica  de 
los  tribunales,  como  una  necesidad  impuesta  por  la  civilización. 

Que  además  de  que  esta  improbada  la  práctica  alegada  por  el 
Fiscal,  no  es  á  la  práctica  especial  de  una  Provincia  que  se  re- 
fiere el  citado  artículo  noventa  y  tres,  sínóá  la  práctica  que, 
como  el  derecho  á  que  alude,  sea  común  y  dominante  en  el 
foro  argentino. 

Que,  por  fiu,  el  procesado  Contreras,  está  confeso  de  haber 
servido  en  la  Partida  de  Plaza,  en  clase  de  sargento,  y  de  que 
acompañó  á  Aracena  á  la  finca  de  D.  José  Podro  Cortinez,  á  la 
casa  de  D.  Narciso  Mallea,  en  donde  quedó  afuera  colocando 
centinelas  para  rodearla  y  á  Calingasta  ;  pero  con  la  excepción 
de  que  ü¡é  tomado  é  incorporado  á  ella  por  la  fuerza  v  contra 
su  voluntad;  que  se  encuentra,  además,  apoyada  en  el  dicho 
conteste  de  los  testigos  Mercado,  Castro  y  Morales  que,  aunque 
menos  idóneos,  como  que  estaban  ellos  presos  y  encausados, 
no  se  encuentran  contradichos  en  autos  por  prueba  alguna,  que 
justifique  su  descargo. 

Por  estas  consideraciones,  y  teniendo  también  presente  la 
repetición  de  los  crímenes  comunes  perpetrados  por  Aracena^ 
las  circunstancias  en  que  ello^  fueron  ejecutados,  lo  mismo  que 
la  naturaleza  y  carácter  de  los  hechos,  fallo  definitivamente 
esta  causa,  condenando  al  procesado  Vicente  Aracena,  como 
reo  de  los  delitos  de  rebelión^  en  el  rol  que  determina  al  artí- 
culo diez  y  seis  de  la  Ley  penal  y  de  hurto  calificado,  á  sufrir 
la  pena  de  servicio  forzado  en  obras  públicas  por  el  término  de 
diez  diüQS,  que  se  contarán,  desde  la  fecha  de  su  prisión,  y  á 
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pagar  las  costas  <h)l  juicio  ;   y  absolviondo  á  Santos  Conireras 
de  la  acusación. — NoiUíqQese  original. 

José  Be}ijami7i  de  la  Vega. 

El  defensor  de  Aracena,  apelando  del  precedente  fallo  para 
ante  la  Suprema  Corta,  dice .  qite  debe  ser  revocado  ;  l^',  por- 
que es  nulo;  2°,  porque  no  están  justificados  los  cargos  que 
se  hacen  al  reo ;  S^^  por  falsa  clasificación  del  ^delito ;  4^,  por 
la  injusticia  de  la  pena. 

Sobre  la  nulidad  de  la  sentencia  dice  :  que  los  Jueces  Na- 
cionales no  pueden  conocer  de  los  crímenes  comunes,  sino  en 
los  lugares  que  tienen  esclusiva  jurisdicción,  6  cuando  ^han  sido 
cometidos  por  ó  contra  empleados  nacionales,  citando  en  apo- 
yo de  esta  doctrina,  las  decisiones  de  la  Suprema  Corte  Norte 
Americana,  relacionadas  por  Kent,  Sección  7^  página  183^  y 
las  decisiones  de  la  Suprema  Corte  Nacional  en  los  casos  de 
Blanco  contra  Nazar,  por  sustracción  de  mercaderías  á  fuerza 
armada,  y  de  Juan  José  Méndez,  sobre  plajiaio  de  ciudadanos 
de  Corrientes;  que  así  deben  entenderse  los  artículos  18 y  93 
de  la  Ley  penal  Nacional ;  que,  por  consiguiente,  el  fallo  ape- 
lado es  nulo,  porque  el  juez  ha  entendido  de  delitos  comunes 
de  que  no  ha  podido  conocer. 

Que  en  cuanto  al  delito  de  rebelión,  está  probada  la  excep- 
ción de  fuerza  que  opuso  el  procesado,  pues,  es  público  y 
notorio,  que  cuando  los  jefes  rebeldes  triunfaron  de  San  luán, 
declararon  que  considerarían  enemigos  y  perseguirían  á  todo 
el  que  no  se  presentase  y  sirviese,  pues  dijeron  que  conside- 
raban prisionero  al  pueblo  todo ;  que  si  individuos  ibas  carac- 
terizados y  empleados  nacionales  no  tuvieron  bastante  enerjia 
para  resistirles,  no  podía  exijirse  mayor  temple  del  alma  de 
Aracena  que  no  es  sino  un  pobre  hombre  vulgar;  que  cedien- 
do á  los  insultos  y  amenazas  del  Comandante  General  de  Armas, 
es  que  se  prestó  á  servilla  que  á  la  justificación  de  este  hecho, 
son  conducentes,  las  [declaraciones  de  Vicente  Alvarez  y  Anto- 
nio Castro ;  que  el  art.  16  de  la  ley  penal,  se  refiere  á  Co- 


54       FALLOS  DE  LA  SUPREMA  COHTE 

mandantes  de  cuerpos,  que  hasta  cierto  punto  obran  como 
independientes ;  pero  no  á  un  Comandante  de  Plaza,  que  es 
verdaderamente  subalterno,  pues  el  verdadero  Comandante  es 
el  Jefe  de  Policía;  que  no  fué  sino  un  instrumento  pasivo  y 
meramente  ejecutor  de  órdenes  superiores,  cuando  procedió 
al  allanamiento  de  domicilio,  á  hacer  requisiciones  y  aprehen- 
der personas,  que  no  podía  oponerse  ^  cumplirlas,  porque  en 
el  acto  hubiera  sido  sacrificado. 

Que  ocupándose  de  los  delitos  comunes  que  se  imputan 
al  procesado,  no  porque  crea  que  hs^  debido  conocer  de 
ellos  el  Juez  de  Sección,  sino  simplemente  para  rectificar 
algunas  inexactitudes,  debe  decir^  que  no  hay  el  tal  deli- 
to de  hurto  que  encuentra  el  juez,  porque  no  puede  califi- 
carse así  el  hecho  de  tomar  caballos  en  una  rebelión,  que  los 
precisa  como  recurso  principal,  y  mucho  menos  cuando  no  se 
toman  para  apropiárselos  particularmente,  como  sucede  con 
Aracena,  que  no  tomó  para  sí  el  caballo  de  Mallea,  sino  |que 
lo  llevó  á  su  superior,  al  ministro  Legrand,  cuyas  órdenes 
cumplía. 

Que  nadie  ha  visto  á  Aracena  en  el  saqueo  de  la  casa  de  León, 
pues  todos  los  testigos  que  en  su  contra  declaran,  son  de  re- 
ferencia ;  mientras  que  hay  testigos  que  lo  vieron  toda  esa  no- 
che en  la  Policía  durmiendo  en  su  cama ;  que  no  es  una  prueba 
de  lo  contrario,  el  que  se  haya  encontrado  en  su  poder  algunos 
becerros  de  aquella  casa,  porque  todo  el  mundo  sabe  que  los  jefes 
rebeldes  no  teniendo  dinero  con  qué  pagar  á  su  tropa  les  pa- 
gaba con  los  objetos  que  robaban,  y  que  Aracena  ha  declarado 
que  Legrand  se  los  habia  dado. 

En  cuanto  á  la  pena,  dice :  que  la  señalada  por  la  senten^- 
cia  importa  tanto  como  la  de  muerte  para  Aracena  por  su 
avanzada  edad ;  que  no  tiene  las  calidades  que  hacen  justa 
á  la  pena,  pues,  ni  es,  ni  puede  ser  en  este  caso,  ni  ins- 
tructiva, reformadora,  ni  ejemplarfk^  que  no  puede  admitir- 
se que,  mientras  los  principales  cabezillas  de  la  rebelión 
ostentan   su  impunidad   entre  nosotros,  los    simples  ejecu- 
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toros  sufran  en  nuestros  calabozos  las  penalidades  de  la  se- 
veridad de  la  ley ;  que  no  es  así  que  se  consigue  persuadir  al 
pueblo  de  la  igualidad  de  todos  ante  la  ley. 

El  señor  Procurador  General  pide  la  conQrmacion  de  la  sen- 
tencia,  modificando^  si  la  Suprema  Corte  lo  cree  justo,  el  tér- 
mino de  la  condena,  en  la  atención  de  la  avanzada  edad  del 
procesado.  Dice  que  está  convicto  y  confeso  de  haber  sido 
Jefe  de  la  Partida  de  Plaza^  sin  que  haya  probado  hecho  alguno 
de  que  pueda  deducirse  la  coacción  alegada  por  su  defensor ; 
que  las  repelidas  violencias  que  cometió  contra  las  personas  y 
bienes  de  los  vecinos,  están  probando  la  espontaneidad  coa 
que  obraba* 

Que  está  también  convicto  y  confeso  de  haber  asistido  al  sa- 
queo de  la  tienda  de  León,  y  probado  que  participó  del  robo, 
pues  se  encontraron  en  su  poder  becerros  pertenecientes  á 
aquella  tienda. 

Que  está  también  probado  que  ejecutó  varios  robos  de  ani* 
males  y  de  alguna  ropa  y  uncaballo  ensillado  en  casa  de  Mallea. 

Que  la  principal  defensa  consiste  en  los  argumentos  aduci- 
dos para  tachar  de  mala  la  sentencia,  pero  que  el  defensor,  áa 
principios  ciertos  ha  sacado  consecuencia  falsa,  por  haber  ol- 
vidado que  los  robos  cometidos  por  Aracena,  eran*una  conse- 
cuencia, un  incidente  de  la  rebelión ;  el  mal  empleo  de  la  fuerza 
que  se  habia  organizado  para  liostilizar  al  Gobierno ;  que  in- 
cidentes de  esta  especie  deben  ser  decididos  por  el  Juez  que 
conoce  de  lo  principal  para  no  dividir  la  continencia  de  la  causa; 
y  que  es  en  este  supuesto  que  la  ley  penal  nacional  ha  dis^ 
puesto  cuál  es  la  pena  que  debe  imponerse  á  los  que  cometan 
delitos  particulares  con  ocasión  de  la  rebelión,  dando,  por  con- 
siguiente jurisdicción  á  los  Jueces  Nacionales  para  conocer  de 
ellos ;  que  también  aduce  la  defensa  la  consideración  de  ser 
iojusto  y  desmoralizador,  castigar -á  los  subalternos  de  la  rebe- 
lión mientras  que  sus  principales  cabecillas  ostentan  la  impu- 
nidad entre  nosotros ;  que  este  escándalo  es  desgraciadamente 
cierto,  pues  Elizondo  y  Santos  Gúayama  se  hallan  en  libertad 
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en  el  mismo  teatro  de  sus  erknenes,  sin  que  'natiic  los  persiga, 
á  pesar  de  que  en  todos  los  procesos,  que.  se  han  seguido  so- 
bre este  asunto,  está  plenamente  probado  que  estos  dos  indivi- 
duos eran  jefes  principales  de  la  rebelión ;  pero  que  la  única 
consecuencia  que  puede  sacarse  de  este  hecho  es  el  deber  de 
la  Suprema  Corte  de  incitar  á  los  Jueces  de  Sección  á  cumplir 
con  su  deber,  mas  de  ningún  modo  que  Aracena  sea  acreedor 
á  la  impunidad. 


Fallo  de  I»  SupreniA  Cort«. 

Buenos  Aires,   Agosto  13  de  1868. 

Vüios :  Por  los  fundamentos  espuestos  por  el  señor  Procu- 
rador General  y  por  los  de  la  sentencia  apelada^  se  conGrma 
ésta  en  cuanto  se  declara  al  procesado  reo  de  los  cargos  que 
se  hacen  en  la  acusación ;  pero  considerando  que  la  pena  que 
se  le  impone  es  excesiva,  se  reduce  el  tiempo  de  la  prisión,  con 
destinos  á  los  trabagos  públicos  á  dos  años  contados  desde  esta 
fecha ;  y  devuélvase. 

Francisco  de  las  Caiousras. — Sai;vadoe 
MarU  del  Carril. —Francisco  Del- 

é 

GADO.— José  Barros  Pazos. — José  B. 

GOROSTUGA. 
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CMiDftA     I^Ü^Ü^ILV 


FrateUi  Piagio  contra  Don  MarUvw  Billinghursí^  /wr  co- 
bro de.  pesos. 


Sumario. — i^  Es  ii«io  el  pago  qtie  hace  un  rematador  por 
eaenta  agena  sin  mándalo  ui  aulorízacion. 

2*  Eete  pago  no  obliga  á  la  persona  por  cuenta  ilc  quien  se 
hace,  sino  en  el  caso  de  resultarle  <le  di  una  uiilidad  evidente, 
art.  332  del  Código  de  Comercio. 

3*"  Aunque  estos  pagos  ae  refieran  á  obligaciones  que  tenga 
QD  boque  estrangero  para  con  su  gobierno,  los  tribunales  del 
país  tienen  la  facultad  y  el  deber  de  inquirir  su  legitimidad. 

4<»  Esta  legitimidad  debe  ser  según  las  leyes  de  la  República. 

5^  Los  derechos  consulares  por  la  venta  de  un  buque  son 
un  gasto  legítimo  y  necesario,  porque  sin  él  no  se  puede  trans- 
ferir la  propiedad. 

6<>  Los  alimentos  suministrados  al  deudor,  tienen  preferen* 
cia  sobre  los  derechos  fiscales,  y  aun  sobre  aquellos  que  pro- 
ceden de  impuestos,  art.  1607  del  Código  de  Comercio. 
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Caso. — D.  Mariano  Billinghursi,  como  martiliero  público, 
fué  encargado  de  vender  la  Barca  Italiana  «Marieta».  A  ob- 
jete de  realizar  la  venta,  y  para  dar  la  posesión  del  buque  al 
comprador,  pagó  al  Cónsul  de  Italia,  por  derechos  fiscales  y 
consulares,  la  suma  de  800  pfs.,  sin  estar  autorizado  por  el 
Juez  para  hacer  este  pago,  pero  que  la  Suprema  Corte  lo  apro- 
bó, sin  embargo,  por  resolución  del  18  de  Setiembre  de  i866, 
declarando  que  Billinghurst  no  estaba  obligado  á  devolver  esa 
suma,  sino  en  el  caso  que  resultasen  otros  créditos  preferentes, 
y  que  el  precio  del  buque  no  alcanzase  á  cubrir  aquella  suma. 

El  Juez  de  Sección  dictó  su  sentencia  de  grados  y  preferidos^ 
sin  incluir  este  pago,  sin  clasificar  la  deuda,  ni  menos  señalar 
su  categoría. 

En  este  estado  se  presentó  el  procurador  Reynal  por  los  Se- 
ñores Fratelli  Piagio,  pidiendo  que  se  le  ordenara  al  Sr.  Bi- 
llinghurst la  entrega  de  los  800  pfls.,  porque  no  alcanzando  el 
remanente  del  valor  del  buque  á  cubrir  los  créditos  á  pagarse, 
era  llegado  el  caso  previsto  por  la  Suprema  Corte  para  esa 
devolución. 

Billinghurst  contestó  oponiéndose,  alegando  que  al  hacer  el 
pago  de  los  derechos  consulares,  habia  procedido  con  buena 
fé,  y  no  solo  con  el  objeto  de  realizar  la  venta,  que  de  otro 
modo  no  se  habría  hecho,  sino  también  para  remover  ese  in- 
conveniente que  habría  eternizado  el  pleito  con  notorios  per- 
juicios de  los  acreedores;  Que  esos  derechos  eran  una  verda* 
dera  hipoteca  á  que  estaba  afectado  el  buque,  á  grado  que  su 
venta  y  viaje,  sin  previo  abono,  lo  espondría  á  ser  tratado  como 
buque  pirata  por  los  navios  de  guerra  de  su  nación ;  Que,  por 
consiguiente,  esos  derechos  son  positivamente  privilejiados, 
hasta  ser  de  todo  punto  imposible  hacer  la  venta  del  buque  sin 
pagar  al  Consulado  los  derechos,  porque,  es  práctica  cons- 
tante, que  una  vez  llegado  al  puerto,  su  capitán  deposita  en 
poder  del  Cónsul  los  papeles  y  documentos  de  propiedad,  que 
no  los  entrega  nunca,  ni  menos  consiente  el  desembandera- 
miento sin  que  antes  se  paguen  los  derechos  fiscales  y  consu- 
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lares  adeudados;  que  medió  una  circunstancia  especial  que 
hacía  mas  necesario  todavia  ese  pago^  y  ponía  de  mauifiesto  su 
indisputable  buena  fé,  y  es  que  el  mismo  Capitán  del  P^ierto 
tenia  instrucciones  para  no  cumplir  orden  alguna  del  Juzgado 
sin  dar  antes  conocimiento  al  Cónsul  italiano,  cuyas  instruc- 
ciones las  recibió  de  S.  E.  el  Sr.  Ministro  de  Relaciones  Es- 
tenores;  y,  en  efecto,  estaba  tan  dispuesto  á  no  ordenar  la 
entrega  de  la  barca  al  comprador  sin  que  se  abonarán  los  de- 
rechos consulares,  que  fué  preciso  qqe  le  muniera  de  un  do- 
cumento firmado  por  el  Cónsul  para  obtener  esa  entrega;  que, 
ademas,  siendo  innegable  el  hecho  de  haber  entregado  los  800 
pfls.  debiera,  en  justicia,  el  procurador  Reynal  reclamarlos, 
en  todo  caso,  del  Cónsul  y  no  de  él, 

Reynal  contestó  diciendo  simplemente;  que  el  caso  debia 
juzgarse  por  el  artículo  1(^  del  Código  de  Comercio,  el  cual 
no  concedía  privilejio  á  los  derechos  fiscales  y  consulares,  y 
que,  por  lo  tanto,  debia  ordenarse  á  Billinghurst  la  entrega 
de  la  suma  indebidamente  abonada. 


l*allo  del  JTtteiB  'Secciom«l. 


Buenos  Aires,  Diciembre  2  de  1867. 

Y  vistos  :  Considerando:  1^,  que  el  Juzgado  con  presencia  de 
la  resolución  de  la  Suprema  Corte,  en  su  segundo  conside- 
fando,  no  ha  incluido  en  la  sentencia  de  grados  y  pi^eferidos,  la 
cantidad  de  800  pesos  fuertes  que  el  martiliero  D.  Mariano  Bi- 
líiaghurst  pagó  al  Consulado  italiano;  2^,  que  considerado  como 
un  pago  legítimo,  indispensable  para  conseguir  el  fin  que  se 
habian  propuesto  los  acreedores,  la  venta  de  la  barca  Marieta ; 
que  sin  el  pago  de  los  derechos  consulares  no  habia  dejado  de 
pertenecer  á  la  marina  mercante  italiana^  y  por  consiguiente, 
no  habia  podido  enajenarse,  esa  partida  de  800  pesos  fuertes 
no  se  consideró  un  crédito  sujeto  á  graduación  y  prelacion ; 
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sino  UD  pago,  una  partida  que  liabia  liisminuido  el  capital  á 
proratearae  entre  loa  acreedorca :  por  estaa  conaidAraciones., 
no  ha  lugar  á  la  devolución  de  loa  800  pesca  fuerlea  qa«  aoli  - 

citan  los  acreedores  del  conair&o 

Eguia. 

Apdada  esta  resolución  por  la  parte  de  Reynal,  espresatido 
agravios,  décia :  el  estudio  de  la  cuestión  se  reduce  al  estudió 
del  fallo  de  la  Suprema  Corte.  Establece  que  la  suma  entre- 
gada, en  pago  de  derechos  consulares  y  fiscales/se  devolverá  en 
caso  dé  reíuUar  otros  créditos  preferentes^  y  qxte  el  precio  del  bu^ 
que  nú  alcance  á  cubrirlos.  Las  condiciones  de  esta  resolución 
están  llenadas,  porque  los  créditos  que  cobramos  son  preferen- 
tes á  los  derechos  consulares,  y  ha  podido  apeoas  pagarse  un 
10  Vo  de  ellos ;  que  sean  preferentes  no  puede  dudarse,  porque 
así  lo  ha  declarado  Ja  stmtencia  de  grados  y  preferidos,  por 
lo  mismo  que  ha  guardado  silencio  respecto  de  dichos  derechos 
de  desembanderamiento,  como  guarda  silencio  también  el  Có'* 
digo  de  Comercio. 

Dice  el  fallo  apelado,  que  el  Juzgado  en  presencia  del  2^  con- 
siderando del  de  ía  Suprema  Corte,  no  ha  incluido  en  la  sen- 
tencia de  grados,  la  suma  de  los  800  pesos  fuertes.  No  com- 
prendo esta  Mzon,  porque  la  Suprema  Corte  no  ha  autorizado 
al  juez  para  prescindir  de  ella,  sino  que  ha  indicado,  por  el  con- 
trario, que  debia  tomarse  en  cuenta,  puesto  que  ha  dicho,  en 
el  caso  de  no  resultar  de  lejitimo  y  preferido  abono  al  tiempo 
de  la  graduación,  estableciendo  así  que  la  clasiGcacion  de  esos 
derechos  abonados,  debia  liacerse  con  arreglo  al  Código  de  Co- 

merciov 

Dice  el  auto  apelado,  que  ese  pago  era  indispensable  para 
los  objetos  de  la  venta,  y  que,  por  consiguiente,  no  debia  con- 
siderarse como  un  crédito,  sino  como  un  pago  que  disminuia 
el  capital  á  proratearse. 

Esto  es  incensato,  contrario  á  la  naturaleza,  á  los  derechos 
abonados,  y  conlradictorio  con  lo  que  ha  declarado  la  Suprema 
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Corte.  Suponiendo  que  nuestro  Código  de  Comercio  reeovoscca 
semejantes  derechos  consulares^  no  pueden  ser  sino  un  crédito^ 
porque  de  otro  modo  resultaría  que  el  consulado  ena  condomino 
eo  el  huque,  lo  que  no  es  admisible. 

Nuestros  derechos  fiscales  son  siempre  un  crédito ;  los  de  la^ 
potencias  estranjeras  no  pueden  ser  sino  un  crédito  también. 
La  Suprema  Corle  misma  los  ha  clasiiicado  asi\  cuando  ha  di-* 
eho :  €  aun  cuando  al  satisfacer,  estos  créditos.  »  Billinghursl  al 
procurar  demostrar  que,  según  el  artículo  1023  del  Cddigo  de 
Comercio,  esos  derechos  son  preferentes  á  todos  los  demás  cré-t 
ditos,  confiesa  tácitamente  que  no  puedt^n  ser  considerados  dq 
otra  manera. 

Por  último,  al  cobrar  su  comisión  del  4^/0,  ha  comprendido 
taa^bien  los  800  pesqs  fuertes,  y  no  habría  podido  carg^rU  á  I09 
acreedores  si  esta  cantidad  hacia  parte  y  disminuía  el  capital  * 

Si  el  Juez  de  Sección  no  se  acordó  de  ella  en  su  sentencia 
de  grados  y  preferidos,  es  porque  nuestro  Código  no  atribuye 
príYilejio  alguno  á  esos  derechos,  sino  que  los  considera  cré- 
ditos comunes,  á  cargo^  en  todo  caso,  del  comprador  y  uq  del 
vendedor  que  no  aceptó  su  responsabilidad. 

El  auto  apelado  considera  también  indispensable  para  la  ven* 
ta  el  pago  de  los  derechos  consulares,  lo  cual  no  ^s  exacto 
tampoco. 

Los  derechos  pagados  son  no  por  impuesto  sobre  la  venta 
de  un  buque  de  bandera  italiana,  sino  como  impuesto  por  la 
desnacionalidad  ó  desembanderamiento ^  según  el  relato  que 
corre  en  autos. 

El  buque  ha  podido  venderse,  dejándolo  bajo  la  misma  na- 
cionalidad que  tenia,  y  Billinghurst  que  sin  autorización  del 
Juzgado  lo  ha  vendido  con  la  condición  de  desembanderarlo,  es 
responsable  del  esceso  de  su  proceder.  En  todo  caso,  ¿  por  qué 
no  exijió  del  comprador  el  precio  integro^  incluso  el  valor  de 
los  derechos  abonados?  Después  de  vendido  el  buque  el  com- 
prador exijió  el  desembanderamiento,  ¿  por  qué  aceptó  esta  exi- 
jencia  sin  autorización  del  Juzgado  y  de  los  acreedores  por  cuya 
cuenta  se  hacia  la  venta  T 
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Por  Último,  no  es  exacto  que  los  Cónsules  tengan  derecho 
de  prescindir  de  las  justicias  del  país  en  que  residen  para  ha- 
cerse justicia  por  sí  mismos. 

Billinghurst  contestó  diciendo :  el  principal  argumento  de 
la  espresion  de  agravios  es  que  el  buque  ha  podido  venderse 
sin  desembanderaroiento.  Es  sorprendente  que  se  afirme  se- 
mejante cosa  en  tono  serio. 

Un  buque  mercante  estranjero  está  bajo  la  jurisdicción  del 
Cónsul  de  su  nacionalidad,  y  cuando  arriba  al  puerto;  su  capi- 
tán pone  en  manos  de  su  Cónsul  los  papeles  que  acreditan 
su  propiedad  y  nacionalidad,  como  garantía  que  se  le  exija  de 
que  ni  él  ni  el  buque  se  harán  al  mar  sin  haber  pagado  los  de- 
rechos que  adeudare  al  país  y  al  Consulado,  á  grado  que  no  se 
le  devuelven  sin  presentar  un  certiflcádo  de  las  autoridades 
locales  de  haber  abonado  todo  lo  que  deben. 

¿Cómo,  pues,  iba  á  venderse  el  buque  sin  pagarse  los  dere- 
chos consulares?  El  Cónsul  italiano  no  lo  permitía,  el  Capitán 
de  Puerto  de  esta  ciudad  no  obedecia  al  Juzgado  y  el  Ministro 
de  Relaciones  Estertores,  le  habia  ordenado  no  dar  cumpli- 
miento á  disposición  alguna  sin  participar  y  recabar  la  confor- 
i]aidad  del  Cónsul.  Dadas  estas  circunstancias  ¿quó  comercian- 
te se  hubiera  resuelto  á  comprar  un  pleito,  porque  la  compra 
Aeh  Marieta  sin  desembanderamiento  no  era  otra  cosa?  na- 
die, y  pnieba  de  ello  es  que,  cuando  se  sacó  á  venta  bajo  los 
portales  del  Cabildo  no  hubo  postor,  ?y  no  habria  habido  jamás, 
porque  el  Cónsul  publicó  repetidas  veces  el  aviso  de  que  el 
buque  no  dejaría  de  pertenecer  á  la  matrícula  italiana,  mien- 
tras no  se  abonasen  los  derechos  adeudados.  Si  no  hubiera 
hecho  lo  que  hice,  no  se  liubiera  realizado  la  venta,  el  pleito 
habría  seguido  y  durado  años  enteros,  y  los  acreedores  habrían 
recibido  menos  de  lo  qne  han  alcanzado^  gracias  á  mí. 

El  desembanderamiento  es  necesario,  porque  las  autoridades 
del  país,  no  tienen  derecho,  bajo  ningún  pretesto,  para  orde- 
nar la  venta  de  un  buque  estrangero  conservando  su  nacionali- 
dad y  matrícula,  porque  las  leyes  marítimas  de  todos  los  países 
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requieren,  para  poder  navegar,  dos  tercios  de  la  tripulación 
nacional  y  el  capitán  también. 

Es,  pues,  justo  el  auto  apelado,  y  malísimo  el  proceder  de 
los  demandant,e8,  por  cuya  razón  deben  ser  condenados  en  las 
costas. 

Después  de  vista  la  cansa  se  mandó,  para  mejor  proveer, 
que  Billioghurst  exhibiera  la  cuenta  pagada  al  Consulado,  y 
exhibió  la  siguiente : 

c  Buenos  Aires,  Abril  i2  de  1868. — Querido  amigo  y  señor 
mió  : — En  contestación  á  su  cartita  de  estos  últimos  dias,  me 
complazco  en  hacerle  conocer  que  los  800  j$f  fts.  que  Vd.  de- 
positó para  el  pago  de  los  derechos  consulares  y  fiscales  debi- 
dos á  la  barca  cMarieta»,  han  servido  para  pagar : 

c  !<"  Los  derechos  consulares  en  ^fts.  161,06,  como  resulta 
de  los  libros  de  este  consulado. 

c  2®  Los  derechos  fiscales,  y  á  la  caja  de  inválidos,  como  re*, 
salta  de  la  cuenta  enviada  por  el  Ministerio  de  la  Marina  en  $  ^s* 
257,77  y  los  restantes  381,17  fueron  puesto  á  disposición 
del  Ministerio  sobremencionado  para  el  pago  del  salario  de 
los  marineros  desertores,  y  para  reembolso  de  una  pequeña 
parte  de  los  gastos  hechos  para  la  estaciqn  naval  por  dicho 
buque,  no  habiéndole  yo  pedido  la  cantidad  que  faltaría  por 
no  haber  tenido  del  Ministerio  orden  de  hacerlo. 

«  Estos  datos  los  doy  á  Yd.  particularmente,  y  como  amigo, 
pudiendo  los  interesados  dirijirse  al  Ministerio  de  la  Marina 
del  reino  de  Italia  en  el  caso  en  que  deseasen  mayores  escla- 
recimientos.— Quiere  á  Yd.  su  aifmo.  amigo  y  S.  S. 

Astengo.  » 

El  señor  Procurador  General  en  su  vista,  dijo :  que  por  la 
sentencia  de  18  de  Setiembre  de  1868,  se  declaró  que  «  don 

<  Mariano  Billinghurst  no  estaba  obligado  á  la  devolución  de 
c  la  suma  pagada  por  él  al  Consulado  de  Italia,  sino  en  el  caso 

<  que  resulten  otros  créditos  preferentes,  y  que  el  precio  del 

<  bique  no  alcance  á  cubrirlos.  > 
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D^  U  liquidación  ha  resultado  que  el  dinero  recibido  no  ha 
alcanzado  para  el  pago  de  los  cambios  marítimos,  ni  aún  de  las 
provisiones  dadas  al  buque.  Era.  pues  necesario  examinar  si 
estos  créditos,  eran  6  no  prererentes  á  los  que  se  habian  pagado 
al  Cónsul. 

El  Juez  de  Sección  ha  supuesto  que  los  800  fts.  era  el  im- 
porte de  los  derechos  consulares^  y  considerando  este  desem- 
bolso como  un  gasto  mcesario^  le  ha  dado  preferencia  á  todos 
los  créditos.  Pero  en  el  proceso  no  había  dato  alguno  que 
justificara  esa  suposición  y  ella  era  completamente  inverosímil, 
siendo  la  cantidad  de  800  fts.  muy  excesiva  para  el  cambio  de 
bandera  de  un  buque  vendido  en  5,500. 

Esta  es  sin  duda  la  razón,  porque  la  Suprema  Corte  mandó, 
por  su  decreto  de  2  de  Abril,  que  Billingurst  exhibiría  la  cuen- 
ta especificada  de  los  derechos  fiscales  y  consulares  que  había 
pagado^ 

Parecia  que  Bi|li«ghurst  no  tenia  esta  cuenta ;  porque  fué 
ittovido  por  el  anterior  decreto,  que  la  pidió  al  Cónsul,  y  ha 
presentado  la  que  este  le  dio  recientemente  con  fecha  de  12  de 
Abril  último. 

Es  sin  duda  muy  vituperable  la  eooducta  de  este  rematador 
que  se  permite  hacer  pagos  por  cuenta  ajena  sin  mandato  ni 
autorización,  y  aún  sin  saber  la  razón  porque  los  hace.  Ellos 
no  pueden  obligar  á  los  interesados,  sintf  en  el  caso  de  resul- 
tarles una  utilidad  evidente^  según  la  disposición  del  artículo 
332  del  Código  de  Comercio. 

Veamos,  pues,  cuál  es  la  naturaleza  de  esos  pagos,  según  la 
Cuenta  del  Cónsul^  corriente  en  autos,  para  que  la  Suprema 
Corte  pueda  juzgar  de  su  prelacion.  Y  el  Tribunal  tiene  la  fa- 
cultad y  el  deber  de  juzgar  sobre  este  punto  aunque  los  pagos 
se  refieran  á  las  obligaciones  que  tiene  un  buque  estranjero 
eon  su  Gobierno,  porque  la  prioridad  y  privilejios  en  el  orden 
éel  pago  de  las  deudas  son  considerados  universalmente  como 
pertenecientes  á  los  procedimientos  judiciales,  ad  litis  ordina- 
tionem  y  no  á  los  méritos  del  reclamo.  Deben,  por  consiguicn- 
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te,  ser  rejidas  por  la  ley  del  lugar  donde  se  juzga  la  causa,  y 
decididos  por  sus  autoridades,  como  lo  sostiene  Story,  ale- 
gando otras  autoridades,  en  su  obra  sobre  <r  Conflicto  de  las 
leyes.  » 

La  primera  partida  déla  cuenta  del  Cónsul  es  de  fts.  161,06, 
por  derechos  consulares. 

Este  es,  en  efecto,  gasto  necesario  porque  sin  él  no  puede 
realizarse  legítimamente  la  venta  de  un  buque.  Tiene  el  mismo 
carácter  del  costo  de  la  escritura ;  y  debe,  por  consiguiente, 
ser  preferido  á  todos  los  créditos.  Pero  hay  una  observación 
que  hacer  sobre  el  monto  de  la  partida.  • 

Cuando  un  buque  se  vende  á  nn  individuo  de  la  misma  na- 
cionalidad, de  modo  que  no  sea  necesario  el  cambio  de  bandera, 
los  derechos  consulares  son  insignificantes ;  porque  las  forma- 
lidades se  llenan  haciendo  registrar  las  escrituras  de  venta  en 
los  libros  del  Consulado. 

En  este  caso,  en  los  consulados  argentinos,  los  derechos  son 
cuatro  pesos  por  cada  página  del  Registro,  y  en  todos  los  de- 
mas  se  observa  un  arancel  semejante. 

Pero  si  se  ha  de  cambiar  de  bandera,  el  derecho  se  regula 
por  un  tanto  por  ciento  sobre  el  precio  de  la  venta ;  y  entonces 
sube  á  una  cantidad  importante,  como  se  advierte  en  la  cuenta 
del  Cónsul. 

Esta  diferencia  ha  hecho  nacer  la  cuestión  de,  si  para  la  venta 
de  la  barea  «Marieta»  era  ó  no  necesario  el  cambio  de  bandera; 
y  para  resolverla  no  hay  en  el  proceso  otro  dato  que  la  afir- 
mación del  rematador  Billinghur^,  quien  dice,  que  nadie  que- 
na hacer  propuestas  sino  se  cambiaba  la  bandera. 

Si  la  Suprema  Corte  juzga  en  este  sentido,  entonces  creo  que 
la  primera  partida  de  la  cuenta  del  Cónsul  debe  ser  pagada  antes 
que  todos  los  demás  créditos. 

Pero  si  se  cree  que  la  venta  ha  podido  realizarse  sin  cambios 
de  banderas,  por  ser  italiano  el  comprador,  esa  partida  debe 
rechazarse,  como  un  ga^to  inútil. 

La  segunda  partida  do  la  cuenta  importa  fts.  257,77  por  do- 

T.    VI.  5 
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rechos  fiscales  y  remisión  á  la  caja  de  inválidos;  y  el  reslo 
hasta  los  800  fts.  que  entregó  BiJlinghurst,  fueron  remitidos  al 
Ministerio  para  el  fondo  de  desertores,  y  para  pagar  una  peque* 
na  parte  de  los  gastos  que  hizo  la  estación  naval  por  la  barca 
cMarieta». 

Puede  afirmarse,  que  aún  por  las  leyes  de  Italia^  los  dere- 
chos fiscales  no  tienen  prelacion  sobre  los  cambios  marítimos 
y  las  provisiones  dadas  á  la  tripulación  de  un  buque,  y  que 
cuando  el  valor  de  este  no  alcanza  para  cubrir  estos  últimos  cré- 
ditos, no  deben  hacerse  deducciones  en  favor  de  la  caja  de  in* 
válidos  y  fondos  de  desertores.  Pero  no  es  necesario  entrar  en 
esta  demostración,  desde  que,  según  la  doctrina  de  Story,  á 
que  se  ba  hecho  referencia,  esta  prelacion  ha  de  juzgarse  con 
arreglo  á  las  leyes  de  este  país. 

Bien,  pues^  por  nuestras  leyes,  los  alimentos  suministrados 
al  deudor  tienen  prelacion  sobre  los  derechos  fiscales,  según 
la  disposición  del  art.  1697  del  código,  aun  sobre  aquellos  que 
proceden  de  impuestos,  y  deben  tenerla  con  mayor  razón,  cuan- 
do se  cobran  no  para  el  servicio  público,  sinÓ  para  objetos  de 
beneficencia,  como  la  caja  de  inválidos  y  fondos  de  desertores. 

Así  es  que  estando  en  descubierto  los  cambios  marítimos  y 
las  provisiones  dadas  á  la  barca  «Marieta» ;  considero  que  no 
deben  autorizarse  los  gastos  mencionados  en  la  segunda  y  ter- 
cera partida  de  la  cuenta  presentada;  y  que  D.  Mariano  Billin- 
ghurst  debe  devolver  los  800  ds  entregados  por  el,  con  la  sola 
deducción  de  los  derechos  consulares. 


Fallo  de  la  ^luprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1868. 

Vistos:  Por  los 'fundamentos  espuestos  por  el  señor  Procu- 
rador General,  en  su  vista  de  foja  ciento  y  diez,  á  los  cuales  no 
se  ha  opuesto  ninguna  disposición  legal  que  los  destruya ;  y  no 
es  tenido  contradicho  el  hecho  de  ser  don  Ambrosio  Plácido 
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Lezica,  ciudadano  argentino,  el  comprador  de  la  barca  «Marie- 
ta>,  circunstancia  que  hacia  indispensable  el  cambio  de  bandera 
para  la  transmisión  de  su  propiedad  ;  se  revoca  el  auto  apelado 
de  foja  sesenta  y  nueve  y  se  declara  :  que  don  Mariano  Billin- 
gburst  debe  consignar,  en  el  término  de  diez  dias,  á  disposi- 
ción del  Juzgado  de  Sección,  para  ser  distribuidos  entre  los 
acreedores  del  buque,  los  ochocientos  pesos  fuertes  que  entregó 
al  Consulado  Italiano,  con  deducción  de  ciento  sesenta  y  uno 
pesos  seis  centavos  de  la  misma  moneda  que  importaron  los 
derechos  consulares ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José    Barros  Pazos. 


CAUSA    liimllVl. 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  Santa  F¿,  contra  don 

Estevan  Señorans  y  D.  Pascxial  Rosas^  sobre  valuación 

de  un  terreno  sujeto  á  espropiacion. 


Sumario, — !<>  Las  Leyes  Nacionales  sobre  espropiacion  no 
pueden  ser  objetadas  ni  discutida  su  [constitucionalidad  ante 
los  Tribunales,  por  razón  de  error  en  la  calificación  de  la  utili-' 
dad  pública. 
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S''  El  inciso  2<>  del  art.  17  de  la  Constitución  libra  á  la  di&- 
cresion  esclusiva  del  Congreso  el  juicio  sobre  la  utilidad  pública 
en  los  casos  ocurrentes. 

3®  El  recurso  de  nulidad  debe  interponerse  conjuntamente 
con  el  de  apelación^  y  dentro  del  término  de  cinco  dias  conce- 
dido para  este. 


Caío.— Él  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  Santa  Fé, 
se  presentó  al  Juzgado  de  aquella  Sección,  esponiendo :  que 
no  se  habia  podido  conseguir  arreglo  alguno  con  D.  Pascual 
Rosas  y  la  testamentaría  de  D.  Dámaso  Centeno,  sobre  el  va- 
lor de  ciertas  fracciones  de  terreno,  ubicados  en  la  cañada  de 
Gomez^  que  debian  espropiarse  por  la  ley,  para  el  Ferro-Carril 
Central  Argentino,  y  que  pedia  se  citase  á  las  partes  á  un  com- 
parendo verbal,  Sc\ 

La  viuda  de  Centeno  y  albacea  de  su  testamentaría,  espuso : 
que  estaba  vendido  ese  terreno  desde  hacia  cuatro  años. 

Don  Estovan  Señorans  se  presentó  por  su  hermano,  el  Dr. 
D.  Adolfo^  esponiendo  :  que  óste  era  el  dueño  del  terreno  que 
se  reputaba  como  de  la  testamentaría  de  Centeno,  por  compra 
legal  que  hizo,  pero  no  exhibió  los  títulos. 

En  este  estado  comparecieron  á  juicio  verbal,  y  el  Procura- 
dor Fiscal  nombró  por  perito,  para  la  tasación,  á  D.  Santiago 
J.  Wild;  Señorans,  á  D.  Julián  Bustinza;  y  el  Juzgado,  por 
la  parte  que  pudiera  interesar  á  la  testamentaria  de  Centeno, 
que  fué  declarada  rebelde  antes  de  presentarse  en  juicio  Seño- 
rans, el  mismo  Bustinza ;  habiendo  Rosas  nombrado  ya  á  este 
mismo  Bustinza,  por  acta  que  corre  en  autos. 

El  perito  Wild  informó :  que  en  el  área  de  266,532,000  varas 
á  espropiarse,  no  habia  sino  pasto  fuerte,  excepto  en  una  pe- 
queña parte ;  que  todo  el  terreno  es  alto  y  sin  aguada,  excepto 
una  pequeña  fracción  en  que  es  bajo  ;  que  todo  él  fué  comprado 
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en  1857,  á  razón  de  75  §  bolivianos  la  legua  cuadrada ;  que 
dos  terrenos  lindantes  con  él,  pero  en  situación  mas  ventajosa» 
fueron  vendidos,  el  uno  en  1867  á  2,800  ^  bolivianos  la  legua 
cuadrada^  y  el  otro  á  razón  de  2,500.  Sobre  este  último  valor, 
debo  hacer  notar  que  no  está  muy  claro,  porque  aparece  como 
si  dijera  24,500 ;  pero  la  diferencia  del  4  á  los  demás  caracte- 
res indica,  al  parecer,  que  el  4  se  ha  puesto  entre  el  2  y  el  5 
por  otro  que  no  ha  sido  Wild.  Sigue  el  informe  de  éste,  di- 
ciendo :  que  una  parte  del  mismo  campo  en  cuestión,  se  ven- 
dió^ últimamente,  en  3,300  í  la  legua  cuadrada ;  que  tomando 
en  cuenta  el  mayor  valor  adquirido,  tasaba  á  4000  bolivianos 
la  legua  cuadrada. 

El  perito  de  Bustinza  dice :  que  el  terreno  á  espropiarse  es  uno 
de  los  mas  importantes  por  la  aguada  del  arroyo  y  cañada  de 
Gómez,  por  sus  buenos  pastos,  por  su  proximidad  al  Rosario, 
y  por  haber  sido  poblado  con  chacras  y  ganados  desde  un  siglo 
atrás,  de  lo  que  proviene  principalmente  la  bondad  de  sus  pas- 
tos, y  que  lo  valúa  á  razón  de  6,500  fts.  la  legua  cuadrada. 

En  un  juicio  verbal  espusieron  las  partes  las  consideraciones 
que  creian  apoyar  sus  respectivas  pretensiones,  sobre  el  mayor 
ó  menor  valor  del  campo,  y  entonces  el  Juzgado  dictó  el  si- 
guiente : 


Pallo  del  Jíues  9e««lon»i 


Rosario,  Junio  16  de  1868. 

Autos  y  vistos :  Resultando  del  exámeú  atento  de  los  informes 
presentados  por  los  peritos  nombrados  en  éste  juicio,  y  mas  es- 
pecialmente de  la  vista  de  ojos,  practicada  en  14  del  corriente; 
.  — 1^  Que  los  campos  á  espropiar  en  este  caso,  sino  los  mejores 
*  que  corta  el  Ferro  Carril  Central,  pueden  considerarse  buenos 
y  de  regularas  pastos  en  la  parte  bañada  por  las  vertientes  de 
la  cañada  Gómez,  siendo  altos,  secos  y  muy  inferiores  en  los 
puntos  distantes  de  dicha  cañada ;— 2<>  Que  la  zona  formada  por 
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el  lerrcno,  á  espropiar  de  uúo  y  otro  lado  de  la  vía  férrea,  quita 
al  de  la  testamentaría  Centeno  y  D.  Pascual  Rosas,  toda  la 
aguada  que  forman  las  ya  mencionadas  vertientes,  dejándose 
solo  campos  altos  y  secos,  si  bien  que  beneficiados  por  la  pro- 
ximidad de  la  vía  férrea ; — o""  Que  aunque  todos  los  terrenos  de 
que  se  trata  pueden  considerarse  como  despoblados  para  los 
propietarios  por  no  tener  en  ellos  ganados  6  edificios  que  les 
pertenezcan  ó  produzcan  beneficio  de  otro  género,  mantienen, 
sin  embargo,  de  tiempo  atrás  ganados  y  poblaciones  estranas  en 
los  puntos  mas  favorecidos,  conservándose  desiertos  los  demás, 
lo  que  claramente  muestra  la  notable  diferencia,  que  existe  en 
la  calidad  y  condiciones  de  la  parte  buena  y  la  menos  favorecí* 
da  de  aquellos  campos,  debiendo  tenerse  bieu  presente  esa 
diferencia  al  tratar  del  valor  de  los  mismos,  tomados  en  conjunto. 
Y  considerando^  en  cuanto  al  precio  asignable  áesos  campos: 
Primero: — Que  el  perito  nombrado  por  la  parte  del  Fisco,  es* 
presa,  que  en  Í857^  fué  vendida  la  legua  de  esos  terrenos  á  75 
pesos,  lo  que  no  ha  negado  la  parte  contraria,  agregando  aquel 
que  un  campo  adyacente  á  los  mismos,  se  vendió  en  Abril  de 
i867^  en  la  cantidad  de  2^800  pesos  la  legua  cuadrada,  y  otro 
en  2^500  \  así  como  que  parte  de  ese  terreno  fué  últimamente 
vendido  en  3,300  pesos,  no  habiéndose  elevado  este  convenio 
á  escritura  pública  por  no  estar  en  forma  los  documentos,  aun- 
que este  hecho  se  niega  de  contrario  en  el  acta  de  foja  dos;  que 
si  bien  es  cierto  que  tales  precios  pueden  considerarse  bajos, 
atento  el  valor  intrínseco  del  terreno  que  se  trata,  no  lo  es  me- 
nos que  la  tasación  del  perito  nombrado  por  los  demandados, 
puede  considerarse  exajerada  también,  refiriéndose,  como  se 
refiere,  á  la  totalidad  de  los  campos  en  la  parte  buena  y  mala, 
exajeracion  que  se  patentiza  con  la  vista  de  ojos  practicada,  y 
mas  aún,  con  las  declaraciones  mismas  de  las  partes  en  el  juicio 
verbal  á  que  se  refiere  el  acta  de  foja  dos.  Por  él  se  ha  visto, 
que  entre  los  interesados  habían  tenido  lugar  acuerdo  sobre  el 
precio  encerrado  en  proporciones  de  cuatro  mil  y  quinientos 
pesos  bolivianos  ofrecidos  por  legua,  y  cinco  mil  pesos  fuertes 
pedidos  por  ella,  habiendo  escollado  el  convenio  por  esa  difc 
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rencia  ;  lo  que  induce  al  Juzgada  ^parlarse  del  precio  estable- 
cido por  los  peritos  y  tomar  como  base  de  criterio,  tanto  el 
resultado  de  la  vista  de  ojos  practicada  como  el  acuerdo  de  las 
partes  próximo  á  establecerse  por  la  aproximación  á  que  hablan 
llegado  en  cuanto  al  precio  que  contrasta  con  la  distancia  en  que 
se  colocan  los  informes  parciales ;   por  tales  consideraciones, 
desígnase  la  cantidad  de  cinco  mil  pesos  bolivianos,  como  precio 
definitivo  de  cada  legua  cuadrada  del  terreno  sujeto  á  espropia- 
cíon  en  el  presente  caso.    Quedan  los  propietarios  obligados  á 
recibir  dicho  precio  por  toda  indemnización,  conforme  al  artí^ 
calo  octavo  de  la  ley  de  7  de  Setiembre  de  Í866^  siendo  las  cos- 
tas de  este  juicio  á  cargo  de  la  Nación,  según  lo  dispuesto  en  el 
articulo  diez  y  ocho  de  la  misma  ley. — Y  hágase  saber. 

José  María  Zuviria. 

m 

Señorans  y  Rosas,  apelaron  de  esta  resolución  para  ante  la 
Suprema  Corte^  y  concedido  el  recurso  €u  relación,  dictó  el 
siguiente 


Fallo  de  la  Stiprenia  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  13  de  1868. 

Visto  el  presente  recurso  de  apelación  interpuesto  por  don 
Pascual  llosas  y  don  Estevan  Señorans,  en  representación  de  su 
hermano  el  doctor  don  Adolfo  Señorans,  del  auto  del  Juez  de  Sec* 
cion  de  la  Provincia  de  Santa-Fé,  en  que  designa  el  precio  de 
cinco  mil  pesos  bolivianos  por  cada  legua  cuadrada^  para  la  ex- 
propiación del  terreno  de  propiedad  de  los  recurrentes,  aue»re- 
sulta  comprendido  entre  los  cedidos  por  el  Gobierno  Nacional 
á  la  Empresa  del  Ferro-Carril  Central  Argentino,  y  consideran- 
do, según  lo  resuelto  por  esta  Suprema  Corle  en  diez  y  ocho 
de  Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  siete  en  la  causa  seguida 
por  don  Francisco  IIuc ;  Primero,  que  don  Pascual  Rosas  y  don 
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Estevan  Señorans  se  confonharon  con  la  expropiación  solicitada 
por  el  Procurador  fiscal,  nombrando  peritos  para  la  avaluación 
de  sus  respectivos  terrenos,  sin  deducir  excepción  alguna  en  el 
comparendo  verbal  consignado  en  las  actas  de  fojas  diez  y  siete 
y  veinte  y  dos  vuelta ;  y  por  consiguiente,  que  en  el  presente 
juicio  solo  ha  debido  tratarse  del  precio  que  ha  de  pagar  el  Go- 
bierno por  dichos  terrenos ;  Segundo^  que  aunque  no  fuera  asi, 
el  derecho  del  Gobierno  Nacional  para  expropiar  las  referidas 
áreas  de  terreno^  concedidas  á  la  compañía  de  Ferro-Carril  Cen- 
tral Argentino,  es  incuestionable,  pues  se  lo  acuerda  expre- 
samente la  ley  de  veinte  y  siete  de  Junio  de  mil  ochocientos  cin- 
cuenta y  cinco,  y  con  mucha  claridad  también  la  de  dos  de 
Mayo  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  que  aprobó  el  contra- 
to con  don  Guillermo  Weel^right,  por  el  cual  se  comprometió 
á  dar  en  propiedad  á  dicha  Empresa  una  legua  de  campo  á  ca- 
da lado  y  en  casi  toda  la  extensión  del  camino ;  lo  que  solo  po- 
día cumplir  expropiando  los  terrenos  de  particulares  compren- 
didos en  esa  demarcación,  que  no  se  hacia  sobre  tierras  perte- 
necientes á  la  Nación,  que  ningunas  poseia  aUi,  sino  sobre  tie- 
rras que  en  gran  parte  habían  pasado  del  provincial  al  dominio 
privado ;  Tercero^  que  esas  leyes  no  pueden  ser  objetadas  ni 
discutida  su  constitucional idad  ante  los  Tribunales  por  razón 
de  error  en  la  calificación  de  la  utilidad  pública  en  que  se  fun- 
da el  derecho  de  expropiación ;  porque  el  articulo  diez  y  siete 
de  la  Constitución,  disponiendo  en  su  inciso  segundo,  que  la 
expropiación  sea  autorizada  por  la  ley,  libra  á  la  discreción  es- 
clusiva  del  Congreso  el  juicio  sobre  la  utilidad  pública  en  los 
casos  ocurrentes ;  y  es  notorio  ademas  que  sin  la  espresada 
concesión  de  tierras  no  hubiera  sido  realizable  la  construcción 
del  Ferro-Carril  Central ;  obra  de  una  conveniencia  evidente 
pafa  el  progreso,  y  aun  para  afianzar  la  paz  y  la  tranquilidad  de 
la  República ;  CuartOy  que  ademas  la  intervención  dada  en  este 
asunto  á  la  testamentaria  de  don  Dámaso  Centeno  conjunta- 
mente con  don  Adolfo  Señorans,  y  sin  embargo  de  alegar  este, 
que  era  sucesor  de  aquella  en  la  propiedad  del  terreno  que  se 
trata  de  expropiar,  pero  cuyos  títulos  no  habían  sido  exhibidos  y 
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se  ban  presentado  recien  ante  esta  Corte  al  tiempo  de  la  vista 
de  la  cansa,  es  un  procedimiento  que  no  envuelve  defecto  al- 
guno que  pueda  anular  las  actuaciones^  según  derecho ;  y  que 
tampoco  se  ha  interpuesto  ese  recurso  junto  con  el  de  apelación 
ni  en  el  término  prefijado  para  este,  conforme  á  lo  dispuesto 
por  el  articulo  doscientos  treinta  y  cuatro  de  la  ley  de  proce- 
dimiento; por  estos  fundamentos  y  los  del  auto  apelado  de  foja 
veinte  y  nueve,  se  confirma  este;  y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos^  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — ^José   Barros    Pazos.— J. 

B.  GOROSTUGA. 


€.%USA  IiüLlílíVII. 


D.  Alejandro  Cornac  con  D.  Juan  A.  Linares^  por  cobro 

ejecutivo  de  pesos. 


Sumario. — El  juicio  ejecutivo  en  el  caso  del  artículo  253  de 
la  ley  de  procedimientos,  se  sigue  válidamente  con  el  defensor 
de  oficio,  y  para  perjuicio  al  deudor. 
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Caso. — D.  Alejanbro  Cornac,  francést  demandó  ejecBiivaiDenle 
á  D.  Juan  A.  Linares  argentino  por  cobro  de  un  crédilo  hipo* 
tecario. 

Ignorándose  el  paradero  del  deudor,  se  le  ciló  por  edictos,  y 
el  juicio  se  seguid  con  un  defensor  basta  la  veriGcacion  del  em- 
bargo. 

Se  presentó  en  seguida  un  apoderado  del  deudor  quien  pidió 
vista  de  lo  obrado. 

Cornac  solicitó  la  citación  de  remate  al  defensor. 

Se  ordenó  dicha  citación  al  apoderado  del  deudor,  y  se  hizo 
al  defensor. 

£1  ejecutante  pidió  se  dictara  la  sentencia  de  trance  y  remate 
porque  no  se  hablan  opuesto  escepciones. 

El  Juez  llamó  cautos»,  y  ese  decreto  fué  netiGcado  al  apo- 
derado del  deudor. 

A  los  dos  dias  se  dictó  la  sentencia  de  trance  y  remate. 

El  apoderado  del  deudor  pidió  nulidad  de  la  sentencia,  por 
no  habérsele  hecho  la  citación  de  remate  después  de  presentá- 
dose  enjuicio,  y  apeló  in  subsidiiim^  observando  que  el  actua- 
rio debió  anotar  en  autos  lo  ocurrido  en  un  juicio  de  tercería 
con  la  Sra.  de  Ortega,  en  el  cual  hubo  un  comparendo  con  el  re- 
clamante. 

El  ejecutante  contestó  que  la  citación  de  remate  se  babia  he- 
cho al  defensor,  quien  era  el  repjresenlante  legal  del  ejecutado, 
y  á  quien  no  se  habia  separado  de  dicha  representación ;  que 
además  el  decreto  de  cautos»  para  sentencia  habia  sido  notifica- 
do al  apoderado  del  deudor  y  consentido  por  él. 


Fallo  del  Jiieas  Secelomil. 


Buenos  Aires^  Julio  10  de  Í8C8. 

Y  vistos,  considerando  i^  que  el  juicio  ejecutivo  fué  seguido, 
hasta  la  citación  de  remate,  f.  3i  vuelta,  con  el  defensor  de  ofi- 
cio ;  con  arreglo  á  lo  que  dispone  el  art.  253  de  la  ley  de  pro- 
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cedimientos,  y  que  es  legal,  y  para  perjuicio  al  demandado, 
cuando  queda  ejeculoriada  con  la  intervención  de  dicho  defen- 
sor; 2^  que  el  comparendo  verbal,  á  que  hace  referencia  el  apo- 
derado del  deudor,  en  el  número  6  de  sues  crito  de  f.  37, 
allí  mismo  confiesa  que  ese  comparendo  era  decretado  en  la 
tercería  de  oposición  iniciada  por  la  Sra.  de  Ortega,  en  cuyos 
autos  corre  el  acta  respectiva,  y  por  consígnente,  no  tiene  que 
hacer  anotación  alguna  el  actuario  en  los  presentes,  que  son 
los  ejecutivos.  Por  estas  consideraciones,  no  ha  lugar,  con 
costas,  á  lo  solicitado  á  f.  38,  y  atenta  á  la  apelación  que  se  in- 
terpone, en  subsidio,  se  concede  el  recurso  .en  relación,  ele- 
Tándose  los  autos  á  la  Suprema  Corte  en  la  forma  de  estilo,  y 
repóngase  el  sello. 

Carlos  Eguia. 
Fallo  de  la  tSupreoiii  Corte» 

Buenos  Aires,  Agosto  18  de  1868. 

Vistos:  Por  los  fundamentos  del  auto  de  foja  cuarenta  y  cqa- 
tro,  se  confirma,  con  costas^  el  de  foja  treinta  y  cinco  vuelta ; 
y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  los 
presentes,  é  inmediatamente  los  iraidos  ad  effeclim  videndü 

Francisco  de  las  CARRERAS.--r-.SALyA- 
DOR  María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos.— 
j.  b.  gorostiaga. 
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CAUSA.  IiliLX.XVIII. 


Incidente  sobre  competencia  del  Juzgado  Nacional   de  la 
Provincia  de  San  Juan,  con  el  civil  de  la  misma . 


Sumario.  —  Cuando  un  estrangero  demanda  á  un  ciudadano 
en  un  pleito  civil,  ante  un  Juez  de  Provincia,  se  entiende  que  la 
jurisdicción  ha  sido  prorogada. 


Caso. — Doña  Odulia  Castro  de  Euiiarte  se  presentó  ante  el 
Juzgado  Seccional  de  San  Juan,  esponiendo ;  que  Andrés  Astar- 
go,  chileno,  la  habia  demandado  ante  el  Juez  Provincial  de  lo 
Civil,  por  cantitad  de  pesos,  siendo  ella  argentina^  albacea  y 
heredera  universal  de  su  finado  esposo  Vicente  Euiiarte ;  que 
versando  el  caso  entre  un  argentino  y  un  estrangero,  era  de 
jurisdicción  nacional,  por  cuyo  motivo  pedia  al  Juzgado  enta- 
blase la  contienda  de  competencia,  k\ 

El  Juez  Seccional  asi  lo  hizo ;  y  en  el  oficio  que  dirijió  al  de 
lo  Civil  de  la  Provincia,  puso  este  el  siguiente 

Auto. 

San  Juan,  Junio  18  de  1868. 
Por  recibido  con  el  adjunto  espediente  en  copia  testimoniada, 
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y  considerando  :— 1«  Que  por  el  art,  12  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción y  competencia  de  los  tribunales  nacionales,  inciso  4»,' 
cuando  un  estrangero  demanda  á  un  ciudadano  en  un  pleito 
civil  ante  un  Juez  de  Provincia,  se  entenderá  que  la  jurisdicción 
ha  sido  prorogada,  y  la  causa  se  sustanciará  y  decidirá  por  los 
tribunales  provinciales;— 2<>  Que  la  acción  á  que  se  refiere,  en 
el  oficio  que  ^aptecede,  entablada  en  este  tribunal  por  D.  An- 
drés Astargo,  ciudadano  chileno,  contra  doña  Odulia  Castro  de 
Euliarte,  argentina,  está  incluida  en  los  casos  referidos  por  el 
art.  12,  inciso  4o ;.  se  declara  este  Juzgado  competente  para  en- 
tender de  estos  autos,  y  en  su  consecuencia  que  no  debe  inhi- 
birse de  su  conocimiento.  Contéstese  al  señor  Juez  por  oficio, 
en  copia  de  este  auto. 

Tieimey. 
El  Juez  de  Sección  pronunció,  en  consecuencia  este 

Auto. 

San  Juan,  Junio  23  de  1868. 

Con  el  documento  de  su  referencia,  á  sus  antecedentes,  y 
considerando ;  que  la  razón  legal  en  que  el  Juez  requerido 
para  la  inhibición,  fúndala  competencia  y  la  resiste,  es  inesacta, 
pues  que  la  ley  dá  como  hecha  la  prorogacion  de  la  jurisdicción, 
por  el  hecho  de  la  contestación  á  la  demanda,  que  según  lo  ha 
espuesto  el  interesado  que  litiga  ante  este  Juzgado,  y  se  deduce 
de  los  antecedentes  comunicados  por  el  requerido,  no  se  han 
verificado  aún ;  que  la  próroga  de  jurisdicción  se  efectúa  por  el 
consentimiento  de  las  partes  en  someterse  en  la  jurisdicción  del 
Juez  incompetente,  y  es  de  ese  consentimiento  que  toma,  ante 
la  ley,  el  Juez  la  facultad  de  conocer  y  fallar  en  causa  que,  sin 
él,  quedaba  fuera  del  alcance  de  su  jurisdicción;  que  el  con- 
sentimiento de  parte  del  actor  queda  definido  por  el  hecho  de 
su  demanda  ante  el  Juez  incompetente,  y  de  parte  del  deman- 
dado por  el  de  su  contestación ;  que,  según  esto,  no  puede 
tenerse  por  perfeccionado  el  convenio  de  prorogacion,  sino  des- 
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pues  de  contestada  la  demanda,  6  de  otro  acto  judicial  que  le 
remplaze;  porque  es  recien  que  concurre  el  consentimiento 
de  ambas  parles  á  formarlo^  y  porque  sin  esto  no  puede  existir 
convenio;  que  es  siguiendo  estos  principios  de  jurisprudencia 
común,  que  la  ley  de  jurisdicción  y  competencia  ha  dispuesto^ 
con  sobrada  claridad,  que,  siempre  que  se  verifique  cualquiera 
de  los  casos  que  prevée  en  el  inciso  4""  de  su  articulo  12,  se 
entiende  hecha  la  prorogacion,  por  el  hecho  de  la  contestación 
á  la  demanda ;  que  la  ley  no  constituye  excepción  á  (avor  de 
los  estrangeros,  pues  espresa  claramente,  que  se  encuentran 
en  el  mismo  caso  que  las  Provincias,  y  que  los  vecinos  de  dife- 
rentes provincias,  y  que  lo  mismo  es  que  sean  actores  ó  deman- 
dados ;  y  que  por  estas  consideraciones  es  infundada  la  reso- 
lución de  fecha  18  del  corriente  del  Juzgado  de  Letras  en  lo  Ci- 
vil, par  la  que  se  resiste  á  la  inhibición  y  remisión  de  autos 
requeridos ;  declaro  que  debo  insistir  é  insisto  en  lo  requerido, 
mandando  se  acuse  recibo  del  despacho  que  antecede,  con  trans- 
cripción de  este  auto  para  el  objeto  que  previene  el  artículo  52 
de  la  ley  de  procedimientos.  Notifíquese  original,  y  remítanse 
estos  antecedentes  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia,  con  el  cor- 
respondiente oficio,  reponiéndose  los  sellos  y  satisfaciéndose 
las  costas. 

José  Bejijamin  de  la  Vega, 

Remitidos  que  fueron  estos  antecedentes,  la  Suprema  Corte 
dictó  el  siguiente : 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

* 

Buenos  Aires,  Agosto  18  de  1868. 

Vistos;  y  considerando  que  el  auto  pronunciado  por  el  Jucas 
Civil  de  la  Provincia  de  San  Juan,  está  fundado  en  el  testo  es- 
preso del  inciso  cuarto  del  artículo  doce  de  la  Ley  sobre  juris- 
dicción y  competencia  de  los  tribunales  de  la  Nación,  al  cual 
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le  ha  dado  el  mismo  sjentido  que  le  ha  fijado  la  Suprema  Corte 
en  caso  análogos,  se  declara :  que  ¿I  es  competente  para  cono-» 
cer  en  el  asunto  que  ha  motivado  este  incidente  ;  y  en  su  con- 
secuencia, remitánsele  ambos  espedientes,  satisfechas  que  sean 
las  costas  y  repuestos  ios  sellos,  dándose  aviso,  por  Secretaría, 
al  Juez  de  Sección. 

pranasco  de  las  carreras. — salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. —  José  B. 
gorostiaga. 


€AU9A    lé^lLlLlX 


El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  SaniOnFé^  contra  Don 
Rufino  Guido^  sobre  espropiacion  de  un  terreno. 


Sumario. — En  los  juicios  de  espropiacion,  las  costas  son  á 
cargo  del  Fiscal. — Ari.  18  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  da 
4866. 


Ca^o. — El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  Santa-Fé^  es- 
puso, ante  el  Juzgado  Seccional  de  esa  Provincia;  que  tenien* 
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do  que  espropiarse,  para  ia  empresa  del  Ferro-Carril  Central 
AijentÍDO,  parte  de  unos  terrenos  de  D.  Rufino  Guido,  situa- 
dos sobre  el  arroyo  de  las  Tortugas,  pedia  un  juicio  verbal  para 
el  nombramiento  de  tasadores  que  hicieran  su  avaluación. 

Fueron  nombrados,  por  parle  del  Fisco,  D.  Lisandro  de  la 
Torre,  y  por  parte  de  D.  Miguel  Otero,  en  representación  de 
D.  Rufino  Guido,  D.  Servando  Bayo. 

El  perito  Torre,  tasó  el  campo  á  razón  de  4000  ps.  legua 
cuadrada,  advirtiendo  que  lo  habría  tasado  en  menos  á  no  exis- 
tir el  antecedente  de  haber  señalado  la  Suprema  Corte  á  los  ter- 
renos de  Francisco  Hué,  de  igual  calidad  á  los  presentes  el  mis- 
mo precio  de  4000  ps.  bolivianos. 

El  perito  Bayo  lo  tasó  á  razón  de  6000  pfts.  la  legua  cuadra- 
da, en  razón  de  los  antecedentes  presentados  por  la  parte  de 
Otero. 

Estos-  antecedentes,  son : 

í^  Las  cartas  corrientes  en  autos,  en  que  se  asegura  que  el 
terreno  de  las  Tortugas,  compuesto  de  22  1/2  leguas  cuadradas, 
de  las  que  se  trata  de  espropiar  una  parte,  fué  comprado  por 
Otero  en  1861,  por  la  suma  de  20000  pfts.  fuera  de  46  y  7/8 
onzas  de  oro  pagadas  por  comisión  y  otros  gastos,  y  fuera  tam- 
bién del  interés  del  dinero  que  se  tomó  á  réditos  para  hacer  el 
pago  del  terreno,  cuyos  intereses  se  han  satisfecho  puntualmen- 
te^ Juan  P.  Arámburu  es  el  que  afirma  estos  hechos  á  petición 
de  Otero. 

2^  Otra  del  mismo  Arámburu  en  que  se  dice,  que  en  1862,  el 
Barón  de  Mauá  hubo  de  comprar  todo  el  terreno  de  las  Tortu- 
gas á  razón  de  3000  pfisi  la  legua  cuadrada,  y  que  no  se  efec- 
tuó la  venta  á  causa  de  una  Ley  de  Santa-Fé,  dictada  en  31  de 
Octubre  del  mismo  año. 

3^  La  tercera  del  mismo  Arámburu,  en  que  declara  haber 
vendido,  por  cuenta  de  Miguel  Otero,  en  Junio  de  1864,  á  D. 
Ricardo  Newton,  en  los  carrisales  de  Medina  (malos  campos) 
11/6  legua  cuadrada  al  precio  de  4000  ps.  bolivianos. 

4^  La  cuarta  de  D.  Martin  de  Monasterio,  en  que  asegura  que 
D.  Domingo  Palacios  vendió^  en  Diciembre  de  1864,  su  están- 
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cia  entre  los  arroyos  Carcarañé  y  las  Torlagas,  compuesta  de 
14  leguas  cuadradas,  á  razón  de  100,000  ps.  m/c.  de  Buenos 
Aires  la  legua,  á  D.  Estanislao  Frias  y  G^. 

5^  La  quinta  de  D.  Juan  Chavarri,  que  dice  que  en  Mayo  de 
1861,  D.  Julián  Doldan  se  obligó  á  entregar  su  campo,  com- 
puesto de  61  cuadras  de  irente  con  tres  leguas  de  fondo,  por 
4000  ps.  bolivianos,  incluyéndose  en  la  venta,  las  casas,  quin- 
ta, pozos  calzados  con  ladrillo,  sanjio,  &^.  ^&. ;  que  Guillermo 
Monroe  compró  de  Luis  Yernet  2  leguas  cuadradas^  en  las.^Tres 
Lagunas»  por  400  onzas  de  oro;  y  que  Waitcr  Gongreve  ven- 
dió á  un  señor  Wheatley  y  á  un  señor  Hemmis,  dos  leguas  de 
campo,  en  Octubre  de  18(56,  por  la  suma  de  10,000  pfls ;  in- 
cluyéndose en  el  campo  cincuenta  caballos,  casas,  un  jagüel 
para  1500  cabezas,  y  una  cantidad  de  postes. 

6^  La  sesta,  de  D.  Miguel  Machado,  que  asegura  que  el  cam- 
po de  las  Tortugas  á  espropiarse,  es  excelente  para  hacienda 
vacuna,  y  regular  por  hoy  para  la  lanar,  y  que  el  campo  tiene 
muchas  ventajas  por  ser  quebrado,  tener  aguada  permanente,  &». 

En  autos,  corre  una  larga  memoria,  escrita  por  Otero^  para 
demostrar  la  importancia  del  campo  á  espropiarse. 

En  este  estado,  el  Procurador  Fiscal  y  D.  Aaron  Gastellanos, 
en  sostitucion  de  Otero,  acordaron  nombrar  nuevos  peritos  que 
procedieran  á  nueva  tasación,  nombrando  el  primero  al  Dr.  D. 
Marcelino  Frias. 

Castellanos  se  presentó^  desistiendo  de  lo  convenido  respec- 
to de  nombrar  nuevos  tasadores,  porque  el  Sr.  Otero  le  prohi- 
be hacerlo  por  la  carta  que  acompaña.  En  dicha  carta  dice  Ote- 
ro que  el  campo  á  espropiarse  le  costó  á  él  1000  pfls.  en  1861. 

Se  dio  vista  al  Fiscal,  y  espuso :  que  se  declarase  por  renun- 
ciado, de  parte  de  Castellanos,  el  derecho  de  nombrar  nuevo 
tasador,  y  ordenase  que  el  nombrado  por  la  parte  del  Fisco, 
pasare  su  informe  y  valuación.  El  Fiscal  hizo  notar  que  Ote- 
ro declaraba  haberle  costado  el  campo  1000  pi\s¿  la  legua,  lo  que 
maestra  que  vendiéndolo  hoy  por  300  ps.  obtiene  uu  alto  pre- 
cio;  Que,  por  último,    es  preciso    no  olvidar   que    la  tasa- 

T.   VI.  7, 
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cion  debe  arreglarse  á  los  valores  que  tcnian  los  campos  en  la 
época  en  que  fué  contratada  la  obra  del  Ferro-Carril,  como. lo 
prescribe  la  ley  de  espropiacion^  y  no  á  los  que  puedan  tener  al 
presente. 

El  Juez  proveyó  de  conformidad  y  D.  Santiago  J.  Wild,  nom- 
brado tasador  por  parte  del  Fisco,  tasó  el  campo  á  razón  de 
2.800  ps.  bolivianos  la  legua  cuadrada,  por  no  tener  mas  agua- 
da que  la  insignificante  del  arroyo  de  las  Tortugas,  que  es  sa- 
lada y  ser  todo  de  pastos  fuertes. 


Auto  del  Jíues  Seeeional*. 


Rosario,   Junio  *22  de  1866. 

Autos  y  vistos :  Con  lo  informado  por  los  peritos  nombra- 
dos por  las  partes ;  atento  el  mérito  de  lo  espuesto  por  estos, 
y  considerando,  i^  que  el  terreno  á  espropiarse,  en  este  ca- 
so, forma  parte  de  la  gran  área  que  se  estiende  entre  el  arroyo, 
de  las  Tortugas,  límite  interprovincial,  y  la  Cañada  de  Gómez, 
formando  un  vasto  terreilo  árido,  seco  y  de  pastos  fuertes;  2^ 
que  la  única  aguada  del  campo  en  cuestión  es  salada,  y  como 
tal  impropia  aún  para  el  servicio  de  la  ganadería,  siendo  hasta 
hoy  de  todo  punto  despoblado ;  3^  que  un  campo  contiguo  á 
este,  j  sobre  el  mismo  arroyo  fué  espropiado  á  D.  Antonio  Ar- 
cos en  14  de  Enero  de  1866,  abonándole  el  precio  de  2650  ps. 
bolivianos  por  legua  cuadrada ;  4^  Que  el  mas  alto  precio  pa- 
gado en  la  misma  zona  y  por  campos  contiguos  al  que  motiva 
esta  causa  fué  el  de  4000  ps.  bolivianos^  por  legua  cuadrada, 
asignado  por  la  Suprema  Corte  de  Justicia  en  la  causa  de  D. 
Francisco  Hué,  atendiendo  según  lo  espresa  la  sentencia,  á 
que  una  escritura  pública  presentada  por  la  parte,  espresaba 
haberse  comprado  al  precio  de  3000  ps.  plata,  sin  designar  el 
cuño  boliviano,  y  que  no  siendo  este  de  curso  legal  en  la  Re* 
pública,  debia  suponerse  cierta  la  aseveración  que  la  misma 
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parte  hacia  de  haberse  adquirido  á  3000  ps.  plata  de  á  17  en  on- 
za de  oro ;  5*^  que  tal  circunstancia  no  ha  tenido  lugar  en  el 
presente  caso,  constando^  al  contrario,  de  autos,  que  el  de- 
mandado ofreció  vender  la  legua  cuadrada^  por  3000  pfts.  En 
Vista  de  estas  consideraciones^  y  de  que  los  informes  de  los  pe- 
ritos no  han  podido  ofrecer  una  base  segura  de  criterio  por  la 
gran  diferencia  que  se  nota  en  sus  precios  de  tasación,  el  Juz- 
gado, tomando  un  término  equitativo  entre  el  precio  de  2500 
pfts.  que  costó  la  legua  cuadrada  del  campo  contiguo,  de  pro- 
piedad de  D.  Antonio  Arcosa^  y  los  4000  ps.  bolivianos  asig- 
nados al  de  D.  Francisco  Hue,  que  está  en  análogas  condicio- 
nes^ fallo,  estableciendo,  como  precio  definitivo  de  cada  le- 
gua cuadrada  del  terreno  á  espropiacion  en  el  presente  caso, 
la  cantidad  de  3500  ps.  bolivianos,  quedando  el  propietario 
obligado  á  recibir  dicho  precio  por  toda  indemnización,  con- 
forme al  art.  8  de  la  Ley  de  13  de  Setiembre  de  i  866^  sien- 
do las  costas  del  juicio  á  cargo  de  la  Nación,  según  lo  dispo- 
ne el  art.  18  de  la  misma  ley. 

José  María  Ztiviría. 

El  Procurador  Fiscal  y  la  parte  de  Guido  apelaron  de  esta 
sentencia. 

Fallo  de  la  Suprema   Corte* 

Buenos  Aires,  Agosto  iO  de  1868. 

Vistos :  por  sus  iundamentos,  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  cuarenta  y  seis,  con  declaración  de  que  las  costas  del 
juicio  deben  ser  á  cargo  de  la  Nación,  con  arreglo  al  artículo 
diez  y  ocho  de  la  Ley  de  trece  de  Setiembre  de  mil  ochocientos 
sesenta  y  seis,    y  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  ¡José  Barros  Pazos.— 
j.  b.  gorostiaga. 
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CAUS&A    ULCI 


Criminal  contra  Figdelino  Chaves^  por  rebelión. 


Sumario. — No  es  una  prueba  de  rebelión,  el  hecho  de  en- 
contrarse un  individuo  entre  las  fuerzas  rebeldes,  sin  intención 
de  servir  á  sus  fines. 


1  _ 

Caso. — El  Gobierno  de  la  Provincia  de  Salta,  denunció  1^ 
participación  de  Asterio  Moreno  y  de  Figdelino  Chaves  en  la 
última  rebelión^  á  virtud  de  la  declaración  de  Manuel  Cruz 
atite  el  Juez  del  Crímen,  que  dice :  que  en  Molinos  (lugar  en 
que  se  hallaban  los  rebeldes)  llegaron  Moreno  y  Chaves  con 
un  sirviente  anunciando^  que  el  pueblo  de  Salta  estaba  sin  de- 
fensa y  que  podion  ir  á  tomarlo,  apurándolos  á  que  lo  hicie- 
sen ;  y  que  aquellos  jóvenes  tenian  frecuentes  conferencias  con 
Elizondo.  El  testigo  se  ratificó  fXí  esta  declaración  ante  el 
Juez  Seccional. 

Figdelino  Chaves  declaró,  ante  el  Juez  del  Crímen ;  que  en 
los  momentos  de  conflicto  del  Pueblo  se  halló  con  Asterio 
Moreno,  en  casa  de  Felipe  Saraviá;  se  emitió  la  idea  de  ir  al 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  85 

campameolo  de  Várela,  imponerse  de  su  eslado,  del  número 
de  tropa  y  de  si  pensaba  ó  no  entrar  al  pueblo ;  que  el  aceptó 
la  idea  y  le  dijo  á  Moreno  que  podrían  ir  inmedíamente  y  con 
aprobación  de  Saravia,  que  se  encargó  de  poner  en  conocí-' 
miento  del  Gobierno  el  paso  dado,  marcharon  en  efecto,  al  día 
siguiente ;  que  en  ^1  camino  supieron  por  un  gaucho  y  un  vie- 
jeciio,  que  fué  asistente  de  Pepe  Frías,  que  Ontiveros  habia 
pasado  para  Molinos,  vivaqueando  á  Várela;  que  se  encon- 
traron después,  con  un  oficial  que  estaba  con  una  partida, 
quien  los  hizo  conducir  con  dos  soldados  á  Molinos ;  que  lle- 
garon alli,  donde  estaba  la  tropa,  y  que  varios  oficiales  les  pre- 
guntaron^ donde  iban  y  como  estaba  Salta;  que  como  sabian 
que  Ontiveros  ya  se  les  habia  anticipado  y  debió  ponerlos  al 
corriente  de  las  cosas,  no  tuvieron  embarazo  por  este  motivo  y 
para  inspirarles  también  confianza^  en  decirles  que  el  Pueblo 
se  hallaba  indefenso  y  que  podian  ocuparlo  fácilmente,  porque 
el  Gobierno  se  habia  llevado  toda  la  fuerza  para  incorporarse 
con  laque  venia  de  Jujuy;  que  Zalazar  y  Guayama  le  pregun* 
taron  si  sabia  que  veuian  otras  tropas,  á  lo  que  el  deponente 
les  contestó  que  por  un  oficial  Diaz  que  habia  llegado,  se  sabia 
que  venia  tropa  de  Tucuman,  mandada  por  Cornejo ;  que  por  un 
joven  Miguel  Sueldo  supo  que  le  habian  tomado  todas  las  co- 
municaciones traídas  del  campamento  de  Cornejo,  por  los  cua- 
les estaba  impuesto  de  todo ;  que  en  la  tarde  en  que  llegó  Eli- 
zondo  del  lugar  llamado  «Entre-Rios»  hablaron  con  él  y  desr 
pues  de  asegurarle  que  venian  á  buscarlo  como  amigo,  y  que 
en  el  pueblo  los  encontraria  también  después  de  tomarlo,  in-r 
lerpeló  al  esponente  de  que  no  hayan  llevado  alguna  comuni- 
cación de  alguna  persona  notable  del  pueblo;  que  le  contestó 
que  como  creyeron  encontrarlo  ét  las  inmediaciones  de  la  ciu- 
dad, no  creyeron  necesario  traer  tal  comunicación,  y  temian 
ademas  que  fueran  pillados  por  las  guardias ;  que  Elizondo  no 
se  mostró  satisfecho  con  esto,  y  les  dijo  que  lo  siguieran  si 
eran  sus  amigos,  pero  que  él  no  les  diria  á  dónde,  ni  á  qué 
iba,  y  que  se  incorporaron  á  la  fuerza  del  comandante  Guayama 
que  salía  para  Cachi;    que  así  lo  hicieron,  oyendo  cuando  lie- 
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garoQ  á  Cachi ;  que  Várela  había  escrito  á  Elizondo  diciéndole 
que  vendría  á  reunirsele  con  700  infantes  chilenos  y  500  caba- 
llos, y  que  de  estos  traia  de  pronto,  Martin  Corvalan  260  de 
una  y  otra  arma;  que  el  capitán  Rodríguez  les  dijo  que  iba  á 
salir  dentro  de  poco  rato  con  la  caballada  á  encontrar  esta  fuer- 
za ;  que  Elizondo  les  dijo  que  como  podrían  mandar  un  espre- 
so con  comunicaciones  del  esponen  te  y  de  Moreno  para  saber  el 
estado  del  pueblo,  á  lo  que  el  declarante  le  contestó  que  era 
mejor  que  ellos  en  persona  se  vinieran  para  comunicarle  lo 
conveniente ;  Que  Elizondo  aceptó  y  los  despachó  en  el  acto, 
dándoles  caballos  y  baqueano ;  que  llegaron  á  la  ciudad  á  la 
una  de  la  noche,  hicieron  llamar  á  Felipe  Saravia  y  con  é\  se 
vinieron  á  presentarse  á  la  Policía ;  que  encontrándola  cerrada 
fueron  á  casa  del  Gobernador,  que  equivocaron  con  otra ;  que 
pasaron  á  lo  del  Ministro  de  Gobierno,  quien  les  escuchó  toda 
la  relación  que  hicieron  y  los  despachó  á  sus  casas ;  que  se 
hicieron  después  en  el  vulgo  mil  variaciones  de  cosas  que  no 
habian  dicho,  lo  que  les  produjo  un  arresto  de  que  salieron 
después  que  probaron  que  no  habian  dicho  sino  lo  que  acaba 
de  esponerse. 

Ratificóse  en  esta  declaración,  ante  el  Juez  de  Sección,  agre- 
gando ;  que  el  intendente  de  Policía,  hizo  regresar  al  baquea- 
no que  los  acompañó,  llevando  para  Elizondo  una  carta  firma- 
da por  Moreno,  previo  acuerdo  del  Gobernador  de  la  Provin- 
cia, y  aún  teniendo  este  parte  de  su  redacción,  según  cree  el 
declarante ;  que  cuando  este  y  su  compañero.  Moreno,  salie- 
ron para  ios  valles,  la  opinión  general  era  que  la  plaza  no  po- 
dría resistir  á  un  ataque  de  los  rebeldes^  puesto  que  el  Gober- 
nador la  había  abandonado  llevándose  todos  los  elementos  que 
en  ella  habian  ;  declaró  también,  que  él  y  Moreno  fueron  pues- 
tos en  libertad  por  el  Gobernador  de  la  Provincia,  en  el  mo- 
mento en  que  se  formalizaba  el  ataque  á  la  plaza  por  los  inva- 
sores, y  fueron  conducidos  á  la  trinchera  que  defendía  D.  David 
Saravia,  donde  se  ocuparon  de  hacer  cartuchos;  que  cuando  Sa- 
ravia vio  que  estaban  desarmados,  les  dijo,  que  se  retiraran,  y 
se  fueron  en  efecto,  primero  á  la  Policía,  donde  estuvieron  con 
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un  comisario  Centeno^  y  á  casa  de  D.  Benedicto  Fresco,  des- 
pués, coando  arreció  el  íuego ;  que  perroanecieroii  en  lo  de 
Fresco  hasta  que  concluyó  el  combate  y  fué  completamente  do- 
minada la  ciudad  ;  que  á  poco  rato  oyeron  el  ruido  de  las  casas 
que  principiaban  á  ser  saqueadas^  y  para  evitar  que  sucediera 
lo  mismo  en  la  que  ellos  estaban,  en  lo  de  doña  Carlota  Covos, 
y  en  la  que  al  Norte  es  contigua  de  esta,  salieron  á  la  calle  y 
pidieron  por  dichas  casas  á  un  oficial  de  Várela  que  á  la  sazón 
pasaba,  y  les  acordó  lo  que  solicitaban ;  que  en  estas  circuns- 
tancias se  vieron  rodeados  por  todos  los  invasores;  que  se 
presentaron  á  Elizondo  que  estaba  ya  en  la  plaza,  y  que,  sa- 
biendo que  José  Correas,  Liborio  Diaz,  un  tal  Navea  y  un  jo- 
ven tucumano,  cuyo  nombre  no  recuerda,  estaban  ocultos  en 
la  Merced  y  «n  peligro  de  ser  descubiertos,  los  salvó  sacándo- 
los de  allí,  presentándolos  á  un  capitán  Rodríguez,  que  era  de 
los  invasores,  y  amparándolos  después  en  su  casa ;  que  en- 
contrando á  D.  Manuel  Pensado  en  momentos  de  ir  á  ser  bus- 
cado, después  de  haber  sido  gravemente  herido,  lo  salvó,  con- 
siguiendo por  medio  de  ruegos  y  persuaciones,  aplacar  al  mata- 
dor que  se  contentó  con  hacer  prisionero  á  dicho  Pensado ;  que 
supieron,  por  D.  Benedicto  Fresco,  que  Gabino  Ojeda  é  Hi- 
jinio  Falcon,  que  fueron  hechos  prisioneros  por  los  invasores, 
corrían  peligro  de  ser  degollados  por  haber  sido  oficiales  de  la 
plaza ;  que  en  ese  tiempo  penetraba  en  la  ciudad  et  general 
Navarro  en  persecución  délos  dichos  invasores,  y  por  compro- 
miso de  Fresco,  fueron  el  esponente  y  Moreno  en  socorro  de 
los  prisioneros  á  quienes  hicieron  pasar  ante  Várela  como  pri- 
mos del  declarante  y  adictos  á  la  causa;  que  en  tales  momen- 
tos fueron  el  esponente  y  Moreno  envueltos  en  la  retirada  de 
Várela  y  obligados  así  á  acompañarlo  en  su  invasión  á  Jujuy; 
que  en  el  camino  hicieron  escapar  á  dicho  Ojeda  y  Falcon, 
entreteniendo  Moreno  al  oficial  que  los  custodiaba,  cuyo  oficial 
era  Hipólito  Garcia^  mientras  el  esponente  les  enseñaba  el  ca- 
mino á%  la  fuga  después  de  ponerlos  en  él,  dándoles  una  mu- 
la  ensillada  en  que  se  salvaron ;  que  también  hicieron  desistir 
al  mismo  oficial  Garcia  de  ir  á  la  finca  de  José  Manuel  Fernán 
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dcz,  como  habia  principiado  ya  á  hacerlo^  para  hacer  en  ella 
todo  el  mal  posible  y  degollar  al  dueño  y  á  toda  la  familia; 
que,  desde  un  principio  pensaron  fugarse  de  los  invasores,  pero 
que  no  han  podido  hacerlo,  sinó  en  Jujuy,  cuando  Várela  man- 
dó una  partida  á  saquear  aquel  pueblo,  en  cuya  partida  iban, 
el  declarante,  Moreno,  López  y  Agapito  Olivera;  que  los  cua- 
tro tomaron  por  diferente  calle  de  la  que  tomó  la  partida/ y 
se  entraron  en  una  casa,  con  protesto  de  almorzar,  y  fugaron 
de  allí,  en  momentos  en  que  la  partida,  alarmada  con  la  falsa 
noticia  de  que  llegaba  el  general  Navarro,  se  retiraba  hacia  el 
campamento  de  Várela ;  que  el  declarante  acabó  de  salvar  al 
joven  Pensado,  ocultándolo  en  una  casa ;  que  de  la  salvación 
de  la  vida  y  finca  de  José  Manuel  Fernandez  y  su  familia  son 
testigos  los  espresados  Oj(!da  y  Falcon ;  que  el  declarante  no 
ha  j)articipado  de  hecho  de  armas,  ni  de  tropelía  alguna  per- 
petrada por  los  rebeldes;  que,  cuando  regresó  para  Salta, 
se  presentó  á  la  primera  autoridad  de  ella  que  encontró,  el  co- 
ronel Alejandro  Figueroa,  quien  le  ordenó  se  presentara  al  Go- 
bernador, dándole  de  custodia  un  oficial,  llamado  Rafael  Suel- 
do, pero  que  antes  de  presentarse  á  dicho  Gobernador,  fué 
lomado  preso  por  el  coronel  Cornejo. 

Asterio  Moreno  declaró,  ante  el  Jue;^  del  Crimen  de  la  Pro- 
vincia, lo  mismo  que  declaró  Chaves  ante  ese  majistrado ;  y 
ante  el  Juez  de  Sección,  se  ratificó  en  ella,  agregando  que  Fe- 
lipe Saravia  quedó  encargado  de  avisar  su  partida  al  Goberna- 
dor de  Salta,  como  la  avisó  al  de  Jujuy. 

Felipe  Saravia,  declaró  ante  el  Juez  de  la  Provincia,  que, 
estando  con  Chaves  y  Moreno,  le  dijo  este,  que  entre  la  jen- 
te  de  Várela  venia  un  hermano  suyo,  y  aún  su  padre,  á  quienes 
deseaba  ver;  que  el  declarante  lo  animó  á  irse  para  conocer 
el  número,  situación,  &^,  de  la  tropa,  y  avisarlo  al  Gobierno 
que  no  tenia  sinó  noticias  confusas  y  hasta  contradictorias; 
que  se  íué  con  Chaves,  públicamente ;  que  á  su  regreso  fue- 
ron con  el  declarante  á  casa  del  Gobernador ;  que  equivoca- 
ron golpeando  otra  que  estaba  desocupada,  y  se  fueron  en- 
tonces á  lo  del  Ministro,  que  ya  serian  la  una  de  la  noche. 
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quien  escuchó  la  relación  de  aquellos  que  calcularon  en  500 
hombres  las  Tuerzas  de  Várela,  diciendo,  ademas,  que,  según 
habian  oido  en  el  campamento^  tendría  como  iOOO  hombres  en 
todo  el  Valle  ;  que  cuando  aquellos  jóvenes  se  fueron  al  cam- 
pamento enemigo,  el  declaraate  lo  comunicó  á  D.  Segundo  Be- 
doya^ que  lo  aprobó^  al  Dr.  Aguirre  y  al  general  Belaunde, 
quien  le  dijo  que  era  bien  hecho^  y  que  era  cosa  que  debia 
haber  h^cho  antes  el  Gobierno,  gastando. al  efecto  unos  iOO 
ó  200  ps. ;  que  lo  avisó  también  á  D.  David  Saravia  para  que 
lo  comunicara  al  Gobernador, 

El  general  D.  Cosme  Belaunde  y  Gobernador  al  mismo  tiem- 
po de  Jujuy,  dijo  que  era  cierta  la  ciía  que  respecto  de  él  ha- 
bia  hecho  Felipe  Saravia. 

D.  Isidoro  López,  contestando  á  la  cita  de  Chaves,  dijo : 
que  era  cierto  que  este  y  Moreno  habian  estado  en  su  casa, 
como  á  la  una  de  la  noche,  y  que  le  hicieron  una  relación  del 
número  de  la  fuerza  enemiga,  de  su  valor  y  armamento,  del 
refuerzo  qne  iba  á  recibir  de  Várela,  de  las  muías  que  estaban 
herrando  para  la  marcha  y  ataque  á  la  ciudad,  de  lo  bien  que 
habian  sido  tratados^  Se.  &.,  cuya  relación  la  creyó  muy  exaje- 
rada  el  esponente,  como  lo  manifestó  á  Chaves  y  Moreno,  acon- 
sejándoles para  su  bien  propio  y  para  el  pueblo,  que  no  fueran 
á  divulgar  tan  exajerada  relacionen  las  presentes  circunstan- 
cias ;  que  ha  sabido,  después,  que  las  divulgaban, 

Pilar  Torres  de  Zambrano  declaró;  que  Felipe  Saravia  le 
dijo  que  Moreno  habia  ido  al  campamento  enemigo  para  des- 
cubrir el  número  de  la  tropa,  y  para  obtener  de  un  pariente 
suyo,  que  se  d^cia  venir,  que  no  hicieran  mal  ni  causaran  des- 
gracias ios  invasores  en  el  país. 

Segundo  D.  Bedoya,  declarando  al  tenor  de  la  cita  que  de  él 
hace  Felipe  Saravia,  dice ;  que  no  le  habló  de  Chaves,  sino 
de  Moreno,  y  que  en  vista  del  bien  que  podria  resultar  para 
los  individuos  y  para  el  pueblo,  conocer  el  número  de  la  fuer- 
za enemiga,  su  situación  y  demás  circunstancias,  aprobó  el  he- 
cho. 

El  Dr.  D«  Cieto  Aguirre,  contestando  á  la  cita  del  mismo 
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Saravia,  dice ;  que  este  le  dijo  una  vez,  que  pasados  dos  días 
tendría  noticias  exactas  de  Várela^  pero  que  como  este  indi- 
viduo no  le  merecía  bastante  íé  no  le  contestó  ni  una  pala- 
bra. 

Benjamin  Yaidez  dice ;  que  Chaves  y  Moreno  propagaron  las 
noticias  mas  alarmantes  y  falsas,  dando  al  enemigo  i 300  hom- 
bres^ cuando  era  sabido  que  no  tenia  sino  300 ;  que  ba  oido 
que  hicieron  su  viaje  para  traer  á  este  pueblo  las  fuerzas  inva- 
soras;  que  también  ha  oido  que  lo  hicieron  de  acuerdo  ó 
consentimiento  del  Gobernador  delegado,  Dr.  D.  Celedonio  de 
la  Cuesta ;  pero  que  también  ha  oido  que  ese  conocimiento  no 
se  lo  did  sind  por  Felipe  Saravia,  después  que  aquellos  ya  se 
habian  ido. 

Salustiano  Zambrano  declaró;  que  Felipe  Saravia  le  dijo 
haber  mandado  á  Chaves  y  Moreno  con  el  objeto  de  que  se 
supiese  por  el  pueblo  y  por  el  Gobierno,  el  número  de  tropa 
con  que  Várela  y  Elizondo  habian  invadido  la  Provincia ;  que  el 
resultado  era  que  tenia  2000  hombres  bien  armados  y  dicipli- 
nados ;  que  al  mandarlos  habia  procedido  de  acuerdo  con  el 
Gobernador  propietarío  de  la  Provincia ;  qjae,  después,  se  ha 
persuadido  que  eran  exajeradas  tales  noticias,  pues  solo  tenían 
300  hombres ;  que  después  de  tomada  la  plaza,  Chaves  y  Mo- 
reno se  incorporaron  á  los  rebeldes,  acompañándolos  en  su 
agresión  á  Jujuy.    •  ^ 

Facundo  Cabrera,  declaro  :  en  cuanto  al  fondo,  idéntica  cosa 
que  el  testigo  anterior. 

Simón  Sirioy  declaró;  que  Chaves  y  Moreno  le  contaroi^ 
que  habian  ido  al  campamento  enemigo  para  conocer  las  fuer- 
zas enemigas  y  avisarlo  al  Gobierno  de  la  Provincia,  como  lo 
hicieron ;  y  que  dichas  fuerzas  constaban  de  300  y  tantos  hom- 
bres (no  recuerda  bien  esta  circunstancia)  y  que  Várela  debia 
incorporarse  con  otro  tanto  mas;  que  esto  se  lo  contó  en 
presencia  de  Juan  Gayoro,  Juan  José  Quincot,  Diego  Mulvey  y 
otros. 

Juan  José  Quincot,  declaró  igualmente,  con  la  sola  diferen- 
cia de  decir  que  Chaves  y  Moreno  calcularon  las  fuerzas  de  los 
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rebeldes  en  todo  el  Yalle^  como  en  600  hombres,  lo  cual  cree 
cierto  el  declarante,  porque,  según  indagaciones  que  después 
ha  hecho  el  declarante,  era  este  el  número  de  fuerza  que  te- 
nia Elizondo. 

Juan  Antonio  Gayoro,  declaró,  en  cuanto  al  fondo  del  su- 
ceso, lo  mismo  que  el  testigo  anterior. 

Diego  Mulvey,  dijo  :  que  oyó  á  varios,  en  casa  de  Siviry, 
qne  acababan  de  salir  de  allí  Chaves  y  Moreno,  quienes  habian 
estado  contando  que,  fingiéndose  amigos  de  los  invasoree  ha- 
bian ido  á  su  campamento,  de  acuerdo  con  el  Gobernador 
delegado,  para  descubrir  el  número  de  la  fuerza  y  participarlo 
al  Gobierno,  cortio  lo  hicieron,  espresando  que  era  de  400 
hombres ;  pero  que  Várela  iba  á  incorporárseles  con  otra  fuerza, 
&^ ;  que  á  Mariano  Gutiérrez  le  oyó  después  que,  tomado  pri- 
sionero por  Várela  y  Elizondo,  lo  preguntaron  sobre  lo  que  Cha* 
ves  había  venido  á  contar  en  el  Pueblo,  á  lo  que  les  contestó 
que  habia  contado  que  los  laguneros^  que  formaban  parte  de 
los  invasores,  tenian  enormes  dientes,  barba  y  cabellera  y 
otras  cosas  por  el  estilo  para  infundir  espanto ;  que  entonces 
dijo  Elizondo  que  Chaves  era  un  buen  amigo. 

Mariano  Gutiérrez,  confirma  la  cita  y  agrega ;  que  después 
de  tomar  la  Plaza  vio  á  Chaves  salvando  á  Manuel  Pensado, 
que  iba  á  ser  degollado  por  la  jente  de  Várela,  y  que  Chaves 
le  dijo  que  estaba  dispuesto  á  salvar  á  cuanto  individuo  pu- 
diese. 

Benedicto  Frojsco  declaró ;  que  era  cierta  la  cita  que,  res- 
pecto de  su  persona,  habia  hecho  Chaves,  en  su  declaración, 
salvando  las  casas  y  personas  á  que  se  refiere. 

Gavino  Ojeda  declaró ;  que  también  era  cierta  la  cita  que 
de  ¿I  habia  hecho  Chaves  en  su  declaración. 

.  Liborio  Díaz,  confirmó,  también,  la  cita  que,  en  cuanto  i 
su  persona,  ha  hecho  Chaves  en  su  declaración. 

Hijinio  Falcon  declaró,  que  ól,  como  otros  sáltenos,  debian 
su  vida  á  Chaves,  pues  cuandd  él  (Falcon)  jcayó  prisionero,  fué 
salvado  por  el   referido  Chaves  de  que  le  fusilaran,   cuando 
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estuvo  á  pique  de  serlo  por  los  rebeldes ;  que  en  la  marcha 
hacia  Jujuy,  le  dijo  Chaves  que  pensaba  fugarse,  de  cuya  idea 
le  hizo  desistir  el  esponente  hasta  mejor  oportunidad ;  que  el 
mismo  Chaves  salvó  á  José  Manuel  Fernandez  v  su  familia  de 
que  fueran  degollados  y  saqueada  su  finca ;  que  fué  amigo  de 
Chaves,  cuando  niño,  pero  que  hacia  once  años  que  habia  de- 
jado de  serlo  y  cultivar  su  relación. 

José  Teodoro  Correa  dice,  ser  cierta  la  cita  que,  en  cuanto 
á  él,  hace  Chaves  en  su  declaración. 

Adriano  Centeno  confirma,  también,  la  que  de  él  hace  el 
mismo  Chaves. 

Vicente  Maveda  dice  igualmente  ser  cierta  «la  que  de  él  ha- 
ce, agregando ;  que  en  los  momentos  críticos,  y  estando  el 
esponente  con  Chaves^  la  madre  de  éste  le  invitó  un  male^  que 
Chaves  no  quizo  tomar  diciendo  que  se  iba  á  la  calle  á  salvar 
á  cuanto  individuo  pudiese  del  saqueo  y  degüello  de  los  inva- 
sores ;  que  la  madre  le  dijo  entonces,  que  hiciera  estensiva  su 
protección  al  mayor  de  sus  enemigos,  á  lo  que  Chaves  contestó, 
que  no  los  tenia,  porque  todos  sus  paisanos  eran  sus  amigos ; 
que  jamás  participó  ni  se  mezcló  Chaves  en  las  maldades  de 
los  invasores ;  que  sabe  que  en  Jujuy  salvó  la  vida  á  Manuel 
Pensado. 

Este  Manuel  Pensado  declaró ;  que  era  cierto  cuanto  Chaves 
habia  declarado  en  cuanto  á  su  persona,  y  que  el  dicho  Cha- 
ves no  ha  tomado  parte  en  los  actos  bélicos  de  Várela,  sino 
reducídose  á  andar  á  su  lado  hasta  que  fugó  en  Jujuy,  después 
de  haber  salvado  al  declarante. 

Celedonio  de  la  Cuesta,  que  fué  Gobernador  delegado  de 
Salla^  declaró  ;  que  no  es  cierto  que  Chaves  y  Moreno  hubiesen 
hecho  su  viaje  de  acuerdo  con  él  al  campamento  enemigo, 
como  no  es  cierto  que  Saravia  le  hubiese  dado  aviso  de  ello ; 
que  por  consiguiente,  no  es  cierto  lo  que  á  este  respecten 
dice  Diego  Mulvey,  refiriéndose  al  esponente. 

El  Coronel  Alejandro  Figueroa  declaró ;  que  era  cierta  la 
cita  que  Chaves  habia  hecho  de  él  en  su  declaración. 

Carlota  Coyos  de  Leguizamon  declaró  confirmando  la  cila, 
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que  respecto  de  ella,  h¡20  el  mismo  Chaves  en  su  declaración, 
manifestando  que  le  consta  ser  verdad  lo  espuesto  por  éste  por 
haber  estado  presente. 

Miguel  Sueldo  confirmd  la  cita  que  de  é\  hace  Chaves  en  su 
declaración,  agregando  que  no  vid  que  Chaves  desempeñase 
cargo  alguno  militar,  mientras  que  estuvo  con  los  rebeldes  en 
los  Valles. 

David  Saravia,  Secretario  de  Gobierno,  en  el  acto  de  prestar 
su  declaración,  dijo ;  que  era  cierta  la  cita  que  de  él  ha  he- 
cho Felipe  Saravia,  pues  éste  le  avisó  la  ida  de  Chaves. y  Mo- 
reno al  campamento  ei^emigo,  á  fin  de  que  el  declarante  lo 
pusiera  en  conocimiento  del  Gobernador,  que  estaba  ausente 
en  esos  momentos ;  que  también  es  cierta  en  su  mayor  parte,^ 
la  que  del  mismo  hace  Chaves,  pues  el  declarante,  jefe  de  la 
barricada  del  principal^  recibió  orden  del  Gobernador,  en  la 
noche  del  9  de  Octubre,  de  poner  en  libertad  á  Chaves  en  el 
momento  en  que  el  ataque  del  dia  siguiente  á  la  Plaza,  se  hi- 
ciese muy  recio,  como  lo  hizo,  haciéndole  traer  á  su  trinchera, 
el  dia  10,  en  que  se  ocupo  en  hacer  cartuchos;  que  después 
lo  mandó  al  Departamento  de  la  Policía,  donde  estuvo  algún 
tiempo,  hasta  que  entró  después  en  casa  de  Benedicto  Fresco, 
según  ha  oido,  como  ha  oido  también  que  salió  á  la  calle,  en 
los  momentos  de  conflicto,  á  salvar  á  las  personas,  en  circuns- 
tancias que  los  invasores  saqueaban  y  degollaban  ;  que  se  en- 
contró con  el  hermano  del  declarante,  y  preguntó  con  instan- 
cia, por  la  suerte  y  paradero  de  éste  para  salvarlo  en  caso  de 
existir. 

Llamado  á  confesión  el  procesado,  se  le  hizo  cargo  de  haber 
ido  á  acelerar  y  traer  la  tropa  de  los  rebeldes  contra  el  pueblo, 
y  contestó  que  no  fué  ese  el  objeto  de  su  viaje  ;  sino  conocer 
el  ejército,  sus  armas,  su  situación  y  su  número  y  avisarlo  al 
Gobierno ;  que  para  esto  tuvo  que  propiciarse  la  voluntad  de 
los  invasores ;  que  tenia,  también,  que  cuidar  de  su  persona 
y  de  su  familia,  puesto  que  el  Gobierno  abandonó  el  pueblo  y 
declaró  que  cstda  uno  se  salvara  como  pudiese  ;  que  |se  mostró 
amigo  de  los  rebeldes,  no  porque  lo  fuera,  sino  para  lograr 
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ga  objeto,  como  lo  prueba  de  haber  iraliajado  y  conseguir  ve- 
nir él  mismo  en  comisión  con  su  compañero  Moreno  para  dar 
noticias  detalladas  al  Gobierno,  como  lo  hizo  ;  que  á  pesar  de 
que  cuando  salió,  creyó  encontrar  muy  cerca  del  pueblo  á  ios 
enemigos,  siguió,  sin  embargo,   su  viaje  hasta  Molinos  para 
lograr  su  objeto ;   que  dio  noticia  ai  enemigo  de  que  veiiian, 
en  protección  del  pueblo^  fuerza«»  de  Jujuy  y  Tucuman,  no  por 
favorecerlos,    sino,  al  contrario,   para  retardar   su  invasión; 
que  .cuando  acompañó  á  los  invasores  hacia  Jujuy,   no  lo  hizo 
de  buena  voluntad^    sino  envuelto  en  su  precipitada  retirada, 
mientras  estaba  ocupado  de  salvar  á  los  individuos  espresados 

en  su  declaración,  k^ 

«  El  Procurador  Fiscal  ad  hoc  pidió  contra  Chaves  la  pena  del 
artículo  i5  de  la  Ley  penal  de  i4  de  Setiembre  de  1863. 

El  defensor  del  procesado  respondió ;  que  su  defendido  no 
era  autor  ni  cómplice  de  la  rebelión,  porque  no  babia  hecho 
alguno  en  el  proceso  que  lo  hiciera  acreedor  de  alguna  de  es- 
tas calificaciones ;  que  se  le  procesa  por  el  acto«  de  mérito, 
haber  espuesto  hasta  su  vida  para  ir  á  conocer  el  número,  la 
fuerza  y  ánimo  del  enemigo  y  comunicarlo  al  Gobierno,  en  la 
terrible  situación  en  que  el  pueblo  se  hallaba  por  el  abandono 
que  de  ól  \áto  la  autoridad  encargada  de  guardarlo ;  que,  por 
documentos  del  dominio  público  se  sabia  que  no  ha  exajerado 
la  relación  y  cálculo  que  hizo  de  las  fuerzas  del  enemigo,  y 
que  los  testigos  que  declaran  en  contra  no  hacen  prueba,  por 
ser  singulares  unos,  y  de  oídos  todos :  que  lejos  de  ser  un 
criminal  su  defendido,  es  un  hombre  meritorio  que  ha  salvado 
vidas  é  iiftereses  con  un  empeño  digno  de  elojio. 

El  Juez  Seccional  hace  constar  que,  de  acuerdo  con  el  Go- 
bernador de  la  Provincia,  habia  dispuesto  que  se  pusiera  en 
libertad  á  Chaves  y  Moreno  en  el  caso  que  el  ataque  á  la 
Plaza  se  hiciera  recio,  para  no  esponerlos  á  que  fueran  sacri- 
ficados en  la  cárcel  por  los  rebeldes,  á  consecuencia  del  pa- 
pel que  entre  ellos  han  desempeñado,  según  el  mérito  de  esta 
causa. 

Chaves,  como  se  ha  visto,  se  presentó  á  la  autoridad,  á  su 
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regreso  de  Juiuy ;  pero  Moreno  no,  y  permanece  siendo  pró- 
fugo hasta  hoy. 

Recibida  la  causa  á  prueba,  sin  que  las  partes  hubieran  ren« 
dido  alguna,  y  renunciada  la  ratiGcacion  de  los  testigos  del 
sumario,  el  Juez  de  Sección  dictó  el  siguiente 

Fallo  del  Jfiies   Seccional. 

Salta,  Febrero  18  de  1868: 

Vistos^  resulta;  que  el  Gobierno  de  la  Provincia,  noticioso 
de  que  entre  D.  Felipe  Saravia,  D.  Asterio  Moreno  y  D.  Fig- 
delino  Chaves,  se  acordó  qué  los  dos  últimos  fueran  á  incor- 
porarse, como   Iq  hicieron,  á  unos  rebeldes  á  la  Autoridad 
Nacional^    que  por  los  meses  de  Agosto  y  Setiembre  último, 
invadieron  ios  Valles  de  esta  Provincia,  denunció  como  cóm- 
plices de  dichos  rebeldes  á  Chaves  y  Moreno,   prescindiendo 
de  Saravia ;  que  instruido  el  correspondiente  proceso,  que  por 
la  fuga  de  Moreno  ha  tenido   que  terminarse  separadamente 
respecto  de  Chaves,  solo,  aparece  de  él,  referente  á  este  indi- 
viduo,  lo  siguiente  :•  que  el  primero  ó  dos  de  Setiembre  men- 
cionado, á  la  noticia  en  esta  Ciudad  de  dicha  invasión,    per- 
suadido de  que  los  invasores  se  hallaban  cerca* de  aquella,  que 
podian  estar  en  ella  ese  dia  ó  el  siguiente,  entró  Chaves  en  el 
acuerdo  indicado,  teniendo  en  él  la  parte  referida ;  que  en  se- 
guida marchó  en  solicitud  de  ellos,  y  que  no  encontrándolos 
en  el  punto  que  se  figuraban  continuó  su  viaje  hasta  dar  con 
ellos  al  tercer  dia,  en  tos  Valles  de  esta  Provincia,   de  donde 
aún  no  se  habian  movido,   realizando   entonces   su  propósito 
de  incorporárseles;  que  allí  les  indujo  i  sostener  su  rebelión, 
apoderándose  de  esta  Ciudad,    lo  cual  consta  de  las  siguientes 
palabras  de  su  declaración  de  24  de  Setiembre,  prestada  ante 
el  Juzgado  del  Crimen  de  la  Provincia,  y  ratificada  en  éste: 
c  nos  tuvimos  inconveniente  en  espresarles  (á  los  rebeldes)  la 
indiferencia  en  que  se  hallaba  el  pueblo  {esta  ciudad)  y  la  fa- 
cilidad con  que  podian  ócnparrlo,  porque  el  Gobierno  se  ha- 
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bia  llevado  todas  las  fuerzas  que  había  para  incorporarse  con 
las  fuerzas,  que  se  decía,  venían  de  Jujuy» ;  y  de  estas  otras 
consignadas  en  la  misma  declaración;  «Por  la  tarde  en  que 
vino  Elizondo  (uno  de  los  jefes  de  los  rebeldes)  de  Eiitre-Rios 
(una  ñnca)  al  pueblo  de  Molinos,  hablamos  con  é\  y  después 
de  haberle  asegurado  yo  que  nosotros  habiamos  ido  á  buscarlo 
como  amigos,  y  que  en  el  pueblo  los  tenia  también,  y  que  los 
encontraría  luego  que  entrasen  en  éh  &^;  que  esa  misma  in- 
ducción se  confirma  por  las  declaraciones  de  Moreno,  Cruz  y 
Sueldo  que  á  la  sazón  se  hallaban  entre"  los  rebeldes ;  que  se- 
gún su  declaración  y  la  de  Moreno,  indujo  de  nuevo  á  los 
rebeldes  á  invadir  esta  Ciudad  y  á  enviarlo  adelante  para  an- 
ticiparles los  avisos  necesarios,  habiendo  conseguido,  al  fin, 
determinarlos ;  las  palabras  de  dicha  declaración  ante  el  Juz- 
gado Provincial,  que  contienen  este  sostenimiento  de  la  rebe- 
lión, con  inducción  y  determinación,  son  las  siguientes ; 
f  Antes  de  nuestra  salida  hablamos  con  Elizondo,  á  consecuen- 
cia de  haberle  dicho  yo  qué  era  lo  que  disponía  de  nosotros, 
y  si  al  fin  marchaba  ó  no,  porque  ellos  podían  adelantarse  (de- 
biendo leerse  nosotros  podíamos  adelantarnos^  según  lo  ha 
esplicado  en  su  confesión  ante  este  Juzgado)  y  Elizondo  les 
dijo :  {nos  dijo,  según  esa  esplicacion)  entonces  que  le  espe- 
rásemos como  podramos  mandar  un  esprofeso  con  comunica- 
ciones nuestras^  para  saber  lo  que  habia,  y  yo  le  contesté  que 
de  ninguna  manera  le  convenia  mandar  ese  esprof(3so,  porque 
habia  guardias^or  todas  partes,  y  podían  tomarlo^  y  que  le  era 
mas  conveniente  que  viniésemos  en  persona  al  objeto  de  poner- 
nos al  corriente  de  todo  y  comunicarle ;  lo  que  aceptado  por 
aquel^  nos  despachó  inmediatamente,  llegamos  acá  como  á  la 
una  de  la  noche» ;  que,  durante  su  permanencia  en  los  Valles, 
acompañó  á  los  rebeldes  en  una  espedicion  desde  Molinos  á  Ca- 
chi; que,  llegado  á  esta  ciudad,  esparció  noticias  propias 
para  infundir  el  desaliento,  destruyendo  los  planes  de  resistencia 
contra  los  invasores ;  resultando  este  nuevo  sostenimiento  déla 
rebelión  de  las  declaraciones  del  Secretario,  General  Dr.  don 
Isidoro  López,  de  don  Benjamín  Valdez  y  de  Mariano  Gutiérrez; 
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sin  qae  para  ello  sea  un  inconvenienle  el  que  otros  testigos  de^ 
pongan  haberle  oido  noticias  enteramente  contrarias,  pues  no 
hay  imposibilidad  en  que  un  mismo  individuo  dé  á  unas  per- 
sonas avisos  contradictorios  de  los  que^  sobre  el  mismo  asunto^ 
haya  trasmitido  á  otras ;  que  después  fué  aprehendido  por  las 
Autoridades  de  Provincia,  y  sometido  al  juicio  indicado  ;  que, 
durante  este,  y  hallándose  preso^    verificada  el   !<>  de  Octubre 
último  la  invasión  á  esta  plaza;  que  él  habia  aconsejado,  Tué 
escarcelado/  mientras  cl  combate,    por  el  Gobernador  de  la 
Provincia,  de  acuerdo  con  el  suscrito,  conduciéndosele  des- 
pués á  una  de  las  trincheras  que  dcfendian  la  plaza,  ordenán- 
dosele en  seguida,   trasladarse  á  la  Policía,  como  lo  hizo,  y 
autorizándosele  después  para  pasar  á  una  casa  inmediata,  como 
lo  verificó  también;  que  encontrándose  allí,  y  tomada  la  pla- 
za por  los  invasores,  á  instancias  del  dueño  de  casa  que  le  ro- 
gaba hacer  por  salvar  algunas  victimas,  salió  de  ella,   incorpo- 
rándoseles de  nuevo ;  que  pocos  momentos  después,   huyendo 
aquellos  del  General  Navarro,  que  con  sus  fuerzas  se  aproximaba 
en  protección  de  la  ciudad,  les  acompañó  en  una  nueva  espe- 
dicion,  perpetrada  sobre  la  Provincia  de  Jujuy;   y  que  unos 
dias  después,   les  at^andonó ;  resulta  que  aparece  también  del 
sumario;  queD.  Felipe  Saravia,  que,  como  queda  referido,  és 
uno  de  los  que  concertó  el  viaje  á  los  Valles,  en  solicitud  de 
los  invasores,  lo  comunicó,   desipues  de  realizado,   á  algunos 
individuos,  y,  entre  ellos,  el  Gobernador  de  Jujuy,  obteniendo 
de  este,  y  de  Bedoya,   que  es  otro  de  esos  individuos,    que  lo 
aprobaran ;  que,  desde  el  momento  del  combate  del  diez  de 
Octubre,  el  procesado  se  ofreció  á  servir  con  las  armas  contra 
los  invasores  (declaración  del  testigo  calificado  Centeno,  Comi- 
sario de  Policía)  y  que,  con  el  mismo  propósito,  fabricó  cartu- 
chos para  fusil  y  rifle,  en  una  trinchera  (declaración  de  otro 
testigo  calificado,  D.David  Saravia,  jefe  de  ésa  trinchera) ;  que 
acto  continuo,  tomada  la  plaza,  salvó  la  vida  y  los  intereses  de 
varias  personas,  prometiendo  hacer  lo  mismo  con  cuántas  otras 
pudiera  y  practicándolo  así ;  que  iguales  hechos  continuó  veri- 
ficando hasta  el  momento    de  su  fuga  en  Jujuy ;   que  durante 
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esa  espedicion  no  participó  en  desorden  alguno  de  los  espedido  • 
naiites ;  que  solo  por  realizar  los  nobles  actos  referidos  consintió 
en  incorporarse  de  nncTO  á  los  rebeldes,   resuelto  desde  un 
principio  á  fugarse  asi  que  pudiera,  como  lo  verificó,  presen- 
tándose espontáneamente  ante  las  Autoridades  de  esta  Provincia; 
resulta,  ademas,  que  el  procesado  alega  varios  descargos,  que 
pueden  reasumirse  en  los  siguientes :  1° — Que  fué  á  los  Valles, 
no  para  servir  á  los  rebeldes,  sino,  al  contrario,   para  adquirir 
sobre  ellos  los  datos  necesarios  y  comunicarlos  á  esta  ciudad, 
para  que  se  organizara  la  resistencia  correspondiente,    citando 
en  apoyo  de  esta  aserción  los  avisos  referidos  que  á  su  regreso 
dio  al  Secretario  General ;  ^'^ — Que  lo  hizo  también  para  salvar 
á  si  y  á  su  familia,  propiciándose  á  los  invasores ;  3<> — Que  si 
practicó  algunas  cosas  en   favor  de  estos,    tales  como  la  de 
acompañarlos  desde  Molinos  á  Cachi,  fué  solo  para  inspirarles 
confianza,  ^adormeciéndoles  en  favor  de  la  realización  de  aque- 
llos propósitos;  4® — Que  se  creyó  autorizado  para  dar  estes 
pasos,  porque  el  Gobernador  habia  abandonado  la  ciudad,  di- 
ciendo que  cada  cual  se  salvara  como  pudiera,   y  5<> — Que  a| 
darlos,  se  creia  libre  de  toda  inculpación  por  esta   otra  razón 
mas;  porque  habia  encargado  á  dicho  Saravia,   avisar  su  viaje 
al  Gobernador ;  resulta,  también;    que  los  invasores  de  que  se 
trata  son  unos  rebeldes  á  la  Autoridad  Nacional,  que  tratan  de 
deponer  al  Presidente  de  la  República,  y  que  hacen  la  guerra, 
degollando  las  personas  y  atrepellando  las  propiedades,  y  re- 
sulta, finalmente  :  que  el  Fiscal,  habiendo  deducido  acusación, 
pide  contra  Chaves  la  pena  del  art.  15  de  la  Ley  sobre  delitos, 
cuyo  juzgamiento  compete  á  la  Justicia  Nacional ;  hiendo  no 
una,  sino  varias  esas  penas,  y  menor  la  de  diez  años  de  entra- 
ñamiento;   y  Considerando,    que,    habiéndose   concretado    á 
Chaves  y  Moreno  la  denuncia  del  Gobierno,  y  formándose  pro- 
ceso separado  para  el  segundo,  sin  que  pueda  procederse  con- 
tra Saravia  no  denunciado,   porque  la  Justicia  Nacional  jamás 
lo  hace  de  oficio,    es  ya  llegado  el   caso  de  sentenciar  la  pre- 
sente causa,  porque  lo  que  hace  á  Chaves,   respecto  de  él  que 
está  conclusa  ;   considerando  ;  que,   siendo  reos  de  rebelión  los 
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que  se  alzan  públicamente  y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gor 
biemo  Nacional^  para  deponer  el  Presidente  de  la  República 
(art.  14  de  la  Ley  penal  cilada),  el  procesado,  que  hizo  un 
TÍaje  de  tres  dias,  desde  esta  ciudad  hasta  los  Valles  de  la  Pro- 
TÍDcia)  para  incorporarse  con  alzados  de  esta  clase,  convirtién- 
dose así  en  uno  de  ellos,  se  ha  constituido  uno  de  esos  reos; 
considerando,  que  estando  establecido  por  el  art.  15  de  dicha  ley 
que  los  qxtCy  induciendo  y  determinando  á  los  rebeldes,  sostii- 
vieren  la  rebelión^  incurren  en  la  pena  de  entrañamiento  por 
diez  años,  el  procesado  que  indujo  y  determinó  á  los  de  los 
Valles  á  invadir  esta  ciudad,  y  á  mandarlo  anticipadamente  á 
ella,  como  sucedió,  sosteniendo  así  una  rebelión  que,  de  otro 
modo,  quizás  habría  espirado  en  los  Valles,  se  ha  constituido 
reo  de  esa  pena ;  Considerando ;  que,  contra  lo  que  acaba  de 
sentarse  no  es  un  argumento  ^  que  puedan  suponerse  sosteni- 
mientos mayores,  ó  mas  eficaces,  tales,  como  el  que  refirién- 
dose al  procesado,  dice  el  defensor  del  encausado,  que  se 
atribuye' al  General  Urquiza,  sostenimientos  que,  pareciendo 
requerir  mayor  pena,  y  na  pudiendo  esta  exceder  de  diez  años 
áe  entrañamiento,  inducen  á  establecer  una  graduación  descen- 
dente para  los  menores,  tales  como  el  de  Chaves;  no  es  un  argu- 
mento, primero,  porque  no  distinguiendo  la  ley  entre  las  di- 
ferentes clases  de  sostenimiento  con  inducción  y  determina- 
ción, a!  aplicarles  la  pena,  todos  tienen  que  ser  castigados  con 
una  sola,  y  segundo,  porque  no  se  puede  juzgar  la  gravedad 
de  las  penas  legales,  permitiéndose  esas  graduaciones  contra  la 
ley  espresa  que  no  las  admite ;  así  lo  ha  establecido  la  Supre- 
ma Corte  en  el  caso  de  Alejo  Bianchi,  deduciéndose  de  esa 
declaratoria  que,  par  no  haber  distinciones  en  la  ley,  en  la 
misma  pena  corporal  encurre  el  que  roba  de  los  almacenes 
fiscales  una  botella  de  aceite,  que  el  que  sustrae  el  valor,  por 
ejemplo,  de  un  millón  de  pesos ;  consideranda ;  que,  mediando 
combate  entre  las  fuerzas  fieles  al  Gobierno^  y  la  de  los  rebel- 
des^ ó  estragos  que  hayan  puesto  en  peligro  las  vidas  de  las 
personas,  se  añada  á  la  pena  de  entrañamiento,  la  de  una 
multa  pecwnaría ;  habiendo  tenido  lugar  ese  combate  v  esos 
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lante  haber  dado  esos  avisos,  volvió  á  incorporarse  á  los  in- 
vasores, á  la  entrada  de  estos  á  esta  eiodad ;  sin  reparar  en 
que  si  ellos  no  sabían  ya  los  avisos,  podían  saberlos  después, 
lo  que  hace  aparecer  esas  noticias  como  acordadas  con  ellos, 
pues,  á  no  ser  así,  el  procesado  se  habría  abstenido  de  esa 
segunda  incorporación  en  la  que  se  esponia  á  pagar  esos  avisos 
puramente  oficiosos  como  se  dicen  hasta  con  la  yida,  confir- 
mandóse  la  presunción  de  este  acuerdo  con  lo  que  declara  el 
testigo  M^ano  Gutiérrez,  de  que,  informado  por  él  Eüzondo, 
uno  de  los  rebeldes,  como  ya  se  ha  dicho,  de  que  el  procesa- 
do había  dado  noticias  propias,  para  infundir  el  espanto  hacia 
ellos,  dijo  que  Chaves  era  %in  buen  amigo ;  se  desvanece  la 
presunción  de  la  segunda  escusa  consistente  en  el  propósito 
de  salvar  así  y  á  su  familia,  porque,  ó  los  invasores  procedían 
como  partido  político  d  no ;  si  lo  primero,,  no  habiéndose  com- 
plicado en  política  el  procesado,  como  dice  su  defensor,  ni  ha- 
biéndose acreditado  compromisos  de  esta  clase  de  parte  de  su 
familia,  surje,  desde  luego  la  presunción  de  que  no  podía, 
con  tales  antecedentes,  concebir  tan  grandes  temores,  ni  por 
si,  ni  por  aquella  que  solo  entreviese  la  salvación,  sacrificán- 
dose á  seguir  la  misma  suerte  de  los  invasores ;  si  lo  segundo, 
es  decir,  si  estos  procedieron  no  mas  como  malhechores,  en- 
tonces no  queda  ni  la  posibilidad  de  la  presunción  favorable 
que  reconsidera,  porque,  en  tales  estremos,  la  única  salva- 
ción aceptable,  si  no  se  puede  combatir  á  tales  hombres,  es  la 
de  huirles,  aunquis  sea  esponícndo  la  familia,  para  no  caer  en 
el  mal  peor  de  todos  de  verse  envuelto  en  los  mismos  excesos 
que  ellos;  se  desvanece  la  presunción  de  la  tercera  escusa 
en  la  que  asevera  el  procesado  que  al  servir  á  los  rebeldes,  no 
tenia  mas  miras  q«e  las  de  descuidarles,  para  hostilizarlos  des- 
pués en  favor  de  la  Provincia ;  se  desvanece  con  las  mismas 
aseveraciones  aducidas  al  tratar  de  la  primera,  y  siquiera  ro- 
bustecerse ella  con  el  hecho  alegado  por  su  defensor,  de  que 
el  iO  de  Octubre  el  procesado  ayudó,  á  combatir  á  los  rebel- 
des intentando  prestar  una  xooperacion  mas  eficaz  aun  hay  en 
contra  de  la  presunción  de  que  tal  hecho  fuese  inspirado  por 
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el  deseo  del  procesado  de  no  ser  envuelto  en  laruina  de  los  re« 
beldes  á  que  se  incorporó,  que  en  esos  momentos  se  bailaban 
amenazados  por  el  General  Navarro  con  fuerzas  tan  superiores 
á  las  suyas,  que  tuvieron  que  buir  á  la  sola  aproximación  de 
las  primeras ;  confirmándose  esta  presunción  de  quo  tal  pro- 
ceder no  era  inspirado  mas  que  por  el  deseo  de  salvarse,   y 
que  así  debia  constar  á  los  invasores,   con  el  becbo  de  baber 
sido  inmediatamente  después  bien  acojidp  por  estos,  no  obs*» 
tante  que,  tanto  por  los  prisioneros  que  bicieron,  como  por 
baber  dominado  algunos  momentos  esta  ciudad»  es  de  supones 
que  no  ignorasen    el*  becbo  manifiesto  de   baber  estado  Cha- 
ves baciendo  cartuchos  en  una  de  las  trincberas  destinada  á 
combatirlos ;  se  desvanece  la  cuarta  escusa,  consistente  en  qoe 
.  se  creyd  autorizado  á  incorporarse  á  los  rebeldes,   porque  el 
Gobernador  babia  declarado  que  cada  cual  se  salvara  como 
pudiera;  primero,  porque  no  se  ba  probado  este  becbo;  segun- 
do, porque,  aun  cuando  lo  bubiera  sido,  de  el  no  se  deduce  auto- 
rización para  cometer  el  delito  de  tal  incorporación ;  y  tercero, 
porque,    aunque  se  dedujera^  esa  autorización   seria    nula  é 
inescusanle  ante  la  ley,   que  prohibe  esas  incorparaciones,  y 
de  cuya  observancia  solo  otra  ley  puede  dispensar ;  se  desva* 
nece  la  quinta  y  última  escusa,  en  la  que  ei  procesado  dice, 
que  se  creia  libre  de  toda  inculpación,  porque  babia  encargado 
á  Saravia  avisar  su  visye  al  Gobernador ;  primero,  porque:  no 
se  ba  probado  ese  encargo  previo ;  segundo,  porque  si  él  hu- 
biese tenido  lugar,  lo  natural,  para  consiguir  sus  objetos,  los 
objetos  de  evitar  inculpaciones,  al  menos  de  parte  del  Gobierno 
Provincial,  era   esperar  esa  contestación,   y  no  irse  sin  dar 
tiempo  á  ella,  como  lo  hizo,  tanto  mas  si  se  considera  que  la 
espera  no  debia  ser  larga,   pues,  según  el  sumario,  á  esa  sa- 
zón el  Gobernador  debia  estar  muy   cerca   de   esta  ciudad; 
tercero,   porque  no  se  dio  aviso  al  Gobernador  sino  á  otras 
personas,  y  jamás  á  nombre  del  procesado ;  y  cuarto,   porque 
tío  habiéndose  dado  esos  avisos  inmediatamente,    durante  la 
mala  situación  'de  esta  ciudad,    sino  después,  cuando  se  vid 
que  los  invasores  no  entraban  á  ella,  y  que  estada 'ya  guarne-* 
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eida  por  las  fuerzas  de  Jujuy^  tales  avisos  tienen  mas  bien  las 
apariencias  de  una  precaución  ocurrida  recien  á  Saravia,  para 
arrojar  la  duda  sobre  el  delito  del  viaje ;  considerando,  final- 
mente, que  resultando  también,  como  ya  se  ha  consignado, 
que  el  procesado  aunque  se  puso  de  nuevo  bajo  las  banderas 
le  los  rebeldes,  después  de  quedar  victoriosos  el  diez  de  Octu* 
j^re,  no  ejecutó  desde  ese  momento  sino  actos  de  la  mas  bella 
y  heroica  filantropía  en  favor  de  los  vencidos,  sea  porque,  en 
vistas  de  las  violencias  que  estaban  perpetrando,  hubiese  aper- 
cibídose  recién  de  que  aquellos  eran  unos  malhechores,  ó  sea 
por  pura  generosidad,  pero  tan  recomendablemente  en  uno  co- 
mo en  otro  supuesto ;  nuoca  seria  mayor  llegado  el  caso  de 
'  acomodarse  á  la  otra  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema 
Corte,  en  el  citado  caso  de  Bianchi^  de  pasar  el  proceso  al 
Poder  Ejecutivo  Nacional,  para  que  si  lo  tiene  á  bien,  haga  uso 
en  el  presente  caso  de  la  facultad  constitucional^  que  solo  él 
tiene  de  indultar  ó  conmutar  la  pena ;  por  estas  y  otras  consi- 
deraciones, de  conformidad  á  los  citados  artículos  de  la  ley 
penal  mencionada,  y  definitivamente  juzgando,  se  falla:  que 
don  Figdelino  Chaves  es  reo  de  rebelión  contra  la  Autoridad 
Nacional,  calificado  en  la  clase  de  los  que  sostienen  la  rebelión^ 
induciendo  y  determinando  á  los  rebeldes;  condenándosele 
como  á  tal  á  la  pena  de  diez  años  de  entrañamiento  fuera  de  la 
República,  debiendo  deducirse  de  este  tiempo  el  que  dure  su 
prisión,  librándose  exhorto,  con  inserción  en  copia  de  esta  sen- 
tencia, á  los  Sres,  Jueces  de  Sección  de  toda  la  Nación,  para 
que^  en  su  caso  hagan  cumplir  en  sus  respectivas  jurisdicciones 
la  presente  resolución ;  condenándosele  también  en  las  costas 
de  la  causa^  y  acordándosele,  finalmente,  que,  ejecutoriada  la 

sentencia,  se  pase  el  proceso,  con  el  oficio  respectivo,  al  Po- 
der Ejecutivo  Nacional,  para  que,  si  gusta,  en  vistas  de  las 
heroicas  salvaciones  de  vidas  y  propiedades  de  sus  semejantes, 
practicadas  por  el  sentenciado,  haga  uso,  en  el  presente  caso, 
de  la  facultad  constitucional  y  esclusiva,  que  le  compete,  de 
indultar  ó  conmutar  penas ;  repóngase  los  sellos,  y  en  obviacion 
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de  gaslos  y  dilíjencias,  notííiiiuese  oríjinal  la  presente  resolu- 
eion,  aun  fuera  de  la  oficina. 

Apolonio  Ormaechea. 

Apelada  esta  resolución  para  ante  la  Suprema  Corte^  el  de- 
tensor del  procesado,  espresando  agravios,  dice ;  que  lejos  de 
poderse  hacer  un  cargo  á  su  defendido  por  haberse  ido  á  los 
Valles,  conferenciado  con  Elizondo  y  aun  invitándolo  á  mar- 
char sobre  la  Capital,  debe  reconocérsele  como  un  hombre  me- 
ritorio, porque  el  proceso  muestra  que  todo  eso  lo  ha  hecho 
inspirado  por  el  patriotismo,  por  el  amor  al  pueblo,  y  á  la  fa- 
milia, á  quienes  defendió  con  heroicidad  cuando  el  enemigo 
entró  triunfante ;  que  tampoco  puede  hacérsele  cargo  por  ha- 
ber acompañado  á  los  rebeldes  hasta  Jujuy,  porque  en  su  con- 
fesión ha  dicho  cuáles  fueron  las  circunstancias  que  lo  obliga- 
ron, y  cuáles  los  propósitos  que  tenia,  siendo  digno  de  notar 
que  las  constancias  del  espediente,  justifican  una  y  otra  cosa ; 
que  un  hombre  como  Chaves  que  ha  salvado  la  vida  y  fortuna 
de  muchos  no  puede  ser  condenado,  y  pide  á  la  Suprema  Corte, 
su  absolución. 

Se  dio  vista  al  Sr.  Procurador  Genecal,  quien^  después  de 
relatarlos  hechos  probados  en  el  proceso,  dice:  ¿Qué  jénero 
de  servicio  ó  cooperación  ha  prestado  Chaves  á  la  rebelión, 
para  que  se  le  imponga  la  pona  de  diez  años  de  destierro,  la 
misma  que  correspondería  á  Elizondo  ó  Guayama  si  se  les  juz- 
gara? £1  Juez  ha  cometido,  sin  duda,  un  error,  aplicando  á 
este  casó  el  art.  15  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863.  La 
pena  de  ese  articulo  es  impuesta  á  los  autores  y  promotores 
de  la  rebelión ;  á  los  que,  por  sus  palabras,  escritos  ó  au^^ilios 
materiales  la  hacen  nacer,  y  Chaves  está  muy  lejos  de  encon- 
trarse en  esto  caso.  Todo  el  cargo  que  puede  hacérsele  es  haber 
ido  voluntariamente  al  campo  de  los  rebeldes  en  Molinos,  y 
haberlos  seguido  desde  Salta  á  Jujuy.  Si  las  esplicaciones  que 
él  dá  de  estos  hechos  no  satisfacen  al  Tribunal,  su  criminalidad 
no  puede  pasar  de  la  de  mero  ejecutor,  y  la  pena  seria,  entón- 
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ceB,  dü  Servicio  ea  las  fronteras.   £a  este  sentido,  pide  á  la 
Suprema  Corte,  la  revocación  de  la  sentencia  apelada. 


Fallo  «le  la  Suprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Agosto  20  de  I8ti8. 

Vistos :  No  resultando  probada  la  crimiualídud  del  acusado^ 
Figdelino  Chaves,  pues  el  hecho  de  haberse  encontrado  en  el 
campo  de  los  rebeldes,  sin  intención  de  servir  á  sus  fines,  re- 
sulta tanto  de  las  declaraciones  de  los  testigos  á  quienes  co- 
municó antes  de.su  partida  el  objeto,  que  se  proponia  al  dar 
este  paso,  que  era  instruir  al  Gobierno  lejitimo  de  sus  planes 
y  de  los  elementos  de  que  disponian  para  ejecutarlos,  como, 
con  una  fuerza  aun  mas  demostrativa.  la  noble  conducta  que 
observd  después  que  la  ciudad  de  Salta  cayó  en  poder  de  los 
rebeldes,  y  en  la  invasión  de  la  Provincia  de  Jujuy,  salvando 
la  vida  y  las  propiedades  de  muchos  vecinos  gravemente  com- 
prometidos ;  por  estos  fundamentos,  y  por  lo  espuesto  en  la 
precedente  vista  del  señor  Procurador  General,  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  treinta  y  dos  vuelta,  y  se  ab- 
suelve á  Figdelino  Chaves  de  toda  culpa  y  cargo  ;  en  su  conse- 
cuencia déjesele  en  absoluta  libertad^  y  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. — 
j.  b.  gorostiaga. 
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r^ttJS^A  TILVM 


ü.  Augusto  Laacrre^  contra  ü,  Juan  Bautista  Balaro^  por 

cobro  de  pesos. 


Sumario. — En  las  causas  civiles,  cuyo  valor  no  exceda  de  dos- 
cientos pesos  fuertes,  no  se  píie<fe  conceder  apelación  para  an- 
te la  Suprema  Corte. 


Caso. — D.  Augusto  Laserre  demandó,  ante  el  Juzgado  Sec- 
cional de  esta  Provincia,  á  Juan  B.  Balaro,  por  la  cantidad  de 
i20  ps.  fts.,  procedentes  de  remolque  dado  desde  Corrientes 
á  este  puerto. 

Siendo  la  causa  de  menor  cuantía,  se  tramitó  y  resolvió  de- 
unitivamente  por  fallo,  corriente  en  autos,  que  condena  al 
demandante. 

Apeló  este  para  ante  la  Suprema  Corte,  y  el  Juez  Seccional 

le  concedió  libremente  el  recurso. 

• 

El  demandado,  respondiendo  á  la  espresion  de  agravios,  ale- 
ga*:  que  siendo  la  causa  de  menor  cuantía,  la  Suprema  Corte, 
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no  liene  jurisdicción  para  conocer  de  ella  por  recurso  de  ape- 
lación, y  pide  que  se  devuelvan  los  autos  para  la  ejecución 
de  la  sentencia,  indebidamente  apelada. 

La  Suprema  Corte  los  pasó  a!  Relator,  y  pronunció  el  si- 
guiente 


Fallo  de  la  üiipreiua  Corte. 


Buenos  Aires,  Ago&lo  ±0  de  1868. 

Vistos :  Y  siendo  esta  causa  de  menor  cuantía,  con  arreglo  al 
artículo  cuarto  de  la  Ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de 
los  Tribunales  Nacionales,  devuélvase,  satisfechas  que  sean  los 
costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazo;s. — José  B. 
Gorostiaga. 
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cAMJñA  xrii. 


Criminal^  contra  el  Presbítero  JoU  Albei'to  Ortiz^  por 
complicidad  en  el  deliio.de  rebelión. 


Sumario, — 1^  El  hecho  de  dar  consejos  ¿  los  rebeldes  para 
el  buen  éxito  de  la  rebelión,  constituye  la  complicidad  de  este 
delito. 

2^  Los  cómplices  del  delito  de  rebelión  deben  tener  la  mis- 
ma pena  que  se  impone  á  estos,  pero  en  su  grado  menor. 

3^  La  ley  nacional  penal  no  es  un  código  completo,  y  sus 
omisiones  deben  ser  llenadas  por  la  ciencia  y  las  leyes  co- 
munes. 


Caso,  —  El  presbítero  D.  José  Alberto  Ortiz,  de  la  Provincia 
de  Salta,  fué  acusado  como  cómplice  de  lá  rebelión  de  1867, 
cuyos  jeies  fueron  en  la  citada  Provincia  Felipe  Várela,  Eli- 
zondo  y  otros. 

Espuso  el  Procurador  Fiscal  que,  después  de  vencidas  las 
fuerzas  legales  al  mando  del  Colonel  D.  Pedro  Jobé  Frías  en 
Ausaicha,  los  jefes  revolucionarios,  Guayama,  Cruz  y  Coello, 
invadieron  los  departamentos  de  San  Carlos  y  Cafayata,  dejan- 
do de  comandante  en  este  último  punto  á   D.  José  M.  Tula. 
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Qne  el  presbítero  Ortíz.  había  dirijido  una  carta  á  Zlizondo, 
diciéndole  que  sostenía  la  misma  bandera  y  profesaba  los  mis- 
mos principios  que  él ;  que  igualmente  se  habia  dirijido  á  Ya- 
rda, felicitándolo  por  su  arribo  y  llamándolo  amigo  de  causa  ; 
que  dio  noticia  á  Tula  del  mal  estado  en  que  venia  la  división 
Salteña,  y  le  recomendó  que  hiciera  apresurar  la  gente  para 
tomar  aquella  división  y  concluir  así  la  cuestión,  prometién- 
dole avisarle  cuanto  sucediera  de  nuevo. 

Que  estos  hechos  constituían  una  adhesión  patente  á  la  re- 
belión; pero  que,  no  hallándose  el  caso  del  procesado  com« 
prendido  en  los  artículos  16,  17  y  18  d4)  ta  ley  nacional  penal, 
correspondía  penarlo,  según  las  disposidoiies  comunes,  con  ar- 
reglo al  art.  93  de  la  misma  ley ;  y  en  su  consecuencia  pedía 
se  le  aplicase  la  pena  de  cinco  años  de  destierro  ó  1,050  fts. 
de  multa. 

El  defensor  de  Ortiz,  contestó  que  este  hizo  cuanto  pudo 
para  impedir  los  desmanes  de  los  invasores,  ocultó  las  armas, 
y  sufrió  un  saqueo  en  su  casa. 

Que  esto  probaba  que  no  era  amigo,  ni  menos  cómplice  de 
los  invasores. 

Que  las  cartas  dirijidas  á  Elizondo  y  Vareía,  les  fueron  diri- 
jidas  para  inspirarles  confianza^  y  conseguir  un  prestijio  que 
empleó  en  favor  de  sus  conciudadanos. 

Que  el  consejo  de  atacar  la  división  Salteña  no  fué  dado 
con  el  objeto  que  se  indica  por  el  Fiscal,  porque  dicha  división 
era  demasiada  fuerte  para  ser  derrotada  por  los  rebeldes ;  y 
que,  si  hubiese  sido  seguido,  habrían  sido  los  rebeldes  los 
derrotados,  y  no  los  soldados  de  la  división. 

Fallo   del  «ViiesE  fieedonal. 

Salta,  Mayo  16  de  1868. 

Vistos;  resulta:  cjue  el  Gobierno  de  la  Provincia  denunció 
ante  este  Juagado,  para  que  se  le  formara  el  juicio  correspon- 
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diente,  al  presbítero  José  Alberto  Ortiz,  dicíeiido  de  él  que 
era  «rcómpliee  de  las  hordas  de  asesinos  capitaneados  por  el 
traidor  Felipe  Várela»,  y  acompañando  como  comprobantes  la 
carta  de  foja  1^,  que  aparece  dirijida  por  el  denunciada  á  D 
José  M.  Tula,  y  la  nota  de  foja  2*,   que  aparece  dirijida  por 
este  y  con  motivo  de  esa  carta,  al  jefe  de  vanguardia,    don 
Sebastian  Elizondo ;  que  organizado  el  proceso,  dándose  prin- 
cipio á  él  bajo  el  supuesto  éspreso  de  que  lo  denunciado  po-- 
día  ser  una  complicidad  en  traición,'  rebelión  ó  sedición,  de 
las  que  son  de  competencia  nacional,   aparece  de  autos  lo  si- 
guiente: que  en  los  últimos  dias  de  Agosto  y  i  oí  de  Setiembre 
del  año  ppdo.  fueron  invadidos  y  dominados  los  Valles  de  esta 
Provincia  por  unos  rebeldes  al  Gobierno  Nacional,    que  con 
armas  se  hablan  lanzado  contra  él,  que  hacian  la  guerra,  re- 
curriendo basta  saquear  las  propiedades  y  degollar  las  personan 
y  que  trataban  do  deponer  al  Presidente  de  la  República ;  que 
el  procesado  se  mostró  desde  Inego  partidario  de  la  rebelión, 
como  aparece  del  hecho  aseverado  por  el  testigo  Cruz,  y  reco<' 
nocido  por  él  en  su  confesión,    de  haber  escrito   á  Várela, 
gefe  de  los  rebeldes,  felicitándolo  con  su  arribo  á  esta  Provio^ 
cia,  y  llamándose  su  amigo  de  causa ;   como  aparece  también 
de  su  carta  reconocida  de  f.  27  dirigida  por  él  á  dicho  Elizon-^ 
do,  jefe  de  la  vanguardia  de  los  rebeldes,  en  que^  hablando 
de  la  causa  de  estos,  dice :    «la  divisa  y  el  lema  de  nuestra 
causa,  el  prestigio  de  nuestra  bandera,   los  principios  salva-- 
dores  que  proclamamos» ;  y  como  aparece  de  otro  hecho  re- 
sultante de  la  misma  carta,  cual  es  el  de  que  antes  habia  diri-- 
gido  otra  al  mismo  individuo,  contestando  una  nota  en  que 
este  cíe  inspiraba  confianza»,  que  en  su  carta  de  f.  1^  mencio- 
nada ya  no  solo  manifiesta  esa  adhesión  de  mera  simpatía  á  la 
causa  de  los  rebeldes;    sino   también  otra,   activa  ya,  practi- 
cándola y  confesándola  al  mismo  tiempo,    pues,  ademas  de 
practicarla  escribiendo  á  Tula,  «tque  haga  apurar  la  gente  (re- 
belde) para  tomar  la  fuerza   Salteña  (destinada  á  combatir  á 
aquella,  en  servicio  del  Gobierno  Nacional,   según  resulta  de 
las  indagaciones  al  respecto),  mani Testándole,  para  persuadirlo. 
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que   dicha   tuerza    c  venia  bástanle  cansada  y  sin  cabalgadu- 
ras > ;  lo  que  de  las'  averiguaciones  sobre  el  particular  resulta 
cierto;  asegurándole   que,    tomada    ella,    <(  todo   esiará    con- 
cluido »  ;   es  decir :  que  la  rebelión    habrá    quedado   defini- 
tivamente triunfante,  y  diciándole,  en   conclusión,  que  trom- 
pa    la  carta  y  dé  parte  >  y    <r  de  todo  le  he  ir  dando  partes, 
pero   V.  haga  chasques  avisándolo  á  nuestro  General ;  j»   ade- 
mas de  practicar  así  la  complícidTTd  activa,  la  confiesa;  agre- 
gando c  he  hecho  poner  bomberos  para  según  avisarle:  j»  que, 
siendo  ciertas  esas  noticias  favorables,  manifiesta  en  el  que  las 
daba  un  sincero  propositó  de  ayudar  á  los  rebeldes  á  quienes 
favorecian  é  iban  dirigidas :  y  siendo  dadas  en  14  de  Setiembre ; 
es    decir  que  hacia   algunos     días    que  ios  rebeldes  babian 
desocupado  el  departamente  de  Cafayate  y  aun  el  de  San  Car- 
los, alejándose  hasta  el  de  Molinos,  como  resulta  de  varias  de- 
claraciones;  alejándose  así  de  Cafayate,  mas  de  once  leguas, 
resultando  este  hecho  de  la  última  declaración,  pues  en  ella  se 
asegura  que  de  las  Chacras,  junto  del  departamento  de  San  Car- 
los, y  por  consiguiente  anterior  al  de  Molinos,  hay  once  le* 
guas  á  Cafayate ;  y  cuando  las  fuerzas  fieles  al  Gobierno  Na- 
cional,  destinadas  á  combatirlos^  estaban  muy  próximas  á  este 
Jugar,  de  donde  escribió  el  procesado:  pues  en  dicha  caria  «e 
asegura  y  se  avisa  que  Sánchez  dice  haberlas  dejado  en  Balaiao, 
confirmándose  el  arribo^  con  corta  diferencia,  p«)r  los  testigos 
Mayor,  Yanci  y  Araoz,  no  distante  este  punto  de  Talombon, 
según  estos  dos  últimos  testigos,  sino  7  ó  9  leguas,  y  de  Ca- 
fayate, según  el  defensor,  sino  9  leguas :  y  siendo  dadas  esas 
noticias,  se  repite,  en  esas  circunstancias  de  haberse  alejado  ya 
los  rebeldes^  y  con  ellos,  la  presión  que  pudiera  haberse  ejer- 
cido en  el  dador,  y  estando  próximas,  y  mas  que  aquellos,  ó,  al 
monos,  comenzando  á  creerlos  así  el  procesado^  pues  que  lo 
avisaba  de  ese  modo,  las  fuerzas  que  venian  á  garantir  su  li- 
bertad, aparece  que  dichas  noticias  fuóron  trasmitidas  espon- 
táneamente; que  por  consiguiente  aparece  que  el  procesado, 
partidario   activo  de  los  rebeldes,  procedió  con  sinceridad  y 
libertad  al  escribir  á  Tula  para  que  este  apurara  la  gente  re- 
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beldé,  dando  parle  al  mismo  tiempo  de  las  noticias  que  se  les 
trasmitía  ;  que  de  la  nota  foja  2,  que  por  la  aseveración  oficial 
del  Gobierno  á  foja  3  contra  la  que  nada  ha  dicho  ni  probado 
el  procesado  por  la  congruencia   con  la  carta  motivatoria,  re- 
conocida^ de  (oja  2,  y  por  el  cotejo  practicado  en  doce  del 
corriente^   es  de  Tula^  aparece  que  el  procesado,  ademas  de 
aconsejar  sincera  y  espontáneamente  á  aquel  individuo  para 
que  dando  parte  apurara  la  gente  rebelde,  es  decir,  para  que 
trabajara  por  la  precipitada  marcha  de  la*  misma,  pues  en  ri- 
gor, no  podia  exijirse  decidir  sobre  la  marcha  á  un  jefe  su- 
balterno, como  el  de  que  se  trata,  consiguió  resolverlo  á  dar 
ese  paso ;   apareciendo  esto  de  dicha  nota,  porque  en  ella  no 
solo  confirma  Tula  á  Elizondo  los  avisos  de  Ortiz  sobre  el  mal 
estado  de  la  fuerza  Sal  teña,  sino  que  acompañando  la  carta  de 
este  individuo,  que  contiene  el  consejo  de  apurar  dando  parte, 
le  pide  que  en  vista  de  ella  resuelva  lo  conveniente ;  que,  como 
vá  á  verse,  según  varias  declaraciones  del  sumario,  se  confirma 
esta  complicidad  del  procesado  resultante  de  los  documentos 
referidos ;    porque  el  testigo  Plaza  asegura  haberla  oido  refe- 
rir, y  que,  <  ella  es  tanto  mas  creíble,    cuanto  que,  como  le 
consta  el  procesado  estaba  entusiasta,  en  favor  de  la  invasión 
desde  meses  antes  de  tener  ella  lugar,   siendo,  además,  muy 
amigo  de  los  partidarios  de  Várela  que  de  Santa  María  emigra- 
ron á  Gafayatcj» ;  porque  el  testigo  Cruz  asegura  que  el  proce-- 
sado,  en  caria  referida  que  escribió  á  Várela,  anadia  «que  te- 
nia (Ortiz)  70  hombres  para  el   sostenimiento  de  la  causa»  ^ 
cque  podían  ir  allí  (los  rebeldes  á  Cafayate)))  con  toda  confian- 
za  y  caun  indicándoles  los  nombres  de  los  que  podían  servir 
de  comandantes ;  y  aun  que  el  testigo   dice  que  cree  que  el 
clérigo  que  escribió  esa  cartas  se  llamaba  Gualberto,  es  evidente 
que  se  refiere  al  procesado,  como  se  demuestra  entre  otras  cir- 
cunstancias,  por  las  de  asegurar  que  el  clérigo  D.  Gualberto 
Ortiz  es  de  Cafayate,  habiéndose  probado  con  otras  varias  de- ' 
claraciones  que  én  ese  lugar  no  hay  mas  sacerdote  de  ese  ape- 
lido  que  D.  José  Alberto  y  de  la  semejanza  de  este   último 

T.  Ví.  7 


114        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  COUTB  ' 

nombre  con  el  Gnalberto,  porque  el  testigo  Escobar  asegura  que 
el  rebelde  Guayano  le  dijo  €  que  llegaba  órd§n  de  Elizondo 
de  ponerse  de  acuerdo  en  todo  con  e)  sacerdote  D.  José  Al- 
berto Ortiz,    al  desempeñar  su  comisión  sobre  los  deparlamen- 
tos de  Cafayate  y  San  Carlos,  »    que  el  declarante  supo  que 
dicho  Ortiz  estaba  dando  á  Elizondo  avisos  sobre  la  aproxima- 
ción de  la  fuerza  Salteña  espedicionaria  en  favor  del  Gobierno 
Nacional  y  en  contra  de  dicho  Várela  >    c  que^   habiendo  en- 
rostrado á  dicho  sacerdote  esos  avisos  reiterados,  obtuvo  por 
respuesta  que  este  los  confesara  >    e  y  que  observó  mucho 
acuerdo  entre  este  sacerdote  y  D.  José  María  Tula^  al  dominar 
este  en  Cafayate,  como  jefe  nombrado  por  el  espresado  Gua- 
yama^  »  confirmándose  este  acuerdo  por  el  testigo  Plaza  y  por 
el  procesado  en  su  confesión  con  cargos;  y  porque  el  testigo 
Falcon  asegura  habérsele  dicho,  y  haberlo  confesado  ante  él 
posteriormente  el  procesado,  que  este  «hizo  un  magnifico  re- 
cibimiento á  los  invasores,  brindándolos  y  proclamándose  amigo 
suyo»;  que  llegado  el  caso  de  deducir  acusación  en  forma^  el 
Fiscal  Nacional  lo  ha  hecho  calificando  al  procesado  de  soste- 
nedor que  ha  inducido  sin  determinar,  á  los  rebeldes,  y  pi- 
diendo contra  él  la  pena  prudencial  de  5  años  de  estrañamienio 
ó  la  de  una  multa  pecuñaria  de  1050  ^fts.,  por  no  encontrarla 
espresa  en  la  ley  de  14 de  Setiembre  de  1863;  que,  contestando 
el   defensor,   pide  la  completa    absolución    de  su  defendido 
diciendo  «que  el  principal  fundamento  de  la  acusación,  que 
se  apoya  en  la  carta  de  f.  1^,  tendría  algún  valor  contra  su 
autor  (el  procesado),  si  los  actos  posteriores  de  este  hubiesen 
estado  en  armonía  con  los  que  en   ella  indicaba,    pero  que, 
muy  lejos  de  eso,  la  conducta  del  presbítero  Ortiz,  guardada 
en  Cafayate  con  los  montoneros  (los  rebeldes)  y  con  los  veci- 
nos, patentiza  que  respecto  de  estos  abrigólos  mas  generosos  y 
humanitarios  sentimientos,  y  respecto  de  aquellos,  el  solo  deseo 
de  desarmarlos  en  el  insano  furor  de  degüello,  de  robo,  y  de 
otras  brutalidades  que  ejecutaban  sin  piedad  en  tudas  partes;» 
citando  en  apoyo  de  esta  aserción  varias  aseveraciones  reco- 
mendables que  individualizan  y  otras  que,  sin  ser  iodividuali- 
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zadas,  resultan  del  proceso ;  todas  las  que,  concretando,  y  pres- 
cindiendo de  las  que   no  se  apoyan  en  autos^  se  espresan  á 
continuación,  indicando  al  mismo  tiempo  el  valor  jurídico  con 
que  cada  uno  aparece :  1^,  la  de  haber  ocultado  el  procesado 
á  los  rebeldes  unas  armas  y  munición  consignada  solo  por  el 
General  Navarro,  en  su  declaración,  debiendo  ser  considerado 
no  mas  que  como  testigo  de  oidas  del  hecho  aseverado,    pues 
que,  ni  lo  presenció,   ni  pudo  presenciarlo ;   2^,  la  de  haber 
entregado   esos    objetos   á  dicho  General^    consignado  en  la 
misma  declaración,  en  la  que  al  respecto  este  testigo  aparece 
como  presencial ;  3^,  la  de  haberse  empleado  cuando  acompañó 
á  los  rebeldes,   durante  el  dia  en  que  dominaron  en  Cafayate, 
no  mas  que  por  salvar  las  personas  y  las  propiedades,  consi- 
gnada en  varias  declaraciones ;  4^,  la  de  haber  llevado  su  celo 
á  este  respecto  hasta  el  estremo  de  haber  espuesto   su  vida  y 
echándose  á  bofetones  sobre   los  rebeldes^  arrancándoles  el 
robo,  consignados  también  en  varias  declaraciones,  si  bien  sin 
la  circunstancia  de  los  bofetones,   diciéndose,  con  relación  á 
esto^   soto   que  insultó  á  los  ladrones,   y  no  mas  que  por  el 
General  Navarro,  testigos  que  oidos  sobre  el  particular  por  la 
razón  éspuesta,  que  es  aplicable  en  este  caso;  5^,  la  de  ha- 
berse dirigido  á  Elizondo  denunciándole  esos  escándalos,  y  pi- 
diéndole remedio,  consignada  en  la  carta  de  (^  27 ;  6^^  la  de 
que  la  incitación  á  Tula,   para  que  los  rebeldes  atacaran  la 
fuerza  del  Gobierno  Nacional,  no  fué  sino  una  treta  del  proce- 
sado, para  finjirse  mejor  amigo  de  ellos^    consignada  por  el 
defensor,  deduciendo  la  de  que  el  General  Navarro  asegura  en 
su  declaración  que  se  habia  hecho  un  gran  servicio  á  la  Nación 
determinando  á  eso  á  los  rebeldes,  á  quienes  él  habría  vencido 
indudablemente,  terminándose  así  una  campaña  que,  por  falta 
de  ese  encuentro^  duró  dos  meses  mas ;  7^,  la  de  que  hizo  esa 
incitación  solo  por  separar  á  Tula  del  lado  de   los  rebeldes, 
salvando  de  los  peligros  que  corría  entre  ellos,  por  haberles 
inspirado  desconfianza  de  su  lealtad,   consignada  en  su  confe- 
sión ;  8<»,  la  de  haber  sido  saqueado  por  los  rebeldes,  consigna- 
da en  su  declaración  y  en  otras;  y  9^,  la  de  que  el  hecho  afir- 
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mado  en  su  caria  de  f.  1^,  de  haber  puestos  bomberos  (espías) 
en  favor  de  los  rebeldes^  no  fué  mas  de  una  suposición,  diri- 
gida á  inspirarles  confianza,  para  aprovecharlaej'erciendo  sus 
propósitos  salvadores  consignados  en  su  confesión  :  que,  reci- 
bida á  prueba  la  causa,  sin  embargo  de  haberse  tachado  al- 
gunos testigos,  y  alegádose  por  la  parte  del  procesado  varios 
otros  hechos  que  como  aquel  no  constan  en  autos^  ninguna  se 
ha  producido,  quedando  así  firmísimas  esas  declaraciones,  y  sin 
valor  ninguno  los  demás  hechos  alegados,  de  los  que,  por  lo 
mismo  se  ha  prescindido  al  consignar  las  precedentes  escusas ; 
que^  llegada  la  oportunidad  de  infbrmar  in  voce,  ninguna  de 
las  partes  lo  ha  hecho,  habiendo  renunciado  espresamente  éste 
trámite  cuando  posteriormente  han  sido  requeridos  al  efecto ; 
y  que  después  de  llamados  los  autos  para  resolver,  se  ordenó, 
cumpliéndose,  el  requerimiento  de  que  acaba  de  hablarse,  una 
confesión  simple  del  procesado  y  el  cotejo  de  la  nota  de  Tula  ; 
y  considerando ;  que,  según  el  art.  14  de  la  ley  de  14  de  Se- 
tiembre de  1863,  son  reos  de  rebelión  los  que  se  alzan  publi- 
camente y  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno  Nacional 
para  deponer  al  Presidente  de  la  República  ;  que,  según  el  art. 
15  de  dicha  ley,  que  testualmente  dice  :  «los  que,  induciendo  ó 
determinando  (copulativamente)  á  los  rebeldes,  promoviesen 
ó  sostuviesen  (disyuntivamente)  la  rebelión,  sufrirán  la  pena  de 
estrañamiento  por  diez  añosi),  basta  que  un  individuo  sostenga 
la  rebelión  indiiciendo  y  determinando  á  los  rebeldes^  para  que 
incurra  en  dicha  pena ;  que  inducir  según  el  uso  del  idioma, 
y  aun  según  la  correcta  definición  de  la  palabra,  que  se  en- 
cuentra en  algunos  diccionarios  de  la  lengua  á  que  pertenece, 
es  persuadir  á  que  se  haga  tal  cosa ;  y  determinar^  según  las 
mismas  fuentes,  y  para  que  los  dos  vocablos  no  sean  sinónimos, 
es  haber  conseguido  que  se  haga  lo  persuadido ;  que,  como 
dicho  art.  15  no  distingue  al  señalar  la  espresada  pena,  entre 
las  varias  clases,  que  pueden  ofrecerse,  de  sostenimiento  itídu- 
tiendo  y  determinando,  basta  para  incurrir  en  ella  ese  nuevo  re- 
curso libre  é  inteligente,  siendo  indeferente  el  que  el  soste- 
nimiento resulte  grande  ó  pequeño,  importante  ó  menos  im- 
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portante  en  favor  de  la  rebelión ;  que  por  la  misma  razón,  no 
distinguiendo  el  art.  si  el  inducido  y  determinado  es  un  re- 
belde de  mas  ó  menos  valia,  es  indiferente  para  incurrir  en  la 
pena  el  que  este  sea  mas  ó  menos  influyente  en  la  rebelión ; 
que  esa  indiferencia  en  los  dos  casos  espresados  se  sostiene, 
además,  por  la  jurisprudencia  establecida  por  la  Suprema  Corte 
en  el  caso  de  Bianchi,  en  que  se  dio  tal  importancia  al  princi- 
pio de  no  distinguir  el  Juez  lo  que  la  ley  ha  establecido  como 
absoluto,  como  igual  para  todos  los  casos,  son  de  mas  ó  menos 
consideración,  que  se  decidió  que  en  la. misma  pena  corporal 
incurre  el  que  roba  de  los  almacenes  fiscales  una  botella  de 
aceite,  que  el  que  hiciere,  lo  mismo  con  otro  inmensamente 
mayor;  que,  por  otra  parte,  del  mismo  art.  15,  que  dispone 
que  los  que  sostengan  la  rebelión,  induciendo  ó  determinando 
á  los  rebeldes,  encurra  en  la  pena,  sin  añadir  mas  condición, 
se  deduce  una  confirmación  especial  para  el  caso  de  aquel 
principio  de  derecho  penal,  rigoroso  á  veces,  pero  indispen- 
sables á  la  justicia  humana  para  no  establecer  la  completa 
impunidad  de  todos  los  delitos,  á  saber ;  (icque  las  acciones 
penadas  por  la  ley  se  reputan  siempre  voluntarias,  ó  malicio- 
sas, mientras  no  consta  lo  contrario]» ;  de  modo  que,  según 
este  artículo,  el  que  ha  cometido  el  acto  penado  de  sostener 
una  rebelión,  induciendo  y  determinando  á  los  rebeldes,  in- 
curre en  la  pena  espresada,  mientras  no  conste  su  inocencia  ; 
que,  todavía  de  lo  absoluto  de  dicha  cláusula  del  art.  15  se 
deduce  otra  confirmación  especial  de  otro  principio  de  legis- 
lación penal,  establecido  para  todos  los  casos  de  la  misma  razón 
que  el  anterior,  á  saber :  «que  el  que  ha  ejecutado  un  acto  pe- 
nado por  la  ley  incurre  en  la  pena,  cualquiera  que  sea  el  fin 
que  se  haya  propuesto  al  hacerlo» ;  de  modo  que  el  que  haya 
sostenido  la  rebelión,  induciendo  y  determinando,  voluntaria^ 
mente  y  á  sabiendas,  como,  según  se  ha  visto,  se  presume 
mientras  no  conste  lo  contrario,  incurre  en  la  pena,  cualquiera 
que  sea  el  fin  que  en  ella  se  propuso ;  reservándose  la  apre- 
ciación de  este  fin  para  la  autoridad  que  juzga  de  la  moral ;  ó 
para  la  que  el  derecho  haya  establecido  con  las  facultades  de 
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ÍDdullar  en  todo  ó  en  parte,  conmutando  ó  perdonando  las 
penas;  y,  si  bay  algunas  escepciones al  principio,  porejemplo^ 
en  el  caso  de  homicidio,  cuando  este  ha  sido  cometido  en 
defensa  prop:a,  ó  contra  el  ladrón  que  de  noche  escala  la  casa, 
es  porque  la  ley  misma  los  ha  consignado,  faltando  esto  al  pre- 
sente ;  que  aplicando  al  caso  estos  principios,  aparece :  que  el 
procesado,  constituyéndose  partidario  activo  de  los  rebeldes 
referidos,  alzados  en  abierta  hostilidad  contra  el  Gobierno  Na- 
cional para  deponer  al  Presidente  de  la  República  *,  persua- 
diendo á  uno  de  ellos  á  que,  á  los  objetos  de  combatir  á  las 
fuerza  fieles  á  dicho  Gobierno,  apurara  la  marcha  de  las  de  los 
rebeldes,  dando  parte,  y  consiguiendo  que  el  rebelde  persua- 
dido hiciera  lo  indicado,  fui  sostenido  esa  rebelión^  induciendo 
y  determinando  á  uno  de  los  rebeldes ;  que^  como  la  gravedad 
del  hecho  no  disminuiría  por  las  (circunstancias  de  ser  de  me- 
nor importancia  el  sostenimiento,  ó  el  individuo  inducido  y 
determinado,  es  inconducente  averiguar  si  se  han  verificado 
esos  casos;  que  este  sostenimiento,  como  penado  por  la  ley> 
tiene  que  reputarse  voluntario,  prescindiéndose  del  fin  ulterior 
que  con  ese  acto  de  voluntad  se  haya  propuesto  el  autor; 
que,  por  otra  parte,  la  espontaneidad  del  sostenimiento  queda 
constanciada,  en  cuanto  es  posible,  tratándose  de  ese  hecho 
interno ;  que,  por  consiguiente  si  no  consta  la  inocencia  del 
procesado,  este  ha  incurrido  en  la  pena  de  10  años  de  estra- 
namiento  señalado  por  dicho  art.  15  para  los  sostenedores  de 
su  clase;  que,  entrando  á  examinar  si  consta  esa  inocencia, 
es  decir,  si  las  argumentaciones  y  descargos  aducidos  son 
conducentes  y  están  plenamente  justificados,  aparece  —1'',  que 
el  argumento  del  defensor,  de  que,  si  el  hecho  del  sosteni- 
miento no  está  en  armonía,  sino  al  contrario,  de  los  jque  le 
han  sucedido  de  parte  del  mismo  procesado^  no  es  admisible, 
porque  ios  actos  filantrópicos  á  que  se  refiere  no  han  sido  pos- 
teriores, sino  anteriores,  al  sostenimiento,  faltando  así  la  base 
de  la  argumentación ;  y  porque  como  en  nada  se  opone  el  ser 
filántropo  6  ser  sostenedor  de  rebeldes,  pudiendo  un  mismo 
individuo  reunir  las  dos  calidades  á  la  vez,  no  hay  razón  para 
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deducir  el  no  sostenimiento,  de  la  filantropía  manifestada  coa 
anterioridad,  posterioridad  ó  simultaneidad  al  sostenimiento  ;  y 
2^,  que  los  descargos  aducidos  no  son  satisfactorios,  no  liacen 
constar  la  inocencia,  porque  los  hechos  en  que  están  funda- 
dos, ó  los  desvanecen  desvaneciéndose  á  sí  propios,  ó  los  de- 
jan dudosos,  prestándose  á  ser  esplicados  de  diferentes  modos 
del  que  contiene  los  descargos ;  como  va  á  vers^".,  haciéndose 
separadamente  el  análisis  de  cada  uno  de  estos:  el  1^,  d  sea 
el  de  haber  ocultado  armas  y  municiones  á  los  rebeldes,  no 
estando  acreditado^  porque  no  tiene  en  su  favor  sino  una  de- 
claración de  oidas,  que  poco  ó  nada  vale  jurídicamente,  se 
desvanece  desde  luego ;  ef  segundo,  ó  sea  el  de  haber  entre- 
gado posteriormente  esos  objetos  á  las  fuerzas  fieles  al  Go  • 
bierno  Nacional,  se  presenta  dudoso  sobre  el  mérito  que  se  le 
atribuye,  porque,  conociéndose  entonces,  como  lo  dice  el 
defensor^en  su  alegato,  que  estas  fuerzas  eran  tan  superiores 
á  los  rebeldes.,  que  indudablemente  debia  vencerlos,  surjo 
desde  luego  la  duda  de  si  la  entrega  referida  seria  objeto  de 
la  convicción  recien  adquirida  de  la  posesión  de  que  esos 
objetos  por  parte  de  dichas  fuerzas  no  podia  determinar  la  pér- 
dida de  los  rebeldes,  sin  ella,  irremediable  ya,  sino  propicia 
en  favor  del  dador,  y  sin  perjuicios  de  ellos,  á  los  que  iban 
i  ser  vencedores,  ó  si  seria  efecto  de  un  propósito  tal  como  el 
que  se  asevera ;  fuera  de  que  el  hecho  no  es  asegurado  sino 
por  un  solo  testigo ;  el  tercero,  de  que  favorecid  contra  el 
saqueo  y  degueflo  á  las  poblaciones  invadidas,  el  cuarto,  de 
que  esponiendo  su  vida,  llegó  su  celo  hasta  arrancar  el  robo 
de  manos  de  los  rebeldes,  y  el  quinto,  de  haberse  dirigido  á 
Elizondo  denunciando  estos  y  pidiendo  su  remedio,  dejando 
también  la  duda  de  si  serian  inspirados  por  el  propósito  de  no 
ser  vendido,  sin  por  esto  dejar  de  no  ser  rebelde,  que  tendría 
el  procesado^  ó  por  el  que  se  les  atribuye ;  fuera  de  que,  si 
los  actos  recomendables  que  acompañen,  procedan  ó  sigan  el 
sostenimiento  hubieron  de  reputarse  como  causas  desvanecien- 
tes de  este,  jamás  llegaría  el  caso  de  juzgar  un  rebelde,  apli- 
cándole la  pena,  pues  que  este  siempre  alegaría  tales  ó  cuales 
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hechos  de  esta  clase,  pracücados  quizá  sin  otro  propósilo ;  ei 
sesto,  alegado  por  el  defensor,  de  que  la  incitación  que  el 
procesado  hizo  en  la  caria  de  f.  1*  no  fué  sino  una  treta,  que 
este  ha  esplicado  de  diferente  modo  en  su  confesión,  y  el  séti 
mo,  de  haber  dirigido  esa  cana  por  salvar  á  Tula,  que  es<i 
esplicacion,  se  desvanecen  por  las  manifiestas  contradicciones 
en  que  al  respecto  ha  incurrido  el  procesado  en  dicha  su  con- 
fesión ;  el  octavo,  de  haber  sido  saqueado  por  los  rebeldes, 
nada  prueba  contra  el  sostenimiento,  I"*  porque,  habiendo  te- 
nido lugar  el  saqueo  al  pasar  los  rebeldes  por  el  departamento 
de  San  Carlos,  regresándose  á  Molinos  según  su  confesión  de 
13  del  corriente;  habiéndose  verificado  ese  regreso  el  dos  6 
tres  de  Setiembre  último,  según  se  deduce  de  algunas  decla- 
raciones del  sumario  y  aun  de  la  del  procesado ;  y  habiendo 
este  escrito  su  carta  de  sostenimiento  en  catorce  del  mismo 
mes ;  aparece  que  el  saqueo  es  anterior  en  varios  dias  al  sos- 
tenimiento, no  pudiendo  por  lo  mismo,  servir.de  prueba  de 
flnjimiento,  constatada  por  los  rebeldes,  que  de  lo  que  parece 
querer  deducirse  al  alegarse  al  saqueo,  del  sostenimiento  que 
aun  no  habia  tenido  lugar;  y  segundo,  porque,  apareciendo 
de  su  declaración,  de  las  demás  del  mismo  y  de  todo  el  pro- 
ceso, que  los  rebeldes  hacian  la  guerra  saqueando  las  propie- 
dades; apareciendo  también  de  su  confesión  de  trece  del  cor- 
riente que  la  casa  saqueada  estaba  en  el  departamento  de  San 
Carlos,  sobre  el  camino  hacia  Molinos  que  los  rebeldes  llevaban 
en  los  momentos  del  saqueo,  y  distante  de  Cafayate,  donde 
en  esa  circunstancia  se  encontraba  el  confesante,  once  leguas; 
apareciendo,  finalmente,  y  con  especialidad  de  las  decla- 
raciones de  Janci  y  Araoz,  que  los  rebeldes  habian  venido  de 
otra  Provincia,  lo  que  los  hace  suponer  forasteros,  y  que  en 
ese  tiempo  no  habia  mas  fuerza  SaHeña  en  Cafayate  que  la 
destinada  á  combatirlos,  lo  que  se  confirma  por  el  procesado, 
no  dejando  ya  duda  de  que  en  realidad  eran  forasteros  ;  y  de- 
duciéndose de  esta  circunstancia  y  de  la  de  no  haber  perma- 
necido los  rebeldes  mas  de  un  dia  en  Cafayate  y  San  Carlos,  que 
no  podian  conocer  las  propiedades  particubres,  al  menos  las 
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que  como  la  casa  de  Ortiz,  estuvieran  apartadas  de  los  centros 
de  población,  y  que  aun  le  era  mas  difícil  conocer  esta  casa, 
por  lo  mismo  que  la  encontraban  tan  distante  del  punto  eu 
que  habían  visto  á  Ortiz ;   naturalmente  fluye  que  saquearon 
las  propiedades  de  este  individuo,   sin  saber  á  quien  pertene- 
ciau,  y  no  por  prevención  que  les  hubiera  inspirado  la  falsia 
de  este  para  con  ellos ;  que  contra  el  noveno  descargo,  ó  sea, 
el  de  que  su  aseveración  de  estar  poniendo  espías  en  servicio 
de  la  rebelión  no  ha  sido  sino  una  ficción  del  procesado,  di- 
rigida á  engañar  á  los  rebeldes^  hay  la  declaración  de  Escobar, 
qiie  asegura  que  Ortiz  estaba  dando  reiterados  avisos  á  los  re- 
beldes sobre  la  situación  de  las  fuerzas  fieles  al  Gobierno  na- 
cional, habiéndolo  reconocido  ante  el  declarante ;  lo  que  hace 
suponer  cierto  el  hecho  de  haber  puestos  esas  espías^  tan  con- 
ducentes para  poder  dar  esos  avisos;    que   desvaneciéndose 
las  argumentaciones  y  descargos  con  que  debió  hacerse  constar 
la  inocencia  del  procesado,  ya  puede  sentarle  de  una  manera 
absoluta  que  este  es  sostenedor  que  ha  inducido  y  determinado 
á  unos  de  los  rebeldes,  incurriendo  en  !a  pena  de  10  años  de 
estrañamiento ;  que  contra  esta  pena  no  es  un  obstáculo  el  que 
el  Fiscal  haya  pedido  solo  cinco  años^  ó  la  multa  espresada, 
1^^  porque  al  mismo  tiempo  ha  salvado  el  juicio  del  Juez,  para 
que  no  se  entienda  que  á  esie  se  opone  lo  pedido;  y  2^,  por- 
que aun  que  así  no  fuera,   como  la  ley  manda  aplicar,  no  la 
pena  que  pide  el  Fiscal,  sino  lo  que  corresponde  al   mérito 
de  los  autos,   es  esta  siempre  lo  que  debe  prevalecer ;  porque 
lo  contrario  importaría  muchas  veces  la  impunidad  de  los  de- 
litos, en  todo  ó  en  parte,  sin  que  ella  fuera  autorizada  por  la 
ley,  y  sia  que  por  la  responsabilidad  del  Fiscal  se  garantiera 
la  del  delincuente,    pues  aquel  satisfaría  á  su  propio  .hecho, 
mas  no  al  de  este ;  porque  si  bien  el  art.  13  de  la  ley  de  Pro- 
cedimientos,    que  se    encuentra  entre  las   disposiciones  co-» 
muñes  de  todos  los  juicios,  se  deduce  que  el  Juez  no  puede 
fallar  mas  que  sobre  lo  pedido,   aun  que  del  mérito  de  autos 
aparezca  constanciado  un  exceso,  ello  debe  concretarse  al  caso 
en  que  el  exceso  ha  podido  reputarse  renunciado  por  el  actor, 
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por  el  hecho  de  limitar  su  demanda^  como  sucede  en  todas  las 
acciones  civiles ;  sin  estenderse  á  las  criminales  por  delito  pú- 
blicOf  como  la  presente,  en  los  que  no  puede  suponerse  esa 
renuncia,  porque  el  Fiscal  no  tiene  facultad  de  renunciar  lo  que 
corresponde  á  la  vindicta  pdblica ;  y  porque  el  nombramiento 
de  otro  Fiscal,  ó  el  auto  de  culpa  y  cargo,  que  para  un  caso 
de  estos  aconsejan  algunos  prácticos,  conducen  al  mismo  re* 
sultado,  es  decir,  á  que  siempre  prevalezca  la  opinión  deljuez 
con  arreglo  á  lo  que  encuentre  resultar  de  las  pruebas ;  además 
de  que  el  nombramiento  de  otro  Fiscal,  de  otro  y  de  otro  &% 
si  los  posteriores  traen  el  mismo  conflicto^  hasta  dar  con  uno 
que  satisfaga  al  Juez,  además  de  envolver  en  si  una  especie 
de  prejuzgamiento,  espone  á  un  proceder  dilatado,  que  no  se 
terminarla  sino  con  lo  mismo  que  se  ha  hecho  al  presente,  es 
decir,  prevaleciendo  la  opinión  del  Juez  ;  y  además  de  que  el 
auto  de  culpa  y  cargo  tiene  el  inconveniente  de  convertir  al 
Juez  en  acusador;  que,  por  otro  lado^  aunque  el  citado  art. 
15  dispone  que  se  sograve  con  pena  pecuniaria  la  de  estraña*- 
miento  cuando,  como  el  presente,  resulta  que,  además  del 
sostenimiento,  ha  habido  por  parte  de  los  rebeldes  violencias 
tales  como  la  de  los  saqueos  constatados;  sin  embargo,  de 
algunas  especificaciones  consignadas  en  esa  disposición  se  de-* 
duce  que,  para  incurrir  en  la  reagravación,  es  preciso  que  el 
condenado  lúiya  sido  actor  de  las  violencias,  no  puede  repu- 
tarse incurso  en  la  pena  pecuniaria  reagravatoria  á  Ortiz,  que, 
lejos  de  ser  actor  de  esas  violencias,  las  combatió  hasta  con 
esposicion  de  su  vida;  que,  por  otro  lado  aun,  constando  del 
proceso  este  hecho  acabado  de  citar,  y  otros  no  menos  reco- 
mendables, ejercidos  por  el  encausado  en  favor  de  las  vidas  y 
propiedades  de  los  vecinos  de  Cafayate,  por  su  mérito  debe 
estimarse  llegado  el  caso  de  que  los  aprecie  la  autoridad  creada 
por  la  Constitución  para  conmutar  ó  perdonar  penas,  que  pa- 
sándole el  proceso  para  que,  si  lo  cree  justo ;  haga  uso  de 
esa  facultad  en  favor  del  procesado ;  y  apoyándose  el  Juzgado 
para  este  paso  en  otro  idéntico  dado  por  la  Suprema  Corte 
en  el  citado  caso  de  Bianchi,  en  que  se  invitó  al  efecto  á  esa 
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aatoridad,  juzgando,  fuera  del  mérito  legal  de  autos,  que  la 
pena  señalada  era  excesiva :  *por  estos  y  otros  fundamentos, 
definitivamente  juzgando,  fallase,  que  el  presbítero  José  Al- 
berto Ortiz  ha  cometido  el  delito  dte  sostener  una  rebelión 
armada  que  tenia  por  objeto  deponer  al  Presidente  de  la  Re- 
pública, induciendo  y  determinando  á  uno  de  los  jefes  rebel- 
des, y  que  como  á  tal  delincuente,  se  le  impone  la  pena  de 
diez  años  de  estrañamiento  fuera  de  la  República,  deducién- 
dose de  este  tiempo  el  de  prisión  que  baya  padecido,  y  pa- 
dezca por  razón  del  juicio  ;  todo  de  conformidad  á  las  dispo- 
siciones legales  citadas;  ordenándose  que,  ejecutoriada  esta 
sentencia,  se  impartan  órdenes  por  este  Juzgado  á  la  Policía 
de  esta  Ciudad  y  á  todos  los  Jueces  de  departamento  de  la 
Campaña  para  que  la  resolución  sea  cumplida  en  toda  la  Pro- 
vincia, y  que  se  libre  exhorto,  con  inserción  de  la  sentencia, 
al  Juez  de  Sección  en  lo  Criminal  de  la  Provincia  de  Buenos 
Aires,  y  á  todos  los  demás  Jueces  Seccionales  de  las  otras 
Provincias,  para  que  la  resolución  sea  cumplida  en  el  resto 
de  la  República,  pasándose  antes  el  proceso,  con  oficio  al 
Poder  Ejecutivo  Nacional,  para  que,  si  lo  tiene  á  bien,  en 
vista  de  las  salvaciones  de  vidas  y  propiedades  y  demás  actos 
recomendables  en  favor  de  los  vecinos  de  Cafayate,  practica- 
dos por  el  encausado,  haga  uso  en  el  presente  caso  de  la 
facultad  de  conmutar  6  perdonar  penas,  resei-vada  á  él  por  la 
Constitución. 

Apolonio  Ormaechea. 

£1  defensor  de  Ortiz  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso. 

Al  esponer  agravios  alegó  que  este  no  habia  inducido  ni 
determinado  á  los  rebeldes,  ni  habia  promovido  ó  sostenido  la 
rebelión. 

Que  el  aviso  dado  á  Tula,  si  era  un  acto  de  mal  ciudadano, 
no  caía  bajo  el  peso  de  la  ley  penal  vigente,  así  como  no  caía 
la  manifestación  de  simpatias  á  favor  de  los  rebeldes. 

Que  en  el  silencio  de  la  ley,  era  inaplicable  el  art.  93  de  la 
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Devueltos  los  autos  al  inferior,  trató  allí  de  ejecutarse  lo 
convenido,  á  cuyo  efecto  se  mandaron  tasar  las  majadas,  y  se 
ordenó  su  venta  en  remate  público,  previa  publicación  de  los 
avisos  correspondientes,  por  el  término  de  diez  dias. 

En  este  estado,  el  Juez  de  lo  Civil  en  la  Provincia,  Dr.  D. 
Jorje  Echevarría,  pasó  al  Juez  de  Sección,  un  oíicio  en  el 
cnal  le  trascribe  un  escrito  de  Manuel  Rodríguez,  en 
el  que  dice  óste  que  lia  visto  los  edictos  mandados  publi- 
car por  el  Juez  de  Sección,  anunciando  la  venta  de  las 
majadas  puestas  por  la  Sra.  Donovan  en  los  campos  de  Alva- 
rez ;  que  en  dichas  majadas  se  comprende  indudablemente 
la'que  por  dos  sentencias  sucesivas  ha  sido  declarada  de  su 
propiedad  en  el  pleito,  que  ante  los  Tribunales  Provincia- 
es  ha  sostenido  con  la  espresada  Sra.  Denovan,  de  cuya  en- 
trega se  trataba  actualmente^  porque  las  sentencias  han  sido 
pasadas  en  autoridad  de  cosa  juzgada ;  que  los  acreedores 
que  están  ejecutando  á  esta  Sra.  no  pueden  hacer  vender 
esa  majada  que  no  pertenece  á  la  Sra.  sino  al  esponente;  que 
esa  majada  ha  sido  embargada  por  orden  del  Juez  de  Provin- 
cia, en  40  de  Noviembre  de  4866 ;  y  que,  por  consiguiente, 
se  pidiera  al  Juez  de  Sección  la  suspensión  de  su  venta  con  la 
urjencia  del  caso ;  que  el  esponente  podría  presentarse  ante  el 
dicho  Juez  de  Sección,  deduciendo  tercería  de  dominio,  pero 
que  ocurría  al  Juzgado,  porque  su  voz  sería  mas  autorizada 
y  atendida. 

El  Juez  de  Provincia,  proveyó  de  conformidad,  según  dice, 
al  principio  de  su  oficio. 

Se  dio  traslado  de  él  al  ejecutante  Alvarez  y  al  defensor  de 
la  señora. 

El  primero  contestó :  que  no  debia  accederse  á  lo  solicitado, 
porque  la  justicia  nacional  no  procede  jamás  de  oficio,  sino 
á  instancia  departe;  que  el  Juez  de  1*  Instancia  de  Provincia 
no  es  parte  en  este  negocio  y  jamás  puede  tomar  Ma  represen- 
tación del  interesado  no  solo  porque  no  lo  autoriza  la  ley,  sino 
porque  de  otro  modo  no  podia  hacer  valer  contra  una  parte 
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qae  no  figuraba  en  juicio  las  responsabilidades  que  deben  pe- 
sar sobre  ella,  por  sus  temerarias  pretenciones ;  que  aun  cuan- 
do Rodríguez  sea  propietario  de  la  roajada  no  puede  pedir  la 
suspensión  del  remate,  sin  pagar  el  arrendamiento  que  su  cau- 
sante, la  Sra.  Denovan,  debe. 


Fallo  del  Jíues  de  Sección. 

Buenos  Aires,  Julio  27  de  1868. 

Corre  el  traslado  al  defensor,  y  suspéndese  por  ahora,  la 
\enta  de  la  majada  de  la  esclusiva  propiedad  de  doña  María 
Donovan,  y  al  efecto,  líbrese  el. correspondiente  oficio,  en  el 
dia,  al  Juez  de  Paz  del  partido  de  Moreno. 

Eguia. 

La  parte  de  Alvarez  pidió  revocación  jpor  contrario  imperio, 
apelando  en  caso  contrario  de  aquella  providencia  que  dice  ser 
insostenible,  por  haber  sido  dictada  á  requisición  de  un  Juez 
que  no  puede  asumir  la  representación  del  interesado,  el  cual 
ba  debido  presentarse  á  deducir  la  acción  que  creyese  corres- 
ponderle,  puesto  que  nadie  le  impide  hacerlo ;  que  la  suspen- 
cion  del  remate,  por  término  indefinido,  le  perjudica  enor- 
memente y  trastorna  el  procedimiento  marcado  por  la  ley. 

£1  Juez  no  hizo  lugar  á  la  revocatoria,  y  concedió  el  recur- 
so en  relación. 

Ll  auto  del  Juez  de  Sección,  fué  revocado,  por  el  siguiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  22  de  1868. 

Vistos:  Y  considerando: — Primero^  que  la  suspensión  del  re- 
mate de  la  majada  que  se  dice  pertenecer  á  don  Manuel  Ro- 
dríguez no  ha  sido  pedida  por  parte  legítima,  y  :  Segundo, 


128  FALLOS   DK   LA   SUPREMA    COUTE 

*  que,  según  el  artículo  segundo  de  la  ley  de  diez  y  seis  de  Oc- 
tubre de  mil  ocho  cientos  sesenta  y  dos,  los  Tribunales  de  la 
Nación  nunca  pueden  proceder  de  oficio  ;  por  estos  fundamen- 
tos, se  revoca  el  auto  de  fojas  ciento  treinta  en  la  parte  ape- 
lada, y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — José  B. 
Gorostiaga. 


CAUSA    1LCM.V. 


Don  Teodoro  Niewald,  contra  D.  Eduardo  Madero ^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. —  Para  que  el  capitán  de  un  buque  pueda  cobrar 
ejecutivamente  los  fletes,  es  necesario  que  presente  un  ejem- 
plar del  conocimiento  con  el  recibo  de  la  carga. 
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Caso. —  Guillermo  Paais  y  C*,  en  representación  de  don 
Teodoro  Níewaid,  demandó  ejecutivamente,  ante  el  Juzgado 
Seccional  de  Buenos  Aires  á  Eduardo  Madero,  por  la  cantidad 
de  657^fts.  66  cts.,  procedentes  de  fletamento  de  la  goleta 
holandesa  «Kaapstad  Packet:». 

Acompañó  á  su  demanda  la  póliza  de  fletamento  acordada 
con  intervención  de  corredor. 

Se  espidió  auto  de  solvendo,  se  libró  mandamiento  de  eje- 
cución y  se  citó,  por  último,  de  remate  al  ejecutado. 

Espuso  éste,  que  en  el  recibo  que  el  capitán  le  exhibió, 
respecto  de  la  entrega  de  la  carga  en  Ytapirú  se  decia  haber 
entregado  28  fardos  de  pasto  menos,  porque  fueron  arrojados 
al  agiui ;  que  por  estos  motivos  retuvo  del  flete  una  cantidad 
igual  al  valor  de  los  fardos  no  entregados,  dicíéndole  al  capi- 
tán que  si  le  presentaba  una  declaración  de  los  consignatarios 
del  buque  en  Curupaity  de  haberse  arrojado  al  agua  por 
orden  de  estos,  le.pagaria  la  parte  deT  flete  retenida :  pero  que 
si  el  buque  los  habia  echado  se  la  rebajaría  definitivamente^  como 
era  justo ;  que  en  tal  concepto,  si  la  echazón  debe  calificarse  de 
común  por  cualquiera  de  las  disposiciones  de  los  artículos  1476, 
i481  y  1482  debe  ser  prorateada,  art.  1498  del  Código  de 
Comercio ;  que  si  es  por  naufrajio,  á  cargo  esclusivo  del  espó- 
sente, no  debe  flete  por  ello;  art.  1254;  que  en  uno  ú  otro 
caso  no  debe  la  totalidad  del  flete  que  se  le  cobra ;  que  de  esto 
resolta  que,  aunque  la  póliza  sea  considerada  como  un  docu- 
mento público,  no  produce  acción  ejecutiva  sobre  actos  que 
precisan  otra  justificación ;  que  para  que  se  deba  el  flete  es 
preciso  exhibir  el  conocimiento  que  constate  la  entrega  de  la 
carga ;  que  solo  el  conocimiento  es  el  título  con  que  puede  ser 
admisible  en  juicio  cualquiera  acción  entre  el  capitán  y  los 
cargadores,  art.  1210 ;  que  todo  esto  muestra  que  es  inhábil 
el  título  con  que  el  ejecutante  ha  deducido  su  acción  ejecu- 
tiva, &*. 

^  Se  dio  traslado  al  ejecutante,  quien  contestó  diciendo :  que 
el  ejecutado  confunde  el  rol  y  mérito  de  dos  documentos  dis- 
tintos,  la  póliza  y  el  conocimiento ;   que  la  póliza  s&  refiere 
T.  vr.  9 
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al  arrendamienio  del  buque,  y  el  conocimiento  á  la  car|[a,  y  á 
las  obligaciones  que  de  ella  nacen ;  que  el  conocimiento  solo 
tiene  por  la  ley  fuerza  ejecutiva  cuando  es  reconocida  la  prnk^ 
mientras  que  la  póliza,  hecba  con  interven  cion  de  corredor^ 
equivale  y  tiene  la  fuerza  de  un  documento  público,  que  trae 
aparejada  ejecución,  según  el  art.  249  de  la  Ley  4c  procedi- 
mientos; que,  por  consiguiente,  la  póliza  es  un  titulo  hábil 
para  la  ejecución,  &^. 


Buenos  Aires,  Julio  7  de  1868. 

Y  vistos:  Considerando: — \^,  que  la  póliza  de  fletamento, 
corriente  á  f.  %  vale  como  instrumento  público,  según  la  dis- 
posición del  art.  1187  del  Código  de  Comercio,  y  ella  trae 
aparejada  ejecución,  cuándo  es  hecha  c<hi  intervención  de  cor- 
redor marítimo,  como  en  el  presente  caso,  art.  249  inciso  3^  de 
la  Ley  de  procedimientos;-— 2^,  que  en  virtud  del  anterior  con- 
«derando,  el  titulo  en  que  apoya  su  demanda  ejecutiva  el 
acreedor  es  hábil,  y  que  por  consiguiente  la  excepción  opuesta 
os  inadmisible ;  por  estas  consideraciones  no  ha  lagar  á  la 
oposición  deducida ;  llévese  adelante  la  ejecución  hasta  hacerse 
integro  pago  al  acreedor  de  la  cantidad  que  demanda,  sus 
intereses,  desde  el  dia  de  la  demanda^  según  los  que  paga  el 
Banco  de  la  Provincia,  previa  liquidación  que  practicará  el 
actuario ;  costas  y  costos  de  la  cobranza,  debiendo  reponerse 
el  seUo,  y  definitivanente  juzgando,  así  lo  proveo. 

iCárZoA  Eguia. 


Falto  de  la  Suprema  Corto. 

Buenos  Aires,  Agosto  ^8  de  1868.    . 
Vistos :  y  considerando ; — Pritnero,   que  los  apoderados  del 
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bei^antin  cKaapstad  Packeu,  no  ban  acompañado  á  su  deman- 
da un  ejemplar  del  conocimiento  con  el  recibo  al  pié  de  toda 
la  carga  que  tomó  en  este  puerto  para  el  de  Ytapirú,  el  cual 
le  ha  debido  ser  entregado  por  el  consignatatío  del  cargador^ 
según  el  artículo  mil  doscientos  doce  del  Código  de  Comercio; 
— Segundo^  que,  por  el  articulo  mil  doscientos  once  del  mismo, 
no  debe  admitirse  en  juicio  ninguna  acción  contra  el  capitán, 
de  los  cargadores,  sino  se  acompaña  alguno  de  los  ejemplares 
del  conocimiento  orijinal,  disposición  concordante  con  la  del 
artículo  mil  doscientos  cincuenta  y  uno,  del  cual  se  deduce  : 
que^  para  que  el  capitán  tenga  derecho  á  cobrar  todo  el  flete, 
debe  constar  que  ha  cumplido  el  contrato  de  fletamento  por  su 
parte ; — Tercero^  que  de  estos  antecedentes  resulta  que  el  tí- 
tulo del  capitán  para  pedir  ejecución  contra  don  Eduardo  Ma- 
dero es  inhábil ;  por  estos  fundamentos  se  revoca  el  auto  ape- 
lado de  foja  veinte  y  tres  vuelta,  y^  se  declara  nulo  todo  lo 
obrado,  devolviéndose  satisfechas  que  sean  las  costas  y  repues- 
106  los  pellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — ^JosÉ  Barros    Pazos. — J. 

B.  GOROSTIAGA. 


Uti  f\LU»S    DE  LA  SmEBA   COISTE 


CArSA   %.vw. 


Enrique  Mor^  can  ira  las  escribanas  Laureano  CarbalUda 
y  Eduardo  Munílla^  par  falsedad. 


Snmario. —  No  puede  decirse  qnebay  prorogsicíon  dejorís- 
diccioD  caaodo  se  entabla  ante  la  Josücia  Nacional  una  acción 
distinta  á  la  pendiente  en  la  Jorísdiccion  Provincial,  aunque 
las  personas  sean  las  mismas. 


Caso.—  Enrique  Mor,  iialiano,  se  presentó  al  Juzgado  Sec- 
cional  de  Buenos  Aires,  esponiendo ;  que  el  escribano  Laureano 
Carballeda  autorizó  un  poder,  en  14  de  Setiembre  de  i8&4, 
por  el  cual  María  de  la  Cruz  Lorea  facultó  á  Osbaldo  Dorr, 
para  hipotecar  un  terreno  y  casa  de  la  propiedad  de  la  otor- 
gante por  la  cantidad  que  estimara  oportuna ;  que  dio  á  Dorr 
7000  $  prestados  sobre  hipoteca,  exijiéndole  la  justificación  de 
la  propiedad  y  libertad  del  terreno;  que  lo  llevó  á  la  escribanía 
de  Eduardo  Munilla,  quien  le  dijo  que  los  títulos  eran  en  toda 
regla  y  que  podia  hipotecarse  el  terreno  especificado  en  el 
poder,  ¿on  entera  seguridad ;  que  en  su  consecuencia  entregó 
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á  Dorr  la  suma  referida^  otorgándose  la  escritura  de  hipoteca 
en  iSde  Setiembre  de  1864  por  el  escribano  Munilla;  que 
vencido  el  plazo  de  la  hipoleca^  pidió  la  devolución  de  su  di- 
nero, y  le  dijo  Dorr,  á  principio  de  1866,  que  habia  fallecido 
la  deudora :  que  en  consecuencia  demandó  ejecutivamente  á 
la  testamentaría  de  esta,  siguiéndose  el  juicio  con  un  defensor 
de  los  herederos  ausentes;  que  llegado  el  juicio  á  la  citación 
de  remate,  supo  que,  por  otro  Juzgado,  se  seguían  los  autos 
testamentarios  de  María  de  la  Cruz  Lorea,  á  instancia  del  Dr. 
Argerich,  como  curador  ad  liiem  de  Celedonio  Robledo,  que 
se  decía  hijo  y  heredero  de  aquella ;  que  suspendió  el  juicio 
ejecutivo  para  seguirlo  con  los  que  resultasen  herederos,  cuan- 
do  supo  que  en  los  autos  testamentarios  se  habia  chancelado 
la  hipoteca  dada  en  garantía  de  su  crédito;  que  pidió  vista 
del  espediente  y  vio  que  la  chancelación  se  habia  ordenado, 
porque  aparecía  otorgada  la  hipoteca  en  15  de  Setiembre  de 
1864,  siendo  así  que  estaba  probado  haber  fallecido  la  Sra.  en 
30  de  Marzo  de  1862;  que  no  obstante  que  Dorr  aparecía 
como  ladrón  principal,  demandaba  á  los  escribanos  Carballeda 
y  Munilla  porque  tenían  mas  responsabilidad ;  que  Munilla  ha- 
bia autorizado  la  obligación  hipotecaria  sin  exijir  de  Dorr  la 
presentación  de  la  copia  auténtica  de  los  títulos  de  propiedad, 
contentándose  con  tener  á  la  vista  el  título  matriz  que  estaba 
en  su  registro ;  y  mientras  tanto  resulta  por  los  títulos  pre- 
sentados por  Robledo  en  los  autos  testamentarios,  que  el  ter- 
reno pertenecía  á  doña  María  de  la  Cruz  Lorea ;  que  Carballeda 
autorizó  en  1864^  el  poder  de  María  de  la  Cruz  Lorea  para 
hipotecar  el  terreno  perteneciente  á  la  Sra.  Lorea  que  falleció 
en  1862 :  que  el  esponente  creé  que  la  que  dio  el  poder  no 
era  Lorea,  y  que  Carballeda  ha  faltado  gravemente  á  su  deber 
diciendo  que  la  conocía ;  qué  por  los  actos  informales  é  inde- 
bidos de  ambos  escribanos  ha  sido  escandalosamente  robado 
de  los  7000  ^  por  cuya  razón  los  demandaba,  &^. 

Se  dio  traslado  de  la  demanda  y  ambos  demandados  la  con- 
testaron sobre  el  fondo  sin  declinar  de  la  jurisdicción  nacional^ 
y  sin  embargo  el  Juzgado  dictó  el  siguiente. 
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Fallo   del  ^ues  Seccional* 

Bueuos  Aires,  Julio  10  de  1868. 

Y  vistos;  Considerando  que,  según  resulta  de  autos,  la 
presente  demanda  no  es  sino  un  incidente  del  juicio  ejecutiva 
que  el  demandante  siguió  contra  doña  María  de  la  Cruz  Lorea 
ante  los  tribunales  de  esta  Provincia  y  que  por  consecuencia 
está  íntimamente  ligado  con  ^ste  por  cuanto  Morr  solo  ha  re- 
currido contra  los  escribanos  Carballeda  y  Munilla  en  virtud 
de  no  haber  sido  pagado  por  la  espresada  Sra.  Lorea^  y  de 
haber  otorgado  instrumentos  públicos  en  que  se  falseaba  la 
verdad,  y  sobre  cuya  fé  el  demandante  prestó  cantidad  de  pe- 
sos, la  misma  de  que  no  habia  sido  reembolzado ;  que  hay 
gran  peligro  en  llevar  al  conocimiento  y  decisión  de  una  ju* 
risdiccion  los  incidentes  de  una  causa  de  que  ba  conocido  otro 
tribunal,  no  solo  porque  este  es  quien  debe  entender  en  las 
acciones  consiguientes  á  la  sentencia  que  pronunció,  lo  que 
en  el  fondo  constituye  su  verdadero  cumplimiento,  sino  por- 
que no  apareciendo  que  los  actuales  demandados  hayan  sido 
parte  en  el  juicio  ejecutivo  de  que  se  ha  hecho  referencia, 
tendrían  derecho  para  provocar  nna  nueva  discusión  acerca 
de  la  causa,  de  lo  cual  fluye,  según  Morr,  la  responsabilidad 
de  aquellos ;  que  no  siendo  la  presente  causa  de  aquellas  que 
por  su  naturaleza  pertenezcan  á  la  jurisdicción  nacional,  sino 
solo  por  la  calidad  de  las  personas^  la  jurisdicción  de  los 
tribunales  provinciales  ha  sido  prorogada  con  arreglo  al  in- 
ciso 40,  art.  12  de  la  Ley  Nacional  de  14  de  Setiembre  de 
1863;  por  estos  fundamentos,  declárase  [incompetente  este 
Juzgado  para  conocer  en  la  presente  demanda  y  satisfechas 
las  costas,  devuélvese,  reponiéndose  el  sello. 

Manuel  Z aválela. 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Agosto  25  de  1868. 

Vistos: — Y  considerando ;  que  la  demanda,  de  foja  tercera, 
contiene  una  acción  nueva,  independiente  y  sin  ninguna  re  • 
lacion  necesaria  con  otro  pleito  que  se  haya  seguido  ó  esté 
pendiente  ante  los  Tribunales  de  la  Provincia;  pues  el  que 
inició  el  demandante  contra  la  testamentaría  de  la  señora  Lorea, 
sobre  cobro  de  una  hipoteca  y  después  abandonó  por  haberse 
persuadido  que  no  era  ella  su  deudora,  no  tiene  analojía  con 
el  presente  contra  los  escribanos  á  quienes  persigue  como  au- 
tores de  falsedad  cometida  en  los  instrumentos  públicos  que 
autorizaron  y  en  virtud  de  los  cuales  entregó  la  suma  que  aho- 
ra les  cobra ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  el  auto  ape- 
lado y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse 
al  Juez  de  Sección  para  que  reasumiendo  la  jurisdicción  de 
que  se  ha  desprendido,  conozca  y  resuelva  lo  que  corresponde 
por  derecho. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
yabor  m.  del  carril. — francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
j.  b.  gorostuga. 
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CAUSA   IkClíá. 


Natalicio  Roldan  con  Canstat  Hnos.^  por  cobro  de  pesos. 


Sumario. —  I""  En  éKtérmÍDO  de  prueba  do  se  cuentan  los 
dias  feriados. 

2o  El  término  estraordinario  para  producir  prueba  debe  pe- 
dirse dentro  de  diez  dias  contados  desde  la  notificación  del 
jauto  de  prueba. 


Caso. —  El  pleito  entre  Natalicio  Roldan  y  Canstat  Hnos., 
entablado  ante  el  Juzgado  Seccional  de  Buenos  Aires,  fué  re- 
cibido á  prueba  por  20  dias  prorogables,  por  auto  espedido 
en  15  de  Julio  de  1868. 

Dentro  de  los  diez  primeros  dias^  se  presentó  la  parte  de 
Roldan,  pidiendo,  por  un  otrosi^  se  le  concediese  un  término 
probatorio,  de  acuerdo  con  lo  prescripto  por  el  art,  92  de  la 
Ley  de  procedimientos,  porque  el  señalado  por  el  auto  de 
prueba,  ni  aun  los  30  dias  ordinarios  le  eran  suficientes  para 
la  prueba  que  tenia  que  rendir  en  Corrientes. 

Se  confirió  traslado  á  la  parte  de  Constat  Hnos.,  quien  lo 
evacuó  en  28  de  Julio,  aceptando  la  próroga    pedida  y  adhi- 
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riéndose  á  ella,  porque  lambien  tenia  que  rendir  prueba   de 
su  parte,  en  San  Nicolás  é  Ytapirú,  según  decía. 

Esta  adhesión  ha  sido  hecha  dentro  de  los  diez  días  del  art. 
95,  si  en  ellos  no  deben  incluirse  los  de  fiesta ;  pero  sin  llenar 
las  demás  condiciones,  del  referido  art.  95,  como  no  los  llenó 
tampoco  la  parte  de  Roldan. 

FaIIo  del  Jfues  Seecflmiil. 

Buenos  Aires,  Agosto  4  de  1868. 

Y  vistos:  De  conformidad  de  partes,  se  concede  el  término 
de  39  dias^  solicitado  por  el  procurador  Canaverio^  para 
producir  su  prueba  en  Corrientes,  ^egun  el  ofro^í  de  su  escrito, 
corriente  en  autos,  debiendo  consignar  200  pesos  fuertes,  ó 
dar  fianza,  según  lo  dispuesto  en  el  inciso  2^,  art.  95,  de  la 
Ley  de  Procedimientos.  Y  atentó  á  no  haber  solicitado  el 
procurador  Frugoni  la  concesión  del  término,  en  tiempo  hábil, 
no  ha  lugar  á  la  adhesión  que  hace  para  producir  la  suya  en 
Corrientes  é  Ytapirú,  con  arreglo  al  art.  95  de  la  Ley  ;  lí- 
brese el  exhorto  en  forma,  y  repóngase  el  sello. 

Eijuia. 

Frugoni,  representante  de  Canstat  Hnos.,  pidió  revocación 
por  contrario  imperio  de  este  auto,  ó  apelación  en  caso  de 
negada,  esponiendo  que  el  término  de  prueba  era  siempre 
común  á  las  partes,  según  el  derecho  comun^  y  que  por  tanto, 
no  podia  privársele  del  concedido  á  Roldan. 

El  Juez  no  hizo  lugar  á  la  revocatoria;  y  concedido  el  re- 
curso en  relación,   la  Suprema  Corte  dictó  el  siguiente : 

FaIIo  de  lA  Suprcnm  Corle. 

Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1868. 

Vistos : —  Y  considerando ; — Primero,  que  el  auto  de  prue- 
ba se  notificó  á  las  partes  el  dia  diez  y  seis  de  Julio,  y  el 
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escrito  del  procurador  Frugoni  pidiendo  el  término  extraor- 
dinario, para  que  su  representado  pudiera  hacer  prueba  en 
San  Nicolás  é  Ytapírd,  se  presentd  el  veinte  y  oebo  del  mismo 
mes,  según  el  certificado  del  actuario  al  pié  de  dicho  escrito ; 
— Segundo^  que  los  dias  diez  y  nueve  y  veinte  y  seis  del  mes 
citado  fueron  festivos,  y  no  han  debido  contarse  en  el  término 
de  prueba,  porque  asi  lo  dispone  espresamente  el  articulo 
diez  y  nueve  de  la  Ley  de  procedimientos; — Tercero^  que  reba- 
jados estos  dos  dias^  el  tiempo  trascurrido  desde  la  notificación 
del  auto  de  prueba  hasta  la  petición  del  término  extraordina- 
rio» fué  de  diez  dias,  que  es  el  designado  por  el  inciso  tercero 
del  artículo  noventa  y  cinco  de  la  citada  ley  para  que  dentro 
de  él  pueda  deducirse  útilmente  esta  solicitud;  por  estos 
fundamentos,  se  revoca  el  auto  de  foja  cuarenta  y  seis  en  la 
parte  apelada,  y  se  otorga  á  los  representados  por  el  procu- 
rador Frugoni  el  mismo  término  extraordintrio  y  bajo  las 
mismas  condiciones  que  se  han  concedido  al  procurador  con- 
trario ;  devolviéndose  satisfechas  que  sean  las  costas  y  repues- 
tos los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
DELaADO. —  José  Barros  Pazos. 

—  J.  B.  GOROSTUGA. 
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CAUSÜL    TLC\U.  ' 


Críminal^  contra  ¿).  Vicente  Leon^  por  delito  de  rebelión. 


Sumario. —  f*  Haber  sido  empleado  civil  y  recibido  sueldo 
del  Gobierno  rebelde,  conociendo  sus  propósitos  revoluciona- 
rios, constituye  complicidad  en  el  delito  de  rebelión  en  clase 
de  mero  ejecutor.  * 

V  El  fiscal  nacional  carece  de  personería  para  pedir  la  de- 
volución á  la  Provincia  de  los  sueldos  recibidos. 


Caso. —  D.  Vicente  León  fué  acusado  por  el  Procurador 
Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan^  como  cómplice  de  la  re- 
belión de  Cuyo^  en  clase  de  mero  ejecutor  espontáneo,  por 
haber  sido  oficial  primero  de  la  Secretaría  de  Gobierno,  del 
rebelde  D.  José  B.  Molina,  hasta  la  fuga  de  este,  y  reci- 
bido sueldo,  habiéndole  sido  pagada  una  mensualidad  anti- 
cipada. 

El  Fiscal  pidió  contra  él  la  pena  de  450  fuertes  de  multa 
6  tres  años  de  servicio  militar  en  la  frontera,  y  la  devolución 
de  120  ps.  recibidos  por  cuenta  de  sueldos. 
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El  defensor  de  León,  coiífesando  los  hechos,  contesló  que 
la  pena  pedida  por  el  fiscal  debia  imponerse  á  los  que  se  ar- 
maron en  favor  de  la  rebelión,  y  no  á  los  simples  escribientes^ 

Que  cuando  el  empleo  que  se  ejerce  no  es  militar  no  puede 
decirse  que  el  empleado  coopera  á  la  rebelión,  porque  esta 
pueda  continuar  sin  él. 

Que  él  ejerció  la  profesión  de  escribiente,  de  la  cual  vivia^ 
sin  fijarse  en  actos  políticos. 

Que  no  estaba  obligado  á  dovolver  los  sueldos  recibidos,  y 
que  el  Fiscal  Nacional  no  tenia  personería  para  pedir  la  devo- 
lución. 

Que  además  fué  obligado  por  la  fuerza  á  servir  el  empleo 
de  escribiente. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  no  se  produjo  ninguna. 


FAlto  del  Jfues    Seeeloital. 


San  Juaij,  Febrero  iO  de  1868. 

■ 

% 

Vistos:  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal  contra 
don  Vicente  León,  como  cómplice  en  el  delito  de  rebelión, 
en  el  rol  de  mero  ejecutor,  de  los  cuales  resulta  establecido 
lo  siguiente : 

^0 — Que  el  procesado  riudió  servicio  público  en  clas^  de 
oficial  primero  á  la  Secretaría  de  Gobierno  por  nombramiento 
y  bajo  las  órdenes  del  Gobernador  de  hecho  José  B.  Molina^ 
y  por  espacio^ como  de  un  mes,  hasta  la  disolución  de  ese 
Gobierno  por  la  fuga  del  Gobernador ;  y  que  asevera  que  en- 
tran en  ese  término*algunos  dias  de  servicio  en  los  Gobiernos 
provisorios  de  Moyano  y  Soaji. 

2o — Que  recibió  el  sueldo  correspondiente  á  su  servicio,  y 
además  una  mensualidad  anticipada  del  Gobierno  Molina. 

3^ — Que  sabía,  por  sus  publicaciones  periódicas,  que  el 
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propósito  de  los  revolucionarios  era  derrocar  las  autoridades 
constituidas  de  la  Nación. 

Y  considerando :  que  el  primero  y  tercero  de  los  hechos 
espuestos  justifican  la  participación  activa  que  el  Fiscal  atribuye 
al  procesado,  en  el  delito  de  rebelión,  pues  que  con  conoci- 
miento del  propósito  de  ios  revolucionarios,  ó  de  que  estos 
eran  rebeldes,  se  plegó  á  ellos  rindiendo  servicio  público  en 
el  puesto  de  oficial  I*"  de  la  Secretaría  de  Gobierno,  que  el 
Gobierno  rebelde  lo  designó.' 

Que  el  segundo  de  los  hechos  mencionados  demuestra  tam- 
bién que  el  procesado  fué  objeto  dd  distinción  y  favor  espe- 
cial del  Gobierno  que  lo  llamó  á  su  servicio. 

Que  no  se  ha  probado  la  escepcion  de  fuerza  ó  violencia, 
no  espuesta  por  el  procesado  en  su  descargo,  y  alegada  por 
su  defensor  en  su  delensa  ;  ni  debe  presumirse,  tanto  por- 
que era  de  su  cargo  probarla,  según  derecho,  como  porque 
tiene  en  su  contra  el  propósito  rebelado  por  el  procesado  misr 
mo  en  su  descargo,  y  el  favor  y  distinción  que  mereció  del 
Gobierno  rebelde. 

Que  el  que  tenga  profesión  de  escribiente,  además  de  |no 
haberse  probado,  no  puede  justificarlo,  como  no  justificaría 
su  profesión  al  períodista  ó  militar  que  emplease  su  pluma  ó 
8u  espada  *para  servir  á  la  rebelión. 

Que,  sin  embaigo,  en  su  rol  de  subalterno  ó  mero  ejecutor, 
no  aparece  de  autos  circunstancia  especial  que  justifique  la 
agravación  de  la  pena  que  el  Fiscal  solicita,  ni  por  el  puesto 
que  ha  desempeñado,  ni  por  el  tiempo  que  loba  servido. 

Que  el  F4scal  carece  de  personería  para  pedir  y  este  Juzgado 
de  competencia  paia  ordenar  la  devolución  á  la  Provincia  de 
lo  que  el  procesado  confiesa  haber  recibido  como  sueldo  por 
su  servicio. 

Que,  por  fin,  de  estos  antecedentes  resulta  que  el  procesa- 
do es  reo  del  delito  de  rebelión,  con  responsabilidad  limitada 
al  mínimum  de  la  pena  establecida  por  la  ley. 

De  acuerdo  co»  estas  consideraciones  y  con  arreglo  á  lo 
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dispuesto  por  el  articulo  17  de  la  Ley  penal,  fallo  esta  causa  de- 
flnitivaniente  declarando:  que  el  procesado  Vicente  León  es  reo 
del  delito  de  rebelión  en  rol  de  mero  ejecutor,  y  condenándolo 
á  pagar  la  multa  de  trescientos  pesos  fuertes  á  favor  del  tesoro 
Nacional  ó  á  sufrir  la  pena  de  servicio  militar  en  las  fronte* 
ras  por  dos  años ;  notifiquese  original  y  repóngase  los  sellos 
oportunamente  eo  la  parte  que  corresponda. 

José  Benjamin  de  la  Vega. 


Apelada  la  sentencia,  fué  confirmada  por  este : 


Fallo  de  I»  Suprenuí  Corto. 

Buenos  Aires,  Septiembre  3  de  i 868. 

Vistos '. —  Por  sus  fundamentos,  y  de  coiiformidad  con  lo 
pedido  por  el  Señor  Procurador  General,  se  confirma  la  sentencia 
apelada  de  foja  veinte  y  ocho  vuelta,  y  previo  el  oficio  corres- 
pondiente al  Poder  Ejecutivo,  devuélvase. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.— Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — J*  B. 

GOROSTIAGA. 
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CAUSA    llCVlIi. 


Crimincdj  contra  D.  Carlos  Leon^   D.  Desiderio  Bravo^ 

D.  Julián  Aguiarj  D.  Remigio  Ferrar  y  D,  José 

M.  Zavalla^   por  delito  de  rebelión. 


Sumario. — l^  Elbaber  sido  inspector  de  policía  dorante  la 
rebelión,  y  haber  desempeñado  comisiones  para  el  equipo  del 
ejército  rebelde,  importa  una  cooperación  directa  al  sosten  de  , 
la  rebelión,  y  complicidad  ea  ese  delito. 

^  £1  Procurador  Fiscal  de  una  Sección  no  tiene  personería 
para  representar  á  la  Provincia  de  so  Sección,  en  demanda  de 
devolución  de  cantidad  de  pesos. 

30  Los  reos  de  un  delito  son  responsables  de  los  daños  y 
perjuicios  causados  por  él. 

A^  La  responsabilidad  civil  de  los  reos  comprende  la  repa- 
ración de  daños  y  perjuicios^  y  la  obligación  de  pagar  las  costas 
causadas  para  reclamarlos. 

&"*  Las  acciones  que  han  sido  materia  de  demanda,  contes  - 
tacion  y  sentencia,  no  pueden  ser  revocadas  para  otro  juicio. 
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Caso. —  D.  Carlos  León,  D.  Julián  Aguiar,  D.  José  M.  Za- 
valla,  D.  Remigio  Ferrer  y  D.  Desiderio  Bravo,  fueron  acu- 
sados como  cómplices  en  la  rebelión  de  las  Provincias  de  Cuyo 
contra  la  autoridad  Nacional;  León  por  haber  sido  comisario 
de  guerra  de  los  rebeldes,  haber  denunciado  mercaderías  para 
que  se  empleasen  en  el  vestuario  de  las  tropas  revolucionarias, 
y  haber  exhortado  á  sus  conciudadanos  á  la  revuelta ;  Aguiar, 
Zavalla  y  Ferrer  por  haber  sido  adjuntos  á  León  en  la  Comi- 
saría de  guerra ;  y  Bravo  por  haber  sido  inspector  de  Policía 
del  Gobierno  revolucionario,  haber  interpuesto  su  nombre 
particular  para  obtener  una  cantidad  de  estribos  para  los  re- 
beldes, y  haber  sido  proveedor  de  las  tropas. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan  pidió  con- 
tra el  primero  la  multa  de  600  fuertes,  y  la  restitución  al 
tesoro  provincial  de  600  ps.  bol.  recibidos  para  pagar  costuras; 
contra  Aguiar,  Zavalla  y  Ferrer  la  multa  de  300  fuertes,  contra 
Bravo  la  multa  de  1000  fuertes^  con  las  costas  in  solidum 
contra  todos. 

A  la  acusación  fiscal  se  adhirieron  los  Sres.  Quiroga  Hnos. 
pidiendo  que  Bravo  y  León  fueron  condenados  á  pagarles  la 
suma  de  1198  $  83  cts.  por  importe  de  mercaderías  que  les 
fueron  quitadas  para  equipar  el  ejército  rebelde  ;  y  por  cuanto 
León  era  el  comisario  y  proveedor  del  equipo  de  los  frebel- 
des  y  delator  de  las  casas  de  negocio  donde  existían  merca- 
derías, y  Bravo  el  Inspector  de  Policía  y  el  encargado  para 
i*ecibir  las  mercaderías  que  se  robaban. 

Se  adhirió  también  á  la  acusación  D.  IVifon  Romero,  pi- 
diendo que  León  fues>e  condenado  á  pagarle  la  suma  de  1276  ,$f 
65  cts.,  por  importe  de  mercaderías  que  le  habían  robado  para 
vestir  á  las  tropas  rebeldes.' 

El  defensor  de  León  contestó :  que  este  durante  la  rebelión 
no  habia  hecho  sino  repartir  costuras  de  ropa  para  las  tropas 
rebeldes,  y  que  la  ropa  no  era  artículo  do  guerra;  que  era 
falso  hubiese  denunciado  las  casas  de  comercio  que  tenían  gé- 
neros para  que  les  fuesen  quitados ;  que  no  fué  Comisario  de 
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guerra,  ni  ejerció  ningún  empleo  civil  ni  militar  durante  la 
rebelión;  y  que  por  consiguiente  no  podia  considerarse  reo 
del  delito  de  rebelión,  ni  responsable  de  los  efectos  que  ha- 
bían servido  para  equipar  el  ejército  rebelde. 

El  defensor  de  Bravo  contestó,  que  éste  no  fué  Inspector  de 
Policía  de  los  rebeldes,  siuó  del  Gobernador  Flores,  que  era 
Gobernador  legal ;  que  fué  por  orden  de  éste,  que  recibia  en 
depósito  el  dinero  y  mercaderías  que  los  ciudadanos  daban 
espontáneamente,  y  entregaba  á  su  vez  la  ropa  á  León  para  el 
reparto  de  costuras ;  que  por  consiguiente  no  era  reo  de  re- 
belión, ni  responsable  de  las  mercaderías  quitadas  á  los  Sres. 
Quiroga  Hnos.,  que  ni  siquiera  fueron  llevadas  á  la  Policía, 
sino  á  la  oficina  del  Estado  Mayor,  donde  también  se  repartían 
costuras. 

El  defensor  de  Aguiar,  Zavaüa  y  Ferrer,  después  de  haber 
dicho  que  los  tres  tomaron  parte  en  la  defensa  de  San  Juan 
contra  los  rebeldes,  y  no  haber  sido  adictos  á  la  causa  de  estos^ 
contestó  que  el  reparto  de  costuras  que  se  les  imputaba,  no 
constituya  un  delito,  ni  podia  hacerlos  considerar  como  cóm- 
plices y  ejecutores  en  la  rebelión. 

Producidas  las  pruebas,  y  ratificados  los  testigos  del  su- 
mario se  dictó  el 


Vallo  del  JTues  íleccional* 


San  Juan,  Enero  29  de  1868. 

Vistos:  El  Fiscal  acusa  á  D.  Desiderio  Bravo,  D.  Carlos 
León,  D.  Remigio  Ferrer,  D.  Julián  Aguiar  y  D.  José  María 
Zavalla,  como  cómplices  del  delito  de  rebelión  contra  las  au- 
toridades constituidas  de  la  Nación,  y  pide  se  les  corrija  con 
las  penas  que  su  acusación  espresa. 

D.  Abel,  D.  Isidro,  D.  Isaac  y  D.  Juan  Crisóstomo  Qüiroga 
se  querellan  civilmente  contra  Bravo  y  León,  por  el  valor  que 

T.  VI.  10 
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representan  los  recibos  de  fojas  43  y  44  (1198  ^  83cts.)  pro- 
cedentes de  mercaderías  sustraídas  por  la  fuerza,  de  la  casa  de 
negocio  de  la  Sociedad  Quiroga  Hnos.,  fundados  en  que  el 
primero  como  Jefe  de  Policía  y  el  segundo  como  Comisario  de 
Guerra  de  los  rebeldes,  y  ambos  como  denunciantes  de  las 
mercaderías  de  las  casas  particulares,  para  que  fuesen  sus- 
traídas, son  reos  del  delito  de  rebelión  y  responsable  de  los 
daños  que  se  han  .causado ;  y  pide  se  les  condene  al  abono  de 
esa  cantidad  con  el  interés  del  uno  y  medio  por  ciento  desde 
el  dia  del  despojo,  costos  y  demás  que  espresan  en  la  acu- 
sación. 

D.  Trifon  Romero  fundado  en  consideraciones  análogas,  se 
querella  también  contra  León  por  la  cantidad  1276  j^,  valor 
de  mercaderías  sustraídas,,  y  pide  se  le  condene  al  pago  de  este 
valor,  con  los  intereses  á  estilo  de  comercio  y  costas. 

Los  hechos  que  el  Fiscal  trae  á  consideración  para  fundar 
su  acusación,  contra  Bravo,  son :  1^^  haber  servido  de  Ins- 
pector General  de  Policía  por  nombramiento  de  los  rebeldes, 
durante  el  dominio  de  la  rebelión  ;  2^,  el  de  haber  interpuesto 
su  nombre  particular  á  fin  de  poder  obtener  una  cantidad  de 
estribos  que  debian  tomarse  para  equipo  de  las  fuerzas  rebel- 
des ;  y  3^^  el  de  haber  contratado  particularmente  construc- 
ción de  xopa  para  la  misma  fuerza. 

En  cuanto  al  primer  procesado  él  está  convicto  y  confeso  de 
haber  servido  ese  puesto  por  nombramiento  del  Gobierno  de 
Flores,  y  de  que,  terminado  este,  continuó  en  su  desempeño 
en  tiempo  del  Gobierno  de  Videla  que  le  sucedió ;  y  el  des- 
cargo fundado  en  la  legitimidad  de  aquel  Gobierno,  no  puede 
desvirtuar  el  cargo,  porque  aun  en  el  avanzado  supuesto  de 
haber  sido  él  de  oríjen  constitucional,  nunca  habrían  podido 
sus  mandatos  desligar  al  ciudadano  de  sus  obligaciones  para 
con  el  Gobierno  Nacional,  que,  como  la  constitución  y  las  leyes 
las  establecen,  son  de  primera  observancia. 

El  2^  está  justificado  por  las  declaraciones  de  los  testigos 
(Gallo,  D.  Victoriano),  Rodrigues  y  Gallo  (D.  Benito),  que  dicen 
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solicitó  los  estrivos  por  medio  de  un  hijo  suyo^  y  se  le  contestó 
que  para  é\  habia  con  cargo  de  pagarlos  al  contado  y  no  para 
la  Policía ;  y  que  cuando  el  niño  los  recibía  se  presentaron  él 
y  Aldao  á  quien  ordenó  se  le  entregasen^  pasando  la  cuenta  á 
la  Policía. 

El  3^  está  también  establecido  legítimamente  en  autos  por 
confesión  del  procesado  y  por  declaración  de  los  mismos  que 
se  ocuparon  en  cortar  las  ropas. 

Consta  también  del  proceso  (y  es  de  reglamento)  que  Bravo, 
como  jefe  de  Policía,  tenia 'á  su  orden  la  partida  de  Plaza,  y 
que  estaba  bajo  su  inspección  la  construcción  de  vestuarios 
para  la  tropa  de  los  rebeldes. 

Está  igualmente  establecido  que  se  llevaban  allí  para  repar- 
tirse á  la  tropa,  vicios  de  entretenimiento. 

Estos  hechos  (á  parte  de  otras  circunstancias  concurrentes 
de  menos  importancia  que  los  autos  demuestran),  unidos  á  los 
antecedentes  políticos  del  procesado  que  aparecen  también  en 
estos  autos  y  que  lo  ponian  en  relación  y  contacto  con  los 
rebeldes,  demuestran  espontaneidad  de  su  parte  en  los  hechos 
que  quedan  indicados. 

La  excepción  de  fuerza  ó  violencia  no  se  ha  justificado.  No 
basta  el  triunfo  de  les  rebeldes  sobi:j5  las  fuerzas  legales  que 
aquí  existen^  para  desligat  á  los  habitantes  de  la  Provincia  de 
h  obligación  de  fidelidad  para  con  el  de  la  Nación,  ni  para 
establecer  por  regla  general  que  todos  los  que  se  unieron  á 
ellos  por  sus  servicios,  procedían  impulsados  por  el  terror ; 
no  está  probado  en  autos  que  el  procesado  se  haya  encon- 
trado con  condiciones  de  temerlo. 

Los  servicios  prestados  á  particulares  que  sufrían  ó  eran  per- 
seguidos, para  salvarlos,  son  antecedentes  que  deben  tenerse 
en  consideración  como  ser  circunstancias  atenuantes ;  pero  no 
como  justificación  completa  del  hecho,  pues  no  prueban  la 
violencia  ni  otro  alguno  de  las  excepciones  justificativas  por 
derecho. 

En  cuanto  á  León,  los  hechos  son  :  1^*,  oí  de  haber  servido 
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de  Comisario  de  guerra  ;  2'\  denuncia  de  mercaderías  ó  aviso 
á  los  rebeldes,  de  las  casas  en  que  debian  encontrarlas ;  3^, 
regalar  y  obsequiar  á.  cabecillas  de  la  rebelión. 

No  es  exacto  que  haya  sido  Comisario  de  guerra,  porque 
la  comisión  de  hacer  cortar  y  coser  ropa  para  la  tropa,  que 
ejerció,  no  prueba  el  ejercicio  de  aquel  empleo,  sino  el  de  Co- 
misario para  el  objeto  espresado. 

El  segundo  hecho  está  probado  por  la  declaración  del  testigo 
presencial  Manuel  Yorquesa  y  por  los  concurrentes  de  los  tes 
ligos  Card,  Martinez,  Ferreyra,  Perramon,  Nuñez,  Lenoir, 
Roselot,  Aguiar,  Igarzabat,  Balmaceda  y  Carrasco  (57,  6  vuel- 
ta y  15,  6  y  14,  16  vuelta  y  17,  18  vuelta,  20,27,28,  30, 
34,  36,  50,  60,  96  y  101),  aunque  debe  tenerse  presente  la 
menor  idoneidad  del  testigo  Martinez  por  su  edad ;  y  ninguno 
de  estos  antecedentes  probatorios  se  encuentra  desvirtuado  en 
autos  por  la  prueba  que  por  parte  del  procesado  se  ha  produ- 
cido, pues  la  nota  puesta  por  Carrié  al  pié  del  recibo  de  foja 
94,  á  parte  de  que  es  un  documento  privado,  contradicho  y 
no  comprobado  por  las  declaraciones  de  los  testigos  Card, 
Méndez,  Luna  y  D*  Josefa  Ábrego  (f.  45,  46,  48  y  150  vuelta), 
y  por  la  cuenta  original  de  foja  152,  la]]esplicacion  de  haber 
sido  el  medio  de  una  transacción  privada  entre  el  procesado  y 
Carrié  por  el  valor  de  las  ollas,  que  viene  á  corroborarlos. 

£1  contenido  del  3^^  de  los  puntos  propuestos,  que  se  halla 
justificado  debidamente  en  los  autos,  concurre  con  lo  espuesto 
en  el  párrafo  que  precede,  con  la  participación  del  procesado  en 
los  regocijos  de  los  rebeldes,  con  la  amistad  y  buena  relación 
á  que  ellos  le  ligaba,  y  con  otros  antecedentes  análogos  que 
el  proceso  espresa,  á  demostrar  la  espontaneidad  de  sus  ser- 
vicios ;  mientras  que  no  se  ha  justificado  por  su  parte  la  es- 
cepcion  de  miedo,  fuerza  ó  violencia  ó  hechos,  que  puedan 
fundar  racionalmente  en  presencia  de  las  pruebas  que  lo  im- 
pugnan y  convencen  de  lo  contrario. 

Con  respecto  al  servicio  particular  que  parece  prestó  don 
Remigio  Ferrer,  para  salvarlo  del  .peligro  que  corría,  queda 
espuesto  ya  lo  que  corresponde. 


I 
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Mientras  tanlo,  en  los  actos  que  determinan  la  conducta  de 
los  procesados  Bravo  y  León,  durante  el  dominio  de  los  re« 
beldes,  según  aparece  del  proceso,  no  se  encuentra  antecedente 
que  demuestre  la  fidelidad  de  ellos,  á  las  autoridades  Consti- 
tucionales de  la  Nación,  que  se  trataba  de  derrocar.  La  cir- 
*cunstancia  de  haber  León  tomado  parte  de  la  fuerza  que  guar- 
necía la  plaza  en  los  momentos  del  peligro,  pierde  la  impor- 
tancia que  debiera  tener  en  ese  sentido,  ante  la  significaciou 
de  los  hechos  de  su  conducta  ulterior 

Eo  cuanto  á  Aguiar  aparece  solamente  que  fui^  agregado  á 
León  para  ayudarlo  en  la  Comisión  de  hacer  cortar  y  coser 
ropa  de  uniforme,  qua  asistió  por  tres  ó  cuatro  días,  que  eje- 
cutó la  comisión  de  citación  que  su  declaración  espresa,  y 
después  renunció ;  pues  es  lo  único  que  consta  en  su  decla- 
ración y  confesión,  y  no  se  ha  probado  que  haya  hecho  mas. 

Con  respecto  á  Ferrer  lo  que  consta  de  lo  que  él  mismo  ha 
declarado,  en  que  fue  nombrado  para  acompañar  á  León;  que 
asistió  un  dia  y  renunció,  fundado  en  que  era  inútil  su  pre- 
sencia, por  cuanto  León  lo  disponía  todo ;  que,  quitada  á  León 
la  Comisión  la  confirió  el  jefe  de  Policía  á  él  y  á  Zavalla,  y 
que  lo  ejercieron  como  15  ó  20  dias  bajo  las  inmediatas  ór- 
denes de  la  Policía.    Mo  se  ha  probado  que  haya  hecho  mas. 

Zavalla  declara  que  recibieron  efectivamente  esa  Comisión ; 
que  la  desempeñaron  hasta  completar  el  tiempo  de  5  ó  6  dias 
que  duraron  las  costuras ;  y  que  después  los  entretuvo  el  (Za- 
valla) en  su  poder  por  10  ó  12  dias  hasta  poder  arreglar  sus 
negocios  y  emigrar  como  lo  hizo ;  pero  que  Ferrer  iba  poco 
á  la  Comisión.  Y  tampoco  no  se  ha  probado  que  haya  hecho 
mas. 

Pero  los  antecedentes  políticos  de  los  tres  (Aguiar,  Za- 
valla y  Ferrer)^  su  conducta  anterior  al  dominio  de  los  rebel- 
des, las  subsiguientes  persecuciones,  prisión  y  emigración  de 
Ferrer,  la  conspiración  de  Aguiar  y  Zavalla  contra  la  situación 
política  creada  por  la  rebelión,  la  causa  determinante  de  la 
aceptación  de  Zavalla  y  lo  demás  que  con    respecto  á  todos 
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se  enc'ientra  establecido  en  la  prueba  producida  en  su  des- 
cargo, demuestran  su  fidelidad  á  las  autoridades  legal  mente 
constituidas,  y  que  no  existia  en  ellos  el  propósito  definido  por 
el  art.  14  de  la  ley  penal  de  i4  de  Setiembre  de  1863;  y  su 
falta  hace  que  tampoco  exista  con  respecto  á  ellos  el  delito  de 
rebelión,  aun  que  por  una  condescendencia,  que  debe  califi"- 
carse  de  culpable,  porque  no  aparece  que  se  haya  ejercido  sobre 
ellos  fuerza  ó  violencia  que  los  impulsara,  se  hayan  prestado 
á  rendir  servicio  que  confiesan^  y  aun  que  ese  servicio  fuera 
como  en  efecto  ha  sido,  en  bien  de  los  propósitos  de  la  re- 
volución. 

Que  los  hechos  que  quedan  establecidos  con  respecto  á  Bravo 
y  á  León  eran  en  bien  de  los  propósitos  de  la  rebelión,  resulta 
también  de  la  naturaleza  misma  de  ello  y  de  los  demás  antece- 
dentes que  surjen  del  proceso. 

La  atención  del  Gobierno  que  surgió  en  la  situación  que  se 
formó  bajo  el  dominio  de  los  rebeldes,  estaba  consagrada  prin- 
pálmente  á  atender  y  satisfacer  las  necesidades  del  ejército 
rebelde ;  y  Bravo,  como  agente  y  ejecutor  inmediato  de  las 
órdenes  de  ese  Gobierno^  en  su  rol  de  Inspector  General  de 
Policía,  concurría  á  ese  mismo  fin,  ya  por  las  funciones  mis- 
mas de  su  empleo,  ya  por  las  comisiones  de  hacer  preparar 
ropa  para  vestir  la  tropa,  y  de  repartir  ó  de  suministrar  vicios 
de  entretenimiento^  y  ya  también  proporcionando  útiles  de  equi- 
pos para  el  soldado. 

La  comisión  de  hacer  cortar  y  hacer  ropa,  que  León  desem- 
peñó y  las  denuncias  de  las  existencias  de  mercaderías  que  ha- 
cia, para  que  se  tomasen  con  la  fuerza,  refluyen  también  en 
bien  del  propósito  de  la  rebelión,  pues  que  la  ropa  se  hacia  y 
las  mercaderías  se  tomaban  con  el  definido  objeto  de  vestir  las 
tropas  de  la  revolución. 

La  ropa  con  que  se  viste  el  soldado^  la  carne  con  que  se 
alimenta,  el  caballo  que  le  sirve  de  medio  de  movilidad,  se 
dinero  con  que  lo  paga  y  lo  demás  que  se  necesita  para  el 
sostenimiento  de  un  ejército,  lo  mismo  que  las  armas,  pól- 
vora y  munición  son  recursos  de  guerra,  cuando  se  destinan  á 
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esle  fin,  porque  si  ^tos  sirven  lambien  para  salvar  las  necesi- 
dades apremiantes,  mejorar  las  condiciones  de  vida,  mantener 
la  moral  y  formar  el  espíritu  y  decisión  del  soldado,  y  son, 
por  el  contrario,  inocentes  unas  y  otras  cuando  se  destinan  á 
los  usos  particulares  del  hombre. 

Bravo  por  su  empleo  á  las  órdenes  del  Gobierno  rebelde, 
no  solo  fué  jefe  de  la  oficina  de  Inspección  de  Policía,  consa-- 
grada  entonces  principalmente  al  servicio  de  la  rebelión,  como 
se  ha  visto  ;  sino  que  también  del  cuerdo  de  fuerza  armada  que 
lleva  el  nombre  de  «Guardia  Municipab  y  la  pena  que  el  Fis- 
cal pide  se  le  aplique  es  el  minimum  de  la  establecida  por  la 
ley  penal  en  su  artículo  16  contra  Jos  que  ejercen  mando 
subalterno. 

La  responsabilidad  penal  en  que  ha  incurrido  Leon^  como 
ejecutor  de  la  comisión  de  hacer  cortar  y  coser  ropa  de  uni- 
forme para  las  tropas  revolucionarias,  y  por  su  participación, 
en  los  arrebatos  á  mano  armada  de  intereses  de  propiedad  par- 
ticular, no  puede  ser  menos  que  la  estimación  que  hace  el  Fis*' 
cal  en  su  vista,  al  pedir  se  le  aplique  la  pena  de  600  fts. 

Escusado  es  ocuparse  de  la  devolución  de  los  600  fls,  á  la 
Provincia,  porque  el  Fiscal  no  tiene  personería  para  demandar 
por  elto  en  juicio,  y  porque  aunque  lo  tuviera,  el  Juzgado 
carece  de  competencia  para  los  casos  en  qne  la  Provincia 
sea  parte. 

Es  constante  en  derecho  que  los  reos  de  un  delito,  como 
autores  ó  como  cómplices,  son  responsables  de  daños  y  per- 
juicios causados  por  él. 

Para  resolver  ante  la  luz  del  principio  espuesto,  la  cuestión 
suscitada  entre  los  querellantes  por  acción  civil  y  el  defensor 
délos  procesados  León  y  Bravo,  sobre  la  responsabilidad  civil 
que  aquellos  atribuyen  á  éstos  y  que  el  detensor  niega,  es  ne- 
cesario hacer  distinción  entre  los  actos  dañosos  y  perjudiciales 
que  se  han  ejecutado  durante  la  rebelión  por  individuos  par- 
ticulares, de  su  propia  cuenta  y  con  fin  puramente  particular, 
L  los  que  se  han  realizado  por  mandato  y  bajo  la  autorización 
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de  los  representaates  del  poder  de  la  revolución  cod  el  propó- 
sito de  auxiliarla,  fomentarla  y  vigorizarla.  Los  primeros  son 
privados^  como  que  lo  ejecutan  particulares,  por  su  sola  vo- 
luntad, de  su  propia  cuenta  y  con  fin  limitado  á  sus  mal  en- 
tendidas conveniencias  personales ;  y  los  segundos  son  públicos 
ú  oficiales,  como  que  se  ejecutan  por  autorización  y  mandato 
del  poder  y-  en  bien  de  los  propósitos  de  la  revolución. 

No  es  la  revolución  que  causa  los  primeros,  aun  cuando  el 
trastorno  presente  la  oportunidad  ú  ocasión  de  ejecutarlos  impune- 
mente, pero  si  los  segundos  que  se  ejecutan  por  los  órganos 
autorizados  de  ella  y  en  bien  de  sus  fines  ó  del  propósito  general 
de  los  completados  para  llevarla  á  cabo.  Los  primeros  no  están 
bajo  el  alcance  de  la  intención  de  los  complicados  en  el  delito, 
porque  no  se  desprende  inmediatamente  de  este,  ni  se  rela- 
cionan conél,  ni  concurre  de  inmediato  con  él,  pero  lasegundasí, 
porque  quien  acepta  sufrir  y  marcha  en  pos  de  su  consecución 
se  entiende  que  consiente  en  los  medies  que  se  emplean  para 
llegar  á  él.  Los  primeros  tienen  el  carácter  de  delitos  comunes 
puramente  ante  la  ley  de  la  materia,  que  manda  sean  reprimi- 
dos con  la  pena  mayor  que  á  ellos  corresponda  (art.  i 8)  y 
los  segundos  son  considerados  por  ella  como  circunstancias 
agravantes  de  la  responsabilidad  penal  del  delito  de  rebelión 
(art.  15).  Es  pues  entonces  limitada  á  sus  agentes  la  responsa- 
bilidad civil  que  causan  los  primeros,  mientras  que  los  que 
causan  los  segundos  alcance  á  todos  los  que  se  hayan  hecho 
reos  del  delito  de  que  proceden. 

« 

Por  lo  que  de  autos  resulta  justificado,  los  hechos  que  fun- 
dan la  acción  civil  de  los  querellantes  han  sido  ejecutados  por 
su  mandato  y  bajo  la  autorización  de  los  representantes  del 
poder,  y  en  favor  de  los  propósitos  de  la  rebelión,  pues  que 
las  mercaderías  se  tomar(»n  por  orden  del  Gobierno  del  Estado 
Mayor  del  ejército  rebelde,  se  llevaron  á  la  mayoría  y  eran 
destinados  al  consumo  del  mismo  ejército  ;  no  están  en  el  rol  de 
los  hechos  particulares  y  de  fin  personal  y  limitado,  que  en  el 
párrafo  anterior  quedan  definidos ;   sino  en  el  de  los  públicos 
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y  concurrentes  al  fin  general  que  también  se  han  determinado ; 
y  la  responsabilidad  civil  que  de  ellos  nace,  no  puede  menos 
de  alcanzar^  con  arreglo  á  lo  dispuesto^  á  ios  procesados  Bravo 
y  León,  que,  como  se  han  demostrado  son  cómplices  en  el 
delito  de  rebelión. 

La  querella  de  los  Quirogas  resula  justificada^  en  cuanto 
al  hecho  y  la  cantidad,  por  los  documentos  de  f.  4,  3  y  44, 
no  contradichos,  y  por  la  prueba  que  han  producido. 

La  querella  de  Romero  resulta  también  fundada  en  la  parte 
que  apoya  la  cuenta  de  f.  89  y  los  documentos  de  su  referen- 
cía;  pero  no  en  cuanto  á  la  cuenta  de  f.  90  que  no  ha  jus- 
tificado. 

Por  estas  consideraciones  y  teniendo  también  presente  que 
la  responsabilidad  civil  de  los  procesados  comprende,  según 
derecho,  la  obligación  no  solamente  de  indemnizar  los  daños 
y  perjuicios  sino  también  las  costas  causadas  que  los  quere- 
llantes reclaman ;  fallo,  definitivamente  esta  causa  declarando* 
— 1^,  que  los  procesados  Bravo  y  León  son  reos  del  delito  de 
rebelión^  el  primero  en  el  rol  que  previene  el  art.  16  de 
la  ley  penal,  y  el  segundo  como  mero  ejecutor;  —  2^, 
que  ambos  son  responsables  á  favor  de  los  querellantes  Qui- 
roga  por  la  cantidad  de  1198  pesos  83  cts.  con  sus  intereses  á 
estilo  de  comercio  desde  el  15  de  Febrero  del  año  próximo 
pasado  hasta  la  vcrillcaciou  del  pago,  por  razón  de  daños  y 
perjuicios,  y  de  las  costas  causadas ; — 3^,  que  León  es  res- 
ponsable^ á  favor  del  querellante  Romero,  en  pago  de  toda 
indemnización  por  la  cantidad  de  seis  cientos  sesenta  y  seis 
pesos,  con  sus  intereses  á  estilo  de  comercio  desde  el  30  de 
£n<^ro  de  1867  hasta  que  realise  el  pago  de  ella,  también  por 
daños  y  perjuicios,  y  de  las  costas  causadas;  y— 4<*,  que  los 
procesados  Ferrer,  Aguiar  y  Zavalla  no  son  reos  del  delito  de 
rebelión.  En'  su  virtud  condeno  al  primero  en  la  multa  de 
mil  y  al  segundo  en  la  seiscientos  pesos  fuertes  á  favor  del 
Tesoro  Nacional,  y  en  su  defecto,  al  primero  á  sufrir  la  pena 
de  destierro  por  4  años^  y  al  segundo  la  de  servicio  militar  en 
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las  fronteras  por  4  años,  con  costas ;  á  ambos  al  pago  por  mi- 
tad del  principal,  réditos  y  coalas  que  quedan  determinados  á 
favor  de  los  querellantes  Quiroga;  y  áLeon  al  pago  del  prin- 
cipal, réditos  y  costas  que  quedan  también  determinadas  á 
favor  del  querellante  Romero ;  absuelvo  á  los  dos  del  reclamo 
del  duplo  que  hacen  los  querellantes  Quiroga,  por  cuanto  no 
es  arreglado  á  los  principios  del  derecho  vigente,  y  porque 
quedan  ellos  justamente  reparados  con  la  indemnización  or- 
denada, y  absolviendo  también  de  la  acusación  á  los  procesa- 
dos^ Ferrer,  Aguiar  y  Zavalla,  mas  no  del  pago  de  sus  costas. 
Notifíquese  en  el  espediente  original  y  repónganse  los  sellos. 

José  Benjamín  de  la   Vega. 


Apelaron  de  esta  sentencia  León  y  Bravo  para  que  se  les 
absolviera  de  toda  acción^  y  Romero  para  que  se  condenase  á 
León  al  pago  de  toda  la  suma  demandada  por  él,  o  se  le  reser- 
vara para  otro  juicio  la  acción  relativa  á  la  cantidad  no  admi- 
tida por  la  sentencia. 

El  señor  Procurador  General  pidió  la  confirmación  de  la 
sentencia  apelada,  prescindiendo  del  reclamo  civil  de  los  Sres. 
Quiroga  y  Romero. 


Fallo  de  la   Htiprema  Corte. 


Buenos  Aires,  Septiembre  3  de  1868. 

Vistos: — Y  considerando  que  las  acciones  que  han  sido  ma- 
teria de  demanda,  contestación  y  sentencia  no  pueden  ser  re- 
servadas para  otro  juicio,  no  se  hace  lugar  á  lo  pedido  en  la 
adhesión  del  recurso ;  y  por  sus  fundamentos  y  lo  espuesto  y 
pedido  por  el  señor  Procurador  General  en  su  vista  de  foja 
tres  cientos  treinta  y  nueve,  se  confirma  la  sentencia  apelada 
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de  foja  doscientos  noventa  y  tres,  y  previo  el  oficio  correspon- 
diente al  Poder  Ejecutivo  devuélvanse,  satisfechas  que  sean 
las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. — 
J.  B.  Gorostiaga. 


€AUI»A  TLCWIL. 


Don  José  Coelho,  contra  D.  P,  E.  Hartenfelds^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario, — No  produciéndose  prueba  por  ai  actor,   se  está 
á  lo  que  declara  el  reo. 


Caso. —  Don  Juan  Coclho  recibió  encargo  de  D.  P.  E.  Har- 
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tenfelds  para  desembarcar  uaa  madera  procedente  del  buque 
«Psycbe». 

Espuso  Coelho,  que  parte  de  dicha  madera  cargada  en  las 
lanchas  «Lolita»  y  «Eduardita»,  en  15  y  16  de  Abril  de  1868 
con  2850  piezas  la  primera  y  1900  la  segunda,  no  pudo  ser 
descargada  sind  en  20  de  Abril  y  4  de  Marzo  siguiente,  porque 
Harienfelds  no  consiguió  carros  que  hicieran  la  descarga  por 
la  batería  como  estaba  convenido,  por  lo  que  Coelho  tuvo  que 
mandar  descargar  las  lanchas  en  la  Boca  del  Riachuelo. 

En  visto  de  lo  espuesto  demandó  á  Hartenfelds,  por  el  pago 
de  22,280  ^  por  flete,  acarreos  y  estadías. 

Hartenfelds  reconoció  deber  el  flete  y  carretaje  pero  no  las 
estadías,  porque  el  convenio  con  Coelho  era  de  que  este  debia 
ocuparse  de  la  descarga  y  carretaje,  debiendo  el  demandado 
recibir  la  madera  en  tierra  y  no  á  bordo  de  las  lanchas. 

Que  aunque  no  fuese  ast^  Coelho  no  tendría  derecho  á  es- 
tadías, porque  los  artículos  183  y  188  del  Código  de  Comercio^ 
no  le  dan  ese  derecho,  imponiendo  al  acarreador  otras  obli- 
gaciones que  Coelho  no  cumplió. 

Que  por  consiguiente  no  debia  sino  10,780  $  m/c.  por  lan- 
chaje y  carretaje,  de  cuya  suma  debia  deducirse  la  de  4000  § 
m/c.  que  ya  habia  pagado. 

Al  mismo  tiempo  reconvino  á  Coelho  por  el  pago  de  una 
cuenta  de  8056  ^  m/c.  cuyo  importe  dijo  que  le  adeudaba  aquel. 

Coelho  negó  la  deuda  de  esta  cuenta,  diciendo  que  era  in- 
exacta en  el  número  de  los  artículos  y  en  el  precio. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  estos  puntos. 

1^  Si  el  convenio  celebrado  para  la  descarga  de  la  madera 
fué  con  la  condición  de  que  Coelho  se  hacia  cargo  de  ponerla 
en  tierra,  corriendo.  Coelho  con  el  alquiler  de  las  lanchas  y 
carretas.  2""  Si  las  estadías  de  la  cLolitai)  ascienden  á  catorce 
dias,  y  las  de  la  cEduardita»  á  diez  y  siete. 

Solo  Coelho  presentó  pruebas,  y  estas  se  redujeron  á  pro- 
ducir la  constancia  oflcial  de  la  descarga  y  sus  fechas,  de  la 
protesta  hecha  contra  Hartenfelds,  y  de  posiciones  en  las  que 
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Hartenfelds  declaró  qnc  Coelho  había  lomado  á  su  cargo  ia 
descarga  con  lancha  y  carros,  y  que  habia  pagado  el  porte  de 
las  maderas  en  el  ferro-carril  del  Norte. 


Fallo  del  Jíiieis  (Seccional 


Buenos  Aires,  Julio  14  de  1868. 

Y  Vistos ;  los  presentes  autos  iniciados  por   D.   Juan  José 
Coelho,  contra  el  Sr.  Harlenfels,  hijo,  por  cobro  de  pesos,  pro- 
venientes de  lanchaje  y  estadías  en  la  descarga  de  madera  de  la 
barca  danesa  «Psyche» ;  Considerando:  1»,  que  el  demandante 
cobra  22,280  pesos  moneda  corriente,  cuenta  de  foja  4,  inclu- 
yendo 31  dias  de  demora  causadas,  á  razón  de  500  pesos  por 
día;  14  dia  al  cLoIita»   y  17  al  <rEduarditoi> ;  2%  que  el  de- 
mandante se  escepciona  reconociendo  como  de  legítimo  abono, 
solamente,  las  partidas   de  lanchaje^   7,180  peso^,   y   la  de 
3,600  de  carretaje,  en  todo  diez  mil  setecientos  ochenta  pesos ; 
y  rebajando  de  esa  suma  los  4000  pesos  que  ha  recibido  Coel- 
ho,  queda  un  saldo    contra  Hartenfels  de  6,780  pesos,    los 
mismos  que  este  se  allana  á  abonar ;  3",  que  aun  cuando  el  de- 
mandado no  ha  producido  prueba  alguna  de  su  escepcion,  el 
demandante  tampoco  ha  probado  su  acción  ;  pues  debia  hacerlo, 
desde  que  en  su  cuenta  de  f.  4  figura  la  partida  corretaje  por 
60,000  piiás,  tres  mil   seiscientos  pesos ;  y  era  de   su  deber 
comprobar  que  el  cLolita»  y  el  cEiluardita:»  no  habian  entrado 
en  esa  cuenta,  como  materia  de  un  convenio  anterior  y  que  dio 
origen  al  segundo ;  ¥,  que  la  protesta  corriente  á  fojas  5  y  6, 
hecha  el  dia  siguiente  de  la  carga  de  la$  [anchas,  no  es  prue- 
ba directa  del  convenio,  ni  tampoco  lo  es  la  circunstancia  de 
haber  pagado  los  Wagones  Hartenfelds  como  este  lo  confiesa 
á  f.   33,  absolviendo  la  5^  posición  del  demandante,  la  que 
tiene  varias  espHcaciones,  y  la  mas  racional,  y  mas  pronta  es- 
pedícion  de  la  descarga;  sin  que  esto   importe   alterar  el  con- 
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trato  en  lo  sucesivo,  siendo  por  esto  que  se  cobra  corretaje  por 
el  demandante  sin  embargo  de  ese  pago  de  Wagones ;  G"",  que  la 
cuenta  de  f.  13  con  la  que  secontredemanda  á  Coellio,  descono- 
cida por  el  demandante  es  materia  de  otro  juicio.  Por  estas 
consideraciones  fallo,  declarando  de  legítimo  abono  la  suma 
de  6,780  pesos  moneda  corriente,  que  deberá  pagar  Hartenfelds 
dentro  de  diez  dias  ;  y  atento  á  que  el  demandante  ha  cobrado 
mas  de -lo  que  se  le  debe,  son  á  su  cargo  las  costas  del  juicio; 
y  definitivamente  juzgando,  así  lo  proveo,  debiendo  reponerse 
el  sello. 

Carlos  Eguia. 


Cociho  apelo  y  áe  le  concedió  el  recurso. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  5  de  1868. 

Vistos: — Por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  cuarenta,  y  satisfechas  aquellas,  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José   Barros    Pazos. — J. 

B.  GOROSTIAGA. 
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CAUSA    €. 


Rodríguez  Balmaceda  y  C»,  contra  el  Fisco  Nacional, 

por  cobro  de  pesos.  * 


Sumario. — La  Nación  no  puede  ser  demandada  ante  los  Tri 
bunales  Federales. 


Caso. —  Los  Sres.  Rodríguez  Balmaceda  y  C^  comerciantes 
de  San  Juan,  demandaron  al  Fisco  Nacional  para  que  les  de- 
volviese una  cantidad  de  pesos,  que  habian  pagado  indebida- 
mente por  error,  por  derechos  de  aduana,  pues  ya  los  habian 
pagado  durante  la  rebelión  por  orden  de  las  autoridades  revo- 
lacionarias,  cuyo  pago  habia  sido  declarado  legítimo  en  estos 
casos  por  la  Suprema  Corte. 

El  Procurador  Fiscal  contestó  que  la  Nación  no  era  deman- 
dable,  y  que  este  caso  no  era  igual  al  de  Garaffa  y  otros,  en 
que  la  Nación  era  parle  demandante,  y  no  demandada. 

Replicaron  los  actores  que  si  la  Nación  no  era  demandable, 
lo  era  el  Fisco,  como  resulta  de  las  leyes  de  Indias,  que  la 
Constitución  ha  dejado  en  vijencia,  y  que  son  leyes  Nacionales. 
LL.  6*  y  12*,  tít.  5^,  lib.  2° ;  y  que  su  demanda  era  dirigida 
contra  el  Fisco,  y  no  á  la  Nación. 
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Fallo  del  Jíuez  Seeelonal . 

San  Juan,  Junio  10  de  1868. 

Vistos  :  y  considerando ;  que  la  demanda  versa  sobre  acción 
de  indebüo  pro  errore  soluto  que    el  actor,  en  nombrefy  re- 
pesentacion^  de  la  casa  Bodriguez  Balmaceda  y  C<^,  deducen 
contra  el  Fisco  Nacional  que  según  esto,  son  parte  directa  y 
principalmente  interesada  en  el  presente  juicio,   como  actora 
la  casa  Rodríguez  Balmaceda  y  G^;  y  como  demandado  la  Na- 
ción; que  aunque  este  Juzgado  había  asumido  jurisdicción, 
conocida  y  fallada  el  12  de  Julio  de  1865  en  causa  análoga  de 
menor  cuantía  entre  D.  Desiderio  Bravo   como  actor,  y  la  Ad- 
ministración* de  Renta  Nacionales  de  esta  ciudad  como  deman- 
dada^ tomando  en  todo  su   amplitud  jurídica  la  palabra  «parte» 
del  art.  100  de  la  Constitución,  como  mas  conforme  á  la  Ju- 
risprudencia anterior  á  la  misma  Constitución,  y  á  los  prin- 
cipios de  equid«id  y  justicia  que  están  mas  en  armonia  con  el 
réjimen  democrático  por   ella  establecido  ;  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  ocupándose  directa  y  especialmente  del  caso  en  la 
causa  promovida  por  el  notable  jurisconsulto  Dr.  D.  Jiían  Car. 
los  Gómez,  como  representante  de  su  hermano  D.José  Cándido 
Gómez,  en  la  cual  sostenia  aquel  la  competencia.de  los  Tri- 
bunales Nacionales  para  los  asuntos  en  que  la  Nación  sea  parte 
demandada^  ha  resuelto  por   segunda  vez  dando  á  la  palabra 
cpartei»  del  citado  ^rt.  de  la  Constitución  una  interpretación 
restrictiva,  y  declarando  que  la  Nación  no  es  parte  demanda- 
ble  (causa  77,  pág.  43,  del  tom.  2®,  de  la  publicacion'de  los  Fallos 
por  su  Secretario) ;  y  que  los  juzgados  de  U  Instancia  deben 
subordinar  sus    procedimientos   á  la  jurisdicción  establecida 
por  las  resoluciones  de  su  Superior  en  cuanto  al  alcance  de 
la  justicia  Federal ;  declaro ;  que  este  juzgado  os  incompetente 
para  conocer  y  resolver  en  la  presente  demanda ;  notifíquese 
original  y  repónganse  los  sellos  en  la  parte  que  corresponda. 

José  Benjamín  de  la  Vega, 
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Fallo  de  la  Suprema  Corte» 

Buenos  Aires,  Septiembre  5  de  1868. 

Vistos: — No  pudiendo  ser  demandada  la  Nación  ante  los 
Juzgados  Federales,  como  lo  tiene  ya  declarado  la  Suprema 
Corte,  en  el  caso  citado  por  el  Juez  de  Sección,  y  en  otros 
análogos,  se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  seis, 
con  costas ;  y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,  devuél- 
vanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.— Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — J.  B. 

GOROSTIAGA. 


CAUSA     €?I. 


Ü.   Vicente  Ceballos^   cantiga  D.  Casimiro  Solanet^ 
sobre  diligencias  probatorias. 


Sumario. — í^  El  cotejo  de  firmas  solicitado  por  una  de  las 
partes,  dentro  del  término  probatorio,  puede  mandarse  ejecu-* 
tar  aun  después  de  vencido  este. 

2^  El  término  probatorio  se  señala  á  las  partes  para   que 

T.  VI.  il 
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dentro  de  él  pidan  las  diligencias  de  prueba^  y  no  al  Juez  para 
que  las  evacúe. 

3^  El  juez  puede  recibir  fuera  del  término,  las  pruebas  pe- 
didas dentro  de  él,  y  ordenar  de  oficio  las  diligencias  que 
juzgue    convenientes  para  descubrir  la  verdad. 


Caso. —  Don  Casimiro  Solanet  interpuso  una  demanda  contra 
D.  Vicente  Ccballos,  siendo  reconvenido  por  este. 

Se  abrió  á  prueba  la  causa  el  23  de  Marzo  de  1868. 

En  26  del  mismo,  Cebaltos  [pidió  ampliación  del  término 
probatorio^  que  por  tal  razón  quedó  en  suspenso. 

El  incidente  de  ampliación  quedó  resuelto  en  22  de  Abril. 

Prorogado  el  término  por  los  treinta  dias  de  la  {ey,  Solanet 
en  il  de  Mayo,  defirió  por  si  mismo,  y  preguntó  á  Ceballos 
si  era  suya  una  carta  que  adjuntaba. 

Ceballos  negó  la  carta,  y  en  i 5  de  Mayo  Solanet  pidió  las 
diligencias  prescriptas  por  los  artículos  i  54  inc.  2^),  155,  y 
acompañó  los  documentos  para  el  cotejo  anticipándose  á  las 
prescripciones  de  los  artículos  162  y  172. 

Vencido  el  término  probatorio^  Solanet  pidió  se  verificaran 
las  diligencias  de  cotejo. 

Ceballos  se  opuso,  por  no  haber  realizados  aquellos  dentro 
del  término. 

Fallo  del  Jíiiea  Seeeional. 

Buenos  Aires,  Agosto  3  de  1868. 

M  vistos  :  Atento  á  que  el  Procurador  Reynal  por  D.  Casi- 
miro Solanet  ha  solicitado  en  tiempo  oportuno  las  diligencias 
de  cotejo  ordenadas  por  el  auto  reclamado  de  foja  136,  como 
asi  consta  de  su  escrito  de  f.  64,  no  ha  lugar  con  costas  á  lo 
solicitado  por  el  escrito  de  f.  139.  En  su  virtud  llévese  á  de- 
bida ejecución  el  auto  reclamado  y  oportunamente  se  señalará 
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día  para  la  coiagarencia  de  las  partes.  Y  atento  á  la  apelación 
que  en  subsidio  se  )K>^rpone^  se  concede  el  recurso  en  rela- 
ción para  ante  la  Suprema  Co^ii^  de  Justicia  Nacional,  á  donde 
se  pasarán  los  autos  en  la  forma  de  «^Uo. 

Falle  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  5  de  1868. 

Visto :  y  Considerando ;—  Primero,  que  el  término  proba- 
torio se  señala  á  las  partes  para  que  dentro  de  él  pidan  las 
diligencias  de  prueba,  no  al  Juez  para  que  las  evacúe ;  pudien^ 
do  suceder  que  por  el  recargo  de  su  despacho,  por  los  inci- 
dentes que  ocurran,  y  por  la  naturaleza  misma  de  los  medios 
de  justificación  que  necesiten  emplear  los  interesados  para  es- 
tablecer sus  derechos,  sea  materialmente  imposible  que  la  prue^ 
ba  se  produzca  en  el  mayor  término  de  la  ley; — Segundo^ 
que  la  facultad  del  Juez  para  recibir  prueba  fuera  del  término, 
se  deduce  claramente  del  artículo  ciento  dos  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos, que  lo  autoriza,  en  el  caso  de  que  las  partes 
omitiesen  pedir  las  dilijencias  conducentes  á  ese  objeto 
para  ordenar,  de  oficio  que  se  practiquen  las  que  juzgase  con- 
venientes para  descubrir  la  verdad ;  lo  que  supone  que  el  tér- 
mino legal  ha  vencido,  pues  solo  entonces  puede  cerciorarse 
de  la  omisión  de  las  partes ;  por  estos  y  por  [sus  fundamentos, 
se  confirma,  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y 
siete  vuelta,  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal-* 

VADOR  M.   DEL  CaRRIL. — FRANCISCO 

Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
j.  6.  gorostiaga. 
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VAVB/k    €11. 


Don  José  del  P//w,  contra  don  Juan  Manuel  Aguirre, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.— E\  pago  confesado  cu  una  caria  reconocida  en 
uicio,   es  una  excepción  legal  en  el  juicio  ejecutivo. 


Caso, — José  del  Pino,  demandó  ante  el  Juzgado  Seccional 
de  la  Provincia  de  Salta,  á  Juan  Manuel  Aguirre,  por  la  can- 
tidad de  250  fuertes^  espresando  proceder  ellos  de  los  siguien- 
tes documentos,  que  exhibió : 

l^  Una  letra  jirada  en  Salta,  á  28  de  Febrero  de  i851  por 
Juan  Manuel  Aguirre,  á  la  orden  de  Josó  Hilario  Garol,  sobre 
la  Plaza  de  Copiap^,  por  250  fuertes,  contra  José  del  Pino, 
qnien  aceptó  la  letra  en  31  de  Mayo  del  mismo  año  5i.  La 
letra  aparece  endosada  por  Garol  á  Fornes  Hnos.,  y  por  estos 
á  Andrés  M.  Bustos ;  y  aparece,  por  último,  con  la  chance- 
lación puesta  por  éste  en  Junio  21  del  mismo  año  51. 

2<>  Una  carta  de  Octubre  4  de  1864,  dirijida  por  Juan  Ma- 
nuel Aguirre  á  Pino,  cuya  carta  está  reconocida  por  Aguirre. 
En  ella  se  dice  que  se  manda  á  Pino  un  recibo,  que  no 
aparece  en  autos. 


> 

I 
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Al  pié  de  la  caria  está  la  contestación  de  Pídü,  con  fecha 
del  día  siguiente,  en  estos  términos :'  c  Recibí  su  carta  fecha 
c  de  ayer  con  el  recibo  que  me  adjunta  de  los  200  fuertes 
€  que  le  entregué  á  Yd.  por  mi  padre.  Debo  decirle  que  los 
c  términos  en  que  lo  ha  puesto  Vd.  ahora,  son  contrarios  á 
€  los  que  Vd.  m¿  espresó  en  el  año  57,  y  en  cuyo  concepto 
c  hice  ya  la  entrega.  Recuerde  Yd.  que  al  preguútarle  lo 
c  que  mi  padre  le  debia,  me  dijo  ser  150  ps.  fls.  y  que  50 
c  mas  habia  Yd.  pagado  á  D.  Ildefonso  Navarro^  por  cuenta 
€  de  él,  con  lo  que  eran  200  ps.  fls.  lo  que  le  debia.  Sin  mas 
c  averiguación  dije  á  Vd.  que  de  los  250  ps  fls.  que  Vd.  en 
c  sus  apuros  y  sin  tener  fondos  an  mi  poder,  jiro  á  mi  car- 
<  go  y  yo  cubrí,  le  pagaré  los  únicos  200  ps.  que  le  debia  mi 
«(  padre,  y  los  otros  50  los  destinaré  á  hacerle  un  vestido  á 
c  mi  sobrina  y  su  hija  Feliza.  Ahora  en  el  recibo  que  me 
€  manda,  dice  Yd  haber  recibido  dichos  200  $  á  cuenta  de 
c  mayor  cantidad,  lo  que  no  puedo  admitir^  %  &^. 

Con.  el  reconocimiento  de  la  letra  y  carta  por  parte  de 
Aguirre,  la  parte  de  Pino,  entabló  acción  ejecutiva,  que  se 
admitió  y  despachó  mandamiento  en  forma. 

Citado  de  témate  el  deudor,  opuso  este  las  excepciones  si* 
guientes : 

1^  Inhabilidad. 

2*  Prescripción  de  la  vía  ejecutiva,  y, 

3^  Pago  ó  estincion  de  la  deuda. 

Funda  la  inhabilitad  en  que  no  está  probada  la  verdad  de 
los  endosos,  ni  menos  el  pago  de  la  letra  para  que  se  tenga 
como  formal  su  chancelación. 

Funda  la  prescripción  en  que  desde  el  23  de  Febrero  de 
1851,  fecha  del  jiro,  hasta  el  presente,  van  corridos  16  años, 
mientras  que  el  derecho  de  ejecutar  por  obligación  personal 
se  prescribe  por  diez  años,  L.  5*,  lít.  8°,  lib.  11,  N.  R. 

Funda  la  paga,  en  que  el  año  57,  en  un  arreglo  de  cuentas 
con  el  ejecutante,  le  fueron  abonados  los  200  ps.  fts.  que  ahora 
cobra. 
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Recibida  la  causa  á  prueba,  Aguirre  presentó  tres  cartas  de 
José  del  Pino^  de  fechas  de  28  de  Setiembre  3  y  4  de  Octu- 
bre de  i 864,  que  han  sido  reconocidas  por  el  apoderado  de 
Pino.  En  esas  cartas,  le  pide  Pino  á  Aguirre  el  recibo  de  los 
200  ps.  lis.  que  le  entregó  á  cuenta  de  su  Onado  padre,  &^. 

Por  parte  del  demandante,  declaró  Hilario  Carol,  que  era 
cierta  en  todas  sus  partes  la  letra,  y  que  recuerda  que  don 
Andrés  M^  Bustos  hizo  el  pago  á  nombre  de  Pino. 

Las  demás  pruebas,  después  de  estas  principales,  rendidas 
por  una  y  otra  parte,  se  encuentran  relacionadas  en  el  si- 
guiente : 

FaIIo  del  Jues    ftoeclonal. 

Salta,  Abril  4  de  1868L 

Vistos :  resulta  que  don  Miguel  Gomez^  á  nombre  de  don 
José  del  Pino,  acreditando  el  fuero  nacional  de  persona,  de- 
mandó ejecutivamente,  ante  este  Juzgado^  á  D.  Juan  Manuel 
Aguirre,  por  250  ps.,  espresando  proceder  ellos  del  valor  de 
una  letra  de  cambio  que  acompañó,  jirada  por  Aguirre  á  car- 
go de  Pino  y  pagada  por  éste ;  que,  seguidos  los  trámites 
preparación  de  la  vía  ejecutiva  y  del  juicio  mismo,  y  llegada 
la  estación  de  oponerse,  el  ejecutado  dedujo  las  siguientes 
excepciones;  1^  Inhabilidad  del  título  para  ejecutar ;  2^  Pres- 
cripciones de  la  via  ejecutiva,  y  3^  Paga  ó  estincíon  de  la 
deuda ;  que  para  fundar  la  primera  excepción,  alegó  que  el 
documento,  la  letra,  en  virtud  de  que  se  despachó  ejecución, 
no  habia  sido  lejitimado  ;  que,  para  probar  la  segunda,  espuso 
que  la  letra  habia  sido  jirada  el  año  51,  y  que^  por  consi- 
guiente, hasta  el  67,  en  que  se  instauró  la  demanda,  habían 
pasado  16  años,  y  en  su  consecuencia,  con  e}¿ceso  los  diez  años 
señalados  para  la  prescripción  de  la  vía  ejecutiva,  por  la  ley 
5*,  tít.  8®,  lib.  11,  N.  R,;  y  que,  para  fundar  la  tercera,  dijo 
que  el  año  57,  en  arreglo  de  cuentas^  habia  abonado]  al  eje- 
cutante el  valor  de  la  letra,   que,   como  prueba  de  estas  en- 
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coDtradas  pretenciones^han  sido  presentadas  en  autos  los  siguien- 
tes documentos,cuya  enumeración  vá  á  hacerse  dando  á  cada  una 
el  valor  jurídico  que  tenga.  Aparecen  presentados  por  parte 
del  actor ;  la  letra  de  f.  9,  y  la  primera  carta  de  f.  10,  re- 
conocida por  el  ejecutado  á  f.  13,  añadiendo,  que  la  letra 
habia  sido  pagada  por  don  José  del  Pino ;  la  segunda  carta 
de  f  10,  contestación  á  la  anterior,  que,  aunque  no  está  sus- 
crita, sino  con  iniciales,  evidentemente  es  de  este  individuo,  * 
habiéndose  omitido  la  suscripción  en  forma,  por  no  ser^  como 
aparece,  mas  que  borrador  ó  copia  <le  la  que  fué  remitida  á 
Aguirre,  reputándose  por  de  don  José,  porque,  dándose  por 
tal  el  que  escribe  esa  carta,  y  debiendD  recibirse  los  docu- 
mentos presentados,  como  ellos  aparecen,  contra  el  pre- 
sentante, esa  carta  que  aparece  escrita  por  D.  José  debe  re- 
putarse por  de  éste  contra  el  apoderado  de  él,  que  la  presentó ; 
el  papel  de  f.  97,  y  la  carta  de  f.  98,  suscritos  con  el  nombre 
de  Aguirre,  reconocidos  por  éste,  á  f.  109,  el  primero^  ca- 
tegóricamente^ y  la  segunda  de  mero  parecer ;  la  declaración 
de  D.  Hilario  Carol,  á  f.*110^  corroborando  la  confesión  de 
Aguirre^  de  f.  13^  de  que  la  letra  referida  fué  pagada  por  D. 
José  del  Pino ;  esa  misma  declaración  y  la  de  don  Segundo 
Bedoya,  á  f.  110^  habiéndose  acreditado  con  pilas,  que  la 
diferiencia  entre  las  monedas  de  plata  chilena  y  boliviana, 
es  actualmente  de  veinte  y  tres  por  ciento  en  favor  de  la  pri- 
mera, y  que  en  la  época  del  jiro  de  la  letra,  esa  diferencia 
era  insignificante,  según  la  primera  declaración,  y  no  mas 
que  de  un  cinco  por  ciento  en  favor  de  la  chilena,  según  la 
segunda ;  aparecen  como  pruebas  presentadas  por  el  ejecu- 
tado: las  cartas  de  fojas  81^  82  y  83,  reconocidas,  ante  la 
jurisdicción  provincial,  como  aparece  á  f.  85  vuelta,  y  se 
confirma  por  el  informe  del  Juez,  á  f.  106,  por  la  declaración 
del  Escribano  de  esa  jurisdicción  á  f.  111,  y  por  la  confesión 
del  apoderado  Gómez,  á  f.  107,  confirmándose  todavía  este 
reconocimiento  ante  jurisdicción  incompetente,  y  por  consi- 
guiente; sin  valor  para  esta  jurisdicción,  por  el  que,  ante 
ella,  ha  practicado  á  f.  107,  dicho  Gómez,  apoderado  instru^ 
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ido,  según  el  poder  de  f.  1,  y  que  espresó,  en  el  acto,  tener 
para  él  instrucción  especial  de  su  poderdante,  confirmándose 
esta  instrucción  especial  por  la  declaración  del  Escribano 
Mendoza^  á  f.  111,  teniendo  así  este  reconocimiento  del  apo- 
derado^ ante  esta  jurisdicción^  todo  el  valor  necesario  para 
lejitimar  esas  tres  cartas^  que  no  tenia  el  verificado  ante  la 
jurisdicción  provincial ;  y  la  cuenta  de  f.  103,  y  carta  de  f. 
104,  atribuida  la  primiera  á  D.  José  del  Pino,  y  apareciendo 
suscrita  por  éste  la  segunda,  reconocidas  de  credulidad,  á 
f.  108,  por  dicho  apoderado ;  y  que,  finalmente,  como  aparece 
á  f.  122,  clonclusa  la  causa,  tuvo  lugar  un  informe  in  voce ; 
en  esa  ocasión  el  ejecutado,  basándose  en  los  documentos, 
agregados  á  los  autos,  y  concretándose  á  la  excepción  de  paga, 
esplicó  ésta,  diciendo  ;  que  en  arreglo  de  cuentas  habido  en- 
tre él  y  el  ejecutante,  el  año  57,  resultó  deudor  él  de  200ps., 
habiéndose  convenido  entre  ambos  que  esta  cantidad  quedase 
chancelada  con  otra  igual  que  debía  á  él  D.  Antonio  del  Pino, 
padre  del  ejecutante  y  suegro  del  ejecutado ;  añadiendo  que 
de' Ja  cuenta  de  f.  103,  del  año  59,  en  que  no  se  hace  men- 
ción de  la  deuda  de  la  letra,  se  deduce  el  argumento  de  que 
tal  deuda  ya  no  existia  en  esa  fecha,  y  que  asi  se  confirmaba 
lo  que  al  respecto  habia  espuesto  poco  antes ;  y  Considerando  : 
que  desde  que  tuvo  lugar  el  conocimiento  de  parte  de  Aguir- 
re  de  haberse  jirado  por  él  y  pagado  por  Pino  la  letra  de  í.  9, 
ella  es  un  título  ejecutivo,  conforme  el  art.  249  inciso  4^  de 
la  Ley  \le  procedimientos,  tanto,  porque  asi  consta  ya,  no 
solo  la  verdad  del  jiro,  que  en  ella  se  espresa,  sino  también 
la  de  haber  sido  pagada,  ó  sea,  la  de  haberse  cumplido  la 
condición  bajo  que  quiso  obligarse  Aguirre,  bajo  que  quiso 
que  se  le  cargase  en  cuenta  ese  valor,  como  dice  la  letra; 
cuanto  porque,  no  haciendo  presumir  provisión  de  fondos,  la 
aceptación  de  una  letra  de  cambio,  y  teniendo  el  aceptante 
pagador,  acción  espedita  contra  el  librador  para  el  reembolzo, 
necesariamente  se  sigue  que,  habiendo  obtenido  aquel,  en  el 
presente  caso,  confesión  de  la  paga,  ha  obtenido  también  con- 
fesión de  su  acción,  haciéndose  ésta  ejecutiva ;  todo  lo  cual 
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se  deduce  de,  entre  otros  principios,  lo  dispuesto  en  el  art. 
826  del  Código  de  Comercio,  consultado  al  presente  no  mas 
que  como  jurisprudencia,  y  de  la  naturaleza  de  la  confesión 
judicial ;  que  desde  que  es  un  título  ejecutivo  el  que  fundó 
la  demanda  áe  esta  clase,  la  ejecución  ha  sido  legalmente 
aceptada  hasta  aquí  por  el  Juez,  quien  por  lo  mismo  está 
exento  de  las  responsabilidades  que  las  leyes  imponen  á  los 
jaeces  que  despachan  lijeramente  una  ejecución ;  que  pasando 
á  apreciar  las  responsabilidades  de  los  litigantes,  y  para  esto 
las  tres  excepciones  opuestas,  resulla  que  ellas  son  lejitimas, 
como  comprendidas  in  íerminis^  en  el  art.  270  de  la  Ley  de 
procedimientos ;  que^  sin  embargo^  la  primera,  ó  sea  la  de 
inhabilidad  del  título,  fundada  en  que  éste  no  ha  sido  justi- 
ficado con  el  reconocimiento  ó  prueba  correspondiente,  se 
desvanece,  sin  mas  que  atender  á  que,  habiendo  tenido  lu- 
gar á  f.  13,  el  mas  categórico  reconocimiento  del  título,  ha 
quedado  éste  acreditado  como  tal  instrumento  ejecutivo,  de 
la  manera  mas  satisfactoria,  pues  la  confesión  judicial  es  la 
mejor  de  todas  las  pruebas ;  que  en  el  mismo  caso  se  halla  la 
segunda  excepción,  ó  sea  la  de  prescripción  de  la  vía  ejecu- 
tiva^ lundada  en  que,  habiendo  transcurrido  16  años  desde  * 
el  otorgamiento  del  documento  privado^  en  virtud  del  que  se 
ha  pedido  la  ejecución,  han  pasado  y^  los  diez^  dentro  de 
los  que  dura  la  fuerza  ejecutiva,  porque  estos  diez  años  no  se 
cuentan  desde  el  dia  del  otorgamiento,  sino  desde  el  del  re- 
conocimiento, que  á  un  tiempo  prodube  la  fuerza  ejecutiva 
inherente  á  la  confesión,  que  dura  diez  años,  é  interrumpe 
la  prescripción  de  la  vía  ordinaria^  haciendo  que  ésta  desde 
entonces  vuelva  á  durar  20  años,  siendo  tal  la  intelijencia  que 
dan  á  la  Ley  60  de  Toro,  los  mas  respectables  tratadistas  es- 
pañoles ;  por  consiguiente^  habiéndose  reconocido  la  letra  de 
que  se  trata  el  año  pasado^  recien  desde  entonces  corren  los 
diez  [años  de  la  acción  ejecutiva  y  los  20  de  la  ordinaria, 
estando  por  lo  mismo  uno  y  otro  término  muy  distantes  de 
la  prescripción ;  que  por  lo  que  hace  á  la  tercera  excepción, 
ó  sea,  á  la  de  paga  del  valor  de  la  letra  con  el  de  una  deu- 
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da  de  D.  Antonio  del  Pino,  á  favor  de  *Aguirre,  paga  de  una 
cosa  por  otra,  hecha  de  oomun  consenlimiento  de  partes, 
por  consiguiente,  lejilímamente  y  aun  mas,  según  la  Ley  3*, 
Tít.  14,  P.  5^^  conservando  el  acto  su  naturaleza  de  paga, 
está  justiflcado :  i^  Por  la  carta  de  f.  10,  en  <|ie  confesando 
esa  paga,  D.  José  del  Pino,  dice  á  Aguirre  lo  siguiente: 
c  dije  á  Vd.  (en  el  año  57)  que  de  los  250  ,f  que  Vd.,  en 
€  sus  apuros  y  sin  tener  fondos  en  mi  poder,  jira  á  mi  cargo, 
c  y  yo  cubrí,  se  pagase  los  200  $  únicos  que  le  debia  mi  pa- 
c  dre,  y  los  otros  50  f  destinase  á  hacerle  un  vestido  á  mi 
c  sobrina,  y  su  h¡ja&:^....»  Segundo,  que  por  la  carta  def. 
83,  del  mismo  Pino  á  Aguirre,  en  que  se  confirma  esa  con- 
fesión del  pago  de  la  una  deuda  con  la  otra,  con  estas  pa- 
labras :  <  necesito  que  firme  el  recibo,  que  le  incluyo  de  los 
€  doscientos  pesos  abonados  á  Yd.  el  año  57,  en  que  vine 
€  por  primera  vez  á  Salta  y  arreglamos  con  esto  los  250  ps. 
t  que  me  jiro  Yd.  á  Copiapó  el  año  1851»  ;  y  tercero,  que 
las  cartas  de  fojas  81  y  82,  en  que,  aunque  no  tan  esplici- 
tamente,  dice  lo  mismo  Pino  á  Aguirre ;  no  se  considera  si 
conduce  al  mismo  resultado,  la  cuenta  de  f.  103,  porque, 
ni  ha  sido  reconocido  suficientemente,  ni  se  ha  justificado  de 
otro  modo;  que  contra  lo  que  acaba  de  sentarse,  no  es  un 
inconveniente  la  palabra  arreglamos  de  la  segunda  transcrip- 
ción, palabra  que,  tomada  aisladamente,  puede  entenderse 
como  de  presente,  ó  mas  exactamente,  como  de  futuro,  á  la 
vez  que  como  de  pretérito;  significando  en  aquel  supuesto 
un  arreglo  á  hacerse,  y  no  hecho  ya,  sobre  los  250  f  no  es 
un  inconveniente,  porque,  refiriendo  ese  concepto  al  que 
precede  inmediatamente  en  la  misma  transcripción,  con  estas 
palabras,  los  doscientos  pesos  abonados  á  vd.  el  año  cincuenta 
y  siete,  concepto,  según  el  que  el  pago  estaba  hecho  ya,  lo 
que  se  confirma  con  las  mismas  palabras,  en  las  cartas  de 
fojas  81  y  82,  y  refiriendo  á  su  vez  esta  pago  al  de  que  se 
habla  en  la  primera  transcripción,  que  es  el  de  los  250  pesos 
de  la  letra,  resulla  que  el  doble  sentido  de  la  palabra  arc- 
illamos^ se  fija  en  el  pretérito,  ó,  en  otros  términos,  que  esta 
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palabra  signiflca  hecha  ya,  para  ser  armónica  con  la  otra  parte 
de  la  transcripción  en  qne  se  halla^  con  las  cartas  referidas 
y  con  la  otra  transcripción,  desapareciendo  asi  el  inconve- 
niente notado ;  que  tampoco  es  un  inconveniente  el  que  no 
haya  otorgado,  6  el  que  haya  querido  otorgarse  en  diferentes 
términos,  el  recibo  pedido,  porque,  después  de  lo  qne  acaba 
de  sentarse,  de  qne  de  dichas  transcripciones  y  cartas,  se  de- 
duce una  paga  consumada  ya^  el  recibo  jamás*  puede  figurar 
como,  condición  suspensiva  de  la  paga,  ó  en  otros  términos, 
como  condición  de  una  paga  escriturada,  6  de  otro  modo 
-paga  por  hacer,  sino  como  constancia  de  una  paga  hecha  ya ; 
careciendo,  por  lo  mismo,  de  valor  la  deducción  del  ejecu- 
tante, á  f.  91 ,  de  que  por  la  falta  del  recibo  se  anuló  de  co- 
mún consentimiento  de  partes,  la  paga  referida;  y  siendo 
igualmente  inconsistente  la  presunción  de  subsistencia  de  la 
deuda,  ó  de  no  paga,  que  en  el  mismo  lugar  se  deduce,  del 
hecho  de  haberse  opuesto  la  excepción  de  prescripción,  por- 
que, aunque  fuera  cierto  que  tal  hecho  dá  lugar  á  tal  presun- 
ción ella  se  desvanecería  ante  la  prueba  de  paga  resultante 
de  la  confesión  reiterada  de  Pino,  por  el  principio  de  de- 
recho, que  la  presundon  cede  á  la  prueba  completa  en  con- 
trario, como  es  la  confesión  de  que  se  trata ;  que,  aunque 
pudiera  parecer  todavía  que,  por  la  circunstancia  de  haberse 
descontado  una  deuda  por  otra,  no  es  paga  sino  compensación, 
lo  que  ha  estinguido  la  deuda  de  Aguirre,  no  siendo,  por 
consiguiente,  la  excepción  de  aquel,  sino  la  de  este  nombre 
la  que  ha  podido  oponerse,  y  que  habiéndolo  hecho  con  la 
de  pago,  que  no  compete,  omitiendo  la  de  compensación, 
que  es  la  que  corresponde,  ha  quedado  subsistente  la  ejecu- 
ción, tampoco,  es  un  inconveniente ;  1^,  porque  esta  dificul- 
tad no  pasa  de  ser  imajinaria,  pues,  siendo  principio  de  de- 
recho que  la  compensación  no  puede  pasar  de  dos  individuos, 
reciprocamente  acreedores  y  deudores,  es  una  doble  paga, 
y  no  una  compensación,  lo  que  ha  tenido  lugar  en  el  caso 
de  que  se  trata;  y  segundo,  porque,  aunque  la  dificultad 
fuera  feal,  es  decir  aunque  hubiese  habido  compensación,  resulta- 
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ría  en  tal  caso  que,  con  el  nombre  de  paga,  se  había  deducido 
y  justificado  en  realidad,  la  compensación,  que  es  otra  excep- 
ción legítima,  según  el  art.  27  de  la  Ley  de  procedimientos, 
y  que  esa  falta,  que  solo  afecta  al  nombre,  no  á  la  sus- 
tancia de  la  cosa,  no  seria  una  razón  para  desatender  la  ex- 
cepción, teniendo  presente  la  prescripción  de  desechar  sutile- 
zas de  esa  clase,  contenida  en  la  Ley  10,  tit.  17,  lib.  [4""  de 
la  Rec.  Castellana,  tanto  mas,  cuanto  que  á  ja  compensa- 
ción son  aplicables  los  mismos  principios  y  observaciones 
aducidas,  respecto  á  la  paga ;  que  la  prueba  sobre  la  dife- 
rencia de  moneda,  es  inconducente,  apreciada,  como  ha  sido^ 
la  cuestión ;  que  lo  mismo  debe  decirse  del  papel  de  f.  97, 
que  ninguna  relación  ofrece  con  el  punto  de  la  controversia  ; 
y  que,  con  esto  y  lo  que  precede,  ya  han  sido  apreciadas  todas 
las  pruebas:  por  estos  y  otros  fundamentos,  de  conformidad  al 
art.  277  de  la  Ley  de  procedimientos,  y  las  demás  disposicio- 
nes legales  citadas,  se  declara:  no  haber  lugar  á  la  ejecu- 
ción despachada  contra  Aguirre,  debiendo  alzarse  el  embargo, 
con  costas  el  ejecutante ;  salvándose  á  este  el  derecho  que 
pueda  tener  para  pedir  el  recibo  referido  y  dónde  y  cómo 
corresponda,   y  debiendo  reponerse  los  sellos. 

Apolonio  Ormaechea, 

La  parte  de  José  del  Pino  apeló  de  esta  resolución,    para 

ante  la  Suprema  Corte,  y  habiéndosele  concedido  el  recurso 

en  relación,  se  confirmó  la  sentencia  apelada,  con  el  si- 
ginete : 

JFallo  de  la  Suprema  Corle. 


Buenos  Aires,  Setiembre  10  de  1868. 

Vistos^   y  Considerando :    que  el  pago  de  la  letra  que  se 
acompaña  á  la  demanda,   resulta  probado  de  las  cartas   á  que 


K 
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hace  referencia  el  Juez  de  Sección,  á  fojas  ciento  cincuenta  y 
seis\uelta;  con  arreglo  al  artículo  doscientos  setenta  de  la 
Ley  de  procedimientos,  se  conflrma,  con  costas,  el  auto  ape- 
lado de  foja  ciento  y  cincuenta  y  cuatro,  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José   Barros  Pazos. 

—  J.  B.  GOROSTIAGA. 


CAUSA    €111 


D.  José  Bacciadonne  contra  />•  Luis  Meraldi,  por  cobro  de 

pesos. 


Sumario. — i^  En  el  contrato  de  compra-venta,  es  obligación 
del  vendedor  entregar  la  cosa  vendida  libre  de  todo  embargo  ó 
impedimento,  para  que  el  comprador  pueda  gozar  de  las  venta- 
jas que  ha  querido  proporcionarse  en  compensación  del  precio 
que  da  por  ella. 
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2*  E9ta  obligación  eiije  que  el  vendedor  man¡6este  los  obs- 
tacólos  que  le  son  conocidos  al  tiempo  del  contrato  j  que  ame- 
nazen  el  libro  ejercicio  de  los  derechos  que  transflore,  ó  que 
indemnice  al  comprador  los  perjuicios  que  de  ellos  le 
resulten. 

3®  Hay  mayor  razón  para  esta  responsabilidad,  cuando  es  el 
mismo  vendedor  quien  produce  esos  perjuicios,  ejerciendo  ac- 
ciones en  la  cosa  vendida. 


Caso. — ^Antonio  Scotto  [era  co-propietario,  por  mitad,  con 
Luis  Heraldi,  de  la  goleta  c  Carolina  Bella  Vista ». 

Sabiendo  Scotto  que  Meraldi  trataba  de  vender  su  parte,  pi- 
dió al  Juzgado  Seccional  de  Buenos  Aires,  que  se  hiciese  liqui- 
dación de  la  sociedad,  conviniendo  en  que  Meraldi  vendiese  su 
parte,  pero  que  su  precio  se  depositase  en  el  Banco  de  la  Pro- 
vincia, hasta  que  otorgara  fianza  por  las  resultas  del  juicio. 

Meraldi,  en  efecto,  vendió  su  parte  á  José  Bacciadonne,  y 
depositó  su  precio. 

£1  mismo  Meraldi  pidió  entonces,  que  se  librara  oficio  á  la 
Capitanía  del  Puerto  para  que  no  se  permitiera  la  salida  de  la 
goleta  cCarolina  Bella  Vista»,  hasta  tanto  que  Scotto  no  diese 
también  fianza  de  juzgado  y  sentenciado,  ó  depositara,  en  su 
defecto,  el  valor  de  su  parte  en  dicho  buque,  así  como  él  habia 
depositado  el  valor  de  la  suya. 

El  Juez  prohibió  la  salida  de  la  goleta,  librando  el  oficio  cor- 
respondiente. 

Scotto  pidió  que  se  dejara  sin  efecto  esta  orden,  pues  siendo 
el  objeto  de  Meraldi,  que  el  referido  Scotto  no  vendiera  su  par- 
te, proponía  alguno  de  los  temperamentos  siguientes :  1»  que  se 
prohibiese  esa  venta  hasta  nueva  orden  del  Juzgado ;  2®  que  al 
pié  del  testimonio  de  la  escritura  de  propiedad,  se  pusiere  una 
nota  que  manifestara  estar  prohibida  la  venta  hasta  nueva  orden 
del  Tribunal,  y  3f^  que  se  depositasen  los  títulos  en  poder  del 
actuario. 


DE    JUSTICIA    NACIONAL.  175 

Después  de  varias  otras  peticiones,  las  partes  tranzaron  el 
pleito,  sobre  liquidación  de  la  sociedad,  coya  transacción  fué 
aprobada  por  el  Joez. . 

GoD  motivo  de  la  detención  del  buque,  Bacciadonne, 
comprador  de  la  parte  de  Meraldi,  demandó  á  este  por  daños 
y  peijuicios  por  haber  pedido  la  detención  de  la  goleta  en  los 
momentos  en  que,  lista  ya  su  carga,  estaba  pronta  para  mar- 
char ;  que  Meraldi  pidió  y  obtuvo  la  inhibición  de  la  salida  del 
buque,  á  causa  del  pleito  que  tuvo  con  Scotto,  pero  que  como 
este  proceder  perjudicaba  al  esponente,  que  nada  tenia  que  ver 
con  aquel  pleito,  era  de  justicia  que  le  indemnizase  los  perjui- 
cios sufridos. 

Meraldi  contestó,  diciendo :  que  solicitó  que  no  se  permitie- 
se la  salida  del  buque,  fundado  en  leyes  espresas^  en  ejercicio 
y  resguardo  desús  derechos :  que  el  Juzgado  le  reconoció  su  de- 
recho para  hacer  tal  petición,  puesto  que  accedió  á  ella ;  que, 
si  del  ejercicio  de  su  derecho,  ha  resultado  algún  perjuicio  á 
Bacciadonne,  no  es  responsable  de  él,  por  la  regla  de  derecho 
14,  tít.  34,  part.  7%  que  dice;  «como  non  faze  injuria  á  otro, 
quien  usa  de  su  derecho »,  y  por  el  contesto  de  esa  regla :  ^Eaun 
dijeran  los  sabios^  que  non  faze  tuerto  á  otro  quien  usa  de  su 
derecho. » 

Fallo  del  Jues  Scecional. 


Buenos  Aires,  Julio  28  de  1868. 

Y  vistos,  considerando:  I*"  que  D.  José  Bacciadonne  ha 
demandado  á  D.  Luis  Meraldi,  por  cobro  de  pesos,  provenien- 
tes de  daños  y  perjuicios  que  dice  haberle  ocasionado  por  la 
detención  deja  goleta  nacional  «Carolina  Bellavista^»,  yqueD. 
Luis  Meraldi  se  haexcepcionado,  fundando  la  justicia  de  su  pe- 
dido^ para  dicho  embargo,  en  el  derecho  que  le  acuerda  la  re- 
gla de  derecho  14,  tit,  34,  part.  7^. 

2o^ — Qne  del  juicio^  seguido  entre  Meraldi  y  D.  Antonio 
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Scotto^  sobre  rendición  de  cuentas  y  liquidación  de  sociedad, 
habida  entre  ambos  en  la  referida  goleta  «Carolina  Bella  Vista», 
aparece  que  Scotto,  en  guarda  de  sus  derechas,  solicitó  la  in- 
hibición de  que  Meraldi  vendiese  su  ^ arte  á  menos  que  se  aGan- 
zase  el  resultado  del  juicio,  ó  se  depositase,  en  la  casa  de  mo- 
neda>  el  importe  del  precio,  y  que  en  esta  forma  se  otorgó  la 
escritura  á  favor  de  D.  José  Bacciadonne. 

3© — Que  de  este  mismo  perfecto  derecho  usó  á  su  vez  Me- 
raldi, pidiendo  la  detención,  á  menos  que  se  aQanzase  tam* 
bien  á  las  resultas  del  juicio  de  liquidación. 

40 — Que  existe  la  presunción  legal  que  á  Bacciadonne  le 
constaba  que  so  scguia  un  juicio. 

5^— Que  Meraldi,  procediendo  asi  ha  usado  de  su  derecho, 
ó  lo  que  es  lo  mismo,  amparándose  á  si  mismo,  según  frase 
de  la  ley  3%  tit.  15,  part.  7^,  y  falta  en  este  caso  la  razón  de 
la  ley  para  imputarle  daños  y  perjuicios  al  demandado,  que 
esculpa,  ó  dolo;  por  estas  consideraciones,  'no  ha  lugar, 
con  costas,  á  lo  solicitado  por  don  José  Bacciadonne,  y  re- 
póngase el  sello. 

Eguia. 

Apelada  esta  resolución  para  ante  la  Suprema  Corte,  y  es- 
presando agravios,  dice  Bacciadonne ;  que  el  Juez  no  ha 
mirado  la  cuestión  bajo  su  verdadero  punto  de  vista ;  que  él 
compró,  de  Meraldi,  su  parte  en  la  goleta ;  que  el  vendedor, 
que  por  cualquier  hecho  impide  al  comprador  el  uso  de  la 
cosa,  debe  responder  de  los  daños  y  perjuicios,  porque  es  de 
su  deber,  sanear  ese  uso;  que  la  regla  de  derecho  citada, 
solo  puede  invocarse  contra  aquel  con  quien  se  usó  del  de- 
recho, pero  no  contra  terceros;  que  contra  Scotto  podría 
oponerla  Meraldi,  pero  no  contra  el  esponentc  que  era  abso- 
lutamente estraño  á  la  cuestión  de  liquidación  social ;  que  el 
Juez  dice  que  Meraldi  usó  de  su  derecho,  porque  debía  estar 
en  igual  condición  de  Scotto  ;  que  esto  no  es  exacto,  pues 
Scotto  no.  habia  pedido  para  Meraldi,   sino  la  prohibición  de 
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enajenar;  que  si  Heraldi  háblese  hecbo  esto  mismo,  el  es- 
ponente  no  hubiera  sufrido  perjuicio,  porque  habría  podido 
emprender  su  viaje  con  la  prohibición,  para  Scotto,  de  vender 
su  parte ;  que  la  petición  de  Meraldi  ha  ido  mas  allá  inoficio- 
samente y  esto  le  ha  perjudkado ;  que,  aun  cuando  se  cre- 
yese que  no  le  debia  indemnizar  los  perjuicios  sufridos,  era 
evidente  la  injusticia  con  que  se  le  condena  en  las  costas  en 
primera  instancia,  porque  ha  tenido  suficiente  razón  para  en- 
tablar su  demanda;  que,  por  todo  esto,  pide  la  revocación 
del  fallo  apelado,  &^.... 

Meraldi  contestó:  que  usó  de  su  derecho,  y  que  en  tal 
caso,  no  es  responsable  del  daño  que  por  ello  haya  podido 
sufrir  Bacciadonne ;  que  debe  hacer  notar,  que  siempre  estuvo 
dispuesto  á  que  cesara  el  embargo  del  buque,  con  tal  que 
Scotto  afianzara,  de  alguna  manera,  el  resultado  del  juicio; 
que  la  condenación  en  las  costas,  de  que  se  queja  el  apelante, 
(^ra  de  estricto  derecho.... 

La  sentencia  apelada,  fué  revocada  por  el  siguiente : 


VaIIo  de  Ia   Suprenm  €orte« 

Baeuos  Aires,  Setiembre  10  de  1868. 

Vistos^  y  considerando: — Primero^  que,  según  la  Ley 
treinta  y  dos,  titulo  quinto,  partida  tercera,  el  vendedor  debe 
entregar  la  cosa  vendida  libre  de  todo  embargo  6  impedimento, 
para  que  el  comprador  pueda  gozar  de  las  ventajas  que  ha 
querido  proporcionarse  en  compensación  del  precio  que  dá 
por  ella; — Segundo,  que  esta  obligación,  que  es  una  con- 
secuencia de  la  buena  fé  que  debe  observarse  en  todos  los 
contratos,  exije  que  el  vendedor  manifieste  los  obstáculos  que 
le  son  conocidos  al  tiempo  del  contrato,  y  que  amenazan  el 
libre  ejercicio  de  los  derechos  que  transfiere  al  comprador,  ó 
que  le  indemnize  por  los  daños  y  perjuicios  que  le  resulten 
de   ellos ; —  Tercero^  que  este  es'  el   principio  que  sirve  de 
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base  á  las  disposiciones  de  las  Leyes  sesenta  y  tres,  sesenta  y 
cuatro  y  sesenta  y  cinco  del  mismo  título  citado^  que  obligan 
al  vendedor  á  responder  de  los  daños  y  .perjuicios,  siempre 
que  oculte  los  cargos  ó  los  vicios  que  hacen  valer  menos  la 
cosa  vendida ; — Ctuirto^  que  si  \ji  responsabilidad  tiene  lugar 
cuando  el  daño  procede  dé  actos  ejercidos  por  un  tercero, 
con  mayor  razón  debe  juzgarse  que  existe  cuando  es  el  mis- 
mo vendedor  quien  los  produce,  deduciendo  acciones  ante- 
riores al  contrato^  y  que  ha  tenido  en  suspenso  hasta  que, 
celebrado  este^  recayese  la  privación  del  uso  que  é\  debia 
sufrir  sobre  el  comprador,  y  proporcionándose  una  ventaja 
á  costa  de  otro ; — Quinto,  que  este  ha  sido  el  proceder  de 
Meraldi,  con  el  demandante  Bacciadonne,  pues  le  vendió  la 
mitad  del  buque  comprometido  en  el  pleito  con  su  socio,  y 
en  seguida  solicitó  su  detension  en  el  puerto  para  garantir 
la  otra  mitad  de  sus  acciones  sociales,  sin  que  haya  alegado  que 
manifestó  á  su  comprador  la  existencia  del  pleito,  y  menos 
la  intención  de  pedir  inmediatamente  su  embargo;  conducta 
que  revela  una  evidente  mala  fé ;  por  estos  fundamentos,  y 
de  conformidad  con  los  artículos  doscientos  veinte  y  uno  y 
doscientos  veinte  y  dos  del  Código  de  Comercio,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  veinte  y  ocho,  y  se  declara : 
que  don  Luis  Meraldi  debe  abonar  á  don  José  Bacciadonne 
los  daños  y  perjuicios  que  haya  sufrido  á  consecuencia  de 
la  detención  de  la  goleta  «Carolina  Bella  Vistan  decretada  á 
su  solicitud  á  foja  trece  del  espediente  agregado,  devolvién- 
dose satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos.— 
j.  b.  gorostuga. 
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CAUSA  CWW. 


Don  Tadeo  Galaburrij  cojitra  D.  Zacarías  A.  Yanci^ 
sobre  competencia  y  cobro  de  pesos. 


Sumario. —  1»  Una  misma  acción,  por  una  misma  causa  y 
contra  una  misma  persona  no  puede  ser  juzgada  dos  veces. 

2^  No  deja  de  ser  una  misma  la  persona  del  demandado, 
por  haberse  indicado  una  vez  el  empleo  ejercido  por  él,  y 
otra  vez  no.  « 

3o  El  decreto  de  23  de  Enero  de  1868  del  Gobierno  de  San 
Juan  no  es  una  modiflcacion,  ni  una  adición  á  la  ley  nacio- 
nal sobre  enrolamiento  de  la  Guardia  NacionaJ. 

4®  Dicho  decreto  impone  una  condición  para  la  locación 
de  servicios  personales. 

S*  La  reglamentación  de  estos  corresponde  á  los  Poderes 
provinciales. 

&>  El  citado  decreto  coadyuva  la  ejecución  de  las  leyes  de 
enrolamiento. 

7»  Esta  pertenece  á  los  Gobiernos  Provinciales,  que  en  ello^ 
se  consideran  como  agentes  del  Gobierno  Nacional^  y  pueden 
castigar  las  infracciones  de  las  disposiciones  tendentes  á  dicha 
ejecución. 

8^  La  administración  y  gobierno  de  la  Guardia  Nacional 
corresponde  al  Congreso,  cuando  está  empleada  en  el  servicio 
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activo  de  la  Nación  á  las  órdenes  del  Presidente  de  la  Repú- 
blica. 

9°  No  siendo  así  y  antes  de  ser  mobilizada,  los  Gobiernos 
Provinciales  son  competentes  para  administrarla  y  gobernarla. 

10  El  decreto  mencionado  de  23  de  Enero  no  está  en  con- 
tradicción con  la  Constitución,  ni  con  las  leyes  del  Congreso. 

11  Por  consiguiente  la  Justicia  Nacional' no  es  competente 
para  conocer  de  las  cuestiones  que  dicbo  decreto  orijina. 


Caso.--  D.  Tadeo  Galaburri  demandó  al  Inspector  de  Policía 
de  San  Juan  D.  Zacarías  A.  Yanci  por  devolución  de  una 
multa  de  20  !^,  que  le  impuso  ejecutando  el  decreto  del  P. 
E.  P.  de  23  de  Enero  de  1868,  por  el  cual  se  ordena  que 
todo  individuo  que  toma  á  su  servicio  un  peón  ó  persona 
que  debiendo  estar  enrolado  en  la  Guardia  Nacional,  no  lo 
estuviera,  debe  pagar  la  mnlta  de  20  $, 

Alegó  que  las  leyes  del  Congreso  sobre  enrolamiento  de  la 
Guardia  Nacional  y  ejercicios  doctrinales,  señalan  la  pena  en 
que  incurran  sus  infractores,  y  no  pueden  ser  reglamentados 
por  el  P.  E.  Provincial,  sino  por  el  Nacional. 

Que  el  decreto  citado  crea  un  delito  y  su  pena  y  es  in- 
constitucional, porque  las  autoridades  de  Provincia  no  pueden 
legislar  sobre  materias  reservadas  al  Coiígreso^  y  sobre  las 
que  este  ha  legislado  ya. 

El  Juez  de  Sección  por  auto  de  15  de  Mayo  de  1868  se 
declaró  incompetente,  considerando  que  carecía  de  jurisdic- 
ción para  llamar  á  juicio  á  los  empleados  públicos  de  la  Pro- 
vincia que  son  Independientes  de  ella. 

Galaburri  hizo  presente  que  habia  interpuesto  aquella  de- 
manda no  contra  el  Inspector  de  Policía,  sino  contra  la  per- 
sona de  D.  Zacarías  A.  Yanci,  y  el  Juez  asumiendo  la  juris- 
dicción, llamó  á  juicio  verbal  por  ser  el  asunto  de  menor 
cuantía. 
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El  demandado  opuso  la  excepción  de  incompetencia  por  ser 
las  partes  argentinos  y  vecinos  de  una  misma  provincia,  y  por 
no  estar  obligado  á  responder  ante  los  Tribunales  Federales 
de  los  actos  ejecutados  como  Gefe  de  Policía  por  orden  del 
Gobierno. 

El  demandante  contestó  que  se  trataba  de  un  caso  regido 
por  la  Constitución  y  por  las  leyes  Nacionales,  y  que  por  esa 
«ansa  el  Juzgado  Nacional  era  competente. 

El  Juez  de  Sección  se  declaró  competente  por  la  naturaleza 
de  la  causa^  por  faltar  una  disposición  legal  que  establezca 
una  eicepcion  á  la  regla  indicada  por  el  art.  100  de  la  Cons- 
titución, y  2  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de  1863,  sobre 
competencia  de  los  Tribunales  Federales,  á  favor  de  los  em- 
pleados provinciales,  y  por  haberse  declarado  por  la  Suprema 
Corte  en  la  causa  de  Nazar^  que  los  ejecutores  de  los  man- 
datos inconstitucionales  de  los  Gobernadores  de  Provincia  son 
demandables. 

Yanci  manifestó  que  no  contestaba  la  demanda  porque  no 
tenia  voluntad  de  prorogar  la  jurisdicción. 

El  Juez  dio  por  contestada  la  demanda  en  rebeldía,  y  en 
audiencia  verbal  dictó  el  siguiente : 


Fallo^del  Jíiics  Seccloiml. 


Teniendo  en  consideración: — 1^  Que  ante  lo  dispuesto  por 
los  artículos  104  y  108  de  la  Constitución  de  la  República^  no 
puede  admitirse  como  constitucional  la  doctrina  referente  á 
los  casos  de  jurisdicción  concurrente  y  jurisdicción  esclusiva 
que  el  actor  espone  en  su  demanda  escrita,  porque  del  con- 
testo d0  ambos  resulta  claramente  establecida  la  negación  á 
las  Provincias  de  la  facultad  de  ejercer  el  poder  delegado  á 
la  Nación^  salvo  los  casos  que  la  misma  Constitución  deter- 
mina;— ^  Que  no  existe  ley  Nacional  que  pene  á  las  per- 
sonas que  tengan  á    su   servicio  ciudadanos  que    no  están 
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enrolados  en  la  Guardia  Nacional,  con  arreglo  á  lo  dispuesto 
por  la  ley  de  la  materia;  ni  puede  haberla  Provincial,  por*- 
que  esjdelegado  al  Congreso  Nacional  el  poder  de  legislar 
disponiendo  la  organización,  armamento  y  disciplina  de  las 
milicias  (artículo  67  inciso  24  de  la  Constitución)  y  el  caso  de 
que  se  trata  no  está  comprendido  en  las  excepciones  prescríptas 
por  la  Constitución  ;  —  3*"  Que  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo 
de  las  Provincia  no  es  Ley,  porque  no  recide  en  él  la  facultad 
de  legislar,  y  porque  aunque  recidiera  carecería  de  facultad  para 
hacerlo  en  la  materia,  según  queda  demostrado :  —  4p  Que  el 
no  poder  ser  penado  sin  juicio  previo  fundado  en  la  ley  anterior 
al  hecho  del  proceso,  es  una  garantía  acordada  por  el  art.  18 
á  los  habitantes  de  la  República;  —  5^  Que,  según  esto,  el 
demandado,  dando  cumplimiento  á  lo  dispuesto  por  el  decreto 
citado,  agredió  esa  garantía  db  la  persona  del  actor,  y  se  hizo 
responsable,  como  ejecutor,  del  daño  asi  causad^),  como  todo 
el  que  lo  infiere  contra  derecho,  pues  que  sobre  toda  otra  ley, 
decreto  ó  mandato  se  estáá  lo  preceptuado  por  la  Constitu- 
ción que  es  de  primera  observación ;  —  6®  Que,  además,  el 
mismo  decreto  es  agresivo  á  la  libertad  de  industria  y  comer- 
cio, garantizada  por  el  art.  14  de  la  Constitución,  pues  que  lo 
limita  prohibiendo  á  los  habitantes  entrar  en  relaciones  de  ese 
género  con  personas  que  no  hayan  cumplido  lo  dispuesto  por 
la  ley  de  enrolamiento ;  siendo  de  advertir  la  diferencia  que 
hay  entre  prohibir  esto  é  imponer  á  los  habitantes  la  obliga- 
ción de  dar  parte  y  aviso  de  los  habitantes  no  enrolados  que 
tengan  á  su  servicio,  por  cuanto  aquello  restringe,  y  esto  nó  la 
libertad  mencionada  ; — 7^  Y  finalmente;  que  la  calidad  de 
agente  del  Gobierno  Nacional  que  la  Constitución  dá  á  los 
Gobiernos  de  Provincia,  para  hacer  cumplir  la  Constitución 
7  leyes  de  la  Nación,  tampoco  faculta  al  Gobernador  de  la 
Provincia  para  espedir  disposiciones  como  la  que  se  considera, 
tanto  por  lo  que  queda  espuesto,  cuanto  porque  una  cosa  es 
ejecutar  lo  mandado  por  la  Constitución  ó  por  las  leyes  del 
Congreso  en  la  aparte  relativa  á  ese  ramo  del  Poder  Público, 
y  otra  muy  distinta  corroborar  lo  dispuesto  por  ellas  con  el 


DB  JUSTIGU  NACIONAL.  183 

eslableeimiento  ó  creacioo  de  nueyas  penas  que  apremien  i 
su  camplimiento ;  fallo^  defiaitivamente  condenando  al  deman- 
dado en  el  pago  de  los  20  S  de  la  demanda,  por  razón  del 
daño,  dentro  del  término  de  diez  días,  y  bajo  de  apercibimien- 
to de  ejecución -y  embargo. 

José  Benjamín  de  la  Vega. 

A  petición  de  Yanci  se  concedió  el  recurso  de  nulidad. 

Dijo  Tanci  que  el  Gobierno  de  San  Juan  al  dictar  el  decreto 
de  23  de  Enero,  habia  obrado  como  agente  del  Gobierno 
Nacional. 

Que  si  habia  excedido  el  límite  de  sus  atribuciones,  era  el 
Poder  Legislativo  de  la  Provincia  que  debia  pedirle  cuenta, 
y  este  Poder  habia  prestado  á  aquel  decreto  su  formal  adquies- 
cencía. 

Que  no  todos  loscasosrej idos  por  la  Constitución  correspon- 
den á  los  Tribunales  federales,  sino  los  que  especialmente  se 
sometan  por  aquella  á  estos,  y  entre  los  mismos  no  se  en- 
cuentra el  presente. 


FaIIo  de  la  Suprema  C'orte. 


Buenos  Aires,  Setiembre  10  dé  1868. 

yistos^  y  considerando: — Primero^  que  la  acción  contra 
don  Zacarías  Yanci  para  la  devolución  de  la  multa  que  im- 
puso al  demandante  por  infracción  del  Decreto  transcripto  á 
foja  dos,  fué  intentada  á  foja  tres,  y  no  admitida  por  el  Juez 
de  Sección,  que  se  declaró  incompetente  para  conocer  de 
ella;  —  Segundo,  que  aunque  entonces  se  llamó  al  deman- 
dado. Inspector  General  de  .Policía,  y  en  el  escrito  de  foja 
cinco,  que  se  tomó  como  nueva  demanda,  se  omitió  la  enu- 
meración de  su  empleo,  la  acción  fué  la  misma,  procedente 
ide  la  misma  causa,  y  contra  la  misma  persona ;  —  Tercero^ 
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que  nna  misma  causa  no  puede  ser  dos  veces  juzgada^  por- 
que las  sentencias  finales  son  irrevocables,  según  la  ley 
diez  y  nueve,  título  veinte  y  dos,  partida  tercera  :  Considerando 
además,  que  la  Inspección  de  Policía  procedió  á  la  imposi- 
ción de  la  multa  aplicando  un  Decreto  del  Poder  Ejecutivo 
Provincial  de  San  Juan,  que  prohibia  bajo  esta  pena,  á  los 
habitantes  de  su  territorio  tomar  peones  6  dependientes,  que 
no  estuviesen  enrolados  en  la  Guardia  Nacional ;— Ctiarto, 
que  esta  disposición,  aunque  tiene  una  tendencia  manifiesta 
á  promover  el  efectivo  enrolamiento  de  todos  los  vecinos  com- 
prendidos en  la  ley  sobre  organización  de  la  milicia  nacional, 
no  es  una  modificación  de  ella,  ni  una  adición  que  se  in- 
corpora á  sus  prescripciones,  sino  una  condición  para  !a 
locación  de  servicios,  cuya  reglamentación  corresponde  á  los 
Poderes  Provinciales;— Quinao,  que  aunque  no  fuera  así,  no 
estando  el  citado  Decreto  en  oposición  á  las  leyes  de  enro- 
lamiento que  ha  dictado  el  Congreso^  antes  bien  coadyuvando 
á  su  ejecución,  de  la  cual  están  encargados  los  Gobiernos 
Provinciales  á  quienes  el  Nacional  se  dirije  para  la  remisión 
de  los  contingentes  que  conviene  mobilizar  para  el  servicio  y 
defensa  de  la  República^  sin  designar  personalmente  los  ciu  • 
dadanos  que  deben  intégralos ;  y  haciéndose  por  consiguiente 
esta  designación  y  el  llamamiento  de  cada  individuo  por  ór- 
denes inmediatas  de  los  Gobiernos  Provinciales,  la  desobedien- 

r 

cia  es  una  infracción  de  estos  que  pueden  castigar  para  que 
sú  autoridad  no  sea  burlada,  y  frustrado  el  cumplimiento  de 
los  deberes  que  les  incumbe  como  agentes  del  Gobierno  Na- 
cional;—  Sesto,  que,  según  el  articulo  sesenta  y  siete,  inciso 
veinte  y  cuatro  déla  Constitución  general,  la  administración 
y  gobierno  de  la  guardia  nacional  corresponde  al  Congreso, 
cuando  estuviese  empleada  en  servicio  de  la  Nación,  dejando 
á  las  Provincias  el  nombramiento  de  sus  jefes  y  oficiales,  y  el 
cuidado  de  establecer  en  su  respectiva  milicia  la  disciplina 
proscripta  por  el  Congreso ;  *de  donde  resulta  que  para  que  la 
guardia  nacional  quede  sometida  á  la  jurisdicción  esclusiva 
de  este  Poder,  es  condición  indispensable  que  se  halle  en 
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seryicio  activo  á  las  órdenes  de!  Presidente  de  la  República-, 
y  que  antes  de  ser  movilizada  ios  Gobiernos  Provinciales  son 
competentes  para  administrarla  y  gobernarla; — Séptimo ^  que 
los  fundamentos  que  quedan  establecidos  demuestran  que  el 
Decreto  en  virtud  del  cual  la  Inspección  de  Policía  de  la  Pro- 
vincia de  San  Juan,  impuso  la  multa  al  demandante  ño  está  en 
contradicion  con  ninguna  de  las  prescripciones  de  la  Consti- 
tución General^  ni  las  leyes  del  Congreso ;  en  cuyo  solo  caso 
sería  competente  el  Juzgado  de  Sección  para  conocer  de  esta 
causa,  por  estas  razones  se  declara  nulo  el  auto  de  foja  ca- 
torce que  condena  al  demandado  al  pago  de  los  veinte  pesos 
fuertes,  importe  de  la'multa  que  impuso  á  Galaburri  y  satis- 
fechas las  costas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  para  que 
el  demandante  ocurra,  si  le  conviniere,  á  donde  corresponde. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  Pazos. — José  B. 
gorostiaga. 
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CAUSA   CV. 


Dan  Luis  Luengo,  contra  D.  Pedro  Garmendia^ 
sobre  tercería  de  dominio. 


Sumario. —  i^  Cuando  una  persona,  reconocida  como  de- 
pendiente de  otra,  compra  especies  con  dinero  de  su  principal, 
se  presume  que  la  negociación  se  hace  por  cuenta  de  este. 

2^  Esta  presunción  se  robustece,  si  estas  especies,  consis- 
tentes en  hacienda  vacuna,  se  encuentran  en  pastos  del  prin- 
cipal y  señaladas  con  su  marca. 

3<>  La  presunción  no  se  desvirtúa  con  el  hecho  de  haber 
el  dependiente  hecho  la  negociación  á  su  nombre  propio  ni 
con  el  de  haber  del  mismo  modo  revendido  una  parte  de 
las  haciendas. 

4°  Solo  debe  ser  condenado  en  costas  el  temerario  ó  ma- 
licioso litigante. 


Caso. —  Luis  Luengo^  se  presentó  ante  el  Juzgado  Seccional 
de  la  Provincia  de  San  Juan  (á  consecuencia  de  demanda  eje- 
cutiva contra  D.  Ignacio  Flores,  por  la  cual  se  trabó  embargo 
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en  una  cantidad  de  yacas,  que  existiaa  ea  «u  establecimiento 
del  Pósito),  alegando  ser  de  su  esclusiva  propiedad  las  yacas, 
y  pidiendo  que  alzase  el  embargo  que  sobre  ellas  pesaba,  ofre- 
ciendo para  el  efecto  información  do  testigos. 

Admitida  esta,  declaró  Antonio  López,  fiador  de  Luengo 
por  1500  g^  valor  de  unas  vacas  compradas  á  Quiroga  Hnos., 
que  dicho  Luengo  compró  de  estos  mas  de  400  vacas,  de  cuyo 
saldo,  por  valor  de  1500  $  fts.,  era  su  fiador;  que  el  mismo 
Luengo  le  dijo  que  iba  á  llevar  á  Chile  las  que  estaban  en 
mejor  estado  y  dejar  las  demás;  y  pot*  último,  que  en  la  li- 
cencia y  guía  aparecían  las  marca  de  D.  José  | Ignacio  Flores 
y  otros  que  no  recordaba. 

Ensebio  Zapata  declaró ;  que  por  Juan  Crisóstomo  Quiroga 
sabe  que  Luengo  compró  de  Quiroga  Hnos.  400  y  tantas  vacas, 
á  13  ^  cada  una. 

Juan  Crisóstomo  Quiroga  declaró  ;  que  fueron  452  vacas  las 
vendidas  á  Luengo,  que  las  pagó  al  contado,  co«  excepción 
de  1500  g  por  los  cuales  dio  una  letra ;  que  esta  letra  fué 
simplemente  firmada  por  Luengo,  afianzada  por  Antonio  López 
y  jirada  á  cargo  de  D.  José  Ignacio  Flores;  que  fué  endo- 
zada  por  la  casa  de  Quiroga  Hnos.,  á  favor  de  D.  Luis  Aré- 
valo,  quien  la  cobró  en  Chile. 

Luís  Arévalo,  después  de  manifestar  que  José  Ignacio  Flores 
es  hijo  de  una  hermana  de  la  abuela  del  declarante,  y  que 
Luengo  es  sobrino  de  Flores,  declaró;  que  es  cierto  que 
Luengo  compró  de  Quiroga  Hnos.,  las  400  y  tantas  vacas; 
que  antes  de  comprarlas  consultó  con  el  esponente  sobre  el 
negocio,  quien  por  la  conversación  de  Luengo  entendió  que 
el  negocio  era  del  referido  Luengo ;  qu^  en  pago  de  la  letra 
antes  referida,  le  entregó  éste  una  orden,  contra  un  Banco, 
cuya  orden  le  endozó  á  su  vez  el  esponente. 

En  este  estado  el  Juez  dio  traslado  de  la  tercería,  y  Ramón 
Castañeda,  en  representación  de  Pedro  Garmendia,  lo  contestó, 
diciendo:  que  cuando  fué  á  embargarse  las  vacas  de  José 
Ignacio  Flores,  su  hijo  Heraclio,   dijo  que  eran  suyas  con  el 
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objeto  de  sustraerlas  del  secuestro ;  que  Luis  Cavilliotti,  re- 
presentante de  Garmendia  en  aquel  acto,  le  dijo  que  las  mar- 
cas estampadas  en  las  vacas,  mostraban  que  eran  de  propiedad 
de  su  padre  don  José  Ignacio,  y  ademas^  que  estando  él  bajo 
la  patria  podestad  era  inhábil  para  poseer  y  manejar  negocios 
propios ;  que  así  como  éste,  Luengo  no  tiene  otro  propósito 
que  sustraer  estos  bienes  del  embargo ;  que  Luengo,  después 
de  las  esperas  que  obtuvo  de  sus  acreedores  no  es  sino  un 
dependiente,  administrador,  ó  encargado  de  los  negocios  ru« 
rales  de  José  Ignacio  Flores;  que  los  Quíroga  Hnos.,  debían 
á  dicho  Flores,  como  4000  í^  y  que  en  pago  de  ellos  le  ven- 
dieron^ por  intermedio  de  Luengo,  las  vacasen  cuestión  ;  Que  la 
letrajque  Luengo  dio  por  el  saldo  de  \  ,500^,  aparece  jirada  contra 
Flores  y  garantida  por  Antonio  López,  cuyo  hecho  prueba  que 
el  negocióse  hizo  por  cuenta  de  Flores ;  que  para  no  dudar  de 
esto  debe-  tenerse  presente  que  Luengo  maneja  6  tiene  á  su 
cargo  negocios  de  Flores :  que  el  testimonio  de  López  no  hace 
fé  en  este  caso ;  i^,  porque  resulta  ser  acreedor  de  aquel  á 
quien  garantiza ;  2»,  porque  está  ligado  con  Flores  por  rela- 
ciones comerciales  interesadas  ;  y  3^,  porque  está  enjuiciado 
ante  el  Juzgado  en  igual  forma  que  Flores ;  que  tampoco  es 
admisible  la  declaración  de  Juan  Crisóstomo  Quiroga,  gerente 
de  la  Sociedad  Quiroga  Hnos.,  desde  que  las  vacas,  cuya  pro- 
piedad pretende  Luengo,  son  las  que  entregaron  en  pago  de 
la  deuda  que  tenian  para  con  Flores ;  que  son  igualmente 
inadmisibles  las  de  Ensebio  Zapata  y  Luis  Arévalo;  la  1^,  por 
ser  de  oidas,  y  la  2^,  por  el  parentezco  inmediato  de  Aré- 
valo  con  Flores. 

Se  recibió  la  causa  á  prueba,    y  se  produjo  la  siguiente  : 

Prueba  de  ÍAieixgo. 

Contestando  un  interrogatorio,  Amaro  Puebla,  declaró: 
que  Luengo  disponía  y  vendió  en  Chile  las  vacas  que  llevó 
en  Noviembre  de  1867,  sin  que  D.  José  Ignacio  Flores  to- 
mara la    menor  intrusión;    que   entre  dichas  vacas   fueron 
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como  300  de  las  compradas  á  Qoiroga  Hdos.  ;  que  las  demás 
quedaron  eo  San  Juan,  las  cuales  fueron  después  embargadas; 
que  el  joven  Flores  bizo  marcar  éstas  con  la  marca  de  su  padre 
donJosé  Ignacio ;  que  entre  las  llevadas  á  Chile  no  iba  nin- 
gunacon  la  marca  de  Flores,  sino  con  las  de  los  vendedores. 

Amador  Narvaez  declaró ;  que  fué  peón  de  Luengo  en  el 
areo  de  Us  vacas  llevadas  á  Chile;  que  no  ha  visto  que  otro 
sino  éi  dispusiera  de  ellas;', que  le  dijo  que  las  habia  cora- 
prado  de  Isaac  Quiroga ;  que  en  San  Juan  quedaron  una  parte 
de  las  compradas  á  Quiroga  Hnos.,  con  la  marca  de  estos, 
pero  al  regresar  de  Chile  las  encontraron  con  la  marca  de  Flo- 
res; que  las  llevaba  á  Chile,  solo  llevaban  las  marcas  de  I09 
Tendedores. 

Leyes  Sara  declaró ;  que,  como  peón  de  Luengo,  le  consta 
que  solo  él  intervenia  y  disponía  en  el  negocio  de  las  vacas 
llevadas  á  Chile,  sin  tomar  parle  alguna  D.  José  Ignacio  Flo- 
res ;  sigue  declarando  sobre  los  mismos  puntos  y  en  los  mismos 
términos  que  los  anteriores. 

Miguel  Enrique,  capataz  de  Heraclio  Flores  en  la  Anca  del 
Pósito,  dice,  que  las  vacas  que  según  le  dijo  Luengo  las  ha- 
bia comprado  de  Quiroga  Hnos.,  una  parte  fué  llevada  á  Chile 
con  la  sola  marca  de  los  vendedores,  y  la  otra  quedó  en  el 
establecimiento,  á  las  que  el  declarante  puso  la  marca  de  D. 
José,  por  orden  que  le  dio  su  patrón  Heraclio  á  causa  de  que 
ya  se  hablan  perdido  tres. 

Estanislao  Puebla  declaró ;  que  solo  Luengo  intervenia  en 
el  negocio  de  las  vacas  llevadas  á  Chile,  las  cuales  llevaban 
las  marcas  de  los  vendedores  únicamente ;  que  de  las  compra- 
das á  los  Quirogas  quedó  una  parte  en  San  Juan  con  la  marca 
de  éstos. 

Prueba  de  Pedro  Garmeridia,  en  representación  de  don 

Federico  Day. 

Lisandro  Lloverás^  dice  ;  que  siempre  ha  conocido  á  Luengo 
como  dependiente  de  Flores  en  las  veces  que  ha  tenido  que 
Terse  con  éste;  que  Isaac  Quiroga  le  dijo  que  habia  vendido 
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todas  las  vacas  á  José  Ignacio  Flores;  qae  después  volvió  á 
preguntarle  el  esponente,  con  motivo  de  cierto  negocio,  si  se 
habia  arreglado  con  Flores,  porque  no  sabia  que  la  casa  Qui- 
roga  Hnos.  era  deudora  de  éste,  y  que  habia  tenido  intención 
de  pagar  á  sus  acreedores  con  vacas,  y  que  le  contestó  que 
con  Flores  estaba  arreglado  ya. 

Julián  León  dice:  que  le  consta  que  Luengo  no  jira  por 
cuenta  propia,  porque  hace  mas  de  cuatro  ó  cinco  años  que 
por  falta  de  recurso  no  puede  pagar  á  la  casa  de  D.  Juan 
León  una  corta  cantidad  que  debe. 

Luis  Heraclio  Flores,  dice ;  que  resistió  el  embargo  dicien- 
do, que  eran  suyas  las  vacas,  porque  Luengo  lo  babia  dejado 
al  cuidado  de  ellas ;  que  como  se  le  habian  perdido  algunas 
y  no  tenia  marca  especial  que  ponerles,  dispuso  marcarlas 
con  las  marcas  de  su  Sr.  padre,  sin  tomar  consentimiento  á 
Luengo:  que  sabe  y  le  consta  que  la  casa  Quiroga  Hnos. 
adeudaba  á  su  padre  3000  y  tantos  pesos  y  que  creé  que  le 
vendió  las  vacas  ó  bizo  un  arreglo  por  el  documento  sin  saber 
el  cómo,  porque  el  declarante  estuvo  entonces  en  Chile ;  que 
las  vacas  en  cuestión  tenian  la  marca  de  los  Quirogas  unas, 
y  otras  marcas  otras;  que  su  padre  D.  José  Ignacio  no  ha 
tenido  negocio  de  vacas  con  D.  Antonio  López ;  que  mas  bien 
Luengo  es  quien  lo  ha  acompañado  en  los  negocios  pagán- 
dole un  tanto  mensual ;  que  en  gratificación  de  sus  servicios 
le  cedió  la  finca  del  Sud  para  que  hiciese  los  gastos  necesa- 
rios y  disfrutase  de  su  producido. 

Luis  Cavillotii  dice,  que  es  cierto  que,  como  representante 
de  Garmendia,  en  el  acto  del  embargo,  no  le  admitió  á  He- 
raclio Flores  que  se  llamase  propietario  de  las  vacas  por  las 
razones  ya  manifestadas;  que  le  observó,  ademas,  que- ni 
marca  tenia  él,  á  lo  que  le  contestó  que  él  marcaba  con  la 
marca  de  su  padre ;  que  durante  todo  el  acto  del  embargo  no 
dijo  que  las  vacas  perteneciesen  á  Luengo,  sino  por  el  con- 
trario, que  eran  suyas. 

Luis  Arévalo  declaró :  que  sabe  que  Luengo  era  encargado 
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de  la  finca  de  Flores ;  que  sabe  qae  la  casa  Qairoga  Hnos.  era 
deudora  de  Flores,  pero  que '  no  sabe  que  haya  vendido  á 
esle  las  vacas ;  que  Luengo  le  dijo  que  él  tomaba  de  su  cuenta 
el  negocio. 

El  escribano  y  oficial  de  justicia  certifican  que,  cuando  fue- 
ron á  embargar  las  vacas,  Heraclio  Flores  quiso  oponerse  ale- 
gando que  eran  de  su  propiedad. 

Crisóstomo  Quiroga,  socio  de  la  casa  Quiroga  Hnos.  declaró 
nuevamente :  que  ha  oido  decir  que  Luengo  corría  con  algunos 
negocios  de  Flores ;  que  cuando  se  ocupaban  del  contrato  de 
las  vacas,  Luengo  tenia  en  su  poder^  el  documento  de  tres 
mil  y  tantos  pesos  que  la  casa  adeudaba  á  Flores,  y  quiso 
pagar  con  él  el  valor  de  las  vacas ;  que  se  lo  aceptó^  pero  á 
condición  de  descontar  el  interés  correspondiente  al  plazo  de 
las  esperas  que  los  acreedores  habían  acordado  á  la  casa : 
que  Luengo  convino  en  esto,  y  entregó  el  documento,  que  no 
estaba  endozado  á  su  favor,  chancelado  por  él  lisa  y  llanamen- 
te bajo  su  firma ;  que  cuando  ajustaron  el  contrato  y  creyendo 
el  esponente  que  el  negocio  fuese  de  Flores^  dijo  á  Luengo : 
c  mucha  plata  va  á  ganar  Flores  én  este  negocio  >,  á  lo  que 
él  le  contestó :  c  ganaré  yo^  porque  este  negocio  es  mió  > . 

Federico  Moreno  declaró :  que  le  constaba  que  Luengo  se 
ocupó  muchas  veces  de  negocio  de  Flores,  por  transacciones 
que  ha  tenido  con  el  esponente ;  que  Isaac  Quiroga  le  refirió 
que  habia  recibido  de  Flores  un  sobrante  ó  saldo  de  dinero, 
después  de  haberle  pagado  una  cantidad  que  le  debia,  con  un 
ganado  que  habia  vendido  ó  entregado  á  Luengo. 

Antonio  López  declaró :  que  Luengo  pagó  á  Arévalo  la  letra 
que  el  referido  Luengo  jiro  á  cargo  de  Flores  por  1500  pesos. 

Con  estos  antecedentes  se  dictó  el  siguiente : 

Fallo  del  JTues   de  Seeeleii. 

San  Juan,  Junio  5  de  1868. 
Vistos :  Estos  autos  seguidos  á  instancia  de  Luengo  sctbre 
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terceria  de  dominio  sobre  unas  \acas  comprendidas  en  el  em- 
bargo que,  por  querella  de  don  Pedro  Garmendia,  como  apo- 
derado de  don  Federico  Day,  se  trabó  en  bienes  de  don  José 
Ignacio  Flores,  y  considerando  * 

Que  de  la  prueba  producida  7  de  lo  espuesto  por  las  partes 
en  estos  autos,  r\ísnlta  establecido  :  que  Luengo  compró  las 
vacas  á  los  Sres.  Quiroga  Hnos.,  tratando  como  de  negocio 
propio  ó  en  su  nombre;  que  llevó  una  parte  de  ellasá  Chile, 
dejando  otra,  en  la  finca  de  D.  José  Ignacio  Flores,  j  que 
realizó  en  Chile  la  venta  de  las  vacas  que  llevó  sin  interven- 
ción de  Flores ;  que  de  los  mismos  antecedentes  resulta  tam- 
bién establecido^  que  Luengo  servia  de  dependiente  ó  agente 
de  Flores  en  sus  negocios ;  que  compró  las  vacas  pagando  al 
contado  la  mayor  parte  de  su  Valor  con. fondos  de  Flores, 
cuales  fueron  los  que  representaba  el  documento  de  crédito 
que  éste  tenia  contra  la  casa  Quiroga  Hnos.,  y  jirando  por  el 
remanente  una  letra  á  cargo  del  mismo  Flores  y  á  favor  de 
dicha  casa ;  que  las  vacas  cuestionadas  fueron  llevadas,  como 
las  demás,  á  finca  y  pastos  de  D.  José  Ignacio  Flores;  que 
después  fueron  herradas  con  la  marca  de  fuego  de  propiedad 
Flores;  que  al  efectuarse  el  embargo  las  defendía  como  suyas 
propias^  y  no  como  de  Luengo,  el  joven  D.  Luís  Heraclio 
Flores,  hijo  de  D.  José  Ignacio,  que  presenció  el  acto. 

Que,  dados  estos  antecedentes,  ha  debido  el  actor,  para 
esclarecer  su  acción  y  justificar  el  derecho  de  propiedad  en 
la  negociación,  que  pretende  demostrar  la  causa  ó  titulo  por- 
que se  hallaba  autorizado  para  invenir  en  negocios  propios 
fondos  de  Flores,  para  jirar  por  la  misma  causa  letras  á  cargo 
de  este  y  disponer  de  su  finca  y  pastos ;  pero  no  lo  ha  hecho, 
ni  ha  pretendido  dar  luz  alguna  sobreesté,  sino  que  se  ha 
reducido  á  una  misteriosa  reserva ;  que  el  hecho  de  hallarse 
las  vacas  pastando  en  finca  de  D.  José  Ignacio  Flores  y  con 
la  marca  que  designa  la  propiedad  de  este  en  los  animales, 
que  concurre  en  armonía  con  )os  demás,  á  justificar  la  misma 
propiedad  en  ellos,  constituía  también  especialmente  al  actor 
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en  la  necesidad  de  jnstificar  alguna  razón  esplicativa  de  él, 
qne  no  fuera  la  significación  de  la  propiedad  de  Flores  en  las 
Yacas,  porque,  de  que  la  negociación  hubiese  sido  suya,  no 
se  deduce  que  fueron  también  6  continuaron  siendo  suyas  las 
vacas  de  cuya  propiedad  se  trata. 

Que  la  razón  esplicativa  que  se  ha  querido  dar,  ha  sido  que 
las  vacas  se  marcaron  sin  su  consentimiento,  porque  se  esta- 
ban perdiendo ;  pero  no  se  ha  justificado,  porque  los  únicos 
testigos  que  declaran  asertivamente  sobre  esto,  son :  D.  Luis 
Heraclio  Flores,  hijo  de  D.  José  Ignacio  Flores,  y  pariente 
en  cuarto  grado  civil  y  amigo  íntimo  de  Luengo;  y  Miguel 
Enrique,  capataz  del  mismo  Flores  en  una  de  sus  fincas ;  el 
dicho  del  i^  es  contradictorio  en  la  parte  que  se  refiere  al 
incidente  ocurrido,  con  respecto  á  las  vacas  en  el  acto  del 
embargo,  pues  no  ha  podido  tener  lugar  la  cuestión  que  re- 
fiere en  su  contesto  á  la  penúltima  pregunta^  sino  en  caso  que 
las  resistiese  como  suyas,  é  inexacto  en  la  parte  que  afirma 
que  las  resistió  como  de  Luengo,  porque,  de  autos,  consta 
que  las  resistió  como  suyas  propias ;  y  el  2<>,  solo  dice  que 
don  Heraclio  le  dio  orden  para  que  las  marcase,  porque  se 
le  habian  perdido  tres;  que  las  marcó,  y  que  supo  por  el 
mismo  D.  Heraclio,  que  éste  era  encargado  de  Luengo  para 
el  cuidado  de  las  vacas. 

Que  el  que  consultase  el  negocio  á  estas  personas,  además 
de  que  no  aparece  lejftimamente  probado^  no  demostraría  su 
propiedad  en  la  negociación,  pues  era  natural  que,  aun  pro- 
cediendo como  encargado  de  Flores,  ausente  entonces  en 
Chil0,  tocase  todos  los  medios  conducentes  á  asegurar  un  re- 
sultado satisfactorio ;  y  la  manifestación  de  Luengo  que  espresa 
el  testigo  Quiroga,  no  consta  mas  que  del  dicho  de  éste;  que, 
por  fin,  del  mérito  de  la  prueba  producida,  no  resulta  justifi- 
cada la  temeridad  ó  malicia  que  por  la  parte  de  Day  se  atribuye 
al  actor. 

Por  estas  consideraciones,  y  demás  que  ha  convenido  tener 
presente ;  fallo  definitivamente  en  la  presente  causa  declaran- 
do ;  que  uo  ha  lugar  á  la  acción  entablada  por  D.  Luis  Luengo 
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eu  su  demanda,  y  mandando  que  éste  consigne  el  valor  de  las 
vacas,  con  arreglo  á  la  estipulación  en  cuya  virtud  obtuvo  su 
desembargo,  dentro  del  término  de  (Kez  dias,  para  constituirse 
en  depósito  que  responda  á  las  resultas  de  la  querella  de  D. 
Federico  Day  contra  D.  José  Ignacio  Flores,  sin  especial  con- 
denación en  costas.  Notifíquese-orijinal  y  hágase  la  reposición 
de  sellos,  como  está  mandado. 

José  Benjamín  de  la  Vega. 

El  representante  de  Luengo  espresando  agravios  ante  la  Su- 
prema Corte,  dice  que  el  Juez  á  quo  reconoce :  i"^,  que 
Luengo  ha  probado  que  compró  las  vacas  á  los  Quiroga  Hnos., 
tratando  como  negocio  propio ;  S'',  que  llevó  una  parte  de 
ellas  á  Chile  y  otra  dejó  en  la  finca  de  Flores,  y  3^,  que  en 
Chile  realizó  su  venta  sin  intervención  de  Flores,  que  por  estos 
antecedentes,  debió  mandar  desembargar  las  vacas  y  absolver 
á  su  representado ;  que  no  es  una  razón  para  una  resolución 
contraria  el  que  Luengo  hubiese  sido  dependiente  de  Flores, 
porque  el  que  es  dependiente  puede  tener  negocios  propios^ 
Y  además,  porque  no  las  compró  como  dependiente ;  que  la 
ley  49,  tít.  5^,  P.  5%  resuelve  toda  la  cuestión,  porque  esta- 
blece que  el  que  compra  á  nombre  propio  una  cosa  la  hace 
suya  aun  cuando  la  pagase  con  dinero  ajeno;  que,  por  con- 
siguiente, no  puede  decirse  que  las  vacas  no  sean  de  Luengo, 
porque  las  haya  pagado  con  el  valor  de  un  documento  de  cré- 
dito de  Flores  contra  los  vendedores,  y  por  el  saldo  haya 
jirado  una  letra  contra  el  mismo  Flores  ;  que  consta,  ademas, 
que  esta  letra  fué  abonada  por  Luengo,  en  Chile;  que  está 
probado^  por  las  declaraciones  do  R.  Puebla,  Anjel  Enrique, 
Amadeo  Navarez,  Reyes  Sara  y  Estanislao  Puebla,  que  las  va- 
cas en  cuestión^  son  de  las  compradas  á  Quiroga  Hnos.,  y  por 
las  declaraciones  del  hijo  de  Flores  y  de  su  capataz,  que  fueron 
marcadas  con  la  marca  de  D.  José  Ignacio  Flores  sin  conoci- 
miento de  Luengo,  que  á  la  sazón  estaba  en  Chile ;  que  estos 
dos  testigos  son  hábiles ;  el  primero,  porque  es  presentado 
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por  el  contrarío,  y  el  segundo,  porque  no  tiene  tacha  legal ; 
que,  por  consiguiente,  el  hecho  de  la  marca  sin  conocimiento 
ni  consentimiento  de  Luengo  no  puede  ser  un  titulo  traslativo 
de  dominio,  que  convierta  las  vacas  en  propiedad  de  Flores ; 
que  tampoco  puede  producir  este  efecto  el  hecho  de  que  He- 
racHo  Flores  hubiese  dicho  que  eran  suyas,  porque  nadie  pue- 
de decir  que  basta  hacerse  esta  aflrmacion  para  adquirir  lo 
ajeno ;  que  no  es  obligación  de  Luengo  probar  ó  esplicar  el 
motivo,  porque  hizo  uso  del  documento  de  crédito  de  Flores, 
para  el  pago  de  la  hacienda,  ni  porque  la  tenia  pastando  en 
su  establecimiento,  porque  basta  la  ley  que  dice  que  el  qué 
con  dinero  ajeno  compra  una  cosa  la  hace  suya ;  que  el  hijo 
de  Flores  ha  declarado,  además,  que  resistió  el  embargo  por- 
que las  vacas  no  eran  de  su  padre,  sino  de  Luengo  ;  que  por 
las  declaraciones  de  los  testigos  Arévalo,  Zapata,  López  y  los 
Quiroga,  está  constatado,  que  la  compra  la  hizo  Luengo  á 
nombre  propio ;  que  todo  esto  hace  evidente  que  son  de  su 
propiedad,  que  deben  ser  desembargadas,  y  consiguientemente 
revocarse  el  auto  apelado,  mandando  chancelar  la  fianza  otor- 
gada por  Luengo,  &^ 

El  Dr.  D.  Anjel  Padilla,  respondiendo  dice :  que  cuando 
se  embargaron  las  vacas  tcnian  la  marca  de  D.  José  Ignacio 
Flores ;  que  este  hecho  lo  confiesa  en  cada  escrito  el  con- 
trarío; que,  por  consiguiente,  es  fuera  de  duda  que  ellas  son 
de  propiedad  de  Flores,  porque  los  animales  pertenecen  al 
dueño  de  la  marca  que  llevan ;  que  la  marca  indica  y  pnieba 
acabadamente^  y  en  todas  partes,  la  propiedad  del  animal  que 
la  lleva^  según  se  espresa  el  art.  17  del  C<5digo  Rural  de  esta 
Provincia;  que  sobre  esta  base  reposa  en  toda  la  República 
la  propiedad  semoviente,  que  quedaria  completamente  supri- 
mida si  se  alterase  el  principio;  que  reconociendo,  solo  por 
vía  de  hipótesis,  que  están  justificados  los  hechos  que  alega 
Luengo,  se  tendría;  1^,  que  compró  de  los  Quiroga  Hnos., 
una  cantidad  de  vacas ;  2^,  que  una  parte  las  llevó  y  vendió 
en  Chile  sin  intervención  de  Flores ;  y-  S*',  que  la  otra  fué 
marcada  en  San  Juan,   por  Heraclio  Flores,  con  la  marca  de 


196  p'allos  de  la  suprema  corte 

su  padre ;  que  lo  que  puede  deducirse  de  estos  hechos  es  que 
Luengo  redujo  su  negocio,  y  que  pasados  tres  meses  las  vacas 
entraron  á  ser  propiedad  de  D.  José  Ignacio  Flores,  como  lo 
eran,  en 'efecto,  al  tiempo  del  embargo,  como  lo  demuestra 
la  marca,  que  es  prueba  acabada  de  la  propiedad,  según  es- 
presion  de  nuestro  Código  Rural ;  que  estudiando  el  verdadero 
mérito  de  la  prueba  se  vé,  que  la  producida  por  Luengo  es 
insuficiente  é  inconducente ;  que  todos  sus  testigos  son  peones 
arrieros  que  lo  acompañaron  para  Chile,  pero  tan  ignorantes, 
que  ni  saben  firmar ;  que  ellos  no  esponen  sino  sobre  los  ob- 
jetos materiales  que  vieron^  pero  absolutamente  ignoran  las 
relaciones  comerciales  entre  D.  José  Ignacio  Flores  y  Luengo; 
que  no  obstante  que  su  parte  no  precisaba  rendir  prueba,  por- 
que le  bastaba  el  hecho  incontrovertible  de  la  marca,  que  re- 
suelve toda  la  cuestión,  ha  demostrado,  sin  embargo,  que 
Luengo  no  jira  por  cuenta  propia ;  que  es  dependiente  de 
Flores ;  que  contrató  los  ganados,  pero  los  pagó  con  dinero 
de  éste;  que  el  pago  se  hizo  admitiendo  los  Quiroga^  porpre 
ció,  un  documento,  que  ni  siquiera  estaba  endozadoá  favor  de 
Luengo,  que  lo  entregó ;  que,  por  un  saldo,  ¿e  libró  una 
letra  contra  el  mismo  Flores ;  que  la  prueba  ha  revelado,  tam- 
bién^ que  al  principio  se  quizo  sustraer  del  embargo  las  vacas 
en  cuestión,  llamándose  Heraclio  Flores  propietario  de  ellas, 
sin  mencionar  para  nada  á  Luengo ;  que  no  habiendo  surtido 
este  efecto  se  ocurrió  al  espediente  de  sostituir  al  padre  por 
el  dependiente ;  que  la  ley  43,  tít.  5»,  P.  5^,  no  tiene  aplica- 
ción actual,  porque  la  marca  de  Flores  en  el  ganado^  significa 
que  Luengo  hizo  la  compra  con  dinero  ajeno,  pero  para  el 
dueño  del  dinero,  y  no  para  sí. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  15  de  1868. 
Vistos: — Por  sus  fundamentos,  se  confirma  el  auto  ape- 
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lado  de  foja  cincuenta  y  una,  y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Frat^cisco  de  las  Carreras. — Sal- 
vador M.  DEL  Carril. — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos.-- 
j.  b.  gorostuga. 


CJLVSA     €VI. 


Recurso  de  qu^a  contra  los  procedimientos  del  Juez  Se4¡cional 

de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 


Sumario.  — E\  Juez  debe  devolver  á  taparte  que  los  presente, 
escritos  que  no  sean  pertinentes  al  estado  de  la  causa. 


Caso,  —  Lorenzo  Antonio  Muzio^  en  representación  de  Nico- 
lás Yidela,  se  presentó  ante  el  Juzgado  Seccional  de  Buenos 
Aires^  y  espuso :  que  Casimiro  Soianet  adeudaba  á  éste  la  suma 
de  9250  $  m/c.  valor  de  unos  caballos.  Presenté  con  su  escrito 
una  cuenta  simple  que  dice  así: 

€  Don  Casimiro  Soianet  á  Nicolás  Videla,  debe  por  treinta 
c  y  siete  caballos  á  doscientos  cincuenta  pesos,  cada  uno, 
c  importa  la  suma  de....f  9250.  Buenos  Aires,  Julio  14  de 
c  1868.  » 
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Espuso :  qne  por  esta  suma  tenía  un  recibo  endozado  á  su 
favor,  y  que  no  habiendo  conseguido  que  Solanet  le  abonara, 
pidió  se  le  hiciere  comparecer  á  objeto  de  reconocer  la  cuenta 
transcrita. 

El  Juez  decretó  c  traslado.  > 

Carlos  Reynal,  en  representación  de  Solanet^  pidió,  sin 
contestarlo,  que  el  demandante  exhibiese  el  recibo  que  dice 
tener  endozado  á  su  favor,  invocando  para  esta  solicitud  el 
artículo  10  de  la  ley  de  Procedimientos. 

El  Juez  dio  traslado  de  esta  petición,  con  arreglo  al  art.  76 
de  la  misma  ley  de  Procedimientos. 

Entonces  se  presentó  Muzio,  diciendo :  que  de  conformidad 
con  el  art.  250,  é  inciso  7^*  del  art.  249  de  la  misma,  se  pre- 
sentó preparando  la  vía  ejecutiva,  cuando  pidió  se  hiciera 
comparecer  á  Solanet  para  el  reconocimiento  de  la  cuenta; 
que,  no  obstante  de  haber  consentido  al  decreto  de  «tras- 
lado», que  se  puso  en  su  solicitud,  era  evidente  la  necesidad 
de  dejarlo  sin  efecto,  y  ordenar  el  reconocimiento  pedido ;  Is 
porque  no  existiendo  demanda,  seria  nulo  el  juicio  que  se 
siguiese ;  2<>,  porque  el  error  de  un  tercero  que  no  es  parte 
en  el  juicio,  debe  subsanarse  para  no  perjudicar  al  verdadero 
interesado ;  3<^,  porque  el  consentimiento  mismo  de  las  par- 
tes^ no  es  un  principio  que  debe  anteponerse  á  las  leyes 
de  procedimientos^^  que  son  de  orden  público ;  4^,  porque  la 
providencia  que  recaiga  en  un  escrito^  debe  reducirse  á  ad- 
mitir ó  rechazar  la  petición ;  que,  como  se  pidió  el  recono- 
miento  de  la  cuenta,  no  ha  podido  darse  traslado ;  que,  por 
consiguiente,  pedia  se  ordenase  dicho  reconocimiento,  jc^.... 

El  juzgado  decretó : 

€  Espídase  esta  parte  en  el  traslado  conferido,  y  devuelva- 
f  sele  este  escrito  por  no  ser  pertinente  al  estado  de  la  causa, 
€  dejando  constancia  el  actuario  de  esta  devolución.  » 

Eguia. 
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Ls  á  eonsecuencía  de  esto,  que  Muzio  interpone,  ante  la 
Suprema  Corte,  su  queja  por  denegación  de  justicia,  y  pide 
que  ordene  lo  que  sea  de  derecho. 

La  Suprema  Corte  no  hizo  lugar  á  este  recurso,  por  el  si- 
guiente 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenoft  Aires,  Setiembre  15  de  1868. 

Vistos : — Devuélvanse  al  Juez  de  Sección  para  que  lleve  ade- 
lante sus  providencias.  '^ 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José   Barros    Pazos. — J. 

B.  GOROSTIAGA. 


CAUSA    CVII. 


Enrique  Hall  y  C*,  contra  la  Empresa  del  Ferro  Carril 

del  Sud^  por  cobro  de  lanchages. 


Sumario. —  I"*  La  acción  reconocida  por  el  demandado  debe 
tenerse  por  probada. 
2o  El  demandado  debe  probar  su  excepción. 
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3^  No  probándola,  y  probándose  además  por  el  acto  su  in- 
subsistencia,  debe  ser  rechazada,  admitiéndose  la  acción. 


Coso— Los^Sres..Enrique  Hall  y  G^,  demandaron  á  la  Empresa 
del  Ferro  Carril  del  Sud  por  la  suma  de  28,426  S  m/c.  im- 
porte de  lanchage  según  la  siguiente  cuenta: 

Por  lanchage  de  450  ton.  de  carbón  de  piedra 
de  la  barca  cArdent»,  entregado  al  puente  del 
Perro  Carril  de  Barracas,  á  55  i$f  por  ton.      f.  m/c.  25,245 

Por  lanchage  de  672  ton.  de  carbón  de  piedra 
de  la  barca  «La  Tour  du  Pin»  al  puente  del  Ferro 
Carril  de  Barracas,  á  55  ,$f  m/c.  por  tonelada.  .  .  c    ^6«96Ó 

a  62,205 
Menos  10  por  Vo «    6,220 

ff  55,985 
Aumento  de  20  por  %  por  entregar  arriba  del 
puente ^  .  .  .  .  c  12,441 

^68,426 
A  deducir  40,000  g  m/c.  recibidos  á  cuenta  .  •    <  40,000 

g  28,426 

La  Empresa  del  Ferro  Carril  presentó  una  contracuenta  y 
reconvino  por  su  saldo  de  lf,631  /fm/c.  á  Hall  y  C^ 
La  contracuenta  era  así : 

Importe  de  demoras  pagadas  al  cArdent»  24dias  £  140  16 
Id.  á  la  cTour  du  Pin»  21  dias c  186  04 

£327 


A  122  jjf  50  m/c.  por  £  son  §  m/c g  40,057 

Pagado  á  cuenta a  40,000 


g  80,057 
Cuenta  de  lanchage  de  Hall  y  C^ c  68,426 


Saldo  á  favor  de  la  Empresa  $  m/c \  0  11,631 
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La  Empresa  dijo  que  Hall  y  C^,  debieron  hacer  la  descarga 
del  vapor  de  25  ton.  por  cada  día  hábil,  deduciéndose  cualquier 
demora  cassada  por  la  Empresa,  y  que  se  había  convenido  en 
que  Hall  y  C^,  pagasen  estadías  á  razón  de  cuatro  peniques 
por  tonelada  en  caso  de  no  cumplir  el  convenio. 

Que  Hall  y  C^  no  cumplieron  y  la  Empresa  arregló  las  es- 
tadías del  cArdentft  y  tTour  du  Pin:»,  presentes  losSres.  Hall 
y  C^,  quienes  no  hicieron  observación  alguna. 

Que  al  cobrar  la  Empresa  el  saldo  de  la  contracuenta,  HaU 
y  C^  alegaron-que  las  lanchas  hablan  sido  demoradas  en  ra 
descarga  del  muelle  de  la  Empresa,  y  presentaron  una  relación 
de  los  dias  de  llegada  y  salida  de  las  lauchas  á  dicho  muelle. 

Que' no  fué  aceptada  la  exactitud  de  la  relación  la  que  no 
justificaba  el  cobro;  i^  porque  suponia  la  concesión  de  dps 
dias  para  la  descarga  en  Barracas,  no  siendo  esta  la  regla ; 
iPy  porque  Hall  y  G^,  abandonaron  la  descarga  por  falta  de 
medios,  por  un  mes  del  uno,  y  por  15  dias  del  otro  buque ; 
de  manera  que  para  concluir  la  descarga  dentro  del  término 
aglomeraron  hasta  cinco  lanchas  que  la  empresa  no  podía  des- 
cargar en  los  dos  dias  que  pretendían  asignarle. 

Hall  y  C^,  replicaron  que  do  los  53  dias  empleados  en  la 
descarga  del  «Ardent»  y  de  lt)s  66  empleados  en  la  de  la  cTour 
de  Pin>*debian  rebajarse  según  el  contrato  los  dias  de  temporal, 
los  de  baja  mar^  los  festivos,  y  los  perdidos  por  culpa  de  la 
Empresa,  la  cual  por  carecer  de  wagones  ó  por  otra  causa  no 
tomd  el  carbón  de  las  lanchas. 

Que  hecha  esta  deducción,  la  descarga  resultaba  hecha  con 
arreglo  al  convenio. 

Que  nada  tenían  que  ver  con  las  estadías  pagadas  por  la 
Empresa,  y  que  era  inexacto  que  hubiesen  dicho  que  abando- 
naron la  descarga  por  falta  de  medios. 

El  Juez  abrió  la  causa  á  prueba  sobre  los  puntos  siguientes. 

1^  Si  se  convino  la  descarga  de  1131  ton.  á  razón  de  25  ton. 
p«>r  cada  dia  de  trabajo  hábil,  y  si  por  violación  de  esta  cláu- 
sula la  Empresa  pagaría  por  estadías  cuatro  peniques  diarios 
'  por  tonelada. 

T.    Vi.  13 
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¿^  Si  la  Empresa  pagó  al  «Ardcnt»  por  veinte  y  cuatro  dias 
de  demora  y  á  la  cTour  du  Pin»  por  veinte  y  uno,  327  libras 
esterlinas. 

3<^  Cuál  es  el  mayor  tiempo  que  se  acostumbra  dar  en  Barra- 
cas para  la  descarga. 

A^  Si  los  demandantes  abandonaron  la  descarga  del  carbón . 
por  falta  de  medios  y  por  el  tiempo  de  un  mes  próximamente. 

La  Empresa  del  Ferro  Carril  no  produjo  prueba  alguna. 
%  Hall  y  C^  produyeron  las  siguientes: 

jo  El  convenio  hecbo  sobre  la  descarga  y  reconocido  por  la 
contraparte,  sus  artículos  son  estos :  i""  Los  buques  cArdenti 
y  cLa  de  Tour  du  Pin»  serán  descargados  á  razón  de^25  ton, 
cada  uno  por  cada  dia  de  trabajo  en  que  el  tiempo  lo  permita; 
2<)  Toda  demora  que  se  ocasione  en  la  descarga  de  las  lanchas 
por  culpa  de  la  Empresa  será  deducida  del  número  de  los  dias 
de  trabajo  k^.  En  caso  de  falta  de  cumplimiento  por  parte  de 
Hall  pagarán  las  estadías  á  razón  de  4  peniques  por  tonelada 
por  cada  dia. 

2<)  Una  carta  de  Parish  á  Hall  no  aceptando  la  cuenta  de 
lanchaje  y  exijiendo  el  conforme  con  la  contracuenta. 

3^  Una  carta  de  Cooper  empleado  del  Ferro  Carril  á  Mr. 
Parish,  diciendo  con  referencia  ála^  demora,  que  cree  que  han 
sufrido  alguna  por  la  poca  agua  del  Rio,  pero  no  en  el  puerto 
de  la  Empresa,  menos  una  tarde  en  que  fueron  desembarcadas 
las  máquinas^  á  no  ser  por  haber  mandado  Hall  muchas  lanchas 
á  la  vez,  que  tuvieron  que  aguardar  su  turno  para  descargar. 

4^  Un  informe  de  la  Capitanía  del  Puerto,  que  desde  el  20 
de  Setiembre  al  24  de  Noviembre  de  1867,  fueron  catorce  los 
dias  en  que  el  tiempo  no  permitió  la  carga  y  descarga. 

b^  La  nota  de  la  fecha  de  llegadas  y  descarga  de  las  lanchas. 

&>  Las  declaraciones  de  Juan  Giraldes  y  Juan  Polianích  sel- 
gadores  de  que  durante  la  operación  de  la  descarga  del  cAr- 
dent»  y  «Lado  Tour  de  Pin»,  hubo  veinte  y  nueve  dias  de 
bajante  en  la  Boca  del  Riachuelo^  que  impidió  entrar  á  las 
lanchas. 
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70  Las  declaraciones  de  José  Gínochío,  marinero,  José  Sal- 
vadores y  Cayetan  Delio,  patrones  de  las  lanchas,  diciendo  que 
la  descarga  fué  demorada  por  los  dependientes  de  la  Empresa 
en  el  muelle  de  descarga. 

8^  Las  declaraciones  de  Francisco  Rodríguez  y  Mariano  Ca- 
ssyreSf  diciendo  que  los  dias  de  bajante  son  considerados  há- 
biles para  la  descarga. 


Fallo  del  Summ  Secelomal, 


Buenos  Aires,  Junio  5  de  1868. 

Y  Vistos ;  los  presentes  autos,   promovidos  por  D.  Miguel 
Barcos,  en  representación  de  D.  Enrique  Hall,  contra  la  Em- 
presa del  Ferro-Carril  del  Sud,  por  cobro  de  pesos,  provenientes 
de  lanchaje  para  descargar  carbón  de  los  buq«es  cArdent»  y 
da  Toür  du  Pin»  ;  Considerando ;  i^',  que  la  descarga  del  car- 
bón se  arregló  en  los  términos  que  espone  la  estipulación  cor- 
riente á  f.  23,  y  cuya  traducción  corre  á  f.  31 ;  ^^  que  según 
el  art.  1^  Hall  debió  efectuar  la  descarga  <á  razón  de  25  tone- 
ladas de  carbón,  de  cada  buque,  por  cada  dia  de  trabajo,  en 
que  el  tiempo  lo  permita^  esceptuando  los  domingos  y  dias  de 
fiesta» ;  3<>,  que  la  Compañía  demandada^  se  excepcionó  con 
que  la  regla,  sobre  estadías,  en  Barracas,  no  es  la  de  conceder 
dos  dias  para  descarga  ;  y  en  segundo  lugar,  con  que  los  de- 
mandantes abandonaron  la  descarga  de  los  buques  por  falta  de 
medios.,  durante  cerca  de  un  mes  «ít  uno^  y  mas  de  15  dias  el 
otro,  por  lo  que  abonaron  estadías  de  los  buques,  excepciones 
que  no  han  sido  comprobadas  como  corresponde ;  pues  la  es- 
presada  Compañía  no  ha  rendido  prueba  alguna,  á  su  respecto, 
en  la  estac¡x)n  competente  del  juicio ;  4%  que  según  el  cómputo 
que  los  demandantes  hacen  á  f.  69  y  80  resulta  que  en  los  dias 
de  trabajo,  que  el  tiempo  lo  ha  permitido,  han  efectuado  la 
descarga  del  carbón,  á  razón  de  25  toneladas  por  cada  buque : 
es  decir,  que  han  cumplido  las  obligaciones  que  les  imponía  el 
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contrato  celebrado  con  la  Compañía.  Por  «^stas  consideraciones 
se  condena  á  la  Empresa  del  Ferro-Xarril  del  Sud,  al  pago  de 
los  28,426  pesos  m/c.  que  se  le  demanilan  por  saldo  de  cuentas^ 
sus  intereses  desde  el  día  de  la  demanda,  según  los  que  paga 
el  Banco  de  la  Provincia,  cuya  liquidación  practicará  e\  actúa 
rio,  y  en  las  costas  del  juicio ;  y  definitivamente  juzgando,  así 
lo  proveo,  debiendo  reponerse  los  sellos. 

Carlos  Eguia. 
Apelada  esta  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguieqte. 


Fallo  tfe  la  üuprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  22  de  1868. 

Vistos.  Y  considerando; — Primero j  que  la  Empresa  del 
Ferro  carril  no  solo  exc^pciona  la  demanda,  sino  que  recon- 
viene á  los  demandantes  por  el  importe  de  las  estadías  que  ha 
pagado  á  los  capitanes  del  ((ArdentD  y  la  cTour  du  Pin»,  im- 
putándoles la  demora  en  la  descarga  del  carbón ; — Segundo^ 
queá  la  Empresa  corresponde  probar  el  fundamento  de  esta  re- 
convenciofi  según  las  leyes  primera  y  segunda,  título  quinto, 
libro  cuarto,  de  la  Recopilación^  y  la  regla  general  que  impone 
al  actor  la  obligación  de  hacer  prueba; — Tercero^  que  sin  em- 
bargo la  Empresa  no  ha  producido  ninguna  en  el  término  con- 
cedido al  efecto,  ni  de  la  carta  presentada  á  foja  ochenta  y  seis, 
posteriormente  resultaría  la  que  pretende,  si  pudiera  ser  admi- 
tida ; — CuartOy  que,  por  el  contrario,  los  demandantes  á  quienes 
se  reconoce  la  verdad  de  los  hechos  de  que  derivan  su  acción, 
han  producido  para  destruir  el  cargo  de  omisión  en  la  descarga; 
— Primero^  los  testimonios  de  Juan  Giraldes  y  Juan  Poliavisch 
que  afirman^  que  en  el  tiempo  que  se  empleó  en  esta  operación 
hubieron  veinte  y  nueve  dias  de  bajante  en  la  boca  del  Riachuelo, 
que  impidieren  entrar  á  las  lanchas ;  lo  que  saben  porque  fue- 
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ron  encargados  de  llevar  la  cuenta  y  eran  selgadores  de  las 
dichas  lanchas  ;>- 5e<7U7ido,  las  declaraciones  de  Ginochio,  Sal- 
vadores y  Dali,  patrones  de  lancha,  que  dicen  fueren  demora- 
dos por  los  dependientes  de  la  Empresa  en  el  muelle  de  des- 
carga;— Tercero,  el  informe  de  la  Gapitania  del  Puerto,  según 
el  cual  los  dias  de  temporal  en  el  mismo  intervalo  fueron  ca- 
torce ;  á  cuya  suma  agregados  los  doce  dias  festivos  en  que  no 
se  permite  la  descarga,  resulta  que  no  hubo  la  demora  en  que 
se  funda  la  reconvención ; — Cuarto^  que  aun  cuando  los  testigos 
Casares  y  Rodrigues  declaran  que  los  dias  de  bajante  son  con- 
siderados hábiles  para  la  descarga;  esto  no  puede  entenderse 
cuando  ella  debe  hacerse  en  un  muelle  dentro  del  Riachuelo, 
y  el  canal  de  la  boca  no  conserva  agua  suficiente  para  que  pue- 
dan entrar  las  lanchas ;  porque  la  operación  se  hace  imposible 
por  un  accidente  de  fuerza  mayor ;  por  estos  fundamentos  y  por 
los  del  auto  apelado  de  foja  cien^  se  confirma  este,  con  costas, 
y  satisfechas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  délas  Garreras.— Sal- 
vador M.  DEL  Garril.— Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos. 
—  J.  B.  Gorostiaga. 


206  TALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 


CAUSA    CVllE. 


Z>.  Gaspar  Palacios  y  otros  ^  cmxtra  Islas  y  C*^,  por  cobijo 

de  sueldos  de  tripulación  y  suministros  hechos 

al  Bergantin  ^Juanit^i>. 


Sumario. —  lo  Los  dueños  de  un  buque  son  responsables 
de  los  reclamos  que  se  hacen  con  relación  &  este. 

2^  £1  que  compra  un  buque  y  á  quien  se  le  entrega  su  go- 
bierno y*direccion  sin  transferirle  la  propiedad,  es  un  verdadero 
capitán  del  mismo. 

3®  La  calidad  de  comprador  no  es  incompatible  coh  la  de 
capitán. 


Caso. —  Don  Gaspar  Palacios  y  otros,  demandaron  á  los  Sres. 
Islas  y  C^,  propietarios  del  bergantin  cJuanitav  por  importe 
de  salarios  de  la  tripulación  y  vituallas  suministradas  á  dicho 
buque. 

Islas  y  C^,  contestaron  que  no  eran  parte  en  la  cuestión,  y 
la  acción  debia  dirigirse  contra  el  capitán  Ricke^  á  quienes 
vendieron  el  buque  con  la  cláusula  espresa  de  reservarse  ellos 
la  propiedad  hasta  el  abono  total  de  su  precio. 

Que  el  importe  reclamado  se  debia  por  Ricke,  porque  los 
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sueldos  se  devengaron,  y  las  vituallas  se  suministraron,  cuan- 
do este  estaba  en  posesión  del  buque ;  y  que  si  actualmente 
ellos  eran  sus  dueños,  fué  porqde  á  consecuencia  de  no  ha- 
ber pagado  Ricke  el  precio,  pidieron  y  obtuvieron  la  rescisión 
del  contrato  de  venta. 

Conferido  traslado  los  demandantes  contestaron  que  según 
su  propia  confesión  Islas  y  C^  no  habían  cesado  de  ser  pro- 
pietarios del  buque. 

Que  por  Iqs  artículos  1037  y  1038  del  Código  de  Comercio 
los  dueños  de  un  buque  son  responsables  de  las  obligaciones 
contraidas  relativamente  al  buque  por  el  capitán  ó  el  que 
lo  hubiera  subrogado. 

Que  nada  importaba  que  Ricke  hubiese  sido  ó  no  capitán, 
con  tales  ^  cuales  facultades,  puesto  por  Islas  y  C^,  ó  que  hu- 
biese administrado  el  buque   por  un  convenio  con  ellos. 

Que  el  hecho  positivo  era  que  Ricke  administró  el  buque, 
y  que  los  suministros  fueron  hechos  á  este;  y  que  siendo  los 
créditos  cobrados  de  carácter  privilegiado  con  hipoteca  sobre 
el  buque,  los  propietarios  de  este  debían  pagar  su  importe. 


Fallo  del  Juez  Seeelonal. 


Buenos  Aires,  Agosto  22  de  1868. 

Y  Vistos:  Considerando;  1^,  que  los  demandados  Islas  y  C*^ 
confiesan  á  f.  24  que:  «el  bergantín  «Juanita:»  fué  vendido  por 
«nosotros  á  Ricke  con  la  cláusula  espresa  de  reservarnos  la  pro- 
^piedad  del  buquc^  liasta  éanío  se  veri/ique  el  abono  integro  de 
^su  precio^  y.que  no  habiéndose  realizado  este  úllímo/ ejerci- 
c tamos  nuestras  acciones,  obteniendo  la  rescisión  de  la  venta ;  » 
es  decir,  que  el  dominio  del  buque  lo  han  conservado  siem- 
pre, pues  mientras  no  se  realizaba  al  abono  del  precio,  eran 
dueños,  y  no  realizada  esta,  son  dueños  también,  por  la  res- 
cisión del.  contrato,    judicialmente  declarado ;  2^,  que  como 
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dueños  del  «Juanita»  son  responsables  por  los  reclamos  que 
se  le  hace,  sí  ellos  son  de  legítimo  abono ;  3<>,  que  la  excep> 
cion  deducida  por  los  demandados  de  contra  no  parte,  no  es 
admisible,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1037  y 
1038  del  Código  de  Comercio  ;  por  estas  consideraciones  no 
ha  lugar,  con  costas,  á  la  excepción  deducida,  y  los  deman- 
dados contesten  derechamente  la  demanda. 

Eguia. 

r 

Apelada  la  sentencia  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Fallo  tfe  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,   Septiembre  26  de  1868. 

yistos^  y  Considerando :  que  habiendo  don  Adolfo  Ricke 
gobernado  y  administradf»  el  buque  «Juanita»,  ha  sido  su 
verdadero  capitán  hasta  la  rescisión  de  la  venta ;  pues  la  ca- 
lidad de  comprador  no  es  incompatible  con  la  de  capitán, 
principalmente  cuando,  como  en  el  presente  caso,  se  le  entrega 
el  gobierno  y  dirección,  sin  transferirle  la  propiedad  del  bu- 
que ;  por  estos  y  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  una ;  y  satisfechas  aquellas 
y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Cahreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado.— ;:JosÉ   Barros  -  Pazos. — J. 

B.  GoROSTiAGA. 
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CAUSA     VñJL 


El  capitán  del  Bergantín  goleta  "(Fitz  Gerald^  ^  eontra 
Ferreira^  Lavalíe  y  C*.  sobre  costas  en  juicio 


ejecutivo 


Sumario  —  En  la  sentencia  de  remate  en  que  se  manda  lle- 
var adelante  la  ejecución^  el  ejecutado  debe  ser  condenado 
en  costas. 


Caso. — En  él  juicio  ejecutivo  seguido  por  el  capitán  del 
bergantin  goleta  cKate  Fitz  Gerald»,  contra  Feí^eira,  Lavalle  y 
C^  por  2808  fls.  55  cts.  por  flete,  en  el  cual  por  fallo  de  la 
Suprema  Corte  de  i 6  de  Julio  de  1868  se  ordenó  se  recibiese 
lacausa  á  prueba,  fuó  ordenada  esta  sobre  las  averías  de  206 
fardos  que  los  ejecutados  decían  haber  sido  causadas  por  culpa 
del  capitán. 

Esta  excepción  no  ftié  probada,  y  se  dictó  el  siguiente 

Fallo  del  Jaea  ftoceibnal* 

Buenos  Aires,  Setiembre  5  de  1868.   ' 
Y  Vistos,   considerando ;  1^,  que  el  ejecutado  no  ha  probado 
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que  resaltasen  mojados  ó  averiados  doscientos,  seis  fardos  de 
pasto,  que  es  una  de  sus  excepciones ;  S'',  que  según  el  con- 
trato de  fletamento^  corriente  á  f.  3,  el  flete  es  á  mes,  y  debe 
abonarse  hasta  la  vuelta  á  este  puerto  del  buque,  y  como  lo 
manifiesta  el  ejecutante  aquel  regresó  al  puerto  el  dia  21  de 
Enero  (f.  5  vuelta) ;  3o,  que  el  ejecutado  Ferreira,  Lavalle  y  C*, 
según  el  contrato  de  fletamento  no  está  en  la  obligación  de 
abonar  mas  mensualidad,  desde  el  dia  que  el  buque  arribó  á 
este  puerto,  que  es  otra  áfi  las  excepciones  opuestas ;  por 
estas  consideraciones ;  fallo,  ordenando  se  lleve  adelante  la 
ejecución  por  la  suma  adeudada  2030  pesos  fuertes  y  cinco 
centesimos,  y  los  intereses  corridos  desde  el  dia  de  la  deman- 
da, cuya  liquidación  practicará  el  actuario  con  arreglo  á  los 
que  paga  el  Banco  de  la  Provincia,  y  las  costas  del  juicio ; 
debiendo  reponerse  los  sellos ;  y  definitivamente  juzgando  asi 
lo  proveo. 

Carlos  Eguia. ' 

Este  auto  fué  apelado  respecto  de  la  condenación  en  costas, 
alegando  que  el  ejecutante  pidió  mayor  suma  de  la  que  seña- 
laba la  sentencia,  y  que  no  debia  en  este  caso  ser  cotidenado 
el  reo  en  las  costas. 

Falto  de  la  8ii|iresia  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  29  de  1868. 

Vistos: — Con  arreglo  al  artículo  doscientos  setenta  y  siete 
de  la  ley  de  procedimientos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
de  foja  ochenta  y  siete  en  la  parte  apelada ;  y  satisfechas  aque- 
llas y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.—José  Barros  Pazos. 
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CAUSA     CIL. 


Don  Francisco  Alvarez,  contra  D.  Pedro  y  D.  Ignacio 
Otero,  sobre  pago  de  arrendamiento  y  embargo. 


Sumario. —  1^  La  hipoteca  tácita  sobre  lo  que  el  labrador 
introduce  en  las  heredades  arrendadas,  mientras  no  paga  la 
merced,  se  refiere  á  las  cosas  de  su  esclusiva  propiedad» 

2^  El  arrendatario  puede  ceder  á  un  tercero  el  uso  de  la 
cosa  arrendada  por  medio  de  un  contrato  oneroso  6  gratuito. 

3^  En  el  primer  caso,  el  propietario  pnede  ejercer  contra  el 
cemonarío  la  acción  oblicua  que  corresponde  al  arrendatario 
hasta  el  importe  de  la  obligación  de  aquel. 

4<>  En  el  mismo  caso  el  cesionario  solo  debe  al  propietario 
lo  que  se  obligó  á  satisfacer  al  arrendatario,  menos  los  pagos 
hechos  de  buena  f¿. 

S^*  No  se  consideran  de  buena  fé  los  pagos  anticipados  que 
DO  autoriza  espresamente  el  contrato  ó  la  costumbre. 


Caso. — A  consecuencia  de  un  pleito  seguido  por  D.  Fran- 
cisco Alvarez,  contra  D^  María  Donovan,  por  pago  de  arren- 
damientos de  un  campo,  se  embargaron  varias  majadas  que  se 
encontraban  en  el  mismo  campo. 
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Eotre  ellas  existían  dos  que  se  probó  pertenecer  por  mitad 
á  D.  Pedro  Otero  una,  y  á  D.  Ignacio  Otero  la  otra,  quienes 
por  sus  contratos  estaban  obligados  á  pagar  la  suma  anual  de 
2000  S  por  arrendamiento  á  D^  María  Donovan. 

Tanto  D.  Pedro  Otero,  como  el  albacea  del  finado  D.  Ignacio 
Otero  pidieron  se  alzara  el  embargo  de  la  parte  de  majada  que 
les  pertenecia. 

Alvarez  se  opuso  al  desembargo,  alegando  que  toda  la  ma- 
jada estaba  afecta  al  pago  del  arrendamiento  por  la  hipoteca 
tácita  que  el  arrendator  tiene  en  todas  las  cosas  que  el  arren- 
datario introduce  en  el  campo  arrendado  con  arreglo  á  lo  dis- 
puesto por  la  ley  5»,  tít.  8%  P.  5*. 


Fallo  del  JTuea  Seeeional. 


Buenos  Aires  Agosto  26  de  1868. 

Y  visto :  Considerando  ;  l^',  que  por  las  declaraciones  corrien- 
tes desde  f.  99  á  106,  se  comprueba  la  verdad,  de  los  contratos 
de  f.  1^  y  12,  en  que  funda  su  oposición  de  embargo  de  las  ma- 
jadas de  ovejas  de  D.  Pedro  Otero,  por  sí  y  en  representación 
de  la  testamentaria  de  su  hermano  ;  2^,  que  según  el  texto  de 
la  ley  5^,  tít.  8^,  P.  5^,  la  hipoteca  tácita  sobre  lo  que  el  labrador 
introduce  en  las  heredades  arrendadas,  mientras  no  paga  la 
merced  ó  arrendamiento,  esta  se  refiere  á  las  cosas  de  su  es- 
clusiva  propiedad,  y  no  á  las  estrañas^  como  sucede  en  el  pre- 
sente caso  en  que  se  ha  justificado  el  dominio  de  la  mitad  délas 
majadas  y  en  sus  productos ;  3^,  que  en  ambos  contratos^  los 
Sres.  Otero  se  obligan  á  pagar  la  suma  de  2000  ^  anuales,  á 
D^  María  Donovan^  única  obligación  de  que  son  responsables, 
y  que  deben  cumplir,  ó  justificar  haber  cumplido  :  por  cuanto, 
si  son  deudores  de  esa  suma,  ella  entra  á  aumentar  el  fondo 
para  pagar  los  arrendamientos  por  que  se  ejecuta  á  la  acree- 
dora de  los  Otero  y  deudora  de  D.  Francisco  Alvarez;   por 
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eslas  consideraciones;  folio,  declarando  que  los  Sres.  Olera 
son  dueños  de  la  milad  de  las  majadas  embargadas^  y  de  sus 
productos,  depositados  en  el  Banco  de  la  Provincia,  de  todo 
lo  que  se  les  pondrá  en  posesión,  librándose  los  oficios  nece- 
sarios: asimismo,  que  los  Sres.  Otero,  deben  responder  por 
el  arrendamiento  de  2  años,  á  razón  de  2000  s  anuales^  y  por 
el  término  de  dos  años;  y  definitivamente  juzgando,  así  lo 
proveo,  debiendo  reponerse  los  sellos. 

Cátalos  Eguia.     * 

Apelada  por  Alvarez  este  sentencia  y  concedido  el  recurso, 
fué  confirmada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema   Corte. 

Buenos  Aires^  Setiembre  29  de  1868. 

Vistos^  y  Considerando ; — Primero^  que  de  los  documentos 
de  fojas  primera  y  segunda  y  de  las  declaraciones  de  los  testi- 
gos presentados  por  don  Pedro  Otero,  que  comprueban  su  ver- 
dad^ resulta  que  este  y  su  hermano  don  Ignacio  hicieron  so- 
ciedad con  doña  María  Donovan  para  la  cria  de  ovejas,  poniendo 
la  última  igual  número  de  cabezas,  el  campo  y  poblaciones^ 
y  aquellos  obligán(fose  á  pagarle  anualmente  dos  mil  pesos 
monedas  corrientes  por  el  campo ;  — Segundo^  que  como  se  vé 
por  este  contrato  no  dejó  la  señora  Donovan  de  ser  la  arren- 
dataria única  del  campo  que  introducía  como  capital  social 
libre  del  canon  que  debia  ella  continuar  pagando  al  propietariot 
— Tercero^  que  esta  estipulación  era  válida  y  lejítima,  pues 
nuestra  jurisprudencia  autoriza  para  ceder  á  un  tercero  el  uso 
de  la  cosa  arrendada  por  medio  de  un  contrato  oneroso  ó  gra- 
tuito;— Cuarto^  que  en  el  primer  caso,  como  el  propietario 
no  tiene  una  acción  directa  contra  el  cesionario  que  no  ha 
contratado  con  él,  sino  se  lo  satisbce  el  canon  solo  puede 
ejercer  la  acción  oblicua,  que  corresponde  á  los  acreedores 
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contra  los  deudores  de  sas  deadores  hasta  el  importe  de  la 
obligación  de  estos  y  no  mas  como  lo  resaelven  Gregorio  Ló- 
pez en  la  glosa  coarta  á  la  ley  quinta,  título  octavo,  partida 
quinta,  Antonio  Gómez  y  otros  muchos  jurisconsultos  tratando 
sobre  los  derechos  del  dueño  sobre  los  bienes  introducidos 
al  fundo  locado  por  el  subarrendatario :  doctrina  exactamente 
aplicable  al  presente  caso; — Quinto^  que  por  consiguiente, 
el  cesionario  solo  debe  al  propietario  la  suma  que  se  obligó  á 
satisfacer  al  arrendatario  que  le  cedió  el  uso,  descontados  los 
pagos  que  le  baya  hecho  de  buena  {6;—Seslo,  que  es  también 
opinión  que  debe  admitirse  por  ser  conforme  á  los  principios, 
que  no  se  consideren  de  buena  fé,  los  pagos  anticipados  que  no 
autoriza  espresamente  el  contrato  ó  la  costumbre,  condiciones 
que  no  concurren  en  el  presente  caso ; — Séptimo,  que  el  texto 
de  la  ley  quinta  citada,  rechaza  la  interpretación  que  quiere 
darle  el  apelíhte,  pretendiendo  que,  según  ella,  todos  los  mue- 
bles ó  semovientes  introducidos  por  el  arrendatario,  sean  su- 
yos ó  ajenos,  quedan  hipotecados  al  dueño  del  fundo  por  el 
total  del  canon ;  pues  dice :  que  todas  las  cosas  que  fallaren 
en  la  casa,  de  aquél  (esto  es,  propias  de  aquel)  que  la  tenia 
alquilada,  fincan  obligadas :  de  manera  que  escluye  espresa- 
mente las  ajenas  ;  por  este  y  por  sus  fundamentos,  se  confir- 
ma el  auto  apelado  de  foja  ciento  veinte  y  siete,  con  esta  de- 
claración :  que  no  se  tomarán  en  cuenta  para  el  descargo  de 
los  demandados  los  pagos  anticipados,  si  algunos  Aubieren  he- 
cho á  la  señora  Donovan  ;  y  satisfechas  las  costas,  y  repuestos 
los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. —  José  Barros  Pazos.— 
j.  b.  gorostiaga, 
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€.411» A    eJLi. 


Manuel  Muñoz  y  C»,  contra  dotí  David  Guido^  sobre 

tercería  de  dominio. 


Sumario, —  1^  Los  capitanes  de  puerto  no  pueden  por  las  or- 
denanzas de  Marina,  autorizar  escrituras  de  enajenación  de  bu- 
ques que  midan  mas  de  seis  toneladas. 

S*'  El  documento  de  venta  de  estos  hecho  ante  un  capitán 
de  puerto  es  un  documento  simple. 

S^  Un  documento  de  venta  de  un  buque  que  no  se  haya 
autenticado,  ni  transcripto  en  el  Registro  con  arreglo  al  art. 
1015  del  Código  de  Comercio,  no  hace  prueba  contra  terceros. 

4p  La  poseison  de  un  buque  no  basta  para  justificar  su  pro- 
piedad. 

S*)  Para  ello  es  necesario  el  titulo  de  adquisición  con  arreglo 
al  art.  1019  del  Código  de  Comercio. 

6^  El  hecho  de  la  posesión  no  puede  darse  por  probado, 
cuando  de  cuatro  testigos  que  declaran  sobre  ella,  dos  no 
dan  razón  de  su  dicho,  uno  se  contradice,  y  concurren  además 
circunstancias  que  hacen  sospechosa  su  verdad. 


Caso. —  D.  David  Guido  vendió  en  Corrientes  por  IIX)  onzas 
á  D.  Luis  Safon  la  goleta  cRamona»,  recibiendo  80  onzas  al 
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contado,   y  30  en  un  pagaré  cuyo  vencimiento  tenia  lugar  en 
3  de  Enero  de  1867. 

Parece  que  D.  L.  Safon  que  era  vivandero  del  Ejército  en 
Itapirú^  abandonó  su  carga,  y  uno  de  sus  acreedores,  llamado 
Guiñazú  se  apoderó  de  la  goleta  en  pago  de  su  crédito. 

Guido  haciendo  esta  esposicion  pidió  ante  el  Juzgado  Sec- 
cional de  Corrientes  el  embargo  de  la  goleta  por  la*  suma  de 
las  30  onzas  del  pagaré^  haciéndose  saber  esto  á  Guiñazú,  al  pa- 
trón de  la  goleta,  ó  á  cualquiera  otro  interesado. 

El  embargo  se  verificó  en  24  de  Febrero  de  1867,  y  el  Ca- 
pitán del  Puerto  de  Itapírú  hizo  saber  al  Juez,  que  ninguna 
persona  del  comercio  queria  complicarse  en  el  concurso. 

En  29  de  Julio  de  1867  se  hizo  traer  á  Corrientes  la  goleta, 
y  en  Setiembre  se  ordenó  su  venta  en  remate. 

Antes  de  la  venta  Manuel  Muñoz  y  C^  interpusieron  tercería 
de  dominio  sobre  la  goleta. 

Presentaron:  1<>,  un  documento  simple  otorgado  en  Bella- 
vista  en  10  de  Noviembre  de  1864  por  el  cual  D.  Gerónimo  Re- 
petto  vende  la  goleta  á  D.  Luis  Costa  por  55  onzas  de  oro. 

2^^  Un  instrumento  público  de  1^  de  Julio  de  1863,  por  el 
cual  D.  Juan  Pagano  vende  á  D.  Gerónimo  Repetto,  la  mitad 
de  la  goleta  por  12,100  S  m/c. 

3^  Un  documento  simple  sin  fecha  por  el  cual  D.  Gerónimo 
Repetto  vende  la  mitad  de  la  goleta  á  D.  Luis  Costa,  por  27 
onzas  de  oro. 

4^*  Una  escritura  otorgada  ante  el  Gefe  del  Resguardo  de 
Bella  Vista,  por  la  que  D.  Agustin  y  D.  Pablo  Costa  venden  á 
D.  David  Guido  la  goleta  por  800  $  fts. 

b""  Un  certificado  del  Capitán  del  puerto  de  Corrientes  de  3 
de  Octubre  de  1866,  haciendo  constar  que  1).  David  Guido, 
había  vendido  á  D.  Luis  Safon  la  goleta  pdr  110  onzas,  cuya 
cantidad  tenia  aquel  recibida  á  su  satisfacción. 

&>  Un  certificado  de  igual  clase  de  10  de  Noviembre  de  1866, 
haciendo  constar  la  venta  de  la  goleta  por  110  onzas  por  Sa- 
fon á  Manuel  Muñoz  y  C^. 
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Guido  contestó  que  Safon  no  podia  disponer  del  dominio  de 
la  goleta,  mientras  no  le  abonase  el  resto  del  precio,  y*que  por 
esto  no  le  babia  otorgado  aun  escritura,  ni  recibo  alguno, 
siendo  que  el  certificado  que  presentaban  Muñoz  y  C^  no  estaba 
firmado  por  él;  que  cuando  se  hizo  el  embargo,  Muñoz  y  G^, 
no  hicieron  oposición,  y  debia  creerse  que  el  certificado  de 
la  venta  habia  sido  fraguado  en  perjuicio  de  los  acreedores; 
y  que  finalmente  Muñoz  y  C^  no  hablan  acreditado  el  dominio, 
ni  la  posesión,  ni  la  buena  fé. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  durante  el  término ;  1^,  in- 
formó el  Capitán  del  Puerto  de  Corrientes  D.  Cecilio  Eche- 
varia  que  las  ordenanzas  de  Marina  no  habilitaban  á  los  capi- 
tanes de  puerto  para  autorizar  escrituras  de  venta  de  buques 
que  midieran  mas  de  seis  toneladas ;  2%  declaró  D.  Ramón  J. 
Portales  que  el  certificado  del  contrato  celebrado  entre  Guido  y 
Safon,  fué  estendido  sin  anuencia  de  aquel ;  3®,  se  probó  que 
hacia  mas  de  un  año  que  Muñoz  y  C^  tenian  casa  de  Comercio 
en  Corrientes ;  y  4*",  se  intentó  probar  por  Muñoz  y  C^  que 
babian  estado  en  quieta  y  pacifica  posesión  de  la  goleta  desde 
el  dia  de  la  compra  á  Muñoz,  declarando  sobre  ella  los  testigos 
D.  Florencio  Madero,  D.  Rafael  del  Sar,  D.  Faustino  Guiñazd 
y  D.  Federico  Thomdicke. 

Falto  del  Jíuea  Seeeloiial. 

Corrientes,  Abril  13  de  1868. 

Y  vistos;  en  el  juicio  de  dominio  sobre  la  goleta  nacional 
cRamona»,  promovido  porlosSres.  Manuel  Muñoz  y  CS  opo- 
niéndose al  cobro  de  cantidad  de  pesos  y  ejecución  que  contra 
la  espresada  goleta  persigue  D.  Antonio  Brignoli,  á  nombre 
de  D.  David  Guido ;  oidas  las  partes  y  atendido  el  mérito  del 
proceso,  resultando  de  este  legalmente  justificado  por  las  es- 
crituras que  corren  de  f.  22  á  28  el  dominio  de  los  Sre^. 
Muñoz  y  C^  sobre  el  buque ;  y  por  las  informaciones  de  (.  68 
y  75  el  haber  tenidolo  en  su  posesión  hasta  el  momento  en  que 

T.  VI  14. 
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fué  embargado  como  propiedad  de.  D.  Luis  Safon  á  solicitud 
de  D.  Antonio  Brignole ;  y  no  habiéndose  justificado  por  parte 
de  D.  David  Guido  que  la  goleta  «Ramona»  estuviese  pigno- 
rada al  pago  fie  crédito  contra  Safen,  ni  que  la  venta  que  este 
hizo  de  ella  fuese  simulada  ó  nula ;  fallo,  suspendiendo  el 
embargo  del  espresado  buque  y  ordenando  sea  entregado  á 
los  Sres.  Muñoz  y  C^. 

Vicente  Saravia. 

Esta  sentencia  fué  apelada  y  se  concedió  el  recurso. 

Por  parte  de  Guido  se  espuso  que  los  fundamentos  de  la 
misma  eran  dos,  el  dominio  de  Muñoz  y  C^,  y  el  no  estar 
pignorado  el  buque  al  pago  del  crédito  reclamado. 

Pero  que  el  dominio  no  estaba  justificado,  porque  á  mas  de 
la  posesión  era  necesario  el  título,  y  los  docuitientos  presen- 
tados por  Muñoz  y  C^  de  f.  22  á  f .  28  no  constituían  tiiulo  de 
dominio,  que  respecto  de  los  buques  solo  puede  transferirse 
por  escritura  pública  debidamente  registrada ;  y  porque  el  cer- 
tificado de  L  28  espedido  por  un  empleado  de  la  Capitanía  del 
Puerto  no  da  referencia  al  contrato  escrito  de  la  venta,  ni  alfo- 
lio del  Registro  por  lo  que  no  podia  ser  un  verdadero  título. 

Que  la  hipoteca  del  buque  estaba  probada,  porque  lo  estaba 
que  el  pagaré  de  30  onzas  era  por  el  resto  del  precio  del 
buque,  y  por  la  ley  el  vendedor  tiene  por  el  precio  hipoteca 
tácita  sobre  la  cosa  vendida. 

Muñoz  y  €",  contestaron  por  su  parte  que  Guido  habia  reci- 
bido todo  el  precio  del  buque,  porque  .en  el  documento  de 
venta  de  f.  27  se  dice  haber  recibido  el  precio  á  su  entera 
satisfacción. 

Que  ellos  eran  dueños  del  buque,  según  el  documento  es-* 
crito  de  la  venta  (f.  28),  la  que  debia  estar  en  el  registro  del 
funcionario  que  lo  estendió. 

Que  Guido  no  tenia  personería  para  cuestionarles  la  validez 
y  fuerza  de  sus  títulos,  ni  como  dueño,  porque  por  la  venta  á 
Safon  había  perdido  el  dominio,  ni  como  acreedor  hipotecario, 
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porque  habia  recibido  el  precio,  y  porque  su  hipoteca  no  es- 
taba inscripta  en  el  Registro  público  de  comercio  con  arreglo 
al  art.  1023  del  Código  de  Comercio. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Setiembre  29  de  1868. 

Vistos^  y  Considerando ; — Primero,  que  el  título  que  pre- 
sentan los  señores  Manuel  J.  Muñoz  y  Compañía  para  justificar 
la  propiedad  que  se  atribuyen  de  la  goleta  «Ramona»  es  el 
documento  de  foja  veinte  y  ocho  que  aparece  subscripto  por 
ellos,  por  don  Luis  Safon,  y  por  el  Capitán  del  puerto  de 
Corrientes,  don  Alvaro  José  Alzogaray; — Segundo^  que  este 
documento  es  simple,  pues,  como  lo  informa  su  sucesor  en  e| 
empleo,  don  Cecilio  Echeverría,  los  Ordenanzas  de  Marina  no 
lo  habilitaban  para  autorizar  escrituras  de  enajenación  de  bu- 
ques que  midan  mas  de  seis  toneladas,  sin  intervención  de 
escribano ; — Tercero,  que  las  firmas  de  Safon  y  de  Alzogaray 
no  se  han  comprobado  para  dar  autenticidad  al  documento^ 
ni  este,  aparece  haberse  transcripto  en  el  registro  que  ordena 
el  artículo  mil  quince  del  Código  de  Conicrcio,  sin  cuyo  re- 
quisito no  hace  prueba,  al  menos,  contra  terceros,  como  lo  es 
en  el  presente  caso  don  David  Guido  ; — Cuarto,  que  la  prueba 
de  la  venta,  se  hace  tanto  mas  necesaria^  cuanto  que  la 
firma  del  comandante  Alzogaray  figura  en  el  documento  de 
foja  ciento  veinte  y  siete  en  que  se  certifica  igual  contrato  ce- 
lebrado entre  Guido  y  Safon,  y  el  cual  sin  embargo  fué  esten- 
dido sin  anuencia  del  primero,  según  lo  declara  el  oficial  de  la 
Capitanía  don  Ramón  J.  Portales  que  lo  redactó  y  suscribió 
como  testigo  ; — Quinto,  que  la  posesión  alegada  por  Muñoz  y 
Compañía,  aun  cuando  se  hubiese  probado,  no  bastaría  para 
justificar  la  propieda'l,  sin  estar  acompañada  de  título  de  ad- 
quisición, conforme  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  mil  diez  y  nueve 
código  citado ; — Sesto,  que  los  sietes  meses  corridos  desde  que 
se  trabó  el  embargo  de  la  goleta  hasta  que  dedujeron  Muñoz  y 
Compañía  la  tercería  de  dominio,  no  obstante  tener  casa  de 
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comercio  en  Corrientes,  donde  se  seguía  el  juicio,  concurren 
á  hacer  sospechosa  la  verdad  de  los  hechos  que  alegan,  para 
establecer  ese  dominio ; — Sétimo^  que  Reyes,  comandante  de 
Puerto  de  Itapirú,  quien  según  D.  Florencio  Madero,  testigo 
de  Muñoz  y  Compañía  estaba  asociado  á  estos  en  la  propiedad 
de  la  goleta,  es  el  mismo  que  trabó  el  embargo,  é  informó  al 
Juez  de  la  Causa,  que  ninguno  en  aquel  punto  se  oponia  á  la 
ejecución  ; — Octavo^  que  los  testigos  del  Zar  y  Guiñazú  no  dan 
razón  de  sus  dichos,  y  Madero  se  halla  contradicho  por  las 
constancias  de  los  autos ;  pues  no  podían  Muñoz  y  Compañía 
estar  en  pacífica  posesión  de  la  goleta  en  un  tiempo  en  que 
existia  el  embargo  de  ella ;  de  manera  que  en  favor  de  la  po- 
sesión no  queda  sino  el  testimonio  de  don  Federico  Tbomdícke, 
insuficiente  para  probarlo ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca 
el  auto  apelado  de  foja  ciento  y  siete  vuelta,  y  llévese  adelante 
el  juicio  iniciado  por  don  David  Guido,  tramitándolo  con  ar- 
reglo i  derecho,  á  cuyo  efecto  devuélvanse  satisfechas  que  sean 
las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
GADO. — ^JosÉ  Barros   Pazos. — J.  B. 

GOROSTIAGA. 
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CAUSA    CILI. 


El  capitán  D.  Francisco  Mac-Nevin^  contra  la  Compafiia 

Argentina  de  Navegación  á  vapor  del  cDto  déla  Plalai, 

sobre  cumplimiento  de  un  contrato. 


Sumario.-^l^  La  descompostura  de  las  bombas  para  surtir 
la  caldera,  y  un  temporal  superviniente^  autorizan  la  arribada  al 
puerto  mas  cercano. 

^  El  primer  deber  de  los  capitanos  es  salvar  el  buque  y  la 
carga,  ayudándose  de  sus  conocimientos  y  prudencia. 

3<>  Por  las  leyes  inglesas  no  es  obligatorio  para  autorizar  la 
arribada  el  reunir  consejo  de  oficiales. 

4""  Un  capitán  separado  injustamente  del  mando  del  buque, 
confiádole  por  el  término  de  dos  años,  tiene  derecho  á  pedir  su 
reposición  en  el  mando. 

5®  Si  solamente  pide  la  reparación  de  daños  y  perjuicios,  y 
en  el  contrato  no  se  fija  la  indemnización  para  este  caso,  debe 
aplicarse  lo  dispuesto  por  el  art.  1050  del  Cód.  de  Comercio. 

6^  Asi^  siendo  el  capitán  traido  de  un  puerto  europeo,  tie- 
ne derecho  á  los  sueldos  desde  el  dia  de  su  ajuste  basta  él  de 
su  llegada  al  mismo  puerto  y  á  los  gastos  de  ^iaje  por  el 
primer  paquete,  si  no  ha  tomado  servicio  en  otro  buque  y  se 
propone  regresar  al  puerto  de  su  procedencia ;  y  á  los  sueldos 
desde  el  día  del  ajuste  basta  que  queda  ejecutoriado  el  fallo 
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definitivo,  si  do  ha  tomado  servicio  y  no  se  propuso  regresar  : 
si  se  hubiese  contratado  por  menor  sueldo,  á  la  diferencia  por 
el  tiempo  en  que  le  ha  corrido  el  sueldo  de  su  segundo  con- 
trato. 

7»  Siempre  tiene  derecho  á  la  indemnización  de  las  costas 
que  se  causan  en  el  juicio  relativo. 


Caso. — D,  Francisco  Mac-Nevin,  de  Escocia,  hizo  en  13  de 
Diciembre  de  1867  un  contrato  con  D.  Roberto  Newter^  ad- 
ministrador de  la  Compañía  Argentina  de  Navegación  á  vapor 
del  cRio  delaPlata»,  por  el  cual  se  obligó  á  mandar  el  vapor 
aGoya>  6  el  «Taraguii^  pertenecientes  á  dicha  Compañía,  por 
el  término  de  dos  años  con  el  sueldo  de  20  £  por  mes  desde 
Escocia  á  Buenos  Aires,  y  después  con  él  de  27  £  10  chelines. 

El  capitán  Mac-Nevin,  se  embarcó  á  Glasgov^  á  bordo  del 
«Taragui:»  recibiendo  la  instrucción  terminante  de  seguir  el 
<rGoya»  hasta  Queenstown,  y  después  seguir  un  derrotero  mar- 
cado, á  menos  de  circunstancias  superiores. 

Salieron  de  Glasgovr  los  dos  vapores,  y  Mac-Nevin  fué  obli- 
gado á  hacer  arribada  á  Lisboa  donde  llegó  el  1^  de  Enero  do 
1868,  y  de  donde  partió  el  4  del  mismO  alcanzando  al  «Goya» 
en  San  Vicente. 

Llegados  á  Buenos  Aires,  el  capitán  Newter  le  dirigió  una 
carta  avisándole  haberle  separado  del  puesto  de  capitán  por  ha- 
ber faltado  á  sus  instrucciones,  y  no  haber  sido  necesaria  la 
arribada  á  Lisboa. 

El  capitán  Mac-Nevin  alegando  que  aquella  habia  sido  nece- 
saria, y  que  por  consiguiente  él  no  habia  faltado  á  su  contrato, 
demandó  á  la  Compañía  Argentina  para  que  le  pagase  los  sueldos 
desde  13  de  Diciembre  hasta  el  término  de  dos  años  y  la  suma 
necesaria  para  su  regreso  á  Europa. 

La  Compañía  negó  la  necesidad  de  la  arribada,  y  el  derecho 
del  capitán  Mac-Nevin  á  quedar  en  su  puesto  de  tal ;  ó  deman- 
dar la  indemnización  que  pedia,  y  alegó  que  por  su  arribada 
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innecesaria  habia  Mae^Nevin  inferido  perjuicios  á  la  Compañía, 
por  lo  qae  debia  el  mismo  indemnizarle  la  suma  de  127  £6  ch. 
4  pen.  á  lo  que  aquellos  ascendian. 

En  el  término  probatorio  se  justificó  la  necesidad  de  la  arri- 
bada, como  se  Ycrá  del  examen  que  de  la  prueba  hizo  el  Juez 
de  Sección  y  se  dictó  el  siguiente : 

Falle  del  Jíuem  Seeelonal. 

Buenos  Aires,  Julio  29  de  1868. 

Vistos :  Los  presentes  autos  iniciados  por  el  capitán  del  va- 
por cTaragui)  D.  Francisco  Mac-Nevin,  contra  la  Compañía  de 
Nayegacion  cRio  de  la  Plata»  sobre  cobre  de  peíaos,  daños  y 
perjuicios  provinientes  de  falta  de  cumplimiento  á  un  contrato 
celebrado  en  Glasgow,  en  trece  de  Diciembre  de  1867,  con  el 
representante  de  dicha  Compañía,  D.  Roberto  Newter^  encar- 
gando al  demandante  del  comando  del  buque ;  Considerando ; 
i"^,  que  el  demandado  se  excepciona  con  que,  en  uso  de  su  de- 
recho, separó  del  mando  del  cTaragui»  al  capitán  Mac-Nevin,  por 
que  este,  contrariando  sus  instrucciones,  no  siguió  el  derrotero 
proscripto  en  ellas,  arribando  á  Lisboa,  donde  permaneció  desde 
el  1^  de  Enero  de  mil  ocho  ciento  sesenta  y  ocho,  hasta  el  dia 
4  del  mismo,  en  que  recien  siguió  su  viaje  á  San  Vicente,  cau- 
sándole esa  demora  perjuicios,  en  ciento  veinte  libras  esterlinas, 
seis  chelines  y  4  peniques  gastados  allí,  sueldos  do  4  dia  de 
demora^  y  los  beneficios  de  que  aquí  fué  privada  la  Compañía-, 
por  lo  que  contrademanda  al  actor ;  2»,  que  el  demandante  con- 
testándola f.  34  á  42,  alega,  que  la  separación* del  cTaragui» 
del  4Goya>,  con  quien  debia  marchar  en  unión,  no  ha  sido  vo- 
luntaría y  que  la  arribada  á  Lisboa  ha  sido  necesaria ;  3^^  que 
el  primer  punto  del  auto  de  prueba  f.  42  vuelta  es  tendente  á 
esclarecer  estos  hechos ;  y  que  resulta  de  la  prueba  rendida  por 
el  actor;  1^,  que  el  «Taragui»  salió  con  sus  bombas  descom- 
puestas ;  por  lo  que  no  surtió  dé  agua  á  las  calderas,  según  las 
declaraciones  corrientes  á  f.  69  y  75,  absolviendo  la  2<^  pregunta, 
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pregunta  del  interrogatorio  de  t  57,  circunstancia  que  le  impedía 
seguir  la  marcha,  en  tmion  con  el  cGoya»;  2^,  que  según  las  de- 
claraciones corrientes  á  fojas  64,  69  y  72,  en  los  días  28,  29  y  30, 
el  tiempo  arreció,  ignorando  los  declarantes,  por  no  ser  mari- 
neros si  esa  fué  la  causa  de  la  arribada  del  cTaragui»  en  Lisboa: 
mientras  que,  el  testigo  Roberts,  oficial  del  mismo  buque  y 
marino  de  profesión,  contesta  á  f.  72  vuelta,  que  es  cierta  la 
sétima  pregunta  del  interrogatorio,  que  es  la  referente  al  tempo- 
ral ;  S^',  que  la  demora  en  Lisboa,  fué  ocasionada,  por  la  repa- 
ración de  las  averías  del  buque,  y  á  provisionarse  de  carbón, 
operación  que  duró  dos  dias,  el  dos  y  tres,  saliendo  el  dia  4  de 
Lisboa,  siendo  el  dia  primero  festivo ;  4<>,  que  en  mérito  deesa 
prueba,  se  halla  constatado  el  hecho  de  que  la  arribada  á  Lisboa 
no  fué  voluntaria,  y  que  por  el  contrario,  lo  fué  forzada,  y  que 
por  lo  tanto,  no  es  admisible  lo  que  á  este  respecto  alega  el 
demandado  de  que  los  capitanes  de  buque  deben  aguantar  los 
temporales  en  la  mar;  porque  son  carga  de  su  oficio,  pues 
sobre  e^a  consideración  se  halla  el  deber  de  los  capitanes,  de 
salvar  el  buque  y  la  carga,  ayudándose  de  su  prudencia  y  co- 
nocimientos, y  que  por  actos  de  arrojo  les  viene  responsabilidad; 
50,  que  por  sus  mismas  instrucciones,  f.  90  está  autorizado, 
como  no  puede  dejar  de  estarlo,  para  este  caso,  según  la  cláu- 
sula que  dice :  cSi  se  separase  Yd.  del  Goya»  por  circunstan- 
cias que  no  estuviesen  en  su  poder,  6c^ ;  0°,  que  el  capitán 
'  consultó  la  arribada  á  Lisboa  con  el  único  oficial  que  habia  á 
bordo,  lo  que  tampoco  es  obligatorio  por  las  leyes  Inglesas, 
según  el  informe  del  Cónsul,  corriente  á  f.  69,  y  también  según 
Albert,  parte  2»,  cap.  4%  núm.  4» ;  7»,  que  la  Compañía  deman- 
dada al  romper  por  sí  el  contrato  celebrado  con  el  capitán  Mac- 
Nevin,  ha  procedido  arbitrariamente,  por  no  haber  ocurrido 
ante  Juez  competente  para  que  declarase  su  rescisión,  causán- 
dole perjuicios  al  espresado  Capitán,  obligándolo  á  mantenerse 
de  su  costa ;  por  estas  consideraciones  :  fallo,  declarando  firme 
y  valedero  el  contrato  que  en  copia  corre  de  f.  12  á  16  *  conde- 
nando á  la  Compañía  de  Navegación  cRio  de  la  Plata»  al  pago 
de  los  sueldos  que  ha  devengado  el  capitán  Mac-*Nevin,  y  los 
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qne  se  déTenguen  basta  el  término  del  contrato :  y  por  via  de 
danos  y  perjuicios  durante  cuatro  meses,  á  razón  de  dos  pesos 
fuertes  por  cada  dia  y  en'  las  costas  del  juicio  ;  y  definitiva- 
mente juzgando,  así  lo  proveo,  debiendo  reponerse  los  sellos. 

Carlos  Eguia. 
La  sentencia  anteTior  fué  apelada^  y  presentada  la  espresion 
de  agravios  y  contestación,  la  Suprema  Corte  la  confirmó  en  el 
fondo,  modificándola  respecto  á  la  forma  de  la  indemnización. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  1»  de  1868. 

Vistos ;  y  resultando  que  el  mérito  de  la  prueba  producida  ha 
sido  bien  apreciado  por  el  Juez  de  Sección,  y  que  por  consi- 
guiente es  justa  la  declaración  que  hace  en  su  auto  de  haber 
sido  inmotivada  la  separación  del  capitán  Mac-Nevin  del  gobier- 
no del  vapor  cTaragui»;  pero  considerando,  —  Primero^  que 
este  no  alega  que  se  baya  empleado  la  violencia  para  obli- 
garlo á  cumplir  la  orden  de  los  propietarios,  y  que  tampoco  ha 
solicitado,- como  podia  hacerlo  con  derecho,  su  reposición  en  el 
mando  del  buque,  conformándose  con  la  rescisión  de  su  contrato^ 
y  circunscribiéndose  á  perseguir  la  acción  para  la  reparación  de 
perjuicios  ;-^Segundo^  que  en  el  contrato  no  se  ha  fijado  nin- 
guna indemnización  para  este  caso ; — Tercero,  que,  según  el 
articulo  mil  cincuenta  del  Código  de  Comercio,  no  mediando 
convención  contraria  por  escrito,  la  reparación  al  capitán  que 
ha  sido  ulespedido  sin  causa  lejítima,  debe  prestársele  en  los 
términos  que  en  él  se  prescribQ^  siendo  esta  la  única  disposición 
legal  que  trata  de  la  materia ; — Cuarto,  que  conforme  á  las 
reglas  allí  establecidas,  y  también  á  los  principios  generales  de 
la  jurisprudencia  sobre  indemnización  de  perjuicios,  que  no 
autorizan  para  imponer  al  condenado  prestaciones  puramente 
gratuitas,  ]a  obligación  que  resulta  á  la  Compañía  demandada 
de  la  violación  de  su  contrato  con  el  capitán  Mac-Nevin  debe 
ser  satisfecha  del  modo  siguiente  i'-^Primero,  si  el  capitán  no 
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ha  tomado  servicio  en  otro  buque,  como  lo  afirma  el  Gerente 
de  la  Compañía,  y  se  propone  regresar  á  Glasgow  donde  hizo 
su  ajuste,  tendrá  derecho  á  sus  sueldos  desde  el  dia  que  lomó 
el  mando  del  vapor  cTaragui»  hasta  él  de  su  llegada  á  dicho 
puerto,  y  ademas  á  los  gastos  de  su  viaje  por  el  primer  pa- 
quete ; — Segundo^  si  el  capitán  no  tiene  el  propósito  de  volver 
ai  puerto  de  su  ajuste,  y  no  ha  tomado  el  mando  de  otro  buque, 
se  le  deberán  sus  sueldos  hasta  el  dia  en  que  este  auto  quede 
ejecutoriado; — Tercero,  si  se  hubiere  contratado  por  menor 
sueldo  que  el  estipulado  con  el  representante  de  la  Compañía 
Argentina,  se  le  deberá  solo  la  diferencia  por  el  tiempo  que 
ha  corrido  el  sueldo  de  su  segundo  contrato ; — Cuarto ^  y  en 
todos  los  casos,  las  costas  de  este  pleito  ;  por  estos  fundamen- 
tos, se  confirma  el  auto  apelado  de  foja  treinta,  con  calidad  de 
regularse  la  indemnización  á  que  ha  sido  condenada  la  Sociedad 
Argentina,  según  las  bases  establecidas  en  el  cuarto  conside- 
rando de  este  auto ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  DE  las  Carreras.— Salvador 
MarU  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. 
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CAUSA  CXII. 


Crttniíial^  contra  Simón  Luengo^    Agenor  Pacheco ^  Domingc 

Gomales  y  otros^  por  rebelión. 


Sumario.— i^  Paja  que  el  Presidente  de  la  República  pueda 
ejercer  la  facultad  de  conmutar  ó  indultar  las  penas  en  los  de- 
litos sujetos  á  la  jurisdicción  federal,  es  necesario  que  haya 
habido  un  juicio  en  que  se  califique  el  delito,  y  se  designe  al 
delincuente  y  la  pena  que  merece. 

2*"  £1  derecho  de  indultar  acordado  por  la  Constitución  al 
Presidente  de  la  República,  no  puede  ser  ejercido  por  un  Mi- 
nistro de  la  Nación,  sin  previa  autorización  de  aquel. 

3^  Es  una  circunstancia  atenuante  que  disminuye  la  pena  que 
la  ley  impone  al  jefe  principal  de  la*  sedición,  el  hecho  de  de- 
sistir de  su  propósito,  contener  la  violencia  de  su  acción  y  en- 
trar en  un  camino  reparador,  antes  de  haber  sido  vencido  por 
las  fuerzas  nacionales. 


Caso. — A  consecuencia  del  movimiento  revolucionario  Ueva- 
á  cabo  el  16  de  Agosto  de  i  868,  én  la  Provincia  de  Córdoba 
por  D.  Simón  Luengo,  D.  Agenor  Pacheco,  D.  Domingo  Gon- 
zales,  D.  Juan  Martinez  Anzorena,  D.  Jacinto  Alvarez,  D.  Ale- 
jandro Ruiz,  D.  Manuel  Arredondo,    D.  Tomas  Correas,    D. 
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Alejandro  Arguello,  D.  Francisco  Córdoba,  D.  Pedro  Alcántara 
Dias,  D.  Ensebio  Pizarro,  D.  Ramón  Torrez  y  D.  Augusto 
Sandierg,  el  Procurador  Fiscal  entabló  acusación  en  forma 
ante  el  Juzgado  Seccional  de  esa  Provincia,  diciendo  que  eran 
reos  del  delito  de  rebelión,  y  pidiendo  fueran  penados  en  la 
forma  siguiente : 

A  Simón  Luengo  á  diez  años  de  estrañamiento,  y  á  pagar  una 
multa  que  no  baje  de  cuatro  mil  pesos. 

A  Agenor  Pacheco,  á  seis  años  de  destierro  y  á  una  multa 
2,500$. 

A  Juan  Martinez  Anzorena  á  4  años  de  destierro,  y  una  multa 
de  2000?. 

A  Domingo  Gonzales  á  la  pena  de  estrañamiento  por  diez 
años,  y  una  multa  de  2000  f. 

A  Ensebio  Pizarro  y  Ramón  Torres  á  4  años  de  destierro. 

A  Alejandro  Ruiz  á  una  multa  de  mil  pesos. 

A  los  demás  á  4  años  de  destierro,  con  eílepcion  de  Augusto 
Sandierg  para  quien  pide  la  pena  de  servicio  militar  en  la  fron- 
tera por  el  térmido  de  dos  años;  condenándose,  al  mismQ 
tiempo,  á  todos,  en  las  costas  de  mancomún  et  in  solidum. 

El  proceso,  dice  el  Procurador  Fiscal,  arroja  bastante  luz 
para  clasificar  las  responsabilidades  en  que  todos  y  cada  uno 
han  incurrido,  de  manera  que  no  habrá  dificultad  para  estudiar 
y  resolver  esta  causa. 

El  Procurador  Fiscal,  dsspues  de  haber  clasificado  el  delito, 
como  de  rebelión,  por  un  examen  minucioso  de  los  documen- 
tos, corrientes  en  autos,  dice,  en  cuanto  á  la  responsabilidad 
de  cada  uno  de  los  procesados ;  que  á  excepción  de  Simón 
Luengo  que  se  encuentra  en  la  categoría  de  caudillo  principal 
de  la  rebelión,  los  otros  han  ejercido  un  mando  subalterno ;  y 
de  estos,  unos  se  hallan  en  inferior  escala  que  otros» 

Evacuado  el  traslado  conferido,  el  defensor  de  los  procesa- 
dos Luengo,  ^Pacheco,  Gonzales,  Alvarez,  Pizarro  Torres  y 
Sandierg,  esplica  lo  que  se  entiende  por  sedición  y  rebelión, 
sosteniendo  que  sus  defendidos  no  son  reos  ni  de  uno  y  ni  de 
otro  delito,  concluyendo  por  pedir  la  absolución  de  ellos. 
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Ll  defensor  de  Ruiz,  Dias,  Córdoba,  Arredondo,  Correas 
y  Arguello,  dijo  que  á  mérito  de  las  leyes  que  favorecen  á  sus 
defendidos,  debían  ser  declarados  inocentes  por  haber  sido 
obligados  como  subalternos  á  obedecer  las  órdenes  dé  sus  jefes. 

Puesta  la  causa  á  prueba  por  diez  dias,  y  renunciado  ese 
término  por  los  procesados,  el  Juez  dictó  eh  siguiente  : 

Fallo  del  Jluea  Seoelonal» 

Córdoba^  Agosto  6  de  1868. 

Vistos :  estos  autos,  y  antes  de  pasar  al  examen  de  las  piezas 
judiciales  que  determinan  la  responsabilidad  de  los  procesados 
y  penas  del  caso,  preciso  es  manifestar  los  fundamentos  que 
apartan  al  Juzgado  de  la  calificación  que  el  Fiscal  de  la  causa 
ha  creído  deber  hacer  del  delito  cometido,  entendiendo  ser  el 
de  rebelión  en  vez  del  sedición,  y  pidiendo  para  aquel  la  apli- 
cación de  las  penaf  establecidas. 

Así  mismo  cumple  al  Juzgado  ocuparse  previamente  de  lo 
espuesto  y  solicitado  por  los  defensores,  respecto  á  las  cartas 
de  indulto  y  salvo-conducto,  que  corren  en  autos,  espedidas 
en  favor  de  los  procesados  por  el  Ministro  Nacional  de  Guerra 
y  Marina  y  por  el  Juez  Federal  de  esta  Sección,  invocando 
aquellos  el  carácter  oficial  que  investían  estos,  y  atribuyendo 
á  esos  compromisos,  celebrados  con  entera  libertad  de  acción, 
todo  el  valor  l^gal  de  que  necesitarían  para  sustraer  á  los  cul- 
pables del  juzgamiento  que  les  depara  la  ley,  y  las  penas  que 
establece. 

1 

En  cuanto  á  la  calificación  del  delito,  se  ha  debido  conside- 
rar ;  primero ;  que  la  ley  llama  rebelde  á  los  que  se  alzan  pú- 
blicamente contra  el  Gobierno  Nacional  para  destruir  la  Cons- 
titución jurada  por  la  Nación  y  cambiar  la  forma  de  Gobierno, 
para  deponer  al  Presidente  de  la  República,  para  impedir  la 
trasmisión  de  la  misma  autoridad  ó  la  elección  d^  los  miembros 
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del  Congreso,  para  disolver  éste  ó  turbar  sus  sesiones,  y  final- 
mente, para  arrancar  á  los  poderes  colcjiladores  alguna  reso- 
lución, violando  el  recinto  de  sus  sesiones,  ó  al  Presidente  de 
la  República  alguna  medida  ó  concesión^  siendo  este  último  el 
caso  en  que  la  acusación  fiscal  coloca  á  los  procesados ;  se- 
gundo, que  no  es  fundada  ni  exacta  esa  aseveración,  por  cuanto 
no  debe  considerarse  en  ese  rol  á  los  que,  lejos  del  asiento  de 
los  poderes  Nacionales,  con  tan  'diminuta  fuerza  y  con  tan 
escasos  medios  de  acción,  no  han  podido  efectuar  ni  aun  con- 
cebir el  plan  de  destruir  la  Nación,  deponer  el  Jefe  Supremo  de 
ella  ó  arrancarle  por  la  intimidación,  desde  larga  distancia  y 
sin  considerable  fuerza,  medidas  ó  concesiones  á  que  obligara 
una  violencia  positiva  ó  el  peligro  de  una  conexión  generaK 

No  han  podido,  pues,  en  tales  condiciones  alzarse  abierta- 
mente contra  el  Gobierno  Nacional,  atacando  en  su  raizy  fun- 
damento á  los  Poderes  públicos,  que  es  lo  que  constituye  la 
rebelión  en  el  sentido  jurídico  y  legal.        • 

Han  podido,  resistir  las  medidas  dictadas^  violar  las  leyes, 
desobedecer  disposiciones  de  carácter  Nacional,  exijir  como  lo 
han  hecho,  á  mano  armada,  su  revocación  é  impedir  á  una 
autoridad  nacional  el  libre  ejercicio  de  sus  funciones,  la  ejecu- 
ción y  cumplimiento  de  las  providencias  administrativas  ó  ju- 
diciales en  alguna  Provincia,  que  es  lo  que  constituye  la  sedi^ 
cion  (art.  20,  inciso 2<>^  déla  ley  penal  de  14 de  Setiembre):  en 
consecuencia  los  procesados  por  esta  causa  no  han  cometido  el 
delito  de  rebelión,  sind  el  de  sedición  calificado  en  la  precitada 
ley. 

II 

Para  darse  cuenta  del  mérito  intrínseco  de  los  indultos  espe- 
didos y  de  su  valor  jurídico,  forzoso  es  examinar  el  oríjen  de 
ese  derecho,  quien  lo  ejerce,  cómo  y  en  qué  circunstancias. 
La  Constitución  de  la  República  en  su  an.  86,  inciso  6%  au- 
toriza al  Presidente  de  ella,  para  itidultar  ó  conmutar  las  penas 
por  delitos  sujetos  á  la  jurísdiccion  federal,  previo  informe  del 
tribunal  competente,  loque  bien  claro  maestra,  que  el  ejercicio 


DE  aUSTIGlA  NACIONAL.  23i 

de  ese  derecho  debe  seguir  al  juzgamiento,  en  el  que  se  ha  de 
calificar^  primero  el  delito,  y  se  ha  de  designar  el  delincuente 
y  la  pena ;  pues,  de  otro  modo,  no  podría  indultarse  en  el  sen- 
tido de  la  Constitución  y  previo  informe  judicial,  á  quienes  no 
es  declarado  culpable,  ó  conmutarse  penas  que  no  son  conocí  * 
das  ni  han  sido  pronunciadas  por  la  únioa  autoridad  á  que 
está  reservada  esta  función,  quedando  así^  por  último,  invertido 
el  orden  natural  de  las  funciones  de  los  poderes  públicos  y 
burlados  los  propósitos  de  la  Constitución.  Al  mantener  ella 
el  derecho  de  gracia  en  la  forma  que  lo  ha  hecho,  subordinán- 
dola á  una  tramitación  especial,  en  que  el  juzgamiento  preceda 
al  indulto,  ha  querido,  sin  duda,  que  este  evite  ó  modifique 
el  excesivo  rigor  que  puede  acompañar  á  la  aplicación  de  la  ley 
en  ciertos  casos  y  circunstancias,  de  que  no  debe  darse  cuenta 
QD  Juez ;  ha  querido  que  todos  y  cada  uno  de  los  poderes  cum- 
plan con  su  deber  en  la  esfera  que  les  está  marcada ;  que  la 
moralidad  se  levante  en  alto ;  que  la  ley  conserve  siempre  su 
prestigio,  siendo  ciegamente  obedecida,  y  finalmente,  que  la* 
conciencia  4ue  inspire  el  perdón  al  dispensar  la  pena,  valga 
tanto  como  el  mismo  castigo  y  nada  defraude  á  la  justicia  con- 
que se  aplica  la  ley  en  el  procesó. 

El  derecho  de  indultar  dado  al  Gefe  Supremo  de  la  Repú- 
blica, como  ejercitado  en  tiempo  y  con  las  condiciones  debi- 
das, no  ha  podido  ejercerse  por  un  Ministerio  de  la  Nación, 
sin  previa  autorización  de  aquel^  ni  creerse  comprendido  entre 
las  funciones  ordinarias  y  de  carácter  administrativo,  que  el 
Comisionado  Nacional  desempeñaba  en  Córdoba.  Aun  dada  la 
hipótesis  de  que  entre  sus  facultades  se  comprendiese  la  de 
indultar,  en  vista  de  esa  función  tan  grave  y  trascendente,  ha- 
bría exijido  para  su  validez,  á  mas  de  aquellos  requisitos,  el 
asentimiento  espreso  ó  la  aprobación  del  Gefe  Supremo  de  la 
República  en  quien  solo  reside  ese  derecho  ;  cuando,  por  el 
contrario,  se  vé,  que  en  el  informe  oficial  trasmitido  por  el  Mi- 
nistro comisionado  al  Gobierno  Nacional,  no  consta  se  haya 
dado  cuenta  de  estos  actos,  ni  recaído,  por  consiguiente,  sobre 
ellos  la  aprobación  que  merecieron  los  demás,  esplícita  y  espe- 


232       FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

cialmente  comoDicados.  Tampoco  se  yé  al  Poder  Ejeealito 
Nacional,  prohijando  después,  de  manera  alguna,  los  com- 
promisos contraidos  en  esas  carias  de  indullo  y  salvo  con* 
duelo.  Antes  al  contrario,  los  Gefes  y  fuerzas  de  la  Nación 
persiguen  y  aprehenden  á  los  culpables;  el  Procurador  Fiscal 
de  la  misma  en  esta*  sección  sin  dar  valor  á  esos  d()cument08 

w 

^  y  considerándolos  como  no  existentes,  denuncia  el  delito,  acu- 
sa á  sus  autores  y  cómplices,  y  jestiona,  hasta  su  terminación, 
la  causa,  pidiendo  el  condigno  castigo  de  los  culpables  por  las 
ofensas  inferidas  á  la  Nación. 

En  tal  virtud  el  Juzgado  considera  los  referidos  documentos 
desautorizados,  como  piezas  oficiales  referentes  al  derecho  de 
indulto  acordado  por  la  Constitución  al  Gefe  Supremo  de  la 
República,  y  válidos  solo  en  cuanto  importan  la  rennncia  que 
los  suscritos  entiendan  hacer  de  las  acciones  particulares  que 
pudieran  ejercitar  contra  sus  ofensores,  querellándose  en  el 
juicio  respectivo. 

III.    • 

Resultando  de  estos  autos  que  se  ha  cometido  un  grave  de- 
lito contraía  Nación,  impidiendo  á  las  autoridades  de  ella  el 
libre  ejercicio  de  sus  providencias  administrativas  y  judiciales 
de  la  Provincia  de  Córdoba,  alzándose  los  ciudadanos  en  armas 
para  resistir  el  cumplimiento.de  órdenes  de  carácter  nacional, 
espedidas. por  antorídades  legítimas  y  en  la  esfera  de  sus  atri- 
buciones constitucionales,  siendo  claramente  referido  ese  de- 
lito y  calificado  de  sedición,  por  la  Ley  penal  de  14  de  Setiem- 
bre de  1863,  en  su  artículo  20,  inciso  2^,  y  siendo  en  el  pre- 
sente caso  acompañado  á  las  circunstancias  agravantes  enu- 
meradas en  los  artículos  15  y  21  de  la  citada  Ley,  por  cuanto 
se  han  apoderado  los  sediciosos  de  dinero  y  armas  de  la  Nación , 
han  librado  combate  á  las  fuerzas  de  esta,  sacado  gente  por 
medios  violentos,  y  espuesto  la  vida  de  los  ciudadanos,  conclu- 
yendo, en  fin,  por  aprisionar  y  amenazar  de  muerte  á  elevados 
funcionarios  del  Gobierno  de  la  República :  Resultando,  que 
en  el  proceso  queda  constatado  y  evidenciado  el  delita  de  se- 
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dicion  con  pruebas  y  declaraciones  que  la  misma  notoriedad 
de  los  bechos^ haría  menos  necesaria,  sí  las  formas  indispensa- 
bles á  todo  juicio  no  exijieran  el  tiempo  y  las  tramitaciones 
que  la  Ley  establece  para  la  sustanciacion  de  toda  causa  crimi- 
nal«  y  que  algunos  defensores  de  los  procesados  han  aprove- 
chado^  en  el  sentido  de  producir  el  mayor  retardo  de  la  causa 
y  la  mayor  estension  del  proceso,  hasta  alcanzar  cerca  de  un 
año  de  prisión  á  algunos  de  sus  defendidos,  el  mismo  que  habrá 
de  tenerse  en  cuenta  en  favor  de  ellos,  como  pena  anticipada. 
Resultando  de  las  indagatorias  y  confesiones  de  los  proce- 
sados, como  de  las  declaraciones  del  sumario,  ratiflcadas  en|el 
plenario,  á  fojas 41 4 del  2^  cuaderno  de  estos  autos:  que  don 
Simón  Luengo,  Inspector  General  de  Armas  de  la  Provincia  de 
Córdoba,  encabezó,  hace  un  ano ,  el  16  de  Agosto,  una  azonada 
tendente  á  impedir  la  venida  de  fuerzas  de  la  Nación  que  se  di- 
rijian  á  esta  capital,  en  apoyo  de  las  resoluciones  judiciales  del 
Tribunal  Federal  de  esta  Sección  en  un  proceso  político  que 
instruia ;  que  para  llevará  cabo  aquel  culpable  propósito,  reu- 
nió fuerza  armada,  libró  un  combate  desigual  con  la  Guardia 
de  un  cuerpo  Nacional,  apresando  al  Gefe,  oGciales  y  soldados 
que  lo  defendian ;  que  con  las  fuerzas  de  la  sedición  espedi- 
cionó  hasta  el  Rio  2<>,  persiguiendo  fuerzas  nacionales,  esponien- 
do con  tales  actos  la  vida  de  los  ciudadanos,  y  agravando  aquellos 
con  la  prisión  impuesta  al  Ministro  de  la  Guerra  jde  la  Nación, 
General  Martínez,  al  Juez  Federal  de  esta  Sección,  Dr.  Laspiur, 
al  Comandante  Ayala  y  sus  oficiales,  con  la  amenaza  de  muerte 
de  que  fueron  objeto  y  el  desacato  y  vejamen  consiguientes ; 
siendo  segundado  en  tales  propósitos  por  los  Gefes,  oficiales, 
empleados  y  tropa,  que  en  su  respectivo  carácter,  grado  y  po- 
sición tomaron  parte  en  el  ataque  al  cuartel,  y  en  la  campaña 
al  Rio  2^,  sirviendo,  en  general,  á  la  ejecución  de  todas  las  me- 
didas que  exigía  para  su  desenvolvimiento  y  tnejor  éxito  de  la 
sedición,  materia  de  este  juicio,  con  las  atenuaciones  y  dife- 
rencias que  se  espresarán  al  considerar  la  responsabilidad  in- 
dividual de  los  procesados. 

T.  VI  15. 
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Resallando  qoe  en  la  perpetración  de  este  delito,  calificado 
en  el  artículo  2<>,  inciso  2^  de  la  Ley  ya  citada ,  yj  circnntancias 
agravantes  áque  se  refieren  los  artículos  15  y  21  de  la  misma, 
han  lomado  muy  diversa  participación  los  procesados :  y  es  in- 
dispensable, para  la  graduación  de  la  pena,  hacer  constar  aquí, 
los  grados  de  responsabilidad  de  cada  uno  de  ellos,  según  los 
principios  de  la  Ley  penal  de  Setiembre  que  los  califica  en  este 
drden. 

í^  Los  que  inducen  y  determinan  á  los  sedicioso,  que  pro- 
curan ó  sostienen  la  sedición;  esto  es,  los  caudillos  principa- 
les de  ella,  á  quienes  pena  con  el  estrañamiento  de  seis  años  y 
multa  de  1 ,000  á  3,000  pesos  fuertes,  si  existen  las  circuns- 
tancias agravantes  ya  mencionadas  (artículos  15  y  21  de  la  Ley 
penal.) 

2^  Los  que  ejercen  un  mando  subalterno  en  la  sedición,  que 
serán  desterrados  por  dos  6  cuatro  años,  ó  condenados  á  una 
multa  de  500  á  1,500  pesos  fuertes»  aplicados  á  la  Nación  (art. 
22  de  la  mencionada  Ley.) 

3o  Los  meros  ejecutores  en  el  delito  de  sedición,  á  quienes 
se  impone  la  pena  de  servicio  dé  fronteras  por  des  años,  ó  al 
pago  de  300  pesos,  aplicables  á  la  Nación  (artículo  23  de  la 
misma  Ley.) 

Y  considerando :  i^  Que  el  procesado  D.  Simón  Luengo, 
resulla  ser,  por  el  mérito  de  los  autos  y  su  propia  confesión  á 
foja  164,  el  promovedor  y  gefe  principal  de  la  sedición «  el  au- 
tor de  las  medidas  violentas  que  la  han  originado  y  sostenido, 
el  que  dio  la  orden  de  prisión  y  amenazó  de  muerte  á  los  altos 
funcionarios  de  la  República  ya  nombrados,  el  que  sacó  gente 
por  medios  violentos,  el  que  espuso  la  vida  de  los  ciudadanos, 
ordenando  el  combate  con  la  fuerza  fiel  al  Gobierno,  el  que  se 
apoderó  de  dinero  y  armas  de  la  Nación,  dándoles  la  aplicación 
y  distribución  que  juzgó  conveniente  para  augurar  su  triunfo,  y 
finalmente  el  caudillo  de  la  sedición. 

Pero  teniendo  en  vista,  que  al  entrever  el  fin  de  esta,  desis- 
tió de  su  criminal  propósito,  contuvo  la  violencia  de  su  acción 
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y  entró  en  un  camino  reparador  qae  limitó,  en  alguna  de  aque- 
llas violentas  medidas,  todo  el  alcance  y  desastrosos  efectos  que 
anunciaron  producir  al  principio  cuando  el  procesado  Luengo 
encabezaba  por  tercera  vez  un  movimiento  revolucionario  y  se 
presentaba^  con  las  armas  en  la  mano,  á  conmover  el  orden 
público  de  Córdoba ;  el  Juzgado  considera  que,  aunque  el  pro- 
cesado se  clasifique  en  el  primer  grado  de  la  ley,  y  quede  incurso 
en  la  pena  de  seis  años  de  estrañamiento  y  pago  de  3000  fi  de 
multa,  debe  atenderse  á  la  circunstancia  atenuante  que  queda 
espresada,  á  la  larga  prisión  que  lleva  sufrida  y  á  las  demás 
circunstancias  de  que  se  hace  mérito  en  el  proceso,  para  limitar, 
como  limita  la  pena  de  seis  años  de  estrañamiento  y  al  pago  de 
mil  pesos  de  multa  que  es  el  minimum  estabie'bido  por  la  ley 
para  el  caso  que  existan  las  circunstancias  agravantes  ya  enua- 
ciadas. 

Considerando;  2°.  que  D.  Ajenor  Pacheco,  como  Coman- 
dante del  Batallón  ^  de  Guardias  Nacionales  de  Córdoba,  sirvió 
no  solo  en  ese  carácter,  sino  que  participó  de  la  sedición,  como 
auxiliar  inmediato  en  todos  los  momentos  cerca  del  Gefe  Luengo^ 
con  influencia  marcada  en  el  espíritu  de  este,  aconsejando  va- 
lido de  ella,  desde  tiempo  atrás,  medidas  subversivas  del  orden, 
como  lo  manifiestan  las  actuaciones,  que  relativas  al  proceso 
de  la  rebelión  de  Cuyo,  han  sido  remitidas  á  este  Juzgado,  y 
corren  de  fojas  230  á  236  del  cuaderno  primero,  y  se  refiere  á 
las  insinuaciones  que  este  procesado  hacia  al  Gobernador  Luque, 
exitándolo  á  rebelarse  contra  la  Autoridad  Nacional ;  siempre 
al  lado  de  Luengo,  Inspector,  entonces^  de  la  Guardia  Nacional; 
que  dicho  Pacheco  tomó  parte  en  la  sedición  de  Agosto,  vinien- 
do desde  Villa  Nueva  y  trayendo  consigo  el  contingente  que  man- 
daba el  Gobierno  Provincial  á  la  guerra  del  Paraguay ;  incor- 
porándiDse  á  las  fuerzas  del  motin  cuando  no  podia  dejarse  de 
comprender  toda  su  naturaleza  y  alcance;  que  no  es  aceptable 
lo  que  dice  como  un  descargo  en  su  confesión  (á  f.  202  y  su 
defensa  á  f.  400,  cuaderno  2''),  porque  no  pueden  ser  la  rebe- 
lión ó  la  sedición*  correctivos  de  las  medidas  erróneas  de  un 
Gobierno^  ni  mucho  menos  armas  legítijonas  de  cualquier  militar 
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para  defender  la  autonomía  de  un  Estado,  ni  la  soberanía  pro- 
vincial que  no  le  están  encomendadas,  pues  que  para  los  vicios  de 
que  sea  capaz  un  Gobierno,  ó  avances  de  poder,  la  Constitución 
estatuye,  «I  efecto,  medios  y  formas  legales  en  mano  «de  los 
diversos  poderes  y  autoridades,  á  cuya  pacificación  está  librado 
el  equilibrio  jeneral,  en  el  sistema  político  y  administrativo, 
así  como  la  custodia  de  los  derechos  de  la  Nación^  no  menos 
que  los  de  las  Prpvincias  y  los  particulares  del  ciudadano. 
Visto  esto,  con  lo  demás  que  contra  este  procesado^  consta 
de  autos ;  pero  atendiendo  á  que  el  mencionado  Pacheco  no  ha 
dictada^  como  jefe,  las  medidas  que  constituyen  las  circunstan- 
cias agravantes  que  acompañan  la  sedición  de  Agosto,  aunque 
se  le  cuenta  entre  los  promotores  y  sostenedores  de  ella,  y  sea 
comprendido  justamente  en  el  primer  grado  de  la  ley  penal ; 
sin  embargo,  y  teniéndose  en  cuenta  el  largo  tiempo  de  prisión 
que  ha  sufrido,  no  menos  que  la  imposición  de  escándalo  que 
le  produjo  la  orden  de  fusilamiento  dada  contra  los  presos,  como 
lo  manifestó  ante  ellos  mismos,  con  muestra  de  señalada  re- 
probación, ofreciéndoles  oponerse  á  ese  crimen  y  evitarlo  en 
cuanto  de  él  dependiese  (informe  del  Juez  Federal  de  esta  Sec- 
ción á  f.  41  del  cuaderno  segundo).  Por  tales  consideraciones, 
y  colocando  á  este  procesado  en  el  primer  grado  de  la  ley  pe* 
nal  (art.  2i)  sele  condena  solo  á  seis  años  de  estrañamiento 
sin  sujeción  á  multa. 

Considerando ;  3®,  que  D.  Domingo  Gonzalos,  Comandante 
del  Batallón  !<>  d^  Guardias  Nacionales,  fué  citado  por  Luengo 
á  una  conferencia  en  que  se  le  propuso  y  aceptó  el  plan  de  la 
sedición  (f.  389  de  los  autos)  á  que  sirvió  después,  en  ese  rol 
y  hasta  el  fin  y  ejerciendo  un  mando,  que  si  bien  subalterno 
por  la  limitada  influencia  que  le  cabia,  no  por  eso  menos  volun- 
tario, como  lo  acreditan  las  ideas  ó  propósitos  manifestados  por 
el  procesado  en  su  propia  confesión  de  f.  330;  por  la  aseveración 
de  Luengo,  respecto  á  la  libertad  de  acción  en  que  dejó  á  sus 
jefes  y  oficiales,  y  mas  aun,  por  el  hecho  de  separarse  algunos 
de  ellos,  después  de  iniciado  el  movimiento  sin  encontrar  obstá- 
culo alguno,  pi  motivo  de  temer  consecuencias  ilesagradables, 
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peligros  6  castigos  por  aquel  acto.  En  vistas  de  estas  conside- 
raciones, y  de  lo  que  resulta  de  esta  causa  en  relación  al  pro- 
cesado D.  Domingo  Gonzales,  se  le  clasifica  en  el  3iP  grado  de 
la  ley  penal,  y  se  le  condena  á  4  años  de  destierro  (art.  22/. 

Considerando  ;  4%  que  Di  Juan  Martinez  Anzorena,  Coman- 
dante de  un  Batallón  de  Guardias  Nacionales,  fué,  como  el  an- 
terior, citado  por  Luengo  al  acuerdo  que  organizó  los  medios 
para  llevar  á  cabo  la  sedición  y  se  prestó  á  ella ;  que  eH6  de 
Agosto  del  año  pasado  recibió  orden  de  atacar  al  Cuartel  del 
Comandante  Ayala  y  le  tomó  á  viva  fuerza,  lo  que  constado 
autos  con  las  demás  circunstancias  accesorias  de  estos  hechos. 
Pero  teniendo  en  vista,  como  justo  descargo  y  atenuación  de 
su  culpabilioad^  lo  que  aduce  el  mismo  procesado  y  su  defen- 
sor, á  saber:  que  desde  aquel  momento  é  instruido  de  aquel, 
que  el  Ministro  de  la  Guerra  se  encontraba  inesperadamente 
entre  los  combatientes  en  la  casa  misma  en  que  se  defendía  el 
Comandante  Ayala ;  que  fallaba  una  autoridad  legal  al  frente  de 
la  Provincia,  pues  estaba  ausente  el  Gobernador  propietario  y 
el  delegado  no  funcionaba ;  y  que^  por  fln,  el  Ministro  nacio- 
nal recibió  en  aquel  momento  orden  de  prisión  con  los  demás 
actos  violentos  que  agravaban  aquella  situación :  abandonó  su 
puesto  y  se  retiró  inmediatamente,  renunciando  á  toda  ulterior 
participación  en  un  movimiento  que  'juzgaba  ya  fuera  de  todo 
eamino  legal ;  lo  que  aparece  constatado  en  el  proceso,  á  la 
vez  que  la  sucesión  de  los  hechos  posteriores,  mostró  igual- 
mente que  con  su  desistimiento  dio  un  útil  ejemplo  de  mora- 
lidad, contribuyendo  así  eficazmente  á  enervar  y  desquiciar  los 
elementos  que  se  hallaban  al  servicio  de  la  sedición. 

Que  al  mismo  tiempo  se  consagró,  con  igual  empeño,  á  pro- 
curar la  solución  pacífica  de  los  acontecimientos,  promoviendo 
conferencias  conciliatorias  á  la  vez  que  auxiliaba  á  los  funcio- 
narios presos  por  todos  los  medios  á  su  alcance ;  según  lo  de- 
muestran los  tesliinonios  particulares  de  agradecimiento  que 
ellos  oportunamente  la  presentaron,  y  que  corren  á  f.  92.  En 
mérito  de  estas  consideraciones,  de  lo  constante  en  autos,  de 
lo  prescripto  en  las  últimas  palabras  de  la  ley  2^,  tu.  31,  p.  7*, 
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de  la  opinión  de  lo  mas  ilostrados  criminalistas,  respecto  á  los 
electos  morales  del  desistimiento  volantarío  en  el  principio  de 
la  acción,  y  consiguiente  determinación  6  absolución  de  las 
penas  del  caso ;  se  declara  que  este  procesado,  aunque  no  haya 
de  quedar  completamente  exento  de  castigo,  en  razón  de  haber 
producido  un  daño  punible,  á  principio  de  sus  actos,  debe  es- 
tar solo  sujeto  al  mínimum  de  la  pena  por  las  consideraciones 
atenuantes,  que  quedan  espresadas,  condenándolo,  con  conse- 
cueucia,  á  solo  dos  años  de  destierro,  mínimum  del  segundo 
grado  (art.  22  de  la  ley  penal). 

Considerando;  5^  que,  aunque  los  procesados  D.  Jacinto 
Alvarez,  D.  Manuel  Arredondo,  D.  Hilarión  Ruiz,  D.  Alejandro 
Arguello,  D.  Francisco  Córiloba,  D.  Pedro  Alcántara  Diaz,  D. 
Augusto  Sanlerg  y  D.  Tomás  Correa,  oficiales  todos  en  los 
cuerpos  de  la  sedición,  así  como  D.  Eusebio  Pizarro  y  D.  Ra* 
mon  Torres,  empleados  en  comisiones  administrativas  por  el 
jefe  de  la  misma,  podrían  creerse,  á  primera  vista,  compren- 
didos en  el  segundo  grado  de  la  ley,  y  clasificados  como  agen- 
ten, con  mando  subalterno,  no  pueden,  sin  embargo,  conside- 
rarse tales'  sin  menoscabo  de  la  misma  ley  en  su  espíritu  y  de 
los  principios  de  estricta  justicia ;  pues  que  han  sido  solo  auxi- 
liares pasivos,  sin  que  su  carácter  de  oficiales,  su  influencia  ni 
sus  actos  hayan  dado  ni  podido  dar  ásus  sucesos  ni  mas  ini- 
ciativa que  las  que  recibieron  de  sus  jefes  superiores,  ni  mas 
impulsión  en  su  desenvolvimiento  que  la  producida  porjuna  masa 
informe  de  jente  arrastrada  en  su  mayor  parte  á  la  sedición  por 
los  medios  coercitivos  que  se  emplean  comunmente  al  efecio  : 
debiendo  por  consecuencia,  comprenderse  á  aquellos  en  el  ter- 
cer grado  de  la  ley,  ser  calificados  cofwo  meros  ejecutores  y  con- 
denados á  dos  años  de  servicio  en  la  frontera  ó  al  pago  de  300 
íts.  de  multa,  conforme  al  art.  22  de  la  citada  ley. 

Y  considerando,  por  ultimo;  1°,  que  respecto  de  algunos  de 
•esos  procesados,  como  Correa,  militaban  circunstancias  ate- 
nuantes de  haber  sido  llamados  autoritativamente  á  participar 
de  un  movimiento  cuya  naturaleza  y  fines  no  era  presumible 
comprendiesen,  y  esto  en  ocasión  de  hallarse  en  Villa  Nueva, 
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marchando  Tolantarío  en  clase  de  oficial  é  incorporándose  al 
Ejército  del  Paraguay,  y  entrando  á  esta  ciudad  cuando  la  se- 
dición tenia  organizados  todos  sus  elementos  (confesiones  fojas 
Í72y212)  lo  que  haría  procedente  en  este  caso,  la  aplicación 
de  las  doctrinas  legales,  acerca  de  las  circunstancias  que  exi- 
men de  responsabilidad  criininal  6  la  atenúan  ;  2^,  que  res- 
pecto de  otros,  como  Ruiz,  tuvo  lugar  el  desistimiento  volun- 
tario^ apartándose  de  la  acción  el  mismo  dia  que  estalló  el 
movimiento  (declaración  de  testigos  á  fojas  iOi  y  i02);  y  en 
cuanto  á  Torres  encargado  en  Córdoba  defunciones  tendentes 
á  garantir  el  orden,  consta  que  se  circunscribió  á  llenar  este 
deber,  sin  producir  violencias  ni  actos  censurables;  3^  que, 
ademas  de  los  casos  particulares  de  atenuación  ya  mencionados, 
existe  en  favor  de  los  nombrados  el  de  haber  participado  del 
hecho  punible  en  escala  muy  secundaria,  el  de  contar  algunos 
avanzada  edad  y  haber,  por  último,  sufrido  los  mas^  cerca  do 
un  año  de  prisión ;  lo  que  ante  la  ley,  la  justicia  j  la  equidad, 
anticipa  la  pena  que  por  derecho  les  correspondo.  Asi,  pues, 
computo  á  doscientos  pesos  los  300  de  multa  á  que  están  sujetos, 
como  meros  ejecutores^  según  el  art.  23,  y  los  dias  de  prisión 
sufridos  con  las  demás  circunstancias  atenuantes,  que  constan 
de  autos;  se  declara  aquellos  compensados  en  la  forma  estable- 
cida por  el  art.  92  do  la  citada  ley,  esto  es,  un  peso  fuerte  por 
cada  dia  de  prisión. 

En  su  mérito,  y  atendiendo  á  que  se  trata  de  delitos  políticos, 
mas  graves  por  el  error  que  envuelven  y  sus  consecuencias,  que 
por  la  criminalidad  que  suponen;  debiendo  en  tal  virtud,  pesar 
¡a  responsabilidad  mucho  mas  sobre  los  que,  con  medios  inte- 
lijentes  4nspiran  y  encaminan  la  acción  que  sobre  los  ilusos  é 
inespertos  agentes  secundario  de  ella,  exijiendo,  ademas  la  jus- 
ticia y  la  humanidad  que  se  disminuya  la  pena  cuando  ha  pasado 
el  peligro  que  hiciera  el  rigor  dolorosamente  necesario ;  se  de- 
clara compurgado  el  delito  de  los  diez  procesados,  últimamente 
nombrados,  con  la  pena  que  han  sufrido.  Póngaseles  en  liber- 
tad, chancélandose  las  fianzas  prestadas.  Levántese  el  embargo 
que  se  trabó  en  los  bielies  del  procesado  Luengo,  una  vez  oblada 
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en  la  Administración  de  Correos,  única  de  Rentas  Nacionales  de 
esta  Ciudad,  la  multa  que  le  ha  sido  impuesta,  conservándose 
allí  á  disposición  del  Gobierno  Nacional. 

Condénase,  finalmente,  á  los  autores  y  cómplices  en  la  sedi- 
ción, materia  de  esto  procedo,  al  pago  en  mancomum  de  las 
costas  procesales ;  y  hágase  saber  á  quienes  corresponda. 

José  M^  Zuvlria. 

Notificada  esta  sentencia  á  las  partes,  el  Procurador  Fiscal 
apeló  de  ella  en  relación  para  ante  la  Suprema  Corte,  y  conce- 
dido el  recurso  fué  confirmada  por  el  siguiente : 


Falto  4ie  te  filuprenm  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  6  de  1868. 

Vistos :  Por  sus  fundamentos,  se  confirma  la  sentencia  apelada 
de  fojas  cuatro  cientos  veinte  y  seis,  y  previo  el  oficio  corres  • 
pendiente  al  Poder  Ejecutivo,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
DOR  María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. 
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CAVIA  ClLllI. 


Criminal^  contra  el  Dr.  D,  Manuel  García  y  otros, 

por  delito  de  rebelión. 


Sumario.  —  El  acusador  fiscal  no  puede  ser  condenado  en  las 
costas  del  proceso^  sino  en  el  caso  de  ser  maliciosa  y  temeraria 
la  acusación. 


Caso. —  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan, 
acusó  como  cómplices  de  la  rebelión  de  Cuyo  de  1867,  al  Dr. 
D.  Manuel  García,  al  Dr.  D.  Napoleón  Moyano,  á  D.  Jacinto 
Lartiga,  D.  Julián  Mazo,  D.  Antonio  López,  D.  Miguel  Eche- 
garay,  D.  Daniel  Bustos,  D.  José  Amiel,  D.  Zoilo  Yalenzuela 
y  D.  Cqjnilo  Aguiar :  al  primero^  por  haber  ejercido  durante  la 
rebelión  el  empleo  de  Fiscal;  al  segundo,  por  haber  ejercido  el 
de  Camarista  titular ;  al  tercero,  por  haber  sido  Juez  de  1^  Ins- 
tancia en  lo  Civil ;  al  cuarto,  por  haber  sido  Defensor  de  pobres 
y  menores,  y  á  los  demás  por  haber  aceptado  el  cargo  de  Ca- 
maristas suplentes,  recibiendo  cada  uno  de  ellos  el  nombramien- 
to del  Gobierno  revolucionario. 
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Levantado  el  sumario,  y  presentada  la  defensa,  todos  los 
acusados  fueron  absueltos  por  el  siguiente : 


Fnllo  del  Juex  Seccional. 

*     San  Juan,  Hayo  42  de  1868. 

Vistos :  Estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal  contra 
los  procesados,  Dr.  D.  Manuel  García,  Dr.  D.  Napoleón  Mo- 
yano,  D.  Jacinto  Lartigat  D.  Julián  Mazo,  D.  Antonio  López, 
D.  Miguel  Echegaray,  D.  Daniel  Bustos,  D.  José  Amiel,  D. 
Zoilo  Valenzuela  y  D.  Camilo  Aguiar,  como  cómplices  en  el 
delito  de  rebelión  por  haber  aceptado  del  gobierno  rebelde  y 
ejercido  el  1^  el  empleo  de  Fiscal,  el  2^  el  de  Camarista,  el  S"" 
el  de  Juez  de  1^  Instancia  en  lo  Civil,  y  el  4^  el  de  Defensor  de 
Pobres  y  Menores  y  por  haber  los  demás  aceptado  y  jurado  el 
cargo  de  Camarista  suplente,  proviniendo  su  nombramiento  del 
mismo  Gobierno. 

Y  considerando ;  que  la  ejecución  de  un  acto  vedado  y  pe- 
nado por  la  ley,  implica  la  voluntad  de  infringirla»  y  es  del 
cargo  del  agente  justificar  lo  contrario  toda  vez  que,  por  razones 
especíales  de  justificación,  pretenda  encontrarse  fuera  del  al- 
cance de  su  sancioii. 

Que  el  carácter  aterrante  de  la  rebelión,  que  aparece  de  lo 
espuesto  por  el  Fiscal  en  su  acusación  y  se  halla  confirmado 
por  la  prueba  producida  en  estos  autos,  no  puede  aceptarse 
como  causa  general  de  justificación  para  cuantos  por  su  «con- 
ducta aparecen  complicados  en  ella,  sin  esponerse  á  caer  en 
el  contrasentido  de  dejar  la  revolución  sin  agentes ;  y  es  de  ne- 
cesidad que  los  que  fundan  su  descargo  en  el  temor  y  miedo 
justifiquen  los  motivos  especiales  de  él 

Que  el  procesado  Dr.  García  está  confeso  de  haber  aceptado 
el  empleo  de  Fiscal,  y  de  haberlo  ejercido  interviniendo,  como 
tal  en  algunas  solicitudes,  hechas  con  el  objeto  de  recibirse 
de  Escribano  ó  Procurador  los  solicitantes ;  pero  con  la  e&eep- 
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eion  de  que  procedió  así  por  miedo  grave,  qae  tunda ;  l^',  en 
qae  fué  empleado  y  amigo  de  la  Adli^nistracion  derrocada  por 
los  rebeldes ;  2^,  en  que  el  mismo  Gobierno  de  Molina  á  quien 
debió  su  nombramiento,  los  destituyó  de  su  empleo;  3^^  en 
que  fué  asaltada  su  casa  dos  veces  por  fuerza  armada  de  los 
rebeldes,  siendo  la  última  de  ellas  durante  el  Gobierno  de  Mo- 
lina; 4'',  en  que,  cuando  fué  destituido,  pidió  su  pasaporte 
para  salir  de  la  Provincia  co^  la  mira  de  librarse  de  la  situa- 
ción creada  aquí  por  los  rebeldes^  y  se  le  negó,  haciéndole 
entonces  Fiscal ;  5<^,  en  que  el  ex-secretario  de  la  Cámara  de 
Justicia^  á  que  él  habia  pertenecido  como  empleado  constitu- 
cional, se  había  presentado  ante  ese  mismo  Gobierno  pidiendo 
la  devolución  de  la  Secretaría,  fundando  en  que  él  (el  procesado) 
se  la  habia  hecho  quitar,  por  presunciones ;  y  el  Gobierno  le 
habia  dado  curso  á  esa  solicitud ;  y  6^,  en  que  el  asesinato 
oficial  en  la  persona  de  D.  Meliton  Salimiento  habia  precedido 
en  poco  á  su  nombramiento,  y  estaba  palpitante  aun  el  terror 
que  por  ese  medio  se  consiguió  difundir  en  la  población  * 
todo  lo  que  aparece  plenamente  probado  en  estos  autos;  es- 
pecialmente por  las  declaraciones  corrientes  desde  f.  77  hasta 
87. 

Y  debe  además  tenerse  presente,  en  conformación  de  su  adhe- 
sión al  imperio  de  las  instituciones  que  ha  sido  también  espuesta 
en  su  defensa  y  justificada  en  su  prueba,  el  hecho  oficial  de 
haber  formado  parte,  en  clase  de  Ministro,  del  Gobierno  provi- 
sorio que  subsiguió  á  la  disolución  del  Gobierno  rebelde  de 
José  B.  Molina. 

Que  el  procesado  Dr.  Moyano  que  confiesa  haber  aceptado 
el  cargo  de  Camarista,  y  recibido  cincuenta  pesos  de  sueldo 
por  diez  dias  que  la  servio,  ha  fundado  su  descargo  en  varias 
razones  especiales  de  las  que  deben  tenerse  como  justificadas 
para  los  objetos  del  juicio,  ya  porque  resultan  de  la  prueba 
producida  ó  ya  porque  son  hechos  oficiales  y  notorios  que  se 
han  puesto  en  conocimiento  del  pueblo  por  el  órgano  compe- 
tente de  publicidad ;  1^,  que  reprobó  confidencialmente  la  con- 
ducta manifestando  aversión  profunda  para  con  ellos;  2\  que 
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conspiraba  eootra  la  sitaaeioo  creada  por  la  rebelión,  prepo- 
oíeodo  el  medio  de  la  veaccion  para  destruirlo  j  restablecer 
el  imperio  de  las  institacioDes,  j  ofreciendo  por  so  parte,  para 
ese  fio,  el  cootÍDgente  de  sa  prestigio  é  íoflaencia  en  la  per- 
sona del  roinno  Comandante  General  de  Armas  paesto  por  los 
rebeldes;  3^,  que  escnsó  sa  senricio  en  el  paesto  de  ministro 
de  Gobierno  que  lo  habría  ligado  mas  activa  y  eficazmente  á  la 
rebelión  y  á  sos  fines ;  4^,  que  ha  estado  en  contacto  durante 
el  dominio  de  la  rebelión,  con  machos  de  los  perseguidos  por 
su  adhesión  á  las  autorídades  constituidas,  y  empleado  su  valer 
para  con  los  hombres  de  ella  en  hacerles  [el  bien  que  podía  en 
sos  personas  y  en  sus  intereses ;  5^,  que  cuando  aceptó  el 
deslino  de  Camarista  permanente,  habia  manifestado  á  los  Es- 
cribanos Aubone  y  Baca  (fojas  172  y  174)  que  iba  allí  á  su  pesar; 
cediendo  á  la  presión  de  las  circunstancias  de  la  época ;  6^, 
qae  después  de  la  fuga  de  Molina  aceptó  el  nombramiento  de 
Gobernador  del  gefe  de  las  fuerzas  que  quedaban,  con  solo  el 
objeto  de  convocar  al  pueblo  para  la  elección  del  Magistrado 
que  habia  de  dirigirlo  como  lo  efectuó  inmediatamente ;  7^,  que 
habiendo  salido  electo  el  mismo,  se  recibió  del  mando  y  or- 
ganizó el  Gobierno  llamando  al  Ministerio  á  D.  Relindo  Soaje 
y  al  Dr.  D.  Manuel  García ;  S^,  que  organizado  así  el  Gobierno 
emprendió  desde  luego.  la  obra  del  restablecimiento  de  las  Au- 
toridades Constitucionales  de  la  Provincia,  espidiendo  el  de- 
creto que  lo  ordenaba  y  llamando  á  su  servicio  y  sosten  á  los 
partidarios  de  la  situación  legal ;  al  mismo  tiempo  que,  con  la 
cooperación  de  estos,  atendía  á  evitar  los  males  que  amena- 
zaban á  la  pol)lacion  por  la  fuerza  armada  de  los  revolucionarios 
que  se  desbandaba;  9o^  que  restablecida  la  influencia  de  los  par- 
tidos de  la  situación  legal,  convocó  otra  vez  al  pueblo  para  la 
elección  de  otro  mandatario,  espresando  la  abdicación  que 
hacia  de  su  puesto;  y  10^  que  haciéndose  la  elección  en  la 
persona  de  D.  Relindo  Soage,  le  hizo  entrega  del  mando  y  se 
retiró  á  la  vida  privada. 

Que  el  procesado    Lartiga  ha  justiflcado  plenamente,  como 
razones  especiales  de  su  descarga,  lo]que  espresan  las  pregun- 
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tas^  segunda,  tercera,  cuarta  y  sétima  de  su  interrogatorio  cor- 
riente á  f.  116  y  117,  que  fué  buscado  una  noche  por  soldados 
en  su  casa,  después  de  haber  sido  nombrado  Juez,  quedando  lo 
demás  de  la  8^  pregunta  apoyado  en  el  dicho  de  un  testigo, 
que  se  recibió  de  su  empleo  el  26  de  Marzo  de  1867,  y  no 
percibió  sueldos  por  sus  servicios ;  y  que  al  hacerlo,  manifes- 
tó que  procedia  por  temor  y  miedo  de  que  se  ejerciera  alguna 
violencia  con  él,  y  el  deseo  de  retardar  el  despacho  de  los 
asuntos :  y  ha  producido  prueba  mas  que  scmi-plena  sobre  el 
contenido  de  las  preguntas  11""  y  12^,  quedando  también  esta- 
blecido legítimamente  en  autos  que  su  nombramiento  y  su 
escepcion  subsiguieron  al  asesinato  oficial  de  D.  Meliton  Sar- 
miento. 

Que  de  la  prueba  producida  en  estos  autos  resulta  plena- 
mente comprobado  que  el  procesado  Maza  ha  sido  una  de  tas 
víctimas  mas  conspicuas  de  la  crueldad  y  desórdenes  de  la  re- 
belión, y  que  se  ha  ejercido  sobre  él  la  presión  del  temor  has- 
ta el  momento  mismo  en  que  se  le  llamó  al  servicio  del 
empleo  de  Defensor  de  pobres  y  menores. 

Que  por  parte  de  los  procesados  Aguiar  y  Yaienzuela,  confe- 
sos de  haber  aceptado  el  cargo  de  Camarista  suplente  por  temor 
y  porque  creian  no  llegaría  el  caso  de  ejercerlo,  se  han  justi- 
ficado las  preguntas  8^  y  9^  del  interrogetorio  corriente  en  estos 
autos  desde  f.  137  hasta  f.  141,  y  por  parte  de  Yaienzueb  se  ha 
justificado  también  que  fué  de  los  que  pertenecieron  á  la  guar- 
nición armada  de  la  Plaza,  hasta  la  rendición  de  esta  el  cinco 
de  Enero  de  1867,  y  qué  el  dia  siguiente  á  la  fuga  de  Molina 
se  armó  en  defensa  del  orden  contra  los  soldados  que  se  disper- 
saban y  comandó  una  de  las  patrullas  que  salieron  con  el  objeto 
de  evitar  los  robos  y  saqueos  que  eran  de  temerse  de  parte  de 
aquellos. 

'  Que  el  procesado  Echegaray,  confeso  de  haber  aceptado  el 
mismo  empleo,  porque  su  enfermedad  no  le  permitió  dar  los 
pasos  necesarios  para  escusarse,  porque  era  accidental  el  em- 
pleo, y  quizá  no  llegaría  el  caso  de  ejercerlo,  y  porque  se  en- 
contraba sin  garantías  para  escusarhC,  y  temia  hacerlo,  ha  jus- 
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tíficado  en  su  descargo  el  contenido  de  las  preguntas  2^,  3^  y 
4^  del  interrogatorio  de  f.  95. 

Que  el  procesado  López,  confeso  de  la  aceptación  del  mismo 
empleo  de  Camarista  Suplente,  por  temor,  ha  justiflcado  en  su 
descargo  el  contenido  de  la  5^  pregunta  del  citado  interrogato- 
rio de  f.  137  y  siguientes,  y  también  que  por  sus  antecedentes 
políticos  era  adicto  á  la  causa  del  orden  y  de  las  instituciones, 
y  enemigo  del  partido  dominante  aquí  entonces,  que  lo  com- 
batia. 

Que  por  parte  del  procesados  Bustos,  confeso  de  haber  acep*- 
tado  el  mismo  empleo  de  suplente,  por  ser  el  penúltimo  de  la 
lista  y  por  temor  de  que  renunciando  cometiesen  alguna  trope- 
lía en  su  persona  ó  en  sus  intereses,  se  ha  justificado  el  con- 
tenido de  las  preguntas  3*,  4»,  5»  y  6*  del  interrogatorio  de 
f.  101. 

Que  el  procesado  Amiel,  confeso  también  de  haber  aceptado 
el  mismo  cargo,  porque,  era  el  1^  suplente,  y  por  temor,  ha 
justiflcado  que  una  división  del  ejército  rebelde  estuvo  acam- 
pado en  su  finca,  y  que  un  oficial  con  fuerza  armada  le  quitó' 
dos  sirvientas  de  su  casa^  á  pesar  de  haber  opuesto  la  resisten- 
cia personal  que  espresan  las  declaraciones  corrientes  desde 
f.  161  hasta  f.  163. 

Que  debe  tenerse  también  presente  con  respecto  á  los  proce- 
sados López,  Echegaray,  Aguiar^  Valenzuela,  Bustos  y  Amiel, 
que  siendo,  como  era,  el  cargo  que  habian  aceptado,  eventual 
en  cuanto  á  su  ejercicio,  no  consta  que  ningún  de  ellos  haya 
llegado  á  ejercerlo  y  relativamente  á  todos  los  de  la  causa  que 
no  se  ha  probado  qne  hayan  concurrido  de  otro  modo  á  los  fi- 
nes de  la  revolución,  ni  se  ha  establecido  otro  antecedente  que 
demuestre  adhesión  de  parte  de  ellos  á  la  política  de  los  re- 
beldes. 

Que  por  ün,  en  causa  seguida  contra  D.  José  Sótero  Iturgay 
por  haber  desempeñado  el  empleo  de  Juez  de  Paz  y  Comisario  de 
Departamento,  primero,  y  después,  hasta  la  disolución  del  Go- 
bierno rebelde,  el  de  Tesorero  de  Rentas  Plrovinciales,  mediante 
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nombramiento  deVidela  para  aquel,  y  de  Molina  para  el  se- 
gundo^ la  Suprema  Corte  de  Justicia  ha  considerado  y  resuelto 
lo  siguiente:  «  Btienos  Aires,  Febrero  11  del  1^88. —  1^  que 
cuando  el  procesado  aceptó  los  empleos  de  Juez  de  Paz  y  Co- 
misario de  uno  de  los  Departamentos  de  la  Provincia  de  San 
Juan,  esta  se  hallaba  completamente  subyugada  por  los  re- 
beldes, quienes  ejeicianlodo  género  de  violencias  contra  los 
habitantes  que  no  se  les  incorporaban^   ó  que  por  cualquier 
otro  motivo  se  hacian  sospechosos  de  ser  adictos  al  Gobierno 
legítimo ;  2^,  que  al  procesado  no  se  le  acusa  de  haber  antes 
prestado  ningún  servicio  á  los  rebeldes,  ni  hecho  manifes- 
tación de  complacencia  por  su  triunfo ;  3o,  que  el  temor  de 
hacerse  sospechoso  y  quedar  espuestos  á  la  persecución  que 
otros  padecían,  que  es  una  de  las  razones  que  lo  movieron 
á  aceptar  dichos  empleos,    lo  justiflcan  suficientemente  la 
suspicacia  y  crueldad  de  los  gefes  rebeldes,  como  su  inten- 
ción de  emplear  la  influencia  que  por  ese  medio  adquiría  en 
beneficio  de  los  vecinos  del  Departamento  la  comprueban 
los  hechos  que  declaran  los  testigos  del  plenario,  de  los  cua- 
les resulta  que  efectivamente  se  consagró  á  proteger  las  per- 
sonas y  propiedades  de  todos,  sin  que  aparezca  el  mas  leve 
indicio  de  que  haya  perjudicado  á  ninguno ;   4o,  que  esta 
conducta  tan  honrífica   y  meritoria  en  medio  del  caos  que 
sucedió  al  triunfo  de  los  rebeldes  que  dejó  sin  garantía  á  los 
habitantes  de  la  Provincia,  dá  un  carácter  de  verdad  irrecu- 
sable al  motivo  que  alega  lo  decidió  á  recibirse  de  la  Tesorería, 
después  que,  por  el  terror  deía   orden  de  f.  29  comprendió 
que  no  podia  continuar  de  Comisario  sin  convertirse  en  ins- 
trumento de  despojo  de  las  propiedades  de  los  vecinos,  de 
cuyo  conflicto  solo  puda  evadirse  aceptando  el  cargo  de  Te- 
sorero que  se  le  ofrecía  como  condición  para  dejar  la  Comi- 
saría ;  5<>,  que. por  consiguiente,  toda  presunción  de  com- 
plicidad en  el  crimen  de  rebelión,  por  la  admisión  de  los 
dichos  empleos^  desaparece  en  presencia  de  la  prueba  pro- 
ducida por  el  acusado  ;  por  estos  fundamentos  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  foja  cincuenta  y  ocho  vuelta,  y  devuél- 
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c  vase  fil  Juez  de  Sección  para  que  ponga  en  absoluta  libertad 

f  al  procesado,  á  quien  se  absuelve  de  toda  culpa  y  cargo. — 

c  Francisco  de  las  Carreras.— Salvador  María  del  Carril. — Fran- 

<  cisco  Delgado. —  José  Barros  Pazos.  » 

Por  estas  consideraciones  declaro  que  debo  fallar,  y  fallo  de- 
finitivamente esta  causa,  absolviendo  de  la  acusación  á  los  pro- 
cesados Dr.  D.  Manuel  García,  Dr.  D.  Napoleón  Moyano,  D. 
Jacinto  Lartiga,  D.  Julián  Mazo,  D.  Antonio  López,  D.  Miguel 
Echegaray,  D.  Camilo  Aguiar,  b.  Zoilo  Yalenzuela^  D.  Daniel 
Bustos  y  D.  José  Amiel.  En  su  virtud  ténganse  por  canceladas 
las* fianzas  de  escarcelacion,  quedando  los  mencionados  proce- 
sados en  pleno  goce  de  su  libertad.  Notifíquese  original. 

José  Benjamín  de  la  Vega. 

m 

El  Procurador  Fiscal  apeló  de  esta  sentencia  respecto  del 
Dr.  García,  del  Dr.  Moyano  y  D.  Jacinto  Lartiga  insistiendo 
en  su  acusación  y  en  la  aplicación  de  la  pena  pedida  por  él, 
de  1500  ¿  fls.  de  multa  contra  el  Dr.  García  y  Lartiga,  y  de 
2000  fts.  contra  el  Dr.  Moyano ;  y  la  aceptó  respecto  de  los 
demás. 

Concedida  la  apelación,  el  Sr.  Procurador  General  al  espresar 
agravios  manifestó  que  el  soto  hecho  de  haber  los  acusados  ejer- 
cido el  cargo  de  jueces  durante  la  rebelión,  no  podia  considerse 
como  una  cooperación  que  imputase  complicidad  en  el  críjmen; 
que  sin  embargo  la  Suprema  Corte  resolviese  sobre  el  mérito 
de  la  sentencia  apelada. 

Conferido  traslado,  el  defensor  de  los  procesados  contestó 
que  la  manifestación  del  Sr.  Procurador  General  importaba  un 
desistimiento  de  la  acusación,  y  el  reconocimiento  de  que  esta 
y  la  causa  á  que  fueron  somitidos  aquellos  fué  injusta. 

Que  en  esto  caso  debian  repararse  los  daños  y  perjuicios  in- 
feridos á  los  acusados,  condenándose  en  costas  al  acusador. 

Que  por  lo  tanto,  adhiriéndose  á  la  apelación,  pedia  que  se 
condenase  en  las  costas  del  procesó  al  Procurador  Fiscal  de  la 
Sección  de  San  Juan. 
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Se  confirió  traslado  de  la  adhesión,  y  el  Sr.  Procurador  Ge- 
neral contestó  que  él  no  babia  desistido  de  la  apelación,  y  por 
el  contrario  babia  pedido  que  la  Suprema  Corte  juzgase  del 
fondo  de  la  causa. 

Que  aunque  se  considerase  justa  la  sentencia  apelada,  había 
habido  justa  causa  para  iniciar  el  proceso,  y  proceder  contra 
los  acusados,  pues  babian  admitido  empleos  públicos  de  los  ge- 
fes  rebeldes^  y  servido  durante  su  administración. 

Que  por  consiguiente^  el  Procurador  Fiscal  habia  cumplido 
con  su  deber  al  promover  la  causa,  y  estaba  muy  lejos  de  me- 
recer la  nota  de  temerario,  en  que  podxia  fundarse  la  con- 
denación solicitada  por  el  defensor. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1868. 

Fí^05  ¡  —  Considerando  que,  aun  cuando  la  inocencia  délos 
procesados,  incluidos  en  la  parte  apelada  de  la  sentencia  de 
foja  ciento  ochenta  y  seis,  resulta  claramente  de  los  fundamentps 
establecidos  por  el  Juez  de  Sección,  no  puede  deducirse  de  este 
antecedente,  que  el  Procurador  Fiscal  ha  procedido  maliciosa 
ó  temerariamente,  acusándolos,  é  interponiendo  el  presente  re- 
curso, en  cuyo  solo  caso  seria  justa  la  condenación  en  costas 
que  se  pide  por  el  defensor,  se  confirma  la  referida  sentencia, 
sin  hacerse  lugar  á  la  adhesión. 

Francisco  de  las  CARRERAS.---SALVAi)Oft 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
GADO.--JOSÉ  Barros  Pazos. 


T.  VI.  16. 
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CAV8A  CJLSW. 


El  Capitán  de  la  barca  tFevers  of  Montueh^  qugándose 
de  pravideneia  del  Juez  Seccional  de  Buenos  Aires. 


Sumario. — En  los  arbitramentos  forzosos  no  puede  recusarse 
un  arbitro  nombrado  sin  espresar  la  causa  de  la  recusación. 


Caso. — El  Gerente  de  la  Compañía  de  Navegación  á  vapor 
cRio  de  la  Piala,»  se  presentó  al  Juzgado  Seccional  de  Buenos 
Aires,  diciendo,  que  en  la  noche  del  26  de  Junio,  navegando 
el  vapor  cGuarani» ;  aguas  abajo^  y  observando  los  reglamentos 
de  marina^  fué  embestido  por  la  barca  inglesa  cFevers  of  Mon- 
tueb  causándole  averías  de  consideración. 

Llenados  los  requisitos  legales  para  justificar  las  averías,  el 
Juzgado  convocó  á  las  partes  á  juicio  verbal,  para  que  nom- 
brasen arbitros. 

Se  nombraron,  en  efecto,  por  parte  de  la  Compañía,  el  capitán 
Luis  Sardi,  y  por  parte  del  capitán  de  la  barca  á  don  Eduardo 
Hopkins. 

Recusado  el  arbitro  de  la  Compañía,  antes  de  la  aceptación 
del  cargo,  el  Juzgado  ordenó  al  capitán  que  espresára  causa 
para  proveerse. 

Gardner  Perry,  representante  del  capitán  de  la  barca,  pidió 
revocatoria  de  este  auto,  ó  apelación  en  subsidio. 
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Negado  nao  y  otro  recurso,  fundándose  el  Juzgado  en  el  art. 
26  de  la  ley  de  procedimientos,  Perry  ocurrió  de  hecho  ante  la 
Suprema  Corte,  aduciendo  estas  consideraciones : 

Que  es  cierto  que  para  la  separación  absoluta  de  un  Juez  que 
está  conociendo  de  un  asunto,  debe  espresarse  causa,  pero  un 
arbitro  propuesto  que  aun  no  ha  aceptado  el  cargo,  no  es  juez,  y 
puede  ser  recusado  sin  espresion  de  causa,  y  que  así  se  ha 
declarado  siempre  en  los  tribunales  provinciales,  permitiéndose 
hasta  la  recusación  de  tres  arbitros  sin  espresion  de  causa. 

Que  un  arbitro  propuesto,  que  aun  no  ha  aceptado  el  cargo, 
no  es  todavía  juez. 

Que  el  artículo  29  de  la  ley  de  procedimientos,  se  ocupa  de 
los  miembros  de  la  Suprema  Corte,  y  el  21  de  los  Jueces  de 
Sección,  no  encontrándose  el  recusado  en  ninguno  de  los  dos 
casos,  por  lo  que  aquellos  artículos  no  puede  aplicarse. 

Fallo  de  to  Huprema  Corte* 

Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1868. 

Vistos,  y  considerando :  que  la  doctrina  que  $e  dice  seguida 
por  los  Tribunales  de  Provincia,  bi  bien  puede  aplicarse  sin 
inconveniente  en  los  casos  de  arbitramento  voluntario,  no  asi 
en  los  de  arbitramento  forzoso^;  pues  quedaría  á  la  voluntad  de 
una  de  las  partes  paralizar  indefinidamente  el  juicio  por  medio 
de  recusaciones  repetidas,  á  las  que,  admitido  el  derecho  de 
hacerlas,  no  se  podria  fijs^r  nn  límite,  porque  no  hay  disposi- 
ción legal  en  que  fundar  esta  restricción ;  por  este  fundamen- 
to, no  se  admite  el  recurso  de  queja,  con  costas ;  y  satisfechas 
estas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros   Pazos. 


252  FALLOS  DE  LA  SUPREMA   CORTE 


CAUSA  C^V. 


E.  Folmar  y  C%  contra  el  Concunu)  de  J.  M.  Casa  y  C*, 

sobre  cobro  de  pesos. 


Sumario — 1^  Los  acreedores  qne  los  fallidos  tienen  en  on 
Estado,  donde  se  encuentran  bienes  con  cuyo  valor  se  solicita 
el  pago,  pueden  válidamente  ejercer  su  acción  ante  el  juez  com- 
petente de  ese  Estado. 

2o  Son  acreedores  residentes  en  el  Estado,  los  que  celebraron 
por  sí  y  autorizados  por  otros,  y  cumplieron  por  su  parte  un 
contrato,  y  recidiendo  en  el  mismo,  piden  el  cumplimiento  de 
este  á  la  otra  parte. 

S""  Para  la  trasmisión  de  la  propiedad  de  un  buque  que  mida 
mas  de  seis  toneladas  es  necesaria  la  escritura  y  el  registro. 

4^  Un  contrato  denominado  de  compra-venta  de  un  buque 
mayor  de  seis  toneladas,  que  está  consignado  en  un  documento 
simple,  no  produce  los  efectos  legales  que  le  son  propios. 

50  Sin  embargo  es  un  contrato  lícito  y  obligatorias  sus  es- 
tipulaciones. 

&>  La  declaración  de  falencia  pronunciada  en  país  estrangero 
no  es  ejecutiva  en  el  Estado,  y  no  altera  las  obligaciones  con- 
traidas en  este  por  los  fallidos. 

70  Los  acreedores  del  fallido  en  el  lugar  de  la  quiebra  no  se 
hallan  en  concurrencia,  con  los  acreedores  quo  residen  en  el 
Estado  sobre  los  bienes  existentes  dentro  de  su  territorio. 
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8*'  No  existiendo  acumulacioa  de  otros  créditos,  no  puede 
tener  lugar  la  declaración  de  privilegio  que  un  acreedor  resi- 
dente en  el  Estado  solicita  sobre  dichos  bienes. 

9®  Los  propietarios  de  un  buque  que  han  prometido  venderlo 
á  condición  de  pagárseles  el  integro  precio,  tienen  derecho  á 
recobrar  su  posesión,  si  no  se  puede  cumplir  aquella  condición. 

10  En  este  caso  deben  devolver  la  parte  de  precio  que  hu- 
biesen recibido  sin  intereses,  y  rebajando  de  ella  el  importe  de 
las  cargas  con  las  que  tienen  que  recibir  el  buque. 

11  Siendo  obligatoria  una  estipulación  bilateral,  no  es  nece- 
sario la  aceptación  personal  de  una  de  las  partes  para  el  otor- 
gamiento de  la  escritura  pública  relativa,  y  basta  la  interven- 
ción de  quien  representa  sus  derechos  y  obligaciones. 

12  Con  el  titulo  de  aclaración  no  se  puede  pedir  reforma  de 
un  auto  definitivo  que  no  tiene  recurso  por  derecho. 


Caso. —  Los  Sres.  E.  Folmar  y  C*,  residentes  en  Buenos 
Aires,  condóminos  y  apoderados  por  los  demás  participes  de 
la  propiedad  del  vapor  Norte-Americano  «Zenobia»,  celebraron 
en  dicha  ciudad  con  los  Sres.  J.  M.  Casa  y  C^  residentes  en 
Montevideo,  un  contrato  por  el  cual  vendieron  á  estos  el  men- 
cionado vapor  por  la  suma  de  88,000  S  moneda  nacional  de  Mon- 
ttjvideo,  debiéndose  pagar  el  precio  parte  al  contado  (50,000  iSI), 
y  parte  (38,000  g)  en  dos  pagarés  de  19,000  S  m/n.  cada  uno. 

Los  Sres.  E.  Folmar  y  C*  convinieron  en  entregar  á  J.  H. 
Casa  y  C^  el  vapor,  y  trasferirles  otro  contrato  de  fletamento 
del  mismo,  que  aquellos  habian  celebrado  con  los  Sres.  Fer- 
reira,  Lavalle  y  C^  por  la  suma  de  8,000  fts.  mensuales. 

Los  Sres.  Casa  y  C^  se  obligaron  á  asegurar  el  vapor,  y  hacer 
estender  la  póliza  de  seguro  á  favor  de  E.  Folmar  y  C^. 

Las  estipulaciones  mencionadas  se  consignaron  en  un  docu- 
mento simple,  que  no  fué  registrado,  reservándose  el  otorga- 
miento de  la  escritura  pública  de  vepta  hasta  la  chancelación 
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de  los  pagarés,  conservando  hasta  entónqes  el  buque  su  ban- 
dera, y  Folmar  y  C*  las  escrituras  de  propiedad  ;  y  estipulán- 
dose que  el  buque  quedaria  especialmente  hipotecado  por  el 
importe  de  los  pagarés. 

Los  vSres.  J.  M.  Casa  y  C^  pagaron  al  contado  30,000  ¿m/n., 
y  trasfirieron  á  Folmar  el  crédito  de  8,000  tts.  por  un  mes  de 
arriendo  que  debiany  pagaron  los  Sres.  Ferreira,  Lavalle  yC^, 
^  por  los  50,000  S  m/n.  restantes  dieron  dos  pagarés  por  25,000 
y  m/n.  cada  uno. 

Antes  de  abonar  estos  pagarés  Casa  y  C^  fueron  declarados 
en  quiebra  por  el  Tribunal  de  Comercio  de  Montevideo,  y  el  bu- 
que embargado  en  el  puerto  de  Buenos  Aires  á  petición  de  Fer- 
reira, Lavalle  y  C^  quienes  entablaron  demanda  ante  el  Juzgado 
de  Sección  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  infracción 
del  contrato  de  fletamento. 

E.  Folmar  y  C^  protestaron  contra  el  embargo,  y  pidieron 
que  se  revocase  el  auto  que  lo  ordenaba  alegando  que  ellos 
eran  los  dueños  del  buque ,  porque  tenian  las  escrituras  de  pro- 
piedad á  su  nombre,  y  aunque  pactaron  la  venta  del  vapor  con 
Casa  y  CS  este  les  quedaba  especialmente  afectado  en  garantía 
del  resto  del  precio . 

En  este  estado  el  Juez  de  Sección  recibió  un  exhorto  del  Juez 
del  Concurso  Casa  y  C^  en  Montevideo,  promoviéndole  competen- 
cia, y  pidiéndole  que  pusiese  á  su  disposición  el  vapor,  y  se 
desprendiese  del  conocimiento  de  las  demandas  contra  J.  M. 
Casa  y  C». 

Al  mismo  tiempo*  D.  Custodio  Martínez  brasilero,  puesto  á 
bordo  del  «Zenobia]»  por  Casa  y  C^  se  presentó  cobrando  sus 
sueldos,  y  el  capitán  Freeman,  norte-americano,  comandante 
del  mismo  antes  de  la  venta,  solicitó  une  mpréstito  para  atender 
á  las  necesidades  del  vapor. 

E.  Folmar  y  C^  dijeron  que  el  Concurso  de  Montevideo  no 
podía  oponerse  á  las  acciones  que  ellos,  como  acreedores  de 
Casa  y  C^^  tenian  sobre  los  bienes  que  estos  poseian  en  Buenos 
Aires,  pues  la  falencia  constituye  un  estatuto  real  ue  no  puede 
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afectar  sídó  los  bienes  situados  en  el  territorio  del  juez  que  la 
declara,  y  no  somete  los  bienes  que  se  hallan  en  el  estrangero 
á  los  acreedores  del  panto  en  que  se  declara  la  quiebra. 

Pidieron  al  mismo  tiempo  que  se  ordenase  el  pago  dentro  de 
3p  dia  de  los  50,000  $  m/n.  resto  del  precio  del  vapor,  con  sus 
intereses  y  costas. 

El  Representante  del  Síndico  del  Concurso  de  Casa  y  C^  á 
quien  se  confirió  traslad<»,  opuso  la  excepción  deincompetencía 
y  Ktispendencia ;  la  primera,  porque  los  propietarios  del  «Zeno- 
bia» no  tenian  residencia  en  la  República  Argentina  y  su  cré- 
dito, en  caso  de  ser  acreedores,  y  no  dueños,  no  tenia  garantía 
especial,  en  razón  de  no  haberse  inscripto  su  crédito,  y  de  ha- 
ber recibido  pagarés  que  eran  documentos  ajenos  al  contrato  de 
compra-venta;  la  segunda,  poique  FolmaryC^  habían  deman- 
dado á  Casa  y  G^  en  Montevideo,  por  el  cobro  de  los  pagarés. 

Conferido  traslado  contestaron  Folmar  y  C^  respecto  de  la 
Ktispendencia,  que  su  demanda  en  Montevideo  fué  contra  Casa 
y  C*  y  no  contra  el  concurso,  con  el  cual  no  tenian  pleito  al- 
guno ;  y  respecto  de  la  competencia,  que  ellos  hablan  celebrado 
el  contrato  del  cual  derivaba  el  crédito  demandado,  y  por  con- 
siguiente eran  acreedores  residentes  en  el  país ;  qu<i  el  art.  1531 
del  Cód.  de  Comercio  no  exige  garantías  especiales ;  que  sin 
embargo  las  tenian  sobre  el  buque  en  virtud  de  los  artículos 
1025  y  1026  del  Código  de  Comercio,  del  pacto,  y  de  la  reten- 
ción de  las  escrituras  de  propiedad. 

Fallo  del  Juea  Seeelbiifil. 

Buenos  Aires,  Junio  17  de  1868. 

Y  Vistos:  considerando;  !<),  que  el  apoderado  del  Concurso 
Casa  y  C^,  funda  su  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamien- 
to, en  la  falta  de  xurisdiccion  de  este  Juzgado,  y  litispendencia 
ante  los  Tribunales  de  Montevideo, .  y  establece  que  son  dos  las 
condiciones  indispensables,  para  que  un  juicio  de  quiebra  se- 
guido en  el  estrangero  se  someta  ó  subordine  los  bienes  que 
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se  hallen  en  este  pais.  I""  Residencia  de  acreedores,  2»,  garantía 
de  los  bienes  en  el  país  á  sus  acreedores ;  Segundo^  que  ambas 
condiciones  existen  por  parte  de  los  ejecutantes ;  pues  respecto 
de  la  resideneia^  el  art.  1531,  no  la  exije,  y  que  el  art.  citado 
dice  (los  acreedores  que  el  fallido  tenga  en  el  estado»,  lo  que 
pueden  accionar  por  sí  ó  por  medio  de  apoderado  legalmente 
constituido,  como  sucede  en  el  presente  caso,  en  que  Folmar 
y  C^  ejercen  esta  personalidad  de  los  dueños  anteriores  del  va- 
por (Zenobia»^  según  así  consta  del  poder,  cuya  traducción 
corre  á  f.  18.  Y  que  respecto  á  la  garantía^  gozan  de  privile- 
gio por  su  crédito,  según  los  términos  de  los  artículos  1023  y 
1026  del  Código  de  Comercio,  por  la  parte  de  precio  que  se 
les  adeuda  de  la  venta  de  dicho  vapor ; — Tercero^  que  el  crédito 
que  se  ejecuta,  proviene  del  contrato  de  compraventa  del  dicho 
vapor  «Zenobia»  celebrando  aquí^  donde  debe  llevarse  á  eje- 
cución, en  todas  sus  parles,  donde  se  halla  la  cosa  vendida, 
en  territorio  fluvial  argentino,  y  bajo  la  jurisdicción  de  este  Juz- 
gado, como  ya  se  ha  declarado  así  por  sentencia  ejecutoriada; 
Cuarto,  que  la  litis  pendencia,  como  excepción  á  la  ejecución, 
debe  oponerse  en  tiempo  oportuno,  artículo  268  de  la  ley  dé 
procedimientos;  por  estas  consideraciones;  no  ha  lugar,  con 
costas,  al  artículo  promovido  por  el  Dr.  Gómez,  y  conteste  dere- 
chamente el  traslado  pendiente,  debiendo  reponerse  el  sello. 

Eguia. 

El  representante  del  Concurso  apeló,  y  le  fué  concedida  la 
apelación. 

Llevados  los  autos  á  la  Suprema  Corte  las  partes  convinieron 
en  someter  al  fallo  de  la  misma  todos  los  puntos  relativos  á 
sus  pretenciones  respectivas. 

El  apelante  propuso  las  siguientes  cuestiones. 

1^  ¿Aqíiién  pertenece  el  dominio  del  vapor? 

2^  En  caso  de  no  haberse  trasmitido  á  J.  M.  Casa  y  O  ¿  está 
obligado  el  concurso  á  aceptarlo,  pagando  lo  que  se  debe  del 
precio,  ó  E.  Folmar  y  C^  á  devolver  los  38,000  $  m/n.  recibidos. 
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responder  á  la  demanda  de  Ferreíra,  Lavalie  y  C%  pagar  la  tri- 
pulación etc.  ? 

3*  En  caso  de  haberse  trasmitido,  ¿  E.  Tolmar  y  C«  tienen 
hipoteca  sobre  el  buque  por  el  importe  de  los  pagarés? 

4^  Si  no  tuviesen  la  hipoteca,  ¿pueden  cobrarse  en  esta 
con  el  valor  del  buque,  ó  deben  ocurrir  al  Concurso  ? 

Todas  estas  cuestiones  discutidas  por  las  partes  fueron  re- 
sultas, juntamente  con  lo  contenido  en  el  auto  apelado  poi^el 
siguiente. 

« 

Fallo  de  ím  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  10  de  1868. 

VistOy  y  considerando :  respecto  de  los  hechos  que  constan 
de  los  presentes  autos : — Primero^  que  los  señores  E.  Folmar 
y  Compañía^  residentes  en  esta  ciudad,  condóminos,  y  facul- 
tados debidamente  por  los  demás  partícipes  de  la  propiedad  del 
vapor  norte-americano  «Zenobia»,  celebraron  en  esta  misma 
ciudad  con  J.  M.  Casa  y  Compañía,  residentes  en  Montevideo, 
un  contrato  que  denominaron  de  compra-venta  de  dicho  bu- 
que, por  ochenta  y  ocho  mil  pesos  moneda  oriental,  pagaderos 
cincuenta  mil  de  contado,  y  lo  restante  en  dos  pagarés  de 
diez  y  nueve  mil  pesos  cada  uno ; — Segundo^  que  conforme  al 
contrato,  entregaron  á  i.  H.  Casa  y  Compañía  el  buque,  trans- 
firiéndoles otro  contrato  de  iletamento  del  mismo  que  tenían 
celebrado  con  Ferreira,  Lavalie  y  Compañía  y  obligándose  los 
nuevos  poseedores  á  asegurar  el  vapor,  haciendo  estender  la 
póliza  á  nombre  de  E.  Folmar  y  Compañía ; — Tercero^  que  es- 
tas estipulaciones  se  consignaron  en  un  documento  simple,  que 
no  fué  registrado,  reservándose  el  otorgamiento  de  la  escritura 
pública  de  venta  hasta  que  los  pagarés  que  se  recibieren  por  la 
cantidad  de  veinte  ;  cinco  mil  pesos  cada  uno  se  chancelasen^ 
pues  los  treinta  y  ocho  mil  pesos  fueron  entregados  al  contado 
y  conservando  el  buque  su  bandera,  y  E.  Folmar  y  Compañía 
las  escrituras  de  propiedad ;  — Cuarto^  que  ademas  se  estipuló 
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que  el  vapor  quedaría  espresamente  hipotecado  por  el  importe 
de  los  pagarés ; —  Quinto^  que  antes  de  satisfacer  esta  deuda, 
J.  H.  Casa  y.  Compañía  fueron  declarados  en  quiebra  por  el 
Tribunal  de  Comercio  de  Montevideo,  y  el  buque  embargado 
en  este  puerto,  á  consecuencia  de  demanda  entablada  ante  el 
Juzgado  de  Sección  por  Ferreíra,  Lavalle  y  Compañía,  sobre 
daños  y  perjuicios  procedentes  de  la  infracción  de  su  contrato 
de  fletamento ;  — Sesto^  que  E.  Folmar  y  Compañía  ocurrieron 
al  Juzgado  de.  Sección  oponiéndose  al  embargo^  y  pidiendo  en 
seguida  se  intimase  el  pago  de^su  crédito  al  apoderado  de  Casa 
y  Compañía; — Séptimo^qne  en  esta  oportunidad,  el  Juez  del 
Concurso  promovió  competencia  al  de  Sección  para  que  pu- 
siese el  vapor  á  su  disposición,  y  se  desprendiese  del  conoci- 
miento de  las  demandas  contra  J.  M.  Casa  y  Compañía,  cuya 
cuestión  substanciada  con  audiencia  del  apoderado  de  los  sín- 
dicos y  de  E.  Folmar  y  Compañía  fué  resuelta  por  el  Juez  de 
Sección  sosteniendo  su  jurisdicción;— Oc/avo,  que,  venidos 
los  autos  á  la  Suprema  Corte  por  apelación  interpuesta  por  el 
representante  del  Concurso,  convinieren  ambas  partes  en  so- 
meter al  fallo  de  este  Tribunal  todos  los  puntos  relativos^  sus 
pretensiones  respectivas,  y  al  efecto  el  apelante  propuso  Jas 
siguientes  cuestiones  :  primera,  ¿  A  quién  pertenece  el  dominio 
del  vapor?  Segunda,  en  caso  de  no  haberse  trasmitido  á  J.  M. 
Casa  y  Compañía,  estaría  obligado  el  concurso  á  aceptarlo  pa- 
gando lo  que  aun  se  debe  del  precio,  ó  mas  bien  E.  Folmar  y 
Compañía,  á  devolver  los  treinta  y  ocho  mil  pesos  que  han  re- 
cibido, responder  á  la  demanda  de  Ferreyra,  Lavalle  y  Com- 
pañía, pagar  la  tripulación  etc.,  ¿  en  el  caso  de  haber  existido . 
trasferencia  de  dominio,  y  deberse  á  E.  Folmar  y  Compañía  el 
importe  de  los  pagarés,  tienen  la  acción  de  estos  hipoteca  en 
el  vapor?  ¿  Si  no  tuvieren  privilegio  pueden  cobrarse  en  esta 
con  el  valor  del  buque  ó  deben  ocurrir  al  Concurso  ? — Y  con- 
siderando rcbpecio  del  derecho ;—  Primero ^  que  el  hecho  de 
haberse  celebrado  en  esta  ciudad  el  contrato  que  ha  dado  oca- 
sión á  este  pleito ;  por  E.  Folmar  y  Compañía  interesados  en 
la  propiedad,  y  á  su  nombre  como    estaban  autorizados  para 
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hacerlo ;  de  haberse  cumplido  también  aquí  la  entrega  del  va* 
por  y  el  pago  de  una  parte  del  precio,  sin  haberse  designado 
otro  lugar  para  el  cobro  de  los  pagarés,  dan  competencia  al 
Juzgado  de  Sección  para  conocer  de  este  pleito,  según  el  artí- 
culo mil  quinientos  treinta  y  uno  del  Código  de  Comercio,  por 
ser  los  demandantes  acreedores  que  los  fallidos  J.  M.  Casa  y 
Compañía  tienen  en  este  Estado,  donde  se  encuentra  el  buque 
con  cuyo  valor  se  solicita  el  pago ; — Segundo^  que,  según  el 
artículo  mil  quince  del  mismo  Código,  la  propiedad  de  un  bu- 
que, que  tenga  mas  de  seis  toneladas,  solo  puede  trasmitirse 
por  documento  escrito,  que  será  trascripta  en  un  rejistro  es- 
pecialmente destinado  á  ese  objeto  ; — Tercero^  que  sin  violen- 
tarse el  sentido  natural  de  las  palabras  de  este  artículo,  no  pue- 
de entenderse  que  la  escritura  y  el  registro  son  solemnidades 
que  se  prescriben  para  prueba  del  contrato ;  pues  espresamente 
se  dice  que  son  necesarias  para  la  trasmisión  de  la  propiedad ; 
— Cuarto^  que  las  opiniones  de  los  comentadores  del  Código 
de  Comercio  francés  no  pueden  hacer  jurisprudencia  entre  no- 
sotros; pnesel  artículo  ciento  treinta  y  seis  de  este  código  solo 
dice :  que  la  venta  voluntaria  de  un  buque  debe  hacerse  por 
escrito,  cuando  la  regla  general  establecida  en  el  mismo  es, 
que  la  prueba  de  testigos  debe  admitirse  en  materia  comercial ; 
siendo  así  que  en  el  artículo  ciento  noventa  y  tres  de  nuestro 
Código  se  establece  una  regla  general  contraria  á  la  admisibili- 
dad de  la  prueba  testimonial,  y  no  tendría  objeto  la  prescripción 
de  la  escritura  para  prueba  cuando  se  trata  de  la  venta  de  los 
buqnes, — Quinto^  que  por  consiguiente  aun  cuando  las  partes 
hayan  denominado  compra-venta  la  estipulación  consignada  en 
el  documento  de  foja  ciento  y  tres,  el  contrato  no  se  ha  perfec- 
cionado, ni  ha  producido  los  efectos  legales  que  le  son  propios, 
según  se  declara  en  los  artículos  ciento  noventa  y  cuatro  y 
doscientos  dos  del  código  citado ; — Sesto,  que  sin  embargo 
esa  estipulación  por  la  cual  las  partes  han  querido  imponerse 
obligaciones  mutuas  y  las  han  ejecutado  en  [su  mayor  parte,  ya 
se  considere  como  una  promesa  bilareal  de  compra-venta,  como 
ana  simulación  inocente  ó  como  un  contrato  innominado,  es 
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lícita  y  obligatoria,  porque  según  la  ley  dos,  título  diez  y  seis, 
libro  quinto  de  la  Recopilación^  de  cualquier  manera  que  un 
hombre  quiso  obligarse  queda  obligado,  y  es  un  principio  de 
derecho  en  los  contratos ;  que  si  non  valet  ut  actum  est  valeat 
ut  valere  potest ; — Séptimo^  que  el  hecho  de  hallarse  concursados 
J.  M.  Casa  y  Compañía  no  puede  producir  ninguna  alteración 
en  las  obligaciones  contiaidas  por  ellos  en  esta  plaza;  pues  la 
declaración  de  falencia  que  pronunciada  en  país  estrangero,  no  es 
ejecutiva  en  el  Estado,  según  el  artículo  mil  quinientos  treinta 
y  uno  ya  citado ; — OctavOy  que  prescribiéndose  en  esta  despo- 
sicion,  que  no  pueda  invocarse  la  declaración  de  quiebra  en 
este  caso,  para  disputar  á  los  acreedores  que  el  fallido  tenga 
en  el  Estado  los  derechos  que  pretendan  corresponderles  sobre 
los  bienes  existentes  dentro  de  su  territorio,  las  acciones  délos 
acreedores  del  concurso  de  J,  M.  Casa  y  Compañía  no  se  hallan 
en  concurrencia  con  las  de  E.  Folmar  y  Compañía^  y  no  puede 
tener  lugar  la  declaración  del  privilejio,  que  estos  solicitan, 
en  los  presentes  autos,  en  los  cuales  no  existe  acumulación  de 
otros  créditos; — Noveno^  que  pudiendo  suceder  que  por  la  con- 
currencia de  otros  créditos  de  que  deba  responder  el  buque, 
su  valor  no  alcanzo  para  el  cobro  integro  de  los  pagarés^  que 
se  ha  consentido  por  el  apoderado  del  concurso,  haber  sido 
una  condición  que  debia  cumplirse  para  hacer  obligatoria  la 
transferencia  de  las  escrituras  y  otorgamiento  del  título  de  pro* 
piedad,  y  por  esta  razón  Folmar  y  Campañía  se  nieguen  á 
cumplir  con  este  requisito^  y  prefieren  recobrar  la  posesión  del 
vapor,  no  teniendo  en  este  caso  titulo  para  retener  la  parte  de 
precio  recibido  deben  devolverla  á  los  que  representan  el  de^ 
recho  de  J.  M.  Casa  y  Compañía ; — Décimo^  pero  como  también 
entonces  deben  recibir  el  buque  con  sus  cargas,  el  importe  de 
estas,  es  justo  que  se  rebaje  de  la  cantidad  que  ha  de  restituirse; 
— Undécimo^  que  en  esta  devolución  no  deben  comprenderse 
los  intereses,  que  son  una  lejítima  compensación  de  la  priva^ 
cion  del  uso  del  vapor  durante  el  tiempo  que  ha  estado  en  po- 
sesión de  J.  M.  Casa  y  Compañía ;  por  estos  fundamentos,  se 
declara : — Primero^  que  la  jurisdicción  de  esta  Suprema  Corte 
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es  competente  para  resolver  las  cuestiones  que  se  le  han  so- 
metido ; — Segundo^  que  E.  Folmar  y  Compañía  tienen  derecho 
á  ser  satisfechos  con  el  valor  del  vapor  c Zenobia»  del  importe 
de  los  pagarés  de  fojas  ciento  cuarenta  y  ciento  cuarenta  y  uno 
con  los  intereses  desde  el  dia  de  la  demanda,  colocándose  este 
crédito  en  el  grado  que  le  corresponda,  si  se  le  oponen  otras 
acciones  concurrentes; — Tercero,  que  para  que  puedan  ejercitar 
el  derecho  que  se  les  declara,  E.  Folmar  y  Compañía,  deben 
hacer  las  diíijencias  necesarias  para  el  cambio  de  bandera,  y 
otorgar  y  registrar  la  escritura  de  propiedad  en  favor  de  J.  H. 
Casa  y  Compañía ; — Cuarto^  que  en  el  caso  de  negarse  á  cum- 
plir esta  condición  por  no  alcanzar  el  valor  del  buque  á  cubrir 
su  crédito^  y  quieran  recobrar  la  posesión^  deberán  restituir  la 
parte  de  precio  recibido,  sin  intereses,  la  que  pondrán  á  dispo- 
sición del  Juzgado  de  Sección ;  y  — Quinto^  que  se  si  declarase 
que  el  buque  es  responsable  de  otros  créditos,  el  importe  de  la 
devolución  deberá  aplicarse  á  su  pago,  y  solamente  si  resultase 
algún  sobrante,  se  mandará  entregar  este  al  apoderado  del  Con- 
curso de  J.  M.  Casa  y  Compañía ;  y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Sal- 
vador M.  DEL  Carril.— Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. 
—  j.  b.  gorostuga. 


El  representante  del  Concurso  pidió  aclaración  de  la  senten^ 
cia  en  sus  disposiciones  tercera  y  cuarta,  sobre  la  aceptación 
é  intervención  de  Casa  y  C^  en  la  escritura  de  venta,  y  obser- 
vando que  E.  Folmar  y  C^  habían  recibido  de  Ferreira,  Lavalle 
y  C^  á  mas  de  los  8000  fts.  que  estos  les  pagaron  por  orden 
de  Casa  y  C^,  otros  16,000  fts.  por  dos  meses  de  arriendo  an- 
teriores al  mencionado. 
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Pallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1868. 

Vistas  las  observaciones  que  se  hacen  en  este  escrito  para 
fundar  la  necesidad  de  declarar  el  sentido  de  las  disposiciones 
tercera  y  cuarta  del  auto  definitivo  de  foja  ciento  cuarenta  y 
tres,  y  considerando  que  para  que  la  escritura  de  venta  del  vapor 
«Zenobia»  en  favor  de  J.  M.  Casa  y  Compañía,  surta  los  efectos 
de  un  verdadero  título  de  propiedad,  en  el  caso  de  que  E.  Fol- 
mar  y  Compañía  quieran  cumplir  el  contrato  de  foja  ciento 
tres^  no  se  requiere  que  aquellos  la  acepten ;  pues  se  ha  decla- 
rado que  para  ellos  el  contrato  es  obligatorio ;  que  aun  la  mis- 
ma escritura  puede  omitirse  sin  inconveniente,  y  estenderse  á 
favor  del  comprador  en  el  remate  que  se  ha  de  hacer  para  el 
pago  de  los  créditos  de  que  sea  responsable  el  buque ;  y  que 
por  consiguiente,  para  la  ejecución  del  citado  auto,  llegado 
el  caso  previsto  en  está  parte,  no  es  necesaria  la  intervención 
personal  de  J.  M.  Casa  y  Compañía,  quienes  están  competen- 
temente representados  por  el  apoderado  del  Concurso,  que  le 
ha  sucedido  tanto  en  sus  obligaciones  como  en  sus  derechos ; 
declarase :  que  asi  debe  entenderse  el  tercer  inciso  de  la  parte 
dispositiva  del  auto  de  foja  ciento  cuarenta  y  tres  ;  consideran- 
do, que  la  segunda  observación  respecto  de  que  E.  Folmar 
y  Compañía  en  el  caso  de  preferir  la  resolución  del  contrato, 
quedan  autorizados  por  el  mismo  auto  para  retener  veinte  y 
cuatro  mil  pesos,  impone  de  fletes  que  recibieron  y  pertenecian 
áJ.M.  Casa  y  Compañía,  está  en  contradicion  con  las  cons- 
tancias de  los  autos,  y  con  el  tenor  claro  del  auto ;  pues  en 
primer  lugar,  el  apoderado  del  concurso  esplica  asi,  á  foja 
ciento  cincuenta  y  una  vuelta  la  forma  en  que  se  pagó  el  precio; 
treinta  mil  pesos  orientales  entregados  de  contado,  ocho  mil 
pesos  que  Ferreira  y  Lavalle,  fletadores  del  vapor  les  entrega- 
ron por  cuenta  y  orden  de  J.  M.  Casa  y  Compañía,  que  era  la 
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cantidad  correspondiente  al  mes  que  faltaba  para  cumplirse  los 
tres  del  contrato  de  fletamenlo,  cuando  lo  trasfirieron ;  y  dos 
letras,  importantes  ambas  cincuenta  mil  pesos,  que  son  las  de 
fojas  ciento    cuarenta  y  ciento  cuarenta  y  una,  componiendo 
estas  tres  partidas  la  suma  de  ochenta  y  ocho  mil  pesos  que  se 
fijó  como  precio  del  vapor ;  en  segundo  lugar  que  por  esta  es- 
posicioB,  conforme  en  la  parte  relativa  á  los  ocho  mil  pesos, 
con  la  que  se  hace  á  foja  ochenta  y  nueve,   reconoce  el  apode- 
rado del  Concurso,  que  los  fletes  de  los  dos  meses  anteriores 
á  la  transferencia  pertenecian  á  E.  Folmar  y  Compañía ;  en  ter- 
cer lugar  que  no  se  ha  alegado  siquiera  que  el  vapor  se  hallase 
al  tiempo  del.  contrato  en  los  términos  del  artículo  mil  ciento 
diez  y  ocho  del  Código  de  Comercio ;  y  que  aun  cuando  fuera 
asi^  los  contratantes  podían,   según  el  mismo,  estipular  otra 
regla  para  el  cobro  de  fletes  correspondientes  al  viaje  no  ter- 
minado; como  debería  entenderse  ejecutado    atendidos   sus 
actos  posteriores  concernientes  al  cumplimiento  del  contrato, 
que  son  la  mejor  prueba  de  su  voluntad  al  tiempo  de  celebrar- 
lo, según  el  inciso  cuarto  del  artículo  dosciento?  noventa  y  seis 
del  código  citado ;  que  por  consiguiente  la  Suprema  Corte  no 
podia  comprender  en  la  devolución  los  fletes  de  esos  dos  meses 
no  entregados  como  parte  de  precio,  y  que  aplicando  el  dere- 
cho á  los  hechos  consentidos  por  ambos  litigantes,  ha  debido 
limitarse  á  resolver,  como  lo  ha  hecho,  que  se  devuelva  la 
parle  de  precio  recibido ;  considerando  ademas  que  con  el  título 
de  aclaración  se  pide  sobre  este  punto  una  verdadera  reforma 
de  un  auto  que  es  deOnitivo^  y  no  tiene  recurso  por  derecho, 
no  se  hace  lugar  á  esta  petición  y  devuélvanse  como  esta  man- 
dado. 

Francisco  dé  las  Carreras.— Salvadoh 
/  María  del  Carril. — Francisco  Del- 

gado.— José  Barros  Pazos. — J.  B. 

GOROSTIAGA. 
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de  lo8  pagarés,  conservando  basta  entonces  el  baque  s»i  ban- 
dera, y  Folmar  y  C^  las  escrituras  de  propiedad  ;  y  estipulán- 
dose que  el  buque  quedaría  especialmente  hipotecado  por  el 
importe  de  ios  pagarés. 

Los  Sres.  J.  M.  Casa  y  G^  pagaron  al  contado  30,000  ^m/n., 
y  trasfiríeron  á  Folmar  el  crédito  de  8,000  tts.  por  un  mes  de 
arriendo  que  debiany  pagaron  los  Sres.  Ferreira,  Lavalle  yC^, 
^  por  los  50,000  S  m/n*  restantes  dieron  dos  pagarés  por  25,000 
y  m/n.  cada  uno. 

Antes  de  abonar  estos  pagarés  Casa  y  C^  fueron  declarados 
en  quiebra  por  el  Tribunal  de  Comercio  de  Montevideo,  y  el  bu- 
que embargado  en  el  puerto  de  Buenos  Aires  á  petición  de  Fer- 
reirá,  Lavalle  y  C^  quienes  entablaron  demanda  ante  el  Juzgado 
de  Sección  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  infracción 
del  contrato  de  flelamento. 

E.  Folmar  y  C^  protestaron  contra  el  embargo,  y  pidieron 
que  se  revocase  el  auto  que  lo  ordenaba  alegando  que  ellos 
eran  los  dueños  del  buque  ^  porque  tenian  las  escrituras  de  pro- 
piedad á  su  nombre,  y  aunque  pactaron  la  venta  del  vapor  con 
Casa  y  C%  este  les  quedaba  especialmente  afectado  en  garantía 
del  resto  del  precio. 

En  este  estado  el  Juez  de  Sección  recibió  un  eiLhorto  del  Juez 
del  Concurso  Casa  y  C^  en  Montevideo,  promoviéndole  competen- 
cia, y  pidiéndole  que  pusiese  á  su  disposición  el  vapor,  y  se 
desprendiese  del  conocimiento  de  las  demandas  contra  J.  M. 
Casa  y  C*. 

Al  mismo  tiempo*  D.  Custodio  Martinez  brasilero,  puesto  á 
bordo  del  cZenobia»  por  Casa  y  C^  se  presentó  cobrando  sus 
sueldos,  y  el  capitán  Freeman,  norte-americano,  comandante 
del  mismo  antes  de  la  venta,  solicitó  une  mpréstito  para  atender 
á  las  necesidades  del  vapor. 

E.  Folmar  y  C^  dijeron  que  el  Concurso  de  Montevideo  no 
podía  oponerse  á  las  acciones  que  ellos,  como  acreedores  de 
Casa  y  C^>  tenian  sobre  los  bienes  que  estos  poseian  en  Buenos 
Aires,  pues  la  falencia  constituye  un  estatuto  real  ue  no  puede 


s 
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afectar  sioó  los  bienes  situados  en  el  territorio  del  juez  que  la 
deelara,  y  no  somete  los  bienes  que  se  bailan  en  el  estrangero 
á  los  acreedores  del  punto  en  que  se  declara  la  quiebra. 

Pidieron  al  mismo  tiempo  que  se  ordenase  el  pago  dentro  de 
3^  dia  de  los  50,000  $  m/n.  resto  del  precio  del  vapor,  con  sus 
intereses  y  costas. 

El  Representante  del  Sindico  del  Concurso  de  Casa  y  C^  á 
quien  se  confirió  traslad<s  opuso  la  excepción  de  incompetencia 
y  litispendencia ;  la  primera,  porque  los  propietarios  del  cZeno- 
bia»  no  tenian  residencia  en  la  República  Argentina  y  su  cré- 
dito, en  caso  de  ser  acreedores,  y  no  dueños,  no  tenia  garantía 
especial,  en  razón  de  no  haberse  inscripto  su  crédito,  y  de  ha- 
ber recibido  pagarés  que  eran  documentos  ajenos  al  contrato  de 
compra-venta ;  la  segunda,  poique  Folmar  y  C^  habían  deman- 
dado á  Casa  y  C^  en  Montevideo,  por  el  cobro  de  los  pagarés. 

Conferido  traslado  contestaron  Folmar  y  C^  respecto  de  la 
litispendencia,  que  su  demanda  en  Montevideo  fué  contra  Casa 
y  C^  y  no  contra  el  concurso,  con  el  cual  no  tenian  pleito  al- 
guno ;  y  respecto  de  la  competencia,  que  ellos  hablan  celebrado 
el  contrato  del  cual  derivaba  el  crédito  demandado,  y  por  con- 
siguiente eran  acreedores  residentes  en  el  país ;  que  el  art.  1531 
del  Cód.  de  Comercio  no  exige  garantías  especiales ;  que  sin 
embargo  las  tenian  sobre  el  buque  en  virtud  de  los  artículos 
1025  y  1026  del  Código  de  Comercio,  del  pacto,  y  de  la  reten- 
ción de  las  escrituras  de  propiedad. 

Fallo  del  JFuea  Seccional. 

* 

Buenos  Aires,  Junio  17  de  1868. 

Y  Vistos:  considerando;  1<^,  que  el  apoderado  del  Concurso 
Casa  y  C^,  funda  su  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamien- 
to, en  la  falta  de  jurisdicción  de  este  Juzgado,  y  litispendencia 
ante  los  Tribunales  de  Monlcvideo,  y  establece  que  son  dos  las 
condiciones  indispensables,  para  que  un  juicio  de  quiebra  se- 
guido en  el  estrangero  se  someta  ó  subordine  los  bienes  qne 
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de  los  pagarés,  conservando  hasta  entonces  el  buque  su  ban- 
dera, y  Folmar  y  C^  las  escrituras  de  propiedad  ;  y  estipulán- 
dose que  el  buque  quedarla  especialmente  hipotecado  por  el 
importe  de  los  pagarés. 

Los  Sres.  J.  M.  Casa  y  G^  pagaron  al  contado  30,000  ^m/n., 
y  trasfirieron  á  Folmar  el  crédito  de  8,000  tts.  por  un  mes  de 
arriendo  que  debian  y  pagaron  los  Sres.  Ferreira,  Lavalie  yC^, 
^  por  los  50,000  S  oi/n.  restantes  dieron  dos  pagarés  por  25,000 
y  m/n.  cada  uno. 

Antes  de  abonar  estos  pagarés  Casa  y  C^  fueron  declarados 
en  quiebra  por  el  Tribunal  de  Comercio  de  Montevideo,  y  el  bu- 
que embargado  en  el  puerto  de  Buenos  Aires  á  petición  de  Fer- 
reira, Lavalie  y  C^  quienes  entablaron  demanda  ante  el  Juzgado 
de  Sección  por  daños  y  perjuicios  procedentes  de  infracción 
del  contrato  de  flelamento. 

E.  Folmar  y  C^  protestaron  contra  el  embargo,  y  pidieron 
que  se  revocase  el  auto  que  lo  ordenaba  alegando  que  ellos 
eran  los  dueños  del  buque ,  porque  tenían  las  escrituras  de  pro- 
piedad á  su  nombre,  y  aunque  pactaron  la  venta  del  vapor  con 
Casa  y  C%  este  les  quedaba  especialmente  afectado  en  garantía 
del  resto  del  precio . 

En  este  estado  el  Juez  de  Sección  recibió  un  e&horto  del  Juez 
del  Concurso  Casa  y  C^  en  Montevideo,  promoviéndole  competen- 
cia, y  pidiéndole  que  pusiese  á  su  disposición  el  vapor,  y  se 
desprendiese  del  conocimiento  de  las  demandas  contra  J.  M, 
Casa  y  C». 

Al  mismo  tiempo-  D.  Custodio  Martínez  brasilero,  puesto  á 
bordo  del  c Zenobia»  por  Casa  y  C^  se  presentó  cobrando  sus 
sueldos,  y  el  capitán  Freeman,  norte-^americano,  comandante 
del  mismo  antes  de  la  venta,  solicitó  une  mpréstito  para  atender 
á  las  necesidades  del  vapor. 

E.  Folmar  y  C^  dijeron  que  el  Concurso  de  Montevideo  no 
podía  oponerse  á  las  acciones  que  ellos,  como  acreedores  de 
Casa  y  C^,  tenian  sobre  los  bienes  que  estos  poseían  en  Buenos 
Aires,  pues  la  folencia  constituye  un  estatuto  real  ue  no  puede 
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afectar  sino  los  bienes  situados  en  el  territorio  del  juez  que  la 
deelai^a,  y  no  somete  los  bienes  que  se  hallan  en  el  estrangero 
á  los  acreedores  del  punto  en  que  se  declara  la  quiebra. 

Pidieron  al  mismo  tiempo  que  se  ordenase  el  pago  dentro  de 
3»  dia  de  los  50,000  $  m/n.  resto  del  precio  del  vapor,  con  sus 
intereses  y  costas. 

El  Representante  del  Síndico  del  Concurso  de  Casa  y  C^  á 
quien  se  confirió  traslado,  opuso  la  excepción  de  incompetencia 
y  litispendencia ;  la  primera,  porque  los  propietarios  del  cZeno- 
bia»  no  tenian  residencia  en  la  República  Argentina  y  su  cré- 
dito, en  caso  de  ser  acreedores,  y  no  dueños,  no  tenia  garantía 
especial,  en  razón  de  no  haberse  inscripto  su  crédito,  y  de  ha- 
ber recibido  pagarés  que  eran  documentos  ajenos  al  contrato  de 
compra-venta ;  la  segunda,  porque  Folmar  y  C^  habiañ  deman- 
dado á  Casa  y  C^  en  Montevideo,  por  el  cobro  de  los  pagarés. 

Conferido  traslado  contestaron  Folmar  y  C^  respecto  de  la 
litispendencia,  que  su  demanda  en  Montevideo  fué  contra  Casa 
y  C^  y  no  contra  el  concurso,  con  el  cual  no  tenian  pleito  al- 
guno ;  y  respecto  de  la  competencia,  que  ellos  hablan  celebrado 
el  contrato  del  cual  derivaba  el  crédito  demandado,  y  por  con- 
siguiente eran  acreedores  residentes  en  el  país ;  que  el  art.  1531 
del  Cód.  de  Comercio  no  exige  garantías  especiales ;  que  sin 
embargo  las  tenian  sobre  el  buque  en  virtud  de  los  artículos 
1025  y  1026  del  Código  de  Comercio,  del  pacto,  y  de  la  reten- 
ción de  las  escrituras  de  propiedad. 

Fallo  del  JFuea  Seecibnal. 

Buenos  Aires,  Junio  17  de  1868. 

Y  Vistos:  considerando;  1^,  que  el  apoderado  del  Concurso 
Casa  y  C^,  funda  su  artículo  de  previo  y  especial  pronunciamien- 
to, en  la  falta  de  jurisdicción  de  este  Juzgado,  y  litispendencia 
ante  los  Tribunales  de  Montevideo,  y  establece  que  son  dos  las 
condiciones  indispensables,  para  que  un  juicio  de  quiebra  se- 
guido en  el  estrangero  se  someta  ó  subordine  los  bienes  que 
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por  el  Procurador  Fiscal ;  á  quien  se  hará  saber  se  espida  en 
lo  principal  dentro  del  término  legal. 

ManiLel  Z aválala. 

El  Procurador  Fiscal  apeló,  y  concedido  el  recurso  libre- 
mente, el  Señor  Procurador  General  espresó  agravios  en  los 
término  siguiente  :  Las  resoluciones  que  toman  en  estos  casos 
los  Administradores  de  Aduana,  no  son  en  realidad  sentencias 
judiciales,  pero  son  resoluciones  administrativas^  de  las  que 
depende  el  pago  de  los  derechos  ó  multas  establecidas  en  la  ley. 

Los  que  se  crean  perjudicados  por  ellas,  pueden  entablar  su 
recurso  ante  los  jueces ;  pero  habría  sido  lo  mas  inconveniente 
el  dejar  subsistir  este  derecho  por  un  tiempo  indeterminado, 
y  suspenso,  entre  tanto  al  arbitrio  de  las  partes^  el  cobro  de 
los  derechos  y  las  cuentas  de  la  Administración. 

Es  esta  la  razón  que  ha  tenido  la  ley  para  limitar  á  5  dias  el 
plazo  en  que  puede  ocurrirse  al  Juez  de  Sección;  y  declarar 
que  pasado  él  sin  haberlo  hecho,  se  ejecuta  la  resolución  del 
Administrador ;  no  porque  ella  sea  una  sentencia  ejecutoriada, 
sino  porque  es  preciso  que  los  derechos  se  paguen,  y  el  que 
no  se  queja  en  5  dias  se  entiende  que  consiente. 

De  lo  contrario,  nada  seria  mas  fácil  que  burlar  á  la  Aduana. 
Véase  lo  que  ha  sucedido  en  este  caso :  Habiendo  resuelto  el 
Administrador  aplicar,  por  equidad,  la  pena  de  dobles  dere- 
chos, en  lugar  délas  decomiso,  que  señala  la  ley,  los  señores 
Boidt  y  C^  solicitaron  el  espediente  para  apelar  al  Juez  de  Sección, 
y  este  ne  los  entregó  en  25  de  Abril,  señalándoles  los  5  dias  de 
la  ley,  para  justificar  haber  hecho  el  recurso. 

Pero  en  lugar  de  cumplir  lo  que  ofrecieron,  se  les  antojó 
ocurrir  al  Poder  Ejecutivo.  Ellos  eran  muy  dueños  de  tomar  este 
camino,  y  yo  creo^  con  el  Juez,  que  no  es  un  paso  irregular,  pero 
ellos  sabian  que  dándolo  se  esponian  á  no  poder  ocurrir  ante  ei 
Juez  por  haberse  pasado  el  término  que  fija  la  ley. 

£1  Gobierno  desechó  este  recurso  el  12  de  Mayo,  y  desde  en- 
tonces se  guardaron  el  espediente  hasta  que  el  Administrador 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  269 

se  tío  obligado  á  hacer  personalmente  las  diligencias  para  recu- 
perarlo, lo  que  solo  pudo  obtener  á  mediados  de  Junio.  Pasa- 
ron, pues,  dos  meses  sin  que  los  interesados  hicieran  su  re- 
curso, y  hubiera  pasado  un  tiempo  indefinido  si  el  Administrador 
se  descuida. 

El  artículo  1135  de  las  Ordenanzas  de  Aduana  ha  tenido  por 
objeto  evitar  estos  desórdenes,  y  siendo  su  disposición  justa, 
clara  y  terminante,  el  Juez  ha  debido  aplicarla  en  este  caso,  y 
desechar  el  recurso  eomo  lo  pidió  el  fiscal. 

Ahora  solo  agregaré  una  consideración,  dice  el  señor  Procu- 
radar  General,  y  es  que  este  recurso  es  contra  los  intereses  del 
mismo  recurrente.  La  falta  que  él  cometió  tiene  por  la  ley  la 
pena  de  comiso.  El  Administrador  por  equidad,  la  redujo  al  pago 
de  dobles  derechos.  Pero  traido  el  asunto  ante  los  tribunales,  el 
Fiscal  tendrá  la  obligación  de  pedir  la  pena  de  la  ley,  y  los  jueces 
oo  podrán  dejar  de  imponerla. 

Corrido*  traslado,  Boidt  y  G^  pide  se  confirme  la  sentencia  del 
juzgado,  á  mérito  de  sus  fundamentos  y  de  las  razones  que  aduce : 

El  artículo  deducido  por  el  Procurador  Fiscal  dice  es  de  todo 
punto  insostenible,  ya  se  considere  al  Administrador  de  Rentas 
con  facultades  judiciales,  ó  simplemente  como  dependiente  del 
Poder  Ejecutivo. 

Si  se  le  considera  del  primer  modo,  por  sus  propias  palabras, 
se  vé  que  ha  juzgado  que  no  habia  razón  para  declarar  desierto 
el  recurso,  y  por  eso  entregó  el  espediente,  para  ocurrir  al  Juez 
Seccional. 

Si  al  Administrador  se  le  considera  en  so  verdadero  carácter, 
cual  es  el  .Je  dependiente  del  Poder  Ejecutivo,  sus  resoluciones 
pueden  ser  modificadas  por  sus  superiores,  los  únicos  entonces 
que  pueden  sentenciar. 

Que  recurrieron  al  señor  Ministro  de  Hacienda^  quejándose  de 
la  resolución  del  Administrador,  y  el  Ministro  mandó  poner  la 
causa  al  conocimiento  del  Juez  de  Sección ;  que,  por  consi- 
guiente, era  recien  desde  que  se  le  entregó  el  espediente  para 
acudir  al  Juez,  que  empezaba  á  correr  el  término  de  los  cinco 
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dias  de  la  apelacioiii  y  de  autos  consta  haber  presentado  el  cer- 
tificado dentro  del  término. 
La  sentencia  apelada  fué  revocada  por  el  siguiente 


Fallo  de  la  Suprema  €?érto. 

Buenos  Aires,  Octubre  13  de  1868. 

Vistos  y  considerando:  Primero,  que  el  Administrador  de  Ren- 
tas Nacionales  autorizó  por  su  providen  cia  de  foja  cinco  á  los 
Señores  Juan  Boidt  y  Compañía,  para  ocurrir  al  juzgado  de  Sec- 
ción^ reclamando  de  la  condenación  que  les  impuso  en  su  reso- 
lución de  foja  cuatro,  y  señalándoles^  con  arreglo  al  artículo  mil 
ciento  treinta  de  las  ordenanzas  de  Aduana,  el  plazo  de  cinco  dias 
para  entablar  lavia  contenciosa.  Segundo,  que  la  dicha  provi- 
dencia les  fué  notificada  el  veinte  y  tres  de  Abril  del  presente 
año,  y  no  ocurrieron  al  juzgado  de  Sección  hasta  el  diez  y  nueve 
de  Junio,  no  chitante  haber  recibido  el  espediente  el  mismo  dia 
de  la  notificion,  según  resulta  del  informe  del  Administrador  á  foja 
veinte  y  una ;  Tercero,  que  por  el  articulo  mil  ciento  treinta  y 
seis  de  las  citadas  Ordenanzas,  los  Señores  Juan  Boidty  Com- 
pañía debieron  acreditar  dentro  del  plazo  concedido  por  el  Ad- 
ministrador, con  un  certificado  del  juzgado  de  Sección,  haber 
efectivamente  ocurrido  ante  él ;  y  no  haciéndolo,  quedaba  pres* 
crípto  su  derecho,  la  resolución  administrativa  consentida,  y 
el  negocio  concluido  para  todos  sus  efectos,  adquiriendo  aquel 
pronunciamiento  el  valor  de  cosa  juzgada;  Cuarto,  que  esta  dis- 
posición tan  esplícita,  y  que  entendida  en  el  sentido  natural  de 
sus  palabras,  es  una  consecuencia  forzosa  de  los  artículos  que  in- 
mediatamente le  preceden  desde  el  mil  ciento  treinta  inclusive, 
no  admite  la  interpretación  que  se  le  dá  en  el  auto  apelado,  de* 
clarándose  que  despucs  de  recibido  el  espediente^  han  podido 
los  reclamantes  ocurrir,  no  al  juez  de  Sección,  á  entablar  la  vía 
contenciosa^  como  espresamente  lo  prescribe  el  citado  articulo 
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mil  ciento  treinta,  sino  al  Poder  Ejecutivo,  quedando  suspen- 
dido el  término  de  cinco  días  que  perentoriamente  se  les  conce* 
did  para  presentar  el  certificado  de  haber  ocurrido  al  primero, 
y  Yolver  á  solicitar  el  espediente,  cuando  fué  sacado  de  su  po- 
der por  el  Administrador;  para  gozar  del  plazo  que,  según  el  cla- 
ro tenor  de  los  artículos  mil  ciento  treinta  y  cuatro,  mil  ciento 
treinta  y  cinco  y  mil  ciento  treinta  y  seis,  empezó  á  correr  des- 
de que  lo  recibieron  la  primera  vez ;  pues  es  la  única  entrega  de 
los  espedientes  que  ellos  autorizan;  Quinto,  que  estas  disposi- 
ciones no  están  en  contradicion  con  ninguna  de  las  de  la  ley 
de  catorcA  de  Setiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres,  de  la 
que  se  han  tomado  literalmente  ;  y  que  aun  cuando  existiese  esa 
disconformidad  deberían  observarse  en  el  procedimiento,   por 
ser  las  últimas  que  ha  dictado  el  Congreso;  SestOy   que  ninguna 
prescripción  constitucional  se  opone  á  que  este  Poder  Soberano 
de  la  Nación  fije  un  término  al  derecho  para  reclamar  de  una  re- 
solución administrativa  que  se  reputa  gravosa,  y  el  .mismo  Juez 
de  Sección  la  reconoce,  pues  declara  que  ese  término  debe  em- 
pezar i  correr  desde  la  segunda  entrega  del  espediente ;  por  es- 
tos fundamentos  y  por  los  espuestos  en  la  vista  del  Señor  Procu- 
rador General,,  se  revoca  el  auto  apelado  de  feja  veinte  y  cuatro 
vuelta,  y  con  arreglo  al  artículo  mil  ciento  treinta  y  seis,  de  las 
Ordenanzas  de  Aduana,  se  declara  consentida  y  con  fuerza  y  va- 
lor de  cosa  juzgada,  la  resolución  del  Administrador  de  Rentas 
de  foja  cuatro  vuelta ;  y  para  que  se  le  dé  entero  cumplimiento, 
devuélvasele  el  espediente,  satisfechas  que  sean  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  ~  Salta- 
dor María  del  Carru.  —  Francisco 
Delgado» —  José  Barros  Pazos. 
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CAVBA   CILTII. 


Don  Miguel  Otero^  contra  D.  Teodoro  Sowab^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — l^  La8  letras  de  plaza  proceden  en  general  de  un 
préstamo  con  intereses  qae  se  cobran  adelantados,  ó  se  incluyen 
en  el  importe  de  aquellas. 

2<>  Esía  costumbre,  el  pertenecer  al  comercio  las  dos  partes, 
y  de  no  haberse  alegado  que  el  préstamo  fué  gratuito,  bastaría 
para  dar  por  cierto  que  este  no  lo  fué. 

8»  Los  actos  comerciales  suponen  la  intención  de  lucrar. 

4®  El  pacto  sobre  pago  de  réditos  se  entiende  prorogado 
después  de  cumplido  el  plazo,  por  el  tiempo  de  la  demora  en 
la  entrega  del  capital. 

50  El  protesto  de  una  letra  no^es  necesario  al  cobro  de  in- 
tereses, cuando  se  trata  de  la  acción  del  tenedor  contra  el 
aceptante. 

&*  El  protesto  es  necesario  para  autorizar  el  regreso  contra 
el  girante  y  endosantes. 

7<>  Respecto  á  estos,  los  intereses  corren  desde  el  dia  der  pro- 
testo, art.  913  del  Código  de  Comercio. 

8»  El  demandado  que  resiste  una  demanda,  y  es  absuelto  de 
ella  en  su  mayor  parte,  no  puede  calificarse  de  temerario  liti- 
gante y  no  debe  ser  condenado  en  costas. 
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Caso. — Don  Miguel  Otero^  argentino,  demandó  ejecutiva- 
mente á  D.  Teodoro  Scwab,  estrangero,  por  el  pago  de  una 
letra  de  80  onzas  firmada  en  4  de  Noviembre  de  1860  que  dijo 
ser  el  resto  de  180  onzas  que  antes  le  había  prestado,  y  de  cu - 

Ías  80  onzas  Scwab  le  había  pagado  los  intereses  hasta  4  de 
íoviembre  de  1861 . 

El  juicio  ejecutivo  fué  entablado  por  el  pago  del  capital,  re- 
servándose Otero  cobrar  por  separado  los  intereses  y  los  daños 
y  perjuicios  que  Scwab  le  infirió  por  no  haber  aceptado  un 
giro  de  40  onzas,  alegando  no  tener  fondos  de  Otero. 

Concluido  el  juicio  ejecutivo,  »Otero  demandó  á  Scv^ab  por 
los  intereses  de  las  80  onzas  desde  4  de  Noviembre  de  1861  y 
los  perjuicios^  según  la  reserva  hecha  en  aquel. 

Los  perjuicios  que  decia  Otero  haber  sufrido  por  la  falta  de 
pago  de  la  letra  de  80  onzas,  y  la  falta  de  aceptación  del  giro 
de  40  onzas,  consistían,  según  él : 

1^  En  el  lucro  cesante,  y  daño  emerjente  por  haber  to- 
mado dinero  con  crecidos  intereses. 

2<>  En  el  interés  de  1  1/2  por  Vo  y  su  capitalización,  cuyo 
interés  se  debía  por  la  ley  de  30  de  Abril  de  1828. 

S*'  En  los  gastos  de  protesto. 

4®  En  la  destrucción  de  su  crédito  por  no  haberse  aceptado 
el  giro. 

5"*  En  no  haber  podido  ir  á  Chile  y  reunirse  con  su  familia, 
teniendo  un  recargo  de  gastos  de  1000  fts.  al  año. 

6<>  En  haber  tomado  dinero  al  1  1/2  por  ^/o  para  pagar  el  giro 
no  aceptado. 

7o  En  su  demora  en  Buenos  Aires  y  gastos  de  mantención 
de  3000  0  m/c.  mensuales. 

Scwab  contestó  que  la  letra  de  80  onzas  no  fué  protestada 
al  vencimiento,  y  en  ella  no  se  estipularon  intereses,  y  por 
consiguiente  no  los  debía,  sino  desde  el  dia  de  la  demanda  al 
de  la  chancelación. 

Que  la  ley  de  30  de  Abril  de,  1828  establece  en  el  art.  4, 
que  los  intereses  correspondientes  á  las  obligaciones  al  contado 
ó  á  plazo,  serán  satisfechas  en  la  forma  prevenida  en  el  art 
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anterior  en  el  caso  de  adverse ;  y  que  los  intereses  antes  del  día 
de  la  demanda  no  se  debían. 

Que  cuando  no  hay  convención  ante  los  contratantes  sobre 
daños  y  perjuicios,  no  se  deben  sino  los  que  fija  la  ley,  art. 
222  del  Cód.  de  Comercio. 

Que  los  daños  y  perjuicios  provenientes  de  la  mora  en  una 
obligación  de  dinero  no  consisten  por  la  ley,  sino  en  los  in- 
tereses corrientes  desde  el  dia  de  la  demanda,  art.  225 ;  y  los 
provenientes  de  la  falta  de  aceptación  de  una  letra  consisten 
en  los  gastos  intereses  y  recambios,  y  este,  debiendo  probar 
el  girante  que  el  girado  tenia  provisión  de  fondo. 

Que  Otero  no  le  podia  hacer  cargos  por  esto  último,  porque 
no  tenia  fondos,  ni  podia  decirse  que  lo  eran  la  letra  de  80 
onzas,  porque  con  esto  debia  hacer  frente  á  las  responsabili- 
dades contraidas  en  beneficio  de  Otero  para  con  el  Banco  de 
la  Provincia. 

Que  por  estas  razones  era  ina'dmisible  la  demanda  de  Otero. 

Después  de  producidas  las  pruebas  sobre  los  puntos  con- 
travenidos, se  dictó  el  siguiente 


~  FaII«  del  Jíuez  Secetoiuil. 

Buenos  Aires,  Agosto  21  de  1868. 

T  Vistos,  Considerando:  — Primero,  queD.  Miguel  Otero,  de 
mandó  á  D.  Teodoro  Scwab,  y  ha  limitado  sus  pretensiones  por 
su  escrito  de  fojas  109,  á  dos  puntos  principales ;  el  cobro  de 
intereses  por  la  letra  de  80  onzas,  adeudados  desde  cuatro  de 
Noviembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  uno,  suma  que  no  se 
abonó  hasta  el  primero  de  Julio  de  mil  ochocientos  sesenta  y 
seis,  época  en  que  se  cháncelo  la  espresada  letra;  y  en  se- 
gundo lugar,  cobro  de  perjuicios  que  le  ocasionó  Scwab  en 
la  protesta  de  la  letra,  valor  de  cuarenta  onzas,  girada  desde 
Salta ;  — Segundo,  que  la  letra  de  f.  62,  igual  en  valor  á  la 
pagada  por  el  demandado,  y  reconocida  por  él,  es  de  des» 
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eaento^  y  qae  según  práctica  del  comercio,  6e  paga  interési 
auo  cuando  no  están  mencionados  en  la  misma  letra,  según 
así  lo  declaran  testigos  mayores  de  toda  excepción,  fojas  58, 
64,  70,  82  y  83 ;  — Tercero,  que  en  el  presente  caso,  no  ha 
podido  eludirse  el  pago  de  esos  intereses  por  el  deudor  de 
ochenta  onzas,  ni  á  protesto  de  tener  esos  fondos  en  garantía 
de  una  letra  valor  de  42,000  g  m/c.  á  favor  del  Banco,  porque 
resulta  plenamente  probado  por  el  aptor,  que  el  Dr.  D.  Lorenzo 
Torres  tenia  fondos  para  cubrirla  f.  70,  como  efectivamente 
lo  hizo;  V  en  este  caso  el  deudor  retenia  la  suma  sin  convenio 
especial  por  desconfianza,  y  garantiéndose  con  una  letra  ven- 
cida,  que  no  ha  sucedido,  después  de  reconocida  en  juicio,  ha 
sido  ejecutado  el  deudor  Scwab ; — Cuarto,  que  el  acreedor  no 
consintió  el  proceder  de  Scwab,  protestando  por  su  carta,  que 
en  copia  corre  á  f.  92 ;  y  aun  cuando  el  demandado  absoU 
solviendo  la  2^  pregunta  de  las  posiciones  de  fojas  94  y  95, 
contestó  no  recordar  el  haber  recibido  una  carta  en  esos  tér- 
minos/  prometió  exhibirla  orijinal,  y  no  lo  ha  hecho  ni  tam* 
poco  lo  ha  contradicho  ; — Quinto,  que  la  letra  del  Banco  por 
42,000  S  y  reducida  á  20  mil  fué  chancelada  por  el  Dr.  Torres 
con  fondos  de  D.  Miguel  Otero,  como  lo  confiesa  el  mismo 
Scwab  á  f .  30  espediente  ejecutivo  en  21  de  Junio  de  1860 ; 
por  cuya  razón  desistió  de  la  oposición,  y  pidió  se  pagase 
al  acreedor  con  los  fondos  depositados  en  el  Banco,  de  las  80 
onzas,  que  le  debia  á  cuyo  pago  resistía,  á  protesto  de  respon- 
sabilidad de  la  letra  citada,  de  42,000  f ;— Sesto,  que  Scwab, 
no  ha  presentado  sus  libros,  porque  no  los  llevaba^  en  lo  que 
ha  infringido  la  terminante  disposición  del  Código  de  Comercio, 
cap.  3o,  y  por  esa  omisión  queda  sujeto  á  las  responsabilidades 
que  pueden  sobrevenirle ; — Séptimo,  que  las  contradiciones 
en  que  ha  incurrido  el  demandado,  lo  constituyen  litigante  de 
mala  (é ;  pues,  ordenándosele  la  exhibición  de  una  carta  ó  de 
una  letra,  dijo  á  f.  32  vuelta,  que  las  habia  entregado  á  su  abo- 
gado ;  la  2^  vez  á  f.  58  dijo  no  encontrarlas,  y  por  3^  vez  y  bajo 
de  juramento,  f.  107 ;  que  la  habia  inutilizada  inmediatamente 
después  de  recibirla; — Octavo,  que  en  cuanto  á  daños  y  per- 
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juicios,  el  demandante,  en  uso  de  su  derecho,  ejecutó  al  deudor 
por  el  importe  de  la  letra  de  80  onzas,  la  que  le  fué  pagada 
inmediatamente  después  de  cubierta  la  letra  del  Banco  en  el 
giro  de  Scwab,  y  que  mientras  no  se  pagaba,  podia  ser  com- 
pelido  á  ello,  y  que  esta  razón  es  mas  atendible*  si  se  tiene 
presente  las  dificultades  que  tocaba  el  Dr.  Torres  para  efectuar 
pagos  por  esa  vez  en  dinero,  como  ast  se  lo  manifiesta  á  Otero 
en  carta,  corriente  á  f.  76 ;  de  lo  que  se  deduce  que  podia 
comprometerse  Scwab  pagando  la  letra  girada  desde  Salta  por 
40  onzas,  mientras  no  se  pagase  la  del  Banco,  la  cual  chance- 
lada  que  íné,  y  al  siguiente  dia  de  saberlo  el  deudor,  desistió 
de  su  oposición  (f.  30  autos  ejecutivos) ;  por  estas  considera- 
ciones ;  fallo,  condenando  al  demandado  D.  Teodoro  Scwab 
al  pago  de  los  intereses  de  las  80  onzas  que  se  le  demandan  á 
contar  desde  el  4  de  Noviembre  de  1861 ;  cuyos  intereses  li- 
quidará el  actuario  según  los  que  cobra  el  Banco,  debiendo 
efectuarse  el  pago,  dentro  de  diez  días;  absolviéndolo  de  los 
daños  y  perjuicios,  y  condenándolo  en  las  costas  del  juicio ; 
y  por  esta  mi  sentencia,  definitivamente  juzgando,  así  lo  proveo, 
repónganse  los  sellos. 

Carlos  Eguia. 

Scwab  apeló  y  al  espresar  agravios,  alegó  que  Otero  no 
podia  cobrarle  intereses  de  las  80  onzas  porque  no  hubo  pacto 
de  intereses  ni  protesta  dé  la  letra. 

Quería  permanencia  de  las  80  onzas  en  el  poder  de  Scwab 
quedaba  esplicada  por  la  firma  del  mismo,  comprometida  en  el 
Banco  de  la  provincia  en  favor  de  Otero. 

Que  la  declaración  de  los  corredores  en  que  el  Juez  de  Sec- 
ción se  fundó  para  imponer  la  condenación  de  intereses,  era 
relativa  al  descuento  de  letras,  y  no  al  cobro  de  intereses  des- 
pués del  vencimiento 

Que  además  era  injusta  la  condenación  en  costas,  porque 
habia  tenido  justa  razón  de  resistir  las  pretensiones  del  de- 
mandante. 
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Otero  contestó  que  Scwab,  á  mas  de  las  80  onzas,  tenia 
una  promesa  cierta  del  librador,  en  que  le  aseguraba  que  el 
doctor  Torres  tenia  fondos  en  el  Banco  para  cubrir  la  letra 
aceptada  por  Scwab,  el  cual  la  cubrió. 

Que  por  consiguiente  no .  podia  decir  este  que  retenia  las  80 
onzas  para  hacer  frente  al  pago  de  esa  letra,  y  negar  la  acep- 
tación de  la  letra  girada  desde  Salta,  diciendo  que  no  tenia 
fondos. 

Que  por  haberse  negado  á  aceptar  la  letra,  deLia  los  pejui- 
cios,  y  sin  embargo  no  habia  sido  condenado  á  indemnizarlos. 

Pero  que  era  justo  que  pagase  los  intereses  y  las  costas  por 
su  probada  mala  fé. 


Falto  de  la  Suprema  C¿rte 


Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1868. 

\tstos,  y  considerando:  — Primero^  que  las  letras  de  plaza, 
como  lo  es  la  de  foja  sesenta  y  dos,  proceden,  por  lo  general, 
de  un  préstamo  con  intereses  que  se  cobran  adelantados,  ó  se 
incluyen  en  el  importe  del  documento ;  por  cuya  razón  no  se  - 
espresan  en  él. — Segundo:  que  esta  costumbre,  la  circunstan* 
ciade  pertenecer  al  comercio  ambos  litigantes,  y  no  hab^se  ate- 
gado  por  parte  de  Scwab  que  el  préstamo  fué  gratuito,  bastan 
para  dar  por  cierto  que  no  lo  fué,  pues  los  actos  comerciales 
suponen^  necesariamente,  la  intención  de  lucrar.  —  Tercero^  que 
según  el  articulo  setecientos  diez  y  siete  del  Código  de  comer- 
cio, el  pacto  sobre  pago  de  réditos,  se  entiende  prorogado  des- 
pués de  cumplido  el  plazo  de  la  obligación  por  el  tiempo  de  la 
demora  en  la  entrega  del  capital^  sino  mediare  estipulación  con- 
traria.—  CtiartOy  que  en  el  presente  caso  no  ha  existido  estipu- 
lación que  haga  cesar  el  curso  del  interés.  —  Quinto ^  que  los 
artículos  del  titulo  trece,  libro  segundo  del  código,  que  cita  Se* 
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Tvab,  sobre  la  necesidad  del  protesto  de  las  letras^  no  tienen 
aplicación  cuando  se  trata  de  la  acción  del  tenedor  contra  el 
aceptante,  pues  aquella  formalidad  es  requerida  para  autorizar 
el  regreso  contra  el  jirador  y  enlazantes,  respecto  de  los  cuales 
el  artículo  novecientos  trece  hace  correr  los  intereses  desde  el 
diadel  protesto.  — SestOy  pero  que  Scwab,  resistiendo  una  de- 
manda, de  la  que  ha  sido  absuelto  en  su  mayor  parte,  no  puede 
ser  calificado  de  temerario  litigante;  por  estos  fundamentos  se 
confirma  la  parte  apelada  del  auto  de  foja  ciento  treinta  y  siete, 
en  cuanto  se  condena  en  ella  á  Scwab  al  pago  de  intereses, 
y  se  le  absuelve  de  las  costas,  devolviéndose  satisfechas  las  de 
esta  instancia  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. 
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CAVñA    CILTUI 


Don  Pedro  E.  Funes^  contra  D.  José  Cándido  Gomez^ 
por  falta  de  cumplimiento  á  un  contrato  de 

compra-^venta. 


Sumario. — 1<>  La  Suprema  Corte  puede  rechazar  una  soli- 
citud en  que  se  pide  absolución  de  posiciones,  presentada 
después  de  conclusa  la  causa  para  definitiva,  cuando  las  cons- 
tancias de  autos  son  suficientes  para  resolver,  con  arreglo  á 
derecho. 

2^  El  artículo  520  del  Código  de  Comercio  que  reserva  al 
comprador  el  examen  de  la  cosa  vendida,  y  la  facultad  de  res- 
cindir el  contrato  si  aquella  no  le  conviene,  supone  que  la 
cosa  vendida  existe  ó  va  á  ser  trasportada  por  motivos  ágenos 
al  contrato,  al  lugar  donde  ha  de  verificarse  el  reconocimiento; 
y  no  al  caso  en  que  sea  menester  hacer  diligencias  y  gastos 
de  recolección  ó  trasporte,  ó  cuando  el  vendedor  tiene  que 
comprará  otro  lo  que  se  propone  revender. 

3o  No  es  regido  por  el  artículo  520,  el  caso  en  que  se  espre- 
sen en  el  contrato  de  compra-venta  las  calidades  requeridas 
para  que  la  especie  vendida  sea  de  recibo,  y  que  esas  calida- 
des son  generalmente  conocidas. 

4<>  En  el  contrato  de  compra-venta,  por  su  naturaleza  bila- 
teral, no  puede  el  comprador  sostener  que  está  á  sa  arbitro 
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aceptar  ó  no  la  cosa  vendida  sin  que  nadie  pueda  imponerle 
su  admisión. 

h^  En  ios  contratos  bilaterales,  las  cláusulas  potestativas  no 
se  presumen ;  y  para  que  puedan  alegarse,  es  necesario  que  se 
espresen  clara  y  netamente. 


Caso.  — En  23  de  Abril  de  1868,  D.  Pedro  E.  Funes,  vecino 
de  Córdoba  y  D.  José  Cándido  Gomes,  vecino  de  Buenos  Aires, 
celebraron  el  siguiente  contrato  de  venta  de  unos  caballos : 

1^  Que  los  caballos  han  de  ser  gordos^  libres  de  toda  adición 
y  mansas^  debiendo  hacer  las  entregas  parcialmente,  en  reme- 
sas que  no  bajen  de  300  ni  escedan  de  500 ;  pudiendo,  si  le 
conviene  á  Funes,  introducir  en  ellos  una  tercera  parte  de  mu- 
las,  con  las  mismas  condiciones  y  calidades  de  los  caballos. 

2^  Las  remesas  arriba  espresadas,  serán  previamente  clasifi- 
cadas en  Villa  Nueva,  por  el  comprador  ó  quien  lo  represente, 
siendo  de  cuenta  de  Funes  conducirlo  hasta  el  Rosario,  donde 
serán  recibidos  al  siguiente  dia  de  su  llegada. 

3^  La  primera  remesa  estará  en  el  Rosario,  en  todo  el  mes 
próximo  de  Mayo,  y  las  subsiguientes  se  harán  con  intervalos 
que  no  bajen  de  quince  dias  ni  escedan  de  treinta. 

4^  El  precio  que  se  abonará  por  cada  caballo  ó  muía  que 
entregue  Funes,  será  el  de  24  ^,  pagaderos  al  contado  en  el 
Rosario  por  la  persona  que  los  reciba. 

Es  entendido  que  mientras  Funes  se  ocupe  de  llenar  este  con- 
trato, no  se  comisionará  á  ninguna  otra  persona  para  la  compra 
en  la  provincia  de  Córdoba,  de  las  mismas  especies. 

Con  fecha  6  de  Julio  del  mismo  año,  D.  Adolfo  Áldar,  por 
D.  Pedro  E.  Funes,  se  presentó  demandando,  ante  el  Juzgado 
Seccional  de  Buenos  Aires  á  Gómez,  por  falta  de  cumplimiento 
al  contrato ;  que  con  fecha  6  de  Mayo,  se  dirigió  Funes  á  Gó- 
mez desde  Villa  Nueva,  previniéndole  que  el  22  del  mismo  mes 
debería  encontrarse  allí  el  encargado  de  hacer  la  clasificación ; 
que  sin  recibir  contestación  á  esta  ni  á  otra  que  le  reiteró  des* 
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pues,  é  instado  por  la  premara  del  tiempo  en  que  debía  hacer 
ía  primera  entrega,  se  puso  en  marcha  con  una  tropa  de  570 ca- 
ballos. 

Uue  al  día  siguiente,  cuando  se  dirigiaal  Rosario  por  el  tren^ 
se  encontró  con  un  señor  Facio^  encargado  de  Gómez  para  re- 
cibir los  caballos,  y  convinieron  en  que  la  inspección  se  baria 
en  el  Fraile  Muerto. 

Que  antes  que  Fació  hubiese  visto  los  caballos,  ya  demostró 
su  mala  voluntad,  manifestando  que  en  la  provincia  de  Córdoba 
no  habia  caballos  de  los  que  recibían  las'  fuerzas  brasileras,  y 
que  creía  inútil  examinar  la  tropa ;  que  bajo  esa  impresión,  Fa- 
ció se  limitó  á  mirar  superflcialmente  los  caballos,  y  declaró, 
que  entre  los  570  no  habia  uno  solo  de  recibo,  según  las  ins- 
trucciones que  tenia,  las  cuales  eran  completamente  diferentes 
á  las  estipuladas  en  el  contrato. 

Que  si  Gome2  ha  comunicado  sus  instrucciones  en  el  sentido 
que  las  comprendió  Fació,  ha  faltado  evidentemente  á  lo  esti- 
pulado, pues  que  Funes  no  se  ha  obligado  jamás  á  presentar 
caballos  en  condiciones  que  reciban  las  fuerzas  brasileras,  pues 
no  se  hace  mención  de  ellas  en  el  contrato,  ni  Funes  sabia  para 
qué  objeto  se  compraban  los  caballos ;  que  si  en  la  provincia  de 
Córdoba  no  hay  caballos  que  reciban  las  fuerzas  brasileras,  y 
Gómez  los  compraba  para  ellas,  no  debió  convenir  en  que  se  le 
ofreciesen  de  aquella  provincia. 

Que  Funes  se  vio  en  la  necesidad  de  ocurrii^  á  la  autoridad 
mas  inmediata  para  constatar,  ante  ella,  los  hechos  y  dejar 
establecidos  sus  derechos ;  que  ante  el  Juez  de  Alzada  de  San 
Gerónimo,  pidió  la  clasificación,  por  peritos  y  consignación 
judicial  de  los  caballos,  conforme  al  artículo  521  del  Código 
de  Comercio* 

Que  el  Juez  de  Alzada  nombró  tres  peritos,  antiguos  hacen- 
dados y  persona  de  toda  honradez  y  competencia  en  materias 
de  campo,  los  cuales  declararon  bajo  juramento  que  solo  6 
caballos  no  estaban  en  las  condiciones  del  contrato. 

Que  Gómez  se  niega  no  solo  á  recibir  los  570  caballos  de  la 

T.  VI.  i 8 
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priinera  remesa,  sincS  también  el  resto  basta  completar  el  nú- 
mero de  1000  del  contrato. 

Qué  debiendo  seguirse  muy  de  cerca  las  remesas.  Funes  te- 
nia ya  contratados  todos  los  .caballos  como  se  demuestra  con 
los  contratos,  que  corren  en  autos.  Pide  que  se  condene  á 
Gómez  al  pago  de  todos  los  daños  y  perjuicios  que  ba  ocasionado 
á  Funes,  6  que  en  adelante  ocasione  por  la  falta  de  cumpli- 
miento de  lo  pactado. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Frugoni,  por  D.  José  Cán- 
dido Gómez,  lo  evacuó,  pidiendo  se  deseche  la  demanda,  con 
costas,  y  se  condenara  á  Funes  al  pago  de  los  daños  y  perjuicios, 
que  valora  en  10,000  fts.,  por  cuya  cantidad  lo  contrademanda 

Que,  como  se  vé  por  el  art.  2®  del  contrato  redactado  por 
el  mismo  Funes,  aunque  se  estipulaba  la  clasificación  previa 
en  Villa  Nueva,  la  entrega  de  los  caballos  debia'hacerse- en  el 
Rosario,  basta  donde  debian  ser  conducidos  por  cuenta  de  Fu- 
nes ;  que  de  Villa  Nueva  al  Rosario  bay  61  leguas^  pudiendo  en 
ese  trccbo,  enfermarse  mucbos  caballos,  sufrir  demoras  y  tras- 
tomos  la  conducción,  enflaquecerse  animales,  mancarse  ó  ad- 
quirir alguna  adición ;  que  entonces  la  clasificación  anterior 
no  obligaba  al  recibo  ulterior. 

Que  la  clasificación  en  Villa  Nneva,  era  una  previsión  que 
usaba  el  vendedor  en  su  propio  beneficio  para  no  conducir  basta 
el  Rosario  animales  que  podian  ser  rechazados ;  que  una  clasi- 
ficación favorable  en  Villa  Nueva,  no  obligaba  á  recibir  lo  malo 
en  el  Rosario ;  pero  que  la  buena  fé  del  contrate  y  el  interés 
de  uno  y  otro  contratante,  si  no  había  contrariedades  estraordina- 
rias  en  el  viaje,  daban  al  comprador  una  s^uridad  moral  del 
recibo  que  era  lo  que  él  buscaba. 

Que  de  esa  especie  de  seguridad  moral,  no  puede  nacer  una 
obligación. 

Que,  por  otra  parte,  la  clasificación  en  Villa  Nueva  quedaba, 
por  el  contrato,  enteramente  al  arbitrio  del  comprador,  sin  que 
Funes  ni  nadie  pudiese  imponerle  la  admisión  de  los  caballos 
que  él  habia  declarado  inadmisibles. 
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Que  esa  clasificación,  ademas  del  contrato,  está  establecida 
por  el  art.  920  del  Código  de  ('omercio^  que  transcribe. 

Que  Funes  no  tenia  reclamo  contra  la  clasiGcacion  y  desde 
que  esta  no  le  fué  favorable^  el  contrato  quedó  ipso  jure  ves- 
cindido,  y  los  actos  que  ha  practicado  Funes  para  hacer  clasi- 
ficar los  caballos,  de  otro  modo  son  inoficiosos  é  inconducentes. 

Que  solo  para  evidenciar  la  buena  fé  y  la  buena  voluntad  del 
comprador,  y  no  para  discutir  su  derecho,  que  niega  pueda  po- 
nerse á  tela  de  juicio,  manifiesta  que  el  comprador  propuso  á 
Funes  mandar  un  jefe  del  ejército  argentino  á  reconocer  y  cla- 
sificar las  caballadas,  lo  cual  Funes  no  aceptó. 

Que  Gómez  no  ha  recibido  aviso  de  las  tropas  posteriores  á 
la  primera,  y  por  consiguiente,  no  comprende  porque  Funes 
eleva  su  demanda  á  mas  número  que  el  de  la  tropa  rechazada. 

Que  no  es  cierto  tampoco  que  haya  habido  retardo  en  la 
clasificación^  puesto  que,  habiendo  sido  llamado  para  el  22  de  Ha- 
yo,, y  llegado  Fació  el  25,  estuvo  dentro  de  los  tres  dias  que 
acuerda  el  art.  520  del  código  de  Comercio. 

Que  siendo  notorios  los  perjuicios  que  resultaa  de  fallar  una 
operación  comercial  de  lucro  seguro,  y  protestando  justificar 
esos  perjuicios  y  su  monto,  contrademanda,  en  los  términos 
que  se  ha  dicho. 

Corrido  traslado  de  la  reconvención,  Aldao  dice  : 

Que  en  la  contra-demanda,  Gómez,  pretendiéndose  perju- 
dicado por  la  falla  de  cumplimiento  en  el  contrato,  se  contra- 
dice, porque  al  mismo  tiempo  sostiene  que  ese  contrato  nó 
imponía  obligaciones  y  que  estaba  en  su  voluntad  recibir  ó  no 
la  especie  contratada. 

Que  el  art.  2»  del  contrato  establecía  que  los  caballos  de- 
bían ser  entregados  en  la  plaza' del  Rosario,  previa  clasificación 
por  el  comisionado  de  Gómez  en  Villa  Nueva. 

Que  esa  cláusula  del  contrato,  imponía  obligaciones  recípro** 
cas  á  cada  una  de  las  partes :  á  Funes,  la  de  poner  los  caballos 
en  Tilla  Nueva,  en  todo  el  mes  de  Majo,  época  señalada  para 
la  primera  remesa ;  y  á  Gómez  la  de  concurrir  á  la  clasificación 
que  debía  hacerse,  de  acuerdo  á  la  calidad  convenida.  Si  esa 
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ealídad  era  conforme  á  lo  que  se  había  contratada,  y  él  lo  re- 
conocía así  en  Villa  Nueva,  no  era  necesario  recurrir  á  otros 
medios;  y  los  caballos  quedaban^  desde  ese  momento,  por  su 
cuenta,  siendo  á  cargo  de  su  apoderado  Funes,  los  gastos  de 
conducción  hasta  el  Rosario ;  que  esas  obligaciones,  lejos  de 
ser  un  vínculo  moral,  son  perfectos  de  derecho,  tanto,  porque 
las  cláusulas  de  un  contrato  no  pueden  jamás  tomarse  como 
obligaciones  meramente  morales,  cuanto  porque  es  de  la  natu- 
raleza y  esencia  del  contrato  de  compra-venta,  que  una  vez  de 
acuerdo  sobre  el  -precio  y  la  cosa  vendida,  quedan  recíproca- 
mente obligados ;  Ley  5%  til.  5»,  part.  5^,  art.  5i4  del  Código 
de  Comercio ;  y  ademas,  porque  las  cláusulas  de  un   contrato 
deben  siempre  interpretarse  en  el  sentido  de  la  validez  de  las 
obligaciones  que  contiene,  art.  296  del  Código ;  que,  ademas, 
no  puede  sostenerse  que  el  contrato  sea  unilateral,  porque  ha- 
biéndose reconocido  ser  de  compra-venta,  hay,  poruña  parle,  la 
obligación  de  entregar  una  cosa,  y  por  la  otra  de  pagar  cierto 
precio ;  que,  en  el  prei^ente  caso,  no  es  aplicable  la  doctrina 
del  art.  520  del  Código  de  Comercio,  sanó  la  del  521,  que  es* 
tablece  la  perfección  del  contrato  de  compra-venta,    una  vez 
.que  ha  quo<lada  convenido  el  precio  y  determinada  la  cosa  por 
una  calidad  conocida  en  los  usos  del  comercio  ;  y  que  ambas 
cosas  están  ahora  bien  determinadas :  el  precio  veinte  y  cuatro 
pesos,  y  la  especie  y  calidad  mil  caballos,  gordos,   mansos  y 
sin  adición ;  que  la  clasificación  no  podía  hacerse  el  arbitrio 
del  comprador,  sino  sujeta  á  las  condiciones  espresádas;  y  que  el 
rechazo  de  los  caballos  no  provino  de  ser  mala  su  calidad,  sinó« 
como  lo  declaró  Fació,  por  no  ser  de  recibo  en  las  tropas  bra 
sileras,  condición  impuesta  en  sus  instrucciones. 

Que,  respecto  íias  posteriores  remesas  de  caballos,  el  re- 
presentante de  Gómez  niega  que  se  le  haya  dado  aviso  para 
inspeccionarlas,  y  afirmándose  ese  hecho  por  su  parte,  seria 
probado  en  oportunidad ;  que,  finalmente,  no  puede  aceptarse 
el  principio  sostenido  por  Gómez  de  que,  en  caso  de  tardanza 
para  inspeccionar  la  especie  vendida,  no  le  quedaba  á  Fnnes 
mas  derecho  que  rescindir  el  contrato,  porque  ese  contrato  estaba 
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)a  perfecto,  y  de  acuerdo  al  art.  526  del  Código,  en  la  lardan 
xa  pesan  sobre  el  comprador  ios  riesgos  de  la  cosa* 


Vallo  del  Jíuem  Seectonal. 

Buenos  Aires,  Agosto  3i  de  1868. 

Y  vistos :  fos  presentes  autos  iniciados  por  B.  Adolfo  Aldao  en 
representación  de  D.  Pedro  E.  Funes,  sobre  falta  de  cumplimien- 
to  á  un  contrato  de  compra-venta  de  mil  caballos,  contra  D.  José 
Cándido  Gómez,  Considerando:  Primero,  que  ambas  partes  re- 
conocen como  convenio  las  éláusulas  del  contrato,  corriente  á  f. 
once ;  Segundo,  que,  según  el  art,  2^  de  ese  contrato,  los  caba- 
llos debian  recibirse  por  el  comprador  D.  José  Cándido  Gómez 
en  el  Rosario,  al  signienle  dia  de  su  llegada  á  ese  puerto,  pre- 
vio reconocimiento  de  ellos  por  el  comprador,  ó  quien  lo  re- 
presentara en  Yilla  Nueva;  Tercero,  que  el  reconocedor  ó  co- 
misionado del  comprador,  lo  fué  el  Sr  Fació,  el  que  desechó  la 
primera  entrega  de  570  caballos;  Cuarto,  que  sobre  esa  clasifi- 
cación, el  demandado  observa,  1^  (fojas  cincuenta  y  nueve  vuel~ 
ta)  que  por  ello  no  quedaba  obligado  al  recibo  de  los  caballos  en 
el  Rosario,  lo  que  es  contra  los  términos  espresos  de  la  con- 
vención^ pues  según  ella,  para  ser  recibidos  los  caballos  en  el 
Rosario,  debian  ser  previamente  reconocidos  en  Yilla  Nueva,  y 
recibirse  en  el  Rosario  los  admitidos,  sin  mas  reconocimien- 
to pues  el  contrato  no  lo  establece;  2^,  (foja  sesenta);  que, 
hecha  la  clasificación  en  Villa  Nueva,  quedaba  por  el  contrato 
enteramente  al  arbitrio  del  comprador,  aceptaré  no  los  caballos, 
sin  que  nada  ni  nadie  pudiera  imponerle  su  admisión,  por  cau- 
sa ninguna,  fundándose  en  el  co'ntrato  mismo  y  en  el  art.  520 
de  Código  de  comercio ;  lo  que  no  es  admisible,  tanto  porque 
semejante  cláusula  no  está  escrita,  ni  puede  tompoco  deducirse 
del  espíritu  del  contrato,  que  es  bilateral,  y  por  ella  el  resultado 
seria  que  el  contrato  no  podia  existir,  si  así  le  con  venia  al  com< 
prador,  el  que,  rechazando  los  caballos,  dnjaria  sin  efecto  el 
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contrato,  síd  garanüa  para  el  vendedor  y  contra  el  conaenti- 
miento  de  los  contratantes  de  que  se  realizase  la  compra-venta 
•  en  las  condiciones  estipuladas,  caballos  de  recibo  al  precio  y  en 
el  lugar  convenidos^  cuanto,  porque  toda  clausula  protestativa 
se  debe  espresar  clara  y  netamente,  como  sucede  en  este  con- 
trato, respecto  de  las  muías,  clausula  1^,  que  es  protestativa  en 
el  vendedor,  $i  le  conviene  introducir  una  tercera  parte  de  ellas 
en  los  caballos ;  que  tampoco  es  aplicable  el  art.  520  del  Código 
de  comercio  citado  por  el  Sr.  Gómez,  y  si  el  521 ,  pues  que  los 
caballos  contratados  en  la  venta  tienen  calidades  prefijadas  en 
el  contrato ;  Quinto,  que  según  las  excepciones  opuestas  á  la  de~ 
manda,  la  cuestión  sub  judice^  es  de  puro  derecho  y  por  consi- 
guiente, inútil  la  prueba,  desde  que  se  trata  de  la  interpretación 
del  contrato,  por  cuanto  el  demandado  sostiene  que  por  la  leyt 
declarando  su  reconocedor  que  los  caballos  no  son  de  recibo,  el 
contrato  queda  sin  efecto;  Seslo,  que  la  interpretación  del  con- 
trato que  hace  el  demandado  es  irregular  y  exhorbitante,  por 
cuanto  le  atribuye  la  naturaleza  de  un  contrato  unilateral,  por 
cuanto  se  le  confiere  derechos,  sin  ninguna  obligación  por  su  par* 
te.  Por  estas  consideraciones :  fallo  :  Que  D.  José  Cándido  Gó- 
mez está  obligado  al  cumplimiento  del  contrato  celebrado,  con- 
denándolo en  los  daños  y  perjuicios  que  le  ha  causado  al  de- 
mandante por  su  falta  de  cumplimiento  al  contrato,  en  el  tiempo 
y  bajo  las  condiciones  convenidas  en  él,  lo  que  oportunamente 
se  justificará,  y  en  las  costas  del  juicio  :  Y  definitivamente  juz- 
gando, así  lo  proveo,  debiendo  reponerse  el  sello. 

Carlos  Eguia, 

De  esta  sentencia  apeló  el  Procurador  Frugoni,  representante 
de  Gómez,  y  concedido  libremente  el  recurso,  espresó  agravios, 
diciendo :  tanto  en  la  cuestión  de  hecho  como  en  la  de  derecho 
la  sentencia  es  infundada. 

Respecto  á  los  hechos,  dice :  que  Funes  vendió  á  Gómez  caba- 
llos que  debian  ser  conducidos  al  Rosario  por  cireuta  de  Funes  y 
entregados  á  Gómez,  previo  reconocimiento  por  el  comprador 
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en  Villa  Nueva^  que  dista  sesenta  y  tantas  leguas  del  Rosario; 
que  es  infundada  la  deducción  del  Juez  de  Sección,  que  por  el 
reconocimiento  en  Villa  Nueva,  Gomei  quedaba  obligado  al  re- 
cibo en  el  Rosario,  porque  si  se  cambiaban  en  el  camino  de 
sesenta  y  tantas  leguas,  ó  si  mancaban  ó  adicionaban  algunos 
caballos,  Gómez  no  estaba  obligado  á  recibir  los  que  se  le  pre* 
sentasen,  y  además,  porque  se  habia  estipulado  que  la  conduc-* 
eion  hasta  el  Rosario  era  por  cuenta  y  riesgo  del  vendedor  y  so- 
bre él  iban  las  pérdidas,  quebrantos  y  menoscabos  que  sufrie- 
sen los  caballos. 

Que  el  Juez  ha  olvidado  Jos  intereses  de  los  contratantes,  que 
ban  debido  ser  los  móviles  de  su  estipulación,  y  el  comprador 
no  habia  de  rechazar  caballos  de  recibo,  porque  perdería  en  cada 
uno,  la  ganancia  que  tenia  en  vista ;  que  esto  mismo  aseguraba 
el  interés  del  vendedor,  porque  los  caballos  hallados  buenos 
en  Villa  Nueva,  serian  recibidos  en  el  Rosario,  salvo  uno  que 
otro  que  podia  estropearse  en  el  viaje :  que,  si  por  el  contrario, 
no  eran  juzgados  buenos  en  Villa  Nueva,  en  cuyos  alrededores 
los  colectaba  el  vendedor,  él  no  sufría  perjuicios,  ni  se  esponia  á 
los  gastos  de  la  conducción,  y  se  hallaba  en  aptit,ud  de  devolver 
á  sus  dueños  los  caballos  colectados  cerca  do  sus  querencias : 
que  el  principio  sentado  por  el  Juez,  de  que  después  de  la  clasi- 
ficación en  Villa  Nueva,  el  comprador  estaba  obligado  á  recibir 
los  caballos  en  el  Rosario,  sin  mas  reconocimiento,  porque  el 
contrato  no  lo  establece,  es  inadmisible,  porque  ningún  con- 
trato de  compra-venta  lo  establece,  por  ser  de  la  naturaleza 
misma  del  contrato  saber  lo  que  se  compra,  á  no  ser  que  se  quie- 
ra negar  al  comprador  el  derecho  de  verificar  si  los  caballos  que 
se  le  entregaban  en  el  Rosario  eran  los  mismos  clasificados  en 
Villa  Nueva:  que,  por  otra  parte,  el  Juez  ha  olvidado  que  el  ven- 
dedor estipula  en  el  art.  2^,  que  es  de  su  cuenta  conducirlos 
hasta  el  Rosarlo,  en  donde  seuin  recibidos  al  siguiente  dia  de  su 
llegada :  que  esta  cláusula  importa  el  deber  de  responder  el 
vendedor  por  todas  las  pérdidas,  quebrantos  y  deterioros  que  tu- 
viesen durante  el  viage,  lo  que  no  podria  verificarse  sin  el  reco- 
nocimiento en  el  Rosario ;  que  la   cuestión  principalmente  es 
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esta,  ¿si  no  encontrando  el  comprador  los  caballos  en  los  tér* 
minos  del  contrato,  podía  obligarle  el  vendedora  recibirlos?  O 
en  otros  términos,  ¿si  la  clasificación  era  un  derecho  esclusivo 
del  comprador,  ó  este  quedaba  obligado  por  el  contrato  á  suje- 
tar la  clasificación  á  juicio  de  terceros?  que  el  contrato  lo  es< 
tipula  claramente  en  estas  palabras :  €  Las  remesas  arriba  es- 
presadas, serán  previamente  clasificadas  por  el  comprador  ó 
quien  lo  represente»,  y  que  esta  es  una  facultad  que  se  reserva 
el  comprador  sin  someter  su  criterio  á  nadie :  que  si  no  fuera 
así  se  habría  espresado  simplemente  que  la  clasificación  se  ba- 
ria en  Villa  Nueva  sin  decir  por  quién,  si  no  se  designaban  pe- 
ritos ó  medios  de  verificarlo :  que  la  facultad  de  clasificar  el  com- 
prador los  caballos,  no  podia  ser  abandonada  á  persona  alguna t 
porque  sería  esponer  negocios  que  exigen  fuerte  capital,  á  las 
contingencias  de  apreciaciones  arbitrarías  y  las  mas  veces  par- 
ciales; que  el  vendedor  reservó  al  comprador  la  clasificación, 
porque  el  interés  de  este  último  garantía  al  primero,  pues  l^nia 
que  fletar  vapores  para  el  trasporte  de  los  caballos,  comprar  su- 
mas de  pastos,  maiz,  &,  tener  hombres  á  sueldo  para  su  cui- 
dado, y  cada  caballo  le  aseguraba  un  lucro  en  la  reventa,  todo 
lo  que  no  habia  de  perder  por  puro  capricho,  no  teniendo  ca- 
ballos por  no  quererlos  recibir ;  y  si  el  contrato  en  estos  térmi- 
nos no  hubiese  sido  ventajoso  para  Funes,  no  lo  habria  cele« 
brado. 

Pasando,  en  seguida  á  la  cuestión  de  derecho,  dice:  que  ad- 
mitiendo, por  un  momento,  que  fuese  el  art.  521  [el  aplicable 
á  este  caso,  no  ha  habido  el  reconocimiento  de  perítos  en  él 
exigido :  que  lo  que  aparece  en  autos  no  es  un  procedimiento 
conducente  al  objeto,  porque  las  tres  declaraciones  acompa- 
ñadas ala  demanda,  sondadas  por  orden  del  Juez  de  San  Geró- 
nimo, incompetente  en  esta  causa,  tanto  por  el  fuero  del  de- 
mandado, estrangero,  cuanto  porque  ese  Juez  local  no  habia  sido 
comisionado  por  Juez  nacional  alguno,  y  además,  porque  la  cau- 
sa corresponde  al  Juez  del  domicilio  del  demandado ;  que,  por 
otra  parte,  la  clasificación  de  los  perítos  es  nula,  porque  se  ha 
hecho  sin  citación  por  su  parte :  que  tampoco  el  reconocimiento 
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de  los  peritos  se  ha  hecho  por  los  ires  á  un  tíerapo  y  en  un  solo 
acto  como  camplia,  examinando  y  discutiendo  para  consignar 
la  deducción  del  criterio  común. 

En  el  acto  colectivo,  agrega,  unos  peritos  son  testigos  y 
prueba  del  examen  6  de  la  presencia  de  los  otros.  En  el  acto 
aislado^  no  hay  prueba  de  que  examinaron  y  asistieron :  cada 
uno  declara  sobre  el  propio  hecho  de  su  presencia,  y  los  tres 
peritos  son  tres  testigos  singulares,  que  no  merecen  el  menor 
crédito :  que  por  estas  razones,  el  Juez  a  qiw  no  debió  declarar 
de  recibo  los  caballos  y  cumplir  el  contrato. 

Papando  á  otro  orden  de  ideas,  en  su  argumentación,  dice : 
que  no  es'el  art.  5&1  del  código  de  comercio,  el  aplicable  á  este 
caso :  que  disponiendo  ese  artículo  para  el  caso  de  contratarse 
sobre  muestras  ó  determinando  una  calidad  conocida  en  los 
usos  del  comercio,  no  puede  decirse  que  los  caballos*  contra- 
tados lo  hayaA  sido  sobre  muestras,  pues  no  hay  dos  caballos 
que  se  parezcan,  ni  tienen  tampoco  una  calidad  conocida  en  los 
usos  del  comercio. 

Los  caballos  que  en  Buenos  Aires,  lugar  del  contrato,  se  lla- 
man de  caja,  libres  de  adición,  gordos,  pueden  ser  muy  distin- 
tos de  los  que  así  se  llaman  en  la  provincia  de  Córdoba^  en  don- 
de, probablemente,  son  mas  raquíticos  y  pequeños,  cuando  el 
Señor  Funes  asegura  tenian  esas  calidades  los  que  el  Sr.  Fació 
declaró  inadmisibles. 

Que  el  contrato  de  éaballos  está,  de  consiguiente,  sujeto  i 
la  disposición  del  art.  520,  porque  no  se  tenian  á  la  vista,  al 
celebrarse  el  contrato,  y  porque  no  podían  clasiGcarse  por  una 
calidad  determinada  y  conocida  en  el  comercio :  que  el  artículo 
52(>citado,  conságrala  presunción  en  el  comprador  de  reser- 
varse el  derecho  de  examinarlos  y  rescindir  libremente  el  con- 
trato si  no  le  conviniesen,  y  que  en  este  caso  hay  mas  que  la 
presunción  establecida  en  favor  de  su  parte  por  el  art.  520,  pues 
hay  la  estipulación  espresa  de  esa  reserva,  que  hay  convenio  de 
que  la  clasificación  se  baria  por  el  comprador,  y  que  hay,  por 
consiguiente,  convenio  de  que  este  caso  quedaba  sometido  al 
art.  520  y  no  al  521 . 
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Que  admitiendo  para  la  discusión,  que  los  caballos  de  Cór- 
doba lengan  una  calidad  conocida  en  el  comercio,  no  seria  tam« 
poco  aplicable  el  aru  521^  porque  el  contrato  es  la  ley  de  las 
partes,  cuando  no  se  ataca  el  orden  público,  y  por  este  contrato 
se  habría  modificado  el  articulo  citado,  desde  que  reservaron  al 
comprador  la  clasificación  de  los  caballos,  p  or  la  que  podía  de* 
clarar  que  los  géneros  no  le  convenían.  Y,  como  por  el  artículo 
520,  tal  clasificación  basta  para  que  el  comprador  dé  por  res- 
cindido el  contrato  libremente,  sin  necesidad  de  recurrir  á  ios 
tribunales  para  rescindirlo,  lo  que  por  otra  parte,  está  de  acuerdo 
también  con  el  art.  522,  que  en  tales  casos  entiende  siempre  es- 
tipulada la  condición  resolutoria,  su  poderdante  pudo,  rescindir 
libremente  el  contrato  como  lo  ha  hecho. 

En  cuanto  á  la  reconvención,  dice,  no  nececiitaba  alegarla  para 
pedir  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  que,  como  las  eos- 
tas,  son  el  resultado  del  pleito  mismo :  que  lo  hizo'para  que  no  se 
le  reprochase  no  haberlos  demandado  en  forma,  y  ta  mbíen  para 
dar  lugar  á  que  Funes  tuviese  mas  aportunidad  de  discutir  lo 
que  él  creia  su  derecho :  que  no  debe  estrañar  Funes,  que  Gó- 
mez rédame  daños  y  perjuicios  habiendo  rescindido  el  contrato, 
porque,  precisamente,  por  no  creerse  en  la  obligación  de  cum- 
plirlo, por  tenerlo  por  rescindido,  es  que  ha  pedido  los  daños  y 
perjuicios,  puesel  art.  218  del  Código  de  Comercio,  en  su  inciso 
segundo  establece,  que  la  demanda  de  daños  y  perjuicios  supo- 
ne la  resolución  del  contrato,  y  niega  el  derecho  de  exigirlos  al 
que  pretende  el  cumplimiento  ó  la  existencia  del  contrato. 

Corrido  traslado,  D.  Adolfo  Aldao  en  representación  de  Fu- 
nes, lo  evacuó  diciendo:  que  la  sentencia  apelada  resuelve  vale, 
dero  el  contrato,  consignado  en  el  documento  corriente  en  autos. 
y  con  obligaciones  que  cumplir  por  parte  de  ambos  contratantes, 
y  que  no  habiendo  cumplido  con  ellas  la  parte  de  Gómez,  está 
obligado  á  indemnizar  los  daños  y  perj  uicios  que  ha  causado : 
queelart*  521  del  Código  de  comercio,  resuelve  claramente  la 
primera  parte  de  la  sentencia,  y  la  segunda  los  art.  535  y  2469 
y  el  hecho  no  negado  y  confirmado  por  Gómez  de  que  no  estaba 
obligado  á  recibir  los  caballos,  aun  cuando  se  hallasen  en  las 
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condicioDes  del  contrato :  que  ú  Gómez  confiesa  por  una  parte, 
que  ha  convenido  en  los  términos  del  contrato  de  1000  caballos^ 
con  la  designación  de  mansos,  gordos  y  sin  adición ;  y  per  la  otra 
sostiene  que  ese  couTcnio  con  su  Gr  ma  no  le  ijipoiíe  obligación 
y  qne  ha  podido  ó  no  recibir  la  especie  comprada;  si  sostiene  que 
sus  intereses  particulares  son  la  única  garantía  que  ha  entendido 
acordar  á  Fnnes,  no  hay  porque  estrañar  ni  porque  sentirse 
agraviado^  si  el  Juez  con  la  ley,  le  dice,  que  las  obligaciones  que 
imponen  los  contratos,  están  mas  arriba  que  el  interés  indivi- 
dual de  los  contratantes,  y  qne  el  desconocimiento  de  ellas,  trae 
consigo  el  resarcimiento  de  los  daños  y  perjuicios  que  se  han  oca- 
sionado pormala  voluntad:  que  la  cuestión  que  se  ventila  es  de 
puro  derecho*,  y  reducida  á  averiguar  si  cuando  los  contratantes 
espresan  su  voluntad  respecto  del  precio  y  la  calidad  de  la  especie 
vendida,  si  cuando  la  cosa  vendida,  no  estando  en  el  lugar  en 
qne  ha  sido  celebrada  el  contrato,  ni  en  aquel  en.  que  debe  ha 
cerse  la  entrega,  el  vendedor  toma  á  su  cargo  el  trabajo  minu- 
cioso de  recolectar  en  toda  una  dilatada  provincia,  la  especie  que 
debe  entregar,  y  da  principio  al  cumpli  miento  de  sus  obligacio- 
nes por  fuertes  desembolsos,  si  esta  estipulación  produce  ó  nó 
obligaciones  recíprocas :  que  la  disposición  de  los  artículos  521 
y  522  del  Código  de  comercio,  es  esteosiva  á  la  convención  para 
llevar  á  un  lugar  determinado,  distinto  del  que  se  encuentra  la 
cosa  vendida  y  que  no  es  posible  desconocer  que  la  determina- 
ción de  caballos  gordos,  mansos  y  sin  adic  ion',  sea  una  calidad 
conocida  en  los  usos  del  comercio :  que,  bajo  estas  determina- 
ciones ú  otras  análogas,  se  han  hecho  valiosas  transacciones 
mercantiles,  para  la  entrega  de  ganados  de  toda  especie ,  y  no 
se  ha  puesto  en  duda  lo  que  significan  esas  espresiones. 

Que  las  cartas  contratos  que  Funes  dirigió  á  sus  vendedores* 
y  que  corren  en  autos,  son  una  prueba  de  la  buena  fé  con  que 
ba  procedido,  y  del  empeño  que  tomó,  no  solo  para  satisfacer 
sino  para  adelantar  los  propósitos  de  Gómez:  que,  como  una 
prueba  mas,  acompaña  una  carta  dirigida  por  su  agente  en  el 
Norte  de  la  provincia  de  Córdoba,  en  contestación  á  la  que  corre 
en  autos,  sobre  las  propuestas  que  le  dirigió,  documento  que, 
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si  fuese  necesario,  será  comprobado  oportunamente,  como  otros 
que  adjunta,  relativos  al  mismo  asunto,  que  si  Gómez  estaba 
obligado  á  entregar  al  ejército  brasilero,  caballos  que  renniesen 
condiciones '  especiales,  no  debe  imputarse  á  Funes  el  no  ha- 
berlas conocido,  desde  que  ne  las  hizo  saber,  ni  se  hizo  reíe^ 
rencia  alguna  á  ese  compromiso,  ni  en  las  conferencias  ni 
en  el  contrato  que  celebraron :  que  no  se  aventura  al  asegurar 
que  los  caballos  que  Fació  no  quiso  recibir,'  lo  mismo  que  los 
demás  contratados  ya,  eran  superiores  á  las  condiciones  esti- 
puladas: que  de  cualquier  manera  que  se  tome  la  cuestión, 
ya  sea  con  relación  á  las  obligaciones  del  contrato,  ó  para 
tener  en  cuenta  los  efectos  de  la  tardanza  de  Gptnez,  siempre 
resultarán  las  consecuencias  que  sienta  el  Juez  de  Sección  en 
la  sentencia  apelada. 

Que  en  el  contrato  se  estipuló  la  venta  de  una  especie  en  ge- 
neral^ con  designación  de  una  calidad  conocida  en  los  usos  del 
comercio,  y  no  una  cosa  determinada,  y  que  la  clasificación  pos- 
terior era  laquedebia  determinar  la  cosa  vendida^  pasando  áser 
de  una  venta  de  especie  á  una  cosa  individualmente  designada. 

Que^  como  consecuencia,  el  comprador,  antes  de  la  clasifi- 
cación, no  podia  exijir  del  vendedor  la  entrega  de  tales  caballos 
determinados  por  él,  sino  unos,  en  las  condiciones  de  mansos, 
gordos  y  sin  adición. 

Por  el  contrario,  después  de  hecho  la  clasificación,  el  vende- 
dor no  hubiera  podido  ofrecer  otros  caballos,  aun  cuando  reu- 
nieron las  condiciones  del  contrato,  si  estos  no  habian  sido 
comprendidos  en  la  clasificación;  que  el  vendedor,  deudor 
antes  de  una  especie,  pababa  á  serlo  de  una  cosa  determinada. 

Que  si  los  caballos,  después  de  clasificados  en  Villa  Nueva, 
hubiesen  sido  cambiados  por  otros  en  el  trayecto  hasta  el  Ro* 
sario,  el  comprador  hubiera  estado  en  su  derecho  para  no  re- 
cibir los  que  se  le  ofrecian,  pues  que  no  los  habia  comprado, 
y  tiendria  siempre  acción  eficaz  para  reclamarlos  del  vendedor, 
lo  que  supone  que  estaba  perfecto  el  contrato ;  que,  por  otra 
parle,  la  sostitucion  supone  nn  fraude  por  parte  del  vendedor. 
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y  por  esia  razón  mas,  quedaría  responsable  el  que  la  hubiese 
cometido ;  que  por  otra  parte,  se  confunde  en  el  ejemplo 
propuesto,  la  clasificación  con  la  confrontación  natural  que 
tiene  que  hacer  el  comprador  para  cerciorarse  de  ¿i  la  cosa 
que  se  le  entrega,  es  la  misma  que  ha  contratado  ;  y  en  Cbte 
caso  una  vez  determinada  la  cosa,  son  de  cargo  del  comprar 
dor,  sus  riegos,  art.  531  del  Código  do  Comercio,  y  al  ven- 
dedor solo  corresponden  las  obligaciones  de  un  depositario, 
siendo  de  su  cuenta  las  pérdidas,  si  se  ocasionan  por  su  culpa^ 
conforme  á  los  artículos  526  y  527. 

Que  la  cuestión  de  saber,  á  quién  pertenecen  los  riesgos, 
supone  la  existeocia  del  contrato,  conclusión  contraria  á  las 
pretenciones  de  Gomez^  que  pretende  depender  de  su  voluntad 
darlo  ó  no  por  perfecto. 

Que  Gómez  incurre  en  un  error,  cuando  sostiene  que  los 
caballos  han  sido  recolectados  en  las  inmediaciones  de  Villa 
Nueva ;  que  lo  han  sido  en  toda  la  Provincia  de  Córdoba,  como 
lo  comprueban  las  cartas  que  se  han  mencionado,  y  aparecerá 
evidente  si  se  considera  que  no  es  posible  reunir  mil  caballos, 
en  las  condiciones  del  contrato  sino  entresacando  cuidadosa- 
mente de  todos  los  puntos  de  la  Provincia ;  que  el  comprador, 
para  recolectarlos,  ha  tenido  que  hacer  cuantiosos  gastos  en  mas 
de  cien  leguas  de  estension,  lo  que  lo  coloca  en  los  términos  del 
art.  522  del  Código. 

Que  en  cuanto  á  la  falta  de  jurisdicción  del  Juez  de  San  Ge- 
rónimo,  para  mandar  clasificar  los  caballos,  el  Código  de  Co- 
mercio al  exijir  el  reconocimiento  de  peritos,  no  ha  podido 
desconocer  las  dificultades,  en  la  mayor  parte  de  los  casos, 
para  que  los  peritos  tuviesen  que  ser  nombrados  por  el  juez 
competente  para  conocer  del  contrato,  cuando  las  operaciones 
comerciales  tienen  su  resolución  á  distancias  inmensas  del  do- 
micilio de  los  contratantes  y  lugar  del  contrato,  por  lo  que  no 
ha  podido  exijir  que  sea  precisamente  el  juez  que  haya  de  co- 
nocer de  la  causa,  máxime  cuando  las  cosas  que  se  han  de 
examinar  son,   como  en  el  caso  presente,  de* fácil  deterioro; 
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qtte  no  siendo,  por  otra  parte,  el  nombramiento  de  peritos  un 
acto  jurisdiccional,  no  es  necesario  que  se  haga  por  el  mismo 
juez  de  la  causa^  y  que,  además,  en  este  caso,  los  peritos 
nombrados  se  han  ratificado  en  sus  declaraciones. 

Que  la  ley  no  exije,  como  condición,  que  los  peritos  pres- 
ienten su  informe  en  un  solo  acto,  y  por  el  contrario,  el  an. 
146  de  la  ley  de  procedimientos,  dispone  que  la  presenten  por 
separado  y  en  la^  misma  forma  que  los  testigos. 

En  cuanto  á  la  reconvención  de  Gómez,  dice :  que  el  art. 
218  del  Cddigo  de  Comercio,  prueba  todo  lo  contrario  de  lo 
que  se  propone ;  c Los  daños  y  perjuicios  solo  se  deben  cuando 
el  deudor  ha  caido  en  mora  de  cumplir  su  obligaGiou,  dice  el 
art.  citado.»  Se  necesita,  pues,  la  existencia  de  ésiapara  cobrar 
aquellos,  lo  que  es  contra  las  pretenciones  de  Gómez. 

Concluye  pidiendo  la  confirmación,  con  costas,  de  la  sen- 
tencia de  primera  instancia. 

Después  de  señalado  dia  para  la  vista  de  esta  causa,  la  parte 
de  Funes  presentó  un  pliego  de  posiciones  para  que  fueran 
absueltas  por  Gómez,  y  la  Suprema  Corte  mandó  se  reservase 
en  Secretaría,  con  el  decreto  cde  la  vista  resultará». 

Fallo  de  lii  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  20  de  1868. 

Vistos:  —  No  siendo  necesario  adelantar  la  instrucción  de 
la  causa,  por  ser  suficientes  las  constancias  de  los  autos  para 
.  resolverla  con  arreglo  á  derecho,  no  se  hace  lugar  á  la  citación 
de  don  José  Cándido  Gómez  para  que  absuelva  las  posiciones 
presentadas  por  el  apoderado  de  Funes  después  de  su  contestación 
á  la  esptesion  de  agravios :  y  considerando ; — Primero^  que  el 
caso  del  artículo  quinientos  veinte* del  Código  de  Comercio, 
supone  claramente  que  la  cosa  vendida  existe,  ó  vá  á  ser  tras- 
portada por  motivos  ajenos  al  contrato,  al  lugar  donde  ha  de 
verificarse  el  reconocimiento  de  su  calidad ;  pues  no  puede 
concebirse  razonablemente  que  se  deje  á  voluntad  del  compra- 
dor la  rescisión  de  la  venta,  cuando  sea  menester  hacer  diljen- 
cias  y  gastos  de  recolección  ó  trasporte  sin  mas  interés  que  el 
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de  vender,  si  le  conviene  al  comprador,  y  mucho  menos  cuando 
el  vendedor  como  en  el  presente  caso,  tiene  que  comprar  á  otros 
lo  que  se  propone  revender ;  — Segundo j  que  esta  era  la  situación 
de  Funes,  y  que  ella  era  conocida  de  Gómez,  cuando  se  celebró  el 
contrato,  lo  prueba  el  artículo  en  que  se  estípula  que,  pendiente 
este  negocio^  no  se  comisión  aria  á  otra  persona  para  comprar  ca- 
bal los  en  la  Provincia  de  Córdoba; —  Tercero^  que  la  pretensión 
de  Gómez  de  substraerse  á  la  oblig  ación  de  su  contrato,  tiene  ade- 
lfas contra  si  la  circunstancia  de  haberse  espresado  en  él  las  cali- 
dades que  exije  para  el  recibo  délos  caballos  comprados;  esto 
es,  que  sean  gordos,  de  caja,  sanos  y  mansos ;  calidades  co- 
nocidas no  solamente  de  los  que  se  emplean  en  la  compra-venta 
de  caballos,  sino  de  la  general  i  dad  de  los  habitantes  de  la  Re- 
pública, no  pudiendo  por  lo  tanto  sostenerse  que  las  caballos 
vendidos  eran  uno  de  esos  artículos  que  no  admiten  una  califi- 
cación determinada  y  con  ocida  en  el  comercio,  que  son  los 
comprendidos  en  el  articulo  quinientos  veinte  citado ; — Cuarto^ 
que  las  demás  calidades  que  exijan  los  jefes  brasileros,  no 
eran  obligatorias  para  Funes  que  no  contrató  con  ellos,  y  si  á 
Gómez  no  convenian  caballos  de  otra  clase,  debió  espresarlo, 
y  no  pretender  que  un  estraño  se  entrometa  en  la  dirección  de 
sus  negocios  para  reparar  los  descuidos  que  produzca; — Quinto, 
que  habiendo  Gómez  opuesto  como  única  excepción  á  la  deman- 
da que  el  cumplimiento  del  contrato  dependía  de  su  voluntad, 
las^  observaciones  que  hace  en  esta  instancia  contra  el  informe 
de  los  peritos  comisionados  para  reconocer  los  caballos  por  el 
Juez  de  Alzada  de  San  Gerónimo,  aunque  fueran  justas,  no  de- 
ben influir  en  la  resolución  de  esta  causa ;  por  estos  y  por  sus 
fundamentos,  se  confirma  con  costas,  el  auto  apelado  de  foja 
setenta  y  ocho  vuelta ;  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
GADO. — José  Barros  Pazos. 
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CAUSA     ClLllL 


Don  Desiderio  Cebaltos^  contra  D.  Mantiel  Fernandez^  sobre 

inconstitncionalidad  de  un  impuesto. 


Sumario, — l^'  fin  causas  civiles  solo  son  apelables  las  senten* 
(las,  cuando  el  valor  disputado  excede  de  200  fts. 

^  El  arl.  206  de  la  ley  de  procedimientos  se  refiere  á  las 
causas  en  que  es  permitida  la  apelación. 

3®  La  poca  importancia  de  que  habla  el  art.  225  de  la  citada 
ley  se  entiende  siempre  que  pase  el  límite  de  200  fts. 

4»  No  siendo  apelable  la  sentencia  dada  en  causa  d¿  menor 
cuantía,  la  Suprema  Corte  no  tiene  jurisdicción  para  conocer 
del  fondo  del  asunto  por  apelación. 


Caso. — D.  Desiderio  Ceballos,  demandó  á  D.  Manuel  Fer- 
nandez rematador  del  impuesto  provincial  de  vinos  en  la  Ciu- 
dad de  Salta,  para  que  se  declarase  que  no  tenia  derecho  á 
exigir  la  suma  de  4  ris.  por  barril  sobre  veinte  y  seis  cuartero- 
las que  el  demandante  habia  introducido  en  la  ciudad  y  espendido 
por  mayor,  después  de  pagados  los  derechos  de  aduana,  y  los 
de  su  capital  en  giro,  fundándose  en  que  la  Constitución  Na- 
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ciooal  prohibe  gravar  con  nuevos  derechos  los  artículos   que 
han  pagado  ya  los  de  importación. 

D.  Manuel  Fernandez  contestó  que  el  derecho  que  cobraba 
era  constitucional,  porque  no  era  un  derecho  de  importación, 
sino  de  patente  al  cual  estaba  sujeto  el  artículo  de  que  se  tra- 
taba, con  arreglo  á  la  ley  provincial  de  28  de  Diciembre  de 
1866. 

Vallo  del  Jíuem  fileeeloiial* 

Salla,  Mayo  7  de  1868. 

Vistos :  resulta  que  el  demandante  D.  Desiderio  Ceballos  es 
exigido  por  el  demandado,  rematador  del  impuesto  provincial 
de  vinos,  D.  Manuel  Fernandez,  para  que  le  abone  cuatro  rls. 
por  cada  barril  de  veinte  y  tres  cuarterolas  de  ese  líquido  que 
ha  introducido  y  espendido  por  mayor  en  esta  Ciudad^  después 
de  haber  pagado  por  ellos  en  la  Aduana  del  Rosario  de  Santa 
Fé  el  derecho  Nacional  de  importación^   y  después  de  estar 
sujeto  además,  á  pagar  en  la  Provincia  el  derecho  afecto  á  su 
capital  en  giro,  en  el  que  se   comprende  el  valor  del  vino ; 
constando  todos  estos  hechos  de  la  esposicion  del  demandante^ 
confirmada  por  el  demandado,  en  parte  espresa  y  en  parte  vir- 
tualmente,  de  conformidad  al  artículo  86  de  la  Ley  de  procedi- 
mientos, por  no  haber  sido  negada ;  que  la  ley  provincial  en 
wtud  de  lá  que  se  exije  el  impuesto,  es  la  que  con  el  nom- 
bre de  Ley  de  Patentes,  fué  promulgada  en  28  de  Diciembre 
de  1866;  y  que  los  artículos  de  ella  que  tienen  relación  con 
la  cuestión  propuesta  son  los  tres  primeros  y  transcriptos  del 
tenor  siguiente:  art.  1°  Las  tiendas  y  almacenes  por  mayor  y 
menor^   las  pulperías  y  boticas  de  la  Provincia  pagarán  patente 
anual  de  un  cinco  por  mil  del  capital  en  giro  que  representen 
sos  propietarios ;  art.  ^  Las  casas  donde  se  consignen  ó  espen- 
dan por  mayor  y  de  primera  mano  licores,  pagarán  cuatro  rls. 
por  barril  de  vino,  y  un  peso  por  el  de  aguardiente ;  art.  3*"  En 
el  mero  hecho  de  espenderse  por  menor  estos  mismos  artículos 
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;  los  azocares,  aunque  sea  en  las  mismas  casas,  quedarán  su 
jetos  á  la  patente  del  capital  en  giro  que  representan,  según 
el  art.  primero  ;  y  considerando  que,  siendo  la  presente  cuestión 
de  si  el  impuesto  provincial  de  4  reales  por  barril  de  vino,  paga- 
dero por  el  espendedor  por  mayor  que^o  introdujo,  es  ó  no  repu. 
gnante  á  la  prohibición  establecida  en  la  Constitución  Nacional , 
deque  las  Provincias  graven  con  derecho  las  mercaderías  que  ya 
lo  han  sido  con  el  Nacional  de  importación;  y  habiéndose  origina- 
do entre  dos  particulares;  que^  como  tales,  se  niegan  recíproca- 
mente las  calidades  de  acreedor  y  deudor,  es  evidente  que  se  trata 
de  un  caso,  en  el  sentido  jurídico  de  la  palabra,  rejido  por  la 
Constitución  Nacional,  en  el  que  la  competencia  déla  justicia  del 
mismo  nombre,  por  razón  del  fuero  de  causa,  es  incuestiona- 
ble; que,  en  esta  virtud,  entrando  á  apreciar  la  cuestión  pro. 
puesta,  y  para  ello,  ante  todo  á  determinar  el  signiflcado  del 
impuesto  que  la  ha  motivado,  es  indudable,  como  resulta  de 
la  lectura  de  los  artículos  transcriptos,  que  por  ellos  se  esta- 
blecen dos  impuestos  provinciales  sobre  el  vino  destinado  al 
consumo  de  esta  Provincia ;  uno,  de  cuatro  reales  por  el  barril, 
que  se  exije  por  el  solo  hecho  de  la  consignación  á  espendio 
por  mayor ;  y  otro  el  del  cinco  por  mil  de  capital  en  giro,  que 
se  exije,  ademas,  por  el  hecho  de  espender  pormenor;  ó  en 
otros  términos,  uúo  sobre  la  especie  por  el  solo  hecho  de  po- 
nerla en  circulación ;  y  otro^  ^obre  el  comercio  por  menor  de 
que  aquella  pasa  á  ser  parte ;  que,  siendo  esto  a¿f,  el  primer 
impuesto,  que  es  el  de  que  se  trata,  es  inconstitucional,  por- 
que repugna  directamente  al  art.  10  de  la  Constitución  Nació-* 
naU  que  prohibe  gravar  con  ulteriores  la  circulación  de  mer- 
caderías que,  como  el  vino  en  cuestión,  ya  lo  haya  sido  con 
el  Nacional  de  importación ;  que  esta  verdad  se  confirma  con- 
sultando el  texto  de  donde  ha  sido  tomada  la  disposición  Cons- 
titucional citada^  que  es  el  art.  I"",  de  la  Sección  10,  del  párrafo 
V  de  la  Constitución  de  Estados  Unidos,  que,  mas  esplícito  en 
la  prohibición  de  derechos  ulteriores  al  de  importación,  solo 
permite  á  los  Estados  los  que  sean  necesarios  para  costear  los 
gastos  de  inspección,  sujetos  á  la  revisión  del  Congreso  y  á 
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paaajr  al  Tesorero  de  la  Nación,  en  cuanto  excedan  de  estos  gas*- 
tos;  y  atendiendo  á  que,  segan  el  art.  i""  citado,  no  hay  ni  si- 
quier^ la  excepción  en  favor  de  la  inspección,  siendo  por  lo 
mismo  absoluta  la  prohibición  de  la  Constitución  Nacional ; 
que,  aun  se  confirma  mas  la  verdad  sentada  consultando  la  ju- 
risprudencia establecida  por  la  Suprema  Corte  de  Estados  Uni* 
dos,  pues  que,  á  propósito  de  una  ley  de  Haryland^  hubo  un 
caso  en  que  se  ventiló  la  misma  cuestión  en  abstracto  que  ai 
presente,  ó  sea  la  de  si  un  Estado  podia  sujetar  aun  el  derecho, 
la  venta  por  mayor  de  artículos  introducidos  en  bolsas  ó  en 
barricas»  que  ya  j^abian  sido  gravados  en  el  derecho  de  impor- 
tación ;  ese  Tribunal,  sin  embargo  de  tener  en  vista  una  prohi- 
bición meuos  absoluta^  como  queda  demostrado,  que  la  del  art. 
10,  decidid  que  no ;  y  que  la  ley  del  Estado  que  establecia  lo 
oontrario,  era  inconstitucional  (Story,  Comentario,  tomo  2*, 
pág.  26  edición  francesa  de  1843);  que  dicha  verdad  se  conflr* 
ma,  finalmente,  atendiendo  á  que,  habiendo  sido  la  razón  d^ 
la  prohibición  del  art.  10  citado  de  las  Provincias,  so  protesto  ie 
ulteriores  derechos,  no  pueden  imposibilitar  ó  por  lo  menos 
dificultar  las  importaciones,  privando  ó  indemnizando  asi  á  la 
Nación  esas  funtes  de  recursos  que  le  han  sido  por  las  provin- 
cias, y  que  no  puedan  tampoco  con  el  mismo  pretesto,  los 
unos  dañar  á  las  industrias  de  los  otros,  esponiendo  la  paz  pá* 
blica  de  la  Nación ;  esa  razón  de  prohibición  comprende  á  todo 
impuesto  directo  sobre  la  especie,  posterior  al  de  importación, 
como  es  el  de  que  se  trata ;  que,  contra  todo  lo  que  sé  ha  di- 
chOjí  no  es  un  inconveniente  lo  que  ha  espresado  el  demandado, 
que  el  derecho  en  cuestión  no  es  de  importación,  (como  que 
éste  fuera  el  único  prohibido,  sino  de  patente ;  no  es  un  incon- 
veniente, porque,  siendo  absoluta  la  publicación  del  art.  10 
la  ley  suprema  del  país,  comprende  todos  ios  derechos  direc- 
tos, cualesquiera  que  sean  sus  nombres^  que  posteriormente 
al  derecho  de  importación  trata  de  imponerse  sobra  la  merca- 
dería importada;  porque,  por  el  derecho  de  patente^  sobre 
cuya  inconstitucionalidad  no  es  del  caso  resolver,  siempre  se 
ha  entendido  no  un  derecho  que  afecte  á  la  mercadería,  por 
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el  solo  hecho  de  su  ioteraacíon,  cqoio  es  el  de  qae  se  trata^ 
y  se  comprueba  sin  mas  que  figurar  el  caso  de  un  intemador, 
menuneador  á  la  vez,  el  que,  conforme  á  los  artículos  trans- 
criptos, y  para  que  no  se  eludiera  la  responsabilidad  del  segundo 
sin  mas  que.  vender  por  mayor  y  menor  á  la  vez,  como  sucedería 
siempre ;  á  mas  del  derecho  correspondiente  al  hecho  de  ven- 
der por  menor,  tendría  que  pagar  el  otro^  que  no  podría  cor- 
responder á  otra  cosa  que  al  hecho  de  la  internación ;  sino  el 
que  se  impone  á  una  industria  ó  profesión,  como  en  razón  de 
la  garantía  local  que  se  le  presta  y  proporcionalmente  á  está, 
como  es  el  del  cidco  por  mil  referido ;  y  porque,  finalmente, 
la  misma  ley  de  patentes  citada  confirma  este  inteligencia  del 
derecho  de  este  nombre,  en  todos  sus  artículos,  con  la  sola 
excepción  del  referente  al  derecho  de  4  reales  por  barril  de 
vino,  en  el  que  se  ha  apartado  de  esa  inteligencia,  sin  que  por 
eso  se  haya  varíado/ ni  podido  variar  la  naturaleza  del  impuesto; 
que,  finalmente,  aunque  al  presente  se  trata  de  cuarterolas  de 
vinos,  y  el  art.  ^  de  la  citada  ley  provincial  habla  de  barriles, 
no  es  ello  una  razón  para  qué  no  se  resuelva  el  caso,  como 
que  éste  fuera  diferente  del  de  la  ley  ;  porque,  en  realidad,  no 
hay  esa  diferencia,  pues  que  el  término  barril  empleado  en  eí 
artículo,  no  mas  que  como  medida  de  la  cantidad  de  vino  sobre 
que  recae  el  impuesto,  es  tan  aplicable  á  una  cantidad  de  ese 
liquido  introducido  en  barriles,  como  á  la  que  lo  haya  sido  en 
cuarterolas ;  por  estas  y  otras  consideraciones^  se  declara .  que 
D.  Desiderio  Geballos  no  debe  [el  derecho  que  le  cobra  el  re- 
matador Fernandez,  imponiéndose  á  este  perpetuo  silencio  al 
respecto ;  repóngase  los  sellos. 

Ajpolonio  Ormaechea. 

9 

» 

Fernandez  apeló,  y  el  Juez  de  Sección  considerando  la  tras* 
cendencia  del  punto  resuelto,  y  que  los  artículos  206  y  225  de 
la  ley  de  procedimientos  podian  ser  estensivos  á  este  caso, 
concedió  la  apelación  en  relación. 
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Fftilo  de  im  Suprema  Certe. 

Buenos  Aires,  Octubre  22  de  1868. 

Vistos: — Considerando;  que  por  el  artículo  cuarto  de  la  ley 
sobre  la  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Naciona- 
les de  catorce  de  Septiembre  de  mil  ochocientos  sesenta  y  tres, 
solo  son  apelables  las  sentencias  en  causas  civiles  de  los  Jueces 
de  Sección,  cuando  el  valor  disputado  exceda  de  doscientos 
pesos  fuertes ;  que  al  establecer  el  artículo  doscientos  y  seis  de 
la  ley  de  procedimientos  que  sé  otorgará  recurso  de  las  sen- 
tencias definitivas  ó  de  lasí  interlocutorias  que  tengan  fuerza  de 
tales,  solo  puede  entenderse  de  aquellas  causas  en  que  es  per- 
mitida la  apelación ;  que  lo  dispuesto  en  el  artículo  doscientos 
veinte  y  cinco,  que  en  las  causas  de  poca  importancia  se  con- 
ceda la  apelación  en  relación  únicamente  puede  referirse  á  la 
poca  importancia  relativa,  pero  siempre  pasando  el  límite  de 
doscientos  pesos  fuertes,  porque  si  fuere  menor  el  valor  dis- 
putado no  hay  apelación  de  ningún  género ;  que  por  lo  tanto, 
siendo  el  asunto  por  la  materia  de  que  se  trata,  de  aquellos 
de  que  la  Corte  conoce  por  apelación,  y  no  siendo  apelable 
según  las  leyes  citadas,  no  tiene  jurisdicción  para  entrar  á. 
conocer  del  fondo  del  negocio,  pues  que  hace  ejecutoria  la 
sentencia  de  Primera  Instancia,  así  se  declara  y  devuélvanse  los 
aatos  al  Juez  de  Sección  de  lá  Provincia  de  Salta,  previa  satis- 
facción de  costas  y  reposición  de  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUfeA    C%.1L. 


Criminal^  contra  D.  Ru/hw  Castro  Boedo^  por 

delito  de  rebelión. 


Summo.— i«  La  ratificacioo  de  testigos  se  ordena  por  la 
ley,  eoando  estos  pueden  sev  habidos. 

2^  En  esto  caso^  y  en  él  de  que  los  testigos  hayan  sido  eia- 
minados  en  el  sumario  por  el  juez  de  la  causa,  la  falta  de  ra* 
tificaeipn  en  el  plenarío  no  anula  sus  declaraciones. 

30  Ellas  deben  ser  apreciadas  por  el  criterio  judicial. 

4p  El  que  no  ha  sido  promotor  de  la  rebelión,  y  solo  ha 
ejercido  en  ella  mando  subalterno  debe  ser  penado  con  arreglo 
al  art.  16  de  la  ley  nacional  penal.. 


Caso. —  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan, 
acusó  á  D.  RuQno  Castro,  como  reo  de  rebelión  contra  la  Na- 
ción y  pidió  se  le  impusiera  la  pena  de  10  años  de  destierro  y 
2000  fts.  de  multa. 

Espuso  el  Procurador  Fiscal  que  Castro  residente  en  Chile 
al  tiempo  de  la  rebelión  de  1867,  se  trasladó  á  Salta  con  nn 
titulado  Comandante  Isauro  Arguello  que  se  quedó  en  el  cantón 
de  Antofagasta  en  Bolivia,  disciplinando  alguna  fuerza  y  prove- 
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yéndose  de  armas  y  dÍDero  para  los  rebeldes,  mteDlras  que  Castro 
procuraba  en  Salta  prosélitos  á  la  rebelión. 

Que  habiéndose  capturado  un  chasque  que  le  dirijia  Várela 
con  comonicsicionei.  Castróse  fugó,  y  se  incorporó  á  las  ftier- 
zas  de  Várela  en  su  grado  de  Teniente  Coronel,  haciendo  la 
campaña  con  Várela  hasta  el  regreso  de  esta  á  Jachal,  y  habién- 
dose encontrado  en  la  batalla  de  Vargas. 

Que  fué  capturado  en  el  Rodeo  y  se  ie  encontraron  una  carta 
dirigida  á  D.  Carlos  Juan  Rodríguez  y  una  nota  del  Sub-pre* 
fecto  de  la  provincia  de  Atacama  en  Catalasta,  referentes  á  la 
rebelión. 

Que  por  una  carta  del  clérigo  Castro  Boedo  dirigida  á  Várela 
se  revelaba  la  conivencia  del  acusado  en  las  maquinaciones  re- 
volucionarias. 

Que  aunque  en  su  confesión  negó  haber  sido  portador  de 
una  comunicación  de  D.  Zoilo  Lavada  Rosa  para  Várela,  asi 
lo  habia  dicho  antes ;  y  no  era  creíble  la  esplicacion  que  daba 
Castro,  de  haberlo  dicho  para  pei^udicar  á  Lozada. 

Que  estos  antecedentes  probaban  la  participación  voluntaría 
y  activa  que  el  acusado  habia  tenido  en  la  rebelión  que  enca- 
bezaron su  hermano  el  clérígo  Castro,  Varela>  Lozada  y  otros; 
y  probaban  también  que  pretendió  promover  la  revuelta  en 
Salta,  seducir  en  una  población  de  Bolivia  estrangeros  para 
armarlos  y  lanzarlos  contra  su  patria  empeñada  en  una  guerra 
esterior,  y  contribuir  al  degüello,  saqueo  y  esterminio  de  po* 
blaciones  enteras  para  conseguir  la  reaKzacion  de  sus  intentos 
críminales. 

Que  por  consiguiente  el  rol  desempeñado  por  el  acusado  de- 
bia  considerarse  de  promotor  y  sostenedor  de  la  rebeliom 

El  defensor  de  Castro  contestó,  que  ningún  testigo  afirmaba 
los  hechos  que  fundaban  la  acusación. 

Que  el  acusado  no  habia  reconocido  la  autenticidad  de  las 
cartas,  de  las  cuales  se  seguia  la  connivencia  de  éste  con  su  héi*- 
mano  el  clérigo  Castro  y  Várela. 

Que  ademas  la  deducción  que  podría  hacerse  de  ellaá  era 
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qae  hubo  el  pensamiento  de  alzarse  contra  la  Autoridad  Na- 
cional, pero  no  el  crimen  efectivo. 

Qae  la  faga  de  Castro,  cuando  fué  capturado  el  chasque  de 
Várela,  no  probaba  sino  el  deseo  d«  sustraerse  á  las  venganzas 
y  arbitrariedades  consiguientes. 

Que  la  presencia  de  Castro  en  la  batalla  de  Yai^s  era  in- 
cierta y  no  estaba  probada. 

Qae  en  la  conducta  de  Castro  lo  único  cierto  que  babia,  era 
que  habia  ido  á  Salta  para  realizar  un  negocio  y  no  habiéndolo 
conseguido,  se  vid  obligado  á  regresar  i  Chile ;  que  en  su  re- 
greso did  alcance  á  la  división  de  Yarelaf  y  quizo  marchar 
bajo  su  protección  hasta  cierto  punto  de  donde  se  separó. 

Abierta  la  causa. á  prueba  no  si  produjo  ninguna,  ni  tuvo 
lugar  la  ratificación  de  testigos. 

Vallo  Ae&  jrnMi  9ee«to«ial* 

San  Juan,  Julio  29  de  i 868. 

Vistos:  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal,  contra 
D.  Rufino  Castro  como  reo  del  delito  de  rebelión,  y  conside- 
rando : 

Que  de  lo  declarado  por  los  testigos  Cordón,  F^onseca  don 
Lisandro,  Fonseca  don  Belisario,  Yanci,  Obejero,  Castro,  Uri- 
buru^  Caballero,  Ortiz,  Peña  y  Davales  (fojas  18,  24,  25, 
26,  45,  45  vuelta,  48,  49,  56,  57,  61  y  63),  corroborado  por 
el  hallazgo  de  los  documentos  de  f.  6,  y  original  de  la  copia  de 
f.  7,  en  poder  del  procesado ;  por  las  c%jrtas  dirigidas  á  ¿I  por 
Arguello  y  Várela  que  aparecían  en  el  periódico  de  f.  53,  v 
la  recomendación  contenida  en  la  carta  que  en  copia  testimo- 
niada corre  á  f.  429 ;  y  confirmadas  las  declaraciones  de  los 
testigos  Quiroga,  Nuñez  y  Manre  fojas  20,  24  y  34,  y  por  las 
del  mismo  procesado  fojas  9,  11,  17  y  19  resulta  justificado, 
que  se  dirigió  desde  Chile  al  Norte  de  esta  República,  acom- 
pañado de  Isauro  Arguello,  con  el  objeto  de  conspirar  allí  en 
contra  del  Gobierno  Nacional  y  en  favor  de  la  reacción   re- 
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voiocionaria^quc  se  preparaba  al  otro  lado  de  los  Andes ;  que 
Arguello  quedó  en  Antofagasta  (BoHvia)  preparando  elementos 
j  recursos  para  ocurrir  en  apoyo  de  la  misma,  y  él  pasó  á  Salta ; 
que  descubierto  en  sus  planes  por  habérsele  interceptado  la 
citada  correspondencia  que  registra  el  periódico  <La  Actuali- 
dad», se  trató  de  capturarlo  y  se  fugó,  sin  haber  obtenido 
<^xiio  favorable  á  sus  propósitos  en  aquella  Provincia ;  que  se 
reunió  otra  vez  con  Arguello  y  juntos  buscaron  la  incorpora- 
ción á  Várela,  que  con  un  ejército  organizado  se  hallaba  ya 
en  la  Provincia  de  la  Rioja,  cuando  ella  ^se  verificó ;  y  que 
siguió  con  Várela  en  su  campaña  sobre  la  Rioja,  en  el  rol  de 
Teniente  Coronel  de  su  Ejército,  que  le  atribuía  ya  en  la  carta 
mencionada,  hasta  los  cSauces»,  habiendo  un  testigo  que  ase- 
gura que  asistió  también  á  la  batalla  de  Bargas. 

Que  la  esplicacion  que  ha  querido  dar  ^e  su  viaje  á  Salta  es 
inaceptable  en  presencia  de  los  antecedentes  que  ofrecen  los 
autos ;  1®,  porque,  como  se  ha  dicho,  resulta  justiflcado  que 
su  objeto  fué  conspirar  en  favor  de  la  reacción ;  2®,  porque 
él  dice  que  'su  objeto  fué  comprar  ganado,  y  su  hermano  que 
está  procesado  como  uno  de  los  otros  autores  principales  de  la 
rebelión  y  especialmente  de  la  invasión  de  Várela,  que  fué  á 
visitar  su  hermano  y  preparar  la  traslación  de  su  familia  á  Salta 
por  el  mal  estado  de  su  salud ;  3^,  porque  no  es  verosimil  que 
elijiese  la  época  del  año  menos  conveniente  para  emprender 
esa  clase  de  negocios ;  y  4»,  por  las  contradicciones  y  demás 
inverosimilitudes  que  presentan  sus  declaraciones  ;  dice  á  foja 
i 7  que  salió  de  Salta  á  filies  de  Enero  dejando  el  negocio  por 
causa  de  lo  ocurrido  aquí  (la  ocupación  de  San  Juan  por  los 
revolucionarios,  &^) ;  que  supo  en  Febrero,  esto  es,  después  de 
haber  dejado  el  negocio;  á  f.  iOdijo  que  su  objeto  al  venir 
á  San  Juan,  habiasido  cobrar  cantidades  que  le  debían;  y  áf. 
i9  declara :  que  eran  docu^metitos  ajenos  que  tomó  para  cobrar, 
porque  pensaba  hücer  aqui  la  invernada  de  su  hacienda,  y  no 
llegó  ni  á  informarse  de  ellos  porque  no  debia  demorar  ya  (no 
había  traído  la  hacienda)  enJachal,  dijo  que  había  sido  con* 
T.  VI.  20 


30Ü  FALLOS   DE   LA   SUPREMA  CORTE. 

ductor  de  correspondencia  de  Lozada,  por  pago  de  200  ^ ;  7 
después  ha  declarado  que  dijo  eso  por  perjudicar  á  Lozada ;  y 
á  f.  18  vuelta  declara,  que  no  recuerda  el  nombre  del  peón  que 
lo  acompañó  en  su  viaje  á  Salta,  y  se  le  separó  recien  de  re- 
greso, cuando  se  reunió  con  Várela,  es  decir,  que  ignoraba  el 
nombre  del  serviente  único  que  tuvo  á  su  lado  desde  Noviembre 
de  1S66  hasta  Febrero  ó  Marzo  de  1867,  y  esto  en  8  de  Agosto 
del  mismo  año  1867. 

Que  siendo  de  los  complotados  en  Chile  para  la  reacción  que 
produjo  la  invasión  de  Várela,  no  obsta  al  calificativo  de  pro- 
motor y  sostenedor  de  la  rebelión  que  el  Fiscal  le  atribuye,  el 
que  sus  propósitos  sobre  el  Norte  de  la  República  hayan  que- 
dado frustrados,  pues  no  formaban  ellos  una  parte  del  plan  reac- 
cionario, desde  que  en  la  otra  se  llevó  á  efecto  la  conspiración 
traladándose  á  este  lado  de  los  Andes  el  caudillo  principal  con 
fuerzas,  organizando  un  ejército  del  cual  vino  después  á  formar 
parte  el  procesado,  abriendo  campañas  y  librando  combates, 
como  es  constante  sucedió  y  lo  demuestran  estos  autos. 

Que  de  los  diferentes  procesos  seguidos  ante  este  Juzgado  con 
relación  á  la  invasión  de  Várela,  consta  también  que  se  han 
impuesto  contribuciones  forzosas;  arrebatado  intereses  de 
propiedad  particular ;  distraido  caudales  públicos  de  su  lejítima 
inversión  ;  cometido  asesinatos,  y  causado  excesos  que  ponian 
en  evidente  peligro  la  vida  de  las  personas ;  que  el  art.  5^^  de 
la  Ley  Penal  no  requiere  para  la  agravación  de  la  pena  por  él 
establecida  en  su  primera  parte,  que  el  mismo  promotor,  sos- 
tenedor ó  caudillo  principal  sea  autor  en  los  hechos  que  en  su 
segundo  previene. 

Que,  según  esto,  no  puede  ser  excesiva  la  pena  pedida  por 
el  Fiscal,  pues  está  reducida  al  mínimum  de  la  establecida  por 
la  ley. 

Que,  por  fin,  el  reo  de  un  delito  es  responsable  por  la  ley 
de  las  costas  del  proceso  en  su  causa ;  en  coforftiidad  á  lo  es- 
puesto y  de  acuerdo  con  lo  pedido  por  el  Fiscal  fallo  defini- 
nitivamente  en  la  presente  causa,  declarando :  1®  que  el  pro- 
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cesado  Rufino  Castro  es  reo  del  delito  de  rebelión  en  el  rol  de 
promotor  y  sostenedor,  prevenido  por  el  articulo  15  de  la  ley 
penal;  y  2^,  que  como  á  tal,  lo  condeno  á  sufrir  la  pena  de 
diez  años  de  destierro  fuera  de  la  República^  y  en  el  pago  de 
dos  mil  pesos  de  mulla  á  favor  del  Tesoro  Nacional,  y  de  las 
costas  de  la  causa ;  notifíquese  orijinal »  y  hágase  la  corres- 
diente  reposición  de  sellos. 

José  Benjamín  de  la  Vega, 

El  defensor  de  Castro  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso. 

Al  espresar  agravios  dijo :  que  los  testigos  que  habian  de- 
puesto en  contra  de  Castro  eran  sus  enemigos  políticos,  y  no 
se  habian  ratificado  en  el  plenario . 

Que  igualmente  no  se  habia  hecho  en  el  plenario  diligencia 
alguna  para  dar  valor  á  las  cartas  y  otras  piezas  que  se  produ- 
cian  contra  el  acusado. 

Que  por  consiguiente  podia  decirse  que  no  existia  una  sola 
prueba  en  contra  del  acusado. 

Que  ademas  las  dilijencias  misnias  del  sumario  no  probaban 
que  Castro  hubiese  ido  á  Salta  á  sublevar  la  Provincia  y  uní- 
dose  á  Várela  hasta  la  batalla  de  Bargas. 

Que  en  efecto  la  carta  dirigida  á  Carlos  Juan  Rodríguez  no 
se  sabia  de  quien  era ;  la  nota  del  sub-prefecto  de  Atacama, 
no  hablaba  del  procesado ;  las  demás  piezas  no  indicaban  la 
existencia  de  los  hechos  acusados ;  los  testigos  eran  todos  de 
oídas,  y  los  periódicos  y  otras  cartas  no  habian  sido  recono- 
cidas. 

Qué  aunque  estas  últimas  hubiesen  sido  reconocidas.  Castro 
DO  podia-ser  responsable  de  un  hecho  ajeno,  cual  era  él  que 
otro  le  hubiera  escrito  cartas. 

Que  de  haber  asistido  Castro  á  la  batalla  de  Bargas,  solo 
deponian  cinco  testigos ;  pero  que  tres  de  ellos,  á  saber  los 
Fonseca  y  Aguilar  declaraban  de  oidas,  y  de  dos,  á  saber  Maura 
y  Nuñez,  que  declaraban  de  ciencia  propia,  Nuñez  no  daba  ra- 
zón de  su  dicho. 
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El  Sr.  Procurador  General  contestó  que  cuando  fué  aprehen- 
dido Castro  se  le  encontró  la  carta  de  Várela  á  Rodríguez  y  la 
nota  del  sub-prefecto  de  Atacama,  y  aquel  confesó  que  se  había 
encargado  de  conducir  la  carta  por  una  cautidad  de  dinero 
que  le  habia  ofrecido  Zaile^  LozaJa  Rosa. 

Que  aunque  después  declaró  que  dichas  carta  y  nota  perte- 
necían á  un  tal  Bustamante,  no  habia  probado  esta  escusa,  y 
debía  creerse  que  él  prestaba  á  Várela  el  servicio  de  conducirle 
sus  comunicaciones,  y  e»taba  en  inteligencia  con  los  que  de- 
bían recibir  el  armamento  en  Autofagasta. 

Que  esto  se  probaba  por  otros  documentos,  á  saber  :  i^^  por 
las  comunicaciones  interceptadas  por  el  Gobierno  de  Salta, 
cuya  autenticidad  estaba  probada  por  las  declaraciones  de  tres 
testigos;  2<>,  por  la  carta  de  Arguello  á  Castro  remitiéndole 
otra  de  Várela,  dándole  cuenta  de  que  le  fué  perfectamente  en 
su  misión,  é  instándole  para  que  regresara  á  aquel  punto  ctn- 
continenti  por  instrucciones  que  tengo  de  nuestro  Gefe  >  ;  S^*, 
por  la  de  Várela  en  que  le  daba  el  título  de  Teniente  Coronel, 
y  lo  prevenía  regresase  pronto  con  la  gente  que  había  reunido, 
y  dándole  instrucciones  del  lugar  en  que  debía  encontrarle. 

Que  el  contesto  de  estas  cartas  probaba  plenamente  que  Cas* 
tro  habia  ido  á  Salta  con  el  designio  de  promover  los  intereses 
de  la  rebelión. 

Que  las  cartas  de  Várela  y  Arguello  no  habían  sido  recono- 
cidas, porque  sus  autores  no  habían  podido  ser  aprehendidos ; 
pero  que  las  declaraciones  de  tres  testigos  daban  cuenta  deta- 
llada del  modo  como  fueron  interceptadas  y  que  para  mayor 
seguridad  venían  bajo  una  cubierta  para  el  Cónsul  de  Bolivia. 

Que  existía  además  una  carta  del  clérigo  Castro  que  era  el 
Secretario  de  Várela,  en  la  que  le  exijia  mandase  un  chasque 
por  los  Valles  á  su  hermano,  le  enviase  recursos,  y  le  hiciera 
saber  de  él  (Várela)  con  una  de  sus  proclamas  últimamente 
impresas. 

Que  en  presencia  de  estas  pruebas  no  era  necesaria,  la  de 
testigos. 
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Que,  sin  embargo,  de  ella  y  de  la  confesión  de  Castro  se 
deducía  que  en  Diciembre  de  1866  salió  este  de  Copiapó  en 
compañía  de  Arguello  y  otros  rebeldes  que  venian  á  promover 
la  rebelión  en  Salta  y  Catamarca ;  que  después  de  pasar  la 
cordillera  se  dirijieron  á  Autofagasta,  y  de  allí  pasó  Castro  á 
Salta,  donde  permaneció  8  á  10  días  dejando  en  la  población 
la  impresión  de  que  era  un  emisario  de  Várela ;  llegó  de  Salta 
en  los  dias  en  que  el  Gobierno  lo  mandó  prender;  se  ¡incor- 
poró al  ejército  de  Várela  y  derrotado  este  en  Bargas,  pidió  en 
San  Juan  pasaporte  para  Chile. 

Que  la  ley  manda  la  ratificación  de  los  testigos  que  puedan 
ser  habidos,  y  es  evidente  que  todos  los  testigos  que  se  exa- 
minaron en  Salta  por  requisitoria  no  podian  ir  á  San  Juan  para 
la  ratificación,  y  estaban  por  consiguiente  fuera  del  precepto 
de  la  ley. 

Que  en  cuanto  á  los  que  fueron  examinados  en  San  Juan  la 
falta  de  ratificación  era  un  defecto^  pero  no  bastante  para  anu- 
lar su  testimonio,  pues  la  ley  recopilada  anula  la  declaración 
prestada  ante  escribano  y  no  ratificada  ante  el  Juez,  y  las  del 
sumario  babian  sido  tomadas  todas  por  el  Juez ;  y  por  consi- 
guiente tenian  el  valor  que  el  criterio  judicial  debia  darles. 

Que  por  lo  demás  la  criminalidad  del  acusado,  prescindien. 
do  de  la  prueba  testimonial,  estubo  comprobada  por  la  escrita, 
y  la  única  duda  que  podia  ocurrir  era.  si  Castro  debia  consi- 
derarse como  promovedor  de  la  rebelión,  ó  como  gefe  subal- 
terno, siendo  esta  última,  su  opinión. 

Que  por  lo  tanto  pedia  la  reforma  de  la  sentencia  apelada 
aplicándose  al  acusado  la  pena  establecida  por  el  art.  i  6  de 
la  ley  Nacional  penal. 


Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  2'2  de  1868. 
Vistos  :  —  Dg  acuerdo  con  lo  espuesto  y  pedido  por  el  señor 
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Procurador  General,  y  por  los  fundamentos  concordantes,  se 
confirma  la  sentencia  apelada  de  foja  noventa  y  una,  reducién- 
dose la  pena  á  cuatro  años  de  destierro  y  mil  pesos  fuertes, 
con  las  costas  del  juicio ;  y  previo  el  oficio  correspondiente  ai 
Poder  Ejecutivo,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA    e%.JLt 


D.  José  Maria  Acosta  contra  D.  Lorenzo  Damiani^ 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — El  recurso,  que  se  mejora  fuera  del   término 
designado  por  la  ley,  debe  declararse  desierto. 


Caso,  —  D.  José  María  Acosta  demandó  á  D.  Lorenzo  Da- 
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loiáni,  para  que  rendíora  cuentas  de  la  Administración  de  la 
sociedad  qne  tuYo  con  el  demandante  en  el  pailebot  c  Cor- 
ríente»  »  y  le  indemnizara  los  daños  y  perjuicios  que  alegaba 
haberle  sido  inferidos  por  Damiani  respecto  al  pailebot* 

La  demanda  se  siguió  en  rcbeldia  del  demandado,  y  pro- 
ducidas las  pruebas  respecto  de  lá  existencia  de  la  sociedad 
y  administración  del  pailebot  tenido  por  Damiani,  el  Juez  de 
Sección  dictó  el  siguiente  auto. 

Buenos  Aires,  Agosto  1^  de  1868. 

Y  vistos:  Habiéndose  comprobado  por  D.  José  María  Acosta 
la  existencia  de  la  sociedad  que  invoca  en  su  escrito  de  foja 
l^  como  resulta  del  certificado  de  f.  14  y  declaraciones  de 
f.  16  vuelta,  17  y  18,  se  declara  que  don  Lorenzo  Damiani 
está  en  el  deber  de  rendir  cuentas  de  la  administración  de  la 
sociedad  con  el  demandante  en  el  pailebot  c  Corrientes.  > 

Carlos  Eguia. 

NotiQcado  este  auto  á  Damiani  por  edictos  y  carteles, 
Acosta  presentó  una  cuenta  de  fletes  ganados  por  el  pailebot 
y  deterioros  sufridos  por  este,  importando  el  todo  la  suma  de 
20,540  S  m/c,  y  demandó  á  Damiani  para  que  fuese  conde- 
nado á  pagarle  la  cantidad  de  dicha  suma  con  intereses  y 
costas. 

Esta  nueva  demanda  fué  seguida  en  rebeldía,  y  se  dictó 
el  siguiente : 

Fallo  del  Jtiesc  SeccIoaftI. 

Buenos  Aires,  10  de  Setiembre  de  18G8. 

Y  Vistos,  considerando :  que  «n  la  demanda  instaurada  á  f. 
22  vuelta,  don  Lorenzo  Damiani  por  liquidación  y  saldo  de 
cuentas  sociales,  no  ha  sido  arreglado  su  monto  y  liquidación 
por  jueces  arbiiradores,  como  esprcsamenie  lo  dispone  el  ar- 
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tículo  511  del  Código  de  Comercio,  y  que  por  consiguiente  el 
Juzgado  carece  de  jurisdicción  para  conocer  de  demandas  de 
esta  naturaleza^  si  no  son  fundadas  en  lauda  arbitral  ú  otro 
documento  ejecutivo ;  por  esta  consideración  no  ha  lugar  á  la 
demanda  interpuesta,  condenando  en  las  costas  causadas  al  de- 
mandante y  repóngase  el  sello. 

Carlos  Eguúi, 

Acosta  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  libremente. 

El  término  para  mejorarlo  venció  el  21  de  Setiembre  de 
1868,  y  Acosta  lo  mejoró  en  25  del  mismo. 

De  su  solicitud  de  mejora  se  dio  traslado,  y  en  5  de  Octubre 
Acosta  pidió  se  diera  por  contestado  el  traslado  en  rebeldía 
de  Damiani,  y  se  dictara  sentencia. 

Se  dio  por  contestado  el  traslado,  y  se  dictó  el  siguiente : 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1868. 

Vistos^  y  resultando  que  la  mejora  del  recurso  se  ba  pre- 
sentado fuera  del  término  designado  por  el  artículo  doscientos 
once  de  la  ley  de  procedimientos,  se  declara  desierto,  y  pasado 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  el  auto  apelado,   devolviéndose 

satisfechas  que  sean  las  costas  y  repuestos  los  sellos. 

» 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos, — 
Benito  Carrasco. 
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CAirSA  CILSLII. 


D.  Francisco  Mariniy  contra  Palma  Hermanos, 

sobre  salvamento. 


Sumario.  —  El  actor  debe  demandar  el  reo  en  el  lugar  de 
sa  domicilio^  mucho  mas  cuando  este  es  también  el  lugar 
del  contrato  y  del  hecho  que  lo  motiva. 


Caso. — Francisco  Marini,  demandti  ante  el  Juzgado  de  Sec- 
ción de  Buenos  Aires  á  Palma  Hermanos  sobre  cumplimiento 
de  un  contrato  de  salvamento  hecho  en  el  Paraná,  á  cuyo 
contrato  se  referia  nn  certificado  de  la  Agencia  Consular  de 
Italia  en  ese  punto. 

Fallo  del  Jíuea  Secetonal* 

Buenos  Aires,  Octubre  2  de  1868. 

Habiendo  sido  celebrado  el  contrato  ó  convenio  que  se  in- 
voca con  la  casa  de  Palma  hermanos  establecida  en  el  Paraná, 
y  correspondiendo  el  conocimiento  de  la  presente  demanda  al 
Juez  de  aquella  Sección,  y  siendo  un  principio  inconcuso,  que 
el  actor  debe  seguir  el  fuero  del  reo  ;  por  lo  tanto  ocurra  esta 
parte  á  donde  corresponde. 

Egida. 
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Apelada  por  Marini  esta  sentencia   fué  confirmada  por  el 
siguiente : 


Fallo  de  la  Suiírcnia  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  24  de  1868. 

Vistos:  —  Considerando  que  por  lo  que  se  espresa  en  el  docu- 
mento de  foja  primera,  el  contrato  en  que  se  funda  la  acción  de- 
ducida por  Marini,  tuvo  lugar  en  la  ciudad  del  Paraná  y  por  la 
casa  Palma  hermanos  de  dicha  ciudad:  que  por  consiguiente 
no  solo  concurre  el  domicilio  del  demandado,  sino  también 
el  lugar  del  contrato  y  del  hecho  que  lo  motivó :  que  dados 
estos  antecedentes  para  surtir  fuero,  no  pueden  desvirtuarse  por 
la  simple  esposicion  déla  parte  en  esta  instancia,  esposicion  que 
se  halla  en  abierta  contradicción  con  el  mismo  documento  que 
presenta:  que  aun  cuando  don  Luis  Palma  residente  en  esta 
ciudad  fuera  el  dueño  exclusivo  del  buque,  no  habiendo  él 
formalizado  el  contrato^  sino  la  casa  del  Paraná  que  en  (a 
época  disponia  de  dicho  buque,  es  aquella  á  quien  debe  exi- 
girse el  cumplimiento  de  las  obligaciones  que  contrajo  6  res- 
ponsabilizar por  las  consecuencias  que  ellas  produzcan :  por 
estos  íundamentos,  y  los  del  auto  apelado  de  foja  seis,  se 
conflrma,  y  satisfechas  las  costas,  devuélvanse,  reponiéndose 
los  sellos. 

Frangisgo  de  las  Carreras. — Salvador 
MarU  del  Carril.  —  Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos.  —  Benito 
Carrasco. 
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CAUSA  CILILIII 


Criminal^  contra  D.  Pedro  Ferreira,  por  delito  de  rebelión. 


Sumario.  —  !<>  El  haber  aceptado  un  empleo  de  ios  rebel- 
des, y  validóse  de  él  en  contra  de  los  propósitos  de  la  rebelión  > 
es  an  antecedente  honorable. 

^  Esto  7  el  temor  que  inspiraba  el  Ministro  Legrand  en  San 
Joan,  desvanece  el  cargo  de  haber  buscado  por  su  orden  en  las 
casas  de  comercio  algunas  varas  de  casimir  para  vestuario  de 
los  rebeldes. 

30  Cuando  el  acto  no  está  calificado  de  delito,  no  se  puede 
declarar  compurgado  con  la  prisión  sufrida. 

4^  Esta  declaración  equivale  á  imponer  una  pena. 


Caso. — El  procurador  fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan  acusó 
á  Pedro  Ferreira  como  cómplice  en  la  rebelión  de  Cuyo,  y  pidió 
contra  él  la  pena  de  cuatro  años  de  destierro  ó  i, 000  pesos 
fuertes  de  multa  con  las  costas  del  proceso. 

Espuso  que  del  sumario  resultaba:  i^,  que  Ferreira  ejerció 
mando  subalterno  durante  la  rebelión^  desempeñando  el  empleo 
de  comandante  del  batallón  de  guardias  nacionales ;  S»,  que 
hizo  una  requisición  de  casimires  en  las  tiendas  de  D.  Luis 
Arévalo  y  D.  Camilo  Aguiar  para  el  equipo  de  las  fuerzas  re- 
beldes, averiguando  antes  la  existencia  de  los  géneros ;  y  3"^  que 
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se  ocupó  en  la  confección  de  vestuarios  para  las  fuerzas  re- 
beldes ;  cuyos  hechos  comprobaban  su  complicidad  en  el  delito 
de  rebelión. 

El  defensor  del  procesado  contestó  que  el  cuerpo  de  guar- 
dias nacionales  del  cual  fué  comandante  Ferreíra,  no  se  orga- 
nizóf  y  Ferreira  fué  el  que  impidió  su  organización. 

Que  resistió  también  el  nombramiento  de  tal  comandante 
hasta  donde  le  fué  posible,  y  si  lo  aceptó  fué  para  no  incurrir 
en  la  suerte  de  D.  Tristan  Echegaray  y  D.  Aniolin  Cabezas, 
quienes,  por  negarse  á  aceptar  empleos,  fueron  engrillados  ig- 
nominiosamente y  obligados  á  pagar  una  contribución  gravosa. 

Que  aceptado  el  nombramiento  no  hizo  acto  alguno  que  im- 
portase el  ejercicio  de  ese  empleo. 

Que  si  se  ocupó  en  la  construcción  de  vestuarios,  fué  para 
favorecer  á  D.  Gerónimo  Estrada  á  quien  los  rebeldes  hablan  sa- 
cado de  la  cárcel  con  la  condición  de  que  cortase  una  cantidad 
escesiva  de  vestuarios;  y  que  no  pudiendo  Estrada  cumplir 
esta  condición,  Ferreira  le  ayudó  para  salvarle  del  peligro,  que 
de  otro  modo  corria. 

Que  esa  fué  la  causa  por  la  que  el  Ministro  Legrand  le  man- 
dó en  su  nombre  á  la  casa  de  Arévalo,  Valenzuela  y  C^  para 
que  le  mandasen  casimires. 

Arévalo  reclamó  de  Ferreira  el  pago  de  los  casimires  reque- 
ridos en  su  casa,  cobrando  la  suma  de  75  bol. 

A  este  reclamo  contestó  el  defensor  de  Ferreira  que  este  no 
habia  contratado  el  casimir  y  no  podia  ser  responsable  de  su 
valor. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba,  y  producidas  éstas  se  dictó  el 
siguiente : 

Fallo  del  Jíues  Seceional* 

San  Juan,  Agosto  i 8  de  1868. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal  contra 
D.  Pedro  Martin  Fcrreyra,  como  reo  del  delito  de  rebelión, 
y  considerando : 
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Que  los  cargos  fundamenlales  de  la  acusación  son :  l^'^  que 
ejerció  mando  subalterno,  como  Comandante  del  batallón  de 
guardias  nacionales  de  esta  ciudad ;  2°,  que  ge  ocupó  de  cor- 
tar ropa  para  las  fuerzas  al  servicio  de  la  rebelión  y  3^,  que 
hizo  requisición  de  casimires  en  las  tiendas  de  Arévalo  y  de 
Agttiar  y  G^,  para  el  equipo  de  las  mismas  fuerzas,  simulando 
que  los  necesitaba  para  sí,  á  fin  de  encontrarlos. 

Que  en  cuanto  al  primero,  ha  justificado  el  procesado  en  su 
descargo :  que  al  proponérsele  el  empleo  de  Comandante,  se 
escusó  negándose  á  servirlo,  por  estar  enfermo ;  habiendo  un 
testigo  que  afirma  que  la  resistencia  se  llevó  hasta  habérsele 
hecho  presente  que,  si  no  aceptaba,  era  probable  que  corriera 
la  suerte  de  D.  Antolin  Cabezas,  y  otro  que  dice  que  la  enfer- 
medad era  un  motivo  simulado :  que  no  se  empeñó  en  organizar 
el  batallón,  para  cumplir  el  deber  que  le  imponía  aquel  en- 
cargo ;  sino  que,  por  el  contrario,  se  servía  de  los  medios  que 
él  le  facilitaba  para  protejer  y  garantir  á  los  que  sufrían,  como 
fué  dar  papeleta  de  enrolamiento  á  quienes  se  la  pedian  y  á 
personas  que  estaban  ocultas,  para  que  no  fuesen  tomadas  por 
los  rebeldes  como  incursos  en  la  falta  de  cumplimiento  á  la 
órd^n  de  presentarse  y  de  enrolarse  que  tenian  espedida :  que 
previno  á  algunos  que  no  asistieran  al  cuartel,  y  á  otros  que 
lo  mismo  era  que  asistan  ó  nó,  pues  su  objeto  no  era  mas 
que  garantirlos ;  que  la  citación  para  las  reuniones  se  hacia 
por  el  órgano  de  los  jueces  de  Cuartel,  que  no  dependen  del 
Jefe  del  Cuerpo ;  que  aun  asi  no  llegó  á  tener  efecto  la  orga- 
nización de  este,  sino  que  después  de  unas  pocas  reuniones,  á 
que  asintieron  un  corto  número  de  guardias  nacionales,  se  di- 
solvió sin  que  se  hubiesen  arreglado  compañías  ni  practicado 
las  demás  diligencias  conducentes  á  ese  objeto :  y  que  no  vis- 
tió traje  militar  ni  usó  insignias  de  tal. 

Que  con  respecto  al  segundo,  ha  justificado  también  que  lo 
que  hizo  fué  protcjiendo  á  Estrada,  por  la  amistad  que  con  este 
tenia,  á  fin  de  que  concluyese  pronto  la  tarea  que  le  habían 
¡mpuesto  y  pudiese  salir  de  la  prisión  en  que  lo  tenian. 
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Que  relaiivamente  al  tercero  no  ha  producido  prueba  alguna 
en  su  descargo. 

Que  de  estos  antecedentes  resulta  que  el  procesado  se  ba 
justificado  de  los  dos  primeros  cargos,  quedando  en  pié  sola- 
mente el  tercero  :  1^  porque  no  solamente  no  ejerció  el  mando 
que  se  le  habia  conferido  con  sujeción  al  deber  que  él  le 
imponía,  sino  que  mas  bien  conspiró  en  contra  de  su  objeto 
basta  quedar  este  frustrado  y  2^  porque  lo  que  hizo  ayudando 
á  Estrada  para  que  concluyera  la  tarea  que  le  hablan  impuesto 
cómo  condición  necesaria  de  su  libertad,  y  pudiese  salir  mas 
pronto,  no  puede  estimarse  delito,  pivo  ni  simple  falta  puni- 
ble. Que  el  tercer  cargo  no  basta  para  constituir  al  procesado 
en  rebelión,  por  cuanto  son  hechos  particulares  y  aislados  que 
no  determinan  un  rol  definitivo  y  activo  en  favor  de  los  pro  - 
pósitos  y  fines  de  la  rebelión. 

Que,  aunque  este  Juzgado  se  habia  abstenido  en  caso  aná* 
logo  de  fallar  fundado  en  que  la  Ley  de  la  materia  no  lo  com* 
prendía  en  la  penalidad  por  ella  determinada,  la  Suprema  Corte 
de  Justicia  ha  establecido  una  doctrina  contraria,  cuando  fa- 
llando la  causa  de  D.  Salomón  Pensado,  ha  declarado  com- 
purgada su  culpa  y  la  prisión  que  ha  sufrido. 

Que  la  naturaleza  y  carácter  del  hecho  de  que  se  trata  no 
permite  la  aplicación  de  mayor  pena  que  la  prisión  de  dos  me- 
ses que  ha  sufrido  hasta  ser  puesto  en  libertad  baja  fianza. 

Que  por  fin,  como  ejecutor  del  daño,  es  responsable  el  pro- 
cesado del  valor  del  casimir  tomado  al  querellante  Arévalo, 
según  derecho. 

De  acuerdo  con  estos  antecedentes,  fallo  definitivamente 
en  la  presente  causa,  declarando  que  el  procesado  no  es  reo 
del  delito  de  rebelión  en  ninguno  de  los  roles  prevenidos  por 
la  ley  de  la  materia,  dando  por  compurgada  su  culpabilidad  en 
la  requisición  de  casimires  con  el  tiempo  de  prisión  que  ha 
sufrido  y  condenándolo  á  pagar  á  Arévalo  el  valor  del  casimir 
que  le  tomó,  estimándose  por  peritos  en  diez  y  nueve  y  tercia 
vara,  sino  prefiriese  abonar  los  setenta  y  cinco  pesos  que  el 
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querellante  reclama,  dentro  de  diez  dias,  con  cosías,  en  con- 
formidad á  lo  pedido  en  la  acusación  fiscal.  Notifíquese  ori- 
ginal y  repóngase  los  sellos. 

José  Benjamin  de  la  Vega. 


El  Procurador  Fiscal  y  cl  procesado  apelaron  de  la  senten- 
cia. 

^El  Sr.  Procurador*GeneraI  espuso  que  cl  primer  cargo  de.la 
acusación  no  bastaba  para  fundarla,  porque  se  habia  probado 
que  el  batallón  de  guardias  nacionales  no  se  organizó. 

Pero  que  estaban  probados  los  otros  dos  cargos,  á  saber, 
é\  de  haber  cortado  voluntariamente  vestuarios  para  la  tropa 
y  ha|)er  hecho  requisición  de  casimires. 

Que  aunque  el  Juez  de  Sección  habia  encontrado  satisfacto- 
ria la  primera  esplicacion  del  primer  hecho  dado  por  Ferreira, 
este  no  dejaba  de  ser  una  cooperación  directa  á  la  rebelión, 
y  no  eiistia  prueba  de  que  hubiese  sido  ejecutado  por  moti- 
vos legítimos  ó  inocentes. 

Que  del  segundo  hecho  no  se  habia  dado  escusa  alguna 
admisible. 

Pidió  se  impusiere  á  Ferreira  la  pena  de  400  fls.  de  multa. 

El  defensor  de  Ferreira  contestó  que  debia  este  ser  absuelto 
de  toda  acción  criminal  y  civil. 

Dijo  que  era  contradictorio  declarar  que  no  era  reo,  y 
condenarle  á  una  indemnización  dividida  del  delito. 

Que  á  ser  cierto  el  perjuicio  sufrido  por  Arévalo,  debia  atri- 
buirse á  fuerza  mayor,  que  releva  de  la  obligación  de  indem- 
nizarlo. 

Que  respecto  á  la  complicidad  en  la  rebelión,  ella  no  existia, 
no  estaba  probada,  siendo  satisfactorio  el  descargo  de  los 
hechos  que  fundaban  la  acusación. 
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Fallo  de  In  Suprema   Corte. 

Buenos  Aires,  Octabre24de  4868. 

Vistos:  resaltando  de  las  constancias  del  proceso  de  que 
hace  mérito  el  Juez  de  Sección  en  su  sentencia,   que  la  con- 
ducta de  Ferreira  con  los  ciudadanos  que,  por  orden  del  Go- 
bierno rebelde,  debian  ser  enrolados  en  Ja  guardia  nacional^ 
fué  la  mas  recomendable,  y  opuesta  á  los  propósitos  de  los 
enemigos  de  la  autoridad  legítima,  habiendo  empleado  en  pro- 
tejer  á  los  prisioneros,  y  salvarlos  del  peligro  de  ser  incorpo- 
rados  al  ejército  que   los  rebeldes  opusieron  á  las  fuerzas 
nacionales,  la  influencia  que  le  daba  el  puesto  de  Comandante 
que  le  oblegaron  á  aceptar  esponiéndose  con  estos  servicios, 
que  hizo  desinteresadamente,  á  la  venganza  de  hombres  capa- 
ces de    ejecutar  las    crueldades    que   también   constan    del 
proceso ;  que  estos  honorables    antecedentes,   y  la  peligrosa 
situación  en  que  por  ellos  se  hallaba  colocado,   desvanecen 
completamente  el  cargo  que  se  le  hace  por  haber  desempe- 
ñado la  comisión,   que  el  Ministro  Legrand  le  dio,  de  bascar 
en  las  casas  de  negocio  algunas  varas  de  casimir  que  necesi- 
taba para  acabar  de  vestir  sus  soldados,  y  que  ofreció  pagar; 
pues  si  á  los  vendedores  no  se  les  culpa  por  haber  entregado 
el  artículo  á  causa  del  temor  que  les  inspiraba  el  citado  Le-- 
grand,  la  misma  razón  hay,  y  con  mayor  justicia,  para  des- 
culpar  á  Ferreira  por  no  haberse  resistido  á  cumplir  la  orden 
que  recibió  del  mismo,  no  habiéndose  suficientemente  proba- 
do, ni  siendo  compatible  con  la  conducta  generosa  y  digna 
que  observó  en  esta  época,  el  empleo  de  artificios  para  des- 
cubrir cuales  eran  los  negociantes  que  tenian  el  género  que 
Legrand  exijia :  qut;  porque  la  Suprema  Corte  haya  dicho  al- 
guna vez  para  revocar  una  condenación  que  juzgó  inmotivada, 
que  si  habia  culpa  en  el  procesado  bastante  castigado  estaba 
con  la  prisión  sufrida,  no  puede  tomarse  como  jurisprudencia 
que  haya  querido  establecer,  que,  cuando  el  acto  no  está  ca- 
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lificado  de  delito  por  la  ley,  se  pueda  declarar  la  culpa  coin<* 
purgada  con  la  prisión  que  equivale  á  imponer  una  pena,  por 
estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja 
cincuenta  y  una,  en  cuanto,  declarando  compurgada  la  culpa 
de  Ferreira  con  la  prisión  sufrida,  lo  condena  á  pagar  el  precio 
de  las  setenta  y  cinco  varas  de  casimir  que  le  reclama  don 
Luis  Arévalo,  y  las  costas  del  juicio;  y  se  le  absuelve  de  toda 
culpa,  cargo  y  responsabilidad  por  los  bechos  en  que  se  funda 
la  acusación,  devolviéndose  la  causa. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del^t 
gado. — José  Barros  Pazos. — Bentto 
Carrasco. 


CAUSA    CSLl^lV. 


Pequin,  Peíit,  Laroche  y  C»,  D.  Celestino  Monserrat  y  D.  AU 

berio  Reynhold  a^  el  Ministerio  fiscal,  sobre  chancelacicn 

de  fianza  carcelera  y  judicatum  wlvi. 

Sumario— l^  Los  fiados  no  tienen  personería  en  las  causas 
en  que  se  trata  del  interds  de  sus  fiadores. 

T.   VI.  21 
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^  Es  práctica  cscarcelar  bajo  fianza  carcelera  á  los  acusados 
contra  quienes  no  se  deba  imponer  pena  corporal. 

S^  Es  práctica  también  estender  la  multa  á  que  queda  obli- 
gado el  fiador,  si  el  reo  no  comparece  cuando  es  requerido, 
hasta  pagar  lo  juzgado  y  sentenciado. 

4^  Por  esta  razón  en  las  escrituras  de  fianza  carcelera  apa- 
recen unidas  las  obligaciones  de  presentar  el  reo  y  pagar  lo 
juzgado  y  sentenciado. 

&>  Pero  es  una  sola  la  fianza,  y  presentado  el  fiado  á  la  cir- 
ceU  el  fiador  cumple  con  la  obligación  contraída,  y  tiene  de- 
recbo  á  exijir  la  chancelación  de  la  caución  por  completo. 

6^  Sí  esta  se  entendiera  aun  yigente  por  la  obligación  de 
pagar  lo  juzgado  y  sentenciado*  la  fianza  seria  nula,  porque 
importaría  una  restricción  arbitraria  de  la  libertad,  agrayando 
las  condiciones  que  exige  la  ley  para  la  soltura  de  los  presos. 

1^  Los  jueces  no  pueden  imponer  tales  restricciones^  ni  por 
consiguiente  exigir,  á  mas  de  la  fianza  carcelera,  la  de  juzgado 
y  sentenciado. 

8^  La  Constitución  Nacional  pirohibe  retener  en  la  cárcel  á 
los  procesados^  cuando  eila  deja  de  ser  un  medio  necesario  de 
seguridad. 

9^  La  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  solo  puede  exigirse 
en  rarísimos  casos,  cuando  el  delito  imputado  es  de  alguna 
gravedad. 

10  No  es  razón  para  sostener  la  subsistencia  de  la  fianza  en 
cuanto  á  lo  juzgado  y  sentenciada,  la  de  prevenir  los  fraudes 
que  el  procesado,  puesto  en  libertad  puede  ejecutar,  para  de- 
jar ilusorio  el  resultado  iéi  juicio. 


Caso. —  La  casa  de  Pequin,  Petit,  Laroche  y  C^,  otorgó 
fianza  carcelera  y  judicatura  solvi  á  favor  de  D.  Celestino 
Monserrat,  y  la  de  Linch  Napp  yC\  otorgó  igual   fianza  á 
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favor  de  D.  Alberto  Reynbold  en  la  causa  que  se  siguió  á  sus 
fiados  por  defraudación  de  rentas  fiscales. 

Fallada  la  causa  en  contra  de  los  procesados,  los  iiadores 
de  Monserrat  pidieron  la  chancelación  de  la  fianza  presentando 
al  fiado  para  que  fuera  puesto  en  la  cárcel. 

El  mismo  Monsecrat  junto  con  Reynbold  se  presentó  á  la 
cárcel,  pidiendo  se  chancélase  la  fianía,  diciendo  que  ella  de- 
bia  consideiarse  solamente  como  carcelera,  pues  así  la  ofre- 
cieron, y  qu9  el  auto  que  la  bizo  ostensiva  á  lo  juzgado  y 
sentenciado  era  nulo  por  baberse  pronunciado  el  7  de  Diciem- 
bre, dia  que  está  incluido  en  las  ferias,  y  por  no  baber  sido 
notificado  el  auto  al  defensor,  sino  solo  á  los  procesados. 

El  Procurador  Fiscal  á  quien  se  confirió  traslado,  contestó 
que  la  presentación  de  los  fiados  á  la  cárcel  no  bastaba  para 
cbancelar  la  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  y  si  solo  la  car- 
celera, pues  eran  dos  fianzas  distintas,  y  con  distinto  objeto. 

Que  respecto  de  la  nulidad  del  auto  que  bizo  estensiva  la 
fianza  carcelera  á  la  seguridad  del  resultado  del  juicio,  Mon- 
serrat y  Reynbdld  no  tenian  personeria  para  deducirle,  pues 
esta  solo  podian  tenerla  los  fiadores. 

tíue  además  ese  recurso  habia  sido  deducido  fuera  de  tiem- 
po, aisladamente  y  de  un  auto  interlocutorio,  y  estaba  conde- 
nado por  consiguiente  por  el  art.  %4  de  la  ley  de  procedi- 
mientos. 

Que  además  el  dia  7  de  Diciembre,  no  era  inbábil,  ni  nece- 
saria la  notificación  al  defensor. 


nillo  del  ^aes  Seeolonnl. 


Buenos  Aires,  Setiembre  20  de  i  868. 

Vistos :  En  el  espediente  promovido  por  G.  Pequin,  Petit,  Lar- 
rocbe  y  C^,  fiador  de  Celestino  Monserrat,  y  este  y  Alberto 
Reynbold,  y  sobre  las  fianzas  otorgadas  por  dícbo  Pequin  y 
por  Lincb  y  Napp  y  C*,  resulta : 
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Que  las  casas  de  C.  Pequin,  Petit,  Larroche  y  C^  y  de  Líoch 
y  Napp  y  G^  otorgaron  el  dia  7  de  Diciembre  último,  fianzas 
de  cárcel  segura  y  de  juzgado  y  sentenciado,  los  primeros  á 
favor  de  Celestino  Monserrat  y  los  segundos  á  favor  de  Alberto 
Reynhold,  y  en  cuya  virtud  fueron  puestos  los  fiados  en 
libertad. 

Que  el  fiador  de  Monserrat  se  presenta  en  11  de  Julio  últi- 
mo solicitando  que  Monserrat  fuese  recibido  en  prisión ;  y 
que  restituidas  así  las  cosas  al  estado  que  tenían  al  tiempo,  en 
que  la  fianza  twé  otorgada,  se  ordenase  la  chancelación  de  la 
fianza. 

Que  Reynhold  y  Monserrat  se  presentaron  en  quince  del 
mismo  mes  solicitando  que  se  declarase  que  la  fianza  otorgada 
es  solo  de  cárcel  segura,  y  que  los  fiadores  no  tienen  respon- 
sabilidad una  vez  que  se  constituyen  en  prisión,  mediante  la 
cual  se  reponia  la  causa  al  estado  que  tenia  al  tiempo  áe  or- 
torgarse  la  üanza,  aduciendo  el  siguiente  fundamento,  á  saber : 

Que  solo  se  ofrecia  fianza  carcelera  y  q^  el  auto  en  que 
se  admitió,  haciéndola  ostensiva  á  la  de  juzgado  y  setenciado, 
es  nulo,  y  nulas  las  obligaciones  que  de  él  se  desprenden,  por 
las  siguientes  razones:  1^  haberse  pronunciado  en  dia  inhábil, 
el  7  de  Diciembre  que  se  halla  comprendido  en  las  vacaciones, 
sin  haberse  habilitado  previamente  el  feriado,  incurriéndose 
por  el  hecho  en  el  procedimiento  en  un  defecto  de  los  que 
por  espresa  disposición  de  derecho  anulan  la  actuaciones ;  2^, 
porque  el  auto  no  pudo  ser  notificado  al  defensor,  y  no  ser 
bastante  la  notificación  hecha  á  los  encausados,  ignorantes  del 
derecho,  desde  que  la  solicitud  *habia  sido  hecha  en  términos 
muy  distintos  de  los  que  fueron  admitidos  ponel  Juzgado. 

El  Procurador  Fiscal  contestando  á  ambas  solicitudes  pide 
que  no  sean  admitidas  por  las  siguientes  razones :  IS  respecto 
de  la  gestión  deducida  por  Pequin,  dice,  que  el  hecho  de  ha- 
berse constituido  Monserrat  voluntariamente  en  prisión  no 
basta  para  chancelar  la  fianza  de  juzgado  y  sentenciado,  que 
tiene  por  objeto  asegurar  el  resultado  del  juicio,  pagando  lo 
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que  por  sentencia  se  mandase  pagar:  que  los  fiadores  han 
cotitraido  dos  obligaciones  principales  relativas  á  fines  y  obje- 
tos diferentes,  y  no  puede  sostenerse  que  una  fianza  sea  sub- 
sidiaria de  ia  otra^  y  que  habiendo  sido  condenado  Monserrai 
al  pago  de  una  cantidad,  la  fianza  no  puede  chancelarse  mien^ 
tras  no  se  pague  lo  juzgado  y  sentenciado,  y  que  esta  obligación 
no  se  estingue  por  la  sola  voluntad  del  obligado. 

£n  cuanto  al  recurso  de  nulidad  deducido  por  Reynhold  y 
Monserrat  sostiene  en  primer  lugar,  que  no  tienen  personería 
legal  para  deducirle,  gestionando  derechos  que  en  todo  caso 
solo  corresponderían  ejercitar  á  los  fiadores,  y  en  segundo  lu- 
gar que  dicho  recurso  es  inadmisibles  por  haberse  deducido 
fuera  de  tiempo^  aisladamente  y  contra  un  auto  interlocutorio 
contraviniendo  á  lo  prescrito  en  el  art.  234  de  la  ley  de  pro- 
cedimientos, á  lo  que  se  agrega  por  otra  parte  no  ser  bastantes 
las  causas  alegadas,  porque  no  es  cierto  que  el  dia  siete  de 
Diciembre  sea  inhábil  y  menos  para  celebrar  contratos,  que  es 
lo  que  importan  las  fianzas,  ni  ser  necesaria  la  notificación 
al  defensor,  cuándo  fueron  notificados  los  procesados  y  sus 
fiadores  que  no  pueden  eicepionarse  con  la  ignorancia  del 
derecho,  por  no  ser  admisible  respecto  á  los  procesados,  ni 
á  los  fiadores. 

Y  considerando : 

í^  Que  es  un  principio  admitido  por  todas  las  legislaciones 
desde  los  tiempos  mas  antiguos,  admitir  la  escarcelacion  bajo 
fianza  que  asegure  la  presentación  del  procesado,  principio  que 
en  los  primitivos  tiempos  fué  estendido  hasta  los  delitos  mas 
graves,  como  lo  demuestra  Faustino  Helié  en  los  artículos  mise 
^n  liberté  sous  caution,  que  se  registran  en  el  tomo  19  de  la 
revista  de  Wolouski;  2^  que  aunque  dicho  principio  sufrió 
posteriormente  algunas  limitaciones,  siempre  ha  subsistido  en 
aquellos  casos  en  que  la  fianza  era  bastante  para  asegurar  el 
comparendo  del  reo  ante  el  Juez,  porque,  como  dice  un  ju- 
risconsulto Francés,  si  se  debe  velar  con  solicitud  y  por  el  bien 
de  la  sociedad,  en  q^ie  los  culpables,  no  pueden  escapar  á  la 
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pena^  no  se  debe  velar  con  menos  escrúpulo  en  que  un  ciuda^ 
daño  no  sea  privado  de  su  libertad  sino  cuando  no  se  le  puede 
dejar  su  uso  ^in  inconvenientes,  6  sin  peligro ;  S^  que  conse- 
cuente con  esto,  nuestra  legislación  y  la  práctica  de  los  Tribu- 
nales admite  la  escarcelacion  bajo  fianza  en  los  casos  en  que 
no  haya  de  imponerse  pena  corporal.  Ley  16,  tit.  l^',  P.  7^. — 
Tejedor,  Curso  de  Derecho  Criminal.  Parte  II,  Libro  3^,  til.  i^j 
Cap.  1^,  párrafo  378 — Yilanova  y  otros  autores. 

Que  la  fianza  generalmente  exijida  en  tales  casos  y  sin  per- 
Juicio  de  concurrir  alguna  vez  la  de  juzgado  y  sentenciado,  es 
la  de  cárcel  segura,  y  aun  la  simple  caución  juratoria,  cuando 
el  procesado  no  puede  prestar  aquella. 

4^  Que  con  arreglo  á  los  fundamentos  y  principios  espues- 
tos, las  fianzas  exigidas  á  Alberto  Reynhold  y  Celestino  Mon- 
serrata  deben  entenderse  exigidas  al  objeto  de  asegurarse  en 
cuanto  es  posible,  de  que  no  quedaría  ilusoria  la  pena-tine  en 
definitiva  se  impusiera  á  los  fiados. 

5^  Que  la  fianza  de  cárcel  segura,  acompañada  de  la  de  juz- 
gado y  sentenciado,  no  podia  por  consecuencia  tener  otro  fin 
y  objeto  que  el  de  impedir  que  el  juicio  quedara  ilusorio  y 
sin  reparación  de  los  perjuicios  sufridos  por  el  fisco,  lo  cual 
se  aseguraba  por  la  presentación  de  los  reos  y  el  pago  de  los 
perjuicios  referidos,  6  en  defecto  de  esta  por  el  pago  de  lo 
juzgado  y  sentenciado,  objetos  ambos  asegurados  por  la  fianza, 
pues  aunque  los  fiadores  no  tuviesen  bienes  con  que  pagar  la 
mulla,  la  sentencia  se  cumpliría  con  arreglo  al  art.  92  de  la 
ley  de  delitos  y  penas  contra  la  Nación,  según  el  que  la  multa 
se  convertirá  en  prisión  y  que  era  posible  no  asegurarlos  por 
la  sola  fianza  carcelera^  pues  es  claro  que  sustrayéndose  los 
reos  á  la  sentencia  por  la  fuga,  la  pena  que  se  impusiere  al 
fiador  podría  no  alcanzará  la  multa  á  que  han  sido  condena- 
dos, desde  que  la  fianza  se  efectuase  sin  participación  de.  los 
fiadores. 

&*  Que  el  fisco  no  queda  por  otra  parte  perjudicado  por  en- 
tenderse la  fianza  en  los  términos  espresados  mas  antes,  pues- 
to que  se  salva  la  acción  civil  que  la  compete  por  los  per- 
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juicios  que  se  le  ban  causado,  única  cosa  á  que  tiene  derecho; 
pues  la  sociedad  cuyos  intereses  comunes  representa^  no  tiene 
interés  en  crearse  una  fuente  de  recursos  en  ios  delitos  que  en 
su  seno  cometan,  sino  únicamente  en  que  no  queden  impunes. 

7®  Que  las  consideraciones  espuestas  solo  tienen  aplicación 
á  la  parte  penal,  pero  no  en  cuanto  á  la  civil^  comprendida 
también  en  la  sentencia,  respecto  á  la  cual  también  recayó  la 
fianza  de  juzgado  y  sentenciado,  y  debe  ser  considerada  como 
un  verdadero  contrato  que  solo  se  estingue  por  el  cumplimiento 
de  la  obligación,  que  aquel  impuso. 

Y  considerando  respecto  del  recurso  de  nulidad  deducido 
por  los  reos,  que  él  no  es  admisible  con  arreglo  á  la  ley  de 
procedimientos,  como  lo  ha  demostrado  el  procurador  fiscal, 
desde  que  no  recae  sobre  sentencia  definitiva,  ni  ha  sido  in- 
tentado dentro  del  término  que  la  ley  asigna.  Por  estos  funda- 
mentos y  sin  hacer  lugar  á  la  nulidad  deducida,  se  declara 
que  la  fianza  otorgada  por  el  fiador  de  Celestino  Monserrat  es 
de  cárcel  segqra^  subsistiendo  solo  la  de  juzgado  y  sentenciado, 
en  defecto  de  cumplirse  las  obligaciones  impuestas  por  aquellos, 
y  en  todo  caso  en  la  parte  que  afecta  á  los  derechos  de  adua- 
na.— Repónganse  los  sellos. 

Manuel  ZavaUla. 

El  procurador  fiscal  apeló  y  se  concedió  el  recurso. 

El  Sr.  Procurador  General  sostuvo  que  era  arbitraria  la  de- 
cisión del  Juez  de  Sección^  dividiendo  la  obligación  que  la  sen- 
'  tencia  condenatoria  impuso  á  Monserrat  de  pagar  una  multa,  y 
la  de  pagar  los  derechos  defraudados  á  la  aduana. 

Que  si  el  Juez  de  Sección  creia  que  después  de  constituí- 
dose  Monserrat  en  la  cárcel,  no  podia  subsistir  la  fianza  por 
haber  desaparecido  la  causa  del  contrato,  que  fué  su  libertad, 
BO  era  en  esa  forma  que  debia  resolverse  la  cuestión  legal.  ' 

Pequin,  Petit,  Laroche  y  G^  se  adhirieron  á  la  apelación, 
alegando  que  la  obligación  que  se  hablan  impuesto  era  de  pre- 
sentar al  reo  á  la  cárcel,  y  cumplida  aquella,  debia  chance- 
larse  la  fianza  por  completo. 
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Keynhold  y  Monserrat  se  adhirieron  también  á  la  apelación, 
diciendo  que  debia  declararse  nulo  el  auto  de  7  de  Diciembre. 

Espusieron  qae  despoes  de  la  sentencia  condenatoria  ofrecie- 
ron solo  la  fianza  carcelera,  y  el  Juzgado  la  hizo  ostensiva  á  lo 
juzgado  y  sentenciado  por  on  auto  dado  en  dia  inhábil,  y  no 
notificado  al  defensor,  que  habría  comprendido  su  alcance,  y 
reclamado  de  él. 

Qae  por  eso  fuera  de  la  fianza  carcelera,  lo  demás  fué  nulo. 

Conferido  traslado  al  Sr.  Procurador  General  contestó  que 
mientras  no  se  pagase  toda  la  deuda  de  los  fiados  no  debia 
chancelarse  la  fianza. 

Que  no  existia  hecho  alguno  de  los  que  la  ley  señala  como 
capaces  de  estinguir  la  fianza  sin  que  se  estinga  la  obligación 
principal. 

Que  habiendo  sido  puestos  Honserrat  y  Reynhold  en  libertad 
en  virtud  de  la  fianza  de  juzgado  y  sentenciado,  quedé  cum- 
plida la  causa  impulsiva  de  la  obligación,  y  no  podia  destruirse 
este  hecho  por  haber  vuelto  nuevamente  á  prisión,  mucho  mas 
después  de  pronunciada  la  sentencia  de  1^  Instancia,  y  de  haber 
llegado  el  caso  de  hacer  efectiva  la  fianza. 

Que  Monserrat  habia  estado  en  libertad,  y  en  aptitud  de  to- 
mar las  medidas  para  aparecer  insolvente,  sin  que  el  fiscal  hu- 
biese podido  vijilar  sus  pasos,  y  adoptar  los  medios  legales 
para  asegurar  el  resultado  de  sus  acciones,  en  la  confianza  de 
existir  fiador  por  él. 

Que  Reynhold  y  Monserrat  no  tenian  personería  para  dis- 
cutir la  validez  de  un  auto  y  de  una  oblijgacion,  que  afectaba 
solo  al  Ministerio  fiscal  y  á  los  fiadores. 


[Vulto  de  Ja  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  29  de  1868. 

yistos,  y  considerando  respecto  de  la  demanda  de  Reynold 
y  Monserrat  para  gue  se  declare  nulo  el  auto,  en  que  se  les 
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mandó  poner  en  libertad,  bajo  de  fianza,  que  ellos  no  pueden 
asumir  la  representación  de  sus  fiadores,  ni  son  parte  en  esta 
causa  en  que  se  trata  del  interés  de  los  que  lo  fueren  por 
Monserrat,  se  confirma  la  sentencia  apelada  en  la  parle  que  no 
hace  lugar  á  esa  demanda, — Considerando  respecto  de  la  de- 
manda de  los  señores  C.  Pequín,  Petit,  Laroche  y  Compañía 
para  que  se  mande  chanceiar  la  fianza  que  otorgaron  por  Mon- 
serrat;  primero  que  ba  sido  constante  práctica  y  jurisprudencia 
uniforme  de  los  tribunales  de  la  República,  fundada  en  las 
leyes  veinte  y  cuatro,  Ululo  diez  y  ocho.  Partida  tercera,  y  diez 
y  seis^  título  primero.  Partida  sétima,  y  en  los  principios  que 
garanten  la  libertad  de  las  personas,  que  en  los  casos  en  que 
al  acusado  criminalmente  no  se  le  deba  imponer  pena  corporal, 
se  le  escárcele  dando  fiador  que  se  obligue  á  presentarlo 
siempre  que  el  Juez  lo  pida,  ó  cuando  haya  de  ejecutarse  en  él 
la  sentencia:  segundo^  que  ha  sido  también  práctica  esten- 
derse la  multa  á  que  queda  obligado  el  fiador,  si  el  reo  no 
comparece  á  estar  á  derecho,  hasta  pagar  lo  juzgado  y  senten- 
ciado :  tercero^  que  esta  es  la  razón  porque  en  las  escrituras 
de  fianza  carcelera  aparecen  unidas  la  obligación  de  presentar 
el  reo,  y  la  de  pagar  lo  juzgado  y  sentenciado,  no  siendo  sino 
una  sola  caución,  cualesquiera  que  sean  los  términos  que  se 
empleen  en  la  redacción  del  instrumento,  en  el  cual,  para 
corroborar  este  concepto,  no  se  hace  en  este  caso  mención  de 
otra  multa :  cuarto^  que  entendida  esta  fianza  de  la  manera  que 
la  esplica  el  Minsterio  Fiscal,  adoieceria  de  un  vicio  dej^nuli-^ 
dad  insanable ;  pues  no  es  lícito  á  un  Juez  imponer  restric- 
ciones arbitrarias  á  la  libertad,  agravando  las  condiciones  exi- 
jidas  por  la  ley  para  la  soltura  de  los  presos,  á  quienes  el  artí- 
culo diez  y  ocho  de  la  Constitución  Nacional  prohibe  retener 
en  la  cárcel,  cuando  ella  deja  de  ser  un  medio  necesario  de 
seguridad :  quinto^  que  por  consiguiente,  bastando  la  fianza  car- 
celera para  asegurar  la  persona  de  un  procesado  por  delito  que 
no  merece  pena  corporal,  no  hay  facultad  en  el  Juez  para  eii- 
irle  ademas  la  de  pagar  lo  juzgado  y  sentenciado^  que  no  tiene 
objeto,  ni  causa  legal,  y  que  solo  en  rarísimos  casos  podrá  dar, 
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cuando  el  delito  que  se  le  imputa  sea  de  alguna  gravedad: 
sesto,  que  la  razón  que  alega  el  señor  Procuradoi'  General  para 
justificar  en  este  caso  la  doble  fianza,  no  es  admisible  :  pri- 
mero, porque  si  Monserrat  tiene  bienes,  el  Juez  ba  debido 
ponerlos  oportunamente  en  seguridad :  segundo,  porque  la 
fianza  no  se  ha  ofrecido,  ni  se  ha  ordenado  para  reparar  un 
descuido  que  baya  padecido  el  Juez,  y  tercero,  porque  no  es- 
tando incomunicado  en  la  cárcel  Monserrat,  tenia  los  medios 
de  hacer  la  ocultación  de  bienes  desde  ella ;  y  no  puede  por 
lo  tanto  establecerse  que  la  fianza  de  juzgado  y  sentenciado 
era  una  precaución  para  prevenir  un  fraude,  que  la  libertad 
de  Monserrat  lo  ponia  en  aptitud  de  ejecutar :  y  considerando 
últimamente,  que  los  fiadores  de  éste  lo  han  presentado  al 
Juez  de  la  causa,  con  lo  cual  han  satisfecho  cumplidamente  la 
obligación  que  contrajeron,  quedando  estinguida  la  fianza;  por 
estos  fundamentos,  y  por  los  concordantes  de  la  sentencia  apo- 
pada de  foja  veinte  y  cinco,  se  revoca  esta  solamente  en  la 
larte  que  declara  subsistente  la  fianza  otorgada  por  los  señores 
G.  Pequín,  Pettt,  Larocbe  y  Gompañía  en  lo  relativo  á  los  de- 
rechos que  Monserrat  debe  á  la  Aduana,  y  satisfechas  las  eos 
tas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse  para  que  se  mande 
chancelar  la  escritura  de  la  referida  fianza. 

Francisco  de  las  Garreras.  —  Salva- 
dor María  DEL  Garril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Garrasco. 
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CAUSA     CXXT. 


D.  Jorge  Stewart^  con  el  Ministerio  Fiscal^  sobre 

derechos  de  aduana. 


Sumario,  —  !<>  El  despacho  de  las  mercaderías  debe  hacerse 
con  arreglo  á  la  ley  y  tarifas  vigentes  en  la  época  del  despacho. 

2^  Esta  tiene  lugar  cuando  las  mercaderías  son  ó  pueden  ser 
introducidas  al  consumo. 

3®  Es  operación  indispensable  para  el  despacho  la  petición 
correspondiente  hecha  á  la  administración  de  rentas. 

i^  El  embargo  del  artículo,  ordenado  en  el  caso  dé  no  darse 
fianza  por  el  interesado  sobre  su  valor,  no  puede  considerarse  < 
como  impedimento  para  pedir  mi  despacho. 

5""  Aun  siendo  injusto  el  embargo  y  pedídose  el  despacho 
en  época  anterior,  la  ley  de  aduana  que  ordena  la  liquidación 
con  arreglo  á  las  leyes  y  tarifa^  vigentes  en  el  momento  de 
concedido  el  despacho,  no  puede  ser  violada. 

6^  En  este  caso  la  acción  que  corresponde  al  comerciante 
es  la  de  indemnización  de  los  daños  y  perjuicios  que  acredita 
haberle  sido  inferidos  por  la  demora. 

7<>  La  mora  en  el  pago  de  una  suma  debida,  importa  la  oh- 
ligación  de  pagar  intereses. 
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Caso.  —  D.  Jorge  Stewart,  se  presentó  en  6  de  Mayo  de 
1867  á  la  administración  de  Rentas,  pidiendo  el  despacho 
de  la  yerba  paraguaya  introducida  en  el  año  de  1865,  y  em- 
bargada por  resolución  del  P.  E.  Nacional  de  24  de  No- 
viembre de  1865,  cuyo  embargo  dio  lugar  á  la  causa  resuelta 
por  fallo  de  la  Suprema  Corte  de  30  Marzo  de  1867. 

La  administración  de  Rentas  aforó  la  yerba  al  precio  de  la 
tarifa  de  1867,  y  liquidó  los  derechos-  con  arreglo  á  la  ley  de 
aduana  de  la  misma  época. 

Stewart  solicitó  del  P.  E.  que  el  despacho  de  la  yerba  se 
hiciera  con  arreglo  á  la  tarifa  y  ley  de  1865,  alegando  que 
aquel  fué  pedido  en  1865,  y  si  no  se  consiguió  fué  por  ha- 
ber sido  injustamente  embargado  el  articulo. 

Se  pidió  informe  al  Administrador  de  Rentas^^  y  este  con- 
testó que  por  la  ley  el  aforo  de  las  mercaderías  debia  calcu- 
larse por  el  valor  que  tenian  al  tiempo  del  despacho ;  que  no 
era  exacto  que  Stewart  hubiese  presentado  permiso  de  despa- 
cho en  1865;  y  que  Stewart  pudo  obtener  el  despacho  en 
esa  época  con  dar  una  fianza,  coo^o  resultaba  del  acuerdo  de 
24  de  Noviembre  de  1865. 

Se  dio  vista  al  Sr.  Procurador  General,  quien  aconsejó  el 
rechazo  de  la  solicitud,  fundándose  en  que  el  aforo  debia  ha- 
i  cerse  j»egun  el  valor  de  las  mercaderías  al  tiempo  del  despacho, 
y  que  quejarse  de  esto,  como  «de  un  perjuicio,  era  considerar 
como  tal  el  aumento  de  valor  del  articulo,  cuyo  aumento  tri- 
plicó sus  ganancias. 

El  P.  E.  no  hizo  lugar  á  la  solicitud  de  Stewart,  pidien- 
do este  que  se  remitiese  la  cuestión  á  los  Tribunales  Nacio- 
nales. 

Se  hicieron  las  liquidaciones  con  arreglo  al  año  de  1865  y 
de  1867. 

Por  la  primera,  la  deuda  de  Stewart  era  de  10,888  íts.  10  c; 
y  por  la  segunda  de  33,694  fls.  13  c. 

Stewart  pagó  10,888  fts.  10  c,  y  por  el  resto  de  22,806  fts. 
03  c.  se  remitió  el  espediente  á  los  Tribunales  Nacionales. 
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Oidas  las  partes,  que  reprodujeron  lo  alegado  ante  el  P.  E. 
se  dictó  el  siguiente. 


Fallo  del  Jites  Seceional. 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  i  868. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  el  Procurador  Fiscal  contra 
don  Jorge  Stewart  por  cobro  de  derechos  á  la  introducción  de 
una  partida  de  yerba  paraguaya,  resulta : 

Que  D.  Jorge  Stewart,  en  6  Mayo  del  año  anterior,  ^e  pre- 
sentó á  la  administración  de  Rentas  de  esta  ciudad,  pidiendo 
el  despacho  de  los  manifiestos  de  yerba  paraguaya  espresados 
en  el  escrito  de  f.  1%  é  introducida  del  Paraguay  en  el  año  de 
1865;  que  dicha  yerba  fué  aforada  al  precio  de  la  tarifa  vigente 
en  1867  y  los  derechos  fueron  liquidados  con  arreglo  á  la  ley 
de  Aduana  vigente  en  la  época  del  despacho ;  que  en  9  de 
Mayo  de  1867,  occurió  Stewart  al  P.  E.  solicitando  que  el  des- 
pacho se  hiciere  con  arreglo  á  la  ley  y  tarifa  de  1865,  fundándose 
en  que  en  dicho  año  fué  introducida  la  yerba  y  pidió  su  despa- 
cho, el  que  si  no  se  efectuó,  fué  á  virtud  de  haber  sido  embar- 
gada, la  yerba  por  la  administración  de  Rentas,  embargo  que 
no  resultó  justificado  y  fué  mandado  levantar  por  la  Suprema 
Corte  de  Justicia ;  que,  manifestada  la  voluntad  de  despachar 
la  yerba  en  dicho  año  de  1865,- el  embargo  espresado  no  podia 
perjudicarle,  como  se  perjidicaría  si  se  le  sujetase  á  una  ley 
y  tarifa  mas  altas  que  la  de  1865  en  que  introdujo  la  yerba  y 
pidió  despacho  de  ella,  pues  de  lo  contrario  se  daria  efecto 
retroactivo  á  la  Ley  y  tarifa  de  1867,  aplicándoles  á  una  ope- 
ración que  quedó  paralizada  por  culpa  de  la  Aduana^  que 
injustificadamente  embargó  la  yerba. 

Pedido  informe  al  Administrador  de  Rentas^  este  funcionario 
lo  evacuó  de  f^  3  á  4,  manifestando  que  la  ley  de  Aduana 
vigente  en  1867  dispone  que  el  aforo  de  las  mercaderías  se 
calculará  por  su  valor  en  depósito  al  tiempo  del  despacho,  no 
siendo  oxaclo  que  cuando   se  embargó  la  yerba  con  arreglo 
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á  los  arUcolos  2  y  3  del  acuerdo  de  24  de  Noviembre  de  1865, 
hubiera  presentado  Stewart  permiso  de  despacho,  pues  lo  único 
que  constaba  délos  registros  de  la  contaduría;  era  habérsele 
detenido  una  copia  de  lactura  ó  depósito  por  yerba  introducida 
por  la  goleta  c  Carmelita,  i  y  presentada  en  18  de  Noviembre 
del  mismo  año,  todo  lo  cual  era  una  consecuencia  de  no  haber 
hecho  uso  del  medio  que,  para  precaverse  de  cualquier  per* 
juicio,  le  concedia  el  referido  acuerdo  de  dar  una  fianza  á  sa- 
tisfacción del  administrador,  mientras  se  sustanciaba  el  per- 
juicio, y  que  por  esta  omisión  se  había  colocado  de  hecho  en 
las  mismas  condiciones  que  aquellos  que  por  descuido  ó  por 
convenir  á  sus  intereses  no  aprovechaban  las  ventajas  de  las 
tarifas  mas  bajas  de  una  época  anteríor,  no  debiendo  por 
consiguiente  quedar  exento  de  la  prescripción  de  la  ley. 

Oidos  el  Sr.  Procurador  General  de  la  Suprema  Corte  y  el 
Procurador  del  Tesoro,  el  Gobierno  aceptó  por  resolución  el 
dictamen  del  primero,  aconsejando  no  hacer  lugar  lo  solicita- 
do por  Stewart,  fundándose  en  que  el  aforo  debe  hacerse  te- 
niendo en  consideración  el  valor  que  tienen  las  mercaderías 
al  tiempo  del  despacho,  lo  que  esplica  las  diferencias  de  las 
tarifas  de  1865  y  1867,  y  que  quejarse  Stev^art  del  aforo  de 
la  yerba  á  14  pesos  arroba  equivale  á  considerar  como  un  perjui- 
cio el  aumento  de  valor  de  su  artículo  cuyo  aumento  ha  triplica- 
do sus  ganancias,  agregando  que  los  hechos  espuestos  por  Ste- 
wart,  dado  el  caso  de  ser  ciertos,  cuando  mas  le  darían 
derechos  para  reclamar  perjuicios  si  los  hubiese  sufrído  por 
la  demora,  pero  de  ningún  modo  para  introducir  su  yerba  al 
consumo  pagando  un  derecho  de  seis  por  ciento  en  lugar  del 
que  establece  la  ley,  y  que  con  mayor  razón  no  puede  preten- 
der esto,  puesto  que  según  el  Administrador  de  Rentas  es 
falso  que  Stewart  hubiese  solicitado  el  despacho,  despacho 
que  por  otra  parte  habia  podido  obtener  mediante  el  otorga- 
miento de  la  correspondiente  fianza. 

No  conformándose  Stewart  con  la  resolución  del  P.  E.,  y 
previo  consentimiento  de  este,  abonó  la  cantidad  correspon- 
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diente  á  las  tarifas  de  1865^  dejándose  á  la  resolución  de  los 
Tribunales  el  decidir  si  estaba  ó  no  obligado  á  pagar  con  arreglo 
á  Ja  ley  y  tarifa  de  1867,  todo  lo  cual  resulta  del  escrito  de 
f.  8,  y  decretos  del  P.  E.  de  25  de  Abril  y  15  de  Mayo  del 
corriente  año. 

Partiendo  de  estos  antecedentes,  el  Procurador  Fiscal  en- 
tabla demanda  contra  Steivart  por  la  cantidad  de  22,806  pesos 
tres  centavos  fuertes,  diferencia  entre  lo  que  pagó  con  arreglo 
á  la  ley  y  tarifa  del  1865  á  lo  que  cobra  la  Aduana  en  virtud 
de  la  ley  de  tarifa  de  1867,  agregando  en  corroboración  que 
Stewart  babia  causado  voluntariamente  la  demora  *de  la  yerba^ 
negándose  á  declarar  á  quien  la  babia  comprado  y  dar  la 
fianza  para  el  despacho. 

El  demandado  reproduciendo  los  fundamentos  espuestos  ante 
el  P.  E.  y  que  según  él  demostraban  su  derecho  á  introducir 
la  yerba  con  arreglo  á  las  tarifas  de  1865,  agrega  que  al  intro- 
ducir la  yerba  babia  resuelto  una  especulación,  tomando  por 
base  el  derecho  y  aforo  de  una  época  determinada,  porque  sabia 
que  aquellas  disposiciones  podian  alterarse,  lo  que  lo  indujo 
á  pedir  el  despacho  entrando  en  sus  cálculos  no  la  venta  in- 
mediata del  artículo,  sino  el  conservarlo  en  vista  de  la  suba 
que  la  interrupción  del  comercio  con  el  Paraguay  produciría 
en  su  valor  y  que  si  el  despacho  se  aplazó  irregularmente,  ño 
hay  razón  para  someterlo  á  una  modificación  ulterior,  á  que 
él  no  quizo  subordinarse,  y  que  por  otra  parte  venia  á  des- 
truir especulaciones  legítimamente  emprendidas. 

T  considerando. 

^.  Que  es  un  principio  reconocido  tanto  por  la  demanda 
como  por  la  defensa,  que  el  despacho  de  las  mercaderías,  debe 
hacerse  con  arreglo  á  la  ley  y  tarifas  vigentes  en  la  época  del 
despacho,  esto  es  cuando  las  mercaderías  son  6  pueden  ser 
introducidas  al  consumo. 

2"  Que  la  excepción  que  el  demandado  pretende  establecer 
no  es  justificada,  al  menos  en  el  presente  caso :  I'',  porque 
no  hay  constancia  en  autos  ni  en  la  Contaduría  de  Aduana  de 
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que  Stewarl,  como  lo  ba  afirmado  repetidas  veces,  hubie- 
ra solicitado  en  1865  el  despacho  de  la  yerba,  y  la  omisión 
de  esta  operación  indispensable  para  el  despacho  es  imputable 
exclusivamente  al  dueño  de  las  mercaderías.  2^  Porque  la 
única  constancia  que  existe  en  la  Contaduría  de  Aduana  es  la 
de  haberse  detenido  á  Stewart  una  copia  de  factura  á  depósito 
por  yerba  introducida  por  la  goleta  «Carmelita!,  lo  que 
induce  la  presunción  de  que  el  introductor  no  pensaba  despa- 
charla en  aquella  época,  pues  dicha  copia  fué  presentada  al 
fin  de  1865  (18  de  Noviembre) :  3<>  Porque  aun  en  caso  de 
haberse  pedido  el  despacho  y  de  haberse  negado  por  el  Admi- 
nistrador de  Rentas,  dicho  embargo,  no  era  absoluto,  antes 
al  contrario  según  el  tenor  de  la  nota  de  dicho  Administrador 
á  f.  1^,  de  los  autos  relativos  al  embargo  y  del  art.  3^  del  acuer- 
do de  24  de  Noviembre  de  1865,  publicado  >n  fecha  25  del 
mismo  mes  en  la  Sección  oficial  del  diario  «La  Nación  Argen- 
tina»^  como  lo  acredita  el  certificado  del  actuario^  es  evidente 
que  Stewart  pudo  despachar  la  yerba  de  su  propiedad  otorgan- 
do la  fianza  á  que  dicho  acuerdo  se  refiere,  de  lo  que  se  de- 
duce que  no  la  despachó  por  hecho  personal,  sin  que  pueda 
alegar  por  otra  parte  que  no  estaba  obligado  á  otorgar  dicha 
fianza,  por  cuanto  el  Gobierno  pudo^  en  ejercicio  de  los  dere- 
chos del  beligerante,  sujeto  á  tales  precauciones  que  considere 
convenientes  el  despacho  de  mercaderías  procedentes  de  puertos 
enemigos,  sin  que  por  el  hecho  vulnerara  los  derechos  de 
Stewart,  como  de  cualquier  otro  á  quien  se  sometiese  á  dichas 
precauciones,  y  por  consecuencia  el  no  despacho  de  la  yerba 
es  un  hecho,  que  solo  es  imputable  al  demandado. 

Por  estos  fundamentos  fallo  que  debo  condenar  y  condeno 
á  don  Jorge  Stewart  al  pago  déla  cantitad  demandada.  Hágase 
saber  y  repóngase  los  sellos. 

Mamiel  Zavaleta. 

Stewart  apeló  de  la  sentencia  y  se  le  concedió  el  recurso 
libremente. 
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El  Procurador  Fiscal  pidió  aclaración  de  ella  por  no  haberse 
hecho  mención  de  los  intereses,  y  el  juez  ordenó  se  agregara 
la  petición,  por  haberse  concedido  ya  la  apelación. 

El  Procurador  Fiscal  apeló  entonces  respecto  de  este  punto, 
concediéndosele  el  recurso. 

Stewart  presentó  algunas  solicitudes  hechas  al  P.  E.  para 
probar  que  habia  pedido  el  despacho  de  la  yerba  en  1865,  y 
dijo,  al  espresar  agravios,  que  con  esta  prueba  quedaba  desva-^ 
nocido  el  fundamento  de  la  sentencia  apelada  de  no  haberse 
pedido  el  despacho  en  1865. 

Que  respecto  á  la  facultad  que  tuvo  de  evitar  el  embargo, 
¿1  no  la  conocia  porque  no  se  le  notificó  el  acuerdo  de  No- 
viembre de  1865,  y  no  podia  imponérsele  la  obligación  de 
conceder  una  fianza,  la  que  por  otra  parte  era  dificil  conseguir 
por  ser  de  consideración  la  cantitad  á  garantirse. 

Conferido  vista  al  Sr.  Procurador  General,  este  contestó 
que  debia  declararse  que  Stewart  estaba  obligado  á  pagar  los 
intereses^  por  haber  demorado  sin  razón  el  pago  de  su  deuda. 
Que  tratándose  de  los  derechos  que  deben  pagar  unas  mer- 
caderías introducidas  á  esta  plaza,  la  ley  que  rije  es  la  de 
aduana^  y  esta  manda  que  se  paguen  con  arreglo  á  las  leyes  y 
tarifa  vijentes  en  el  tiempo  del  despacho. 

Que  aunque  hubiera  Stev^art  pedido  el  despacho  en  1865, 
hubiera  sido  injusto  el  embargo,  y  de  eso  se  le  hubiesen  cau- 
sado perjuicios,  la  ley  de  aduana  no  podia  ser  violada. 

Que  en  este  caso  Stewart  podia  ejercer  la  acción  por  daños 
y  peijuicios. 

Que  sin  embargo  Stewart  huia  de  esta  forma  de  acción, 
quesería  la  única  legítima,  porque  el  embargo  fué  justo,  no 
estaba  probado  que  hubiese  pedido  el  despacho  en  1865^  la 
demora  en  el  despacho  no  provino  del  embargo  sino  de  no 
haber  querido  Stewart  dar  fianza  con  arreglo  á  las  ordenanzas 
y  al  acuerdo  de  24*  de  Noviembre  de  1865,  y  porque  la  demora 
lejos  de  causar  perjuicios  á  Stewart  habia  triplicado  sus  ga- 
nancias. 

T.  VI.  22 
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Fallo  •!«  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octobre  29  de  1868. 

yistos :  por  sus  fundamentos,  por  los  espuestos  en  esta  ins- 
tancia en  las  vistas  del  Señor  Procurador  General  y  con  arre- 
glo al  artículo  setecientos  y  siete  del  Código  de  Comercio, 
se  conGrma  el  auto  apelado  de  foja  treinta  y  cinco  con  costas, 
y  con  declaración  que  Stewart  debe  pagar  los  intereses  por 
la  suma  que  se  le  demanda,  desde  el  dia  de  la  interposición 
de  esta,  y  con  arreglo  á  la  tarifa  por  la  cual  cobra  el  Banco  de 
esta  Provincia  á  sus  deudores ;  y  satisfechas  las  costas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril.  — FRANasco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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€AUiA   t;^JíVI. 


Don  Cándido  Calvan  contra  don  Marcos  Costa^ 

por  düños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  No  hay  acción  posible  entre  el  flétame  y  fleta- 
dor de  un  baque,  si  no  se  acompaña  á  la  demanda  un  ejem- 
plar del  conocimiento. 


Caso.  —  Don  Cándido  Calvan  fletó  á  D.  Marcos  L.  Costa,  el 
buque  c  Marcos  l^j»,  para  conducir  al  puerto  de  Itapirú,  un 
cargamento  de  pasto  y  maiz. 

El  viaje  se  realizó,  y  el  Sr.  don  Enrique  Quintana,  consi- 
gnatario de  Calvan,  otorgó  el  siguiente  recibo :  c  He  recibido 
del  señor  Capilan  del  «Marcos  l^'»,  la  cantidad  deciento  dos 
fardos  pasto,  siendo  sesenta  y  uno  buenos,  veinte  y  cinco  mo* 
jados,  y  diez  y  seis  en  muy  mala  condición.  A  mas  nove- 
cientas dos  bolsas  maiz^  en  buen  estado,  veinte^y  una  rotas,  y 
setenta  y  tres  podridas.  —  Total  102  fardos  y  996  bolsas  maiz. 
Itapirú,  Diciembre  2i  de  1867.   Enrique  J.  Quintana,  i 

El  Procurador  Frugoni,  por  don  Cándido  Calvan,  dei^ues 
de  haber  seguido  un  juicio  por  la  vía  de  apremio,  en  que  fué 
condenado  á  pagar  el  flete  del  buque,  se  presentó  deman- 
dando al  capitán  para  que  fuera  coúdenado  á  pagar  los 
perjuicios  del  deterioro  que  ha  sufrido  la  carga,   con  sus  in- 
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tereses,  costas  y  costos,  y  al  efecto  pidió  que  se  nombraran 
arbitros  para  valuar  el  importe  de  aquellos. 

Corrido  traslado,  don  Antonio  Dodero  lo  evacuó  por  Costa 
diciendo :  que  se  le  quieren  hacer  cargos  completamente  in- 
Tundados,  que  sobre  el  pasto  mojado  debe  probar  Calvan  que 
la  mojadura  fué  por  culpa  del  buque  y  no  por  caso  fortuito, 
y  sobre  el  de  mala  condición,  que  ella  procedia  de  falta  del 
buque  7  no  de  vicio  propio  anterior  del  pasto.  Sobre  el  maíz 
dice  lo  mismo,  agregando  que  no  es  posible  que  maiz  de 
buena  calidad  se  pudra  en  seis  ó  siete  dias  de  navegación. 

Que  á  una  y  otra  cosa  son  aplicables  los  artículos  1246  del 
Código  de  Comercio  y  los  de  su  referencia ;  que  no  basta  de- 
cir que  el  pasto  y  maiz  llegaron  averiados  á  Itapirú,  que  ha 
debido  practicarse  un  reconocimiento  por  medio  de  peritos, 
con  presencia  de  los  mismos  efectos  y  dentro  de  los  términos 
que  el  Código  señala,  para  determinar  las  causas  de  la  avería 
sufrida,  y  poder  decidir  entonces^  si  ellas  eran  ó  no  á  cargo 
del  buque. 

Que  desde  que  Calvan  omitió  hacer  practicar  ese  reconoci- 
miento, ha  perdido  todo  derecho  para  exigir  nada  del  buque. 

Que^  según  los  artículos  1246  y  1247  del  Código  de  Comer- 
cio, solo  cuando  existen  todavía  los  objetos  averiados,  y 
cuando  no  ha  pasado  un  tiempo  bastante  á  producir  nuevas 
averías,  es  que  puede  determinarse  la  naturaleza  de  los  daños 
y  responsabili/«ar  á  quien  corresponda. 

En  seguida  el  Juzgado  puso  la  causa  á  prueba,  y  con  la  pro- 
ducida, pronunció  el  siguiente : 

Fallo  del  Juea  S^ceional. 

Buenos  Aires,  Agosto  27  de  1868. 

Y  vistos :  considerando ;  1<^,  que  don  Cándido  Calvan  de- 
manda á  don  Marcos  Costa  por  los  perjuicios  que  ha  sufrido 
en  la  carga,  consistente  en  fardos  de  pasto  y  en  maiz,  según 
lo  espresa  el  recibo  corriente  á  fojas  diez  y  seis,  que  es  el 
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mismo  con  qae  demandó  Costa  á  Calvan,  por  el  importe  de 
los  fletes,  los  que  le  fueron  abonados,  como  así  consta  del 
espediente  adjunto,  por  consiguiente,  que  ese  documento,  es 
aceptado  por  ambas  partes ;  2<»,  que  del  informe  de  foja  diez 
y  siete,  consta  que  el  consignatario  de  Calvan,  don  Enrique 
J.  Quintana,  por  carencia  de  autoridades  judiciales,  ocurrió  al 
Capitán  del  Puerto  de  Itapirú  el  dia  que  recibió  la  carga, 
transportada  en  el  c  Marcos  I""  i  para  examinar  el  estado  en 
que  se  encontraba,  bailándose  en  ella,  las  averfas  que  desi- 
gna el  citado  recibo  de  foja  diez  y  seis ;  3<>,  que  el  capitán  es 
responsable  por  esas  averías  después  de  recibir  la  carga  á 
bordo,  sin  observación  alguna  sobre  su  mal  estado ;  artículos 
169  y  1068  del  Código  de  Comercio ;  4<>,  que  el  capitán,  para 
salvar  su  responsabilidad,  tampoco  ha  procedido  con  arreglo 
al  art«  1246  del  Código  de  Comercio,  aceptando  un  recibo, 
con  el  que  ha  jeslionado  y  en  el  que  constan  las  averías ;  por 
estas  consideraciones :  fallo,  declarando,  que  el  demandado, 
don  Marcos  Costa^  es  responsable  por  los  daños  que  se  le 
demandan,  cuya  estimación  practicarán  peritos  arbitros,  que 
nombrarán  las  partes  dentro  de  tercero  dia,  los  que  se  suje- 
tarán^ para  su  cálculo,  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  1486  del 
Código  de  Comercio,  siendo  Isis  costas  á  cargo  del  demandado, 
y  repóngase  el  sello. 

Carlos  Eguia. 

Apelada  esta  sentencia  por  parte  del  capitán,   se  dictó  el 
siguiente. 

Falla  de  la  Suprema   Darte* 


Buenos  Aires,  Octubre  29  dé  4868. 

Vistos:  no  habiéndose  acompañado  á  la  demanda  uno  de 
los  ejemplares  del  conocimiento  original^  en  cuyo  caso  no  ha 
debido  admitirse  por  el  Juez^  en  cumplimiento  de   lo  pres- 
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criplo  en  el  arUcuIo  mil  doscientos  once  del  Código  de  Co* 
loercio,  dejase  sin  efecto  la  sentencia  de  fojas  veinte  y  seis, 
y  satisfechas  las  costas  devuélvanse,  reponiéndose  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. — José  Bar- 
ROS  Pazos.  — Benito  Carrasco. 


CAVSA  CSLmriI 


El  capitán  de  la  barca  tNicolinan  D.  J.  Augusto  Delmar 
contra  Despouy  y  C*,  sobre  fletes  y  estudias. 


Sumario.  —  !<>  El  término  para  contestar  la  espresion  de 
agravios  no  es  fatal,  sino  después  de  vencidas  las  24  horas 
que  debe  concederse  acusándose  rebeldía. 

^  En  la  contestación  á  la  espresion  de  agravios,  puede  in- 
terponerse la  adhesión  á  la  apelación,  dentro  de  las  24  hora? 
mencionadas. 

30  El  capitán  de  un  buque  cumple  con  hacer  su  entrega  á 
bordo,  y  no  responde  de  las  mermas  que  la  carga  sufre  en  las 
lauchas. 

4')  Los  dias  en  que  se  interrumpe  la  descarga  por  culpa  ó 
conveniencia  del  capitán,  y  en  que  el  trabajo  en  el  puerto  do 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  343 

es  permitido^  no  deben  considerarse  como  útiles  para  la  des- 
caiga. 

b^  El  dia  lunes  de  Pascua  se  cuenta  como  día  útil. 

6®  En  la  clasificación  de  dia  útiles  se  comprenden  solo  los 
días  íntegros,  y  no  los  que  son  de  trabajo  desde  las  doce  del 
dia,  como  el  sábado  santo. 

70  El  cobro  de  mayor  suma  de  la  que  resulta  debida,  jus- 
tifica la  resistencia  al  pago  de  aquella,  y  exime  de  los  inte  • 
reses. 

S^  La  capa  acordada  en  el  conocimiento,  y  objetada  por 
]a  contraparte,  por  razones  que  no  impiden  su  cobro^  debe 
ser  abonada  al  capitán. 

90  La  traducción  de  un  documento  aceptado  por  ambas  par- 
tes adquiere  un  carácter  probatorio  irrevocable. 

10  De  los  fallds  definitivos  de  la  Suprema  Corte  no  hay 
reclamo. 


Caso. — J.Augusto  Delmar  capitán  de  la  barca  Sueca  cNi- 
colina»,  demandó  á  los  Sres.  Despouy  y  C^  por  pago  de  fletes 
y  estadías  por  un  cargamento  de  sal  conducido  desde  el  puerto 
de  Cádiz  al  de  Buenos  Aires. 

El  demandante  espuso  que  con  arreglo  á  la  póliza  de  fleta- 
mentó  se  habia  convenido  en  el  flete  de  32  chelines  esterlinas 
por  tonelada  d%  20  qq.  ingleses,  en  el  término  de  25  dias  para 
la  descarga  y  iO  de  estadías  á  razón  de  6  £  por  dia. 

Dijo  que  se  le  debia  el  flete  por  4,005  fanegas  de  sal  des- 
cargadas, las  estadías  desde  á  razón  de  6  £  diarias,  y  á  razón 
de  20  £  diarias  después  de  los  diez  dias,  aseverando  que  las 
estadías  empezaron  el  once  de  Abril  de  1868  y  concluyeron  el 
23  de  Mayo  siguiente. 

Despouy  y  C^  contestaron  que  debían  los  fletes  solo  de  3,680 
fanegas,  que  íué  la  sal  entregada  por  el  capitán. 

Que  la  diferencia  entre  esta  cuenta  y  la  del  capitán,  pro- 
venia porque  dicho  capitán  quiso  medir  á  su  modo  la  sal,   lo 
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que  produjo  diGcuItades  para  la  descarga,  no  queriéndola  re- 
cibir los  lancheros  del  modo  como  se  media  por  aquel,  y  que 
desembarcada  en  tierra  la  sal,  fué  pesada  dando  el  jresuUado 
de  3,680  fanegas. 

Que  las  estadías  provinieron  de  la  culpa  del  capitán^  quien 
en  4  de  Abril  comunicó  que  se  quedaba  con  el  resto  de  la  sal 
para  lastre,  y  dio  aviso  para  descargar  el  resto  el  8  de  Abril 
(miércoles  santo),  por  lo  que  recien  el  lunes  13  pudo  mandarse 
una  lancba,  y  el  19  otra,  con  la  que  el  capitán  mandé  decir 
que  no  quedaba  mas  sal. 

Que  además  el  8  de  Mayo  se  suspendió  la  descarga  por  las 
dificultades  que  surgieron  entre  el  capitán  y  los  lancheros 
sobre  la  medida  de  la  sal. 

Que  las  estadías  cesan  desde  que  el  capitán  necesita  parte 
de  la  carga  para  lastre  del  buque,  y  por  consiguiente  cesaron 
el  4  de  Abril. 

Que  calculándose  el  término  en  que  debia  empezar  la  des- 
carga desde  28  de  Febrero  que  fue  él  en  que  se  abrió  el  re- 
gistro, aquel  no  habia  corrido  hasta  el  4  de  Abril,  descontán- 
dose los  dias  de  fiesta. 

Agregó  que  el  capitán  se  quedó  con  sal  para  resalar  tres 
mil  cueros,  y  resultando  después  que  no  tenia  necesidad  sino 
para  dos  mil,  hizo  depositar  veinte  y  tres  fanegas  de  sal  el  23 
de  Mayo  de  1868;  resultando  de  esto  que  no  podia  haber 
derecho  á  cobrar  estadías  por  la  sal  que  él  mismo  hizo  quedar 
á  bordo. 

Se  abrió  la  causa  á  prueba  que  Tersó  sobre  los  puntos  si- 
guientes : 

1<>  En  qué  día  empezó  la  descarga  de  sal  y  en  que  dia 
concluyó. 

2^»  Qué  cantidad  y  peso  de  este  articulo  condujo  la  lancha 
cargada  el  4  de  Abril. 

3^^  Si  el  capitán  no  permitió  que  la  sal  se  pesara  á  bordo 
por  los  recibidores. 

4»  Si  el  5  de  Abril,  domingo,  el  capitán  rehusó  entregar 
mas  sal,  y  si  en  19  del  mismo  entregó  á  la  lancha  «Librea» 
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una  caniidad  de  sal,  y  cual  era,  si  menor  de  la  que  podia 
cargar. 

5<>  Si  algano  ó  algunos  de  los  lancheros  rehusaron  recibir 
caiga,  6  si  el  capitán  rehusó  entregarla. 

Fallo  del  ^uea  Seceloiial. 

Buenas  Aires,  Setiembre  3  de  i  868. 

Y  vislos  los  presentes  autos  iniciados  por  don  i,  Augusto 
Delmar,  capitán  de  la  barca  Sueca  cNicolíuai,  contra  los  Sres. 
Despouy  y  C^  sobre  cobro  de  fletes  y  estadías,  por  un  carga- 
mento de  sal  conducido  á  este  puerto  del  de  Cádiz. 

Considerando.  —  1^  Que  respecto  al  flete,  el  demandado  no 
hace  obstáculo  en  abonar  lo  que  le  corresponda  al  demandante 
por  la  sal  desembarcada ;  observando  únicamente  que  solo  está 
obligado  al  pago  del  flete  de  3,680  y  i/2  fanega  (cuenta  de  foja 
46)  mientras  que,  el  demandante,  según  su  cuenta  de  f.  207, 
sostiene  que  son  4,005  fanegas,  y  que  este  mismo  resultado 
presenta  en  la  especificación  que  hace  de  las  papeletas  de  los 
lancheros  corrientes  á  fojas  210  vuelta  y  11,  conforme  con  el 
informe  de  la  Aduana  f.  123  vuelta ;  por  consiguiente,  que  el 
flete  adeudado  debe  ser  por  esta  cantidad  de  sal.  —  2o  Que 
respecto  de  las  estadías  resulta,  que  estas  deben  empezar  á 
correr  desde  el  siguiente  dia  que  el  buque  abre  su  registro  y 
descarga  (informe  de  t  143),  que  este  hecho  tuvo  lugar  el 
veinte  y  ocho  de  Febrero  último  (f.  118  vuelta),  es  decir,  que 
empezó  el  término  el  dia  29  de  Febrero ;  pero  que  ocurrieron 
dificultades  sobre  la  medida  de  la  sal,  promovidas  por  el  ca- 
pitán, que  no  quería  sujetarse  á  la  práctica  usual,  y  entregar 
el  cargamento,  por  medida ;  como  lo  habia  recibido,  la  des- 
carga fué  interrumpida,  mientras  se  arreglaba  esa  desavenen- 
cia, hasta  el  dia  ocho  de  Abril,  en  que  el  capitán  dá  su 
aviso  por  cscríto  (f.  147)  y  que  es  desde  entonces  que  debe 
contarse  el  tiempo  para  las  estadías  como  es  de  práctica.  — 
3""  Que  según  la  última  fecha  que  aparece  en  la  citada  especi- 
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ficacion  de  f.  21 1\  el  dia  18  de  Abril  víqo  á  tierra  la  lancha 
f Librea»  con  sal;  pues  la  de  23  de  Mayo  era  la  correspon- 
diente ai  capitán f  de  la  sal  que  dijo  necesitaba  para  resalar 
sus  cueros,  la  misma  que  por  orden  del  juzgado  Tino  á  depósito, 
á  petición  del  capitán ;  que  el  hecho  de  necesitar  de  esa  sal 
el  capitán,  afirmado  por  el  capitán  á  fojas  33  y  35,  no  se  ha 
contradicho  y  se  halla  comprobado  por  la  prueba  rendida  por 
este.  —  4°  Que  según  el  considerando  que  precede,  la  des- 
carga de  la  sal  se  ha  efectuado  dentro  del  término  de  25  dias, 
prefijado  en  la  póliza  de  fletamento,  cuya  traducción  corre  á 
f.  14;  por  estas  consideraciones;  fallo,  que  el  demandado 
debe  abonar  al  capitán  Del  mar,  dentro  del  tercero  dia  el  flete 
correspondiente  á  cuatro  mil  cinco  fanegas  de  sal,  al  precio 
estipulado  en  el  contrato  de  fletamento,  previa  liquidación  que 
practicará  el  actuario,  absolviéndolo  de  la  demanda  en  la 
parte  referente  á  estadías ;  y  definitivamente  así  lo  proveo,  de- 
biendo reponerse  los  sellos. 

Carlos  Eguúu 

El  capitán  Delmar  apeló  de  la  sentencia  en  la  parte  que  no 
hacia  lugar  al  cobro  de  estadías,  y  Despouy  en  la  que  lo  con* 
denaba  al  pago  de  flete. 

£1  capitán  Delmar  al  espresar  agravios  pidió  se  condenase 
á  Despouy  y  C^  á  pagar  las  estadías  pedidas,  y  también  al  im- 
porte de  la  ccapa»  que  s&  había  omitido  en  primera  instancia* 

Dijo  que  el  capitán  no  se  negó  á  medir  la  sal,  sino  á  me- 
dirla del  modo  que  querían  los  lancheros ;  y  que  tuvo  razón 
en  eso,  porque  midió  4,005  fanegas,  que  es  la  misma  que 
resulta  del  informe  de  las  oficinas  fiscales. 

Que  por  consiguiente  no  fué  por  culpa  del  capitán  que  tuvo 
lugar  la  primera  interrupción  de  la  descarga. 

Que  la  interrupción  única  que  debia  tenerse  en  cuenta 
era  la  del  5  al  8  de  Abril. 

Que  en  ese  dia  quedaban  á  bordo  407  fanegas  que  podian 
haberse  descargado  en  un  dia,  y  sin  embargo  Despouy  no 
mandó  por  ellas  sino  el  13  y  el  18  de  Abril,  dejando  todavía 
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en  el  buque  23  fanegas  que  fueron  desembarcadas  el  23  de 
Mayo. 

Que  no  se  habia  probado  que  esas  23  fanegas  habían  sido 
compradas  por  el  capitán,  y  per  consiguiente  ellas  pertenecían 
al  cargamento. 

Oue  el  término  de  la  descarga  empezó  el  29  de  Febrero, 
y  descontando  los  cuatro  domingos  del*  mes  de  Marzo  con- 
cluyó el  28  de  este  mes. 

Que  aun  suponiendo  cierta  y  admisible  la  suspensión  del 
término  desde  el  8  al  12  de  Marzo,  este  habia  concluido  el  2 
de  Abril,  y  desde  entonces,  excluyendo  la  interrupción  desde 
5  á  8  de  Abril,  se  debían  Ids  estadías  hasta  23  de  Mayo^  óisi 
se  quería,  hasta  18  de  Abril  á  razón  de  6  £  los  primeros 
diez,  días,  y  de  8  £  los  demás,  por  ser  este  su  valor^  según 
la  prueba  producida. 

Concluyó  diciendo  que  al  pago  de  flete  y  estadías  debía 
agregarse  él  de  la  capa  estipulada  en  el  conocimiento,  y  al 
cual  no  se  habia  opuesto  el  adversario. 

Se  coníiríd  traslado,  y  no  habiéndose  contestado  dentro  del 
término,  Delmar  acusó  rebeldía  pidiendo  si  diese  por  ejecu- 
cutoriada  la  sentencia  apelada  respecto  á  los  fletes,  y  por 
contestado  en  rebeldía  el  traslado  respecto  á  las  estadías. 

La  Suprema  Corte  intimó  se  contestara  el  traslado  dentro 
4Í0  24  horas. 

Despouy  dentro  de  este  término  presentó  escrito,  en  el  cual 
adhiriéndose  á  la  apelación,  contestó  qué  la  descarga  fué  in- 
terrumpida dos  Tecos,  una  por  haberse  el  capitán  negado  á 
medir  la  sal  con  la  medida  marcada  por  la  Municipalidad,  y 
otra  por  necesitar  la  sal  para  lastre  del  buque. 

Que  el  18  de  Abril  fué  el  último  día  de  la  descarga,  por 
haber  avisado  el  capitán  que  necesitaba  del  resto  de  la  sal 
para  resalar  cueros. 

Que  por  consiguiente  no  hubo  estadías,  según  se  establecía 
en  el  4:  considerando  de  la  sentencia  apelada. 

Que  de  la  capa  no  había  estipulación  en  el  contrato  de 
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flelamento,  y  no  se  habia  pedido  el  pago  en  el  escrito  de  de- 
manda. 

Que  cl  capitán  no  habia  probado  el  desambarque  de  4^005 
fanegas,  y  las  papeletas  giradas  por  el  capitán  quien  rebosó  la 
rendición  de  costumbre  no  podian  hacer  fé. 

tíuc  los  informes  de  la  aduana  al  respecto  no  eran  fehacien- 
tes, porque  constaba.que  dicha  oficina  se  contentó  con  veri- 
ficar la  medida  solo .  de  4  lanchas,  y  en  estas  mismas  encontró 
diferencias. 

•  Que  la  única  base  para  establecer  el  número  de  fanegas 
desembarcadas  la  constituía  el  romaneo  de  los  saladeristas  que 
da  el  número  de  3,680  fanegas. 

Que  las  interrupciones  provocadas  por  el  capricho  ó  la  con- 
veniencia del  capitán  ocasionaron  perjuicios  á  los  consigna- 
ríos,  y  era  justo  que  el  capitán  (uera  condenado  á  indemnizar- 
los, asi  como  que  fuera  condenado  en  las  costas. 

Conferido  traslado  de  la  adhesiva,  contestó  que  en  cuanto 
á  los  fletes  debia  darse  por  desierto  el  recurso  de  Despouy  y 
ejecutoriada  la  sentencia  de  1^  instancia,  y  en  cuanto  á  las 
estadías  debia  desglosai'se  el  escrito  en  traslado. 

Que  por  lo  demás  no  se  hablan  destruido  sus  argumentos, 
y  respecto  de  la  capa,  ese  derecho  no  habia  sido  desconocido 
por  el  adversario,  y  Delmar  lo  habia  incluido  siempre  en  sus 
cuentas. 

Que  en  cuanto  á  los  daños  y  perjuicios  no  se  habia  probado 
falta  alguna  del  capi^n,  y  y  habia  perjuicios,  era  el  capitán 
quien  los  habia  sufrido. 

Que  la  petición  de  costas  era  absurda,  porque  Despouy  habia 
perdido  ya  en  1*  instancia,  la  cuestión  en  una  parte  de  la  mis* 
n^a. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Octubre  31  de  i 868. 
Vistos^  y  considerando  que  cl  término  para  la  contestación 
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á  la  espresion  de  agravios,  y  por  consiguiente  para  la  adhesión 
al  recurso  de  apePacion,  que  por  el  articulo  doscientos  diez  y 
seis  de  la  ley  de  procedimientos^  se  permite  interponer  en  ese 
escrito,  no  es  fatal  sino  después  de  vencidas  las  veinte  y  cuatro 
horas  que  deben  concederse  siempre  que  se  despacha  una  re- 
beldía, según  el  artículo  doce  de  la.  misma  ley,  y  que  este  re- 
quisito no  se  ha  cumplido  en  el  presente  caso,  no  ha  lugar  al 
desglose  que  pide   el    capitán  del    escrito  de  foja  trescientos 
setenta  y  dos,  ni  á  la  declaración  de  haber  quedado  ejecutoriada 
la  parte  d^I  auto  apelado  que  favorece  á  Despouy  y  Compañía ; 
considerando  respecto  de  los  agravios  que  ambas  partes  alegan 
para  fundar  sus  recursos ;  Primero,  que  aunque  resulta  pro- 
bado que  las  lanchas  empleadas  en  la  descarga  de  la  barca 
cNicolina>  han  entregado  menor  cantidad  de  sai,  que  la  espre- 
sada  en  las  papeletas  firmadas  por  el  piloto,  la  diferencia  apa- 
rece haber  sido  de  poca  importancia,  según  el  informe  del 
Resguardo  de  Barracas,  que  corre  á  foja  ciento  cincuenta  y  cinco 
y  Despouy  y  Compañía  no  han  probado  que  esa  falta  excediera 
ia  merma  usual  de  que  no  debe  responder  el  capitán ;  porque 
espresamente  asi  se  declara  en  el  conocimiento  do  foja  ocho ; 
Segundo,  que  las  cuentas  de  los  saladeristas  interesados  en 
hacer  que  la  falta  resulte  de  mayor  consideración,  y  los  apun- 
tes del  guarda^    no  pueden  debilitar  el  valor  probatorio  de 
aquel  informe,  que  se  ha  dado  con  presencia  de  las  papeletas 
cumplidas,  y  se  encuentra  mas  conforme  con  los  recibos  de 
los  patrones  délas  lanchas;  Tercero,  que  estos  recibos  basta- 
rían para  descargo  del  capitán,  que  cumple  con  hacef  su  en- 
trega á  bordo,  y  no  responde  de  las  mermas  que  la  carga  sufra 
en  las  lanchas ;  Cuarto,  que  por  consiguiente  el  capitán  tiene 
acreditado  su  derecho  al  flete  correspondiente  á  las  cuatro  mil 
cinco  fanegas  de  sal,  que  recibió  para  conducir  á  este  puerto ; 
Quinto,  pero  considerando  respecto  á  las  estadías,  que  consta 
por  las  declaraciones  de  los  testigos  Silvestre  y  Cfaristophel, 
corroboradas  por  la  de  Plat,  presentado  por  el  mismo  capitán, 
que  los  lancheros,  después  de  los  primeros  viajes,  se  negaron 
á  volver  por  carga,  á  causa  de  que  aquel  no  quería  confor- 
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marse  con  el  uso  de  esta  plaza,  midiendo  la  sal  en  la  medida 
sellada  por  la  MuDÍcipalidad,   y  persistía  en'  continuar  con  la 
que  tenia  á  bordo,  y  de  la  cual  los  lancheros  desconfiaban, 
añadiendo  los  testigos  que  ellos  saben  esto,  porque  intervi- 
nieron como  arbitros,  sin  poder  arreglar  la  diferencia ;  Seslo^ 
que  esta  resistencia  injustificada  del  capitán  ocasionó  una  pri- 
mera suspensión  déla  descarga,  la  cual,  según  Despouy  y  Com- 
pañía, duró  desde  el  oclio  al*  doce  de  Marzo,  intervalo  que  no  es 
excesivo,  y  que  debe  aceptarse  por  no  existir  otro  dato  para  fijar- 
lo; Séptimo^  que  el  capitán  reconoce  que  el  cinco  de  Abril  tuvo 
lugar  otra  interrupción,  porque  él  necesitó  la  carga  para  las- 
tre á  la  cual  puso  término  por  su  carta  del  ocho,  que  se  rC' 
gislra  á  foja  ciento  cuarenta  y  siete ;  pero  que  siendo  dias  de 
fiesta  los  siguientes  hasta  el  trece,  la  suspensión  causada  por 
él,  en  beneficio  esclusivamente  suyo,  debió  correr  á  su  cargo 
todo  este  tiempo,  no  siéndole  licito  de  contar  como  útiles  los 
dias  en  que  el  trabajo  en  el  puerto  no  es  permitido ;  Ook^o^ 
que  aunque  Despouy  y  Compañía  pretenden  que  el  dia6  de  Abril 
concluyó  la  descarga  de  la  «Nicolina»,  consta  por  el  recibo  de 
foja  noventa  y  cuatro,  que  el  diez  y  ocho  la  lancha  cLibrea» 
lomó  á  su  bordo  doscientos  diez  fanegas  de  sal,  y  por  consi- 
guiente que  hasta  ese  dia  duró  la  descarga  ;   Noveno^  que  el 
capitán  compró  una  cantidad  de  sal,  que  él  dice  no  pasó  de 
setenta  fanegas,  y  que  Despouy  y  Compañia  sostienen  que  as* 
cendió  á  ochenta  y  tres  fanegas,  sin  que  haya  documento,  ó 
prueba  de  otro  género  que  dé  á  conocer  el  núm^ o  exacto ;  pero 
resulta  que  esta  última  cantidad  quedó  á  bordo  de  la  «Nieolinai 
después  del  diez  y  ocho,  no  habiendo  trasbordado  el  capitana  la 
«Libreáis  las  veinte  y  tres  fanegas  de  diferencia:  Décimo  ^  que 
este  hecho,  del  cual  no  se  dá  razón  que  lo  esplique  en  el  seatide 
de  las  pretensiones  del  capitán,  favorece  la  aserción  de  Despouy 
y  Compañía,  de  que  aquel  compró  las  ochenta  y  tres  üniegas 
para  salar  cueros  i  bordo,  y  que  sobrándole  las  veinte  y  tres 
porque  recibió  toda  la  carga  que  esperaba,  las  mand<i  á  tierra 
el  veinte  y  tres  de  Mayo ;  Undécimo^  que  de  todos  modos,  al 
capitán  debe  imputarse  la  retención  de  este  resto  de  carga,  ya 
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fuese  cierto  que  lo  hubiese  cotnprado,  ya  porque  no  lo  entregó 
el  diez  y  ocho  de  Abril,  y  en  este  dia  debe  darse  por  termina- 
da la  descarga  para  el  cobro  de  estadías ;  Duodécimo^  que  re- 
sulta de  estos  antecedentes  que  las  estadías  que  se  deben  al 
capitán  son  de  siete  días  á  razón  de  seis  libras  por  cada  uno ; 
porque  los  veinte  y  cinco  días  que  por  el  conocimiento  se  con- 
ceden para  la  descarga,  y  que  empezaron  á  correr  el  veinte  y 
nueve  de  Febrero  vencieron  el  tres  de  Abril,  descontándose 
diez  dias,  cuatro  por  la  interrupción  del  ocho  al  doce  de  Mar- 
zo^ y  seis  por  festivos ;  y  de  los  quince  hasta  el  diez  y  ocho 
en  que  terminó  la  descarga,  ocho  dias,  que  son  los  corridos 
desde  el  cinco  hasta  el  trece  de  Abril,  último  de  pascua  de 
ambos  preceptos;  Decimotercio^  que  habiendo  el  capitán  incluido 
los  fletes  y  las  estadías  en  únasela  cuenta,  y  siendo  la  suma  co- 
brada por  las  últimas  exorbitante,  ha  sido  justiGcada  la  resis- 
tencia que  se  ha  opuesto  á  la  demanda,  y  Despouy  y  Compañía, 
DO  deben  ser  condenados  al  pago  de  intereses ;  Sécimacuarto^ 
pero  que  estándole  acordada  al  capitán  en  el  conocimiento  la 
capa  de  costumbre,  y  no  habiéndose  deducido  contra  esta 
partida  de  su  cuenta  excepción  alguna  que  impida  su  cobro 
en  este  juicio,  ella  no  puede  ser  excluida  de  la  liquidación 
del  crédito  contra  Despouy  y  Compañía ;  por  estos  fnndamentos, 
se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  trescientos  veinte  y  cinco 
en  la  parte  que  absuelve  á  Despouy  y  Compañía  de  la  obliga- 
ción de  responder  por  las  estadías  que  ha  sufrido  la  barca 
cMicoliua»  en  este  puerto,  y  se  le  condena  á  pagar  las  corres* 
pondientes  á  siete  días  i  razón  de  seis  libras  cada  uno,  con 
la  eapa  de  costumbre,  confirmándose  dicho  auto  en  lo  demás 
que  dispone ;  y  satisfechas  las  costas  y  repuestos  lo  sellos 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 

La  parte  de  Delmar  pidió  que  se  rectificase  el  fallo,  res< 
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pecio  al  número  de  días  de  estadías,  pues  debían  contarse 
entre  ellos  el  sábado  santo^  y  el  lunes  de  pascua  que  no  son 
iesUvos. 

Fallo  de  ím  Suprenia  Caerte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1868. 

Habiéndose  incurrido  efectivamente  una  equivocación,  in- 
cluyendo entre  los  dias  festivos  el  lunes  de  pascua^  pero  no 
respecto  del  sábado  santo,  que  no  es  de  trabajo,  sino  desde 
las  doce  del  dia ;  que  por  consiguiente  no  ba  podido  contarse 
para  las  estadias  estipuladas  en  el  contrato,  de  fletamento, 
como  útil,  en  cuya  clasificación  solo  deben  comprenderse  los 
días  íntegros,  auméntase  uno  mas  á  los  siete  que  deben  abo- 
narse por  Despouy  y  Compañía. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 

La  parte  ^e  Despouy  pidió  también  se  rectificase  el  fallo  de 
31  de  Octubre,  respecto  de  la  capa^  diciendo  que  en  el  cono- 
cimiento^ donde  se  hacia  mención  de  la  capa,  antes  de  las 
palabras  <  primage  and  average  >  había  una  raya  trazada  sobre 
el  espacio  en  blanco  que  las  precede,  lo  que  significaba  que 
la  capa  no  se  había  estipulado ;  y  que  había  sido  un  error  de 
la  traducción  del  conocimiento  el  no  haberse  snprimido  en 
ella  la  mención  de  la  capa,  como  debió  haberse  hecho  en  vista 
de  la  raya  espresada. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  7  de  1868. 
No  habiendo  Despouy  y  Compañía  opuesto  reparo  alguno, 
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dorante  el  juicio,  á  la  traducción  det  conocimiento  de  foja 
ocho^,  no  obstante  que  el  capitán,  fundado  en  ella«  incluyó  en 
la  cuenta  de  su  crédito  la  capa  de  costumbre,  que  le  acordaba 
una  cláusula  espresa  y  no  testada  en  el  original ;  rehusando 
esta  partida,  no  porque  la  raya  trazada  sobre  el  espacio  en 
blanco,  que  precede  á  las  palabras  primage  and  average  signi- 
ficara una  negativa  de  esta  gratificación  ordinaria  de  los  capita- 
nes, sino  por  otras  razones  ;  y  manifestando  en  estos  hechos  su 
conformidad  con  la  traducción,  que,  por  la  aceptación  de  am- 
bas partes,  adquirió  un  carácter  probatorio  irrevocable ;  por 
estos  fundamentos,  y  por  ser  definitivo  al  auto  de  ioja  cuatro 
cientos  veinte  y  ocho,  no  ha  lugar  á  la  precedente  solicitud, 
con  costas. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Sal- 
DOR  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 


T.   VI. 
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CAVSA   VlLmVlII. 


Criminal^  contra  don  Santos  Funes,  po^*  complicidad 
en  los  •delitos  de  rebelión  y  sedición. 


Sumario.  —  1^  El  hecho  de  encabezar  uDa  suscrícion  para 
contener  una  tropa  provincial  sublevada,  que  no  presenta  sino 
el  aspecto  de  un  motín,  con  el  objeto  de  evitar  los  males 
consiguientes  á  un  saqueo,  no  es  un  acto  de  sedición,  en  el 
sentido  de  la  ley  de  1863. 

2^  No  pueden  llamarse  actos  de  sedición  las  resoluciones 
de  una  Legislatura  Provincial  en  que  se  autoriza  para  conti- 
nuar ejerciendo  el  Poder  Ejecutivo,  al  jefe  de  una  revolución 
local  hasta  qué  se  nombre  constitucionalmente  él  Gobernador 
de  la  Provincia. 

3^  No  es  tampoco  sedicioso  el  hecho  de  nombrar  una  legis- 
latura la  persona  que  debe  sostituir  al  Gobernador  surgido  de 
la  revolución,  cuando  este  anuncia  que  tiene  que  ausentarse  á 
objetos  ^e  seguridad. 


Co^o.  — En  27  de  Abril  del  año  1867,  el  Jefe  de  Policía 
de  Mendoza  denunció  ante  el  Juzgado  Nacional  de  esa  Pro- 
vincia, á  don  Santos  Funes,  por  haber  estado  de  acuerdo  con 
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los  revolucionarios  de  dicha  Provincia,  fundando  su  denuncia 
en  los  hechos  siguientes : 

i"*  Funes  habia  sido  Vice-presidente  de  la  Cámara  durante 
la  revolución. 

^  Abrió  una  suscripción  para  sostener  á  las  tropas  revolu- 
cionarias. 

3""  La  reunión  que  hubo  el  dia  de  la  revolución  y  en  la  que 
se  resolvió  nombrar  Gobernador  á  D.  Juan  Carlos  Rodríguez, 
puesto  que  este  aceptó,  pidiendo  una  cantidad  de  dinero  á  los 
ciudadanos  que  se  hallaban  presentes  para  pagar  las  tropas, 
fué  en  casa  de  Funes  quien  en  el  acto  le  ofreció  dinero  á 
Rodríguez. 

4''  Las  graves  sospechas  de  estar  de  acuerdo  con  los  revo- 
lucionarios, que  arrojan  el  hecho  de  haber  dado  un  baile  la 
misma  noche  del  motin,  y  las  simpatias]^que  manifestaba  pú- 
blicamente por  ellos,  burlándose  groseramente 'de  los  que  sos- 
tenian  el  Gobierno  legal. 

Llamado  á  declarar  don  Santos  Funes,  dijo  que  no  ha  tenido 
parte  alguna  en  la  revolución ;  que  fué  nombrado  Represen- 
tante pero  que  á  fin  de  evitar  todo  compromiso  se  marchó  ese 
mismo  dia  para  Buenos  Aires;  que  al  llegar  á  San  Luis  reci- 
bió orden  del  Gobernador  de  la  Provincia  para  regresar  á  Men- 
doza^ cuyo  incidente  puso  en  conocimiento  del  Comisionado 
Nacional. 

Que  dos  veces  concurrió  á  la  Legislatura ;  una  para  recibir 
á  los  Representantes,  y  otra  para  nombrar  Gobernador  dele- 
gado; que  reunidos  once  Representantes,  nombraron  á  don 
Isaac  Estrella  para  impedir  que  Carlos  Rodríguez  delegase  el 
Gobierno  en  algún  hombre  malo  como  pretendia  hacerlo  al 
estar  de  marcha  con  el  ejército  para  San  Juan  y  San  Luis. 

.  Contestando  á  la  pregunta,  si  ha  corrido  con  alguna  suscrip- 
ción para  sostener  las  tropas  revolucionarias,  dijo ;  que  el  dia 
de  la  revolución  fué  el  segundo  jefe  de  ella  Latapiat  á  su  casa 
donde  estaban  reunidos  varios  ciudadanos  y  les  dijo,  á  nom- 
bre del  prímer  jefe  Arias^  que  le  diesen  dinero  para  pagar  las 
tropas,  pues  si  no  lo  hacian,  los  dos  jefes  abandonarían  la 
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tropa  con  peligro  de  que  saquease  la  población,  porque  asi  lo 
pedia  y  los  jefes  no  podian  contenerla;  que  en  vista  de  esto, 
y  por  haber  recibido  una  nota  de  Arias,  en  que  comisionaba  á 
D.  José  María  Hoyos,  á  D.  Carlos  Yidelay  á  él,  para  recojer 
una  suscripción  voluntaria,  no  trepidaron  él  y  Hoyos  en  ha- 
cerlo á  fin  de  evitar  todos  los  males  que  traería  un  saqueo ; 
que  de  los  pocos  ciudadanos  que  encontró,  reunió  como  400 
y  tantos  pesos. 

Preguntado  por  qué  motivo  se  reunieron  en  su  casa  esos 
ciudadanos^  contestó^  que  creía  que  el  jefe  los  hizo  citará 
su  casa 

Que  no  recordaba  que  Rodríguez  hubiese  pedido  dinero  en 
su  casa,  y  que  no  es  cierto  que  él  se  lo  haya  ofrecido ;  que  el 
motivo  que  tuvo  para  dar  un  baile  fué  el  bautismo  de  un  chico; 
que  no  ha  manifestado  simpatías  por  los  revolucionaríos,  como 
lo  probaba  con  la  llevada  de  su  ganado  gordo  para  San  Juan, 
á  los  tres  días  de  estallada  la  revolución,  poniéndolo  al  am- 
paro de  las  autoridades  legales  de  aquella  Provincia ,  con  su 
marcha  para  esta  ciudad  y  con  una  escritura  pública  de  ena- 
jenación de  todo  su  ganado  que  hizo  simuladamente  á  favor  de 
D.  Antonio  Drizar  para  salvarlos  de  la  revolución  ;  que,  ade- 
más, lo  prueba  con  el  hecho  de  haber  facilitado  su  caballo 
y  montura  á  D.  Deoclecio  García  para  que  fuese  á  traer  al  jefe 
Nacional  Irrazabal  para  sofocar  la  revolución ;  que  no  habien- 
do podido  escapar  el  compromiso  por  habérsele  obligado  á  vol- 
ver desde  San  Luis,  concurrió  á  la  Sala  en  la  creencia  que 
prestaba  un  verdadero  servicio  al  país,  pues,  si  se  hubiese  ne- 
gado, habrian  sobrevenido  mayores  males  al  país,  y  él  perso- 
nalmente habría  sufrido  perjuicios  de  consideración ;  que  con 
su  concurrencia  á  la  Sala  nunca  tuvo  la  idea  de  incidir  en  un 
acto  malo  ó  criminal,  y  únicamente  lo  guió  para  ello  el  bien 
del  país. 

Se  dio  vista  al  Procurador  Fiscal,  quien  acusando,  dice:  El 
reo  está  confeso  de  haber  tomado  parte,  como  miembro  de  la 
Lejislatura  creada  por  los  rebeldes  en  el  nombramiento  que  se 
hizo  de  Gobernador  interino,  cuando  D.  Carlos  Juan  Rodríguez 
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se  disponía  á  llevar  á  cabo  \gi  invasión  sobre  San  Juan,  como 
consta  de  su  propia  declaración. 

Consta  además^  que  corrió  una  suscricibn  para  el  Gobierno 
rebelde,  habiendo  reunido  la  cantidad  de  400  0  fls. 

Estos  hechos  lo  constituyen  reo  de  rebelión  y  sedición,  y 
como  tal  lo  acuso  y  pido  se  le  imponga  la  pena  de  estraña- 
miento  por  diez  años,  y  además  una  multa  de  seis  mil  pesos  de 
los  que  se  destinarán  tres  á  la  Provincia  invadida. 

Corrido  traslado^  Funes  pidió  se  le  absolviera  de  las  acusa- 
ciones, declarándosele  libre  de  culpa  y  pena. 

Esplicando  lo  acaecido,  dice,  que  el  9  de  Noviembre  des- 
pués de  haberse  pronunciado  la  sublevación  del  Regimiento  de 
Policía,  habiendo  el  jefe  que  la  encabezaba,  hecho  saber  á 
varios  ciudadanos  que  se  hallaban  reunidos  en  su  casa,  que  no 
pudiendo  sostener  el  ímpetu  de  la  tropa  que  intentaba  entre- 
garse al  saqueo  de  la  población,  estaba  en  el  interés  de  los 
ciudadanos  facilitarle  los  recursos  necesarios  para  calmar  la 
avidez  de  la  soldadezca;  y  que  dicho  jefe  encargó  al  acusado 
y  á  dos  vecinos  mas,  levantar,  entre  el  comercio  y  los  ciuda- 
danos pudientes,  una  suscricion  con  cuyo  producido  pudiese 
evitarse  el  saqueo  que  amenazaba  y  que  habia  empezado  á 
efectuarse  en  la  casa  de  D.  José  M.  Videla ;  que  con  el  propósito 
^e  evitar  males  mayores,  aceptó  la  comisión  y  reunió  la  cantidad 
de  cuatro  cientos  pesos  entre  las  personas  reunidas. 

Que  después  que  la  revolución  hubo  dominado  todo  la  Pro- 
vincia, fué  electo  representante,  y  por  motivos  ajenos  á  su 
voluntad  se  encontró  en  Mendoza  cuando  se  hizo  necesario 
concurrir  á  la  reunión  que  tenia  por  objeto  nombrar  una  per- 
sona pacifica  y  conocida  que  se  encárgasele  mantener  el  or- 
den, ya  que  el  Gobernador  revolucionario  ofreció  á  algunos 
ciudadanos  que  leelijiesen  un  sucesor,  antes  que  él  á  su  partida, 
designase  alguno  de  sus  sayones  como  prometió  hacerlo. 

Que  estos  son  los  hechos  constantes  únicamente  de  su  con- 
fesión que  dede  ser  tomada  como  se  ha  hecho,  sin  admitir 
división  de  favorable  y  perjudicial. 

Que  la  reunión  de  los  Representantes  no  ha  sostenido  la 
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rebelión,  porque  no  adoptaron  medida  alguna  que  tendiese  á 
ese  fin,  y  el  único  acto  de  ella  es  la  emisión  de  un  voto  para 
el  nombramiento  de  una  persona  que  se  encargase  de  mante- 
ner un  orden  cualquiera,  no  puede  importar  un  auxilio  á  la 
sedición  que  habia  principiado  antes. 

Que,  por  otra  parte,  no  es  razonable  sostener  que  la  Legis- 
latura declarase  sometida  á  ella  al  ejército  rebelde,  porque 
esa  declaración  de  once  individuos  seria  impotente  ante  la  sol- 
dadezca  desenfrenada,  y  dueña  de  la  fuerza,  cuando  los  titu- 
lados Representantes  carecian  de  todo  prestijio  y  autoridad. 

Que  tampoco  el  n(»mbramíento  del  Gobernador  Estrella  he- 
cho por  ellos  ha  podido  facilitar  la  sedición,  porque  seria 
preciso  desconocer  la  actitud  que  habian  tomado  los  rebeldes 
para  suponer  por  un  momento  que  si  el  nombramiento  no  se 
hubiese  hecho,  habría  dejado  de  tener  lugar  la  invasión  á  las 
Provincias  de  San  Juan  y  San  Luis. 

En  seguida  esplica  y  comenta  los  hechos  de  su  ausencia  de 
de  la  Provincia  á  la  que  tuvo  que  volver  forzadamente ;  la 
traslación  de  sus  ganados  á  San  Juan,  y  el  contrato  simulado 
á  favor  de  don  Antonio  Drizar  Garfias,  en  que  le  traspasa 
todos  sus  ganados,  para  demostrar  que  no  simpatizaba  con 
los  revolucionarios,  agregando  que,  como  comerciante  que  es, 
está  en  sus  intereses  apoyar  siempre  el  partido  del  orden  y  de 
las  instituciones. 

Pasando  después  á  ocuparse  de  la  cuestión  de  derecho,  dice 
que  la  ley  de  Setiembre  del  63  no  ha  podido  invocarse  en  su 
caso,  porque  ella  no  ha  sido  promulgada  con  las  solemnidades 
debidas  para  llegar  á  conocimiento  de  todos,  y  para  que  obli- 
gueihsus  proscripciones. 

Que  cuando  fué  sancionada,  se  remitieron  al  Gobierno  de 
aquella  Provincia,  doce  ejemplares  que  se  repartieron  entre  los 
empicados,  pero  ella  no  fué  promulgada  como  es  de  costum- 
bre en  el  periódico  oficial  ó  por  medio  de  un  bando. 

Que  por  falta  de  promulgación,  ella  ha  venido  recien  á  ser 
conocida  después  del  sometimiento  de  la  rebelión ;  y  su  apli- 
cación vendría  á  ser  ostensiblemente  inconstitucional,  porque, 
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según  un  precepto  claro  del  Código  fandamenlal,  nadie  puede 
ser  penado  sin  juicio. previo  fundado  en  ley  anleríor  at  hecho 
del  proceso. 

.Que  aun  en  el  supuesto  que  la  ley  hubiera  sido  promulgada^ 
no  puede  aplicarse  como  lo  pide  el  Procurador  Fiscal,  porque 
la  ley  habla  de  los  que  induciendo  ó  determiuando  á  los  re- 
beldes, hubieran  promovido  ó  sostuvieren  la  rebelión,  y  como 
por  los  hechos  del  proceso  él  no  ha  inducido,  ni  determinado 
á  los  rebeldes,  ni  tampoco  ha  sido  cabecilla  de  ellos  no  se 
encuentra  comprendido  entre  aquellos  para  quienes  designa 
una  pena  en  el  primer  extremo  de  la  frase ;  que  tampoco  se 
encuentra  comprendido  en  el  segundo,  porque  él  se  refiere  á 
las  mismas  personas  que  se  determinan  en  el  primero. 

Que  encontrándose  los  hechos  de  su  causa  fuera  del  alcance 
de  la  prescripción  de  la  ley  nacional  sobre  sedición  y  re- 
belión, claro  es  que  no  son  delitos,  porque  así  como  nadie 
está  obligado  á  obedecer  lo  que  la  ley  no  manda,  asi  también 
nadie  puede  ser  penado  por  hacer  lo  que  ella  no  prohibe. 

En  este  estado,  se  puso  la  causa  á  prueba  con  todos  cargos 
por  doce  dias  comunes. 

Prueba  prodiicida  par  el  Procurador  Fiscal. 

Consiste  esta: 

1^  En  la  copia  certificada  de  las  actas  levantadas  en  las  se- 
siones de  la  Lejislatura  á  que  concurrió  Funes.  En  la  se- 
sión del  9  de  Diciembre  se  resolvió  nombrar  Presidente  de 
la  Lejislatura  á  D.  Domingo  Bombal ;  primer  Yice  Presidente 
á  D.  Santos  Funes;  2^  al  Dr.  D.  Saturnino  P.  de  la  Reta;  y 
Secretario  á  D.  Lisandro  Aguirre.  Acordaron  también  que  el 
Gobierno  provisorio  de  la  Provincia,  señalase  el  día  y  hora 
de  la  instalación  solemne  de  la  Sala  de  R.R.  ;  á  cuyo  efec- 
to se  ordenó  comunicarle  ese  acto  y  disposición.  En  la  sesión 
estraordinaria  del  29  de  Diciembre  se  nombró  una  comisión  de 
dos  Diputados  para  recibir  al  Gobernador  Provisorio  quien  se 
presentó  acompañado  del  Secretario  del  despacho  y  dio  lec- 
tura de  un  mensaje  en  que  se  detallaban  y  comprobaban  por 
diferentes  piezas  oficiales,  todos  los  incidentes  ocurridos  des- 
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de  el  9  de  Noviembre  en  que  estalló  la  revolución ;  concia- 
yendo  por  depositar  el  mando  en  la  Lejislatura  para  que  elijiese 
el  ciudadano  que  debia  reemplazarlo.  Se  resolvió  diríjirse  al 
Gobierno  provisorio  facultándolo  para  continuar  ejerciendo  las 
funciones  del  P.  E.  hasta  tanto  que  el  Cuerpo  Lejislativo  reu- 
nido en  mayor  número,  nombrase  el  Gobernadpr  interino  que 
debia  reemplazarlo. 

En  la  sesión  estraordinaria  del  28  de  Diciembre*  se  recibió 
juramento  á  D.  Carlos  Juan  Rodríguez  nombrado  Gobernador 
provisorio  de  la  Provincia.  Se  leyó  una  nota  de  Rodríguez 
pidiendo  permiso  á  la  Lejislatura  para  delegar  el  mando  por 
tener  que  ausentarse  fuera  de  la  Provincia  á  objetos  de  segu- 
ridad. La  Cámara  resolvió  que  era  de  su  atribución  el  nombra- 
miento de  Gobernador  propietario  ó  interino,  y  nombró  en 
seguida,  á  D.  José  María  Hoyos,  quien  renunció  en  el  acto. 
En  ese  mismo  dia  se  nombró  á  D.  Isaac  Estrella,  quien  en  el 
acto  prestó  juramento,  y  se  recibió  del  mando . 

Prueba  de  D.  Santos  Funes. 

1*  Un  interrogatorio. 

D.  Laureano  Dias,  declara,  que  conoce  á  Funes  y  que  es 
cierto  que  el  dia  de  la  revolución  ó  al  siguiente  contribuyó  á 
una  suscrícion  voluntaria  que  Funes  y  Hoyos  corrieron  para 
impedir  un  saqueo  con  que  amenazaba  la  tropa  amotinada;  pero 
advierte  que  no  recuerda  si  se  le  presentó  un  oficio  del  Gobierno 
revolucionario  ó  una  lista ;  que  contribuyó  con  30  g. 

D.  Lucas  Nuñez,  declara  lo  mismo  que  Días,  pero  sin  desig- 
nar la  cantidad  con  que  contribuyó. 

D.  Elias  Villanueva,  declara  ;que  estando  en  casa  del  señor 
Torres  con  otros,  momentos  después  del  combate  de  Lujan, 
el  Sr.  Funes  dijo  que  había  estado  con  D.  Pedro  Vinas  quien 
le  babia  encargado  recojer  dinero  para  pagar  los  soldados,  y 
que  le  pidió  Funes  al  declarante  para  darle,  porque  él  no  lo 
tenia ;  que  le  dio  20  8  y  que  Funes  le  preguntó  por  cuenta 
de  quien  los  daba  y  le  hizo  entender  al  declarante  que  habia 
necesidad  de  pagar  las  tropas  para  evitar  desórdenes. 
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D.  Lacas  Villanueva,  declara  que  contribuyó  á  la  suscrí- 
cion,  porque  los  que  corrían  con  ella  decian  que  la  tropa 
estaba  amotinada. 

El  Administrador  de  Rentas  Nacionales,  D.  Nicolás  Villa- 
Doevá,  informa  que  con  la  esperanza  de  que  la  soldadezca  se 
disolviese,  se  suscribió  con  25j^  que  entregó  á  Funes. 

D.  Augusto  Segovia,  militar,  informa,  que  hallándose  alo- 
jado en  el  Hotel  en  que  paran  las  mensajerías  en  San  Luis, 
llegó  la  de  Mendoza  en  que  venia  D.  Santos  Funes;  que  ese  mis- 
mo día  supo  extrajudicialmente  que  el  Gobierno  de  aquella 
Provincia  había  puesto  preso  incomunicado  á  Funes,  y  al  día 
siguiente  lo  vio  marchar  en  la  mensajería  para  Mendoza. 

El  Fiscal  D.  Pedro  Ignacio  Anzorena  informa  que,  encon- 
trándose en  Santa  Rosa,  cuando  Funes  pasaba  en  la  mensa- 
jería para  San  Luis,  á  donde  le  dijo  que  iba  por  llamado  de 
su  cuñado  D.  José  Cordón,  tomó  asiento  en  la  misma :  cuan- 
do llegaron  á  San  Luis  recibieron  del  mismo  Cordón,  Gefe 
de  Policía,  orden  del  Gobernador  para  que  se  volvieran  inme- 
diatamente á  Mendoza ;  que  por  empeños  consiguió  el  infor- 
mante quedar  en  San  Luis,  y  Funes  volvió  á  Mendoza  hablen, 
do  dormido  esa  noche  con  sentinela  de  vista ;  que  no  sabe 
si  Funes  tenia  ó  no  la  mira  de  pasar  á  esta  ciudad. 

2^  Otro  interrogatorio. 

D.  N.  Moyano,  declara,  que  habiendo  ido  á  la  Policía  por 
asuntos  pailiculares  durante  la  revolución,  Rodrignez  le  pre- 
guntó á  un  oficial  que  si  se  habianreunido  los  Represen- 
tantes y  le  contestó  que  no ;  entonces  le  dijo  é\  que  bueno 
estaba,  que  si  no  se  reunían  les  pondrían  á  Santos  Valor 
de  Gobernador. 

D.  Fernando  Bourgued,  declara,  que  es  cierto  que  el  9  de 
Diciembre,  dia  en  que  se  hacían  las  elecciones.  Funes  salió 
en  la  mensajería  para  el  litoral. 

3<>  Otro  interrogatorio. 

Don  Fernando  Raffo,  declara  que  estando  en  la  casa  de  negocio 
de  don  Fernando  Bourgued,  el  segundo  ó  tercer  día  de  la 
revolución,  llegó  D.  Santos  Funesy  dijo  ;  que  acababa  de  de- 
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cirle  Arias  en  la  plaza  que  si  antesde  las  doce  no  le  entregaban 
una  cantidad  de  dinero,  habia  de  largar  la  tropa  á  saquear  el 
pueblo ;  que  entonces  el  declarante  consultando  con  algunos 
otros  señores  que  estaban  allí,  calcularon  que  era  mejor  darle 
algo,  porque  no  sucedieseel  saqueo,  que  pidió  prestados  21  0 
á  Bourgued  y  se  los  dio  á  Funes. 

D.  Nicanor  Fernandes,  declara  que  es  cierto  que  contribuyó 
á  la  suscricion  voluntaria  que  ios  ministros  de  Carlos  Juan 
Rodríguez  encomendaron  á  Funes,  con  el  propósito  único  de 
salvar  el  pueblo  del  saqueo  con  que  amenazaba  la  tropa  amoti- 
nada, habiendo  principiado  ya  á  realizarlo  en  la  tienda  de 
D.  José  Haría  Videla. 

D.  Juan  Agustin  litaza,  declara  que  es  cierto  que  contribu- 
yó á  la  suscricion  por  la  razón  dicha^  pero  no  sabe  si  se  habia 
realizado  el  saqueo  en  la  tienda  de  Yidela. 

D.  Pedro  Alvarez,  declara  que  contribuyó  á  la  suscricion 
por  la  razón  mencionada. 

D.  Gerónimo  Parody,  declara  que  D.  José  María  Hoyos  fué 
á  su  casa  y  vio  á  su  hermano  quien  contribuyó  por  evitar  el 
saqueo  que  amenazaban. 

Ap  Otro  interrogatorio. 

D.  Lisandro  Calderón,  declara,  que  eu  los  primeros  dias  del 
motin^  rompió  la  tropa  amotinada  las  puertas  de  la  casa  de 
negocio  de  D.  José  Haría  Yidela,  y  saquearon  mercaderías 
y  alguna  ropa  hecha. 

D.  Octavio  García  declara  lo  mismo. 

« 

5o  Una  carta  del  General  D.  Wenceslao  Paunero  en  que  i 
solicitud  de  Funes  declara  que  es  cierto  que  recibió  una  car- 
ta en  que  Funes  puso  en  su  conocimiento  que  el  Gobierno  de 
San  Luis  lo  habia  hecho  volver  á  la  fuerza  al  alejarse  de  la 
Provincia  de  Hendoza  para  Buenos  Aires^  para  evitar  compro- 
misos y  sacrificios  de  todo  género. 

Un  informe  de  D.  Franklin  Yillanueva,  en  el  que  dice  que 
el  9  de  Noviembre  y  cuando  los  que  no^  tenían  idea  de  que 
se  trataba  de  una  revolución  que  entrañaba  una  verdadera  se- 
dición y  rebelión  contra  la  Autoridad  Nacional,  se  hallaban  ba- 
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jo  el  aterrador  aparato  de  un  levantamieato  de  presidarios  que 
babian  iniciado  sus  operaciones  por  el  quebrantamiento  de  la 
puerta  de  calle  del  Yice-Cónsul  Francés^  y  el  robo  á  mano 
armada  becbo  á  D.  Carlos  Videla,  se  presentaron  en  su  casa 
los  Sres.  D.  Santos  Funes  y  D.  José  Haría  Hoyos,  diciéndose 
comihionados  de  los  que  dijeron,  babian  asumido  el  mando 
ó  dirección  de  los  presidarios  y  de  los  gendarmes  de  Policía 
sublevados,  solicitando  una  suscripción  para  dar  de  comer  á 
los  amotinados  que  basta  esa  bora  (cuatro  de  la  tarde  poco 
masó  menos)  estaban  sin  bacerlo,  á  fin  de  contenerlosy  evitar 
que  se  lanzaran  al  robo  y  al  saqueo,  como  ya  lo  babian  becbo; 
que  en  vista  de  la  posición  social  de  los  Comisionados,  á  quie- 
nes supuso  bien  enterados  de  la  verdad  de  lo  que  decian, 
con  especial  el  Sr.  Funes,  en  cuya  casa  babia  visto  á  D.  Car  • 
los  Juan  Rodríguez  en  esa  misma  mañana,  no  trepidó  en  con- 
tribuir al  propósito  manifestado,  sintiendo  no  poder  en  esas 
circunstancias  bacerlo  en  mayor  escala. 


V«ll«  del  JTiiex  Se««i«««l. 

Mendoza,  Junio  22  de  1868. 

Vista  esta  causa  seguida  contra  D.  Santos  Funes  por  sedi- 
ción y  rebelión,  de  lo  que  resulta  por  confesión  del  mismo, 
que  durante  la  revolución  del  9  de  Noviembre  de  1866,  aceptó 
y  ejerció  el  cargo  dé  Representante  y  concurrió  dos  veces  á 
la  Sala,  una  para  recibir  á  los  Representantes  y  otra  para  nom* 
brar  Gobernador  delegado,  babié.ndose  reunido  once  represen- 
tantes quien  acordaron  nombrar  Gobernador  á  D.  Isaac  Es- 
trella, para  impedir  que  Cáríos  Rodríguez  delegase  el  gobierno 
en  algún  bombre  malo,  como  pretendió  bacerlo  al  estar  de  mar- 
cba  para  San  Juan  y  San  Luis;  que,  para  cortar  todo  compromiso 
ó  responsabilidad,  se  fué  el  mismo  dia  de  las  elecciones  para 
Buenos  Aires ;  pero  que  al  llegar  á  San  Luis  recibió  orden  del 
Gobierno  de  la  Provincia  para  á  regresar  á  Mendoza^  cuyo  in- 
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cidente  puso  en  conocimiento  del  Comisionado  Nacional,  por 
cuyas  circunstancias  y  por  temor  de  que  le  perjudicasen  en 
sus  intereses,  no  pudo  evadirse  del  nombramiento;  que  si 
concurrió  á  la  Sala,  fué  únicamente  por  hacer  un  servicio  al 
país,  sin  tener  la  menor  intención  de  comprometerse  como 
rebelde  ni  por  simpatías  á  la  revolución,  y  que,  cuando  como 
representante  autofizó  á  D.  Carlos  Juan  Rodríguez  para  que 
siguiese  de  Gobernador  provisorio,  fué  una  mera  fórmula, 
pues  que  aunque  la  Lejislatura  hubiese  aceptado  el  poder  que 
Rodríguez  habia  depositado  en  ella,  no  se  había  desprendido  de 
él,  mayormente  desde  que  ya  habia  puesto  enmarcha  un  ejér- 
cito para  San  Juan  y  otro  para  San  Luis,  sin  conocimiento  de 
la  Cámara,  que  no  queriendo  nadie  ser  Gobernador^  el  pro- 
cesado como  todos  los  demás  Representantes,  opinó  que 
siguiese  Rodríguez^  sin  creer  comprometerse,  porque  esta  de- 
cisión fué  autorizada,  por  solo  once  Representantes  que  por 
la  ley  no  formaban  Sala. 

De  la  prueba  rendida  resulta  por  la  deposición  de  los  testi- 
gos don  Laureano  Diaz  y  don  Lucas  Nuñez,  que  el  día  de  la 
revolución  ó  al  siguien|^  contribuyeron  á  una  suscricion  vo- 
luntaria corrida  por  el  procesado  y  D.  José  María  Hoyos,  para 
impedir  un  saqueo  que  amenazaba  la  tropa  amotinada.  El  testigo 
D.  Elias  Yillanueva  agrega^  que  eso  sucedía  momento  después 
del  combate  de  Lujan,  y  por  encargo  de  don  Pedro  Viñas  para 
pagar  los  soldados  á  fin  de  evitar  desórdenes.  £1  testigo  don 
Luciano  Villanueva  afirmando  lo  mismo  que  los  do^  primeros, 
agrega^  que  los  que] corrían  con  la  suscricion  decían  que  la  tropa 
estaba  amotinada.  El  Administrador  de  Rentas  Nacionales  de 
la  Provincia  D.  Nicolás  Yillanueva  informa,  que  el  mismo  día 
de  la  insurrección,  sino  está  trascordado,  se  presentó  en  su 
casa  el  procesado  con  D.  José  María  Hoyos,  en  solicitud  de 
que  se  suscribiera  para  socorrer  á  los  insurrectos,  á  fin  de  evitar 
el  saqueo  á  que  estaban  resueltos,  según  se  anunciaba,  lo  que 
no  era  estraño  en  un  motín  de  soldados  unidos  á  los  presos 
de  la  cárcel,  y  creyó  que  dándole  lo  que  deseaban,  solo 
tratarían  de  ponerse  en  salvo,  y  se  libraría  el  pueblo  de  los 
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desórdenes  que  le  amenazaban ;  pero  que  poco  después,  lejos 
de  disolverse  los  amotinados  fueron  apoyados  y  dirigidos  por 
muchísimos  individuos  de  clase  superior  á  la  suya,  y  entonces 
en  lugar  de  conjurarse  los  desórdenes  se  perpetraron  mayores 
atentados  contra  las  personas  y  fós  propiedades.  El  actual  Juez 
interino  de  Sección  siendo  miembro  del  Superior  Tribunal  de 
la  Provincia,  informa  que  en  la  tarde  del  9  de  Noviembre,  sin 
recordar  con  precisión  la  fecha  citada,  y  cuando  los  que  no 
tenian  idea  de  que  se  trataba  de  una  revolución  que  entrañaba 
una  verdadera  sedición  y  rebelión  contra  la  autoridad  nacional, 
se  hallaban  bajo  el  aterrador  aparato  de  un  levantamiento  de 
presidiarios  que  habian  iniciado  sus  operaciones  por  el  que- 
brantamiento de  la  puerta  de  calle  del  Yicercónsul  Francés,  y 
el  robo  á  mano  armada  hecho  á  D.  Carlos  Yidela,  se  presen- 
taron en  su  casa  el  procesado  y  D,  José  María  Hoyos,  dicién- 
dose comisionados  de  los  que  dijeron,  que  con  el  objeto  de« 
contener  el  saqueo,  habian  asumido  el  mando  ó  dirección  de 
lo3  presidiarios  y  de  los  gendarmes  de  Policía  sublevados,  so- 
licitando una  suscricion  para  dar  de  comer  á  los  amotinados 
que  hasta  esa  hora  (las  4  de  la  tarde  poco  mas  ó  menos) 
estaban  sin  hacerlo,  á  fin  de  contentarlos  y  evitar  que  se  lan- 
zaran al  robo  y  al  saqueo,  que  en  vista  de  la  posición  social 
de  los  comisionados^  en  especial  el  procesado  en  cuya  casa 
el  informante  babia  visto  en  esa  misma  mañana  á  D.  Carlos 
Juan  Rodríguez,  no  trepidó  en  contribuir  al  propósito  mani- 
festado. D.  Fernando  Bouquet,  declara  que  el  9  de  Diciembre 
de  1866,  dia  en  que  se  hacian  las  elecciones,  el  procesado 
salió  en  la  mensajería  para  el  litoral. 

El  Inspector  general  de  Armas  de  la  Provincia,  informa  que 
á  mediados  de  Diciembre  en  el  mismo  dia  que  llegó  á  San 
Luis  lamansajcría  en  que'iba  el  procesado,  supo  eitrajudicial- 
mente,  que  el  Gobierno  de  aquella  Provincia  lo  habia  puesto 
preso  é  incomunicado  en  su  alojamiento,  y  que  al  dia  siguiente, 
lo  vio  marchar ^en  la  mensajería  para  Mendoza.  El  Fiscal 
informa  que  en  Santa  Rosa  tomó  asiento  en  la  mensajería,  y 
fué  con  Funes  hasta  San  Luis,  adonde  iba,  según  dice,  por 
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llamado  que  le  hacía  sa  cuñado  don  José  Cordón;  que  inme- 
diatamente que  llegaron,  recibieron  por  medio  del  mismo  Sr. 
Cordón,  Jefe  de  Policía  de  San  Luis,  orden  del  Gobernador 
para  que  volviesen  inmediatamente  á  Mendoza;  que  por  algu- 
nos empeños,  se  revocó  la  orden  con  relación  al  informante, 
pero  que  Funes  regresó  en  la  mensajería  el  día  siguiente  por 
la  mañana^  habiendo  dormido  esa  noche  con  centinela  de  vista; 
que  no  sabe  si  Funes  tenia  ó  no  la  mira  de  pasar  á  Buenos 
Aires. 

-  El  procesado  presentó  dos  notas  con  el  sello  de  tinta  de  la 
Policía,  suscritas  por  D.  José  de  la  Reta ;  en  la  primera  se  le 

exije  el  derecho  territorial  por  la  hacienda  del  cMelocoton», 
y  este  y  la  multa  por  la  segunda. 

Presenta  una  carta  datada  en  Mendoza  á  16  de  Diciembre 
de  1866  dirigida  al  Exmo.  Sor.  Comisionado  Nacional  don 
\Venceslao  Paunero,  suscrita  por  el  procesado^  en  la  que  dá 
cuenta  de  lo  ocurrido  en  su  viaje  á  San  Luis  y  de  los  objetos, 
que  dice^  se  proponia  en  él.  Presenta  también  una  carta  di- 
rigida al  mismo  señor  General,  cuyo  tenor  es  el  siguiente: 
€  Suplico  á  V.  E.  se  digne  conte<itarme  al  pié  de  esta^  si  es 
cierto  que  con  fecha  16  de  Diciembre  último  (1866)  puse  en 
su  conocimiento  por  medio  de  una  nota,  que  el  Exmo.  Gober- 
nador de  San  Luis  me  había  hecho  volver  á  la  fuerza  al  ale- 
jarme de  esta  Provincia  para  Buenos  Aires  por  evitar  compro:- 
misos  y  sacriíjcios  de  todo  género.  La  contestación  que  tiene 
al  pié  dice :  Es  cierto  que  en  aquella  fecha  me  dirijió  Yd, 
una  carta,  en  la  cual  me  espresaba  la  circunstancia  á  que 
ahora  se  refiere  Yd. » 

Los  señores  D.  Nicanor  Fernandez,  D.  Juan  Agustín  Maza  y 
D.  Pedro  Alvarez  declaran :  que  contribuyeron  á  la  suscrícion 
voluntaria  que  los  ministros  de  Carlos  Juan  Rodríguez  enco^ 
mendaron  á  D.  Carlos  Yidela,  D.  José  María  Hoyos  y  el  pro- 
cesado con  el  propósito  único  de  salvar  al  pueblo  del  saqueo 
con  que  amenazaba  la  tropa  amotiiíada,  habiendo  principiado 
á  realizarlo  en  la  tienda  de  D.  José  María  Yidela. 

Los  testigos  D.  Lisandro  Calderón  y  D.  Octavio  García  de- 
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claran  que  en  los  primeros  dias  del  motín  del  9  de  Noviembre 
úUimo,  rompió  la  tropa  amotinada  las  puertas  de  la  casa  de 
José  Haría  Yidela  y  sacaron  mercaderías  y  alguna  ropa  hecha. 

El  testigo  de  N.  Moyano  declara  que  habiendo  ido  á  la  Po- 
licía, Rodríguez  (Carlos  Juan)  le  preguntó  á  un  oficial  si  se 
habían  reunido  los  representantes,  y  le  contestó  que  no,  en- 
tonces le  dice  él^  que  bueno  estaba,  que  si  no  se  reunían  les 
pondría  á  Santos  Valor  de  Gobernador. 

£1  procesado  ha  presentado  como  auténticas  dos  piezas;  una 
nota  con  el  sello  de  tinta  de  la  Secretaría  de  Gobierno  y  sus* 
críta  por  D.  Exequiel  Tabanera  y  D.  Hilario  Correas,  y  diríjída 
á  los  Sres.  D.  José  María  Hoyos,  D.  Carlos  Yidela  y  al  pro- 
cesado, la  cual  dice:  €  Hemos  recibido  orden  de  S.  E.  el  Sr. 
Gobernador  de  diríjirnos  á  U.U.  con  el  objeto  de  que  reúnan 
entre  los  ciudadanos  una  suscricion  voluntaría  para  socorrer 
á  las  fuerzas  que  se  encuentran  reunidas  nn  esta  plaza.  El  Go- 
bierno espera  que  teniendo  U.U.  presentes  las  circunstancias 
especíales  porque  cruza  la  Provincia,  pondrán  U.U.  el  mayor' 
interés  en  la  comisión  de  que  se  les  encarga.  » 

La  segunda  es  un  recibo  con  el  sello  de  tinta  de  la  Policía^ 
fecha  2  de  Noviembre  de  1866,  y  suscrita  por  Viñas  por  la 
suma  de  305  í  plata,  dado  á  D.  José  María  Hoyos,  que  como 
Comisionado  por  el  Exmo.  Gobierno  de  la  Provincia,  ha  colec- 
tado de  los  ciudadanos  para  los  gastos  de  éste. 

El  Fiscal  pidió  que  se  mandara  sacar  del  libro  de  actas  de 
la  Honorable  Cámara  Lejislativa,  copia  autorizada  de  las  le-^ 
vantadas  en  las  sesiones  á  que  concurrió  D.  Santos  Funes, 
durante  la  rebelión,  y  este  que  se  pida  que  informe  el  Presi- 
dente ó  Secretario  de  la  Honorable  Lejislatura  sobre  sí  es 
cierto  que  en  el  libro  de  actas  de  la  Lejislatura  consta  que 
la  primera  reunión  que  tuvo  la  representación  creada  duran- 
te la  revolución  con  el  objeto  de  recibirse  sus  miembros^  no 
tuvo  número  bastante  de  Diputados,  y  la  segunda  para  nombrar 
Gobernador  interino  tampoco.  Se  han  agregado  en  efecto  co- 
pias por  las  cuales  resulta  que  el  procesado  asistió  á  las  cinco 
reuniones  de  que  se  extendió  acta  desde  el  22  al  28  de  Di- 
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ciembre  de  1866,  á  la  primera  de  ias  cuales  asistieron  once 
propietarios  y  tres  suplentes,  incluso  el  Presidente,  habiendo 
en  ellas  el  carácter  de  preparatoria,  prestado  su  juramento  los 
concurrentes  después  de  lo  cual  elijieron  Presidente,  Vice- 
presidente 1^  y2o  y  Secretario;  en  la  segunda  á  la  que  asis- 
tieron catorce  Representantes  incluso  el  Presidente,  se  aprobó 
y  firmó  el  acta  anterior,  sin  observación ;  se  nombra  una  Co- 
misión que  recibiese  al  Gobernador  provisorio,  quien  se  pre- 
sentó en  seguida  acompañado  del  Secretario  del  despacho 
y  dio  personalmente  lectura  de  un  mensaje  en  que  se  de- 
tallaban circunstanciadamente  y  comprobados  por  diferentes 
piezas  oficiales  todos  los  incidentes  ocurridos  desde  el  9 
de  Noviembre  en  que  estalló  la  revolución  de  la  Provincia, 
concluyendo  por  depositar  el  mando  en  la  Honorable  Cámara 
para  que  ejijiese  el  ciudadano  que  debia  reemplazarlo.  A 
consecuencia  de  esto  se  sancionó  la  siguiente  minuta  de 
comunicación  al  Sr.  Gobernador  Provisorio  de  la  Provincia, 
D.  Carlos  Juan  Rodriguez:  cLa  Honorable  Cámara  Lejislativa 
impuesta  de  la  esposicion  circunstanciada  de  los  incidentes 
ocurridos  desde  la  noche  del  9  de  Noviembre  en  que  estalló 
la  revolución,  y  de  la  declinación  del  mando  gubernativo  de 
la  Provincia  que  ha  hecho  ante  el  Cuerpo  Lejislativo  que  tengo 
el  honor  de  presidir,  ha  resuelto  unánimemente  facultar  á 
Y.  E.  continué  ejerciendo  las  funciones  de  poder  ejecutivo  en 
calidad  de  provisorio,  hasta  que  reunida  en  mayor  número 
nombre  la  persona  que  deba  ejercerlo.  >  En  la  tercera  á  que 
concurrieron  trece  Representantes,  consta  que  se  aprobó  el 
acta  de  lo  que  antecede  sin  observación,  y  se  procedió  á  reci- 
bir el  juramento  constitucional  al  ciudadano  D.  Carlos  Juan 
Rodríguez,  nombrado  Gobernador  Provisorio  de  la  Provincia, 
ínter  se  nombraba  al  interino.  Se  leyó  una  nota  del  mismo 
por  la  que  se  aceptaba  el  cargo  de  Gobernador  y  otra  por  la 
que  pedia  permiso  á  la  Cámara  para  delegar  el  mando  gu- 
bernativo de  la  Provincia  por  tener  que  ausentarse  fuera  de 
ella  á  objetos  de  seguridad,  y  sobre  la  cual  se  resolvió,  de- 
clarando atribución  de  la  Cámara  la  facultad  de  nombrar  Go- 
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bernador  propietario  ó  interino  y  ae  procedió  incontinenti  al 
nombramiento  de  Gobernador  cuyo  nombramiento  fué  renun- 
ciado incontinenti  también,  pero  no  fué  admitida  la  renuncia. 
Reiterada  ésta  fué  al  fin  admitida.  En  la  cuarta  en  cuyo  márjen 
hay  anotados  nueve  Representantes,  se  dice  que  reunida  la  H. 
Cámara  en  número  legal,  el  Sr.  Presidente  declaró  abierta  la  se- 
sión con  los  diputados ;  leída,  aprobada  y  firmada  el  acta  anterior 
sin  observación,  se  procedi<$  al  nombramiento  de  Gobernador 
provisorio  para  cuyo  objeto  habia  sido  convocada  la  Cámara  y 
resultó  electo  el  ciudadano  D.  Isaac  Estrella  por  mayoría  de 
votos,  con  lo  que  se  dio  por  terminado  el  acta.  Esta  acta  no 
está  firmada.  En  la  quinta  acta  que  tiene  inscritos  siete  Re- 
presentantes al  márjen,  se  dice  que  el  Presidente  resolvió  que 
ante  los  diputados  del  márjen  que]  se  hallaron  presentes,  pres- 
tase el  juramento  constitucional  el  ciudadano  D.  Isaac  Estrella, 

electo  Gobernador  Provisorio  de  la  Provincia,  el  que  pronunció 
en  la  forma  de  estilo. 

Y  considerando  1^,  que  al  pedir  la  suscricion  de  que  fué 
encargado  el  procesado,  hacia  entender  á  los  contribuyentes 
que  era  para  impedir  el  saqueo  con  que  amenazaba  la  tropa 
amotinada,  siendo  así.que  en  la  nota  en  que  se  le  conferia  esa 
comisión,  y  que  él  mismo  ha  presentado  á  f.  101 ,  se  dice  que 
es  para  socorrer  á  las  fuerzas  que  se  encuentran  reunidas  en 
esta  plaza,  lo  que  se  corrobora  con  el  recibo  de  f.  (102,  en 
el  que  se  dice  que  la  cantidad  reunida  por  la  suscricion  es 
para  los  gastos  del  Gobierno,  siendo  de  observar  que  la  fecha 
déla  nota  de  f.  101,  parece  que  hubiera  sido  enmendada 
de  11  en  10;  2®,  que  aun  cuando  está  justificado  que  el  proce- 
sado  salió  de  la  Provincia  en  el  mes  de  Diciembre  de  1866,  y 
que  lo  hizo  volver  el  Gobierno  de  San  Luis,  consta  también  que 
aceptó  y  ejerció  el  cargo  de  Representante,  durante  la  revolu- 
ción del  9  de  Noviembre  de  1866 ;  que  asistió  á  las  5  reunio- 
nes de  la  Legislatura  revolucionaria,  de  que  se  estendió  acta, 
y  no  á  dos,  como  se  ha  dicho  en  su  declaración  de  f.  2;  3<>, 
que  autorizó  á  D.  Carlos  Juan  Rodríguez  para  que  siguiese  de 
Gobernador  Provisorio,  sabiendo  que  ya  habia  puesto  en  mar- 
T.  VI.  24 
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cha  un  ejércilo  para  San  Juaa  y  otro  para  San  Luis,  f .  !2  vía.  y 
6,   lo  que  se  corrobora  por  el  contenido  de  la  tercera  acta 
f.  liO,  en  que  se  dá  cuenta  de  una  nota  del  Gobernador  pro- 
visorio en  que  pedia  permiso  á  la  Cámara  para  delegar  el  man* 
do  gubernativo  de  la  Provincia,  por  tener  que  ausentarse  fuera 
de  ellaá  objetos  de  seguridad;  A^^  que  en  lugar  de  haber  re* 
probado,  como  era  de    su  deber  ( ya  que  habia  aceptado  y 
jurado  el  cargo  de  Representante  f.  109,  que  se  le  habia  con- 
ferido)^ la  invasión  que  se  hacía  á  la  Provincia  de  San  Juan 
y  la  resistencia  al  Exmo.   Señor  Comisionado   Nacional,    con 
el   envío   de   un    ejército    á  su    encuentro,  se  limitó     el 
procesado,  como  los  demás  RR.  á  negarse  á  la  petición  que 
hacia  Rodríguez,  no  porque  en  ella  llevase   el  criminal  propó* 
sito  ya  relacionado^  sino  porque  era  una  facultad  de  la  Cámara 
nombrar  Gobernador  propietario  d  interino,  como   si  no  fuese 
facnltad  y  deber  de  la  misma,  cumplir  las  Constituciones  Nacio^ 
nal  y  Provincial,  en  las  que  se  estatuye  que  ninguna  Provincia 
puede  declarar  ni  hacer  la  guerra   á  otra  Provincia,  calífl- 
cándose  en  la  primera,  sus  hostilidades  de  hecho  de  actos  de 
guerra  civil  y  de  sedición  que  el  Gobierno  Federal  debe  sofocar 
y  reprimir,  conforme  á  la  ley,  habiendo  por  el  contrario  favo- 
recido su  propósito  con  el  nombramiento  que   inmediatamente 
procedió  á  hacer  de   Gobernador^  para   dejarle  á  Rodríguez 
amplia  libertad  de  acción ;  B^',  que  aun  cuando  el  procesado 
alega  que  su  conducta  de  desafección  al  motín  revolucionario 
en  los  primeros  momentos,  fué  de  que  empezase  á  merecer  la 
desconfianza  y  el  recelo  de   los  hombres  que  figuraban  en  la 
revolución^  el  hecho  de  su  elección  para  Representante  y  su 
puntual  concurrencia  á  las  sesiones,  y  el  de  su  comisión  para 
levantar  la  suscricion  de  dinero  para  las  fuerzas  reunidas  en 
esta  plaza,  y  su  desempeño,  contradicen  una  y  otra  aserción  ; 
6<'«  que  aun  cuando  también  se  escusa  diciendo  que  si  concur- 
rió á  las  sesiones  de  la  Lejislatura  revolucionaria  fué  única- 
mente por  hacer  un  servicio  al  país;  sin  tener  la   menor 
intención  de  comprometerse  como  rebelde  ni  por  simpatías  á 
la  revolución,  y   que  cuando  como  Representante  autorizó  i 
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D.  Carlos  Joan  Rodríguez  para  que  siguiese  de  Gobernador  pro- 
visorio, fué  una  mera  f<5ri]í\ula,  alegando  también  que  esa  elec- 
ción fué  autorizada  por  solo  once  Representantes  que  para  la 
ley  no  formaban  sala,  el  hecho  es  que  el  país  apuró  la  devasta- 
ción que  ya  estaba  empezada,  y  las  convicciones  que  dice  tenia 
el  procesado  al  obrar  así^  no  pueden  cambiar  la  naturaleza 
de  un  acto  previsto  por  la  ley,  calificado  de  delito  y  penado  en 
consecuencia,  siendo  inexacta  la  aseveración  del  procesado, 
en  la  parte  en  que  afirma  que  esa  decisión  fué  autorizada  por 
once  Representantes,  pues  que  en  el  márjen  del  acta  def.  liO, 
ya  citada  ^  aparecen  anotados  doce  fuera  del  Presidente ;  y 
según  la  votación  consignada  en  ella,  aparecen  trece ;  7^, 
'que  la  impotencia  alegada  en  la  defensa,  para  hacer  respetar 
las  decisiones  de  la  Lejislatura  por  el  mismo  Rodríguez  á 
quien  autorizaba  para  continuar  en  el  ejercicio  del  Gobierno, 
no  es  bastante  á  escusarle  por  no  haber  reprobado  (siquiera 
fuese  en  los  términos  mas  humildes  y  comedidos)  la  violación 
que  intentaba  hacer  de  las  prescrpiciones  constitucionales^  lo 
que  no  habría  sido  mas  grave  que  negarle  lo  que  pedia,  como 
lo  hizo;  8^,  que,  por  consguiente,  no  es  ¿ierto,  como  se 
afirma  en  la  defensa,  que  la  reunión  de  les  titulados  represen- 
tantes Qo  ha  sostenido  la  rebelión,  porque  no  ha  adoptado 
medida  alguna  que  tendiese  á  ese  fin ;  9^,  que  tampoco  lo  es 
que  la  Legislatura  revolucionaria  no  ejerció  acto  alguno  de  au- 
toridad, porque  las  actas  agregadas  en  copia  al  proceso  están 
demostrando  lo  contrarío ;  por  otra  parle,  no  es  necesario  que 
ella  pudiese  poner  en  ejecución  sus  disposiciones  porque  esa 
es  atribución  del  P.  E. ;  lO^',  que  tampoco  es  cierto  que  sean 
necesarios  catorce  representantes  para  formar  la  mayoría  que 
se  llama  quorum  por  algunos^  porque  la  práctica  constante 
de  la  Legislatura,  antes  y  después  de  sancionada  la  Constitu« 
cion,  es  que  esa  mayoría  quedaba  constituida  con  la  asistencia 
de  doce  representantes  y  el  Presidente;  11^^  que  tampoco  pu&- 
de  escusar  al  procesado  la  circunstancia  invocada  de  no  ha- 
berse hecho  la  elección  de  Representantes  con  las  garantías  y 
según  las  prescripciones  de  la  ley,  porque  esa  razón  serviría 
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también  para  escusar  aun  á  los  mismos  caudillos  principales  ; 
i^,  que  á  la  autoridad  Je  la  Legislatura  no  puede  aplicarse  la 
definición  general  de  esta  palabra^  sino  la  que  resulta  de  las 
disposiciones  constitucionales  que  son  las  que  establecen  y  li- 
mitán  sus  atribuciones ;  13^ i  que  aun  cuando  el  procesado  dice 
en  su  defensa  que  si  los  representantes  concurrieron  á  la  sala 
fué  por  intimación  de  Rodrigues,  y  por  temor  de  las  conse- 
cuencias graves  que  tendría  su  desobediencia,  esta  escusa  está 
contradich  a  con  el  hecho  de  que  habiendo  sido  25  los  Repre- 
sentantes, con  sus  respectivos  suplentes,  la  reunión  mas  nu- 
merosas solo  contó  catorce  asistentes,  sin  que  haya  constancia 
en  el  proceso  de  que  á  alguno  de  los  inasistente^  le  sucediera 
algo  por  su  desobediencia ;  14»,  que  no  puede  admitirse  la  ar- 
gumentación que  hace  el  procesado  en  su  defensa,  sosteniendo 
que  no  le  es  aplicable  la  Ley  Nacional  de  14  de  Setiembre  de 
1863  qm  designa  los  crímenes  cuyo  juzgamiento  compete  á  leB 
Tribunales  Nacionales  y  establece  su  penalidad^  por  la  razón 
de  no  haber  sido  promulgada  con  las  solemnidades  debidas : 
1^^  porque  la  Constitución  no  ha  determinado  la  forma  en  que 
debe  hacerse  la  promulgación  de  las  leyes,  limitándose  á  esta- 
blecer que  ellas  serán  promulgadas  por  el  P.  E.  de  la  Nación* 
lo  que,  por  analojfa  de  lo  dispuesto  con  relación  á  las  leyes 
provinciales,  por  su  articulo  ?<>,  y  la  ley  de  autenticación  dic- 
tada en  consecuencia^  se  deja  al  arbitrio  del  Poder  Ejecutivo 
de  la  Nación ;  2o,  porque  la  ley  mencionada  ha  recibido  la  mis- 
ma promulgación  que  las  demás  leyes   espedidas  por  el  Con- 
greso, inscribiéndolas  en  el  Registro  Nacional ;  y  S^'^  porque 
de  admitirse  la  conclusión  sentada  por  el  procesado,  se   se- 
guiría que  era  necesario  aplicarle  las  penas  señaladas  por  las 
leyes  generales  que  son  mas  graves  que  las  contenidas  en  la 
ley  Nacional ;  15^^  y  finalmente,  que  cuando  la  ley  al  señalar 
una  pena  designa  un  máximum  y  un  mínimum^  el  juez  no  pue- 
de salir  de  estos  límites. 

Fallo ;  que  el  procesado  don  Santos  Funes  es  reo  de  sedición 
y  rebelión  y  de  haber  obtenido  autoridad  durante  ellas,  con  la 
circunstancia  atenuante  de  haber  sido  obligado  á  volver  á  esta 
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Provincia  cuando  salia  de  ella  en  el  mes  de  Diciembre  de  1866; 
y  que,  en  consecuencia  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  artí- 
culos 14, 15, 19, 20  y  21  de  la  ley  que  designa  los  crímenes  cuyo 
juzgamiento  compete  á  los  Tribunales  Nacionales^  y  establece  su 
penalidad,  debo  condenar  y  condeno  al  mencionado  reo  á  la  pena 
de  diez  años  de  entrañamiento,  y  á  pagar  la  multa  de  tres  mil 
pesos  fuertes,  de  los  cuales  mil  se  aplicarán  á  la  Provincia 
invadida  de  San  Juan,  y  dos  mil  al  tesoro  nacional,  y  á  pagar 
las  costas  del  proceso ;  y  por  esta  mi  sentencia,  definitivamente 
juzgando,  así  lo  mando  y  firmo  en  Mendoza  á  veinte  y  dos  de 
Junio  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho.  Repóngase. 

Franklin  Villanueva. 


El  procesado  apeló  en  tiempo  de  esta  sentencia,  y  concedido 
el  recurso  y  elevados  los  autos,  el  representante  de  Funes  es* 
presó  agravios,  diciendo :  que  la  sentencia  apelada  está  basada 
sobre  apreciaciones  exajeradas  de  los  hechos  del  procedo ;  y 
que  siendo  además  contraria  á  las  prescriciones  de  los  mismos 
artículos  de  la  ley  que  se  cita  para  fundarla,  pide  se  pronuncie 
en  definitivo  su  revocatoria,  declarando  á  su  defendido  libre  de 
los  cargos  que  contra  él  se  han  deducido,  y  dejándole  espedi- 
tas  sus  acciones  para  reclamar  los  daños  y  perjuicios  de  quienes 
hubiese  lugar. 

Que  ante  el  motin  militar  de  Noviembre  del  66,  y  el  abandono 
hecho  del'  Gobierno  de  los  hombres  que  lo  componian,  el  de- 
ber principal  de  los  ciudadanos  era  su  propia  conservación ;  y 
los  esfuerzos  que  algunos  hicieron  en  el  sentido  de  la  seguridad 
general,  lejos  de  ser  un  delito,  es  un  acto  que  merece  la  grati- 
tud de  todos  los  que  han  podido  permanecer  garantidos  de  los 
avances  de  la  soldadezca  amotinada,  y  reforzada  con  los  pre 
sidiarios  de  la  cárcel. 

Que  el  heche  de  prestarse  á  levantar  una  suscricion  con- 
el  objeto  que  se  hizo,  no  es  un  crimen,  y  que  si  lo  fuera,  el 
juez  ha  fallado  también  su  propio  proceso  por  haber  sido  el  uno 
de  los  suscritores. 
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Que  nombrado  Funes  representante  de  la  Asamblea  que  creó 
la  revolución,  protestó  en  oposición  del  único  modo  posible, 
alejándose  de  la  Provincia,  y  no  creyendo  asegurados  sus  inte* 
reses,  buscó  mas  bien  la  garantía  del  Gobierno  de  San  Juan,  á 
donde  mandó  sus  haciendas,  y  simuló  nna  enajenación  ante  el 
consulado  de  Chile  para  precaverse. 

Que  recien  cuando  los  amotinados  trataron  de  dar  formas  á 
su  Gobierno  ocurrieron  á  Funes,  inscribiendo  su  nombre  en  la 
lista  de  los  Representantes,  que  á  pesar  de  no  ser  dudosa  que 
esa  Legislatura  carecería  de  todo  poder,  y  no  se  le  daria  par- 
ticipación en  los  negocios  de  Gobierno,  Funes  manifestó  bien 
claramente  que  no  queria  formar  parte  de  los  poderes  creados, 
abandonando  la  Provincia  el  día  mismo  de  las  elecciones,  como 
se  comprueba  con  los  testigos  Segovia,  Anzorena,  Bourgent 
y  el  Comisionado  Nacional,  General  Paunero. 

Que  el  Gobierno  de  San  Luis,  señalándose  de  una  manera 
particular  con  Funes,  lo  hizo  volver  por  fuerza  al  foco  de  lá 
revolución,  sin  que  el  aviso  que  dio  al  General  Paunero,  hu- 
biera sido  bastante  á  impedir  que  se  le  colocase  á  merced  de 
los  revolucionarios. 

Que  de  ese  momento,  su  seguridad  personal  debía  ser  la  guía 
ide  su  conducta,  puesto  que  el  amparo  de  la  autoridad  legal 
le  habia  sido  negado,  poniéndole  ella  misma^  por  el  contrario, 
á  merced  de  los  revolucionarios  que  entonces  estaban  con  la 
fuerza. 

Que  colocado  después  en  la  alternativa  de  hacerse  Sospechoso 
á  los  revolucionarios  con  su  negativa  á  aceptar  el  puesto  de 
Representante,  trayendo  sobre  su  persona  las  persecuciones  mas 
violenta's^  ó  aceptándolo  para  salvar  la  Provincia  de  los  males 
que  no  hubieran  dejado  de  producirse,  optó  por  este  ultimo 
partido,  que  no  vacila  el  defensor  en  asegurar,  era  el  mas  con- 
veniente á  los  intereses  del  país^  impidiendo  que  [Rodríguez 
nombrase  al  Gobernador  con  que  los  habia  amenazado. 

Argumenta  contra  la  prueba  del  Procurador  Fiscal^  diciendo 
que  las  actas  de  las  sesiones  del  Congreso  ó  de  las  Legislaturas 
de  las  Provincias,    no  pueden  servir  como  piezas  instructivas 
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en  un  juicio  crimiDal,  ni  ser  aducidas  contra  los  representantes 
como  prueba  contra  ellos,  porque  la  ley  acuerda  completa  in- 
munidad de  sus  personas  por  las  opiniones  que  viertan  en  el 
seno  de  ellos. 

Que  la  Constitución  de  .Mendoza  consagra  este  pripcipio, 
como  la  Constitución  Nacional  consagra  el  de  garantir  el 
ejercicio  de  las  Constituciones  provinciales,  siempre  que  no 
sean  contrarias  al  espíritu  ó  letra  de  la  Nacional. 

Que  en  esto  están  conformes  no  solo  las  Constituciones^  Na- 
cional y  de  todas  las  Provincias^  sino  también  los  tratadistas, 
como  esencial  al  sistema  representativo  sin  el  cual  no  podría  el 
Poder  Lejislativo,  ser  sino  dependiente  del  Ejecutivo  ó  del 
Judicial. 

Los  actos,  dice,  que  emanan  del  Poder  Lejislativo  pueden 
ser  atacados  de  inconstitucionales,  de  malos  y  auli  de  sediciosos; 
pero  las  personas  que  han  tomado  parte  en  ellos,  cualquiera 
que  sea  su  participación,  están  fuera  'de  toda  responsabilidad 
criminal,  y  su  conducta  es  solo  justiciable  ante  el  alto  tribunal 
de  la  opinión  pública. 

Que  ahora,  se  quiere  hacerle  un  cargo  por  su  aceptación  del 
puesto  de  representante,  en  autos  consta  que  protestó  de  su 
nombramiento  dejando  la  Provincia  de  Mendoza,  á  donde  se  le 
obligó  á  volver  con  noticia  del  Comisionado  Nacional,  (Ponién- 
dolo en  poder  de  los  revolucionarios  que  ocupaban  entonces 
el  Gobierno  de  Mendoza. 

Que  aun  prescindiendo  de  todo  esto,  la  intervención  de  la 
Lejislatura^  se  redujo  á  los  nombramientos  de  Gobernador,  y 
ninguna  participación  activa  le  cupo  en  la  invasión  á  la  Provin- 
cia de  San  Juan. 

En  jcuanto  al  segundo  cargo  8o1)re  la  suscricion  levantada 
por  Funes,  dice  el  defensor,  que  el  delito  de  sedición  lo  cons- 
tituye el  hecho  de  alzarse  una  Provincia  en  arma  contra  otra, 
y  para  ser  reo  de  este  delito  es  necesaria  la  participación  como 
instigador  ó  ejecutor. 

Levantar  dice,  una  suscricion  voluntaria  y  mas  cuando  consta 
el  objeto  de  ella,  no  es  hacerse  partícipe  de  los  delitos  que  si- 
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guieron  después,  y  si  por  las  inducciones  que  hace  «1  juez, 
puede  decirse  que  esa  suscrícion  ayudó  y  alenló  á  los  revolu- 
cionarios, con  mas  razón  podría  ser  imputada  á  los  contribu- 
yentes, es  decir,  á  todo  el  pueblo  de  Mendoza,¡tnctuso  el  mismo 
juez,  que  sentenció  la  causa ;  que  el  hecho  de  no  haber  produ* 
cido  la  suscrícion  el  resultado  de  garantir  por  completo  las 
propiedades,  no  puede  arguirse  para'  negai  que  se  fuó  su 
objeto.  Si  no  se  consiguió  el  objeto  es  una  desgracia  que  lamen- 
tar, no  un  delito  que  imputar. 

Que,  si  en  los  prímeros  momentos  de  la  revolución,  la  reu- 
nión de  algunos  ciudadanos  .tuvo  lugar  en  su  casa,  no  fué  por 
su  voluntad,  sino  porque  asi  lo^dispuso  el  jefe,  coronel  Arias, 
como  se  comprueba  con  los  documentos  que  contienen  los  nú- 
meros del  cBoletin  Oficial»  que  acompaña. 

Se  corrió  vista  al  Sr.  Procurador  General,  y  la  evacuó  di- 
ciendo: Los  hechos  probados  en  el  proceso  manifiestan  clara- 
mente la  complicidad  del  acusado  en  la  rebelión  de  Mendoza. 

Esta  rebelión  empezó  el  9  de  Noviembre  por  un  motin  de  los 
gendarmes  de  Policía,  que  no  tenia  en  su  origen  carácter  alguno 
político.  Lo  que  le  dio  ese  carácter  y  puso  á  los  revoltosos  en 
aptitud  de  resistir  y  combatir  á  las  tropas  nacionales,  fué  la  co- 
operación de  individuos  de  alta  posición  social  que  se  reunie- 
ron en  la  mañana  del  mismo  dia  9  en  la  casa  de  don  Santos 
Funes,  donde  nombraron  Gobernador  á  Carlos  Juan  Rodríguez, 
y  organizaron  militarmente  la  Provincia,  nombrando  jefes  para 
todos  los  cuerpos  de  milicias,  para  la  policía  y  demás  ramos  de 
la  administración;  de  modo  que,  cuando  el  dia  12  llegó  el 
Corone]  Yrrazabal  á  sofocar  el  motin,  se  encontró  con  una 
fuerza  militar  organizada  y  bien  dirigida  que  rechazó  dos  ata- 
ques de  aquel  jefe. 

Así,  los  verdaderos  autores  de  la  rebelión  son  los  que  se 
aprovecharon  de  este  motin  y  de  la  ausencia  del  Gobernador 
Arroyo  para  poner  en  armas  la  Provincia  y  organizaría  en  opo- 
sición al  Gobierno  Nacional. 

No  está  probada  la  parte  que  tomó  Funes  en  los  sucesos^  pero 
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hay  dos  hechos  que  prueban  que  les  presió  su  cooperación  y 
aprobación. 

£1  primero,  haber  saKdo  znotu  propio  á  recojer  una  suscri- 
cion  para  contener  á  los  sublevados,  protestando  que  era  el 
medio  de  cortar  el  saqueo.  Motu  propio,  porque  la  suscricion 
se  leyantd  el  dia  9  y  el  nombramiento  para  levantarla,  tiene 
fecha  10,  lo  que  prueba  que  ha  sido  solicitada  y  obtenida  des- 
pués que  se  habia  levantado  la  suscricion,  engañando  á  los  ciu- 
dadanos para  que  dieran  á  los  rebeldes  los  medios  de  organi* 
zacion. 

El  segundo  hecho  es  el  baile  dado  el  mismo  dia  9  en  su  casa. 

'  £1  acusado  dice  que  esta  fiesta  fué  para  celebrar  el  bautismo 

de  un  hijo,  sin  haber  probado  el  hecho  raro  de  que  en  un  dia 

semejante  se  hicieran  bautismos.  Pero  suponiendo  que  ese  fue* 

ra  cierto,  nadie  que  no  deseara  obtener  su  aprobación  y  sim- 

*  patfas  por  la  revolución,  podia  haber  pencado  en  dar  bailes  ese 
dia. 

En  los  hechos  de  mandar  su  ganado  gordo  á  San  Juan  y  la 
venta  simulada  no  hay  conexión  alguna,  porque  bien  podia  de- 
sear el  triunfo  de  sus  amigos  políticos  y  no  desear  que  estos 
le  robaran,  poniendo  sus  bienes  faera  de  su  alcance. 

Los  actos  positivos  de  Funes  muestran  su  cooperación  á  la 
revuelta. 

La  cooperación  se  manifestó  principalmente  en  el  hecho  de 
haber  formado  parte  de  la  Lejislatura  elejida  por  los  rebeldes, 

*  contribuyendo  de  ese  modo  á  dar  una  apariencia  de  legalidad 
á  sus  crímenes,  de  haber,  como  tal  Representante,  nombrado 
para  Gobernador  á  Carlos  Juan  Rodríguez  que  ya  se  habia  pro- 
nunciado abiertamente  en  rebelión ;  y  de  haber  permitido  sin 
observación  alguna,  la  invasión  de  h  Provincia  de  San  Juan,  y 
la  resistencia  armada  á  fuerzas  nacionales.  Estos  hechos  cons- 
tituyen una  cooperación  directa  y  eficaz  á  la  rebelión ;  y  de 
ningún  modo  puede  escusarlo  el  decir  que  los  representantes 
no  tenian  poder  para  evitar  los  sucesos,  pues  el  haberlo  auto- 
rizado sin  la  menor  protesta  ni  observación,  es  una  prueba 
evidente  de  su  participación  en  el  crimen. 
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En  cuanto  al  hecho  de  haber  Funes  salido  de  la  Provincia 
para  esquivar  m  aceptación  de  representante,  es  sencible  que 
el  juez  no  haya  investigado,  qué  razones  tuvo  el  Gobierno  de 
San  Luis  para  proceder  como  lo  hizo,  pero  lo  que  á  primera 
vista  resulta  es  que  aquel  Gobierno,  tenia  datos  para  creer  que 
el  viaje  de  Funes  no  tenia  por  objeto  librarse  de  ser  Represen- 
tante, sino  en  ganar  San  Luis  prosélitos  á  la  rebelión.  Solo 
así  pueden  esplicarse  las  medidas  del  Gobierno  de  San  Luis 
para  que  no  se  comunicara  con  nadie  y  para  que  saliera  inme- 
diatamente de  la  Provincia.  De  cualquier  modo,  su  viaje  nada 
prueba  contra  la  espontaneidad  con  que  aceptó  el  cargo  de  Re- 
presentante. 

Creo,  pues,  dice  el  Sr.  Procurador  General^  que  la  coope- 
ración que  prestó  á  la  rebelión  en  este  carácter  lo  hace  cóm- 
plice de  ella,  pero  cómplice  solamente ;  que  no  encuentra  en 
los  autos  pruebas  suficientes  para  darle  el  carácter  de  autor  y 
promotor  que  le  ha  dado  el  juez^  imponiéndole  la  pena  del 
artículo  15  de  la  ley^  que  solo  merecen  los  que  claramente  re- 
visten este  carácter. 

Pide,  que  declarando  la  criminalidad  de  Funes,  se  reforme 
la  sentencia  apelada  en  cuanto  á  la  pena,  imponiéndole  la  que 
merecen  los  cómplices. 


FaIIo  de  Im  SupreniA  Oerte. 


Buenos  Aires,  Noviembre  3  de  1868. 

Vistos :  resultando  del  proceso  que  los  cargos  que  se  hacen  á 
don  Santos  Funes  en  la  sentencia  apelada  son :  primero,  que  en- 
cabezó una  suscricion  para  contentar  la  tropa  sublevada  que  hasta 
ese  momento  no  presentaba  sino  el  aspecto  de  un  motin  pu- 
ramente local  ocasionado  por  la  falta  de  pago;  segundo,  que  acep- 
tó el  cargo  de  Representante  en  la  Lejislatura  que  se  estableció 
por  los  revolucionarios  y  que  asistió  á  cinco  sesiones  de  las 
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que  algunas  se  emplearon  en  organizarse  á  si  misma^  y  las  otras 
en  disponer  que  Don  Carlos  Juan  Rodríguez,  gefé  de  la  revolu- 
ción triunfantef  continuase  desempeñando  el  Poder  Ejecutivo 
hasta*que  se  nombrase  constitucionalmente  el  Gobernador  de  la 
Provincia,  recibirle  juramento  y  nombrar  el  que  debia  sustituirlo 
cuando  ¿I  anunció  á  la  Cámara  que  tenia  que  ausentarse  á  ob- 
jetos de  seguridad :  que  los  otros  cargos  que  formula  el  Señor 
Procurador  General  sobre  los  fines  que  condujeron  á  Funes  á 
San  Luis,  y  sobre  el  baile  que  dio  en  su  casa  el  nueve  de  Noviem- 
bre en  que  estalló  la  revolución  de  los  Gendarmes  de  Policia 
y  los  presos  de  la  Cárcel,  no  tienen  fundamento  en  autos, 
pues  que  solo  se  apoyan  en  suposiciones  y  apreciaciones  mas 
ó  menos  exactas  ó  verosimiles ;  y  considerando  en  cuanto  al 
primero^  que  el  procesado  ba  probado  plenamente  que  el  obr 
jeto  con  que  pedia  la  suscricion  voluntaria  era  el  de  evitar 
mayores  males^  contentando  á  los  amotinados  que  amenazaban 
el  saqueo  de  la  ciudad ;  que  esta  prueba  no  se  desvirtúa  por- 
que la  autorización  que  recibió  no  espresa  esta  causa,  ni  tam- 
poco el  recibo  que  ha  presentado  de  la  cantidad  recolectada, 
porque  si  esto  bastara  para  establecer  que  fué  con  la  intención 
de  ayudar  á  los  revolucionarios  podría  también  hacerse  el  mismo 
cai^o  á  todos  los  contribuyentes:  que  aun  cuando  se  justifi- 
case que  el  objeto  que  tuvo  la  suscricion  era  auxiliar  á  la 
tropa  con  el  necesario  alimento  deque  carecia,  de  esto  no 
pjiede  deducirse  la  complicidad  en  un  crimen  justiciable  por 
ios  Tribunales  Nacionales,  desde  qu^  hasta  ese  momento  no 
podia  calificarse  la  revolución  como  una  sedición  según  los 
artículos  diez  y  nueve  y  veinte  de  la  ley  de  la  materia  de  ca- 
torce de  Setiembre  de  mil  ocbociemos  sesenta  y  tres.  Consi- 
derando en  cuanto  al  segundo^  que  tampoco  pueden  calificarse 
de  sedición  contra  la  Nación  según  la  citada  ley,  los  actos 
que  ejerció  la  Lejislatura  en  las  cinco  sesiones  cuyas  actas 
corren  én  autos,  porque  de  ninguna  de  ellas  se  desprende  que 
la  Sala  hubiese  tomado  una  resolución  que  constituyera  el  de- 
lito de  que  se  trata :  que  aun  cuando  se  hubiera  tomado  una 
deliberación  de  mayor  importancia  que  las  que  aparecen  en 
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las  áctas^  no  por  eso  habria  mérito  para  que  la  responsabilidad 
pesase  sobre  nno  solo  de  sos  miembros,  sin  que  por  otra  parte 
conste  cual  Toé  la  participación  que  en  ella  tuvo :  y  finalmente 
que  este  cargo  ba  sido  completamente  desvanecido  por  el 
becbo  probado,  de  que  se  ausentó  de  la  Provincia  cuando  se 
trataba  de  elejirlo,  evitando  de  este  modo  el  nombramiento, 
y  que  solo  regresó  obligado  por  el  Gobierno  de  la  Provincia 
de  San  Luis ;  desvaneciéndose  también  las  suposiciones  del  Se- 
ñor Procurador  General  por  la  carta  que  ba  probado  haber 
dirigido  en  esos  momentos  al  Comisionado  del  Poder  Ejecu^ 
tivo  Nacional,  General  Don  Wenceslao  Paunero :  se  revoca  la 
sentencia  apelada  de  foja  ciento  sesenta  y  ocho  y  se  absuelve 
á  Don  Santos  Funes  de  toda  culpa  y  cargo,  devolviéndose  el 
proceso  al  Juez  de  Sección  de  la  Provincia  de  Mendoza. 

Francisco  de  las  Garrebas.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 


DB    JUSTICIA  NACIONAL.  381 


CAUSA   V%XM%. 


Don  Guillermo  Paats  y  C«,,  Contra  CtnstaU  fínas.  por  cobro 

de  pesos. 


Sumario. — 1!>  El  poder  dado  para  demandar  ejecutiyamente 
á  ana  persona,  no  autoriza  para  responder  ana  demanda  or^ 
diñaría  y  distinta  aanqae  proceda  del  primer  demandado. 

2^  La  canción  de  rato  et  grato  prestada  por  insuficiencia  de 
poder^  DO  obliga  sino  en  el  asunto  en  que  se  presta. 


C(»o«— Don  Guillermo  Paats  y  C^.,  en  repre^ntacion  del 
Capitán  Koctse,  dando  caución  de  rato  et  grato  por  no  ser 
bastante  su  poder,  demandó,  ante  el  Juzgado  Seccional  de 
Buenos  Aires,  á  Canstatt  Hnos.  por  cantidad  de  pesos  que  le 
debían  por  fletes  de  su  buque. 

El  pleito  terminó  por  una  transacción,  en  la  que,  desistiendo 
Paats  y  C^.  de  la  acción  intentada,  Canstatt  Hnos.  se  obligaron 
á  pagar  los  fletes,  otorgando  un  pagaré,  y  para  responder  á  los 
reclamos  que  sobre  averias,  daños  y  peijuicios  alegaban  los 
Sres.  Canstatt  contra  el  capitán  Koctse,  reservaron  una  parte 
del  flete,  en  calidad  de  depósito,  señalándose  la  época  de  la 
Toelta  del  buque  para  el  arreglo  definitivo  de  las  diferencias 
que  existían. 


382        FALLOS  DE  LA  SUPREMA  CORTE 

Los  reclamos  debían  hacerse  dentro  de  ios  dO  días  sigaieñ- 
tes  á  la  llegada  del  baque,  y  pasado  el  término  sin  hacerlos, 
Canstatt  Hnos.  perderían  el  derecho  de  retención. 

Par^  la  validez  de  la  transacción  y  sus  incidencias,  exclu- 
sivamente se  aceptó  la  personería  de  Paats  por  el  capitán  Koctse, 
bajo  la  fé  de  la  caución  ofrecida  en  el  escrito  de  demanda. 

El  buque  habia  sido  cargado  por  cuenta  de  Canstatt  Hnos., 
con  pasto  y  carbón  de  D.  Eustaquio  de  la  Riostra,  en  virtud 
de  un  contrato  de  sub-fletamento. 

En  trece  de  Julio  del  año  1868^  el  Procurador  Frugoni  por 
Canstatt  Hnos.,  se  presentó  cobrando  á  Riostra  la  cantidad  de 
2145  pfls.  por  flete,  hasta  Itapirú,  mas  2590  pfts.  por  es- 
tadías. 

Convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  Riestra  propuso  el 

nombramiento  de  arbitros,  proposición  que  aceptó  Canstatt, 

siempre  que  Paats,  representante  del  Capitán  .Koctse,  estuviese 

'  ^^  conforme,   pues  tenía  derechos  que  reclamar  contra  él.    Se 

ordenó  citar  al  Sr.  Paats. 

Notificado  Paats,  pidió  se  declarase  que  no  estaba  obliga- 
do á  salir  al  nuevo  juicio  promovido  por  el  Capitán,  conde- 
nando á  Canstatt  en  todas  las  costas. 

Que  es  absurda  y  maliciosa  la  pretencion  de  que  por  haber 
él  asumido  la  personería  del  capitán  en  el  juicio  fenecido, 
prestando  la  caución  de  rato  et  grato,  por  insuficiencia  de  su  po- 
der, se  le  quiera  obligar,  á  constituirse  en  parte  por  el  Capitán 
en  todos  los  juicios  que  se  le  promuevan. 

Que  el  capitán  solo  lo  apoderó  para  cobrar  los  fletes  que 
se  le  adeudaban,  persiguiéndolos  por  la  via  ejecutiva,  y  que 
objetada  su  personería  la  subsanó  prestando  cauciou. — Que  de 
ninguna  manera,  por  la  caución,  se  ha  constituido  apoderado 
del  capitán  en  todos  los  juicios  que  se  le  promuevan.  Que 
el  reclamo  por  averías,  es  materia  de  un  juicio  ordinario,  que 
nada  tiene  que  ver  con  el  juicio  ejecutivo  fenecido. 

Corrido  traslado,  el  Procurador  Frugoni,  por  Canstatt  Hnos., 
sostiene  que  debe  declararse  que  Paats  está  obligado  á  estar 
á  derecho  en  este  juicio.— Que  nada  vale  el  empeño  de  sos- 
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tener,  que  el  poder  era  para  proceder  solo  ejecativameAte  en 
el  co})ro  del  flete,  puesto  que  argüida  la  personería,  Paats 
la  lejitinió  con  la  caución  grato  et  ralo^  y  con  las  responsabi- 
lidades consignadas  en  la  transacción,  en  que  Paats  obligaba 
al  capitán  á  dejar  en  poder  deCanstatt  Hnos.,  en  calidad  de 
depósito,  la  mitad  del  flete  para  responder  á  los  reclamos  de 
averías,  daños  y  perjuicios  que  habían  alegado. 

Que  habiendo  Paats  obligado,  al  capitán,  con  el  depósito 
del  flete  citado^  á  responder  cuando  llegará  la  hora  de  los 
reclamos,  debe  salir  hoy  á  ser  pairte  del  juicio,  con  arreglo  á 
las  responsabilidades  contraidas  y  cauciones  ofrecidas. 

El  Juez  llamó  autos  y  pronunció  el  siguiente  : 

VaIIo  del  Juea  Seccional. 

Buenos  Aires,  Setiembre  23  de  1868. 

Y  Vistos :  considerando ;  l^',  que  don  Guillermo  Paats  ejer- 
ció la  personería  del  capitán  Koctse  en  el  juicio  ejecutivo  que 
inició,  sobre  cobro  de  fletes,  contra  los  señores  Canstatt  Hnos., 
el  que  terminó  por  la  transacción,  y  en  el  .que,  no  siendo  en 
forma  el  poder  exhibido,  fojas  dos,  espediente  agregado,  Paats 
dio  caución  de  rato  et  grato ;  2^,  que  su  personería  concluyó 
con  ese  juicio,  y  no  hay  razón  derecha  para  obligarlo  á  con- 
tinuar esa  personería  en  otro  distinto,  ni  esa  obligación  puede 
deducirse  de  la  mitad  del  flete,  que  se  convino,  quedase  en 
poder  del  deudor  Canstatt,  pues  esta  fué  cumplida ;  3®,  que 
en  la  transacción,  corriente  á  fojas  diez  y  siete  y  vuelta,  espe- 
diente agregado,  consta,  que  los  señores  Consiattse  reservaron 
sus  acciones,  de  lo  que  se  trata  hoy,  para  entablar  demanda 
ordinaria  contra  el  capitán  Koctse,  al  regreso  de  este ;  por  estas 
consideraciones,  uo  ha  lugar,  con  costas,  á  lo  solicitado  por 
el  escrito  de  foja  ocho,  y  repónganse  los  sellos. 

Carlos  Eguid. 
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El  Procurador  Fragoni  apeló  en  tiempo ;  se  le  coneedió  el 
recurso  en  relación ;  y  elevado  los  autos,  la  Suprema  Corte, 
confirmó  la  sentencia  apelada,  por  el  siguiente : 


Vallo  úm  Mm  Snpreaui  Cmeíe. 


Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1868. 

Vistos,  por  sus  fundamentos^  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  veinte  vuelta,  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos 
los  sellos,  devuélvanse. 


Francisco  de  las  Carreras.  —Salva- 
dor María  del  Carril. — ^FRANascp 
Delgado. — José  Barros  Pazos.*-- 
BfiNrro  Carrasco. 
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CAUSA    VJL%1L. 


Criminal,  contra  D.  José  Ignacio  Flores  y  D.  Santiago 

Quiroga  Alvarez,  por  delito  de  rebelión. 

Incidente  sobre  competencia. 


Sumario.  — 1<»  En  las  causas  criminales  la  acasacion  es  la 
que  califica  el  juicio  y  determiDa  la  jurisdicción  que  ha  de  co- 
nocer en  ellas. 

2(>  El  delito  de  rebelión  está  previsto  y  penado  por  la  ley  del 
Congreso,  que  designa  los  crímenes,  cuyo  juzgamiento  corres- 
ponde á  los  tribunales  nacionales. 

30  La  jurisdicción  federal  se  extiende  á  todos  los  casos  rejidos 
por  las  leyes  del  Congreso. 

40  De  esta  regla  no  se  esceptuan  los  delitos  que  los  Gober- 
nadores de  Provincia  y  sus  Ministros  cometan  contra  la  segu- 
ridad de  la  Nación. 

50  Las  autoridades  de  Provincia  no  pueden  juzgar  á  dichos 
funcionarios  por  esos  crímenes. 

6^  El  mismo  Congreso  es  impotente  para  investirlas  de  una 
jurisdicción,  que  la  Constitución  le  manda  distribuir  entre  la 
Corte  Suprema  y  los  tribunales  inferiores  de  la  Nación. 

1^  La  ley  nacional  penal  enumera  como  circunstancia 
agravante  de  los  delitos  de  rebelión  y  sedición^  hallarse  los 
reos  actualmente  constituidos  en  autoridades,  ó  haberlas  ejer- 
cido dorante  la  perpetración  del  delito. 

T.  Yl.  25 
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S^  En  la  ctasiQcaícioQ  de  personas  constituidas  en  autoridad 
se  comprenden  los  Gobernadores  y  sus  Ministros  lejítimos  6 
ilejitimamente  nombrados. 


Caso.  —  A  instancia  de  D.  Federico  Day,  y  en  seguida  á  so- 
licitud fiscal,  se  promovió  un  proceso  criminal  por  delito  de 
rebelión  contra  D.  José  Ignacio  Flores,  D.  Santiago  Quiroga 
Alvarez,  D.  Domingo  Luna  y  D.  Marcial  Dominguez,  Gober- 
nador el  primero.  Ministro  el  segundo,  los  últimos  oficiales  de 
la  secretaria  de  Gobierno  de  la  Provincia  de  San  Juan,  du- 
rante la  rebelión  de  Cuyo. 

Concluido  el  sumario  y  presentada  la  acusación  fiscal,  los 
procesados  Flores  y  Quiroga  Alvarez  diclinaron  de  jurisdicción, 
alegando  que  por  el  art.  45  de  la  Constitución  Nacional,  y  21 
de  la  de  la  Provincia  de  San  Juan,  el  Gobernador  de  la  Provin- 
cia no  podia  ser  acusado  ante  la  Justicia  Nacional  sin  preceder 
la  acusación  previa  de  la  Cámara  de  DD.  de  la  Nación  ante 
el  Senado  á  instancia  de  parte. 

Que  aunque  el  acusado  Flores  no  era  actualmente  Goberna- 
dor, se  trataba  de  delitos  políticos  y  no  comunes,  y  del  juicio 
que  debia  dictarse  sobre  sus  actos  administrativos,  y  que,  por 
consiguiente,  no  podia  decirse  que  habia  cesado  el  fuero  polí- 
tieot. 

Oue  la  posición  publica  de  Quiroga  Alvarez  como  Ministro 
era  debida  al  nombramiento  de  un  Gobierno  legal  elejido  por  la 
Cámara  Legislativa  con  autoridad  competente,  y  no  era  de  la 
atribución  de  un  Juzgado  de  Sección  juzgar  al  personal  de  un 
poder  constitucional  de  la  Provincia. 

Conferido  traslado,  el  Procurador  Fiscal  contestó  que  el 
juicio  político  para  ios  gobernadores  de  Provincia  fué  abolido 
por  la  Constitución  reformada. 

Que  si  ios  funcionarios  de  los  Estados  violan  una  ley  nacio- 
nal, cometiendo  un  crimen  que  tenga  señalada  la  pena  corres- 
pondiente, el  Poder  Judicial  ée  la  Nación  tienen  facnUad  de 
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procesarlos  y  castigarlos,  p<Hrqae  en  ese  caso  ao  cometen  ud 
simple  abuso  de  poder,  como  funcionarios  locales,  bíüó  un 
crimen  contra  la  Nación,  previsto  y  penado  por  la  ley. 

Que  la  ley  nacional  que  define  los  crímenes  contra  la  Na* 
cíon  no  establece  diferencia  para  quienes  los  cometen,  entre 
funcionarios,  particnlares,  nacionales  y  estrangeros. 

Que  si  Flores  fuera  Gobernador  de  la  Provincia  y  en  tal 
carácter  hubiera  cometido  el  delito  de  rebelión,  el  Juzgado  Na* 
cional  podia  enjuiciarlo  desde  luego,  porque  el  ejercicio 
actual  de  un  cargo  no  es  un  obstáculo  para  que  los  Tribuna* 
les  de  la  Nación  dejen  de  ejercitar  su  acción  sobre  un  reo  de 
delitos  contra  la  misma. 

Que  Flores  no  habia  sido  ni  era  Gobierno  legal,  y  aunque 
por  regla  general  los  Poderes  de  la  Nación  no  intervienen  en  la 
organización  de  los  poderes  locales,  pueden  investigar  la  leji* 
timidad  de  estos,  cuando  sus  actos  se  entrelazan  con  la  poli* 
tica. 

Que  el  Gobernador  legal  Sr.  Rojo  fué  derocado  por  los  rebel- 
des de  Cuyo,  y  se  nombró  bajo  el  dominio  de  estos  y  por  un 
número  ilegal  de  Representantes  al  Sr.  Flores,*para  Gobernador 
interino. 

Que  por  consiguiente  él  no  fué  Gobernador  legal,  sind  un 
cómplice  de  la  rebelión  ejerciendo  el  Gobierno  de  hecho  para 
cooperar  á  ella. 


Fallo  del  S^tm  SeecioMAl» 


San  Juan,  Agosto  6  de  4868. 

Vistos  y  considerando :  que  por  el  inciso  3»  del  art.  o"",  de 
Ja  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia  de  los  Tribunales  Na- 
cionales, esta  confiere  á  los  Jueces  de  Sección  la  facultad  de 
conocer  de  las  causas  por  delitos  contra  la  seguridad  interior 
de  Ja  Nación;  que  es  de  este  carácter  el  delito  de  rebelión 
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definido  por  el  art.  14  de  la  Ley  Penal ;  que  la  presente  causa 
es  por  delito  de  rebelión,  pues  la  cuestión  judicial  que  se  ven- 
tila versa  sobre  si  los  procesados  Flores  y  Quiroga  Alvarez  como 
los  demás  que  reconocen  la  competencia  del  Juzgado,  son  ó  no 
reos  del  delito  de  rebelión,  por  los  antecedentes  que  fundan 
la  acusación  fiscal  que  según  esto,  cae  por  su  naturaleza  bajo 
la  jurisdicción  y  competencia  de  los  Jueces  de  Sección;  que 
el  domicilio  de  ios  procesados  y  el  lugar  de  la  ejecución  de 
los  hechos  que  han  motivado  este  proceso,  determinan  la  com- 
petencia  de  este  Juzgado,  pues,  que  son  aquellos  vecinos  de 
esta  ciudad,  y  es  también  aquí  en  donde  se  dan  por  ejecuta- 
dos estos ;  que  no  debe  aceptarse  como  legitima  toda  excep* 
cion  á  regla  general  establecida  por  la  ley,  qne  no  esté  espre- 
sámente  autorizada  también  por  la  ley;  que  el  juicio  político 
de  los  Gobernadores  de  Provincia  por  el  Congreso,  no  puede 
fundar  la  excepción  pretendida  por  los  articulistas,  porque  fué 
suprimida  en  la  reforma  de  la  Consiiiucion,  dejó  de  ser  parle  de 
las  instituciones  fundamentales  de  la  República,  y  desde  en- 
tonces no  está  autorizado  por  la  ley ;  que  tampoco  está  esta- 
blecido el  juicio  político  para  los  Gobiernos  de  Provincia,  como 
lo  pretende  el  defensor  en  su  informe  escrito,  ni  se  compren- 
de el  objeto  de  establecerlo,  desde  que  solamente  las  personas 
pueden  ser  responsables  de  pena  por  sus  actos  particulares  6 
por  mal  desempeño  en  el  ejercicio  del  poder  público  con  que 
se  hallen  investidos;  que  no  se  halla  establecida  por  la  ley, 
excepción  de  incompetencia  en  favor  de  los  Gobernadores  de 
Provincia  ni  de  sus  ministros;  que  por  el  contrario  la  ley  que 
establece  la  penalidad  de  los  delitos  contra  la  Nación,  cuyo 
juzgamiento  corresponde  á  sus  Tribunales,  determinando  las 
penas  con  que  han  de  ser  castigados  los  rebeldes,  comprende 
generalmente  en  su  art.  15,  alas  personas  constituidas  en  auto- 
ridad, ó  que  la  hubieren  obtenido  durante  la  rebelión^  y  hace 
de  ello  una  circunstancia  agravante  contra  los  que  hubieren 
sido  á  la  vez  promotores  ó  sostenedores  de  la  rebelión ;  que  la 
misma  ley  trae  una  disposición  análoga  á  la  anterior  en  su  art. 
21  contra  los  sediciosos,  y  hablando  de  los  traidores  com- 
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prende  tarobien  en  su  art.  2^  á  los  runcionarios  públicos  de 
un  orden  superior ;  que  de  estos  antecedentes  resulta  :  l^  que  el 
cargo  de  Gobernador  ó  Ministro  ú  otro  empleo  público  de  uaa 
Provincia  no  funda  legítiniamente,  excepción  de  incompetencia 
de  la  Justicia  Federal,  por  lo  menos  cuando  se  trata  de  deit* 
tos  que  comprometen  la  seguridad  de  la  Nación  y  muy  espe- 
cialmente cuando,  como  en  el  presente  caso,  la  cuestión  judi* 
cial  versa  principalmente  sobre  sí  por  la  misma  excepción  de 
esos  empleos,  que  fueron  deferidos  durante  el  dominio  y  bajo 
el  imperio  é  influencia  exclusiva  de  la  rebelión,  por  los  actos 
que  en  consecuencia  y  bajo  la  misma  dominación  se  ejecuta- 
ron y  por  lo  demás  que  el  proceso  revela  con  respecto  á 
Flores,  han  incurrido  los  procesados  en  aquel  delito,  estando, 
como  están  hoy,  uno  y  otro  excepcionantes  separados  de  esos 
empleos  y  en  su  rol  de  simples  particulares ;  y  ^  que,  ann- 
que  hubiesen  obtenido  legítimamente  esos  empleos,  se  hallarían 
sujetos  á  la  jurisdicción  de  este  Juzgado:  que  debe  tenerse 
presente  también  con  respecto  á  Flores,  el  hecho  que  se  le 
imputa,  de  haber  competido  con  fuerza  armada  á  un  emplea- 
do de  la  administración  legal  á  que  concurra  á  la  oficina  á  pres- 
tar servicio  público,  después  de  haberse  establecido  el  dominio 
de  la  rebelión  y  antes  de  ser  é\  nombrado  Gobernador,  el  cual 
no  se  halla  comprendido  por  los  fundamentos  que  se  toman 
de  aquel  encargo,  para  sostener  la  excepción  que  se  considera; 
que  la  excepción  misma  del  defensor,  se  funda  principalmente  en 
que  su  defendido  ha  sido  su  gobernador  legítimo,  provoca  ne- 
cesariamentc  el  examen  de  la  verdad  de  este  hecho,  y  hace  que 
sea  indispensable  al  Juez  entrar  en  él,  aplicaiodo  las  leyes  del 
caso  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo  21  de  la  ley 
sobre  jurisdicción  y  competencia,  por  cuanto  se  relaciona  con 
los  deberes  que  le  incumbe  llenar  y  puede  importar  á  los  fines 
déla  justicia;  que  no  es  Gobernador  legitimo  quien  no  ha  ob- 
tenido su  puesto  en  conformidad  á  la  ley ;  que  la  Legislatura 
de  la  Provincia  no  tiene  mas  facultad  que  la  que  el  pueblo  le  ha 
Cooferido  por  medio  de  su  constitución ;  que  para  ejercer  sos 
atribüCioded  cofislitucionatmetit^,  há  de  haber  et-  quorum  re^ 
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^erido  para  cada  acto,  porque  de  lo  conlrario  no  está  re- 
presentado cooslUttcíonalmente  ese  poder,  ni  puede  conside- 
rarse ese  acto  como  emanado  legítimamenle  de  él ;  que  las 
iaenltades  únicas  que  la  constitución  confiere  á  la  legislatura, 
en  previsión  de  las  acciones  que  pueden  ocurrir  con  relación 
á  la  persona  del  Gobernador,  son  para  admitir  é  desechar  su 
renuncia,  declarar  los  casos  de  imposibilidad  física  ó  mental  per- 
manente del  mismo,  á  fin  de  proceder  á  la  elección  de  un 
nuevo  Gobernador  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  la  Consti- 
tución, y  nombrar  en  caso  de  imposibilidad  súbita  que  le  im- 
pida al  Gobernador  hacerlo  presente  á  la  Cámara,  un  interino 
por  el  tiempo  que  ella  dure  debiendo  concurrir  para  este  acto 
las  dos  terceras  partes^  al  menos^  del  número  ordinario  de  sus 
miembros  (art.  12,  inciso  15);  que,  según  esto,  aunque  de- 
biera suponerse  á  la  Legislatura  facultada  para  hacer  nombra- 
miento de  Gobernador  en  el  t^aso  del  proceso,  no  babria  estado 
representado  constiiucionalmente  ese  poder,  ni  podría  consi- 
derarse el  acto  como  legítimamente  de  él^  porque  concurrieron 
á  la  elección  solamente  trece  Diputados,  siendo  veinte  y  cuatro 
el  número  ordinario  de  los  miembros  de  la  (iámara,  prevenido 
por  la  misma  Constitución  (art.  1^)  y  sus  dos  terceras  partes 
diez  y  seis ;  que  las  consideraciones  que  surgen  del  hecho  de 
haberse  hallado  entonces  la  Provincia  en  estado  de  rebelión,  de 
que  la  reunión  de  los  trece  diputados  y  el  nombramiento  de 
Gobernador  se  hayan  verificado  por  institución  y  mandato  del 
Jefe  de  las  fuerzas  rebeldes,  y  de  haber  estado  solicitado  ya 
por  el  órgano  competente  la  intervención  del  Gobierno  de  la 
Nación  para  el  restablecimiento  de  las  autoridades  constitui- 
das de  la  Provincia,  derrocadas  por  esas  mismas  fuerzas,  que, 
derrotando  en  la  Rinconada  las  que  se  habían  armado  en  su 
defensa,  la  ocuparon  y  dominaron,  demuestran  también  la  ile- 
gitimidad del  espresado  Gobierno ;  que  por  estos  anteceden- 
tes se  ve  que  es  infundada  la  excepción  de  incompetencia  adu- 
cida por  parte  de  los  procesados  Flores  y  Quiroga,  lo  mismo  que 
la  falta  de  personeria  del  Fiscal  abscrito  al  servicio  de  este 
Juzgado  \  qde  por  fin,  es  también  InAindada  la  solicitud  que 
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en  coBseeuen^ia  de  sus  siégalos,  hace  el  defeMor  de  Flores 
para  que  se  sobresea  en  la  causa;  i^  porque^  como  se  ha  de- 
mostrado, es  competente  este  Juzgado  y,  por  tanto  inexacto 
el  antecedente  de  que  la  deduce ;  2*  porgue  sí  asi  no  fuera, 
carecería  de  focultad  para  fallar,  y  por  consiguiente,  para  man- 
dar sobreseer  en  la  cansa,  debiendo  entonces  limitar  su  reso- 
lución á  declarar  su  incompetencia,  sin  comprometer  ni  afectar 
en  cosa  alguna  los  derechos  de  las  partes  sobre  lo  principal ; 
3*  porque  los  autos  demuestran  mérito  bastante  para  seguir  el 
juicio;  y  4^  porque  la  dta  que  hace  del  art.  383  de  la  Ley  de 
Procedimientos  es  impertinente,  si  su  mente  ha  sido  traer  á 
consideración  de)  Juzgado  esa  disposición  legal,  en  raion  de 
que  es  referente  solamente  á  facultades  que  la  Suprema  Corte 
de  JoHticia  puede  ejercer  en  el  caso  por  ella  prevenido;  de 
acuerdo  con  estas  consideraciones,  declaró  que  este  Juzgado 
es  competente  para  conocer  y  resolver  en  la  presente  causa^  y 
que  el  Fiscal  tiene  personería  para  gestionar  en  ella  en  ejer-* 
cicio  de  la  acción  pública ;  y  en  su  virtud  mando  que  vuelvan 
estos  autos  á  la  oficina  para  que  los  eicepcionantes  contestan 
directamente  la  acusación  Fiscal,  y  el  Defensor  de  Flores  tam« 
bien  la  querella  civil  del  apoderado  de  Day.  Notiíiquese  ori- 
ginal y  hágase  la  correspondiente  reposición  de  los  sellos  de 

la  articulación. 

* 

/•    Benjamin  dé  la    Vega, 
Apelado  este  auto  fué  conflrmado  por  el  siguiente : 


Fallo  4e  la  SupreMta  Corte* 


Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  4868. 

Vistos,  y  considerando ;  Prim^ro^  que  en  las  causas  crimi- 
tes  la  acusación/  como  en  las  cívijes  lá  démanda>  68  Ja  que 
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calí6ca  el  jaício,  y  delermina  la  jarísdiccion  que  ha  de  conocer 
de  ellas ;  Segundo^  que  los  procesados  han  sido  acusados  de 
complicidad  en  la  rebelión  que  estalló  en  la  Provincia  de  Men* 
doza,  caso  comprendido  en  los  previstos  y  penados  por  la  ley 
del  Congreso,  que  designa  los  delitos,  cuyo  juzgamiento  com- 
pete á  los  Tribunales  Nacionales;  Tercero,  que,  según  el  arti- 
culo cien  de  la  Constitución  Nacional,  la  jurisdicción  federal 
se  estiende  á  todos  los  casos  rejidos  por  las  leyes  del  Congreso, 
abrazando  en  esta  generalidad  tanto  la  jurisdicción  civil  cuando 
se  ejerce  directamente,  como  la  criminal,  y  haciendo  ostensiva 
la  competencia  de  los  Tribunales  de  la  Nación ;  Cuarto,  que 
en  presencia  de  esta  disposición  es  insostenible  la  pretensión 
de  crear  una  excepción  en  favor  de  los  Gobernadores  de  Pro- 
vincia y  sus  Ministros,  que  cometan  delitos  contra  la  seguridad 
de  la  Nación ;  porque  la  espresion  todos  los  casos  resiste  deci- 
didamente esta  intelijencia,  y  porque,  si  se  adoptase  esa  in- 
terpretación, se  dejaría  en  completa  impunidad  á  los  dichos 
funcionarios  para  comprometer  la  tranquilidad  pública  y  la 
soberanía  del  Gobierno  Nacional,  cuando  su  ambición  ó  sus 
malas  pasiones  los  indujesen  á  promover  la  sedición  6  la  rebe- 
lión, por  cuyos  crímenes  no  podrían  ser  juzgados  por  las  au- 
toridades de  provincia,  á  quienes  el  Congreso  mismo  es  im- 
potente para  investir  de  una  jurisdicción,  que  la  Constitución 
le  manda  distribuir  entre  la  Suprema  Corte  y  los  tribunales 
inferiores  de  la  Nación  esclusivamente ;  Quinto,  que  la  ley 
penal  antes  recordada,  lejos  de  autorizar  la  opinión  que  sostie- 
nen los  defensores  de  los  acusados,  enumera  en  sus  artículos 
quince  y  veinte  y  uno  entre  las  circunstancias  agravantes  de 
los  delitos  de  rebelión  y  sedición,  hallarse  los  reos  constituidos 
actualmente  en  autoridad,  ó  haberla  ejercido  durante  la  con- 
misión  del  delito,  comprendiendo,  en  la  clasíGcacion  de  per- 
sonas constituidas  en  autoridad,  á  los  Gobernadores  y  sus  Mi- 
nistros, lejítima  ó  ilejítimamente  nombrados ;  Sesto,  que  el 
análisis  de  los  hechos,  y  los  alegatos  de  los  defensores  de  don 
Josd  Ignacio  Flores  para  desvanecer  los  cargos  de  la  acusación 

sotí  inoportunos^    icuando  solamente  se  trata  dé  détermiM^ 
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cual  sea  el  Juez  competente  para  declarar  so  culpabilidad  6  su 
inocencia ;  por  estos  fundamentos  y  por  los  concordantes  del 
auto  apelado  de  foja  trescientas  cuatro,  se  confirma  este  y 
devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. 


CAVSA    VJLJLTLl, 


Dan  Leopoldo  Arteaga  contra  el  capitán   Roucour^ 
sobre  ejecución  de  una  seníeficia^ 


Sumario.  —El  contumaz  declarado  no  tiene  mas  recurso  que 
el  de  rescisión. 


Caso.  —  En  el  pleito  seguido  por  D.  José  Roucour  contra 
D.  liCopoldo  Arteaga,  sobre  un  contrato  de  fletomento,  y  fallado 
por  ia  Suprema  Corle  én  4  de  Junio  de  i868t  ^  celebró  un 
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acia  por  la  cual  el  abogado  de  Arteaga  manifestó  qve  en  escrito 
presentado  por  este  se  decia  estar  confonne  á  recibirse  de  la 
carga  ó  dar  im  práctico  para  seguir  viaje  á  elección  del  capitán. 

El  capitán  optó  por  la  descarga,  y  el  Jaez  de  Sección  aprobó 
el  convenio. 

Concluido  el  pleito  por  el  fallo  de  4  de  Junio»  el  apoderado 
de  Arteaga  diciendo  que  por  dicho  fallo  se  ordenó  el  cumpli- 
miento del  contrato,  y  que  él  tenia  carga  pronta  y  práctico 
patentado,  pidió  que  en  ejecución  de  la  sentencia  se  ordenara 
á  Roucour  que  fuera  ^á  recibirse  de  la  carga. 

El  Juez  de  Sección  accedió  á  la  solicitud. 

El  apoderado  de  Roucour  pidió  revocatoria,  diciendo  que  el 
fallo  de  la  Suprema  Corte  que  mandó  cumplir  el  contrato, 
debia  entenderse  en  la  parte  que  aun  no  babia  sido  cumplida 
espontáneamente  por  los  contratantes;  y  que  el  punto  de  si 
el  capitán  debia  descargar  ó  seguir  viaje  en  las  condiciones 
del  contrato,  babia  sido  arreglado  por  el  convenio  de  que  se  ha 
hecbo  mención,  y  que  Arteaga  convino  recibiéndose  de  la 
carga  en  el  día  Gjado  por  el  acta. 

Se  couGrió  traslado,  que  en  rebeldía  de  Arteaga  se  dio  por 
contestado. 

Falto  del  Jues  See«io»Al. 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1868. 

Y  vistos :  considerando ;  1^,  que  las  partes  efectuaron  una 
verdadera  rescisión  del  contrato  de  fletamento,  sin  perjuicio  de 
los  derechos  y  obligaciones  que  él  hubiese  creado,  y  que  eran 
materia  de  contravercia :  acta  de  f.  36,  en  la  que  consta  que 
el  abogado  de  Arteaga,  Dr.  Gómez,  hizo  presente  que  en  el  escrito 
presentado  por  su  defendido  se  decia  que  él  estaba  conforme 
en  recibir  la  carga,  si  asi  lo  pretería  el  espitan,  ó  á  dar  un 
práctico  para  seguir  el  viaje,  y  el  capitaq  optó  por  la  descarga; 
9^9  que  el  Juzgado  resolvió  con  palabras  do  presente,  en  la  sen* 
tencia  Jef.  lid,  ^ae  el  demandado  debe  cumplir  con  el  ¿on- 
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trato  de  fletamento  y  dtir  ud  práctico  en  las  condiciones  exiji- 
das  por  el  demandante  &^,  en  lugar  de  emplear  el  tiempo 
pasado  debia,  con  arreglo  al  convenio,  pero  que,  en  manera 
alguna  ello  puede  importar,  revocar,  modificar,  ni  alterar  en 
lo  mínimo,  el  convenio  de  í.  36,  aprobado  judicialmente,  y 
ejecutoriado ;  por  estas  consideraciones,  y  siendo  interpuesto 
en  tiempo,  el  recurso  de  reposición  contra  el  auto  de  f.  1* 
vuelta,  por  el  Procurador  Frugoni,  déjase  sin  efecto  dicho 
auto,  y  la  parte  de  Arteaga,  éstese  á  lo  convenido  á  f.  36. 
Repóngase  los  sellos. 

Carlos  Eguia, 

Arieaga  apeló  y  habiéndosele  negado  la  apelación,  apeld  de 
hecho. 

Falla  de  ím  Buprmmtkm  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  1868. 

Visto :  Con  arreglo  al  articulo  ciento  noventa  y  uno  de  la  ley 
de  procedimientos,  no  se  hace  lugar  al  recurso  de  queja,  con 
costas,  y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos,   devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril.  —  Francisco 
Delgado  — José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CX1C.XII. 


El  capitán  Freeman  contra  Folmar  y  Ca,  y  Casa  y  Ca.  sobre 
autorización  para  contraer  un  préstamo  marítimo. 


Sumario. — La  autorización  para  contraer  un  empréstito  sobre 
el  buque,  queda  sin  efecto^  ordenándose  la  venta  de  este. 


Caso. — El  capitao  Freemaa  del  vapor  Zenobia  pidid  aulori- 
zacion  para  contraer  un  empréstito  de  2500  pfts.  para  proveer 
á  los  gastos  de  mantención  y  sueldos  de  la  tripulación  y  compra 
de  carbón. 

Negádole  primeramente  dicha  autorización,  le  fué  concedida 
por  el  siguiente : 

Falto  del  Juea  Seccional* 

Buenos  Aires,  Agosto  22  de  \  868. 

Y  vistos :  considerando;  Primero,  que  los  fondos  que  solicita  el 
capitán  Freeman  sondestinados  al  pago  de  sueldos]y  mantención^ 
y  hallándose  él  al  cargo  del  buque  esos  fondos  deben  serle  sumi- 
nistrados con  arreglo  al  Código  de  Comercio  según  los  artículos 
H05  y  H06.  Segundo^  que  el  apoderado  del  coticurfiO  manU 
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fiesta  en  su  escrito  de  f.  26  que  no  tiene  fondos  para  hacer  el 

suministro  solicitado.  Por  esto  se  autoriza  al  capitán  Freeman 

para  contraer  un  empréstito  por  la  suma  de  2,500  pils.  como 

lo  solicita  por  su  escrito  de  f.  1  \ 

Eguia. 

Alegando  que  la  deuda  se  habia  aumentado,  el  capitán  Free- 
man pidió  que  la  autorización  se  estendiera  á  la  suma  de  7,000 
pfts. 

El  Juez  de  Sección  accedió. 

El  apoderado  de  los  síndicos  del  concurso  Casa  y  C*  apeló 
del  auto  concediendo  la  ampliación  de  la  suma,  y  se  le  con- 
cedió el  recurso. 

La  Suprema  Corte  en  5  de  Noviembre  de  1868  para  mejor 
proceso  pidió  que  el  Juez  de  Sección  informase  si  habia  úlrde- 
nado  la  venta  del  buque  á  petición  de  los  Sres.  Folmar  y  C^. 

Recibido  el  informe  afirmativo,  se  dictó  el  siguiente : 


Falto  de  la  SupreMta  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1868. 

Vistos :  Resultando  del  precedente  informe  que  se  ha  maor 
dado  vender  el  buque  que  debia  garantir  el  empréstito  que  se 
pretende,  y  no  teniendo  por  esto  ya  objeto  la  resolución  d% 
este  incidente,  devuélvanse  al  Juez  de  Sección,  previo  pago  de 
costas  y  reposición  de  sellos. 

■ 

Francisco  de  las  Garberas.  —Sal- 
DOR  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.—- 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA  cxmmin. 


Am  Béífíúl&mé  BoUm  contra  D.  Leopoldo  ArUaga^ 

por  rendición  de  cuentas. 


Sumario.  —  Lat  fenteiietas  de  los  Joeees  de  Seecion  pro- 
nuncifldat  en  rebeldía  ioo  ioapelables. 


C(/io.— Don  Luifl  Belaústegui  por  D..  Bartolomé  Rolon,  de- 
mandó ante  el  Juzgado  Seccional  de  la  Provincia  de  Buenos 
AlrM,  á  D.  Leopoldo  Arteaga  por  rendición  de  coenUs  en  la 
idmlnislraeion  del  vapor  cPaysaodút  de  que  se  pretende  con- 
ddmjno. 

Se  corrió  traslado  de  la  demanda  á  D.  Leopoldo  Arteaga,  y 
no  habióndolo  evacuado  dentro  del  término  de  la  ley,  Belaús- 
tegui le  acusó  rebeldía. 

El  Juea  señaló  á  Arteaga  el  término  de  24  horas,  y  pasadas 
sil)  la  contestación,  pidió  sfutos  para  sentencia. 

Doapues  de  notificadas  las  partes,  Arteaga  presentó  escrito 
conlosiando  la  demanda. 

Kn  rebeldía  del  demandado,,  el  Juez  dictó  sentencia. 

Después  de  notificada,  Arteaga,  representado  por  D.  Federico 
Preilaai  apeló,  y  el  Jues  le  negó  el  recurso  con  el  auto  si- 
guiente : 


DB  iÜSnClA  NACIONAL.  809 

Auto  dd  Juea  Seectonal. 

Buenos  Aires,  Octubre  8  de  1868. 

Con  arreglo  al  artículo  191  de  la  ley  de  procedimientos, 

no  ha  lugar^  con- costas,  al  recurso  entablado. 

Eguía. 

En  este  estado  Freitas  se  presentó  ante  la  Suprema  Corte, 
entablando  recurso  de  queja  y  dijo:  que  el  art.  191  se  referia 
al  contumaz  declarado,  es  decir,  al  que  espresa  y  claramente 
se  ha  constituido  en  contumacia.  Pero  que  no  se  encuentra 
en  ese  estado  el  que  ha  dejado  vencer  el  término  por  descuido, 
por  enfermedad  ó  por  otra  causa  análoga,  y  se  presenta  en  el 
juicio  con  diferencia  de  minutos  ó  de  horas. 

Pidió  que  se  mandase  que  el  Juzgado  de  Sección  otorgase 
el  recurso,  y  se  pusieran  los  autos  en  secretaria  para  espresar 
agravios. 

Con  el  informe  del  Juez,  la  Suprema  Corte  no  hizo  lugar  á 
la  queja  interpuesta,  por  el  siguiente : 

Falto  de  la  Suprema  Certe. 

Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1868. 

Vistos :  por  el  fundamento  del  auto  apelado  de  fojas  veinte 
y  cuatro,  no  se  hace  lugar  á  la  queja  que  de  41  se  interpone, 
con  costas,  satisfechas  ia«  cuales  y  repuestos  los  sellos,  de- 
vuélvanse. 

Francisco  de  las  Cabreras.  — Salva- 
dor MaI\ía  del  Carríl. — FRANCisno 
Delgado. — José  Barros  Pa2os. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CJLXXrV. 


Incidente  sobre  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  de  la 
Provincia  de  Biienos  Aires  y  el  Seccional  de  la .  misma. 


Sumario.  —  El  inciso  10  del  artículo  2<^  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  se  refiere 
á  buques  que  viajan  de  un  puerta  de  la  República  á  otro  es- 
tiangero,  ó  de  una  Provincia  á  otra  por  los  ríos  interiores^  y 
DO  á  lanchas  que  se  ocupan  dentro  de  un  puerto  en  la  descarga 
de  mercaderías. 


Caso.  —  En  el  mes  de  Setiembre  del  1867^  D.  Juan  Hughes, 
D.  Enrique  Hall  y  D.  P.  D.  Peters  por  una  parte,  y  por  la  otra 
D.  M.  S.  Dooley,  celebraron  un  contrato  por  el  que  los  prime- 
ros daban  al  segundo  la  administración  y  gerencia  de  unas  lan- 
chas para  el  desembarque  de  mercaderías  en  el  puerto  de  Buenos 
Aires  por  el  término  de  5  años,  con  la  remuneración  de  5,000 
g  mensuales  y  un  27t  por  ciento  de  las  utilidades,  siendo  obli- 
gación de  Dooley  no  ocuparse  de  otros  negocios  y  atender  las 
lanchas  con  toda  puntualidad. 

En  22  de  Setiembre  del  1868  los  dueños  de  las  lanchas  se 
presentaron  al  Juzgado  de  Comercio  de  Buenos  Aires  diciendo 
que  Dooley  no  había  cumplido  sus  obligaciones,  por   lo  que. 
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7  por  no  estar  registrado  el  contrato,  pedian  se  les  pusiera  en 
posesión  de  las  lanchas,  y  se  citara  á  Dooley  á  un  juicio  veral 
para  nombrar  arbitros. 

Notificado  Dooley,  alegó  falta  de  jurisdicción  en  el  Tribunal 
de  Comercio,  diciendo  que  las  cuestiones  relativas  á  la  propie- 
dad ó  posesión  de  los  buques,  y  á  todo  hecho  ó  contrato  per- 
teneciente á  la  navegación,  corresponde  á  la  jurisdicción  federal, 
según  ios  incisos  9  y  10  del  art.  S""  de  la  ley  de  Setiembre  de 
1863. 

Al  mismo  tiempo  Dooley  se  presentó  ante  el  Juez  Nacional, 
alegando  esas  mismas  razones,  y  pidiendo  se  reclamase  la  com- 
petencia con  el  oficio  correspondiente. 

Habiéndose  proveido  de  conformidad,  el  Juez  de  Comercio, 
después  de  oir  á  los  demandantes,  dictó  el  siguiente : 

Fallo  del  Jues  de  Comerele. 

Buenos  Aires,  Octobre  8  de  1868. 

y  vistos :  Debiendo  atenderse  preferentemente  al  incidente 
suscitado  por  el  Sr.  Juez  de  Sección,  sobre  competencia,  por 
cuanto  si  su  resolución  final  fuera  acorde  con  la  te^ía  que  se 
sostiene  en  el  oficio  recibido,  habrían  quedado  sin  efecto  las 
medidas  que  han  dado  márjen  á  los  recursos  que  Dooley  ha 
interpuesto,  y  en  caso  contrario,  recien  serla  llegada  la  opor- 
tunidad de  tomarlos  en  consideración,  ya  que  aquel  incidente 
tiene  por  objeto  inmediato  el  de  suspender  la  discusión  de  la 
causa ;  Considerando  á  su  respecto,  por  consiguiente,  que  los 
artículos  que  se  invocan  de  la  ley  Nacional  nada  tienen  que 
hacer  con  la  cuestión  iniciada  ante  este  juzgado,  puesto  que 
ella  no  es  relativa  á  un  naufrajio,  fletamento,  propiedad  ó 
posesión  de  buques,  asi  como  tampoco  ninguno  de  los  actos 
concernientes  á  la  navegación  y  comercio  marítimo ;  lejos  de 
eso,  tratándose  simplemente  de  hacer  efectivo  el  derecho  que 
asiste  á  todo  socio  para  pedir  que  se  declare  nulo  para  lo  futu- 
ro la  sociedad,  cuyo  instrumento  probatorio  no  se  haya  regis- 
T.  VI.  26. 
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trado^  es  indudable  que  no  tenia  importancia  alguna  la  circuns- 
tancia de  que  la  sociedad  tuviera  por  objeto  la  esplolacion  de 
lanchas,  para  que  pueda  deducirse  de  ello  que  es  privativo  de 
la  jurisdicción  Nacional  el  conocimiento  del  punto  controver- 
tido, aun  cuando  afecte  en  lo  mas  mínimo  al  comercio  marítimo, 
por  lo  que  sosteijíendo  la  competencia  de  este  Juzgado  y  no 
accediendo  á  la  remisión  solicitada  de  los  presentes  autos, 
mando  se  comunique  esta  resolución  al  Sr,  Juez  Federal,  por 
medio  del  correspondiente  oficio,  con  inserción  del  párrafo 
primero,  del  precedente  escrito,  y  á  los  efectos  del  artículo 
cincuenta  y  dos  de  aquella  ley ;  repóngase  el  sello. 

Jtian  E.  Barra. 
Auto  del  Jíaes  Seccional. 

Buenos  Aires,  Octubre  15  de  1868. 

Remítase  á  la  Suprema  Corte  de  Justicia  con  el  correspon- 
diente oficio,  por  cuanto  el  juzgado  sostiene  su  competencia  en 
el  presente  negocio :  y  avísese  al  Sr.  Juez  de  Comercio  á  los 
efectos  consiguientes,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  artículo 
cincuenta  y  dos  de  la  ley  de  procedimientos. 

Eguia. 

Remitidos  ambos  espedientes,  la  Suprema  Corte,  dictó  el 
siguiente. 


Palto  úm  la  SaprcMta  Corto. 


Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1868. 

Vistos  y  considerando,  primero  que,  según  el  inciso  diez 
del  art.  segundo  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  Tribunales  de  la  Nación,  la  jurisdicción  de  almirantazgo 
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que  estos  ejercen  exclasivamente,  se  estiende  á  los  casos  de 
navegación  y  comercio  marítimo ;  segundo  que  la  navegación 
que  se  relaciona  con  el  comercio  marítimo  es  la  que  se  iiace 
de  un  puerto  de  la  República  á  otro  estrangero,  6  entre  dos 
provincias  por  los  ríos  interiores  declarados  libres  para  todas 
las  banderas  por  el  art.  26  de  la  Constitución  Nacional,  y  su- 
jetos á  las  autoridades  que  emanan  de  ella,  y  á  quienes  incum- 
be también  la  reglamentación  del  comercio  entre  diferentes 
provincias ;  tercero,  que  la  materia  del  contrato  que  ha  dado 
lugar  á  la  presente  cuestión  de  competencia,  es  el  tráfico  de 
lanchas  empleadas  en  la  carga  y  descarga  de  buques  anclados 
dentro  del  puerto,  hasta  donde  alcanza  la  jurisdicción  concu- 
rrente de  los  Tribunales  de  la  Provincia ;  cuarto,  que  por  con- 
siguiente el  Juez  de  Comercio  es  competente  para  conocer  de 
la  demanda  sobre  rescisión  del  contrato,  que  se  ha  deducido 
ante  él ;  por  estos  fundamentos,  asi  se  declara,  y  satisfechas 
las  costas  y  repuestos  los  sellos*  devuelvensele  el  espediente 
remitido  por  él,  eoQ  las  actuaciones  obradas  anie  el  Juez  de 
Sección,  á  quien  se  comunicará  esta  resolución  por  secretaria. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 
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CAMJñA  CJLILTLW^ 


Don  Alfredo  David  contra  los  Sres,  NauU  y  De  Moi^ 

por  cobro  de  estadios. 


Sumario. -^Mn  contrato  escrito  de  fletaraento,  puede  ser 
ntodificado  Terbalmente,  en  cuanto  al  tiempo  señalado  para  la 
carga. 


Caso.  —  Don  Enrique  Mirey  por  el  capitán  David^  se  presen- 
tó ante  el  Juzgado  Seccional  de  la  Provincia  de  Buenos  Aires, 
demandando  á  los  Sres.  Naüts  ;  De  Mot  con  quienes  babia  ce- 
lebrado una  póliza  de  fletamento  por  1,200  pipas  de  sebo  y  300 
cajones  grasa  de  potro,  cuyo  cargamento  debia  ser  puesto  á 
bordo  en  el  término  de  50  dias  á  contar  desde  la  fecha  en  que 
el  capitán  avisara  estar  pronto  el  buque. 

Que  el  capitán  dio  aviso  á  los  cargadores  el  25  de  Enero, 
según  lo  comprueba  la  traducción  de  una  carta  que  acompaña, 
empezando,  por  consiguiente,  á  correr  el  término  para  la  car- 
ga, ese  mismo  día  y  venciendo  el  i 4  de  Marzo. 

Que,  por  el  artículo  &»  de  la  póliza,  se  estipula  que  los  fie- 
adores  pagarán  250  francos,  por  cada  dia  de  estadías,  y  no  ha- 
biéndose entregado  toda  la  carga  después  de  transcurridos  diez 
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días  del  término  fijado,  pide  se  le  condene  á  pagar  esos  diez 
días  j  las  costas  del  juicio. 

Se  nombró  arbitro  arbitrador  al  Juez  de  Sección,  conviniendo 
en  que  el  asunto  siguiese  en  tramitación  ordinaria,  por  lo  que 
se  corrió  traslado  en  la  demanda . 

El  procurador  Reinal  por  Nauts  y  De  Mot  pidió  se  desistimara, 
con  costas,  la  demanda. 

Los  Sres.  Nauts  y  De  Mot,  dice,  fletaron  el  buque  el  4  de 
Diciembre,  comprometiéndose  á  catearlo  con  1200  pipas  de  sebo 
y  300  cajones  de  grasa. 

Por  pedido  del  capitán  para  sostener  el  buque  á  flote,  los 
Sres.  Nauts  y  De  Mot  mandaron  á  bordo,  desde  el  24  de  Di- 
ciembre hasta  el  23  de  Enero,  la  cantidad  de  504  pipas  de  sebo 
y  300  cajones  de  grasa. 

Que  el  día  25  de  Enero  de  1868,  el  capitán  David  poso  ¿ 
disposición  de  sus  representados  el  buque  para  recibir  carga ; 
que  es,  entonces,  desde  el  25  Enero  que  empiezan  á  correr 
los  50  dias  para  la  carga  del  buque. 

Que  un  decreto  del  Gobierno  Provincial,  fecha  15  de  Enero, 
mandó  suspender  los  trabajos  de  los  saladeros ;  que  inmedia- 
tamente sus  representados  comunicaron  al  capitán,  por  medio 
del  corredor  marítimo,  que  por  ese  decreto  era  muy  probable 
no  pudiesen  proporcionarse  toda  la  carga,  ó.  cuando  menos 
que  no  pudiesen  remitirla  á  bordo  en  los  50  dias  del  contrato. 

Que  el  capitán  David,  apreciando  las  dificultades,  dijo  al  cor- 
redor que  se  tratase  de  cumplir  toda  la  oarga  estipuladaj  y 
que  él  por  su  parte  no  baria  exigencia  por  diez  ó  quince  diaa 
de  sobre  estadías. 

Que  fiados  en  esia  promesa,  Nauts  y  De  Mot  desistieron  de 
la  idea  que  tenian  de  presentarse  pidiendo  la  rescisión  del  con- 
trato, á  que  tenian  derecho  en  virtud  de  la  fuerza  mayor,  y 
fundados  en  el  art.  1261  del  Código  de  Comercio. 

Que  á  costa  de  grandes  sacrificios,  siguieron  remitiendo  la 
carga  y  cumplieron  el  contrato  con  1,900  pipas  de  sebo  y  300 
cajones  de  grasa ;  que,  por  ios  demás,  no  sabe  si  es  exacta  la 
diferencia  de  diez  dias  que  cobra  el  capitán,  lo  que  se  demos" 
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trará  con  los  despachos  de  aduana  que  deben  ser  presentados ; 
que  el  capitán  procede  de  mala  fé,  puesto  que  prometió  no 
fijarse  en  diez  ó  quince  días  de  diferencia  siempre  que  se  le 
cumpliera  la  carga. 

Que,  por  otra  parte,  Nauts  y  de  Mot  le  han  pagado  518  fs, 
por  diferencias  de  fletes,  porque,  con  motivo  del  decreto,  es- 
caseó la  carga,  y  los  fletes  bajaron  al  precio  de  30  á  35por  lo 
que  ellos  debian  pagar  40  francos  por  tonelada. 

Que  el  capitán  tiene  la  conciencia  de  que  se  habría  rescin-* 
dido  el  contrato  de  fletameato,  á  no  contar  con  la  seguridad 
dada  al  corredor  de  no  fijarse  en  la  diferencia  de  10  á  15  dias 
de  plazo. 

Que  en  consecuencia,  rechaza  la  demanda,  porque  ella  viola 
la  modificación  propuesta  por  el  capitán  David,  y  aceptada  por 
los  cargadores,  y  también,  porque  aun  prescindiendo  de  esa 
modificación,  el  decreto  del  Gobierno  Provincial  mandando  sus* 
pender  los  trabajos  de  los  saladeros,  consiiluye  fuerza  mayor. 

£1  Juez  puso  la  causa  á  prueba,  sobre  los  hechos  siguientes : 

1^  Si,  á  petición  del  capitán  David  y  para  conservar  su  bu- 
que á  flote,  los  cargadores  mandaron  á  bordo  desde  el  24  de 
Diciembre  hasta  el  ^  de. Enero  504  pipas  de  sebo  y  300  ca-> 
jones  de  grasa. 

2o  Si  por  el  intermedio  del  corredor  marítimo,  los  fletadores 
comunicaron  al  capitán  las  dificultades  en  que  los  colocaba  el 
decreto  del  Gobierno  Provincial  del  15  de  Enero;  por  lo  que 
le  seria  difícil  poner  toda  la  carga  convenida^  á  bordo,  en  los 
50  dias ;  y  si  el  capitán  manifestó  que  completada  la  carga,  él 
prescindería  de  10  á  15  dias  de  sobre  estadías. 

3<^  En  qué  fecha  fueron  embarcado  los  últimos  frutos. 

4''  Si  se  ha  pagado  al  capitán,  por  diferencia  de  fletes,  la 
suma  de  518  fuertes. 

Con  la  prueba  producida  por  ambas  partes,  el  Juzgado  dictó 
el  siguiente : 
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FaIIo  del  JTuez  íleccioiíAl. 

Buenos  Aires,  Setiembre  7  de  1868. 

Y  vistos :  Los  presentes  autos  promovidos  por  don  Eujenio 
Mirey,  en  representación  de  don  Alfredo  David,  capitán  de  la 
barca  francesa  «Lormont»,  contra  los  Sres.  Nauts  y  DeMot 
sobre  cobro  de  estadías :  Considerando :  1°,  que  el  deman- 
dante funda  su  acción  en  la  póliza  de  fletamento,  corriente  á 
foja  primera  y  carta  de  aviso  de  foja  cuatro,  fecba  veinte  y  cinco 
de  Enero  del  corriente  año ;  en  virtud  de  cuyos  antecedentes 
resulta^  que,  siendo  cl  término  para  la  carga  del  buque,  el  de 
cincuenta  dias,  á  correr  desde  el  veinte  y  seis  de  Enero^  dia 
siguiente  de  la  fecba  de  la  carta  aviso,  el  plazo  vencía  el  quin- 
ce de  Marzo  inclusive ;  2<»,  que  el  demandado  ha  comprobado 
que  el  capitán  convino  en  prorrogar  el  término  de  la  carga 
para  no  rescindir  el  contrato,  á  causa  de  las  dificultades  en 
que  colocaba  á  los  cargadores  el  decreto  del  Gobierno  de  la 
Provincia,  mandando  suspender  las  faenas  de  los  saladeros^ 
cuyo  decreto  corre  á  foja  ciento  diez  y  seis  y  siguientes,  por 
quince  ó  veinte  dias  mas,  foja  treinta  y  cinco  vuelta  y  foja 
cuarenta  y  tres  vuelta ;  3%  que  tomándose  los  cargadores  quin- 
ce dias  de  los  prorrogados,  el  plazo  vencería  el  dia  treinta  de 
Mayo,  y  que  el  «Lormont»  cerró  registro  de  salida  el  dia  veinte 
y  siete  del  mismo  mes,  resultando  del  computo  que  precede^ 
que  los  cargadores  no  han  hecho  mas  uso  que  de  once  dias  de 
los  prorrogados  en  el  convenio:  Por  estas  consideraciones,  fallo, 
absolviendo  á  los  demandados  del  pago  de  las  estadías,  conde- 
nando en  las  costas  del  juicio  al  demandante,  y  definitivamente 
juzgando,  así  lo  proveo,  debiendo  reponerse  los  sellos. 

Carlos  Eguía. 

De  esta  sentencia  apeló  en  tiempo  D.  Eujenio  Mirey,  y  pidió 
á  la  Suprema  Corte^  la  revocase  y  condenase  á  Nauts  y  De 
Mot,  al  pago  de  los  12  dias,  de  estadías  y  de  las  costas  del 
juicio. 


408  FALLOS    DB  LA  SUPREMA  GORTB 

Que  dos  excepciones  habían  sido  alegadas  por  el  procurador 
Reynal ;  la  primera,  el  conveni<t  supuesto  con  el  capitán  David 
para  prorrogar  el  término  de  la  carga ;  y  la  segunda,  que,  á 
causa  de  fuerza  mayor  por  el  decreto  del  Poder  Ejecutivo,  no 
habían  podido  cumplir  con  el  contrato. 

Que  en  cuanto  al  primer  punto,  no  obstante  no  ser  admisible 
y  no  haber  sido  justificado,  el  Juez  a  quo  lo  dá  como  acreditado 
por  dos  declaraciones  de  testigos,  vagas,  sin  objeto  ni  fuerza 
alguna. 

Que  esa  excepción,  ademas,  es  infundada,  porque  el  contrato 
de  Qetamento  que  tiene  la  fuerza  de  una  escritura  pública,  uo 
puede  ser  desvirtuado,  sino  por  otra  escritura  pública ;  que 
tratándose  de  pólizas  de  flelamento,  el  Código  de  Comercio, 
para  evitar  abusos,  ha  establecido  en  los  artículos  1185,  87, 
y  1215  que  el  juez  debe  atenerse  únicamente  á  la  póliza  de  Qe- 
tamento, que  es  el  único  medio  de  prueba  en  esta  materia ; 
que  la  póliza  no  ha  sido  ni  podía  ser  redargüida  de  falsa,  por- 
que todos  la  han  reconocida,  y  por  lo  tanto  la  excepción  ale- 
gada es  infundada. 

Que  también  la  excepción  es  inadmisible,  porque  á  mas  de 
lo  manifestado,  el  art.  193,  declara  inadmisible  la  prueba  de 
testigos  en  los  contratos  que  excedan  de  200  fls.,  y  en  el  pre- 
sente asunto  los  excede  en  mucho ;  que  el  único  punto  en  dis- 
cusión es  el  supuesto  convenio  que,  á  existir,  modificaría  la 
póliza  que  se  ha  reconocido  por  las  dos  partes  y  para  justificar 
la  modificación  nada  valen  las  dos  declaraciones  presentadas. 

Corrido  traslado  el  procurador  Reynal,  pide  la  confirmación, 
con  costas,  de  la  sentencia  apelada. 

Que  no  ha  negado  el  contrato  de  fletamento,  pero  ha  soste- 
nido que  ese  contrato  había  sido  modificado  por  convenciones 
posteriores,  y  que  esas  convenciones  habían  tenido  por  motivo 
el  decreto  del  Gobierno,  suspendiendo  las  faenas  de  los  sala- 
deros. 

Que  en  esta  situaciou,  Nauts  y  de  Hot,  debian  rescindir  el 
contrato  de  fletamento  por  causa  de  fuerza  mayor,  ó  convenio 
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con  el  capitán  una  próroga  para  proporcionarse  toda  la  carga 
convenida. 

Que  faé  á  consecuencia  de  la  promesa  del  capitán,  de  no 
fijarse  en  15  <S  ^  días  que  se  hizo  él  arreglo^  concediendo  ésa 
prdrogi,  arreglo  que  fué  presenciado  por  el  corredor  Lennu- 
yeux  y  el  testigo  Gorse. 

Que  la  declaración  del  corredor  interventor,  confirmada  por 
Gorse,  prueba  plenamente  la  excepción. 

Une  por  su  parte,  no  ha  atacado  la  validez  del  contrato  ni  ha 
querido  destruirlo,  sino  que^  á  consecuencia  de  fuerza  mayor, 
pudo  pedir  la  rescisión  del  contrato,  y  no  lo  hizo  porque  aceptó 
la  modificación  propuesta  en  una  de  sus  cláusulas. 

Que  no  se  trata  de  la  eiistencia  6  validez  del  contrato^  sino 
de  una  circunstancia  accidental  que  pudo  modificarse,  bona 
fide  entre  los  contrayentes. 

Respecto  á  la  prueba  de  testigos,  en  asuntos  de  mayor  cuan- 
tía, dice :  que  su  contrario  fué  el  primero  en  llamar  á  Lennu- 
yeux,  y  cuando  ha  visto  que  su  declaración  no  le  era  favorable, 
recien  rechaza  esa  clase  de  prueba. 

Que  dos  testigos  presenciales,  de  los  cuales  uno  es  el  cor- 
redor interventor,  y  citado  por  ambas  partes,  contestes  y  libres 
de  toda  tacha,  son  pruebas,  mas  que  suficientes,  para  justificar 
la  excepción. 

Que  mientras  todos  los  comerciantes  de  esta  plaza  modifica- 
ban sus  contratos  de  fletamento,  por  la  enorme  baja  de  fletes 
producida  por  el  cólera,  Nauts  y  De  Mot  mantuvieron  firme  el 
suyo,  pagando  una  fuerte  suma  por  diferencia  de  fletes. 

Que  la  próroga  se  convino  bona  fide,  y  en  negocios  mer- 
cantiles es  una  regla  invariable,  la  de  estar  á  verdad  sabida  y 
buena  fé  guardada. 

La  sentencia  apelada  fué  confirmada  por  el  siguiente : 

Fallo  de  to  Siqireimi  C^rte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  12  de  1868. 

Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma,  con  costas,  la 
T.  VI.  27. 
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sentencia  apelada  de  foja  ciento   y  veinte,  y  satisfechas  qae 
seaoi  deyuéiyanse,  reponiéndose  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor Haría  DEL  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  Josí!  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 


CAUSA  ClimiKTI. 


Crimitial  contra  D,  Apolinar io  López  ^  por  delito 

de  rebelión. 


Sufnario.  —  i""  El  haber  servido  á  la  rebelión  en  clase  de  mi- 
litar,  desempeñado  la  comisión  de  gefe  de  dia,  y  penetrada  con 
fuerza  armada  de  noche  en  casas  particalares  buscando  reu- 
niones de  hombres  y  armas,  importa  complicidad  en  la  rebe- 
lión en  clase  de  mero  ejecutor. 

2°  Vencido  el  término  de  la  obligación  del  fiador  de  cárcel 
segura,  no  puede  aquella  hacerse  estensiva  á  lo  juzgado  y  sen- 
tenciado. 


t 

I 
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Caso^ —  Don  Apolinario  López  fné  acusado  como  reo  del  de- 
lito de  rebelión  contra  el  Gobierno  Nacional  y  robos  perpetrados 
á  manos  armada  en  la  Provincia  de  San  Joan. 

Hecba  la  defensa,  producidas  las  pruebas,  y  dejada  pendiente 
una  petición  de  escarcelacion  presentada  por  el  defensor  del 
reo,  para  resolverla  con  la  causa,  se  dictó  el  siguiente: 

Fiaia  del  JTaes  Seeelonal. 

San  Juan,  Agosto  24  de  1868. 

• 

Vistos:  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal  y  del 

querellante  don  Dámaso  Borrego  contra  don  Apolinario  López, 

como  reo  del  delito  de  rebelión  y  del  de  hurto  calificado. 

Considerando :  que  el  hurto  calificado  en  la  casa  de  Borrego 
no  se  ha  justificado^  como  pudo  y  debió  hacerse,  y  es  constante 
que  en  el  registro  de  las  demás  casas  del  mismo  vecindario  se 
guardó  cumplida  honradez  á  este  respecto. 

Que  el  procesado  está  confeso  de  haber  servido  á  los  rebel" 
des  en  clase  de  militar,  desempeñando  por  tres  ó  cuatro  veces 
la  comisión  de  gefe  de  dia,  y  convicto  de  haber  invadido  en 
altas  horas  de  la  noche  con  fuerza  armada  y  registrado  varias 
casas  particulares,  buscando  reuniones  de  hombres  y  armas. 

Que  el  rol  que  le  corresponde  ante  la  ley  de  la  materia  es  el 
de  mero  ejecutor  pues  no  consta  que  hubiese  una  posición  de- 
finida en  el  éjórcito  rebelde  que  le  diera  el  mando  de  una  parte 
de  las  fuerzas,  sino  que  desempeñó  comisiones  especiales  con 
objeto  especial  limitado,  aun  que  de  estos  hechos  se  desprende 
que  fué  reconocido  y  aceptado  en  su  clase^  que  tampoco  consta 
cual  fuera ;  ni  que  haya  sido  de  los  que  induciendo  y  deter- 
minando á  los  rebeldes  promovieron  ó  sostuvieron  la  rebelión 
y  que  no  ha  justificado  excepción  alguna  en  su  descargo. 

Dé  acuerdo  con  estos  antecedentes  y  en  atención  á  lo  dis- 
puesto por  el  art.  17  de  la  ley  penal ;  fallo,  definitivamente  en 
la  presente  causa  declarando,  que  el  procesado  don  Apolinario 
López  es  reo  del  delito  de  rebelión,  condenándolo  en  la  pena 
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de  tres  anos  de  servicio  militar  en  las  fronteras  6  de  cuatro 
cientos  cincuenta  pesos  de  multa  y  las  costas  del  proceso  en 
cuanto  se  refieren  á  la  acción  penal,  y  absolviéndolo  de  la  que- 
rella de  don  Dámaso  Borrego,  con  costas  á  este.  Y  resultando 
también  de  estos  autos  y  de  lo  espuesto  y  resuelto  sobre  lo  prin- 
cipal :  I"",  que  no  hay  mérito  para  imponer  pena  corporal ;  y 
2^^  que  el  Fiscal  no  ha  observado  la  suficiencia  de  la  fianza 
ofrecida  en  la  contestación  al  traslado  de  la  solicitud  de  escar- 
celacion  del  defensor  del  reo,  se  declara  también  á  favor  deeste 
el  derecho  de  obtener  su  libertad  bajo  dicha  fianza,  Ínterin  su 
causa  queda  concluida  por  sentencia  ejecutoriada  previo  otor- 
gamiento de  la  escritura  correspondiente,  y  puesto  constancia 
de  ello  en  autos.  NotiOquese  original  y  repóngase  los  sellos. 

José  Benjamin  de  la  Vega. 

£1  Fiscal  y  el  defensor  apelaron  de  la  sentencia,  y  se  concedió 
el  recurso. 

El  Sr.  Procurador  General  consideró  injusta  la  escarcelacion 
concedida  esponiendo  que  ella  no  podia  admitirse  á  menos  de 
ser  estensiva  á  lo  juzgado  y  sentenciado,  porque  el  acusado 
habia  ya  sido  condenado. 

Conferido  traslado* el  defensor  contestó  que  si  López  no  pudo 
ser  absuelto  por  lo  resultante  de  autos,  debia  ser  escarcelado 
bajo  fianza. 

Que  en  efecto  la  condenación  era  alternativa  á  elección  del 
condenado,  quien  podia  elejir  la  pena  pecuniaria,  y  que  no 
era  necesaria  la  fianza  judicatum  solví :  porque  estando  con  la 
fianza  carcelera  asegurada  la  persona  del  acusado,  venian  á 
estarlo  sus  bienes. 

Vallo  de  la  Saprema  Ciarte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  U  de  1808. 

Vistos:  por  sus  fundamentos,  se  confirma  con  costas,  la 
sentencia  apelada  de  foja  cincuenta  y  tres,  no  haciéndose  lugar 
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á  la  declaración  que  pide  el  señor  Procarador  General  respecto 
de  la  Oanza  carcelera^  por  razón  de  haberse  vencido  el  término 
de  la  obligación  del  fiador,  y  deberse  efectuar  en  los  términos 
que  se  espresó  en  la  escritura  donde  se  hizo  constar ;  y  de- 
vu^vase,  acompañándose  la  planilla  de  costas  y  reposición  de 
sellos  para  que  se  ordene  su  pago  por  el  Juez  de  Sección. 

Francisco   de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril.  — FRANasco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA  CTL%lLVn, 


Don  Aníero  Barriga  contra  D.  Migiiel  Rodríguez^ 

sobre  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  1^  Siendo  inciertas  las  causas  que  fundan  el  re- 
curso de  nulidad,  debe  esto  ser  rechazado. 

2<*  Las  observaciones  contra  la  justicia  de  un  auto  dado  en 
cansa  de  menor  cuantía^  no  pnedcn  ser  discutidas  ante  la  Su- 
prema Corte. 
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Caso. — Don  Antero  Barriga,  chileno,  demandó  á  D.  Uigael 
Rodríguez,  Presidente  de  la  Comisión  de  irrigación  del  De- 
partamento de  cAlto  de  Sierra»  por  despojo  de  agua  que 
correspondia  á  la  finca  del  Concurso  de  don  Juan  Servansa, 
que  ei  demandante  tenia  arrendada,  y  pidió  que  por  haberle 
quitado  el  agua  por  algunos  dias,  y  por  haber  el  Sr.  Rodríguez 
hecho  poner  preso  al  capataz  del  Sr.  Barriga  que  rompió  la 
chapa  para  tomar  el  agua,  fuera  condenado  aquel  á  pagar  la 
suma  .de  13  bolivianos,  que  cedería  á  la  Sociedad  de  Benificen- 
cia, 

Don  Miguel  Rodríguez  contestó  que  estando  por  convenio 
de  los  vecinos,  antes  que  Barriga  arrendase  la  finca,  el  De- 
partamento á  turnp,  no  podia  darse  agua  á  este  antes  del  tur- 
no, y  que  la  prisión  del  capataz  fué  ordenada  por  la  rotura 
de  la  compuerta. 

Barriga  replicó  que  no  era  cierto  el  convenio  de  los  vecinos, 
y  dijo  que  la  Comisión  habia  impuesto  el  turno  después  de 
estar  él  en  posesión  del  fundo. 

VaUo  del  JTueaB  Seecloiuü. 

San  Juan,  Octubre  12  de  1868. 

Teniendo  en  consideración :  1^  que  de  lo  espnesto  por  am- 
bas partes  resultaba  establecido  Icjítimamente  el  hecho  de 
hallarse  á  tumo  el  departamento  en  el  servicio  del  agua ;  9f^ 
que  el  demandado  como  Presidente  de  la  Comisión  de  Irri- 
gación, hacia  la  distríbucion  de  ella  con  arreglo  al  turno 
establecido,  ó  sea  alternando  por  dias  ú  horas;  3^  que  si  el 
hecho  del  establecimiento  del  turno  ó  la  conducta  del  Presi- 
dente  en  la  distribución  del  agua  agredia  ó  comprometia  los 
derechos  que  correspondiesen  al  actor  en  ella,  debia  este  hacer 
valer  sus  acciones  en  la  forma  que  el  derecho  previene,  para 
obtener  la  reivindicación  respecto  de  ellos,  y  no  hacerse  justi- 
cia  por  sí  misino  y  sin  intervención  de  autoridad  alguna ;  4<^, 
que  si  el  establecimiento  del  turno  y  la  observancia  de  él  por 
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el  Presidente  importan  un  despojo  de  derecho  que  correspondia 
al  actor,  en  virtud  de  la  ley  que  cita  en  su  demanda,  el  despojo 
babria  estado  consumado  ya  desde  que  aquellos  hechos  se  veri* 
ficaran ;  y  la  violencia  de  que  se  sirvió  para  reinvindicar  esos 
derechos  que  cree  tener,  no  estaría  autorizada  por  la  ley,  pues 
importaría  ante  ella  un  nuevo  despojo  y  no  una  repulsión  de 
fuerza  por  fuerza ;  5^,  que  siendo  atentatorios  á  la  ley  que  rige 
en  materia  de  fuerza  ó  violencia  y  á  los  respetos  que  se  deben 
á  la  autoridad  local  del  departamento  los  hechos  que  provoca- 
ron la  imposición  de  la  multa  y  prisión  del  regador  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  por  los  artículos  18  y  24  del  reglamento  citado, 
no  puede  fundarse  lejítimamente  en  estas  medidas  de  orden, 
indemnizar  daños  y  perjuicios ;  y  {6^,  que  según  esto  era  in- 
necesario é  inconducente  resolver  en  esta  vez  sobre  si  el  hecho 
del  turno  es  atentatorio  de  los  derechos  que  di  al  particular 
en  el  agua,  la  ley  citada  por  el  actor  :  —  fallaba  definitivamente 
absolviendo  al  demandado  de  la  demanda  con  lo  que  concluyó 
la  presente  y  firmó  el  Sr.  Juez  con  los  comparecientes  en  San 
Juan,  á  doce  de  Agosto  de  mil  ochocientos  sesenta  y  ocho,  por 
ante  mí  doy  fó. — Jo^é  Benjamín  de  la  Vega.  —  Antera  Bar* 
riga. — Migfiel  Rodríguez.  —  Damaseno  Castañeda. — Escriba- 
no del  Juzgado  de  Sección. 

Barriga  interpuso  recurso  de  nulidad ;  1®,  por  no  haberse 
fallado  sobre  el  hecho  que  motivó  la  demanda ;  2»,  por  haberse 
Omitido  trámites  esenciales  sobre  hechos  considerados  en  la 
sentencia  á  saber,  la  lejítimidad  del  turno ;  y  3*",  por  haberse 
aplicado  disposiciones  que  no  son  leyes. 

Se  concedió  el  recurso. 


Fallo  de  la  Suprema  Corto. 

Buenos  Aires,  Noviembre  14  de  1868. 

Vistos :  y  considerando,  que  las  constancias  de  este  espe- 
diente contradicen  las  causas  que  don  Anlero  Barriga  espresa 
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para  sostener  el  recurso  ée  nalidad  qne  ha  interpuesto  del  auto 
de  foja  diez ;  porque,  en  primer  logar,  el  Juez  de  Sección  no 
funda  su  iallo  en  la  lejítímidad  del  tumo  para  la  distribución 
de  las  aguas  de  regadío  en  el  Departamento  del  Alto  de  la 
Sierra,  por  razón  de  haberse  establecido  con  el  consentimiento 
de  todos  los  Yccinos  propietarios ;  pues  lo  que  él  dá  por  Iqi- 
timo,  es  la  prueba  de  la  existencia  del  tumo,  deduciéndolo  de 
la  conformidad  de  ambas  partes  en  reconocer  la  verdad  del 
hecho ;  y  por  consiguiente  la  recepción  de  otra  prueba  sobre 
este  punto  era  innecesaria :  y  en  segundo  lugar,  porque  en  el 
cuarto  considerando  espone  las  razones  que  lo  inducen  á  rehu- 
sar la  acción  del  despojo^  y  en  la  disposición  del  auto  absuelve 
i  don  Miguel  Rodríguez  de  la  demanda,  resultando  no  ser 
cierto  que  ha  dejado  sin  resolución  esta  parte  principal  de  la 
dicha  demanda^  y  que  ni  aun  ha  hecho  mención  de  ella  en 
los  fundamentos  del  auto.  Considerando  además,  que  las  otras 
observaciones  del  recurrente  son  argumentos  contra  la  justicia 
del  fallo  del  Juez  de  Sección,  y  no  contra  su  validez,  que  es 
de  lo  que  únicamente  puede  conocer  la  Suprema  Corte,  por 
carecer  de  la  jurisdicción  de  apelación  'en  causas  como  la  pre- 
sente, de  menor  cuantía,  según  el  artículo  cuarto  de  la  ley 
sobre  competencia  de  los  tribunales  de  la  Nación ;  por  estos 
fundamentos,  y  de  conformidad  con  el  artículo  doscientos  treinta 
y  tres  de  la  ley  de  procedimientos,  no  se  hace  lugar  á  la  de- 
claración de  nulidad  del  citado  auto  de  foja  diez,  con  costas  ; 
y  satisfechas  estas  y  repuestos  los  sellos  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.— Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Del- 
gado.— José  Barros  Pazos. — Benito 
Carrasco. 


mtm 
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CAUSA  CTSLimVlII. 


Criminal,  contra  el  Presbítero  don  Emilio  Castro  BoedOj 

sobre  escaroelacion  provisoria. 


Sumario»  —  !<>  En  las  causas  en  que  puede  imponerse  pena 
corporal,  no  se  permite  la  escarcelacion  provisoria  bajo  fianza. 

2o  La  suspensión  accidental  del  despacho^  por  la  ausencia 
temporaria  del  juez,  no  es  causal  lejítima  de  escarcelacion. 


Caso. — A  instancia  fiscal  se  siguió  un  proceso  contra  el 
presbítero  don  Emilio  Castro  Boedo  por  delito  de  rebelión. 

Durante  el  sumario  el  defensor  del  procesado  pidió  el  es- 
carcelamiento  del  reo  bajo  fianza. 

El  juez  no  hizo  lugar  á  la  petición,  por  ser  la  causa  de  tal 
naturaleza^  que^podia  en  ella  rei^aer  pena  corporal. 

Copcluioo  el  sumario,  el  fiscal  acusó  al  procesado  como  reo 
de  traición  á  la  patria,  y  pidió  contra  él  la  pena  de  muerte. 

£1  defensor  contestó  que  e!  delito  acusado  no  era  de  traición, 
sino  de  rebelión,  y  que  d&  esto  mismo  no  existian  pruebas 
de  que  fuese  reo  el  presbítero  Castro. 

En  este  estado  el  defensor  volvió  á  pedir  la  escarcelacion 
bajo  fianza,    primero  porque  no  eiistia  el  delito  de  traición 
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que  se  acusaba,  y  segundo^  porque  el  juez  iba  á  ansenlarse 
con  licencia,  y  de  la  demora  consiguiente  no  debia  resultar  á 
su  defendido  la  pena  de  prolongación  de  la  prisión. 

Conferido  traslado,  el  Procurador  Fiscal  contestó  que  no 
bastaba  el  simple  alegato  de  la  defensa  para  desvanecer  los 
cargos  constantes  del  sumario^  y  que  fundaban  la  acusación,  en 
la  que  insistía ;  y  que  por  consiguiente  debia  rechazarse  la 
solicitud  del  defensor. 

Fallo  del  JTiies  Seccional. 

San  Juan,  Setiembre  18  de  1868. 

Vistos :  Por  los  fundamentos  del  auto  de  f.  25  de  Octubre  de 
1867  f.  122  vuelta^  y  teniendo  ademas  presente  que  la  demora 
que  esta  causa  vá  sufriendo  no  ha  dependido  absolutamente  en 
nada  del  despacho  del  juzgado,  y  que  la  suspensión  acciden- 
tal de  él,  á  que  el  defensor  ^  refiere,  no  es  causal  lejítima  de 
escarcelacion,  estése  á  lo,  en  dicho  auto,  ordenado. 

J.  B.  déla  Vega. 

Apelada  la  sentencia  y  concedido  el  recurso  fué  confirmado 
por  el  siguiente : 

nillo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  17  de  1868. 

Vistos :  por  sus  fundamjBntos  se  confirma  con  costas  el  auto 
apelado  de  foja  doscientos  diez  y  seis,  y  devuélvase  el  pro- 
ceso, acompañándose  la  planilla  de  las  causadas  en  esta  ins- 
tancia para  que  se  manden  pagar  según  hubiere  lugar,  así 
como  la  reposición  de  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CnUULllL 


Los  herederos  de  D.  Ramón  José  Godoy,  contra  D.  Juan 
Antonio  Pando^  sobre  rescisión  de  un  contrato 

de  sociedad. 


Sumario.  —  i""  El  demandado  en  su  juicio  no  puede  eiijir 
que  la  demanda  se  entienda  también  con  otras  personas,  so 
prelesto  de  que  tienen  interés  en  su  resultado  fiscal. 

^  La  obligación  del  saneamiento  en  los  contratos,  no  tiene 
por  objeto,  en  ningún  caso,  asegurar  á  una  de  las  partes,  los 
beneficios  de  su  propio  dolo. 


Caso.  —  Don  Felipe  Correas,  en  representación  de  doña  Ra- 
mona Correas  de  Godoy«  se  presentó  ante  el  Juzgado  Seccional 
de  Mendoza,  solicitando  se  declarase  nula  y  de  ningún  valor 
la  convención  de  sociedad  celebrada  entre  su  esposo,  D.  Ra- 
món Godoy  y  D.  Juan  Antonio  Pando  para  la  planteacion 
de  un  molino  y  aserramiento  de  maderas,  como  igualmente 
se  declarase  nulo  el  convenio  celebrado  entre  los  acredo- 
res  de  Godoy  y  el  Sr.  Pando,  y  que  se  mandase  entregar  á 
la  demandante  el  establecimiento  de  molinos  con  todo  cuanto 
á  él  corresponda  en  virtud  del  título  de  heredera  fiduciaria  que 
acompaña. 
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En  el  convenio  á  que  se  refiere  esta  parte,  celebrado  entre 
D.  Antonio  Urizar  Garfias  en  representación  de  D.  Juan  An- 
tonio Pando,  de  una  parte,  y  d^  la  otra  el  síndico  y  todos  los 
acreedores  del  concurso  de  Godoy,  entre  los  que  se  cuenta  D^ 
Ramona  Correas,  esposa  del  concursado,  se  convino  en  que 
Pando  se  quedaría  con  la  parte  principal  de  los  bienes  del 
concurso,  contrayendo  la  obligación  de  pagar  á  los  acreedores 
de  Godoy  en  los  términos  que  se  espresa. 

La  demandante  sostiene  que  en  ese  convenio  hubo  dolo  y 
lesión  enormísima ;  y  es  en  esto  que  funda  su  acción. 

Se  corrió  traslado  á  Drizar  Garfias,  quien  á  la  vez  que  pide 
se  deshecho  la  demanda,  solicitó  se  citase  á  los  acreedores  de 
Godoy,  con  quienes  se  habla  celebrado  el  convenio  de  transa- 
cion,  por  ser  todos  ellos  interesados  en  las  resultas  del  juicio. 

Auto  del  JTaez  SeeeloiMil. 

Mendoza,  Julio  29  de  1868. 

Vistos :  con  relación  al  artículo  sobre  suspensión  del  tér- 
mino probatorio,  mientras  na  sean  citados  los  acreedores  de 
D.  Ramón  José  Godoy  al  juicio  que  los  herederos  de  éste  han 
promovido  á  D.  Juan  Antonio  Pando,  sobre  rescisión  del  con- 
trato de  sociedad  que  dicho  Godoy  celebró  con  éste,  y  consi- 
guientemente, del  convenio  celebrado  por  Pando,  con  los 
acreedores  de  Godoy ;  y  considerando  :  1%  que  los  menciona- 
dos acreedores  no  han  sido  directa  ni  indirectamente  deman- 
dados por  el  escrito  de  f.  53,  de  que  se  confirió  traslado  á  D. 
Juan  Antonio  Pando,  como  única  persona  demandada  por  él ; 
9p,  que  en  el  caso  de  considerárseles  interesados  en  este  juicio, 
su  participación  tendría  mas  afinidad  con  el  actor  que  con  el 
reo,  en  razón  de  que  el  convenio  aludido  fué  celebrado  entre 
Pando  por  una  parte  y  los  acreedores  por  la  otra ;  3^,  que  na- 
die puede  ser  obligado  á  demandar  sino  en  ciertos  casos  ex- 
cepcionales, señalados  por  la  ley,  entre  los  que  no  se  encuentra 
el  presente,  con  respecto  á  los  acreedores  de  Godoy ;  4^,  que 


DE  JUSTICIA  NACIONAL.  42i 

• 

el  art.  61  de  la  ley  de  procedimientos  solo  manda  que  sean 
citadas  las  personas  qae  sean  parle  formal  y  directa  en  el  juicio, 
lo  que  no  puede  decirse  de  los  acreedores ;  y  5"",  que  por  con- 
siguiente, su  falta  de  citación  no  (>uede  producir  la  nulidad 
que  se  teme,  ni  lo  que  se  obre  en  este  juicio  puede  traer  per- 
juicio á  dichos  acreedores  por  el  principio  de  que  res  inter 
alios  acta^  alleri  non  nocet  nec  prodesl ;  no  ha  lugar  á  la  sus- 
pensión que  se  solicita,  con  costas ;  en  consecuencia,  y  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  por  el  art.  206  de  la  ley  de  procedimien- 
tos, no  ha  lugar  á  la  apelación  deducida  en  el  caso  de  no  ha- 
cerse lugar  á  la  suspensión.  Repóngase. 

Villaniíeva. 

De  esta  sentencia^  apeló  el  representante  de  Pando,  y  negada 
la  apelación,  ocurrió  de  hecho  á  la  Suprema  Corte  diciendo  : 

El  auto  de  que  me  quejo  contiene  anomalías  y  contradiccio- 
nes, que,  para  demostrarlas,  es  bastante  su  simple  relación. 
El  Sr.  Juez  á  la  vez  que  reconoce  el  hecho  en  la  demanda,  en 
que  se  pide  rescisión  del  convenio  celebrado  por  Pando  con 
los  acreedores  de  Godoy^  se  funda  para  negar  la  citación  de 
estos,  que  los  mencionados  acreedores  no  han  sido  directa  ni 
indirectamente  demandados  por  el  escrito  de  que  se  corrió 
traslado  á  Pando,  y  ya  comprenderá  el  Superior  Tribunal  que, 
mal  podría  sustanciarse  debidamente  el  juicio,  sin  citar  á  los 
interesados  que  suscribieron  el  convenio  de  que  se  pide  res- 
cisión^ y  por  esta  sola  circunstancia  es  claro,  como  la  luz, 
que  los  acreedores  de  que  vengo  ocupándome,  son  parte  di- 
recta en  este  juicio,  desde  que,  la  rescisión  del  convenio,  es 
cuestión  que  se  refiere  esclusivamente  al  daño  y  peijuicio  de 
ellos. 

El  auto  de  29  de  Julio  trae  á  Pando  un  perjuicio  irreparable 
desde  que  se  niega  la  citación  á  los  acreedores  de  Godoy  que 
son  responsables  de  la  eviccion  y  saneamiento  de  ese  acuerdo, 
que  dio  por  resultado  adjudicar  á  mi  representado,  en  propie- 
dad esclusiva,  el  establecimiento  de  Molinos,  dando  á  los  acre- 
edores algunas  cantidades  en  efectivo. 
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El  hecho  de  ser  estos,  parle  directamente  interesada  con  el 
convenio,  cuya  rescisión  se  demanda,  destruye  todos  los  fun- 
damentos del  auto  del  Juez  de  Sección. 

Con  el  informe  del  Juez  de  la  causa  se  dictó  el  siguiente : 


Fallo  de  la  Suprema   C?orte« 


Buenos  Aires,  Octubre  17  de  1868. 

Vistos ;  por  sus  fundamentos,  y  considerando,  ademas,  que 
la^  obligación  del  saneamiento  en  los  contratos  no  tiene  por  ob- 
jeto, en  ningún  caso,  asegurar  á  una  de  las  partes  los  benefi- 
cios de  su  propio  dolo ;  y  estando  fundada  en  este  vicio  la 
demanda  del  apoderado  de  la  viuda  de  Godoy,  es  evidente  que 
el  défaiandado  no  tenia  derechci  para  pedir  que  sean  citados 
de  eviccion  los  acreedores  que  concurrieron  con  ella  á  celebrar 
la  transacción  de  foja  diez  y  nueve  vuelta,  no  se  hace  lugar  al 
presente  recurso  de  queja,  con  costas,  y  satisfechas  estas,  y 
repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  la&  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CILWa. 


Don  Juan  Parra  de  la  Fuente  contra  D.  Gregorio  Palomino, 

sobre  cumplimiento  de  un  contrato. 


Sumario.  —  En  los  asuntos  de  menor  cuantía,  no  puede 
otorgarse  apelación  para  ante  la  Suprema  Corte. 


Caso.— En  23  de  Enero  de  1868,  se  presentó  ante  el  Juz- 
gado Nacional  de  Mendoza  don  Juan  Parra  de  !a  Fuente,  de- 
mandando á  don  Gregorio  Palomino,  sobre  el  cumplimiento 
de  un  contrato  de  alquiler  de  una  casa,  presentando,  al  efecto, 
un  borrador,  sin  firma  alguna» 

Palomino  contestó,  que  era  cierto  que  habia  convenido  en 
el  contrato,  pero  que  él  no  estaba  firmado  ni  habia  recibido 
nada  á  cuenta. 

En  este  estado  el  Juez  fallón  que  estando  confesada  por  el 
demandado  la  efectividad  del  convenio,  sobre  el  alquiler  de  la 
casa,  D.  Gregorio  Palomino  debia  entregar  la  casa  á  qye  se 
refiere  el  contrato  presentado,  aunque  sin  firmarse,  dentro  de 
tercero  dia,  bajo  apercibimento  de  lo  que  por  derecho  haya 
lugar^  con  costas^  ó  en  su  defecto  á  pagar  los  daños  y  peijui- 
cios  orijinados  que  se  regularotii  eb  10  ;$f  bolivianos. 
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Palomino  apeló,  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 

Fallo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1868. 

Visios:  Siendo  este  asunto  de  menor  cuantía^  con  arreglo 
al  artículo  cuarto  de  la  ley  sobre  jurisdicción  y  competencia 
de  los  tribunales  de  la  Nación,  se  declara  que  no  ha  podido 
otorgarse  el  recurso  de  apelación  y  devuélvanse,  satisfechas 
las  costos  por  el  apelante,  y  repuestos  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Sal- 
DOR  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. -^ 
Benito  Carrasco. 


CÁ'Ufi^A  C^IiI. 


Dan  Claudio  Manterola  contra  D.  Eujenio  Bustos, 
por  cobro  ^ecutivo  de  pesos. 


Sumario.  —  l^  la  ejecución  de  lo  liquido  no  se  perjudica 
por  lo  ilíquido  de  una  deuda. 
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Stp  La  declaración  de  que  la  liquidación  de  danos  y  perjuicios 
se  haga  por  via  ordinaria,  se  refiere  á  los  que  no  eslán  liqui- 
dados, y  no  impide  la  ejecución  de  los  que  lo  estén. 

3o  Dos  deudas  que  consisten  en  dinero,  y  son  líquidas  y 
exijibles,  pueden  ser  compensadas. 

4"^  La  compensación  es  una  de  las  excepciones  que  pueden 
oponerse  á  la  ejecución.  ^ 


Caso.  —  Don  Claudio  Manlerola  entabló  juicio  ejecutivo  con- 
tra D.  Eujenio  Bustos  por  la  suma  de  4,857  .->  6i  centavos  y 
sus  intereses,  que  dijo  adeudarle  por  saldo  de  la  cuenta  apro- 
bada á  í.  272  de  los  autos  principales. 

Llegado  el  juicio  á  la  estación  oportuna,  el  demandado 
opuso  la  excepción  de  inliabili^iad  del  título  y  compensación, 
diciendo  que  la  «uma  demandada  se  deducia  por  el  ejecutante 
de  la  escritura  de  obligación  de  Diciembre  de  1860  sobre  ne- 
gociación de  ganados;  y  que  el  juicio  seguido  en  virtud  de 
esa  obligación  fué  concluido. 

Que  por  la  sentencia  de  Agosto  22  de  1865  sobre  daños  y 
perjuicios,  Manterola  fué  condenado  al  pago  de  los  perjuicios 
originados  desde  Enero  de  1862,  por  el  protesto  de  la  letra 
de  4,000  S ;  y  que  como  tales  perjuicios  Manterola  le  debía 
17,034  j^  oro  por  dos  documentos  de  5,000  fi  cada  uno  y  sus 
intereses,  por  pagarés  que  había  dejado  perjudicar^  según  fallo 
de  la  Suprema  Corte  de  Febrero  8  de  1866. 

Conferido  traslado,  Manterola  contestó  que  la  sentencia  de 
22  de  Agosto  de  1865  no  tenia  nada  que  ver  con  el  presente 
cobro,  y  que  la  excepción  de  compensación  se  fundaba  en  el 
fallo  de  8  de  Febrero  de  1866,  del  cual  no  fluia  un  crédito 
líquido  y  exijible,  porque  la  misma  Suprema  Corte  habia  de- 
clarado por  sentencia  posterior  que  la  cuestión  de  su  referencia 
debia  tratarse  en  via  ordinaria. 

T.  VI.  28 
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Fülto  «al  jr«es  HcmÍo! 


Mendoza,  Setiembre  15  de  1868. 

Vistos,  y  cooftiderando ;  1*,  que  el  juicio  ejecotÍTO  primiti- 
vamente iniciado  contra  don  Eajenio  Bastos  por  don  Claudio 
Manterola,  fué  suspendido  por  el  allanamiento  de  Bastos  á 
cumplir  con  el  contrato  sobre  ganados  de  yeinte  y  uno  de  Di- 
ciembre de  1860;  2*,  qneen  consecuencia  de  su  allanamiento 
se  formuló  la  cuenta  que  corre  á  f.  34,  con  la  aprobación  de 
ambas  partes ;  3*,  que  la  única  condición  puesta  á  su  allana- 
miento fué  la  de  que  le .  reservase  su  derecho  para  repetir 
contra  Manterola,  por  los  daños  y  perjuicios  qne  le  babia  ir- 
rogado; lo  cual  le  fué  acordado,  habiendo  la  Exma.  Corte 
Suprema  confirmado  esta  reserva  por  su  resolución  de  6  de 
Setiembre  de  1866y  declarado  que  ese  juicio  debia  seguirse 
por  la  vía  ordinaria ;  4^,  que  según  la  citada  cuenta  de  f.  34, 
don  Eojenio  Bustos  ha  reconocido  deber  á  don  Claudio  Man- 
terola  el  saldo  que  se  le  cobra,  siendo  por  lo  tanto  incondu- 
ducentes  las  excepciones  alegadas ;  y  5i^,  que  para  responder 
á  las  resultas  del  juicio  sobre  daños  y  perjuicios^  Manterola 
otorgó  la  correspondiente  fianza :  fallo,  que  debe  llevarse  ade- 
lante  la  ejecución  hasta  hacer  trance  y  remate  de  los  bienes 
embargados,  por  la  diligencia  de  f.  4  vuelta,  y  con  su  produ- 
cido, cumplido  pago  al  acreedor  de  la  cantidad  demandada, 

intereses  y  costas. 

Francklin  Villanueva. 


Bustos  apeló  y  se  le  concedió  el  recurso  en  relación. 

En  segunda  instancia,  insistió  en  la  excepción  de  compen- 
sación fundada  en  las  resoluciones  dadas  en  el  pleito  y  parti- 
cularmente en  la  de  8  de  Febrero  de  1866. 
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Fallo  de  la  SupreMuí  Corto. 

Buenos  Aires,  Noviembre  21  de  1868. 

Vistos :  y  considerando ;   respecto  de  la  compensación  que 
es  la  excepción  que  en  esta  instancia  ha  hecho  valer  contra 
la  ejecución  el  abogado  defensor  de  den  Eujenio  Bustos  en 
su  informe  oral ;   Primero^   que  por  el  auto  testimoniado  de 
foja  treinta  y  nna,  la  Suprema  Corte  declaró :   que  don  Clau- 
dio Manterola  debía  indemnizar  á  Bustos^  entre  otros  perjuicios^ 
él  que  le  ocasionó  por. no  haber  protestado  los  pagarés,  pro- 
ducidos en  copia  á  fojas  diez  y  nueve  y  veinte  y  dos,  que  le 
fueron  remitidos  para  presentarlos  á  su  aceptación  y  pago,  y 
de  cuyo  importe  que  asciende  á  diez  mil  pesos  metálicos,  so- 
lamente recibió  cuatro  mil  pesos  ;  Segundo^  que  por  esta  con- 
denación, Manterola  quedó  constituido  deudor  de  Bustos  por 
la  suQia  liquida  de  seis  mil  pesos  metálicos ;  pues  la  estima- 
ción y  liquidación  de  los  otros .  daños  y  perjuicios  que  se  ha 
cometido  á  los  peritos  arbitros  no  puede  alterar  esta  partida ; 
TcrcerOj  que  siendo  un  principio  de  derecho,  que  la  ejecución 
-de. lo  líqbido  no  se  perjudica  por  lo  ilíquido  de  una  deuda, 
este  crédito  de  Bustos  se  hizo  exijible  desde  que  el  auto  que 
le  sirve  de  título  quedó  ejecutoriado,  sin  que  se  oponga  á  esto 
la  declaración  transcripta  á  foja  quince  de  que  el  juicio  sobre 
la  liquidación  de  los  daños  y  perjuicios  debe  seguirse  por  la 
via  ordinaria,  pues  claramente  se  refiere  á  los  cargos  no  li- 
quidados ;  Cuarto,  que  por  consiguiente,  en  el  presente  caso 
se  hallan  reunidas  todas  las  condiciones    necesarias  para  la 
compensación,  hasta  la  cantidad  concurrente^  de  dos  deudas 
que  no  son  de  las  exceptuadas  por  las  leyes ;  á  saber :   que 
ambas  consisten  en  dinero,  son  líquidas,  exijibles  y  reciprocas; 
Quinto^  que  la  compensación  es  una  de  las  excepciones  que 
pueden  oponerse  á  la  ejecución,  según   el  artículo  veinte  y 
siete  de  la  ley  de  procedimientos;  Sesto^  y  últimamente  que 
siendo  mayor  la  deuda  á  favor  de  Bustos  que  la  que  le  cobra 
Manterola,  esta  ha  quedado  totalmente  extinguida;  por  estos 
fundamentos,  se  revoca  el  auto  apelado  de  foja  cuarenta  y  cinco, 


>r'c^.. 
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y  se  absuelve  á  don  Eujenio  Bustos  de  la  demanda ;  devol- 
viéndose los  presentes,  satisfechas  que  sean  las  costas»  y  re- 
puestos los  sellos,  para  que  el  Juez  de  Sección,  alzando  el 
embargo,  mande  reponer  á  Bustos  en  la  libre  posesión  de  sus 
bienes. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
DOR  María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 


CAUSA    CJLIaIM. 


Piaggio  Hermanos  contra  Rubio  y  Foley^  sobre  estadías. 


Sumario.  —  1»  La  resistencia  inmotivada  del  capitán  á  en- 
regar  la  carga,  no  es  imputable  á  los  dueños  de  esta  para  el 
electo  de  las  estadías. 

2o  Resultando  probado  que  la  descarga  se  ha  concluido  den- 
tro del  término  estipulado,  no  puede  haber  acción  á  cobrar 
ests)dias. 


^  ^  ^  ^  «^^ • 
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3»  No  está  en  la  voluntad  del  capitán  causar  estadías  para 
demandar  su  importe. 

4»  Si  nadie  se  presenta  á  recibirse  de  la  carga^  el  capitán 
debe  cumplir  con  las  prescripciones  del  art.  1117  del  Código 
de  Comercio. 


Caso.  —  Los  Sres.  Piaggio  Hnos.  recibieron  en  18  de  Octu- 
bre de  1867,  por  intermedio  del  corredor  D.  Joan  Gotland  á 
los  Sres.  Rubio  y  Foley,  la  mitad  del  cargamento  de  carbón  de 
778  ton.  mas  ó  menos  á  entregarse  por  el  buque  cHariana 
Carlota»  en  el  puerto  del  Rosario,  conviniendo  en  que  la  des- 
carga se  hiciese  en  26  dias  hábiles,  á  contarse  del  siguiente  al 
que  se  diese  la  drden  y  transferencia  y  el  buque  se  hallase  listo 
á  entregar,  y  en  el  pago  de  40  fts.  por  cada  dia  de  demora  du- 
Yante  diez  dias. 

Los  Señores  Piaggio  demandaron  á  los  Sres.  Rubio  y  Foley, 
por  el  pago  de  1,440  íts.,  por  estadías^  daños  y  peijuicios,  di- 
ciendo que  llegado  el  buque  al  Rosario,  no  se  presentó  ningún 
encargado  de  Rubio  y  Foley  para  recibir  el  carbón ;  que  el 
capitán  tuvo  que  poner  un  aviso  en  el  diario,  diciendo  que  el 
buque  estaba  listo  para  entregar  el  carbón  desde  el  7  de  Di- 
ciembre, y  el  encargado  de  los  compradores  concluyó  la  des- 
carga el  8  de  Febrero  de  1868. 

Que  por  consiguiente  se  emplearon  en  la  descarga  '62  dias, 
de  los  cuales  descontando  once  feriados  y  dos  inhábiles,  que- 
daron cuarenta  y  nueve ;  y  debiéndose  hacer  la  descarga  en 
el  término  de  26  dias,  se  debian  diez  dias  de  estadías  á  40  fls., 
y  13  á  80  fts.  que  formaba  la  suma  de  1,440  fts. 

Acompañó  á  la  demanda  el  aviso  del  capitán  en  el  periódico; 
un  duplicado  de  recibo  de  337  toneladas  de  carbón  firmado  por 
D.  Santiago  Wild,  encargado  de  Rubio  y  Foley,  declarando 
haber  concluido  la  descarga  el  8  de  Febrero  de  1868 ;  un  cer- 
tificado del  Capitán  del  Puerto  del  Rosario,  que  desde  el  9  de 
Diciembre  de  1867  á  8  de  Febrero  de  1868^  había  habido  solo 
dos  dias  inhábiles ;  una  protesta  del  capitán  en  ta  que  se  decia 


^  • 
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que  después  del  aviso  se  presentó  á  bordo  el  patrón  D.  San- 
tiago Piíiasco  con  una  orden  de  D.  Santiago  Wild  para  recibir 
el  carbón,  y  qu%^é\  se  negó  á  entregarlo,  porque  la  orden  no 
estaba  firqnada  por  Rubio  y  Foley. 

Conferido  traslado.  Rubio  y  Foley  contestaron  que  ellos 
habían  avisado  á  Piaggio  Hnos.  que  el  recibidor  del  carbón  en 
el  Rosario  seria  D.  Santiago  Wild,  remitiendo  á  este  los  bole- 
tos é  instrucciones  necesarias. 

Que  la  demora  en  la  entrega  del  carbón  sucedió  por  consi- 
guiente por  culpa  de  los  demandantes,  por  no  haber  querido 
entregar  el  carbón  á  D.  Santiago  WHdi  quien  mandó  á  reci- 
birlo, según  lo  decia  el  mismo  capitán. 

Que  aun  suponiendo  que  Wild  no  hubiera  sido  mandado  para 
recibir  el  carbón,  el  capitán  no  tenia  derecho  á  dejar  trascurrir 
el  término  designado  para  la  descarga,  para  después  cobrar 
estadías,  sino  que  debió  poner  el  cargamento  á  disposición  del 
Tribunal  con  arralo  al  art.  1117  del  Código  de  Comercio. 

Que  además  en  el  mes  de  Diciembre  sobrevino  en  el  Rosario 
el  cólera,  y  una  revolución,  y  quedaron.paralizados  los  trabad 
jos  en  la  aduana,  por  lo  que  no  podían  calcularse  como 
hábiles  iodos  los  dias  del  citado  mes. 

Se  abrió  la  dausa  á  prueba  sobre  los  siguientes  puntos: 

1^  En  cuantos  dias  se  efectuó  la  descarga  á  contar  desde  el 
dia  en  que  principió. 

2®  Si  el  capitán  y  el  consignatario  en  el  Rosario  resistieron 
la  entrega  á  Wild  objetándole  falta  de  autorización^  y  después 
la  entregaron  al  encargado  de  Wild. 

3^  Si  en  ese  tiempo  sobrevino  el  cólera  y  una  revolución  en 
el  Rosario,  que  paralizaron  los  trabajos  de  la  aduana. 

Respecto  del  primer  punto  se  probó  con  los  informes  de  la 
aduana  y  resguardo  del  Rosario,  que  la  «Mariana  Carlotat  dio 
su  entrada  el  7  de  Diciembre,  el  8  se  despacharon  los  permi- 
sos para  descargar  778  ton.  de  carbón,  y  la  descarga  concluyó 
el  3  de  Enero  de  1868. 

Respecto  al  segundo  punto  se  presentó  la  declaración  del 
cargador  Gowland,   que  los  Sres.  Rubio  y  Foley  dijeron  á 
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Piaggio  Hdos.  que  ai  había  demora  en  la  descarga,  la  culpa 
era  de  Wild  encarga  Ai  de  recibirla. 

Respecto  el  tercero  se  probó  que  los  dias  «n  que  fué  sus- 
pendido el  trabajo  en  la  aduana  fueron  de  15  i  iji  de  Enero 
de  1868. 

Fallo  del  JTues  Seccional. 

Buenos  Aires,  Octubre  3  de  1868. 

Y  vistos  los  presentes  aQtos  iniciado<(  por  los  Sres,  Piaggio 
Hnos.  contra  los  Sres.  Rflbio  y  Foley,  por  cobro  de  mil  cuatro 
cientos  cuarenta  pesos  fuertes,  costos  y  costas,  por  la  demora 
causada  en  la  descarga  de  una  partida  de  carbón  de  piedra  que 
los  demandados  les  compraron  según  el  contrato  de  f.  172. 
Considerando :  1^,  que  los  demandados  se  han  excepcionado 
atribuyendo  la  culpa  de  esa  demora  al  capitán  del  buque, 
fMariana  Carlota» ;  porque  no  quiso  entregar  el  carbón  á  su 
consignatario,  en  el  Rosario,  ó  á  su  orden  que  h)  era  don  San- 
dego  Wild,  ó  al  representante  de  este,  don  Guillermo  Perkins, 
hecho  confesado  por  el  demandante  á  f.  89,  *  dando  por  razón 
de  la  negativa  del  capitán,  el  que  se  le  presentaba  una  orden 
de  persona  desconocida  y  por  un  patrón  de  lancha  de  descarga; 
2o,  que  el  corredor  Gowland,  que  intervino  en  el  contrato, 
de  f.  72,  declara  que  Piaggio  fué  avisado  que  Wild  era  el  re- 
cibidor del  carbón,  y  que  en  cual  quier  evento,  el  capitán 
debió  cumplir  con  lo  proscripto  en  el  art.  1117  del  Código 
de  Comerció ;  pues  de  no  proceder  así,  vendría  á  resultar,  el 
que  quedase  á  la  arbitrariedad  de  los  capitanes  de  los  buques, 
causar  ellos  estadías  para  demandar  su  importe ;  3^,  que  res- 
pecto al  dia  en  que  concluyó  la  descarga  de  todo  el  carbón, 
este  fué  el  tres  de  Enero  del  presente  año,  empezando  el  2  de 
Diciembre  de  1867,  informes  corrientes  á  fojas  78  y  79  vuelta, 
que  quitando  los  dias  inhábiles,  la  operación  de  descarga  se 
ha  concluido  en  24  dias,  y  por  el  contrato,  el  término  estipu- 
lado es  el  de  26 ;  y  aun  cuando  este  hecho  lo  contradice  el 
demandante,  apoyándose  en  el  recibo  duplicado  def.  4,  que 
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1^ 4á  la  fincha  de  8  ite  Febrero,  es^  recibo  no  ba  sido  reeono- 
cido  en  f<«rfna;  por  lo  que  no  paede  atribuírsele  valor  legal; 
i'%  que  de  los  aon^derandoa  precedentes  resolta  evideociado 
que  los  desmandantes  no  han  probado,  como  debían  so  acción. 
Por  estas  ronsidr-racíones,  deCníiivamenté  juzgando ;  fallo,  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  la  Ir*;  primera,  tít.  14,  Part.  3^,  absol- 
viendo de  la  demafida,  á  loe  Sres.  Rubio  y  Foley,  condenando 
en  las  roslas  del  juicio  á  los  demandantes,   debiendo  reponerse 

los  sellos. 

Carlos  Eguia. 

Apelada  la  Koniencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente 


Fall*  di9  la  Suprema  Corto. 


Buenos  Aires,  Noviembre  24  de  1868. 

Vistos;  por  sus  fundamentos  se  confirma  con  costas  la  sea*- 
tencia  apelada  do  foja  noventa  y  cinco,  y  satisfechas  devuél- 
vanse príSvia  reposición  de  los  sellos. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva* 
DOR  María  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.— José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    CllIiIII. 


Don  Pedro  Funes  coiilra  D.  José  Cándido  Gómez, 

por  daños  y  perjuicios. 


Sumario.  —  i*"  En  una  demanda  mercan tit  por  daños  y  per- 
juicios causados  por  falta  de  cumplimiento  á  un  contrato,  se 
supone  la  rescisión  de  este. 

*  2^  Rescindido  un  contrato  por  falta  de  cumplimiento  de 
una  de  las  partes,  solo  quedan  pendientes  los  daños  y  per- 
juicios que  justifique  el  demandante. 

3^  La  Suprema  Corte  no  puede  modificar  las  sentencias 
de  los  Jueces  de  Sección,  sino  de  la  parte  apelada. 

40  No  es  temerario  un  litigante  que,  por  falta  de  precisión 
en  el  significado  de  las  palabras  de  una  sentencia,  interpreta 
esta  erróneamente. 


Caso.  —  Mandada  á  cumplir  la  sentencia  definitiva  de  la*  Su- 
prema Corte,  en  los  autos  seguidos  por  D.  Pedro  Funes  con- 
tra D.  José  Cándido  Gómez,  sobre  validez  y  cumplimiento  de 
un  .contrato  de  compra- venta  de  caballos,  el  Procurador  Fru- 
goní,  por  Gómez,  se  presentó  al  Juzgado  SeccionaJ  de  Buenos 
Aires,  con  un  escrito,  en  que  dice :  que  resulta  la  causa  en 
el  sentido  de  la  existencia  del  contrato,  con  arreglo  al  art. 
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520  del  Código  de  Comercio,  había  qae^  nombrar  peritos  para 
que  verificasen  la  especie  y  para  la  entrega  en  el  Rosario,  y 
fijar  además  las  bases  para  la  apreciación  de  los  perjuicios ; 
al  efecto,  pidió  un  comparendo  Yerbal. 

En  el  comparendo  la 'parte  de  Funes  contestó;  que  en  su 
demanda  no  habia  comprendido  la  petición  para  el  cumpli- 
miento del  contrato,  sino  el  pago  de  daños  y  perjuicios  cau- 
sados por  la  falta  de  cumplimieuto  de  Gómez,  y  con  cuya  peti- 
ción son  concordantes  tas  dos  Sentencias  pronunciadas ;  qu^ 
el  art.  246  del  Código,  dispone  r^uQ>Ma  parte  á  quien  se  ha 
faltado  en  un  contrato  bilateraf'pitede^  alternativamente)  exi- 
jir  el  cumplimiento  del  contrato,  ó  el  pago  de  los  aaños  y 
perjuicios,  estableciendo  el  2i8,  que  la  demanda  de  perjuicios 
supone  la  resoluoion  del  contrato ;  que  el  art,  2i3  establece^ 
que  el  deudor  cae  en  mora  por  el  hecho  solo  de  no  cumplir 
una  obligación  t|ile  ha  podido  solamente  ser  cumplida  por  su 
naturaleza,  como  Áicede  en  el  presente  caso ;  y  finalmente, 
que  ambas  sentencias  dictadas,  disponen  solamente  el  pago  de 
perjuicios,  y  no  que  se  lleve  á  cabo  un  contrato  imposible  hoy; 
se  opone  al  nombramiento  de  peritos  y  promete  presentar  las 
cuentas  de  los  perjuicios  causados. 

Gómez  replicó  que  no  habia  ido  á  hacer  un  alegato  de  de- 
recho ;  y  se  limitaba  á  observar  que  lo  que  ahora  dice  Funes, 
debió  decirlo  adhiriéndose  á  la  apelación  de  i^  instancia,  que 
mandó  cumplir  el  contrato. 

Fiftllo  del  JTues  Seceional. 

Buenos  Aires,  Noviembre  5  de  4868. 

Y  vistos:  Considerando;  !<»,  que  según  consta  en  el  acta 
que«»preeede,  el  Procurador  Frugoni,  por  D.  José  Cándido 
Gómez,  pretende  llevar  á  debida  ejecución  el  contrato  que  éste 
celebró  con  D.  Pedro  Funes,  nombrando  como  perito  clasifi- 
cador i  D.  José  Vidal ;  2*,  que,  según  el  art.  218  del  Código 
de  Comercio^  la  demanda  ét  perjuicios  svpone  la  resokidoii 
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del  contrato,  y  el  346  confirma  ei  mismo  concepto ;  S"*,  que  el 
demandante  interpuso  su  demanda  f.  51  Yuelta,  por  daños  y 
pefjvicios^  y  de  conformidad  á  esa  demanda,  la  sentencia  i 
f.  79  vuelta,  condena  al  demÉodado  al  pago  de  los  daños  y 
perjuicios  que  ha  causado  al  demandaí^^  por  su  falta  de  cum- 
plimiento al  contrato  en  el  tiempo  y  bajo  las  condiciones  aniv&' 
nidos  en  Ü^  cuya  sentencia  confirmó  la  Suprema  Corte,  como 
consta  así  á  f.  i63;  4»,  que,  ppr  consiguiente,  el  eontialO'Hie 
compra-venta  de  caballos  ()ue  firptende  ^eMtar  Fjrugoni  quedó 
rescindido  por  la  sentencia  definitiva,  y  solo  queda  pendiente 
los  daños  y  perjuicios  que  justifique  el  demandante ;  Por  estas 
consideraciones  no^ba  lugar  á  lo  solicitado  por  el  Procurador 
Frugoni,  en  el  juicio  verbal,  y  estése  este  á  lo  mandado  en 
sentencias  ejecutoriadas.  Repóngase  el  sello. 

Cáxhs  Eguia. 

De  esta  sentencia  apeló  el  Procurador  Fmgoni,  y  concedido 
el  recurso  en  relación,  la  Suprema  Corte  dictó  el  siguiente : 


FüUo  de  la  Supremí»  Corto. 

Buenos  Aires,  Noviembre  24  de  1868. 

Vistos :  y  considerando ;  Primero^  que  la  cláusula :  Don 
José  Cándido  Gómez  está  obligado  al  cumplimiento  del  contrato 
celebrado  (con  don  Pedro  Funes)  aunque  colocada  por  el  Juez  de 
Sección  en  la  parte  despositiva  del  auto  de  foja  setenta  y  ocbo 
vuelta,  no  importa  un  mandato,  que  no'sehabia  solicitado,  para 
que  se  llevase  á  efecto  el  contrato,  sino  la  resolución  del  punto 
sobre  si  este  había  sido  obligatorio  para  Gómez,  ó  solamente 
potestativo,  el  cumplimiento  de  la  parte  que  le  concernía, 
estableciendo  un  antecedente  para  deducir  de  él  la  condenación 
de  daños  y  perjuicios  que  le  impuso  por  infracción  del  ccAi- 
trato;  Segxmdo,  que  la  falta  déla  conveniente  precisión  en  el 
significado  de  las  palabras  que  empleó  el  Juez  en  este  lugar, 
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y  qne  la  Suprema  Coite  no  pudo  enmendar^  porque  las  par- 
tes no  lo  solicitaron,  bacen  que,  sin  embargo  de  ser  claramente 
perceptible  la  inteligencia  del  auto,  no  se  juzgue  tem^aria 
la  pretensión  fundada  en  la  distinta  interpretación  que  le  dá 
el  procurador  Frugoni  ^  por  estos,  y  por  sus  fundamentos,  se 
confirma  el  auto  apelado  de  foja  doscientos  catorce,  en  cuanto 
no  hace  lugar  á  la  solicitud  de  dicho  procurador,  mandando 
que  88  esté  á  lo  resuelto  á  foja  setenta  y  ocho  vuelta,  pero 
no  en  cuanto  á  la  condenación  de  4tostas ;  v  satisfechas  las  de 
este  instancia  y  repuestos  los  sellos^  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor MarLi  del  Carril.  — Francisco 
Delgado.  — José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 


CAVSA    CSLIilV. 


Don  Eujenio  Bustos  contra  D.  Claudio  Manterola^ 

por  daños  y  perjuicios. 


Sumario.—  En  un  juicio  sobre  danos  y  perjuicios  solo  de 
ben  mandarse  pagar  los  que  sean  justificados. 
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Caso. — Pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  las  sentencias 
de  1*  instancia«de  fecha  de  22  de  Agosto  de  1865  y  la  de  la 
Suprema  Corle  de  fecha  8  de  Febrero  de  1866,  el  Juzgado 
Seccional  de  la  Provificia  de  Mendoza,  convocd  á  las  partes 
á  juicio  verbal  para  que  nombraran  contadores  que  practica- 
sen la  Jiquidacion. 

La  parte  de  Bustos  nombró  al  Dr.  don  Eiequiel  Tabanera  y 
Giraldes  al  agrimensor  D.  Nicanor  Centeno. 

La  cuenta  liquidación,  presentada  por  Tabanera  es  laque 
corre  en  autos,  que  rectificando  la  presentada  por  Bustos,  dá 
un  saldo  á  favor  de  Bustos  de  5,969  iff  417icenuvos  moneda 
boliviana,  y  17,500  f  oro,  moneda  corrienie  en  Chile. 

£1  contador  Centeno  presentó  una  cuenta  diferente,  que  dá 
por  resultado  un  saldo  á  favor  de  Bustos  de  1,996  f  9374  cen- 
tavos bolivianos,  y  12,090  fi  oro  corriente  en  Cbile. 

En  vista  de  esa  disconformidad,  el  Jqez  convocó  á  las  partes 
ajuicio  verbal  en  el  que,  de  común  acuerdó,  se  pombróde  ter- 
cero en  discordia,  al  contador  D.  Daniel  Barreda. 

El  contador  Barreda  presentó  su  cuenta,  diferente  de  las  dos 
primeras,  puesto  que  dá  un  saldo  á  favor  de  Bultos  de  3,475  f 
88  Yi  centavos  moneda  boliviana,  y  H,973^  moneda  corriente 
en  Chile. 

El  Juez  mandó  en  seguida  que  las  partes  manifestasen  sn 
conformidad  ó  disconformidad  con  la  cuenta  presentada  por 
el  tercer  perito,  en  el  acto  de  la  notificación  ó  dentro^  de  ter- 
cero día. 

Don  Ciríaco  Giraldes,  en  representación  de  Manterola,  pidió 
se  deshechasen  las  tres  cuentas  hechas  por  los  peritos  nom- 
brados,  y  se  aceptase  la  presentada  por  él,  ordenándose  á 
Bustos,  que  demandara  en  virtud  de  ella. 

Bustos  por  su  parte',  pidió  se  desatendieran  las  observacio- 
nes de  la  cuenta  presentada  por  Barreda  en  todo  lo  q*ue  se 
separasen  de  la  presentada  por  el  Dr.  Tabanera,  y  en  esta  vir- 
tud se  le  mandasen  abonar  las  sumas  de  5,969  g  41  Vs  centavos 
plata  boliviana;  y  17,034  ^  50  ctos.  oro,  corriente  en  Chile, 
con  sus  intereses  y  costos. 
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Fall«  del  Jíuea  Secetonal. 


«  Mendoia,  JuKo  28  de  1868. 

Vistos :  estos  autos  seguidos  por  D.  Eujenio  Bustos  contra 
D.  Claudio  Manterola,  del  comercio  de  Yaiparaiso  (República 
de  Chile)  sobre  daños  y  perjuicios  orijiíiados  al  primero  por  el 
protesto  de  una  letra  que  se  tMibia  autorizado  á  jirar:  por  la 
demora  en  dar  una  fianza  para  responder  á  las  resultas  de 
ese  juicio:  por  haberse  negado  á  dar  el  aviso  oportuno  para  la 
remisión  de  un  ganado  vacuno,  según  lo  pactado  en  el  art.  3«, 
del  contrato  celebrado  entre  ambos  en  21  de  Diciembre  de 
1860;  y  resultando  de  ellos  que  para  la  liquidación  de  los  da- 
ños y  perjuicios  demandados,  por  parte  de  Bustos,  se  nombró 
como  perito  al  Dr.  D.  Exequiel  Tabanera,  y  por  la  de  Mante- 
roláá  D.  Nicanor  Centeno;  que  estos  se  espidieron  presentando 
cada  uno  su  respectiva  liquidación,  por  no  haber  estado  de 
acuerdo  en  el  modo  de  formarla ;  que  Bustos  se  conformó  con 
la  liquidación  practicada  por  el  perito  Tabanera,  habiendo  la 
parte  de  Manterola  presentado  una  tercera  liquidación  por  no 
estar  conforme  con  ninguna  de  las  que  habian  practicado  los 
peritos ;  que  en  vista  de  esto  el  Juzgado'  ordenó  el  nombra- 
miento de  un  tercero,  que  las  partes  hicieron  en  la  persona 
de  D.  Daniel  Barreda ;  que  presentada  la  liquidación  formada 
por  éste,  las  partes  manifestaron  no  estar  conformes  con  ella; 
y  finalmente,  que  de  la  confrontación  de  la  liquidación  aproba* 
da  por  Bustos  y  la  presentada  por  parle  de  Manterola»  resulta 
que  ambos  aceptan  las  partidas  siguientes  de  la  cuenta  def.  16 
del  juicio  ordinario  iniciado  por  Bustos,  la  cual  es  estractada 
de  la  de  f.  90  del  espediente  ejecutivo: — partida  14  por  150  $j 
15  por  45  i^,  18  por  240/1, 19  por  1066/1,  20  por  300i$f,  22 
por  178  i^'V> es., 23  por  260^,25  por  11,900;  y  la 26 por  190^ 

Capitulo  I. 

Y  considerando,  respecto  de  la  partida  12,  que  es  la  segunda 
de  la  cuenta  de  f.  10,  de  estos  autos,  por  120  t  (valor  del 
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flete  de  30  malas  herradas  que  se  ocuparon  en  hacer  el  2<»  yiaje 
al  Tunuyan),  que  este  cargo  no  ha  sido  declarado  de  abono 
esplicítamente  ni  por  la  sentencia  de  este  Juzgado  de  22  de 
Agosto  de  1865,  f.  254  del  espidiente  owlinario,  ni  por  la  de 
de  la  Exma.  Corte  Suprema  de  8  de  Febrero  de  1866 ;  que  no 
fué  presentada  como  las  de^ fojas  151  y  153  de  dicho  espedien- 
te, y  que  aun  cuando  Bustos,  f.  16  vuelta,  sostiene  que  el 
derecho  para  exijirlo  está  establecido  de  un  modo  claro  en  la 
primera  declaratoria  del  Capitulo  2»,  de  la  sentencia  de  22  de 
Agosto  citada,  tal  inclusión  no  aparece  con  la  claridad  nece- 
saria para  obligar  al  pago  de  esa  cantidad,  y  que^  porcorisi- 
gaiente,  debe  estarse  á  la  regla  m  duvius  pro  reo. 

Considerando,  respecto  á  la  partida  21,  que  es  la  22  de  f. 
10,  por  200  g  (que  dice  Bustos  que  pagó  de  diferencia  de 
cóndores  á  onzas  para  atender  al  pago  de  la  letra  que  presentó 
D.  José  Fernando  Blanco),  que  este  cargo  no  está  comprobado 
ni  declarado  de  abono. 

Considerando,  respecto  á  la  16,  que  es  la  tercera  de  f.  10, 
por  52  g  (pagados  á  Benito  Barroso,  para  que  judicialmente 
reconociese  en  San  Carlos  340  vacas  que  estaban  en  los  po- 
treros de  Bustos,  si  eran  ó  no  conformes  á  las  que  habia  re- 
cibido el  añi?  anterior  en  Tunuyan,  en  representación  de  don 
Claudio  Manterola),  y  á  la  17  que  es  la  cuarta  do  f.  10,  por 
20  í  (pagados  á  Segundo  Morales  y  á  Bruno  Rios  que  fueron 
al  Tunuyan  en  alcance  de  Barroso,  y  Morales  siguió  hasta 
Chile^  por  salario,  mantención  y  flete  de  muías),  que  estos  car- 
cargos  no  están  incluidos  en  ninguno  de  los  capítulos  de  la 
sentencia  de  Agosto  citada. 

Considerando  respecto  á  la  partida  17  de  f.  12  de  estos  au- 
tos por  49,377  f  (valor  de  pasto  en  13  dias  á  152  g  vacas  que 
se  devolvieron  de  la  Cordillera  y  estuvieron  en  los  potreros 
de  Bustos  Ínterin  se  hacian  herrar  para  hacerlas  regresar) 
que  según  su  misma  relación  es  pasto  consumido  durante  la 
operación  de  herrar,  cargo  .,que  ha  sido  escluido  en  la  1^ 
parl^  del  capítulo  4'',  de  la  sentencia  de  f.  256. 
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Considerando  que  carecen  de  comprobación  las  partidas  16, 
18,  19  y  20  de  f.  12,  de  estos  autos,  y  que  por  consiguiente, 
no  pueden  incluirse  en  la  cuenta  de  los  daños  y  perjuicios 
reclamados  por  Busto»,  según  lo  declarado  por  la  Exma.  Cor- 
te Suprema,  en  el  4°  considerando  de  su  resolución  de  9  de 
Mayo  de  1865,  corriente  á  f.  184  dd  espediente  ejecutivo. 

Declaro  que  los  cargos  mencionados  en  los  anteriores  con- 
siderand(»s  no  deben  figurar  en  la  cuenta  de  daños  y  perjuicios 
que  se  reclaman. 

Capítulo  2<> 

Considerando  que  la  partida  10  de  la  cuenta  ^e  í.  11,  de 
estos  autos  por  521,25  f  (gastados  en  herraduras,  clavos, 
mantención  y  pago  de  peones  empleados  en  herrar  834  cabezas 
de  ganado  remitido  por  Uspallata)  está  justificada  por  el  art. 
I''  del  contrato  de  f.  25  vuelta  del  espediente  ordinario  en 
que  se  pactó  que  fueran  herrados  los  animales  y  marchasen 
por  el  camino  mencionado,  y  por  la  cuenta  aprobada  de  foja 
272  del  espediente  ejecutivo,  en  la  que  consta  que  fué  el  nú- 
mero de  animales  que  marcharon  por  esa  vía ;  que  declarado 
cargo  de  lejitimo  abono^  por  el  capítulo  3^  de  la  sentencia  de 
f.  254,  y  que  el  Juzgado  considera  arreglada  en  cuanto  á  su 
importe. 

Considerando  que  la  partida  13  de  f,  11  vuelta,  por  493$ 
50  centavos,  valor  de  pastos  á  315  vacas  que  Bustos  puso  á 
disposición  del  apoderado  de  Manterola  en  14  de  Enero  de 
1864,  y  que  rio  quiso  recibir  hasta  el  3  de  Abril  (después  de 
reconocidos  por  D.  Benito  G.  Marcó  y  D.  Hetaulfo  Hoyos)^ 
figura  en  la  cuenta  de  f.  90  del  espediente  ejecutivo,  y  que, 
por  consiguiente,  se  refiere  tambian  á  ella  lo  declarado  por 
la  Ei^ma.  Corte  Suprema  en  el  cuarto  considerando  de  la  citada 
resolución  de  9  de  Mayo  de  1865,  y  ha  podido  ser  incluida  en 
la  cuenta  de  daños  y  perjuicios,  según  lo  declarado  en  el 
último  capítulo  de  la  suprema  'resolución  de  22  de  Febrero 
de  1866,  corrientes  á  f.  253  vuelta  de  los  autos  ejecutivos ; 
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que  está  comprobado  por- la  carta  de  f.  191,  del  espediente 
ordinario,  la  de  f.  15  dei  ejecutivo,  el  informe  de  í.  24  vuelta, 
y  auto  del  2  de  Abril  de  1864  del  mismo  espediente;  que 
está  comprendido  en  el  capitulo  4®  de  la  sentencia  de  f.  254, 
y  finalmente,  que  es  arreglada  á  su  importe,  si  se  compara 
con  el  de  la  partida  14  de  la  cuenta  de  f.  16  del  espediente 
ordinario,  y  aprobada  en  la  de  f.  122,  de  éste  en  lo  cual  figu- 
ra como  el  primero  de  los  cargos  correspondientes  al  capitulo 
citado. 

Considerando  que  la  partida  15  de  f.  11  vuelta,  por  152  j^, 
(valor  de  pasto  dado  á  152  vacas,  desde  el  l^^.  de  Febrero  al 
8  de  Marzo  de  1865,  tiempo  que  estuvieron  las  152  vacas  en 
los  potreros  de  Bustos,  porque  el  apoderado  de  Manterola  no 
rendía  la  fianza  de  resultas  del  juicio  ordinario  que  se  le  ordenó 
por  el  Juzgado  con  fecha  27  de  Enero  del  citado  año)   es  por 
perjuicios  supervinientes,  razón  por  lo  cual  no  ha  podido  figu- 
rar ni  en  la  cuenta  de  f.  90,   ni  en  la  de  16  ya  citadas;  pero 
que  fueron  protestadas  oportunamente,  según  la  declaración 
contenida  en  el  capítulo  ¥  de  la  sentencia  de   f.  254,  y    en 
coBsecuencia  declarados  de  abono ;  que  está  comprobada  di- 
cha partida  por  la  diligencia    de  embargo  de  f.  43  del  espe- 
diente ejecutivo,  por  el  auto  de  27  de  Enero  de  1865  que 
corre  notificado  al  apoderado  de  Manterola  áf.  114,  por  el  de 
lo  de  Marzo,  corriente  á  f.  125  la  escritura  de   la  espresada 
fianza  que  corre  á  f.  270  del  espediente   seguido    sobre  si 
ella  debia    ser  de   estar  á  las  resultas  del  juicio,  ó  única- 
mente de  restituir  lo  que  se  recibe  en  virtud  de  juicio  ejecu- 
tivo, en  el  caso  que  el  ejecutado  triunfe  en  el  ordinario. 

Considerando  que  la  partida  21  de  f.  12,  por  25  $  (pagados 
á  los  comisionados  D.  Benito  G.  Marcó  y  D.  Ataúlfo  Hoyos 
que  reconocieron  el  ganado  que  no  quería  recibir  al  apode- 
rado de  Manterola)  está  comprobada  ,por  las  diligencias  de 
f.  24  vuelta,  del  espediente  ejecutivo,  y  comprendida  en  el 
capítulo  4o  de  la  sentencia  de  f.  254, 
Considerando,  respecto  á  la  partida  24  de  la  cuenta  de  f.  16 
T.  VI.  29. 
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(valor  de  los  intereses  qae  pretendo  cobrarme  por  la  demora 
que  el  mismo  me  ba  ocasionado  por  no  baber  camplidu  con 
la  obligación  que  contrajo  en  su  carta  de  Diciembre  22  de 
1860)  valor  que  aparece  fijado  en  la  mitad  de  la  cantidad  de 
4762,i2  $  en  la  cuenta  de  f.  10  de  este  espediente,  y  que  ba 
stdo  aceptada  por  el  contador  Tabanera ;  pero  que  solo  ba 
venido  á  quedar  fijado  por  la  aprobada  de  f.  272  del  espe- 
diente ejecutivo,  en  que  el  saldo  de  intereses  abonados  por 
Bustos  monta  solo  á  4683,83  s  ;  que  este  cargo  está  incluido 
en  el  capitulo  2<>,  de  la  sentencia  de  f.  254,  y  que  debe  ser 
abonado  en  la  proporción  que  él  establece. 

Considerando,  que  la  partida  25  de  la  cuenta  de  f.  16  por 
11,900  ^,  está  consignada  en  globo  y  que  ella  ha  sido  detallada 
en  la  del  perito  Barreda,  conformándose  con  la  del  contador 
Tabanera,  aprobada  por  Bustos,  en  la  que  queda  reducido  á 
10,660  9. 

Declaro  que  las  partidas  mencionadas  en  los  anteriores  con- 
siderandos deben  incluirse  en  la  cuenta  de  daños  y  perjuicios, 
con  la  prevención  de  que  la  partida  13  comprende  solo  el 
tiempo  corrido  entre  el  16  de  Febrero  y  el  3  de  Abril  de' 
1864;  que  la  i  5  debe  limitarse  al  corrido  entre  el  28  de 
Enero  de  1865,  fecba  en  que  se  notificó  al  apoderado  de  Man- 
terola  el  auto  de  27  del  mismo  mes  y  al  1^  de  Marzo  en  que 
se  otorgó  la  fianza,  y  que  la  25  debe  figurar  por  la  cantidad 
de  10,660  9. 

Capítulo  S*" 

Considerando  que  Bustos  se  ba  conformado  con  el  interés 
de  8  por  ciento  anual,  abonado  en  la  liquidación  hecha  por  el 
Dr.  Tabanera  á  los  cargos  por  protesto  de  la  letra,  por  herra- 
jes, por  pactos,  por  demora  en  rendir  la  fianza  y  por  deterio- 
ración del  ganado  que  se  estropeó. 

Considerando  que  así  mismo  se  ha  conformado  con  el  de  uno 
por  ciento  mensual  abonado  en  la  mencionada  liquidación  al 
Yalor  de  los  pagarés  perjudicados,  desde  la  fecha  de  su  venci- 
miento hasta  el  i^  de  Julio  de  1864,  en  conformidad  á  su 
cuenta  de  f.  13  vuelta. 
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Declaro  que  los  intereses  deben  calcularse  con  arreglo  á  estas 
cuotas,  debiendo  los  primeros  empezar  á  correr  desde  el  día 
18  de  Julio  de  1864,  fecha  en  que  fué  notificada  la  demanda 
como  consta  á  f.  22  del  espediente  ordinario,  y  continuar  los 
segundos  al  uno  y  medio  por  ciento  mensual,  desde  el  l^  de 
Julio  del  año  citado,  según  los  ha  calculado  el  contador  Tabanera 
de  acuerdo  con  la  cuenta  presentada  por  Bustos  á  f.  14  vuelta 
de  este  espediente,  y  en  conformidad  con  lo  pactado  en  los  do- 
cumentos de  fojas  182  y  183  del  ordinario. 

En  consecuencias  de  las  anteriores  declaraciones  que  tienen 
por  fundamento  las  resoluciones  ejecutoriadas  que  en  ella  se 
citan,  y  el  inciso  1%  del  art.  221,  222,  inciso  lo  del  223,  y 
S''  del  224  del  Código  de  Comercio ;  fallo^  que  debo  aprobar 
la  liquidación  practicada  por  el  tercer  perito  D.  Daniel  Barreda^ 
la  que  deberá  reformarse,  con  arreglo  á  las  declaraciones  pre- 
cedentes ;  las  costas  serán  pagadas  en  la  proporción  de  tres 
cuartas  partes  que  deberá  satisfacer  la  parte  de  D.  Claudio  Man- 
terola,  y  una  cuarta  parte  D.  Eujenio  Busto«) ;  y  por  esta  mi 
sentencia,  definitivamente  juzgando,  así  lo  mando  y  firmo 

Franklin  Vülatmeva' » 

La  parte  de  Manterola  apeló  de  esta  sentencia,  y  concedido 
el  recurso  en  relación,  la  Suprema  Corte  la  confirmó  por  el 
siguiente : 

FaU^  de  la  Supifema  C^rte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1868. 

Vistos :  por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el 
auto  apelado  de  foja  ciento  cuarenta  y  siete  vuelta ;  y  satis- 
fechas aquellas  y  repuestos  los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
*  Benito  Carrasco. 
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CAUSA   C^IiT. 


Criminal,  mitra  D.  Avelino  y  D.  Belisario  Quiroga^ 

por  delito  de  rebelión. 


Sumario.  —  El  haber  abandonado  el  puesto  de  oficial  de 
guardias  nacionales,  servido  con  igual  grado  á  los  rebeldes, 
desempeñando  comisiones  de  estos,  asistido  á  una  batalla  con- 
tra las  fuerzas  de  la  Nación,  haber  sido  cómplice  de  depre- 
daciones y  otros  excesos  durante  la  rebelión,  constituye  com- 
plicidad del  delito  de  rebelión  en  el  rol  prevenido  por  el  art. 
16  de  la  ley  Nacional  penal,  para  los  que  ejercen  mando 
subalterno. 


Caso. -^  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan, 
acusó  á  los  hermanos  Belisario  y  Avelino  Quiroga,  como  reos 
de  rebelión  y  de  crímenes  comunes. 

Espuso  que  los  dos  eran  oficiales  de  las  fuerzas  Nacionales 
á  las  órdenes  de  los  comandantes  Corea  y  Furque,  y  cuando 
estas  se  sublevaron  en  el  paso  de  Lámar,  se  pusieron  á  las 
órdenes  de  los  rebelde^  Rivero  y  Yañes,  y  sirvieron  á.  Várela, 
Avelino  con  el  grado  de  capitán,  y  Belisario  con  é\  .'de 
teniente,  desempeñando  comisiones   especiales,   haciendo  la 
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campaña  del  Norte,  y  cometiendo  excesos  después  de  la  derrota 
de  Vargas. 

Que  además  Avelino  puso  en  libertad  á  Alonso  Flores  por 
el  regalo  de  una  manta ;  condujo  de  la  Iglesia  80  muías  que 
tomó  por  la  fuerza ;  participó  de  los  saqueos  hechos  á  las  casas 
de  Cano  y  Tello ;  fué  cómplice  del  asesinato  de  D.  Manuel 
Gómez  cometido  por  Simental  y  otros  soldados  que  estaban  á 
sos  órdenes ;  y  fué  compañero  de  los  que  regresando  de  Guaco 
asesinaron  á  tres  individuos. 

Que  estos  hechos  constituían  á  los  acusados  como  cómpli- 
ces de  la  rebelión,  y  á  Belisario  Quiroga  como  reo  de  hurto 
calificado  y  cómplice  de  asesinatos ;  y  pidió  contra  éste  la  pena, 
de  muerte  con  arreglo  á  las  leyes  3^  y  5%  tít.  14,  lib.  íiy 
N.  R.,  18,  tít.  14,  P.  7»,  y  2»,  tít.  27,  P.  7%  y  contra  Ave- 
lino  Quiroga  la  pena  de  10  años  de  destierro  y  6,000  fts.  de 
multa,  con  arreglo  al  art.  15  de  la  ley  Nacional  penal. 

El  defensor  de  los  procesados  contestó  que  estos  sirvieron 
á  Riveros,  Gómez  y  Várela  sin  saber  que  eran  rebeldes,  y  con 
el  mismo  grado  que  tenían  en  la  guardia  Nacional,  siendo  á 
ello  obligado. 

Que  Belisario  Quiroga  recibió  la  manta  en  préstamo  de 
Alonso  Flores,  y  no  por  precio  de  su  libertad ;  arreó  las  80 
muías  por  orden  de  Cruz  y  Britos  á  quienes  tuvo  que  obede- 
cer; no  participó  de  los  saqueos  de  las  casas  de  Cano  y  Tello, 
y  llevó  algunas  especies  de  la  casa  de  éste  por  orden  de  Vá- 
rela ;  no  era  jefes  de  los  soldados  que  mataron  á  Gómez,  pues 
sus  gcfes  eran  Cruz  y  Britos ;  y  los  hombres  muertos  en  él 
trayecto  de  Guaco,  lo  fueron  por  orden  de  Várela. 

Abierta  la  causa  á  prueba  solo  tuvo  lugar  la  ratificación  de 
los  testigos  del  sumario. 

VaU«  del  Jíues  Secciooal. 

San  Juan,  Agosto  22  de  1868. 
Vistos  estos  autos  seguidos  á  instancia  del  Fiscal,  contra  D. 
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AvelÍDO  y  D.  Beiísarío  Quiroga  como  reos  del  delito  de  rebe- 
lión, y  contra  el  segundo  como  reo  del  delito  común  de  hm*- 
to  calificado  y  responsable,  á  la  vez  del  de  homicidio ;  y  consi- 
derando^ que  no  siendo  permitido  al  Jaez  el  procedimiento 
de  oficio,  debe  reducirse  en  su  tallo  á  juzgar  los  procesados 
por  el  delito  ó  delitos  de  que  son  acusados,  resolviendo  las 
cuestiones  que  surjan  de  autos  con  relación  á  las  acciones 
deducidas ;  que  el  procesado  don  Avelino  Quiroga  es  acusado 
por  el  delito  de  rebelión,  y  del  proceso  resulta  justificado  que 
perteneció  á  las  fuerzas  de  G.  N.  al  mando  inmediato  del  co- 
mandante Furque,  y  se  desertó  de  ellas  antes  de  yeriflcarse  sa 
sublevación  en  el  paso  de  Lámar,  que  entró  en  servicio  en 
clase  de  Capitán  de  caballería  en  las  fuerzas  del  caudillo  Fe- 
lipe Várela ;  que  á  la  cabeza  de  una  partida  ocupó  la  finca  de 
Tucunuco,  registró  la  casa,  tomó  las  armas   que  encontró  y 
se  apoderó  de  animales  cabalgares  de  esa  finca  que  llevó  á 
Jacbal,  á  su  regreso  conduciendo  también  preso  al  mayordo- 
mo del  establecimiento  y  á  otro  individuo  mas ;  que  con  otra 
fuerza  armada  recoirió  los  Departamentos  del  Rodeo,  y  de  la 
Iglesia,  persiguió,  capturó  y  remitió  á  Jacbal  á  varias  perso- 
nas distinguidas  que  andaban  allí  escusándose  de  los  rebeldes, 
y  reunió  y  llevó  también  á  Jacbal  un  crecido  número  de  ani- 
males de  propiedad  de  los  vecinos  de  esos  departamentos ;  que 
marcbó  al  norte   con  el  ejército  de  Várela,  yendo  como  ca- 
pitán de  caballería,  al  mando  de  una  compañía  de  esta  arma; 
que  se  volvió  por  enfermo  (según  ól)  de  Chilecito  y  cuando 
Martínez,   subdelegado  de  Jacbal,  puesto  por  Várela,  fué  ven- 
cido y  capturado  por  la  reacción  que  encabezaron  Riveros  y. 
Aguilar,  se  ocultó  él,  habiendo  conseguido  evadirse  en  el  mo- 
mento del  combate  del  arresto  á  que  lo  habian  reducidos  los 
reaccionarios  que  lo  tomaron  en  la  Cruz  de  Piedra,  á  donde 
babia  salido   con  otros  por  orden  de  Martinez  á  cerciorarse 
de  si  Molina  habia  abandonado  su  puesto  de  Gobernador  de 
esta  Provincia:  que,  restablecido  el  dominio    de  Várela  en 
Jachal,  apareció  otra  vez  entre  sus  fuerzas  y  marchó  en  comi- 
sión con  fuerza  armada  sobre  el  Rodeo  é  Iglesia ;  y  que  ha 
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permanecido  después  escusado  de  las  autoridades  legales  ó 
emigrado  basta  que  fué  capturado  y  sometido  á  juicio  por  la 
I  presente  causa. 

Que  por  estos  antecedentes  se  vé  que  ha  tenido  una  partici- 
pación activa  y  eficaz  en  favor  de  la  rebelión :  pero  no  en  el 
rol  que  el  fiscal  le  atribuye  en  su  acusación,  pues  no  consta 
que  fuera  de  los  que  viduciendo  y  determinando  á  los  rebeldes 
promovieron  y  sostuvieron  la  rebelión ;  sino  en  el  prevenido 
por  el  art.  16  de  la  ley  penal,  porque  consta  que  fué  de  los 
que  ejercieran  mando  stiJmUerno  en  ella. 

Que  lodos  los  cargos  resultantes  del  proceso  subsisten,  pues 
que  nada  de  lo  espuesto  y  alegado  por  el  defensor  en  su  des- 
cargo se  ha  justifitado. 

Que,  aunque  su  rol  militar  no  ba  sido  de  los  mas  imoprtan- 
les  que  previene  el  citado  art.  16,  su  responsabilidad  penal  se 
halla  considerablemente  agravada  por  las  violencias  sobre  per- 
sonas y  propiedades  que  quedan  mencionadas,  y  por  su  in- 
sistencia pertinaz  en  seguir  la  rebelión  basta  en  sus  últimos 
>  detalles,  después  de  haber  sido  derrotadas  y  dispersas  sus 
fuerzas  en  los  campos  de  San  Ignacio  y  Vargas. 

Que  la  fuga  y  ausencia  del  procesado  D.  Belisario  Quiroga, 
no  son  un  inconveniente  legal  que  obstare  la  prosecución  del 
'  juicio,  ni  que  embarace  su  terminación  con  respecto  á  él  en 
la  presente  instancia,  porque  cuando  ella  ocurrid  se  hallaba 
ya  representado  lejitimamente  en  autos  por  su  defensor,  quien 
gestionaba  ya  en  su  nombre  y  á  su  favor,  según  aparece  de 
estos  autos  (fojas  77  y  79),  y  aun  se  había  espedido  ya  en  la 
defensa,  como  se  vé  confrontando  la  fecha  determinada  por  el 
cargo  puesto  en  ella  (f.  102)  con  la  qué  fija  el  parte  del  Al- 
caide de  la  cárcel  (180),  sin  que  haya  ocurrido  posteriormente 
accidente  alguno  que  despojara  al  defensor  de  la  representa- 
ción que,  mediante  nombramiento  del  mismo  procesado  asu- 
mid. 

Que  con  respecto  al  procesado  don  Belisario  Quiroga  está 
también  justificado  en  autos  que  perteneció  á  la  misma  fuerza 
de  Guardia  Nacional  que  después  se  sublevó,   volvió  con  ella 
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á  Jachal ;  que  eotró  en  servicio  de  la  rebelión  en  clase  de 
ayudante,  ascendiendo  después  á  capitán  de  infantería;  que 
en  esta  clase  y  al  mando  de  una  compañía  de  esa  arma  acom- 
pañó á  Várela  en  su  campaña  sobre  el  Norte  y  asistió  á  la 
batalla  de  Vargas;  que  volvió  con  Várela  á  Jachal >  cuando 
la  invadió  y  ocupó  por  segunda  vez ;  que  saqueó  con  jente 
armada  la  casa  D.  Juan  Tello;  que  formó  parte  de  la 
fnerza  armada  que  con  los  capitanes  Britos  y  Cruz  invadió 
entonces  al  Rodeo  y  la  Iglesia,  se  apoderó  de  varios  vecinos 
y  los  forzó  á  rendir  servicio  militar,  saqueó  las  casas  de  (don 
Moisés  Cano  y  de  don  Juan  Fonseca,  asesinó  á  Gómez  y  á  As- 
gandaño  y  arrebató  las  haciendas  de  esos  Departamentos ;  que 
el  vecino  Alonso  Flores,  agregado  violentanftnte  á  esa  fuerza, 
obtuvo  su  soltura  mediante  el  regalo  de  una  manta  que  hizo 
al  procesado,  que  este  condujo  haciendas  de  las  arrebatadas: 
y  entregó  á  Várela  en  Jachal ;  que  de  las  mismas  haciendas  se 
llevaron  á  Chile  entonces  ;  y  que  después  no  se  ha  tenido  mas 
conocimientos  de  su  paradero  hasta  que  fué  capturado  y  some- 
tido á  juicio,  viniendo  de  Chile  con  su  hermano  Avelino  y  un 
peón,  según  el  dicho  de  los  tres,  á  donde  se  habian  retirado 
emigrados  durante  la  segunda  y  última  ocupación  de  Jachal 
por  Várela,  según  el  de  los  dos  primeros. 

Que  por  lo  espuesto  se  vé  que  el  procesado  de  quien  se 
trata,  es  reo  ;  1^,  del  delito  de  rebelión  en  el  rol  prevenido 
por  el  art.  16  de  la  ley  penal ;  2<>,  del  de  hurto  califlcado  per- 
petrado en  la  casa  de  D.  Juan  Tello,  como  autor ;  3<^,  de  los 
robos  de  haciendas  hechos  en  el  Rodeo  y  en  la  Iglesia,  por  la 
partida  á  que  perteneció,  también*  como  autor ;  y  4<>,  como 
cómplice  de  los  asesinatos,  saqueos  y  demás  desórdenes  per- 
petrados por  la  misma  partida  en  esos  mismos  Departamentos, 
como  también  se  ha  espresado,  .porque,  aunque  no  se  le  haya 
justificado  una  participación  inmediata  en  los  asesinatos,  ni 
sea  completa  la  parte  que  se  le  atribuye  en  los  saqueos  y 
demás  desórdenes,  es  constante  que  todos  ellos  se  ejecutaron 
bajo  la  protección  y  al  amparo  de  la  impunidad  que  ofrecía  el 
poder  que  él  concurría  á  formar  én  su  clase  de  oficial ,  y  no 
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86  ha  justificado  por  su  parte  razón  alguna  que  lo  deje  fuera 
del  alcance  del  cargo  de  complicidad  que  de  ello  resulta  contra 
los  que  componían  esa  fuerza  que  con  tanto  desenfreno  se 
babia  entregado  al  desorden. 

Que  debe  también  tenerse  presente  que  no  puede  atribuirse 
carácter  político  á  la  partida  que  operaba  sobre  el  Rodeo  y  la 
Iglesia,  sino  el  que  corresponde  á  una  cuadrilla  de  ladrones^ 
pues  procedia  asi  en  momentos  en  que  allí  mismo  se  pro- 
nunciaba el  desbande  y  la  emigración  de  los  rebeldes,  tras- 
ladándose á  Chile  con  los  intereses  que  robaban,  á  conse- 
cuencia de  las  derrotas  que  la  rebelión  habia  sufrido  en  San 
Ignacio  y  Paso  de  Vargas,  y  déla  ocupación  de  Cuyo  por  el 
Ejército  Nacional,  según  consta  de  autos,  y  cuando  no  po- 
dian  ser  ya  inducidos  por  nn  fin  político. 

Que  tampoco  está  el  procesado  fuera  del  alcance  de  la  com- 
plicidad en  los  hechos  del  asesinato  y  demás,  que  constan  de 
autos,  perpetrados  pcyp  Várela  desde  Guaco  hasta  Jachal,  al 
invadir  por  segunda  vez  esa  villa,  porque  está  establecido  que 
fué  él  de  los  que  lo  apoyaron  en  esa  espedicion,  y  no  se  ha 
probado  razón  alguna  que  la  justifique. 

Que  no  basta  que  fueran  ordenados  por  el  caudillo  6  jefe, 
los  hechos  á  que  se  refiere  el  considerando  que  precede,  para 
justificar  al  procesado,  porque  desde  el  momento  que  lo  vio 
lanzarse  sobre  esos  crímenes,  debió,  para  alejarse  de  toda 
responsabilidad  por  ellos^  retirarle  su  cooperación,  y  constado 
autos,  que  con  conocimiento  de  ello,  continuó  después  su  ser- 
vicio y  asumió  también  un  rol  directo  é  importante  en  las  vio- 
lencias ejecutadas    posteriormente,   como  se  ha  demostra<1o. 

Que  por  fin,  en  vista  de  estos  antecedentes,  fallo  definitiva- 
mente en  la  presente  causa,  declarando :  1^,  que  los  procesa- 
dos Avelino  y  Belisario  Qniroga  son  reos  del  delito  de  rebelión 
en  el  rol  que  queda  definido,  y  el  segundo  también  -de  los 
crímenes  comunes  que  quedan  determinados;  ^,  que  condeno 
á  Avelino  Quiroga  en  la  pena  de  seis  años  de  destierro  y  mil 
pesos  fuertes  de  multa ;  S^,  que  condeno  á  Belisario  Quirogá 
á  sufrir  la  pena  ordinaria  de  muerte  ;   y  4<^,   que   condeno 
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también  á  ambos  de  mantomun  et  in  solidum  en  el  pago  de  las 
costas  del  proceso.  Notifiquese  orijinal. 

/•  Benjamín  de  la  Vega. 

El  defensor  apeló,  y  al  espresar  agravios  espuso  que  no  se 
podia  negar  que  los  hermanos  Quiroga  babian  ejercido  mando 
subalternos  en  la  rebelión  ;  pero  que  fuera  de  este  hecho,  no 
habia  ningún  otro  que  pudiese  autorizar  las  severas  penas 
impuestas  por  la  sentencia. 

Que  Belisario  no  fué  autor  de  ningún  asesinato,  ni  era  com- 
pleta la  prueba  de  su  participación  en  ellos,  como  se  indicaba 
en  la  misma  sentencia. 

Que  tampoco  lo  era  de  su  participación  en  los  saqueos. 

Que  á  Belisario  no  se  podia  aplicar  mayor  pena,  que  la  que 
debia  sufrir  Avelino,  por  haber  cometido  ambos  el  mismo  de- 
lito ;  y  que  la  pena  á  imponerse  no  podia  ser  sino  de  una 
de  multa  1,000  fuertes,  con  arreglo  al  ^rt.  16  de  la  ley  Na- 
cional penal. 

El  Sr.  Procurador  General  contestó  que  en  efecto  no  babia 
razón  para  imponer  pena  distinta  á  los  dos  acusados,  pues 
babian  cometido  exactamente  el  mismo  delito. 

Que  Gómez  fué  asesinado  por  Simental,  y  Argándoña  por  el 
capitán  Cruz. 

Que  era  verdad  que  en  estás  violencias  como  en  las 
otras  que  cometieron  los  rebeldes,  tienen  un  grado  de  com- 
plicidad todos  cuantos  los  acompañaban ;  pero  que  esta  com- 
plicidad recaia  igualmente  en  Avelino. 

Que  ella  en  ningún  caso  justificaria  la  pena  de  muerte, 
que  solo  se  impone  á  los  autores  de  homicidios  alevosos. 

Que  los  acusados  ó  merecen  la  pena  impuesta  por  el  art. 
16  de  Ja  ley  Nacional  penal  por  el  delito  de  rebelión,  ó  la  de 
trabados  forzados  por  las  violencias  contra  particulares  y  robos 
de  ganado,  que  la  práctica  ha  sostituido  á  la  de  muerte  que 
la  ley  impone  al  delincuente. 
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Fallo  de  la.  Suprema  C^rte. 

Buenos  Aires,  Noviembre  28  de  1868. 

Vistos :   por  los  fandamentos  relativos  al  procesado  Avelino 
Quiroga ;  y  considerando  en  cuanto  á  Belisario ;  Primero^  que 
lo  que  resulta  plenamente  probado,  es  que  siendo  oficial  de 
la  Guardia  Nacional  de  Jachal,  abandonó»  su  puesto  para  ser* 
vir  á  los  rebeldes :  que  con  ellos  permaneció  prestando  ser- 
vicios en  clase  de  capitán  y  como  tal  asistió  á  la  batalla  de 
Bargas;  que  aun  después  de  la  derrota  que  sufrieron  conti- 
nuó con  ellos :  acompañó  á  los  rebeldes  en  su  segunda  inva- 
sión á  Jachal,  y  también  al  Rodeo  é  Iglesia  y  fué  cómplice 
en  las  depredaciones  que  cometieron,   tomando  animales  de 
propiedad  particular,  contra  la  voluntad  de  sus  dueños  para 
su  servicio,  saqueando  algunas  casas,  prendiendo  varios  ciu- 
dadanos y  asesinando  á  otros ;  Segundo^  que  en  la  causa  no 
hay  prueba  bastante  ^para  establecer  que  hubiese  sido  autor 
principal  ó  ejecutor  material  de  los  robos  y  [homicidios  que 
se  cometieron,  por  cuanto  ninguno  de  los  testigos  que  depo- 
nen sobre  estos  hechos  lo  indica  como  tal,  designando  por  el 
contrario  á  otras  personas ;  Tercero^  que  por  consiguiente  no 
puede  califlcarse  la  partij^ipacion  que  Belisario  Quiroga  tuvo 
en  ellos,  sino  aplicando  lo  dispuesto  en  el  artículo  diez  y  seis 
de  la  ley  penal,  para  los  que  ejercen  mando  subalterno  en  la 
rebelión ;  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  ciento  ochenta 
en  cuanto  impone  á  Belisario  Quiroga  la  pena  de  muerte,  y 
se  le  condena  con.  arreglo  al  citado  artículo  diez  y  seis  á  seis 
años  de  destierro  y  mil  pesos  de  multa,    confirmándose  con 
costas  á  ambos  apelantes,  en    lo  demás  que  contiene.    De- 
vuélvanse el  proceso  con  la  correspondiente  planilla  para  que 
en  oportunidad  se  disponga  su  abono,  previo  oficio  al  poder 
ejecutivo. 

Francisco  de  las  Carreras.  — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA  CXIaTI. 


Criminal^  contra  Don  Carlos  Rom^  por  delito  de  rebelión. 


Sumario. -^  l^  El  haber  prestado  servicios  particulares  é 
insignificantes  á  un  gefe  rebelde,  sin  haber  ejecutado  acto  ni 
manifestación  alguna  en  favor  de  la  rebelión,  no  importa  com- 
plicidad en  la  rebelión,  mucho  mas  cuando  existen  presun- 
ciones que  esplican  favorablemente  la  prestación  de  esos  ser- 
vicios. 

^  Las  presunciones  favorables  api^vechan  ai  acusado. 


Ca:so.  —  El  Procurador  Fiscal  de  la  Sección  de  San  Juan, 
acusó  á  D.  Carlos  Rom  como  cómplice  de  la  rebelión  de  Cuyo> 
en  clase  de  mero  ejecutor,  por  haber  servido  en  clase  de  ayu- 
dante al  gefe  de  listado  Mayor  de  los  rebeldes  D.  José  Manuel 
Olascoaga,  haber  prestado  servicios  voluntarios  i  la  rebelión, 
y  haber  escrito  las  órdenes  conminatorias  para  que  los  deudo- 
res de  derechos  de  aduana  los  pagasen  á  los  rebeldes ;  y  pidió 
qne  con  arreglo  á  los  artículos  14  y  17  de  la  ley  Nacional 
penal,  fuera  condenado  á  la  multa  de  300  fls. 

El  defensor  de  Rom  contestó  que  este  fué  recomendado  á 
Olascoaga  desde  Chile  para  buscarle  un  destino  en  el  comercio 
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de  Mendoza,  y  que  por  tal  razón  qaedó  acompañando  á  aquel 
y  escribiendo  lo  que  el  mismo  le  dictaba. 

Pero  que  no  babia  sido  actor  en  las  escenas  revolucionarias, 
ni  cooperado  á  ellas,  siendo  sus  servicios  meramente  perso- 
nales á  Olascoaga. 

Que  por  consiguiente  no  podia  ser  considerado  cómplice  de 
la  rebelión  en  ningún  rol^  ni  aun  de  mero  ejecutor. 

Fallo  del  «lúeas  Seeelonal. 

San  Juan,  Agosto  8  de  1868. 

Vistos :  y  considerando,  que  el  procesado  está  convicto  y  con- 
feso de  haber  pertenecido  al  Ejército  rebelde  que  bajo  las  órdenes 
del  caudillo  Juan  de  Dios  Yidela  invadió,  ocupó  y  dominó  esta 
Provincia ;  en  clase  de  ayudante  del  jefe  del  Estado  Mayor  del  mis- 
mo ejército,  siendo  él  quien  mas  servicios  rendia,  escribiendo  en 
la  oficina  de  la  Mayoría;  que  está  igualmente  confeso  de  haber  ren- 
dido voluntariamente  sus  servicios  y  con  la  condición  de  poder 
abandonar  su  puesto  en  el  ejército  cuando  quisiere ;  que  no  se  ha 
justificado  excepción  alguna  en  su  descargo,  y  que  la  pena  pe- 
dida por  el  Fiscal  no  puede  ser  excesiva^  por  cuanto  se  halla 
reducida  al  mínimum  de  las  establecidas  por  la  ley  contra  los 
rebeldes ;  tallo  definitivamente  en  la  presente  causa,  [declaran- 
do: Primero^  que  el  procesado  D.  Carlos  Rom,  es  reo  del 
delito  de  rebelión  en  el  rol  de  mero  ejecutor ;  y  Segundo,  que 
como  á  tal  lo  condeno  á  sufrir  la  pena  de  dos  años  de  servi- 
cio militar  en  las  fronteras^  ó  en  la  multa  de  300  pesos  fuertes, 
á  favor  del  tesoro  Nacional  y  á  pagar  las  costas  de  la  causa ; 
notífiquese  original  y  repónganse  los  sellos. 

José  Benjamín  de  la  Vega, 

El  defensor  de  Rom  ¡ipeló  y  le  fué  concedido  el  recurso* 

Espresando  agravios  dijo  que  el  único  cargo  que  se  le  hacia 
por  la  sentencia  apelada,  no  bastaba  á  clasificarlo  como  rebel- 
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de,  porqae  no  había  desempeñado  comisión  aignna  en  lavor 
de  la  rebelión,  no  habia  sido  militar,  ni  tomado  las  armas  en 
su  favor. 

Que  el  nombramiento  de  ayudante  de  Olascoaga  no  tenia 
importancia  alguna,  si  se  consideraba  que  las  funciones  que 
desempeñó  no  pasaron  de  las  de  un  simple  escribiente. 

El  Sr.  Procurador  General  contestó  que  Rom  se  babia  in- 
corporado Toluntariamente  al  ejército  rebelde,  fué  empleado 
con  Olascoaga  durante  la  invasión  á  San  Juan^  y  se  babia  en- 
contrado por  consiguiente  en  el  combate  de  la  Rinconada^  con- 
tinuando sus  servicios  hasta  el  regreso  de  los  rebeldes  á  Men- 
doza, de  donde  pasó  á  Chile.  - 

Que  por  consiguiente  fué  uno  de  los  que  se  alzaron  contra 
el  Gobierno  Nacional. 


Fallo  de  1»  Suprenia   Corte. 


Buenos  Aires,  Diciembre  1<>  de  i  868. 

Vistos^  y  considerando;  Primero,  que  del  proceso  solo 
consta  que  don  Carlos  Rom  acompañaba  á  Olascoaga,  y  escri- 
bía bajo  su  dictado  en  la  HayoHa  del  ejército  rebelde ;  y  que, 
aunque  se  le  titulaba  ayudante,  no  vestia  uniforme  militar ; 
Segundo,  que  ninguno  de  los  testigos  dice  haberle  visto  tomar 
participación, en  las  violencias  que  se  ejercieron  contra  los  ve- 
cinos de  San  Juan,  ni  ejecutar  acto  ó  hacer  manifestación  que 
lo  diese  á  conocer  como  animado  de  una  pasión  política ;  Tei- 
cero,  que  esta  moderación  en  su  conducta  hace  verosímil  la 
explicación  que  él  dá  de  su  presencia  al  lado  de  Olascoaga, 
á  quien,  dice,  estaba  recomendado  para  que  le  proporcionase 
un  acomodo  en  el  comercio,  y  á  quien  entretanto  seguia  por  la 
necesidad  de  vivir  á  sus  espensas,  no  conociendo  otra  persona 
en  Mendoza,  y  careciendo  absolutamente  de  recursos,  los  que 
en  aquellas  circunstancias  no  podía  buscar  por  medio  del  tra- 
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bajo;  CuartOy  que  siendo  no  princi|iio  en  materia  criminal 
que  las  presunciones  favorables  aprovechan  al  acusado,  la  ex* 
plicacion  de  Rom  debe  admitirse  para  descargo  de  la  culpabili- 
dad que  se  le  imputa,  deduciéndola  del  insignificante  servicio 
que  prestó  á  los  rebeldes,  el  cual  solamente  acompañando  de 
su  voluntad  bien  claramente  manifestada  de  cooperar  á  los  fines 
criminales  de  estos^  bastarla  para  fundar  el  cargo  de  compli- 
cidad ;  por  estos  fundamentos,  se  revoca  la  sentencia  apelada 
de  foja  veinte  y  una  vuelta,  absolviéndose  á  don  Garios  Rom 
de  toda  culpa  y  cargo ;  y  devuélvese  al  Juez  de  la  causa  para 
que  érdene  su  escalceracion, 

Francisco  de  las  Carreras.  — Sal- 
DOR  María  del  Carril. — Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
BENrro  Carrasco. 


CAUSA   CSTD. 


Don  José  Santos  Pérez  contra  D,  Felipe  Correas j 
sobre  fianza  de  saneamiento. 


Sumario.  —  i»  Los  abogados  no  pueden  ser  preso;  por  deu- 
das civiles. 
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2®  Este  privilegio  no  ha  sido  abolido  por  la  Gonstitacion^ 
y  puede  invocarse,  aunque  el  ejecutado  haya  conseguido  el 
titulo  de  abogado  durante  la  ejecución. 


Caso.  —  En  la  ejecución  que  D.  José  Santos  Pérez  inició 
contra  D.  Giro  Nigham  y  D.  Felipe  Gorreas^  y  siguió  contra 
este  último,  y  en  la  que  Gorreas  se  eximió  de  prestar  la  fianza 
de  saneamiento  por  ser  Juez  de  Minas,  el  ejecutante,  luego  de 
haber  cesado  Gorreas  en  el  citado  empleo,  pidió  se  llevase 
adelante  el  mandamiento  de  ejecución  contra  la  persona  de 
éste,  á  lo  que  accedió  el  Juzgado. 

El  oficial  de  justicia  fuá  á  ejecutar  el  mandamiento,  y  Gor- 
reas opuso  que  no  podia  ser  preso  por  deudas  civiles  por  ser 
dueño  de  minas  y  tener  patente  de  abogado  de  la  Provincia. 

Se  suscitó  sobre  esto  un  incidente  que  el  Juez  abrió  á  prue- 
ba, cuyos  puntos  fueron: 

1^  Si'  Gorreas  era  dueño  de  minas,  y  actualmente  ocupado 
en  su  explotación. 

2"*  Si  era  abogado  recibido. 

Se  produyeron  pruebas  á  justificar  el  primer  punto,  y  con- 
cluido el  término  probatorio,  el  Juez  de  Sección  para  mejor 
proveer  ordenó  que  el  juez  de  minas  informase  si  se  Hevaba 
libro  de  matrículas  de  mineros,  y  si  se  hallaba  inscripto  en  él 
D.  Felipe  Gorreas. 

Pérez  pidió  revocatoria  de  este  decreto,  y  se  confirió  tras- 
lado. 

En  ^  de  Agoste  de  i 868  Pérez  acusó  rebeldía. 

En  26  del  mismo  Gorreas  presentó  en  autos  su  titulo  de 
abogado  espedido  en  18  de  dicho  mes,  previo  examen,  por 
la  Gámara  de  Justicia  de  la  Provincia, 

Fallo  del  Jíues  Secciomil. 

Mendoza,  Setiembre  15  de  1868. 
Vistos :  con  relación  á  la  incidencia  sobre  prisión  del  den- 
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dor  en  efecto  de  fianza  de' saneamiento  y  considerando;  !<>, 
que  el  auto  de  29  de  Julio  último,  espedido  por  el  Juzgado  en 
virtud  de  la  facultad  que  le  acuerda  el  art.  16  de  la  ley  de 
procedimientos,  lo  fué  en  vista  de  lo  dispuesto  por  el  art.  104 
del  reglamento  de  justicia  de  la  Provincia,   y  el  art.  91  de  su 
referencia,  y  en  la  persuacion  de  que  la  averiguación  del  he- 
cho á  que  se  refiere  podría  decidir  concluyentcmente  la  cues- 
tión, si  resultaba  que  Correas  no  estuviese  inscrito  en  la  ma- 
trícula de  los  mineros,  pues  este  habia  dirigido  su  prueba  á 
justificar  su  exención  como  minero,    únicamente;  S'',  que  la 
reposición  de  ese  auto  solicitada  por  Pérez,  la  tramitación  con- 
siguiente, señalada  por  el  art.  20 i  de  la  ley  de  procedimientos, 
y  la  deferencia  usada  por  él  en  no  acusar  rebeldía  á  Correas, 
sino  á  los  veinte  dias  de  conferido  el  traslado,  dieron  lugar  á 
que  este  obtuviese  el  título  para  abogar  que  ha  acompañado 
al  evacuar  dicho  traslado ;  3'',  que  lo  que  la  Constitución  Na- 
cional ha  abolido  por  su  artículo  16  citado  por  Pérez  son  las 
prerogativas  de  sangre  y  de  nacimiento^    los  fueros  personales 
y  los  títulos  de  nobleza,  pero  no  los  privilegios  concedidos  por 
las  leyes  y  emanados  de  distinta  causa,  como  la  exención  de 
prisión  acordada  á  los  que  profesan  las  ciencias  ó  ejercen  las 
artes  y  aún  algunos  empleos,  puesto  que  la  misma  Constitución 
crea. ese  privilegio  por  su  artículo  61  en  favor  de  los  senadores 
y  diputados,  y  asi  está  espresamente  reconocido  por  el   art. 
263  de  la  ley  de  procedimientos ;   4^,  que  según  la   doctrina 
generalmente  admitida,  los  abogados  están  exentos  de  prisión 
por  causa  puramente  civil,  y  así  resulta  de  la  combinación  de 
las  leyesSa,  tít.  10  y  8%'tít.  31,  P.  2»  ;  2»  y  5%  tít.  2,  14y  15, 
tít,  18,  libro  O*»  N.  R.  y  nota  2^,  tít.  4°,  libro  7"  del  mismo 
Código ;  5o,  que  si  por  el  art .  353  de  la  ley  de  procedimien* 
tos  puede  el  Juzgado  imponer  á  los  abogados  de  la  Provincia, 
que  patrocinan  ante  él,  el  cargo  de  defensor  y  padrino  de  los 
procesados  en  su  jurisdicción,  es  justo  guardarles  las  consi- 
deraciones y  privilegios  que. como  á  tales  le  correspondan ;  &>, 
que  aun  cuando  la  presentación  del  título  ya  cilado  se  ha  he- 

T.  VI.  30, 
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cho  foera  dei  término  señalado  para  la  prueba,  eso  no  seria 
bastante  para  privar  al  que  lo  ha  obtenido  del  goce  de  los  pri- 
vilegios á  él  anexos  por  derecho,  desde  que  nada  se  alega 
contra  su  validez ;  1^^  que  si  Correas  habia  podido  eximirse  de 
la  prisión  exhibiéndolo  al  tiempo  de  la  ejecución  del  manda- 
miento, su  presentación  posterior  no  puede  ser  motivo  de  que 
no  surta  ese  efecto ;  y  8^,  que  no  pudiendo  apremiarse  con 
prisión  á  Correas  á  presentar  fiador  de  saneamiento,  no  puede 
serlo  tampoco  por  los  otros  medios  que  por  derecho  puede  el 
Juez  emplear  para  hacer  cumplir  sus  mandatos,  desde  que  el 
deudor  dice  carecer  de  bienes,  y  el  acreedor  no  se  los  ha  de- 
nunciado, como  puede  hacerlo ;  declaro  que  D.  Felipe  Correas 
por  su  calidad  de  abogado  de  la   Provincia  está   exento  de 

prisión  por  deuda,  aun  en  efecto  de  presentar  fiador  de  sanea- 
miento. 

Con  respecto  á  la  parte  que  Correas  resulta  tener  én  la  mina 
situada  en  Cochenta,  D.  José  Santos  Pérez  haga  uso  dentro  de 
10  dias  del  derecho  que  le  acuerda  el  art.  23,  tít.  5  de  las 
ordenanzas  de  minas. 

Las  costas  de  esta  incidencia  serán   pagadas  por  D.  Felipe 

Correas.  Repónganse. 

Yillanueva. 

Apelada  la  sentencia,  fué  confirmada  por  el  siguiente : 

Ffülo  de  la  Suprema  Corte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  i^  de  1868. 
Vistos:  por  sus  fundamentos  se  confirma  el  auto  apelado 
de  foja  doscientos  cuarenta  y  una  vuelta,  recomendándose  al 
Juez  de  Sección  baga  cumplir^  dando  cuenta,  la  parte  del  auto 
á  que  se  refiere  la  precedente  nota  de  Secretaria,  y  el  pago 
de  la  planilla  de  costas  y  reposición  de  sellos  correspondien- 
tes á  la  presente  instancia. 

Francisco  de  las  Carreras. — Salva- 
dor María  del  Carril. —  Francisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos. — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    ClKIiTia. 


Criminal^  contra  Felipe  Olguin^  por  rebelión  y  abijeato. 


Sumario.' — 1"^  Comprendiendo  una  acusación  criminal  el 
delito  político  de  rebelión  y  el  común  de  abijeato»  la  Justicia 
Federal  es  competente,  aunque  solo  se  condene  por  el  segundo 
y  se  absuelva  del  primero, 

2»  En  caso  de  aplicarse  por  la  Justicia  Nacional  las  leyes 
criminales  del  derecho  común,  deben  serlo  con  la  moderación 
que  ha  introducido  la  práctica  de  los  Tribunales  de  las  Pro- 
vincias. 

S""  En  caso  que  un  acusado  sufra  una  larga  prisión  mientras 
se  tramita  su  causa,  debe  tenerse  en  cuenta  esa  circunstancia 
para  moderar  la  pena  que  se  le  imponga. 

Af>  La  complicidad  en  el  delito  de  abijeato  puede  ser  penada 
con  destierro. 


Caso.^k  consecuencia  de  la  rebelión  que  azotó  las  Pro- 
vincias de  Cuyo  en  el  año  de  1867,  fué  denunciado  el  ciru- 
jano D.  Felipe  Olguin  como  cómplice  en  ella,  y  como  per- 
petrador del  delito  de  abijeato. 

Levantado  el  sumario  correspondiente  en  los  términos  que 
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se  espresan  en  la  sentencia,  el  Procurador  Fiscal  entabló  su 
acusación,  pidiendo  la  pena  ordinaria  de  muerte,  para  el  reo; 
por  estar  confeso  dice:  de  haber  servido  á  los  rebeldes,  y 
convicto  de  haber  robado,  durante  la  rebelión,  un  potro  per- 
teneciente á  D.  Eustaquio  Villanneva,  una  yegua  de  D.  Alejan- 
dro Lloverás,  un  macho  de  D.  Manuel  Gór-doba,  y  9  muías, 
que  dice  le  dio  David  Fernandez,  pertenecientes  á  D.  Juan 
B.  Pereira. 

Que  acerca  del  potro  de  Yillanueva,  existe  la  deposición  de 
D.  Fortunato  Méndez,  que  asegura  haberlo  robado  Olguin'con 
Andrés  Torres,  y  lá  semiplena  prueba  que  produce  esa  decla- 
ración, se  completa  con  la  carta,  que  corre  en  autos,  en  que 
el  reo  recomienda  el  potro  y  asegura  que  le  pertenece  por 
haberlo  comprado  al  dueño,  hecho  que  aparece  desmentido 
por  la  declaración  de  este  y  la  confesión  de  Olguin,  cuyas 
contradicciones  hacen  mas  patente  el  robo ;  que  conGesa  que 
el  potro  le  pertenece,  encargando  que  se  lo  cuiden,  y  después 
pretende  hacer  creer  que  lo  robó  Domingo  Gonzales  y  lo  en- 
tregó á  Videla ;  que  el  contenido  de  la  carta  revela  el  ánimo 
que  tenia  al  acusado  de  hacer  cóndores,  vendiendo  animales 
que  no  poseía ;  y  encargando  á  Torres  que  aseguarase  la^  mu- 
las  que  pudiese. 

Que  está  también  probado  que  los  animales  quitados  á  José 
Saso  fueron  robados  por  Olguin,  quien  los  señaló  sin  estar 
contramarcados;  que  uno  de  ellos  fué  entregado  á  Manuel 
Córdoba,  por  haber  jústiflcado  su  propiedad,  y  la  yegua  que 
también  marcó,  asegurando,  en  su  confesión,  haberla  comprado 
á  Lloverás,  resulta  que  se  la  robaron,  y  que  Olguin  le  ofre- 
ció hacérsela  parecer  si  le  pagaba  dos  pesos. 

Que  D^  Martina  de  Molina,  que  dice  el  reo  le  vendió  mu- 
las,  asegura  lo  contrario ;  de  modo  que  no  ha  podido  justi- 
ficar el  oríjen  de  los  animales  que  se  han  encontrado  en 
su  poder,  y  que  estaba  dispuesto  á  mandar  á  Chile  cuando  le 
fueron  quitados. 

Que  el  acertó  de  que  las  9  muías  le  fueron  dadas  por  los 
rebeldes  para  que  se  fuera  á  Chile,  no  está  probado,  y  aparece 
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comp1etaine[[Kte  falso,  si  se  tiene  presente  que  Olguin  no  pen- 
saba salir  de  la  Provincia,  según  lo  asegura  él  mismo,  y  que 
no  le  habían  de  dar  nueve  muías  con  este  objeto,  con  la  cir- 
cunstancia muy  especial  de  pertenecer  todas  ellas  á  un  mismo 
dueño. 

Que^  á  mas  del  delito  de  rebelión,  resulta  probado  el  de 
abijeato  en  que  es  reincidente. 

.  Que  el  art.  18  de  la  ley  Nacional,  ordena  que  se  imponga 
á  los  reos  de  crímenes  particulares,  cometidos  durante  la  re- 
belión, la  pena  mayor  que  corresponda  á  estos  delitos,  y  la 
ley  19,  tit.  14,  P^  7^,  impone  la  de  muerte  á  los  abíjeos  con- 
suetudinarios, ó  que  de  una  sola  vez  hurtasen  grey. 

Corrido  traslado  al  defensor  lo  evacuó,  pidiendo  se  absol- 
viera al  reo,  mandándole  poner  en  libertad. 

Que  los  servicios  que  Olguin  ha  prestado  á  la  revolución 
son  de  un  carácter  especial,  como  los  de  un  capellán. 

Que  su  misión,  esencialmente  humanitaria,  se  reduela  á  la 
curación  de  los  heridos,  con  absoluta  prescindencia  del  bando 
á  que  pertenecieron,  como  se  ha  sancionado  por  el  Derecho  de 
Gentes  para  belijerantes  de  distinta  nacionalidad,  y  por  consi- 
guiente, es  el  precepto  de  mejor  aplicación  en  guerras  fratri- 
cidas como  ha  sido  la  de  la  última  revolución. 

Que  el  segundo  cargo  del  robo  del  potro  no  se  encuentra 
comprobado,  pues  la  declaración  de  Méndez,  tanto  por  ser 
singular  cuanto  por  la  enemistad  que  en  ella  se  revela,  no  hace 
íé,  ni  menos  la  carta  de  Olguin,  cuyo  significado  es  el  que  él 
mismo  le  dá  en  sus  declaraciones;  decia,  que  habia  comprado 
el  potro,  porque  tenia  esperanza  y  todas  las  probalidades  de 
hacerlo ;  lo  que  nada  de  estraño  tiene  si  se  considera  que  Oh 
guin  no  es  quien  escribió  la  carta,  sino  quien  la  ha  firmado, 
siendo  muy  común  entre  las  gentes  de  su  clase,  cambiar  los 
tiempos  de  los  verbos,  y  alterar  notablemente  el  sentido  de  las 
palabras. 

Que,  ademas,  todas  las  probabilidades  están  contra  Torres 
que  fué  el  que  sacó  el  potro  por  orden  de  Yidela. 

Que  el  tercer  cargo  referente  á  la  yegua  de  Lloverás,  no  está 
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tampoco  jnstificado,  porque  la  afirmación  de  ono  .queda  d^s- 
traída  por  la  negación  del  otro. 

Que  el  macho  de  Córdoba,  lo  compró  Olgniu  sin  contra- 
marca, como  es  muy  común  hacerlo,  y  no  seria  estraño  que 
él  vendedor  lo  hubiese  habido  de  mala  fé,  sin  que  por  esto 
resulte  culpabilidad  contra  el  comprador  por  no  sujetarse 
al  requisito  de  la  contramarca  que,  aun  cuando  de*ley,  está 
casi  totalmente  en  desuso. 

Qae  de  autos  no  resulta  una  sola  declaración  que  acuse  á 
Olguin  de  haber  hurtado  las  muías  de  Pereira ;  que  aun  cuan- 
do Olguin  no  tuviese  el  ánimo  de  irse  á  Chile,  nada  de  parti- 
cular habia  que  Fernandez,  sabiendo  que  era  cirujano  del 
Ejército  revolucionario,  lo  considerase  comprometido  y  le  diese 
esos  animales  para  emprender  el  viaje  que  ellos  se  veian  obli- 
gados á  hacer. 

Que  todos  los  hechos  citados  tienen  que  ser  tomados  de  una 
manera  mas  bien  favorable  al  acusado,  como  que  es  regla  ge- 
neral de  derecho,  cuando  como,  en  el  presente  caso,  ellos  no 
se  encuentran  bien  definidos,  máxime  cuando  la  pena  que  se 
pide  es  tan  grave,  como  la  de  muerte. 

El  Juzgado,  puso  la  causa  á  prueba,  y  no  habiéndose  produ- 
cida ninguna  por  las  partes^  pronunció  el  siguiente : 

Fallo  del  Jtiez  Seeclonal. 

Mendoza,  Mayo  28¿d6  1868. 

Vistos  estos  autos  seguidos  contra  Felipe  Olguin,  por  com- 
plicidad de  la  rebelión,  que  principió  con  el  motin  del  9  de 
Noviembre  de  1866,  y  por  abijeato  cometido  con  ocasión  de 
ella. 

Resulta  de  ellos,  por  confesión  del  acusado,  que  D.  Juan 
Carlos  Rodriguez  lo  obligó  á  que  lo  acompañase  de  médico  á 
San  Juan  y  San  Luis  por  haber  denunciado  la  revolución  : 
que,  después  del  primer  combate^  se  les  vino  de  la  Villa  de 
Mercedes^  y  aqui  se  finjió  enfermo,  f.  13  vuelta ;  que  no  [^do 
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desertarse  antes  de  ir  á  San  Juan,  porque  era  muy  conocido  y 
no  tenia  donde  ocultarse;  que  el  Cónsul  le  dijo  que  no  podía 
hacer  nada  por  él,  puesto  que  él  mismo  no  estaba  seguro, 
f.  20 ;  que  en  Marzo  de  1867  estaba  aprontando  un  arreo  de 
muías  y  caballos  para  mandar  á  Chile  y  hacerlos  cóndores^ 
para  ir  á  San  Luis,  f.  11  que  le  recomienda  á  Domingo  Torres, 
gíbese  a$f¡gure  de  muUzs  las  qne  ptisda,  f.  11 ;  que  la  carta  de 
f.  11^  la  escribió  en  el  concepto  de  que  se  preparaba  para 
comprar  muías  y  llevarlas  á  Chile  por  negocio,  como  lo  pro- 
bará con  varios  sujetos  que  habia  visto  para  comprar  las  muías 
f.  14 ;  que  tenia  como  40  muías  para  llevar  á  Chile  ó  Bolivia, 
y  protesta  probar  que  no  ha  sido  mas  que  ese  número,  f.  50 
vuelta ;  que  las  tenia  antes  de  la  revolución,  y  que  puede  pro- 
bar que  son  bien  habidas  f.  51  vuelta ;  que  él  no  habia  pen- 
sado irse  á  Chile ;  que  habia  conchavado  á  José  Saso  para  que 
le  llevase  á  Chité  los  animales,  temeroso  de  que  aquí  se  los 
quitasen,  f.  15;  que  fué  vestido  de  militar,  acompañando  á 
Domingo  Torres  y  algunos  soldados  (á  la  hacienda  de  D.  For- 
tunato Méndez)  pero  no  á  sacar  el  potro,  sino,  á  libertarlo  de 
la  prisión  que  le  habian  impuesto,  y  que  Torres  fué  quien, 
á  su  presencia,  sacó  el  potro  y  se  lo  llevó  al  coronel  Videla 
que  era  quien  lo  mandaba  sacar  con  100  y  tantas  muías,  las 
que  escaparon  debido  á  un  aviso  privado  que  mandó  anticipa- 
damente con  el  mismo  Osan  á  la  casa  de  Méndez^  para  que 
ocultasen  los  animales,  f.  15 ;  diciendo  á  f .  40  vuelta  que  fué, 
habiendo  sabido  que  habian  denunciado  sesenta  ó  setenta  mu- 
las  y  el  potro  de  Yillanueva^  y  que  avisó  que  las  escondieran, 
lo  mismo  que  el  potro  que  estaba  en  los  potreros  de  Méndez, 
de  donde  lo  sacó  Torres  y  se  lo  llevó  al  coronel  Yidela ;  que 
las  muías  no  las  encontraron,  porque  ya  las  habian  escondido 
f.  40  vuelta ;  que  el  dia  en  que  los  rebeldes  iban  en  fuga,  el 
coronel  David  Fernandez  le  entregó  9  muías  con  cargo  de  que 
los  siguiese  f.  19^ vuelta;  que  mandó  traer  15  entre  caballos  y 
muías,  de  casa  de  D.  Ataúlfo  Hoyos,  los  que  estando  encerrados 
en  lo  de  Céspedes  en  el  Carril,  los  derrotados  se  sacaron  cinco 
animales,  tres  mandó  llevar  de  su  casa  el  Gobernador  Rodri- 
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guex,  y  los  6  restantes  son  los  que  ha  entregado  á  Saso,  para 
que  los  conservara,  cuatro  muías,  dos  caballos  y  una  yegua 
que  perteoecia  á  D.  Santiago  Lloverás,  á  qaien  él  fué  á  ver 
para  entregársela,  f.  15,  cuyos  animales  siendo  de  su  propiedad 
pues  tenian  su  marca  propia,  f.  51  vuelta),  se  los  quitaron, 
(f.  17  vuelta,  diciendo  á  f.  19,  que  los  animales  que  le  han 
quitado  son :  un  caballo  regalado  por  D.  Buflno  Caballero,  otro 
cambiado  al  mismo,  una  yegua  cambiada  á  D.  Fidel  Guiñazú, 
un  caballo  cambiado  á  Antonio  Ante,  un  caballo  comprado  á 
Pilar  Necochea,  dos  muías  compradas  á  Murúa,  un  macho  y 
una  muía  comprados  á  Hilario  Sáa  que  está  preso  ;  y  afirmando, 
á  f .  58  vuelta,  que  los  animales  que  marcó  con  su  peón  Saso. 
eran  13,  y  promete  probar  que  los  habia  obtenido  lejítimamen- 
te;  cuyos  animales  no  estaban  contramarcados,  por  las  perso- 
nas á  quienes  los  compró,  dice,  son  muy  conocidas,  desi- 
gnando como  tales  á  León,  á  quien  compro  un  macho,  á 
Hilarión  Paez  una  muía  y  un  macho,  á  un  Murúa  una  muía  y 
un  macho,  á  Pilar  Guaverchea  un  caballo,  á  Antonio  Ante  un 
caballo,  una  yegua  á  D.  Alejandro  Lloverás;  un  macho  á  un 
sobrino  de  Gamboa ;  y  como  20  ó  30  muías  á  Doña  Martina 
Molina,  foja  59  y  vuelta ;  que  no  tiene  biienes  ningunos  foja 
1 4 ;  que  encarga  con  gran  interés  á  Domingo  Torres  el  potro 
que  le  ha  comprado  á  Don  Eustaquio  Yillanueva,  foja  11, 
diciendo,  pues,  que  el  potro  lo  llevó  Torres,'  ayudante  del 
coronel  Vídela,  y  que  fué  el  mismo  que  pretendía  comprarle 
á  D.  Síistaquio  Yillanueva^  afirmando,  finalmente,  que  cuando 
escribió  la  carta  de  f.  11,  ya  contaba  como  suyo  el  potro  en 
razón  de  habérselo  regalado  el  Sr.  Villanueva,  siempre  que 
consiguiera  rescatarlo,  f.  41  vuelta,  lo  que  ha  sido  negado  por 
este  en  el  cargo  de  f.  50,  asegurando  que  tiene  la  conciencia 
de  que  el  potro  ha  sido  robado,  y  que  la  intención  de  Olguin 
al  ir,  veslido  de  militar  en  unión  de  Torres,  no  ha  sido  otra 
que  la  misma  que  refiere  Méndez. 

Y  considerando,  en  primer  lugar,  que  aun  cuando  conste 
de  autos  que  el  acusado  anduvo  vestido  de  miliC&r  y  aun  acom- 
pañado de  soldados,  no  hay  constancia  de  que  efectivamente 
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tuviese  algún  empleo  militar,  sino  que,  por  el  contrario,  por 
su  confesión  y  por  los  papeles  que  corren  agregados,  como 
encontrados  en  su  poder^  parece  que  su  rol  hubiese  sido  el  de 
cirujano,  y  que,  por  consiguiente  no  le  son  aplicables  las  dis- 
posiciones de  la  ley  sobre  los  crímenes  cuyo  juzgamiento  com- 
pete á  los  tribunales  Nacionales, 

Considerando,  en  segundo  lugar,  que  ^e  autos  consta  el 
propósito  eficaz  en  el  reo  de  reunir  muías  y  caballos  para 
llevar  á  vender  en  Chile,  por  su  carta  de  f.  11,  en  que  libre-< 
mente  declara  estar  aprontando  un  arreo  de  su  clase,  para 
mandar  á  Chile  á  hacerlos  cóiidores ;  y  por  la  recomendación 
que  allí  mismo  le  hace  á  su  compañero  Domingo  Torres,  de 
que  se  asegure  de  muías  las  que  pueda ;  pues,  aunque  mas  tar- 
de^ tratando  de  descargarse  de  su  delito,  dice,  que  la  carta 
de  f.  11,  la  escóbió  en  el  concepto  de  que  se  preparaba  para 
comprar  muías  y  llevarlas  á  Chile  por  negocio  como  lo  probará 
con  varios  sujetos  que  habia  visto  para  comprar  las  mulai,  no 
solo  no  ha  presentado  prueba  alguna,  sino  que  en  su  confesión 
manifiesta  categóricamente  no  tener  bienes  de  ninguna  clase, 
y  no  es  posible  pensar,  ni  el  reo  se  ha  atrevido  siquiera  á 
decir  que  las  compras  las  iba  á  hacer  al  fiado,  á  lo  que  se 
agrega  que  su  conducta  hasta  los  últimos  momentos,  es  una 
comprobación  de  la  realidad  de  sus  propósitos  criminales. 

Considerando,  en  tercer  lugar,  que  estos  propósitos  los  lle- 
vó á  efecto,  yendo  con  Torres  á  la  finca  de  Méndez  con  el 
objeto  de  sacarle  unas  ciento  y  tantas  mula^,  como  dice  á  f. 
15,  y  de  70  y  tstntas,  como  se  vé  á  f .  40  vuelta,  pues  aunque 
dice  que  su  objeto  no  fué  ese  ni  el  de  sacar  el  potro  de  Villa^ 
nueva,  sino  el  de  librar  á  Méndez  de  la  prisión  que  le  habian 
impuesto,  como  se  espresa  en  el  primero  de  los  lugares  cita- 
dos, ó  con  motivo  de  haber  sabido  que  habian  desconocido 
esas  muías,  como  lo  dice  en  el  segundo,  el  hecho  es  que,  si 
no  llevaron  las  muías,  fué  porque  no  las  encontraron,  sino 
únicamente  el  potro,  y  este  se  lo  llevaron,  siendo  presumi- 
blemente falso  el  aviso  que  en  una  parte,  dice,  haber  dado  él 
mismo,  y  en  otra,  haberlo  enviado  con  Osan,  no  solo  por  esta 
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GontradiccioD^  ñnó,  porqae  á  ser  cierto  el  aviso,  era  naiural 
que  DO  hubieran  encentrado  tampoco  el  potro.  Se  comprueba 
también  este  tercer  considerando,  con  el  hecho  confesado  de 
haber  tenido  40  mnlas  con  el  objeto  de  llevar  á  Chile  ó  á 
Solivia ;  y  aunque,  el  reo  dice,  que  las  tenia  antes  de  la  re* 
volucion,  esta  aserción  aparece  falsa,  segim  lo  declarado  á  f. 
14,  donde  dice,  no*  que  tenia  é  iba  i  mandar  esas  40  muías, 
sino  únicamente  qw  se  preparaba  para  comprar  mulos  j 
llevarlas  á  Chile  por  negocio,  asegurando  que  eso  lo  probaria 
con  varios  sujetos  qw  habia  visto  para  comprarles  mulas^ 
siendo  asi  que  la  cita  evacuada  de  D^  Martina  G.  de  Molina, 
á  quien  el  reo  afirma  haber  comprado  como  20  ó  30  muías, 
dice  que  únicamente  dos  le  ha  vendido  como  dos  años  antes 
de  la  revolución,  y  que  no  ha  tenido  animales  que  pio^er 
vender  después  de  ese  tiempo.  Siendo  por  ^jlra  parte  muy 
estraño  que  un  hombre  que  declara  no  tener  bienes  ningunos, 
no.  pudiera  precisar  si  eran  20  ó  30  las  muías  compradas^ 
como  podría  sucederle  á  un  negociante  en  grande  escala  en 
ese  articulo.  Se  comprueba,  igualmente,  con  el  hecho.de  ha- 
berse encontrado  en  su  poder  9  muías  que,  dice,  le  dio  un 
coronel  David  Fernandez  con  cargo  de  que  los  siguiese,  lo 
cual  no  ha  probado,  siendo  muy  poco  natural  que  el  tal  Fer- 
nandez que  iba  prófugo  á  un  país  estraño,  se  desprendiese 
con  tan  fútil  motivo,  como  el  que  indica  el  reo,  de  objetos 
interesantes  para  su  fuga  y  para  su  subsistencia.  Se  comprue- 
ba, también,  con  la  variación  constante  que  se  observa  en  el 
número  de  animales  que  le  fueron  quitados^  pues,  ya  dice, 
que  eran  7,  ya  que  nueve,  ya  29  ó  39,  habiendo  sido  15  los 
que  mandó  traer  de  casa  de  D.  Ataúlfo  Hoyos.  Y  finalmente, 
con  la  notable  circunstancia  de  que,  después  del  repetido 
ofrecimiento  de  la  prueba  de  la  lejítima  adquisición  de  esos 
animales,  no  solo  no  ha  rendido  ninguna,  sino  que  las  citas 
evacuadas  á  Lloverás  y  D^  Martina  G.  de  Molina,  contradicen 
las  aserciones  en  que  el  reo  se  refiere  á  estas  personas :  sien- 
do de  notarse ;  1^,  que  hizo  poner  su  marca  á  la  yegua,  que 
confiesa  ser  de  Lloverás ;  2%  que  igualmente  la  hizo  poner  al 
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macho  cobrado  por  Manuel  Córdoba,  f.  59  vaelta  y  60,  y  á 
los  doce  animales  inas  que  marcó  Saso,  siendo  asi  que  no 
habían  sido  previamente  contramarcados  por  sus  primitiyos 
dueños,  como  lo  prescribe  el  reglamento  de  estancias  de  la 
Provincia ;  3^^  que  entre  los  animales  qne  ha  enumerado^  co- 
mo de  su  propiedad,  no  menciona  ninguna  de  las  mutas  que 
dice  compró  á  la  Sra.  Molina,  ni  ha  dado  raason  de  ellas, 
siendo  asi  que  niega  formalmente  haber  mandado  á  Chile 
ningún  animal,  ni  de  su  cuenta  ni  ajeno,  ni  antes  del  com- 
bate ni  después,  foja  14 ;  ^,  que  aun  cuando  se  esfuerza 
en  persuadir  que  el  potro  de  Villanueva  fué  sacado  por 
Torres  de  orden  de  Videla  y  llevado  á  éste,  él  lo  encarga 
como  propio,  en  la  carta  reconocida  de  f.  11,  demostrando 
con.  esto  que  su  objeto  al  ir  á  casa  de  Méndez,  vestido  de 
militar  y  con  saldados,  no  fué  el  de  librarlo  ni  prevenirle 
que  ocúltala  lo^  animales,  sino  llevárselos  por  la  fuerza, 
como  lo  hizo  con  el  polro,  que  fué  lo  que  encontró ;  y  5^, 
las  multiplicadas  contradicciones  en  que  se  encierra  al  res- 
ponder á  los  cargos  y  reconvenciones  que  se  le  lian  hecho. 
En  virtud  de  lo  dispuesto  en  los  artículos  15  á  18  de  la  ley, 
que  designa  los  crímenes  cuyo  juzgamiento  compete  á  los 
Tribunales  Nacionales ;  y  por  las  leyes  2%  tit.  iP,  libro  12, 
N.  R.,  4*  y  2»  tlt.  14,  P.  7';  fallo,  1»,  que  debo  absolver  y 
absuelvo  al  procesado  Felipe  Olguin  de  la  acusación-  que  se  le 
ha  hecho  por  complicidad  en  la  rebelión;  y  2<>,  que  debo 
condenarlo  y  lo  condeno  por  el  delito  de  abijeato  en  que  ha 
incurrido  con  ocasión  de  la  rebelión,  á  la  pena  de  cinco  años 
de  trabajos  forzados,  contados  desde  el  dia  de  su  prisión ;  á 
la  restitución  de  lo  hurtado  con  sus  frutos,  daños  y  perjuicios, 
y  en  las  costas  del  proceso.  Y  por  esta  mi  sentencia,  defini- 
nitivamente  juzgando  asi  lo  mando  y  firmo  en  Mendoza  á  28 

de  Mayo  de  1868. 

Franklin  Villamuiva. 

El  defensor  apeló  en  tiempo ;  se  concedió  el  recurso  libre- 
mente, y  elevados  los  autos,  el  nuevo  defensor  nombrado  por 
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la  Suprema  Corte,  espresd  agravios,  diciendo :  en  esta  cansa, 
como  lo  ba  reconocido  el  Juez  de  Sección,  hay  dos  puntos 
principales  que  conducen  al  examen  de  las  cuestiones  siguien- 
tes: 1%  si  resultan  ó  no  comprobados  los  cargos  contra  el 
reo,  como  partícipe  en  la  rebelión ;  2",  sí  se  han  probado  con- 
tra él  los  hurtos  de  ganados  que  se  le  atribuyen ;  3>,  si  re- 
conocida la  inocencia^  respecto  al  primer  punto,  hay  juris- 
dicción en  los  Tribunales  Nacionales  para  juzgarlo  por  el  se- 
gundo. 

Que  el  Juez  a  quo  ha  procedido  con  arreglo  á  la  jurispru- 
dencia al  resolver  la  primera  de  estas  cuestiones;  se  ha 
apartado  de  la  ley  al  resolver  la  segunda,  y  ha  prescindido  de 
la  tercera,  ultrapasando  los  lí  Jiites  de  su  jurisdicción. 

Que,  sin  embargo^  de  haber  reconocido  el  Juez  á  quo^  la 
inocencia  del  acusado,  respecto  á  su  participación  en  la  re- 
volución, ha  creido  encontrar  en  el  proceso  pruebas  bastantes 
para  condenarlo  como  reo  de  abijeato,  aplicándole  por  una 
errónea  interpretación  de  la  ley  del  63^  la  mayor  pena  que 
corresponde  á  esos  delitos. 

Que  respecto  del  robo  del  potro,  solo  hay  la  declaración 
de  Méndez,  que,  además  de  ser  vaga  y  emanada  de  un  inte- 
resado, contiene  la  circunstancia  de  haberse  visto  el  animal 
después  de  la  derrota  de  los  rebeldes,  en  poder  de  Domingo 
Flores. 

Que  en  el  terreno  de  las  conjeturas,  en  que  ha  entrado  el 
Juez,  la  carta  de  f.  11,  ha  venido  á  servirle  admirablemente  ; 
que  Olguin,  en  esa  carta,  recomienda  el  cuidado  de  un  potro, 
y  esto  para  el  Juez  es  bastante,  y  establece,  que  el  autor  del 
robo  ha  sido  Olguin. 

Que  las  explicaciones  dadas  por  Olguin  son  satisfactorias. 

Que  de  ellas  resulta  que  avisó  secretamente  á  Méndez  que 
se  trataba  de  rejistrar  su  casa  para  sacar  los  animales,  y  que 
merced  á  este  aviso,  salvó  una  gran  parte. 

Que  las  disposiciones  de  las  leyes  4^  y  2^,  tít.  ii,  P.  7«  no 
son  aplicables  al  caso  presente ;  que  en  ellas  se  exige,  como 
condición  necesaria  para  que  la  complicidad  en  el  hurto  haga 
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pesar  sobre  los  cómplices  igual  responsabilidad  que  sobre  los 
principales  ejecutores,  que  cooperen  decididamenle,  ayudando 
á  los  delincuentes;  requeriéndose,  además, para  uno  y  otros^  la 
constancia  del  cuerpo  del  delito. 

Que  un  robo  á  mano  armada^  como  el  que  se  supone,  es 
imposible  que  se  haya  perpetrado  sin  testigos,  y  en  ese  caso 
no  se  ha  presentado  ninguno,  ni  sobre  la  existencia  del  delito^ 
ni  sobre  la  participación  de  Olguin. 

Que,  respecto  á  los  caballos  tomados  á  Saso,  hay  un  verda- 
dero laberinto  en  las  declaraciones,  que  no  permite  ver  el 
fondo  de  la  verdad ;  que  los  testigos  del  sumario  han  sido  exa- 
minados, mas  bien  sobre  el  delito  de  sedición,  que  fué  el 
objeto  principal  del  juicio,  y  no  es  estrafiot]ue  las  pruebas  sean 
deficientes  para  esclarecer  un  delito,  que  no  entró  como  oh 
jeto  en  el  sumario. 

Que  el  Juez,  invírtiendo  el  orden  de  las  partes,  ha  preten- 
dido que  Olguin  debia  probar  su  inocencia  para  ser  absuelto, 
y  partiendo  de  este  falso  antecedente,  establece  en  la  senten- 
cia, que  no  habiendo  justificado  la  procedencia  de  algunos 
caballos,  debian  estos  ser  hurtados. 

Que  las  presunciones  é  indicios  claros  y  evidentes  que  apa- 
rezcan, están  siempre  espuestos  al  error,  y  fundados  en  lo 
arbitrario,  y  es  por  esto  que  no  pueden  bastar  jamás  para  ba- 
lsar una  condenación  criminal. 

Que  é\  otro  fundamento  de  la  sentencia,  la  falta  de  bienes 
del  acusado,  es  muy  vaga,  y  en  este  caso  no  es  ni  una  mera 
presunción,  porque  es  muy  sabido  que  en  nuestro  país  no  es 
necesario  poseer  una  fortuna,  ni  gozar  de  gran  crédito,  para 
ser  propietario  de  20  ó  mas  caballos,  que  es  de  lo  que  se 
trata. 

Que  los  negocios  de  arreo  en  tan  pequeña  escala  en  las 
provincias  límitrofes  á  Chile  y  Solivia,  son  la  industra  gene- 
ral, por  no  decir  exclusiva  de  personas  que  no  tienen  bienes 
de  fortuna ;  que  es  verdad  que  esos  pequeños  especuladores 
Son  poco  escrupulosos  en  sus  compras,  por  lo  que  algunas 
veces  no  es  muy  lejilima  la  procedencia  de  lo  que  compran; 
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pero  que  esta  falta  no  puede  dar  logar  á  mía  condenación  crir 
minal,  pnes,  el  dolo  y  no  la  colpa  es  la  esencia  de  nn  delito. 

Qoo  en  enta  causa  no  solo  se  ha  fondado  el  Jaez  en  meras 
prefonciones,  sino  qoe  las  ha  revestido  de  caracteres  agrá* 
Tantea,  para  imponer  al  reo  el  máximum  de  la  pena. 

Qoe,  como  única  pmeba,  se  opone  al  acosado  so  propia 
confesioo,  qoe  el  Joez  analiza  para  rechazar  lo  qne  nb  le  es 
favorable. 

Qoe  si  la  confesión  de  Oigoin  encierra,  contradicdones,  lo 
qoe  no  acepta  el  defensor,  el  Jaez  no  debía  tomarla  en 
cuenta  en  so  sentencia,  poes,  no  es  permitido  aceptar  la  con- 
fesión en  parte  y  rechazarla  en  otra. 

Para  fondar  la  incompetencia  del  Juzgado  Nacional  y  la  con- 
siguiente nulidad  de  este  proceso,  dice :  que  en  la  enumera- 
ción de  los  delitos  de  competencia  nacional,  que  hace  la  ley 
del  03^  no  se  menciona  el  abijeato,  clasificado  y  definido  por 
las  leyes  comunes. 

Que  el  Juez  de  Sección^  sin  embargo,  ha  creido  ver  en  el 
art.  24  de  la  ley,  el  establecimiento  de  la  competencia  na- 
cional sobre  todos  los  delitos  que  se  cometan  durante  la  re- 
belión, *aun  por  personas  que  ninguna  parte  han  tomado  en 
ella. 

Que  desde  luego  se  comprende  de  que  ese  articulo  colocado 
en  el  titulo  5^,  c  de  la  sedición»,  solo  confiere  á  los  delitos 
cometidos  por  los  sediciosos,  estableciendo  una  circunstancia 
agravante  el  motivo  que  los  determina. 

Que  si  no  hay  sedición,  no  hay  circunstancia  agravante  de 
los  demás  delitos^  que  en  tal  caso  revisten  su  carácter  propio 
de  comunes,  y  salen  de  la  jurisdicción  nacionai^ 

Que  de  esa  confusión  de  ideas  ha  nacido,  también,  la  enor- 
me desproporción  entre  el  delito  que  se  supone  cometido 
por  Olguin,  y  la  pena  establecida  en  la  sentencia. 

Pide  se  revoque  la  sentencia  apelada,  absolviendo  de  la  ins- 
tancia al  reo,  por  no  resultar  contra  él  cargos  que  funden  una 
sentencia  condenatoria. 

Se  did  vista  al  Sr.  Procurador  General,  quien  respondiendo 
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á  la  espresioQ  de  agravios,  dice :  que  aan  cuando  el  acusado 
haya  sido  absuelto  del  crimen  de  rebelión,  porque  solo  fué 
en  el  carácter  de  Cirujano  que  acompañó  á  los  rebeldes,  y  nO 
se  ba  probado  que  les  prestara  servicios  de  otro  jénero,  el 
Juez  de  Sección  ha  tenido  plena  jurisdicción  para  conocer  de 
los  delitos  particulares  que  se  le  imputan,  porque,  si  ellos 
existen,  fueron  cometidos  durante  la  rebelión  y  con  motivo  de 
ella,  valiéndose  de  los  medios  que  le  proporcionaba  su  cali* 
dad  de  Cirujano  del  Ejército :  que  en  este  concepto  es  infun- 
dada la  nulidad  que  alega  al  defensor  contra  la  sentencia 
apelada. 

Respecto  al  primer  punto  de  la  acusación,  el  reo  dice,  que 
no  fué  él  sino  el  ayjidante  Torres  el  que  sacó  el  caballo  y  se 
lo  Llevó  al  Coronel  Yidela,  que  era  quien  lo  mandaba  sacar, 
y  que,  lejos  de  querer  él  robarlo,  sabiendo  que  intentaban 
apoderarse  de  este  animal  y  de  100  y  tantas  muías  de  la  mis- 
ma pertenencia,  habia  mandado  anticipadamente  un  aviso  pri- 
vado á  Méndez  con  un  tal  Ozan  para  que  las  ocultaran,  y  por 
esta  razón  se  libraron  las  muías  de  caer  en  poder  de  los  re- 
beldes ;  que  esta  esplicacion  solo  reposa  sobre  la  palabra  del 
acusado,  pero  nó  por  culpa  suya,  sino  porque  en  dos  veces 
que  ha  sido  examinado  el  testigo  Méndez  no  se  le  ha  ocurrido 
al  Juez  preguntarle,  si  era  cierto  el  aviso  que  decia  Olguin 
haberle  dado,  ni  ha  sido  examinado  el  testigo  Ozan,  á  quien 
este  citaba. 

Pero  hay  una  prueba  completa,  dice,  el  Sr.  Procurador  Ge- 
neral, de  que  el  caballo  fué  llevado  por  Torres  á  San  Luis, 
donde  estaba  Yidela,  quedándose  Olguin  en  Mendoza,  y  que 
después  de  la  batalla  de  Sam  Ignacio  volvió  Torres  á  Mendoza 
montado  en  el  mismo  caballo,  como  lo  declara  Méndez,  y  pro- 
bablemente en  él   pasó  á  Chile. 

Que  es  evidente,  que  quien  se  apropió  el  caballo  robado 
no  fué  Olguin  sino  Torres  6  Videla,  y  no  parece  justo  im- 
putar á  aquel  el  delito  sin  otros  datos,  porque  el  robo,  según 
la  espresion  de  la  ley,  consiste  en  tomar  la  cosa  ajena  con 
intención  de  hacerla  suya. 
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Que  es  verdad  que  en  una  carta  del  acusado  á  Torres  cuan- 
do este  se  bailaba  en  San  Luis,  le  recomienda  encarecidamente 
que  haga  lo  posible  por  asegurarle  ese  caballo,  porque  él  lo 
ha  comprado  á  D.  Eustaquio  Yillanueva,  su  dueño  legítimo. 
Pero  anteS'  de  escribir  esa  carta,  él  había  tenido  una  conver- 
sación con  Yillanueva,  en  la  que  habia  dichoque  él  podria 
recuperar  el  caballo,  y  que  en  ese  caso  se  lo  cambiaría  por 
otro,  lo  cual  esplica  satisfactoriamente  lo  que  dijo  á  Torres, 
y  además,  que  si  él  tenia  deseos  de  adquirir  el  caballo,  que- 
ría hacerlo  con  consentimiento  de  su  dueño,  y  este  hecho 
no  es  suflciente  para  clasificarlo  de   ladrón. 

Que  el  segundo  cargo  que  se  le  hace  consiste  en  que  en  4 
muías  y  4  caballos^  que  tenia  en  su  poder  j  que  le  embargó  la 
Policía,  aparecieron  ajenos  un  macho  que  fué  reclamado  por 
D.  Manuel  Córdoba  y  una  yegua  de  la  propiedad  de  D.  Ale- 
jandro Lloverás. 

Que  el  macho,  según  la  esplicacion  del  acusado  y  del  testigo 
presencial  David  Rodríguez^  fué  comprado  á  un  tal  Elíseo  León, 
que  el  testigo,  dice,  vive  en  la  esquina  de  las  Alvarez^  plaza 
de  Buenos  Aires,  y  apesar  de  esta  designación,  el  Juez  no 
ha  hecho  comparecer  á  este  individuo  para  asegurar  el  robo 
de  su  animal,  dándose  por  satisfecho,  porque,  anteriormente 
lo  había  hecho  buscar,  sin  designar  su  paradero,  y  no  le  ha- 
bían  encontrado. 

Que  de  todos  modos  Olguin  habia  comprado  y  .no  robado 
ese  animal. 

En  cuanto  á  la  yegua  de  Lloverás,  este  dice  en  su  decla- 
ración que  días  antes  le  habia  avisado  Olguin  que  la  tenia  en 
su  poder,  y  que  si  le  daba  dos  pesos,  que  era  lo  que  le  habia 
costado,  se  la  entregaría ;  lo  que  no  pudo  realizar  por  el  em- 
bargo que  hizo  la  Policía. 

Que  aquí  tampoco  aparece  Olguin  como  ladren,  y  cuando 
mas  podría  tachársete  de  ocultador  del  roLo,  que  es  el  ver- 
dadero carácter  en  que  aparece  en  el  tercer  cargo,  que  es  el 
mas  justificado. 

Que  desde  luego  que  Olguin  fué  preso,  D.  Ataúlfo  Hoyos 
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mandó  á  la  Policía  9  muías  que  Olguin  habia  puesto  en  su9 
potreros,  las  cuales  aparecieron  pertenecer  á  un  hacendado  de 
San  Luis. 

Que  el  acusado  dice,  que  un  jere  de  los  sublevadosal  pa- 
sar por  Mendoza,  después  de.  la  derrota  de  San  Ignacio,  le 
did  estos  animales  para  que  los  acompañara  á  Chile,  espli- 
cacion  que  es  realmente  inverosimil,  siendo  mas  probable  que 
él  los  comprara,  por  vil  precio,  [á  los  derrotados.  Pero 
como  quiera  que  adquiriese  estas  muías,  el  hecho  es  que  ha- 
ciendo mas  de  un  mes  que  él  residia  en  Mendoza,  según  el  pa- 
saporte, corriente  en  autos,  no  habia  podido  robarlas  en  San 
Luis.  Pero  sabiendo  que  eran  robadas  por  el  modo  que,  se- 
gún él,  vinieron  á  su  poder,  y  no  habitando  dado  parte  á  ja 
autoridad,  se  constituyó  voluntariamente  en  ocultador  del  robo. 

Este  es  á  juicio  del  Sr.  Procurador  General,  el  delito  de 
Olguin,  y  en  consecuencia,  y  con  arreglo  á  la  ley  19,  Tít. 
14,  P.  7S  pide  á  la  Suprema  Corte  se  sirva  reformar  la  sen- 
tencia apelada,  imponiendo  á  Olguin  la  pena  de  diez  años  de 
destierro. 

En  seguida,  la  Suprema  Corte  dictó  el  siguiente : 


Fallo  de  1»  Suprem»  Corte. 


Buenos  Aires^  Diciembre  3  de  i868> 

Vistos :  De  conformidad  con  los  fundamentos  expuestos  en  la 
precedente  vista  del  Señor  Procurador  General,  y  consideran- 
do además,  que  según  el  articulo  noventa  y  tres  de  la  ley  pe- 
nal, las  leyes  del  derecho  común  deben  aplicarse  con  la 
moderación  que  ha  introducido  la  práctica  de  los  tribunales 
de  Provincia,  y  atendiendo  al  tiempo  de  prisión  que  el  proce- 
sado ha  sufrido,  se  revoca  la  sentencia  apelada  de  foja  ocben^ 

T.  VI,  81  ♦ 
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ta  y  cuatro,  y  se  le  condena  á  dos  anos  de  destierro  fuera  del 
territorio  de  la  República,  devolviéndose  previo  el  o6cio  cor- 
respondiente al  Poder  Ejecutivo. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salvador 
María  del  Carril. — Francisco  Delgado. 
José  Barros  Pazos. — Benito  Carrasco. 


CAUSA    ClLEilX 


Natta  y  Wilkinson  contra  el  General  D.  Justo  José  de  ürquiza, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario. — El  actor  debe  demandar  al  reo  en  el  lugar  de 
8U  domicilio,  cuando  no  existe  documento  en  que  conste  que 
la  deuda  que  se  cobra  debe  pagarse  en  otro  lugar. 


Caso. — ^Natta  y  Wilkinson  presentaron  una  cuenta  por  im- 
porte  de  mercaderías  adeudadas  por  el  General  D.  Justo  J.  de 
Urquiza^  y  pidieron  el  reconocimiento  judicial  de  aquella. 
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Fallo  mi  ^ues  9ec«ioiuil« 

Buenos  Aires,  Noviembre  10  de  1868. 

Siendo  on  principio  de  derecho  que  el  actor  debe  seguir  el 
fuero  del  reo,  y  por  consiguiente  este  Juzgado  es  incompetente 
para  conocer  en  la  presente  causa,  en  que  se  trata  de  prepa- 
rar la  via  ejecutiva  contra  el  General  Urquiza  residente  en  la 
Provincia  de  Entre-Rios.  Por  esta  consideración  ocurra  esta 
parte  donde  corresponda^  con  arreglo  ai  art.  11  de  la  ley  de  14 

de  Setiembre  de  1869. 

Eg^uia. 

Apelado  este  auto,  fué  confirmado  por  el  siguiente : 

Fallo  4e  1»  Supremii  Corte. 

Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1868. 

Vistos,  y  considerando  :  que  ño  se  acompaña  documento  por 
donde  conste  que  la  deuda  que  se  cobra  deba  pagarse  en  esta 
plaza,  por  este  y«por  sus  fundamentos,  se  con6rma,  con  costas, 
el  auto  apelado  de  foja  catorce^  y  satisfechas  aquellas  y  re- 
puestos los  sellos,  devuélvanse. 

Francisco  de  las  Carreras.  —  Salta* 
DOR  María  del  Carril.  — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.-— 
Benito  Carrasco. 
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CAnA  cftu 


/)«  Luis  Simúfquí  contra  D.  Clúdomiro  Lednma, 

$0bre  fcítonaia. 


Sumario^ — El  poder  recibido  para  entablar  m  jvido  cjeca* 
tif o,  no  dá  perfoneria  para  eonteatar  ona  denunda  de  peijnicios 
que  le  ínieia  por  el  ejeeotado,  deapoea  de  conclnido  aquel, 
no  babiéfidose  prononeiado  eo  el  mismo  la  condenación. 


C(UO.  —  D.  Clodomiro  I^edesma  recibid  on  poder  para  cobrar 
á  nombre  de  García^  Ledeima  y  C^,  de  Tucuman,  cantidad  de 
peaoi  contra  D«  Luis  Simosqui,  vecino  del  Rosario. 

Kn  virtud  de  ese  poder  D.  Clodomiro  Ledesma  entabló  con- 
tra Simosqui  un  juicio  qecutivo  que  terminó  no  haciéndose 
lugar  á  la  ejecución,  y  dejándose  á  hs  partes  sus  derechos  á 
salvo  para  deducir  en  via  ordinaria  las  acciones  que  vieren 
convenirles. 

Simosqui  acompañando  una  cuenta  de  daños  y  perjuicios 
sufridos  por  la  ejecución,  demandó  á  D.  Clodomiro  Ledesma; 
como  representante  de  Garcia,  Ledesma  y  O  por  el  pago  de  su 
importo,  que  ascendía  á  \  ,469  fts. 

Ledesma    opuso  que  carecía  de  poder  para  contestar  esta 
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demanda^  pues  él  que  tenia  era  para  cobrar  á  Simosqui,  y  no 
para  contestar  demanda  alguna;  y  que  además  lo  había  re- 
nunciado. 

Símosqui  replicó  que  por  el  art.  278  de  la  ley  de  procedi- 
mientos, queda  á  las  partes  el  derecho  á  salvo  para  promover 
el  juicio  ordinario,  que  era  el  que  el  demandante  promovía, 
y  que  el  poder  de  Ledesma  no  Sabia  sido  renunciado  ni  podía 
serlo  sin  aceptación  de  la  contraparte. 


Fallo  4el.  Juez  deceioiml. 

Rosario,  Octubre  I**  de  1868. 

Vistos :  con  lo  aducido  por  el  demandante  en  el  escrito  que 
precede,  y  considerando :  I"",  que  no  se  trata  de  un  juicio  á 
que  por  su  naturaleza  y  objeto  puede  referirse  al  poder  que 
ha  recibido  el  demandado,  de  la  casa  de  los  Sres.  García, 
Ledesma  y  C*,  y  que  corre  á  f....  de  los  autos  traidos  á  la  vista; 
2^,  que  para  responder  á  la  nueva  acción  que  entabla  Símos- 
qui por  perjuicios,  carece  la  casa  de  Ledesma  del  suficiente 
poder,  pues  recorriendo  todas  las  cláusulas  del  otorgado,  no 
se  encuentra  en  él  la  de  contestar  á  una  demanda  por  per- 
juicios, no  pudiendo  excederse  de  los  límites  del  mandato, 
sea  que  haya  renunciado  ó  no  del  poder  limitado  que  lo  ha- 
bilitaba solo  para  cobrar  el  valor  de  cuentas  al  referido  Sí- 
mosqui ;  S**,  que  si  del  cumplimiento  del  encargo  á  que  el 
poder  se  refiere  han  podido  surjir  peijuicios  estimables  judi- 
cialmente, el  apoderado  respondería  al  poderdante  de  exceso 
ó  falta  en  el  cumplimiento  del  mandato,  pues  seria  el  mandante 
y  no  el  mandatario  la  persona  obligada  por  ellos  á  un  terce- 
ro, según  los  principios  y  reglas  del  derecho  civil,  no  menos 
que  las  prescripciones  terminantes  del  Código  de  Comercio 
en  el  capitulo  1^  título  ^r  En  consecuencia,  no  ha  lugar  á 
la  demanda,  con  costas;  y  hágase  saber. 

José  M^  Zuviria. 
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Apelada  la  sentencia ,  fué  confirmada  por  el  siguiente : 


Fallo  4e  1»  Supremn  Corte. 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  4868. 

Vistos,  y  considerando :  que  la  demanda  sobre  daños  y  per- 
juicios inicia  un  nuevo  pleito  independiente  del  ejecutivo  que 
ha  terminado ;  y  en  el  cual  no  se  pronunció  la  condenación; 
por  este  y  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  auto 
apelado  de  foja  doce,  y  satisfechas  aquellas  y  repuestos  los 
sellos,  devuélvanse. 

FRANaSGO  DE  LAS  CARRERAS.  —  SALVA- 
DOR María  del  Carril.  — Frai^gisco 
Delgado.  —  José  Barros  Pazos.  — 
Benito  Carrasco. 
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CAUSA    €lil. 


D.  Casimiro  Solanet  contra  D.  Apoliaario  BetUtes  y  C*, 

por  cobro  de  pesos. 


Sumario.  —  Es  justificada  la  excepción  de  no  parte,  cuando 
el  demandado  prueba  que  el  demandante  ha  exijido  de  un 
tercero  lo  que  le  cobra,  poniendo  á  este  tercero  como  deudor 
en  el  encabezamiento  de  su  cuenta. 


Caso. — El  procurador  Reynal,  en  representación  deD.  Ca- 
simiro Solanet,  se  presentó  ante  el  Juzgado  Se^cion^  d# 
Buenos  (Aires,  con  una  cuenta  con  un  saldo  á  su  favor  de 
44,500  0  78  es.  m/c.  dirijida  á  D.  Eduardo  Madero  y  C%  de- 
mandando á  la  razón  social  Apolinario  Benitos  y  C^,  que  dice 
le  es  deudora  de  esta  cantitad,  proveniente  de  reenfardelaje 
de  1450  fardos  de  pasto. 

Que,  aun  cuando  la  cuenta  se  haya  pasado  i  D.  Eduardo 
Madero  y  C*,  ha  sido  solamente  en  virtud  de  que,  habiéndose 
solicitado  el  pago  de  Benitos  y  C^ ;  este  le  indicó  que  la  pa- 
sara á  Madero  y  C^  para  su  abono ;  que,  por  lo  demás,  Be- 
niles  y  C^  es  quien  únicamente  se  ha  obligado  con  Solanet, 
encargándole  el  reeniardelaje  de  los  pastos  en  su  barraca. 

Que  presentada  la  cuenta  á  Madero  y  C^,  por  orden  de  Be- 
nitos, contestó  que  daría  una  orden  para  su  abono  siempre 
que  le  rebajaran  la  cantidad  de  22,889  #  4  rs.  m/c 
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Qae  no  pudiendo  aceptar  tan  estraña  pretensión,  volvió  á 
reclamar  de  Benites  el  pago  de  la  cuenta,  en  presencia  del 
representante  de  la  casa,  quien  le  prometió  que  la  abonaria 
una  vez  que  se  viese  con  Madero. 

Que  fatigado  con  tanta  espera,  se  fué  á  ver  al  Dr.  Larroque, 
abogado  de  aquellos  señores,  y  por  su  intermedio  le  propu- 
sieron un  arbitraje,  que  aceptó  Solanet,  nombrando  por  su 
parte,  á  D.  Carlos  Martínez  de  Hoz,  y  por  la  de  aquellos  á  D. 
N.Bernard,  arbitraje  que  no  tuvo  lugar,  porque^  habiendo  sido 
extrajudicial,  no  aceptó  el  Sr.  Bernard. 

Corrido  traslado  á  Benites  y  C^,  opusieron  la  excepción,  de 
no  paríe^  y  pidieron  se  ordenase  á  Solanet,  dirijir  su  acción 
contra  D.  Eduardo  Madero  y  C^. 

Que  las  dos  razones  sociales  son  muy  distintas,  y  si  alguna 
vez  Benites  y  C^  han  visto  á  Solanet  ha  sido  para  trasmitir 
instrucciones  que  les  encargaba  Madero  y  C^  cuando  se  encon- 
traba ausente. 

Que  la  cuenta  de  Solanet  es  contra  Madero  y  C^  y  el  mis- 
mo Solanet  confiesa  que  las  anotaciones  por  rebaja  han  sido 
hechas  por  el  mismo  D.  Eduardo  Madero  y  C^ 

Que,  en  cuanto  al  Dr.  Larroque,  él  fué  consultado  por  So- 
Inel^é  interpuso  sus  buenos  oficios  con  Madero  y  C".  para 
evitar  un  litis  y  arribar  extrajudicialmente  á  un  arreglo  defi- 
nitivo ;  que  el  Dr.  Larroque  redactó  las  cartas  para  los  arbi- 
tros, cartas  que  fueron  firmadas  por  D.  Eduardo  Madero  y 
Solanet. 

Que  si  Solanet  aceptó  la  personería  de  Madero  y  C^  para 
el  juicio  arbitral,  ¿con  qué  derecho  promueve  á  Benites  y  C^ 
ona  querella  enteramente  estraña  á  su  casa? 

Corrido  traslado  de  la  excepción,  el  procurador  Reynal 
insiste  en  que  su  acción  está  bien  dirijida  contra  Benites  y  C^, 
porque  proviene  directamente,  de  los  convenios  celebrados 
con  ellos  sobre  enfardelamiento  de  pastos,  en  los  que  nin- 
guna parte  ha  tenido  Madero  y  C^. 

Que  es  cierto  que  la  cuenta  no  fué  presentada  á  la  casa  de 
Benitos,  pero  esto  fué  por  la  razón  dicha,  de  que  Benites  le 
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aseguró  que  podía  pasarla  á  Madero  y  C^  para  su  abono ;  que 
el  Dr.  Larroque  se  propuso  ver  partieularmente  á  Benites 
quien  le  contestó :  c  dígale  al  Sr.  Solanet  que  ya  que  tenemos 
parte  en  este  negocio^  que  amigablemente  arreglaremos  esta 
cuestión^  sin  entrar  á  un  litis  m  ;  que  ep  consecuencia  de 
esto,  el  Dr.  Larroque  redactó  extrajudicialmente  la  escritura 
de  compromiso  firmada  solo  por  Madero  sin  que  lo  hubieran 
hecho  Benites  ni  Solanet;  que,  además^  extrajudicialmente 
le  era  indiferente  que  cualquiera  de  las  dos  casas  le  abonara  la 
cuenta,  pero  que  viéndose  hoy  en  la  necesidad  de  señalar  el 
verdadero^  obligado,  no  trepida  en  decir  que  es  Benites  y  C^. 

El  Juzgado  puso  á  prueba  el  artículo,  debiendo  comprobarse 
que  el  contrato  de  enfardelamiento  del  pasto  fué  celebrado 
por  los  Sre».  Benites  y  O  con  D.  Casimiro  Solanet. 

Con  la  prueba  producida  por  las  partes^  el  Juzgado  dictó  el 
siguiente : 

Auto  del  JTuea  Scceioit»!. 

Buenos  Aires,  Setiembre  9  de  1868. 

Y  Vistos :  considerando  que  la  cuenta  de  t  1»,  coa  la  que 
se  demanda  á  Benites- y  C^  es  dirijtda  á  E.  Madero  yX*«»y 
ésta  es  observada  por  el  mismo,  y  que  las  papeletas  de  paga 
por  enfardelaje  de  pasto^  corrientes  á  fojas  50  á  61,  son  por 
cuenta  del  Sr.  D.  E.  Madero ;  que  la  carta  de  f.  62,  sobre  el 
mismo  negocio,  enfardelaje  de  pastos,  es  dirijida  por  Solanet, 
á  E.  Madero  y  C« ; — '  por  consiguiente,  que  resulta  probado  por 
estos  antecedentes^  que  el  contrato  de  enfardelaje  de  pasto, 
fué  convenido  con  éste  y  no  con  Benites  y  C^ ;  por  estos  an* 
tecedentes  ,  se  declara  que  la  acción  deducida  contra  este 
último,  es  contra  no  parte^  condenando  en  las  costas  causadas 
al  demandante,  debiendo  reponerse  los  sellos. 

Eguía. 

La  parte  de  Solanet^  apeló  en  tiempo ;  concedido  el  recurso 
libremente^  y  elevados  los  autos^  espresó  agravios^  diciendo : 
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qoe  la  sentencia  carece  de  fundamentos  legales,  por  lo  que 
debe  revocarse,  declarando  que  su  acción  está  bien  dirijida 
contra  la  razón  social  Benitez  y  C^. 

Que  no  tiene  fundamento  el  cargo  que  se  le  hace  de  haber 
confundido  dos  operaciones  distintas  en  comercio ;  la  una, 
la  compra  del  pasto  ;  la  otra  su  enfardelaje ;  ejecutada  la  pri- 
mera por  Benites  y  C«,  y  la  otra  por  D.  Eduardo  Madero  y  C* ; 
que  no  ha  hecho  tal  confusión,  y  que  ha  probado  no  solo  que 
Benites  y  &  compró  el  pasto,  sind  también  que  se  enfardeló 
por  orden  de  él. 

Que  la  carta  letra  A,  y  las  12  papeletas  firmadas  por  un 
dependiente  de  Solan#t,  quedan  destruidas  por  las  confesiones 
de  Holteroff,  porque  aquella  carta  y  esas  papeletas  tuvieron 
su  existencia  después  que  se  indicó  al  dependiente,  que  tan- 
to la  cuenta  como  los  recibos,  y  demás  papeles  se  pusieran 
á  nombre  de  D.  Eduardo  Madero  y  C%  lo  que  se  efectuó  sin 
que  jamás  se  pensara  que  Benites  y  &  escusaria  su  responsa- 
bilidad en  ninguna  época,  como  el  único  que  ordenó  el  en- 
fardelaje de  \^t  pastos. 

Que  tampoco  vale  la  confesión  de  Madero,  porque  no  está 
comprobada  por  ningún  testimonio  que  la  apoye,  porque  es 
cqf^trildictoria,  pues  tan  pronto  se  confiesa  socio  de  Benites 
y  G«,  como  independiente  y  único  obligado  en  el  negocio  en- 
fardelaje de  pasto. 

Que  la  sentencia  del  Juez  a  quo^  no  encontrando  disposición 
alguna  en  que  apoyar  sus  fundamentos,  desconoce  la  prueba 
producida  por  su  parte,  prescindiendo  completamente  de  ella, 
y  haciendo  mérito  únicamente  de  la  carta  letra  A,  y  los  do- 
cumentos del  contrario  que  ninguna  fuerza  tienen. 

Corrido  traslado,  antes  de  evacuarlo,  Benitez  y  C%  presentó 
un  pli^o  de  posiciones  que  fueron  absueltas  por  Solanet 
como  sigue: 

lo  Diga,  como  es  cierto  que  concurrió  al  estudio  del  Dr. 
Larroque  con  D.  Eduardo  Madero,  á  fin  de  formalizar  el  juicio 
arbitral,  sobre  la  cuenta  de  enfardelaje  corriente  en  autos  \ 
contestó :  que  concurrió  al  estadio  del  Dr.  Larroque,   pero 
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que  uo  iiié  con  Madero,  el  que  iria  después.  S»  Diga  como 
es  cierto  que  el  absolveuie  y  D.  Eduardo  Madero  encargaron 
al  Dr.  Larroque,  la  redacción  de  las  cuentas  que  iban  diriji- 
das  al  Sr.  Hartinez  de  Hoz^  nombrado  por  el  absolvente,  y  al 
Sr.  Bemai*d,  nombrado  por  D.  Eduardo  Madero;  contestd: 
que  efectivamente  encargt)  al  Dr,  Larroque  la  redacción  de  las 
cuentas,  pero  que  no  sabe  si  Madero  hizo  el  mismo  encargue; 
S""  Diga  como  es  cierto  que  habiéndoles  observado  el  Dr.  Lar- 
roque  que  con  arreglo  á  la  ley,  debían  otorgar  escritura  com- 
promigoria  ante  escribano  público,  el  absolvente  y  D.  Eduardo 
Madero  dijeron  que  bastaba  el  nombramiento  extrajudicial  de 
los  arbitros,  porque  ambos  estaban  dispuestos  á  aceptar  el 
fallo  de  un  modo  inapenable;  contestó:  que  era  cierta  la 
pregunta  en  lo  que  hace  relación  el  absolvente,  pero  no  res- 
pecto á  Madero,  porque  era  la  casa  Benites  la  que  debia  in- 
tervenir en  el' negocio ;  4^  Diga  como  es  cierto,  queel  ab- 
solvente y  D.  Eduardo  Madaro  firmamos  de  conformidad  ambos 
las  cartas  de  la  redacción  del  Dr.  Larroque  ;  contestó :  que  era 
cierto,  en  cuanto  á  Madero,  pero  no  en  cuanto  al  absolvente 
que  no  firmó  porque  notó  que  faltaba  la  firma  de  la  casa  de 
Benites ;  5®  Diga  como  es  cierto  que  el  juicio  arbitral  no 
se  llevó  á  efecto,  por  Haberse  escusado  Bernard ;  contestó ;  que 
es  cierto. 

Evacuando  en  seguida  el  traslado  pendiente,  Benites  y  C«, 
pidió  la  confirmación,  con  costas^  .de  la  resolución  del  Juz- 
gado :  Dos,  dice,  son  los  hechos  que  presenta  Solanet  para 
probar  que  le  asiste  pleno  derecho  para  entablar  sus  acciones 
contra  nuestra  casa. 

i""  Dice  que  el  socio  Holterotf,  ha  confesado  haber  remitido 
pasto  de  su  propiedad  á  la  barraca  de  Solanet  para  ser  en- 
fardelado ;  2^  Insiste  siempre  en  la  intervención  que  por  en- 
cargo de  Madero  y  C*,  hemos  tenido  accidentalmente  en  el 
enfardelaje  de  pasto. 

En  cuanto  al  primer  punto,  dice,  que  como  tenedores  ó 
compradores  de  pasto  en  plaza,  han  podido  dirijir  algunas 
partidas  á  la  barraca  ^  Solanet  por  encango  de  Eduardo  Ib- 
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dero  y  C*,  sin  que  esta  circunstancia  comprometa  su  respon- 
sabilidad en  el  negocio  de  enfardelaje  que  es  la  cuestión  sub- 
judice, 

Que  el  mismo  derecho  de  Solanet  en  su  calidad  de  barra- 
quero, es  contra  la  razón  que  le  encargó  el  enfardelaje  de 
pasto;  que  Benites  y  C*  ha  podido  remitir  á  la  .barraca  de  So- 
lanet varias  partidas  de  pasto,  porque  así  lo  habian  contra- 
tado con  Madero  y  (>,  pero,  que  de  esto  no  se  sigue  que  sean 
Responsables  del  enfardelaje  cuando  ya  corrian  por  cuenta  de 
Madero ;  que  para  asumir  responsabilidades,  es  preciso-  la 
existencia  de  un  contrato,  y  el  contrato  existe  indudablemente 
entre  Madero  y  C*  y  Solanet. 

Que  por  otra  parte,  la  cuenta  corriente  en  autos  comprende 
otras  partidas  de  pasto  que  las  mandadas  por  Benites  y  G*,  y  á 
seguir  la  doctrina  de  Solanet,  ellos  no  pueden  responder  de 
enfardelaje  de  pasto  que  no  han  remitido. 

En  cuanto  al  segundo  punto,  el  que  dice  está  bien  escla- 
recido, con  la  carta  letra  A,  reconocida  judicialmente  por 
Solanet^  sostiene  que  su  intervención  fué  accidental  por  en- 
cargo de  Madero  y  G^,  durante  su  viaje  al  Paraguay,  lo  que 
han  podido  hacer  sin  asumir  la  responsabilidad  directa  del 
negocio. 

Concluye  esta  parte  esplicando  la  manera  como  Solanet  ha 
absuelto  las  posiciones,  en  las  que  dice  se  ha  contradicho,  y 
perjurado,   dando  una  prueba  acabada  de  su  mala  fé. 

La  sentencia  apelada,  fué  confiímada  por  el  siguiente : 


V»llo  de  Mm  0wprenui  C7orte< 


Buenos  Aires,  Diciembre  5  de  1868. 

Vistos^  y  considerando :  que  el  único  fundamento  de  la  es- 
presion  de  agravios  consiste  en  que  el  Juez  de  Sección  no 
ha  hecho  mérito  en  el  auto  apelado  de  la  confesión  de  don 
Pedro  Holteroff  respecto  de  la  orden,  que  se  dice  dada,  por 
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Benítes  y  Compañía  para  enfardelar  el  pasto  por  sa  cuenta ; 
y  que  esta  confesión  no  es  cierta,  pues  Holteroff  á  fojas 
cuarenta  y  ocho  y  cuarenta  y  nueve  aflmia  que  el  enfardelaje 
se  contrató  á  nombre  de  don  Eduardo  Madero,  y  en  el  mismo 
se  hicieron  á  Solanet  los  pagos  que  menciona ;  por  estos  y 
por  sus  fundamentos,  se  confirma,  con  costas,  el  referido  auto 
apelado  de  foja  setenta  y  siete ;  y  satisfechas  aquellas  y  re- 
puestos los  sellos,   devuélvanse. 

« 
Francisco  de  las  Carreras.  — Salva- 
dor María  del  Carril. — Francisco 
Delgado. — José  Barros  Pazos.— 
Benito  Carrasco. 


De  las  Causas  y  Malcrías  que  se  conliene  en  el  Seslo  Tomo. 


ACUERDOS. 

Piyioat. 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte,  nombrando  conjueces  para  el 
añodel869 5 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  sobre  el  procedimiento  que  han 
de  observar  los  Juzgados  de  Sección  para  los  informes  en  los 
recursos  de  queja 6 

Acuerdo  de  la  Suprema  Corte  sobre  declaración  de  la  Ley  de 
arancel 6 

CAUSA  LXXIX- 

El  capitán  Larsen  contra  don  Alfonso  Lennuyeux,  por  cobro 
de  estadías. 

Sumario. ---i^  El  aviso  que  por  el  articulo  1214  del  Código 
debe  dar  el  capitán  al  cargador,  de  estar  pronto  el  buque  para 
^  recibir  la  c^rga,  no  es  necesario  que  sea  por  escrito. 

2»  Cuando  la  ley  comercial  no  prescribe  las  solemnidades 
que  debe  revestir  un  acto  para  ser  obligatorio,  él  puede  ser 
ejecutado  en  cualquiera  de  las  formas  que  el  derecho  común 
reconoce  como  válidas. 

3»  La  prescripción  del' artículo  193  del  Código  sobre  la  inad- 
misibilidad  de  la  prueba  de  testigos  sin  un  principio  de  prueba 
por  escrito  en  los  asuntos  de  mayor  cuantía,  no  escluye  la  con- 
fesión de  la  parte  obligada,  consignada  en  los  autos. 

4^  Esta  confesión  es  un  documento  auténtico  é  irrecusable 
por  la  parte  que  lo  produce ••.••••      9 
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CAUSA  LXXX. 

Criminal,  contra  D.  Saturnino  Ferreira,  incidente  sobre  es- 
carcelacion  bajo  fianza. 

Sumario.  —  El  procesado  por  delito  que  tiene  pena  de  des- 
tierro y  multa  puede  ser  escarcelado  bajo  fianza 24 

CAUSA  LXXXI. 

La  Compañía  de  navegación  á  vapor  tRio  del  Plata»,  contra 
la  Compañía  Argentina  de  «Seguros  Marítimos»,  por  abandono 
del  vapor  inglés  «Yacaré». 

Sumario.  —  I''  En  el  seguro  marítimo,  para  que  el  abandono 
tenga  lugar  es  necesario  que  hay^  naufragio,  ó  pérdida  total  de 
la  cosa  asegurada,  art.  1394  del  Código  de  Comercio. 

2^  En  la  jurisprudencia  marítima,  la  palabra  Naufragio  tiene 
un  sentido  universal,  significándose  por  ella  la  fractura  total  de 
un  buque  por  un  accidente  de  mar,  ó  su  submeision  en  paraje 
de  donde  no  pueda  ser  sacado  sin  gastos  que  equivalgan  *á  su 
pérdida  total,  legal  mente  estimada. 

3^  El  abandono  no  puede  ser  obligatorio  para  el  asegurador, 
sino  cuando  conste  la  imposibilidad  de  poner  á  flote  el  buque 
con  un  'gasto  menor  de  las  tres  cuartas  partes  de  su  valor 26 

CAUSA  LXXXU- 

El  capitán  de  la  barca  «Lermont»,  con  Nauts  y  Demot,  por 
estadías. 

« 

/Sumario. —El  decreto  «para  mejor  proveer»  no  es  apelable.  •    35 

CAUSA  Lxxxm. 

D.  José  Lavarello,  contra  D.  Tomás  Pietranera,  sobre  entrega 
de  equipaje. 

Sumario.  —  El  capitán  que  ba  abandonado  un  buque,  no  tie- 
ne derecho  á  demandar  al  dueño  del  mismo  por  la  restitución 
de  su  equipaje  que  dice  haber  dejado  á  bordo  .^ • 37 

CAUSA  LXXXIV. 

Criminal,  contra  Vicente  Aracena  y  Santos  Contreras,  por  re- 
belión y  otros  crímenes. 
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Stimarto.  —  l^*  La  ancianidad  es  causa  de  atenuación  en  la 
apelación  de  las  penas. 

2°  El  reo  que  alega  coacción  en  el  delito  que  comete,  debe 
probarla. 

3°  Los  delitos  comunes  cometidos  durante  la  rebelión,  son 
un  incidente  de  ella,  y  como  tales  sujetos  á  la  jurisdicción 
nacional • • 39 

CAUSA   LXXXV. 

Fratelli  Piaggio  contra  don  Mariano  Billinghurst,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  1°  Es  nulo  el  pago  que  hace  un  rematador  por 
cuenta  agena  sin  mandato  ni  autorización. 

i^  Este  pago  no  obliga  á  la  persona  por  cuenta  de  quien  se 
hace,  sino  en  el  caso  de  resultarle  de  él  una  utilidad  eyidente, 
art.  332  del  Código  de  Comercio. 

3"*  Aunque  estos  pagos  se  refieran  á  obligaciones  que  tenga 
un  buque  estrangero  para  con  su  gobierno,  los  tribunales  del 
pais  tienen  la  /acuitad  y  el  deber  de  inquirir  su  legitimidad. 

i^  Esta  legitimidad  debe  ser  según  las  leyes  de  la  República. 

b^  Los  derechos  consulares  por  la  venta  de  un  buque  son  un 
gasto  legitimo  y  necesario,  porque  sin  él  no  se  puede  transferir 
la  propiedad. 

6**  Los  alimentos  suministrados  al  deudor,  tienen  preferencia 
sobre  los  derechos  fiscales,  y  aun  sobre  aquellos  que  proceden 
de  impuestos,  art.  1697  del  Código  de  Comercio 57 

CAUSA   LXXXVL 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  Santa  Fé,  contra  Don 
Estevan  Señorans  y  D.  Pascual  Rosas,  sobre  valuación  de  un 
terreno  sujeto  ¿  espropiacion. 

Sumario.  —  1®  Las  Leyes  Nacionales  sobre  espropiacion  no 
pueden  ser  objetadas  ni  discutidas  su  constitucionalidad  ante  los 
Tribunales,  por  razón  de  error  en  la  calificación  de  la  utilidad 
pública. 

i''  El  inciso  2o  del  art.  17  de  la  Constitución  libra  á  la  disere* 
sion  esclusiva  del  Congreso  el  juicio  sobre  la  utilidad  pública  en  ' 
los  casos  ocurrentes. 

T.  VI.  32. 
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3^  El  recurso  de  nulidad  debe  interponerse  conjuntamente 
con  el  de  apelación,  y  dentro  del  término  de  cinco  dias  concedi- 
do para  este '. .     67 

CAUSA  LXXXVII. 

D.  Alejandro  Cornac  con  D.  Juan  A.  Linares,  por  cobro  eje- 
cutÍYo  de  pesos. 

Sumario.  — El  juicio  ejecutivo  en  el  caso  del  art.  253  de  la 
ley  de  procedimientos,  se  sigue  yálidamente  con  el  defensor  de 
oficio^  y  para  perjuicio  al  deudor 73 

CAUSA  LXXXVIII. 

Incidente  sobre  [competencia  del  Juzgado  Nacional  de  la  Pro- 
vincia de  San  Juan,  con  el  civil  de  la  misma. 

Sumario.  — Cuando  un  estrangero  demanda  á  un  ciudadano  en 
un  pleito  civil,  ante  un  Juez  de  Provincia,  se  entiende  que  la 
jurisdicción  ha  sido  prorogada ^....     76 

CAUSA  LXXXIX. 

El  Procurador  Fiscal  de  la  Provincia  de  Santa-Fé,  contra  Don 
Rufino  Guido,  sobre  espropiacion  de  un  terreno. 

Sumario.  —  En  los  juicios  de  espropiacion,  las  costas  son  á 
carga  del  Fiscal.— -Art.  18  de  la  ley  de  13  de  Setiembre  de  1866..    79 

CAUSA  XC. 

Criminal^  contra  Figdelino  Chaves,  por  rebelión. 

Sumario.  —  No  es  una  prueba  de  rebelión,  el  hecho  de  encon- 
trarse un  individuo  entre  las  tuerzas  rebeldes^  sin  intención  de 
servir  á  sus  fines ¿ •    84 

CAUSA  XCI. 

D.  Augusto  Laserre,  contra  D.  Juan  Bautista  Balare^  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  — En  las  causas  civiles,  cuyo  valor  no  exceda  de  dos- 
cientos pesos  fuertes,^  no  se  puede  conceder  apelación  para  ante 
la  Suprema  Corte •  •  107 
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CAUSA  xcn. 

Criminal^  contra  el  Presbítero  José  Alberto  Ortiz,  por  compli- 
cidad en  el  delito  de  rebelión. 

Sumario,  —  !<>  El  hecho  de  dar  consejos  á  los  rebeldes  para  el 
buen  éxito  de  la  rebelión,  constituye  la  complicidad  de  este  delito. ' 

2o  Los  cómplices  del  delito  de  rebelión  deben  tener  la  misma 
pena  qne  se  impone  á  estos,  pero  en  un  grado  menor. 

3^  La  ley  nacional  penal  no  es  un  código  completo,  y  sus  omi- 
siones deben  ser  llenadas  por  la  ciencia  y  las  leyes  comunes  • .  •  •  109 

CAUSA  XCffl. 

Don  Francisco  Alvarez,  contra  doña  María  A.  Donoyan,  por  co- 
bro de  pesos. 

Sumario. —  ^^  La  Justicia  Nacional  nunca  procede  de  oficio. 

2°  En  un  pleito  no  se  pueden  dictar  proTidencias,  sino  á  solici- 
tud de  parte  legitima • 125 

CAUSA  XCIV. 

Don  Teodoro  Niewald,  contra  D.  Eduardo  Madero,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  Para  que  el  capitán  de  un  buque  pueda  cobrar 
ejecutivamente  los  fletes,  es  necesario  que  presente  un  ejemplar 
del  conocimiento  con  el  recibo  de  la  carga 128 

CAUSA  XCV. 

Enrique  Mor,  contra  los  escribanos  Laureano  Carballeda  y 
Eduardo  Munilla,  por  falsedad. 

Sumario. — No  puede  decirse  que  hay  prorogacion  de  jurisdic- 
ción cuando  se  entabla  ante  la  Justicia  Nacional  una  acción  distin- 
ta á  la  pendiente  en  la  Jurisdicción  Provincial,  aunque  las  personas 
sean  las  mismas • •....•... 132 

CAUSA  XCYI. 

Natalicio  Roldan  con  Canstat  Hnos.,  por  cobro  de  pesos. 
Sumario.  —  1®  En  el  término  de  prueba  no  se  cuentan  los  dias 
feriados. 
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2o  El  término  estraordinario  para  producir  prueba  debe  pedir- 
se dentro  de  diez  dias  contados  desde  la  notificación  del  auto  de 
prueba.  « 436 

CAUSA  XCVIl. 

Criminal^  contra  D.  Vicente  Leon^  por  delito  de  rebelión. 

Sumario.  —  i^  Haber  sido  empleado  civil  y  recibido  sueldo  del 
Gobierno  rebelde^  conociendo  sus  propósitos  revolucionarios^ 
constituye  complicidad  en  el  delito  de  rebelión  en  cíase  de  mero 
ejecutor. 

2°  El  fiscal  nacional  carece  de  personería  para  pedir  la  devolu- 
ción á  la  Provincia  de  los  sueldos  recibidos 139 

CAUSA  XCVIIL 

Criminal,  contra  D.  Carlos  León,  D.  Desiderio  Bravo,  D.  Julián 
Aguíar,  D.  Remigio  Ferrer  y  D.  José  M.  Zavalla,  por  delito  de  re- 
belión. 

Sumario. — \^  El  haber  sido  inspector  de  policía  durante  la 
rebelión,  y  haber  desempeñado  comisiones  para  el  equipo  del  ejér- 
cito rebelde,  importa  ana  cooperación  directa  al  sosten  de  la  rebe- 
lión, y  complicidad  en  ese  delito. 

ip  El  Procurador  Fiscal  de  una  Sección  no  tiene  personería 
para  representar  á  la  Provincia  de  su  Sección,  en  demanda  de  de* 
volucion  de  la  cantidad  de  pesos. 

3<»  Los  reos  de  un  delito  son  responsables  de  los  daños  y  perjui- 
cios causados  por  él 

^  La  responsabilidad  civil  de  los  reos  comprende  la  reparación 
de  daños  y  perjuicios,  y  la  obligación  de  pagar  las  costas  causadas 
para  reclamarlos. 

5^  Las  acciones  que  han  sido  materia  de  demanda,  contestación 
y  sentencia,  no  pueden  ser  revocadas  por  otro  juicio ¿  •  •  • . .  143 

CAUSA  XCIX. 

Don  José  Coelho,  contra  D.  P.  E.  Hartenfelds,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  No  produciéndose  prueba  por  el  actor,  se  está  á  lo 
que  declara  el  reo 155 
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CAUSA  C. 

Rodríguez  Balmaceda  y  O,  contra  el  Fisco  Nacional,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.^  La  Nación  no  puede  ser  demandada  ante  los  Trí-, 
bunates  Federales • 159 

Causa  CI. 

D.  Vicente  Ceballos,  contra  D.  Casimiro  Solanet^  sobre  diligen- 
cias probatorias  • 

Sutnario.  —  1°  El  cotf^jo  de  firmas  solicitado  por  una  de  las 
partes,  dentro  del  término  probatorio,  puede  mandarse  ejecutar 
aun  después  de  vencido  este. 

2»  El  término  probatorio  se  señala  á  las  partes  para  que  dentro 
de  él  pidan  las  diligencias  de  prueba,  y  no  al  Juez  para  que  las 
eyacue • 

S^  El  juez  puede  recibir  fuera  del  término,  las  pruebas  pedidas 
dentro  de  él,  y  ordenar  de  oficio  las  diligencias  que  juzgue  conve- 
nientes para  descubrir  la  verdad 161 

CAUSA  CU. 

Don  José  del  Pino,  contra  don  Juan  Manuel  Aguirre,  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  El  pago  confesado  en  una  carta  reconocida  enjuicio 
es  una  escepcion  legal  en  el  juicio  ejecutivo 164 

CAUSA  CIII. 

D.  JoséBacciadonne  contra  D.  Luis  Meraldi,  por  cobro  de  pesos. 

Sumario. --  1«  En  el  contrato  de  compra-venta,  es  obligación 

del  vendedor  entregar  la  cosa  vendida  libre  de  todo  embargo  ó 

impedimento,  para  que  el  comprador  pueda  gozar  de  las  ventajas 

•que  ha  querido  proporcionarse  en  compensación  del  precio  que 

da  por  ella . 

2o  Esta  obligación  exije  que  el  vendedor  manifieste  los  obstá- 
culos que  le  son  conocidos  al  fiempo  del  contrato  y  que  ámenazen 
el  libre  ejercicio  de  los  derechos  que  transfiero,  ó  que  indemnice 
al  comprador  los  perjuicios  que  de  ellos  le  resulten. 

3®  Hay  mayor  razón  para  esta  responsabilidad,  cuando  es  el 
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mismo  vendedor  quien  producQ  esos  perjuicios,  ejerciendo  accio- 
nes en  la  cosa  vendida 173 

CAUSA  CIV. 

Don  Tadeo  Galaburri,  contra  D.  Zacarías  A.  Yancí,  sobre  com- 
petencia y  cobro  de  pesos. 

Sumario.  — 1<>  Una  misma  acción,  por  una  misma  causa  y  con- 
tra una  misma  persona  no  puede  ser  juzgada  dos  veces. 

2o  No  deja  de  ser  una  misma  la  persona  del  demandado,  por 
haberse  indicado  una  vez  el  empleo  ejercido  por  él,  y  otra  vez  no. 

3»  El  decreto  de  23  de  Enero  de  1868  del  Gobierno  de  San 
Juan  no  es  una  modificación,  ni  una  adición  á  la  ley  nacional  so- 
bre enrolamiento  de  la  Guardia  Nacional. 

4^  Dicho  decreto  impone  una  condición  para  la  locación  de  ser- 
vicios personales. 

5®  La  reglamentación  de  estos  corresponde  á  los  Poderes  pro- 
vinciales. 

6o  El  citado  decreto  coadyuva  la  ejecución  dé  las  leyes  de  en- 
rolamiento. 

7o  Esta  pertenece  á  los  Gobiernos  Provinciales,  que  en  ello  se 
consideran  como  agentes  del  Gobierno  Nacional,  y  pueden  casti- 
garlas infracciones  de  las  disposiciones  tendentes  á  dicha  ejecución. 

8o  La  administración  y  gobierno  de  la  Guardia  Nacional  corres- 
ponde al  Congreso,  cuando  está  empleada  en  el  servicio  activo  de 
la  Nación  á  las  órdenes  del  Presidente  de  la  República. 

9"*  No  siendo  asi  yantes  de  ser  mobilizada,  los  Gobiernos  Pro- 
vinciales son  competentes  para  administrarla  y  gobernarla. 

10  El  decreto  mencionado  de  23  de  Enero  no  está  en  contra- 
dicción cenia  Constitución,  ni  con  las  leyes  del  Congreso. 

11  Por  consiguiente  la  Justicia  Nacional  no  es  competente  para 
conocer  de  las  cuestiones  que  dicho  decreto  oríjina 179 

CAUSA  CV.  ^ 

Don  Luis  Luengo,  contra  D.  Pedro  Garmendia^  sobre  tercena 
de  dominio. 

Sumario.  — l^  Guando  una  persona,  reconocida  como  depen- 
diente de  otra,  compra  especies  con  dinero  de  su  principal,  se 
presume  que  la  negociación  se  hace  por  cuenta  de  este. 
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2'  Esta  presunción  se  robustece,  sí  estas  especies,  consistentes 
en  hacienda  vacuna,  se  encuentran  en  pastos  del  principal  ;  seña- 
ladas con  su  marca. 

3^  La  presunción  no  se  desvirtúa  con  el  hecho  de  haber  el  de- 
pendiente hecho  la  negociación  á  su  nombre  propio,  ni  con  el  de 
haber  del  mismo  modo  revendido  una  parte  de  las  haciendas. 

4o  Solo  debe  ser  condenado  en  costas  el  temerario  ó  malicioso 
litigante 186 

CAUSA  CVI. 

Recurso  de  queja  contra  los  procedimientos  del  Juez  Seccional 
de  la  Provincia  de  Buenos  Aires. 

Sumario. — Ei  Juez  debe  devolver  á  la  parte  que  los  presente, 
escritos  que  no  sean  pertinentes  al  estado  de  la  causa 197 

CAUSA  CVIL 

Enrique  Hall  y  C*,  contra  la  Empresa  del  Ferro  Carril  del  Sud, 
por  cobro  de  lanchages. 

Sumario.  — ^  1  "^  La  acción  reconocida  por  el  demandado  debe 
tenerse  por  probada. 

2°  El  demandado  debe  probar  su  excepción. 

3»  No  probándola,  y  probándose  además  por  el  acto  su  insub- 
sistencia,  debe  ser  rechazada,  adnritiéndose  la  acción 199 

CAUSA  cvm. 

Don  Gaspar  Palacios  y  otros,  contra  Islas  y  C*,  por  cobro 
de  sueldos  de  tripulación  y  suministros  hechos  al  Bergantín 
€  Juanita». 

Sufnaria.—i^  Los  dueños  de  un  buque  son  responsables  de 
los  reclamos  que  se  hacen  con  relación  á  este. 

2o  El  que  compra  un  buque  y  á  quien  se  le  entrega  su  go- 
bierno y  dirección  sin  transferirle  la  propiedad,  es  un  verdadero 
capitán  del  mismo.    ' 

3""  La  calidad  de  comprador  no  es  incompatible  con  la  de 
capitán 206 
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CAUSA   CIX. 

El  capitán  del  Bergantín  goleta  iFitz  Gerald»,  contra  Fe- 
rreira,  Lavalle  y  &,  sobre  costas  en  juicio  ejacativo. 

Sumario.  —  En  la  sentencia  de  remate  en  que  se  manda  lle- 
var adelante  la  ejecución,  el  ejecutado  debe  ser  condenado  en 
costas 209 

CAUSA  ex. 

Don  Francisco  Alvarez,  contra  D.  Pedro  y  D.  Ignacio  Otero , 
sobre  pago  de  arrendamiento  y  embargo. 

Sumario. —1^  La  hipoteca  tácita  sobre  loque  el  labrador 
introduce  en  las  heredades  arrendadas,  mientras  no  paga  la 
merced,  se  refiere  á  las  cosas  de  su  esclusiva  propiedad. 

Í9  El  arrendatario  puede  ceder  á  un  tercero  el  uso  de  la  cosa 
arrendada  por  medio  de  un  contrato  oneroso  6  gratuito. 

3»  En  el  primer  caso,  el  propietario  puede  ejercer  contra  el 
cesionario  la  acción  oblicua  que  corresponde  al  arrendatario 
hasta  el  importe  de  la  obligación  de  aquel. 

4**  En  el  mismo  caso  el  cesionario  solo  debe  al  propietario 
lo  que  se  obligó  á  satisfacer  al  arrendatario,  menos  los  pagos 
hechos  de  buena  fé. 

5o  No  se  consideran  de  buena  fé  los  pagos  anticipados  que 
no  autoriza  espresamenle  el  contrato  ó  la  costumbre 211 

CAUSA  CXI. 

Manuel  Muñoz  y  C*,  contra  D.  David  Guido,  sobre  tercería  de 
dominio. 

Sumario.  —  í^  Los  capitanes  de  puerto  no  pueden  por  las 
ordenanzas  de  Marina,  autorizar  escrituras  de  enajenación  de 
buques  que  midan  mas  de  seis  toneladas. 

2^  El  documento  de  venta  de  estos  hecho  ante  un  capitán  de 
puerto  es  un  documento  simple. 

3®  Un  documento  de  venta  de  un  buque  que  no  se  haya  au- 
tenticado, ni  trascripto  en  el  Registro  con  arreglo  al  art.  1015 
del  Código  de  Comercio,  no  hace  prueba  contra  terceros. 

4°  La  posesión  de  un  buque  no  basta  para  justificar  su  pro- 
piedad. 
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5<>  Para  ello  es  necesario  el  titulo  de  adquisición  con  arreglo 
al  art.  1019  del  Código  de  Comercio. 

6<>  El  hecho  de  la  po^sesíon  no  paede  darse  por  probado, 
caando  de  cuatro  testigos  que  declaran  sobre  ella,  dos  no  dan 
razón  de  su  dicho,  uno  se  contradice,  y  concurren  además  cir- 
cunstancias que  hacen  sospechosa  su  verdad 215 

CAUSA  CXI. 

El  capitán  D.  Francisco  Mac-Nevin,  contra  la  Compañía  Ar- 
gentina de  Navegación  á  vapor  del  cRio  de  la  Platat,  sobre  cum- 
plimiento de  un  contrato. 

i  Sumario.  —  1^  La  descompostura  de  las  bombas  para  surtir 
la  caldera,  y  un  temporal  superviniente,  autorizan  la  arribada 
al  puerto  mas  cercano. 

i^  El  primer  deber  de  los  capitanes  es  salvar  el  buque  y  la 
carga,  ayudándose  de  sus  conocimientos  y  prudencia. 

3"^  Perlas  leyes  Inglesas  no  es  obligatorio  para  autorizarla 
arribada  el  reunir  consejo  de  oficiales. 

4^  Un  capitán  separado  injustamente  del  mando  del  buque, 
confiádole  por  el  término  de  dos  años,  tiene  derecho  á  pedir  su 
reposición  en  el  mando. 

&>  Si  solamente  pide  la  reparación  de  daños  y  perjuicios^  y 
en  el  contrato  no  se  fija  la  indemnización  para  este  oas>í,  debe 
aplicarse  lo  dispuesto  por  el  art.  1050  del  Cód.  de  Comercio, 

6®  Asi^  siendo  el  capitán  traído  Je  un  puerto  europeo,  tiene 
derecho  á  los  sueldos  desde  el  dia  de  su  ajuste  hasta  él  de  su 
llegada  al  mismo  puerto  y  á  los  gastos  de  viaje  por  el  primer 
paquete,  si  no  ha  tomado  servicio  en  otro  buque  y  sé  propone 
regresar  al  puerto  de  su  procedencia ;  y  á  los  sueldos  desde  el 
dia  del  ajuste  hasta  que  queda  ejecutoriado  el  fallo  definitivo,  si 
no  ha  tomado  servicio  y  no  se  propuso  regresar :  si  se  hubiese 
contratado  por  menor  sueldo,  á  la  diferencia  por  el  tiempo  en 
que  le  ha  corrido  el  sueldo  de  su  segundo  contrato 

7^  Siempre  tiene  derecho  á  la  indemnización  de  las  costas 
que  se  causan  en  el  juicio  relativo  'iU 

CAUSA  CXII. 

Criminal,  contra  Simón  Luengo,  Agenor  Pacheco,  Domingo 
Gonzalos  y  otros,  por  rebelión.  > 
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Simarlo.  -»  i^  Para  que  el  Presidente  de  la  República  pueda 
ejercer  la  facaltad  de  conmutar  6  indultar  las  penas  en  los  delitos 
siyetos  k  la  Jurisdicción  federal ,  es  necesario  que  haya  habido 
un  juicio  en  que  se  califique  el  delito,  y  se  designe  al  delincuen- 
te y  la  pena  que  merece. 

2o  El  derecho  de  indultar  acordado  por  la  Constitución  al 
Presidente  de  la  República,  no  puede  ser  ejercido  por  un  Minis- 
tro de  la  Nación,  sin  previa  autorización  de  aquel. 

3^  Es  una  circunstancia  atenuante  que  disminuye  la  pena  que 
la  ley  impone  al  jefe  principal  de  la  sedición,  el  hecho  de  de- 
sistir de  su  propósito,  contener  la  violencia  de  su  acción  y  entrar 
en  un  camino  reparador,  antes  de  haber  sido  vencido  por  las 
fuerzas  nacionales 227 

CAUSA  cxni. 

Criminal,  contra  el  Dr.  D.  Manuel  Garcia  y  otros,  por  delito 
de  rebelión. 

Sumario.  —  El  acusador  fiscal  no  puede  ser  condenado  en  las 
costas  del  proceso,  sino  en  el  caso  de  ser  maliciosa  y  temeraria 
la  acusación 241 

CAUSA  CXIV. 

El  capitán  de  la  barca  tFevers  of  Montuelí,  quejándose  de 
providencia  del  Juez  Seccional  de  Buenos  Aires. 

Sumario.  —  En  los  arbitramentos  forzosos  no  puede  recusarse 
un  arbitro  nombrado  sin  espresar  la  causa  de  la  recusación 250 

CAUSA  CXV. 

E.  Folmar  y  C*,  contra  el  Concurso  de  J.  M.  Casa  y  G%  so- 
bre cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  !<>  Los  acreedores  que  los  fallidos  tienen  en  un 
Estado,  donde  se  encuentran  bienes  con  cuyo  valor  se  solicita  el 
pago,  pueden  válidamente  ejercer  su  acción  ante  el  juez  compe- 
tente de  ese  Estado. 

2<>  Son  acreedores  residentes  en  el  Estado,  los  que  celebraron 
por  si  y  autorizados  por  otros,  y  cumplieron  por  su  parte  un 
contrato,  yrecidiendo  en  el  mismo,  piden  el  cumplimiento  de 
este  &  la  otra  parte. 
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30  Para  la  tramision  de  la  propiedad  de  un  buque  que  mida 
mas  de  seis  toneladas  es  necesaria  la  escritura  7  el  registro. 

ifi  Un  contrato  denominado  de  compra-venta  de  un  buque 
mayor  de  seis  toneladas,  que  está  consignado  en  un  documento 
simple,  no  produce  los  efectos  legales  que  le  son  propios. 

5^  Sin  embaído  es  un  contrato  licito  y  obligatorias  sus  esti- 
pulaciones. 

6»  La  declaración  de  falencia  pronunciada  en  pafs  estrangero 
no  es  ejecutiva  en  el  Estado,  y  no  altera  las  obligaciones  con- 
traidas en  este  por  los  fallidos. 

7<>  Los  acreedores  del  fallido  en  el  lugar  de  la  quiebra  ne  se 
hallan  en  concurrencia  con  los  acreedores  que  residen  en  el 
Kstado  sobre  los  bienes  existentes  dentro  de  su  territorio. 

8°  No  existiendo  acumulación  de  otros  créditos,  no  puede 
tener  lugar  la  declaración  de  privilegio  que  un  acreedor  resi- 
dente en  el  Estado  solicita  sobre  dichos  bienes. 

^  Los  propietarios  de  un  buque  que  han  prometido  venderlo 
á  condición  de  pagárseles^  el  íntegro  precio,  tienen  derecho  á 
recobrar  su  posesión,  si  no  se  puede  cumplir  aquella  condición. 

10  En  este  caso  deben  devolver  la  parte  jle  precio  que  hu- 
biesen recibido  sin  intereses,  y  rebajando  de  ella  el  importe  de 
las  cargas  con  las  que  tienen  que  recibir  el  buque. 

11  Siendo  obligatoria  una  estipulación  bilateral,  no  es  nece- 
sario la  aceptación  personal  de  una  de  las  partes  para  el  otorga- 
miento de  la  escritura  pública  relativa,  y  basta  la  intervención 
de  quien  representa  sus  derechos  y  obligaciones. 

12  Con  el  titulo  de  aclaración  no  se  puede  pedir  reforma  de 

un  auto  definitivo  que  no  tiene  recurso  por  derecho 252 

CAUSA  CXVI. 

El  Procurador  Fiscal  de  Buenos  Aires,  contra  D.  Juan  P.  Bogdt 
y  C*,  por  infracción  de  las  Ordenanzas  de  Aduana. 

Sumario.  — 1<>  Por  el  articulo  11 36  de  las  Ordenanzas  de  Adua- 
na, quien  no  se  conforme  con  las  resoluciones  del  Administra- 
dor, debe  recurrir  al  Juzgado  Federal  y  acreditar  dentro  del 
término  de  cinco  dias  con  el  certificado  correspondiente,  que 
en  efecto  se  ha  presentado. 

2»  No  acreditando  dentro  de  ese  término  U  presentación,  el 
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derecho  de  reclamar  queda  prescripto  y  la  resolución  adminis- 
trativa adquiere  el  yalor  de  cosa  juzgada. 

3^  Si  en  lugar  de  ocurrir  al  Juzgado  de  Sección,  el  reclamante 
se  presentase  al  Poder  Ejecutivo  Nacional  y  dejase  asi  trascurrir 
el  término^  de  cinco  días,  pierde  el  derecho  de  entablar  la  vía 
contenciosa. 

4i^  Las  Ordenanzas  de  Aduana  en  esta  parle  no  están  en  con- 
tradicción con  ninguna  de  las  de  la  ley  de  14  de  Setiembre  de 
1863. 

&>  Aun  cuando  existiese  disconformidad  entre  ambas  leyes, 
las  Ordenanzas  deben  observarse  preferentemente  en  materia  de 
Aduana,  por  ser  ley  de  fecha  posterior. 

6^  Ninguna  prescripción  constitucional  se  opone  á  que  el 
Congreso,  poder  soberano  de  la  Nación,  fije  un  término  al  de- 
recho para  reclamar  de  una  resolución  administrativa  que  se 
repute  gravosa 264 

CAUSA   CXVU. 

Don  Miguel  Otero,  contra  D.  Teodoro  Scwab,  por  cobro  de 
pesos. 

Sumario.  —  1^  Las  letras  de  plaza  proceden  en  general  de  un 
préstamo  con  intereses  que  se  cobran  adelantados,  ó  se  incluyen 
en  el  importe  de  aquellas. 

2o  Esta  costumbre,  el  pertenecer  al  comercio  las  dos  partes, 
y  de  no  haberse  alegado  que  el  préstamo  fué  gratuito,  bastaria 
para  dar  por  cierto  que  este  no  lo  fué. 

3^  Los  actos  comerciales  suponen  la  intención  de  lucrar. 

4o  El  pacto  sobre  pago  de  réditos  se  entiende  prorogado 
después  de  cumplido  el  plazo,  por  el  tiempo  de  la  demora  en 
la  entrega  del  capital. 

5®  El  protesto  de  una  letra  no  es  necesario  al  cobro  de  in- 
tereses, cuando  se  trata  de  la  acción  del  tenedor  contra  el  acep- 
tante. 

6<^  El  protesto  es  necesario  para  autorizar  el  regreso  contra 
el  girante  y  endosantes. 

7»  Respecto  á  estos,  los  intereses  corren  desde  el  dia  del 
protesto,  art.  913  del  Código  de  Comercio. 

8o  El  demandado  que  resiste  una  demanda,  y  es  absuelto  de 


^ 

i 
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ella  en  su  mayor  parte,  no  puede  calificarse  de  temerario  liti- 
gante y  no  debe  xsev  condenado  en  costas 272 

CAUSA   CXVIII. 

Don  Pedro  E.  Funes,  contra  D.  José  C&ndido  Gómez,  por 
falta  de  cumplimiento  á  un  contrato  de  compra -venta. 

Sumario.  --  !<>  La  Suprema  Corte  puede  rechazar  una  solici- 
tud en  que  se  pide  absolución  de  posiciones,  presentada  después 
de  conclusa  la  causa  para  definitiva,  cuando  las  constancias  de 
autos  son  suficientes  para  resolver,  con  arreglo  á  derecho. 

i""  El  articulo  520  del  Código  de  Comercio  que  reserva  al  com- 
prador el  examen  de  la  cosa  vendida,  y  la  facultad  de  rescindir 
el  contrato  si  aquella  no  le  conviene,  supone  que  la  cosa  vendida 
existe  ó  va  á  ser  trasportada  por  motivos  ágenos  al  contrato,  al 
lugar  donde  ha  de  verificarse  el  reconocimiento ;  y  no  al  caso 
en  que  sea  menester  hacer  diligencias  y  gastos  de  recolección  ó 
transporte,  ó  cuando  el  vendedor  tiene  que  comprar  á  otro  lo 
que  se  propone  á  revender. 

3o  No  es  regido  por  el  articulo  520,  el  caso  en  que  se  espre- 
sen en  el  contrato  de  compra-venta  las  calidades  requeridas 
para  que  la  especie  vendida  sea  de  recibo,  y  que  esas  calidades 
son  generalmente  conocidas. 

'4o  Bu  el  contrato  de  compra-venta,  por  su  naturaleza  bila- 
teral, no  puede  el  comprador  sostener  que  está  á  su  arbitro 
aceptar  ó  no  la  cosa  vendida  sin  que  nadie  pueda  imponerle  su 
admisión. 

5®  En  los  contratos  bilaterales,  las  cláusulas  potestativas  no 
se  presumen ;  y  para  que  puedan  alegarse,  es  necesario  que  se 
espresen  clara  y  netamente : 279 

CAUSA  CXIX. 

Don  Desiderio  Ceballos,  contra  D.  Manuel  Fernandez,  sobre 
inconstitucionalidad  de  un  impuesto.  * 

Sumario.  —  l^'  En  las  causas  civiles  solo  son  apelables  las 
sentencias,  cuando  el  valor  disputado  excede  de  200  fls. 

2o  El  art.  206  de  la  ley  de  procedimientos  se  refiere  á  las 
causas  en  que  es  permitida  la  apelación. 

3^  La  poca  importancia  de  que^habla  el  art.  225  de  la  citada 
ley  se  entiende  siempre  que  pase  el  límite  de  200  fts. 
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4'  No  tiendo  apelable  la  senteneia  dada  en  cansa  de  menor 
eoanlia,  la  Suprema  Corte  no  tíeoe  jurisdicción  para  conocer 
del  fondo  del  asunto  por  apelación 296 

CAUSA  CXX. 

Crífflinalt  contra  D*  Rufino  Castro  Boedo,  por  delito  de  re- 
belión. 

Sumario. — l^^  La  ratificación  de  testigos  se  ordena  por  la 
ley»  cuando  estos  pueden  ser  habidos. 

2o  En  este  caso,  y  en  él  de  que  los  testigos  hayan  sido  exa- 
minados en  el  sumario  por  el  juez  de  la  causa,  la  falta  de  rati- 
ficación en  el  plenario  no  anula  sus  declaraciones^ 

3^  Ellas  deben  ser  apreciadas  por  el  criterio  judicial. 

4^  El  que  no  ha  sido  promotor  de  la  rebelión,  y  solo  ha  ejer-. 
cido  en  ella  mando  subalterno  debe  ser  penado  con  arreglo  al 
art.  10  de  la  ley  nacional  penal 302 

CAUSA  CXXL 

D.  José  María  Acosta  contra  D.  Lorenzo  Damián!^  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  —  El  recurso,  que  se  mejora  fuera  del  término 
designado  por  la  ley,  debe  declararse  desierto : . '.  .  310 

CAUSA  CXXIL 

D.  Francisco  Harini,  contra  Palma  Hermanos,  sobre  salva- 
mento. 

Sumario. -^E\  actor  debe  demandar  el  reo  en  el  lugar  de 
su  domicilio,  mucho  mas  cuando  este  es  también  el  lugar  del 
contrato  y  del  hecho  que  lo  motiva 3i3 

CAUSA  CXXffl. 

Criminal,  contra  D.  Pedro  Ferreira,  por  delito  de  rebelión. 

Sumario.  —  1®  El  haber  aceptado  un  empleo  de  los  rebeldes, 
y  validóse  de  él  en  contra  de  los  propósitos  de  la  rebelión,  es 
un  antecedente  honorable. 

2o  fisto  y  el  temor  que  inspiraba  el  Ministro  Legrand  en  San 
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Juan,  desvanece  el  cargo  de  haber  buscado  por  su  orden  en  las 
casas  de  comercio  algunas  varas  de  casimir  para  vestuario  de 
los  rebeldes. 

3^  Cuando  el  acto  no  está  calificado  de  delito,  no  se  puede 
declarar  compurgado  con  la  prisioa  sufrida. 

ifi  Esta  declaración  equivale  á  imponer  una  pena 315 

CAUSA    CXXIV. 

Pequin,  Petit,  Laroche  y  C,  D.  Celestino  Monserrat  y  D. 
Alberto  Reynhold  con  el  Ministerio  fiscal,  sobre  chancelación 
de  fianza  carcelera  y  juiicatum  solvi. 

Sumario, — l^'  Los  fiados  no  tienen  personóla  en  las  causas 
que  se  trata  del  interés  de  sus  fiadores. 

Í9  Es  práctica  escarcelar  bajo  fianza  carcelera  S  los  acusados 
contra  quienes  no  se  deba  imponer  pena  corporal. 

3^  Es  práctica  también  estender  la  multa  á  que  queda  obli- 
gado el  fiador,  si  el  reo  no  comparece  cuando  es  requerido, 
hasta  pagar  lo  juzgado  y  sentenciado. 

4<>  Por  esta  razón  en  las  escrituras  de  fianza  carcelera  apare- 
cen unidas  las  obligaciones  de  presentar  el  reo  y  pagar  lo 
juzgado  y  sentenciado. 

5^  iPero  es  una  sola  la  fianza,  y  presentado  el  fiado  á  la  cár- 
cel, el  fiador  cumple  con  la  obligación  contraída,  y  tiene  de- 
recho á  exijir  la  chancelación  de  la  caución  por  completo. 

6^  Si  esta  se  estendiera  aun  vigente  por  la  obligación  de  pa- 
gar lo  juzgado  y  sentenciado,  la  fianza  seria  nula,  porque  im- 
portaría una  restricción  arbitraria  de  la  libertad,  agravando  las 
condiciones  que  exije  la  ley  para  la  soltura  de  los  presos. 

7»  Los  jueces  no  pueden  imponer  tales  restricciones,  ni  por 
consiguiente  exigir,  á  mas  de  la  fianza  carcelera,  la  de  juzgado 
y  sentenciado. 

8^  La  Constitución  Nacional  prohibe  retener  en  la  cárcel  á 
los  procesados,  cuando  ella  deja  de  ser  un  medio  necesario  de 
seguridad. 

9o  La  fianza  de  juzgado  y  sentenciado  solo  puede  exigirse 
en  rarísimos  caaos,  cuando  el  delito  imputado  es  de  alguna 
gravedad.  • 

10  No  es  razón  para  sostener  la  subsistencia  de  la  fianza  en 
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cuanto  á  lo  juzgado  y  sentenciado,  la  de  prevenir  los  fraudes 
que  el  procesado,  puesto  en  libertad,  puede  ejecutan»  para  dejar 
ilusorio  el   resultado  del  juicio , 321 

CAUSA  CXXV. 

D.  Jorge  Stewart,  con  el  Ministerio  Fiscal,  sobre  derechos 
de  aduana. 

Sutnario.  — 1<>  El  despacho  de  las  mercaderías  debe  hacerse 
con.  arreglo  á  la  ley  y  tarifas  vigentes  en  la  éj^oca  del  despacho. 

Í9  Esta  tiene  lugar  cuando  las  mercaderías  son  ó  pueden  ser 
introducidas  al  consumo, 

30  Es  operación  indispensable  para  el  despacho  la  petición 
correspondiente  hecha  á  la  administración  de  rentas. 

4^  El  embargo  del  articulo,  ordenado  en  el  caso  de  no  darse 
fianza  por  el  interesado  sobre  su  valor,  no  puede  considerarse 
como  impedimento  para  pedir  su  despacho. 

&>  Aun  siendo  injusto  el  embargo  y  pedidose  el  despacho  en 
época  anterior,  la  lej  de  aduana  que  ordena  la  liquidación  con 
arreglo  á  las  leyes  y  tarifa  vigentes  en  el  momento  de  conce- 
dido el  despacho,  no  puede  ser  violada. 

6<>  En  este  caso  la  acción  que  corresponde  al  comerciante  es 
la  de  indemnización  de  los  daños  y  peijuicios  que  acredita  |)ji- 
berle  sido  inferidos  por  la  demora. 

70  La  mora  en  el  pago  de  una  suma  debida,  importa  la  ob- 
ligación de  pagar  intereses «  . .  331 

CAUSA  CXXVL 

Don  Cándido  Calvan  contra  don  Marcos  Cpsta,  por  daños  y 
peijuicios. 

Sumario.  —  No  hay  acción  posible  entre  el  fletante  y  fleta- 
dor de  un  buque,  no  se  acompaña  á  la  demanda  un  ejemplar 
del  conocimiento 839 

* 

CAUSA  cxxvn. 

El  capitán  de  la  barca  (NicoIina>  D.  J.  Augusto  Delmar,  contra 
Despouy  y  C«,  sobre  fletes  y  estadías. 
Sumario.  —  1^  El  término  para  contestarla  espresion  de  agrá- 
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▼ios  no  es  fatal,  sino  después  de  vencidas  las   24  horas  que 
deben  concederse  acusándose  rebeldía. 

i°  En  la  contestación  á  la  espresion  de  agravios,  puede  in- 
terponerse la  adhesión  á  la  apelación,  dentro  de  las  24  boras 
mencionadas. 

s 

3^  El  capitán  de  un  buque  cumple  con  hacer  su  entrega  á    ^ 
bordo,  y  no  responde  de  las  mermas  que  la  carga  sufre  en  las 
lanchas. 

4f>  Los  dias  en  que  se  interrumpe  la  descarga  por  culpa  ó  con- 
veniencia del  capitán,  y  en  que  el  trabajo  en  el  puerto  no  es  per- 
mitido, no  deben  considerarse  como  útiles  para  la  descarga. 

5^  El  dia  lunes  de  Pascua  se  cuenta  como  día  útil. 

6<>  En  la  clasiGcacion  de  día  útiles  se  comprenden  solo  I09 
dias  íntegros,  y  no  los  que  son  de  trabajo  desde  las  doce  del 
dia,   como  el  sábado  santo. 

1^  El  cobro  de  mayor  suma  de  la  que  resulta  debida,  justifica 
la  resistencia  al  pago  de  aquella,  y  exime  de  los  intereses. 

8®  La  capa  acordada  en  el  conocimiento,  y  objetada  por  la 
contraparte,  por  razones  que  no  impiden  su  cobro,  debe  ser 
abonada  al  capitán. 

9»  La  traducción  de  un  documento  aceptado  por  ambas  par- 
tes adquiere  un  carácter  probatorio  irrevocable. 

10  De  los  fallos  definitivos  de  la  Suprema  Corte  no  hay  re- 
clamo  342 

CAUSA  cxxvni. 

Criminal,  contra  D.  Santos  FuneSy  por  complicidad  en  los 
delitos  de  rebelión  y  sedición. 

Sumario.—  !<>  El  hecho  de  encabezar  una  suscrícion  para 
contener  una  tropa  provincial  sublevada^  que  no  presenta  sino 
el  aspecto  de  un  motin,  con  el  objeto  de  evitar  los  males  consi- 
guientes á  un  saqueo,  no  es  uu  acto  de  sedición,  en  el  sentido 
de  la  ley  de  1863. 

2^  No  pueden  llamarse  actos  de  sedición  las  resoluciones  de 
una  Legislatura  Provincial  en  que  se  autoriza  para  continuar 
eje|ciendo  el  Poder  Ejecutivo,  al  jefe  de  una  revolución  local 
hasta  que  se  nombre^  coustitucionalmente  el  Gobernador  de  la 
Provincia. 

T.  VI.  33. 
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3o  No  es  tampoco  sedicioso  el  hecho  de  nombrar  una  legis* 
latura  la  persona  que  debe  sostituir  al  Gobernador  surgido  de  la 
revolución,  cuando  este  anuncia  que  tiene  que  ausentarse  á 
objetos  de  seguridad 354 

CAUSA  CXXIX. 

Don  Guillermo  Paats  y  C^,  contra  Canstat  Hnos.  por  cobro 
de  pesos. 

Sumario.  — 1<>  El  poder  dado  para  demandar  ejecutivamente 
á  una  persona,  no  autoriza  para  responder  una  demanda  or- 
dinaria y  distinta  aunque  proceda  del  primer  demandado. 

i^  La  caución  de  rato  et  grato  prestada  por  insuficencia  de 
poder,  no  obliga  sino  en  el  asunto  en  que  se  presta 381 

CAUSA  CXXX. 

Criminal,  contra  D.  José  Ignacio  Flores  y  D .  Santiago  Quiroga 
Alvarec^  por  delito  de  rebelión.  Incidente  sobre  competencia. 

Sumario.  —  i^  En  las  causas  criminales  la  acusación  es  la  que 
califica  el  juicio  y  determina  la  jurisdicción  que  ha  de  conocer 
en  ellas. 

i^  El  delito  de  rebelión  está  previsto  y  penado  por  la  ley  del 
Congreso,  que  designa  los  crimenes,  cuyo  juzgamiento  corres- 
ponde á  los  tribunales  nacionales.  . 

3^  La  jurisdicción  federal  se  extiende  á  todos  los  casos  rejidos 
por  las  leyes  del  Congreso. 

i^  De  esta  regla  no  se  esceptuan  los  delitos  que  los  Gober- 
nadores de  Provincia  y  sus  Ministros  cometan  contra  la  seguridad 
de  la  Nación. 

5<*  Las  autoridades  de  Provincia  no  pueden  juzgar  á  dichos 
funcionarios  por  esos  crímenes. 

&>  El  mismo  Congreso  es  impotente  para  investirlas  de  una 
jurisdicción,  que  la  Constitución  le  manda  distribuir  entre  la 
Corte  Suprema  y  los  tribunales  inferiores  de  la  Nación. 

7o  La  ley  natíonal  penal  enumera  como  circunstancia  agra« 
vante  de  los  delitos  de  rebelión  y  sedición,  hallarse  los  reos 
actualmente  constituidos  en  autoridades,  6  haberlas  ejercido 
durante  la  perpetración  del  delito. 

8o  En  la  clasificación  de  personas  constituidas  en  autoridad,  se 
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comprenden  los  Gobernadores  y  sus  Ministros  lejíümos  ó  ilejiti- 
mámente  nombrados. 385 

CAUSA  CXXXI. 

Don  Leopoldo  Arteaga  contra  el  capitán  Roacour^  sobre  eje- 
jucion  de  una  sentencia. 

Sumario.  ^  El  conlumaz  declarado  no  tiene  mas  recurso  que 
el  de  rescisión 393 

CAUSA  cxxxn. 

El  capitán  Freeman  contra  Folmar  y  C»  y  Casa  y  C*,  sobre 
autorización  para  contraer  un  préstamo  marítimo. 

Sumario.  —  La  autorización  para  contraer  un  empréstito  sobre 
el  buque,  queda  sin  efecto,  ordenándose  la  venta  de  este 396 

CAUSA  CXXXIII. 

Don  Bartolomé  Rolon  contra  D.  Leopoldo  Arteaga,  por  ren- 
dición de  cuentas. 

Sumario,  —  Las  sentencias  de  los  Jueces  de  Sección  pronun- 
nunciadas  en  rebeldía  son  inapelables 398 

CAUSA  CXXXIV. 

Incidente  sobre  competencia  entre  el  Juez  de  Comercio  de  la 
Provincia  de  Buenos  Aires  y  el  Seccional  de  la  misma. 

Sumario,  —  El  inciso  10  del  artículo  2o  de  la  ley  sobre  juris- 
dicción y  competencia  de  los  Tribunales  Nacionales  se  reflere 
á  buques  que  viajan  de  un  puerto  de'la  República  á  otro  estran- 
gero,  ó  de  una  Provincia  á  otra  por  los  ríos  interiores,  y  no  á 
lanchas  que  se  ocupan  dentro  de  un  puerto  en  la  descarga  de 
mercaderías. iOO 

CAUSA   CXXXV. 

Don  Alfredo  David  contra  los  Sres.  Nauts  y  De  Hot,  por  cobro     • 
de  estadías. 

Sumario.— Vn  contrato  escrito  de  flelamento,  puede  ser  modi- 
ficado verbalmente,  en  cuanto  al  tiempo  señalado  para  la  carga. .  404 

CAUSA  CXXXVL 
Criminal,  contra  D.  Apolinarío  López,  por  delito  de  rebelión. 
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Sumario.  —  !<>  El  haber  servido  á  la  rebelión  en  clase  de  mi- 
litar, desempeñado  la  comisión  degefe  de  dia,  y  penetrado  con 
fuerza  armada  de  noche  en  casas  particulares  buscando  reunio- 
nes de  hombres  y  armas,  importa  complicidad  en  la  rebelión 
en  clase  de  mero  ejecutor. 

io  Vencido  el  término  de  la  obligación  del  fiador  de  cárcel 
segura,  no  puede  aquella  hacerse  ostensiva  á  lo  juzgado  y  sen- 
tenciado    410 

CAUSA  cxxxvn. 

Don  Antero  Barriga  contra  D.  Miguel  Rodríguez^  sobre  daños 
y  perjuicios. 

Sumario.  —  1^ Siendo  inciertas  las  causas  que  fundan  aire- 
curso  de  nulidad,  debe  este  ser  rechazado. 

io  L^  observaciones  contra  la  justicia  de  un  auto  dado  en 
cansa  de  menor  cuantía^  no  pueden  ser  discutidas  ante  la  Su- 
prema Corte..  .. 413 

CAUSA  CXXXVIII. 

Criminal,  contra  el  PreisMtero  D.  Emilio  Castro  Boedo,  sobre 
escarcelacion  provisoria. 

Sumario.  —  1»  En  las  causas  en  que  puede  imponerse  pena 
corporal,  no  se  permite  la  escarcelacion  provisoria   bajo  fianza. 

i^  La  suspensión  accidental  del  despacho,  por  la  ausencia  tem- 
poraria del  juez,  n<r'ée^nsal  lejftima  de  escarcelacion 417 

CAUSA  CXXXIX. 

Los  herederos  de  D.  Ramón  José  Godoy,  contra  D.  Juan 
Antonio  Pando,  sobre  rescisión  de  un  contrato  de  sociedad. 

Sumario. —  A**  El  demandado  en  su  juicio  no  puede  exijir 
que  la  demanda  se  entienda  también  con  otras  personas,  so 
protesto  de  que  tienen  interés  en  su  resultado  fiscal. 

i^  La  obligación  del  saneamiento  en  los  contratos,  no  tiene 
por  objeto,  en  ningún  caso,  asegurar  á  una  de  las  partes,  los 
beneficios  de  su  propio  dolo 419 

CAUSA  CXL. 

Don  Juan  Parra  de  la  Fuente,  contra  D.  Gregorio  Palomino, 
sobre  cumplimiento  de  un  contrato. 
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Sufnario.  —  En  los  asuntos  de  menor  cnantla,  no  pnedo  otor- 
garse apelación  ante  la  Suprema  Corte ; . .  •  •  433 

CAUSA  CXU. 

t  * 

Don  Claudio  Manterola  contra  D.  Eujeni*)  Bustos,  por  cobro 
ejecutivo  de  pesos. 
D       [  Sumario. —  l^La  ejecución  de  lo  liquido  no  se  peijudica  por 

lo  ilíquido  de  una  deuda. 

i^  La  declaración  de  que  la  liquidación  de  daños  y  perjuicios 
se  haga  por  vía  ordinaria,  se  refiere  á  los  que  no  están  Kquir 
'  dados,  7  no  impide  la  ejecución  de  los  que  lo  estén. 

3^  Dos  deudas  que  consisten  en  dinero,  y  son  liquidas  y 
exijibies^  pueden  ser  compensadas. 

4°  La  compensación  es  una  de  las  excepciones  que  pueden 
oponerse  á  la  ejecución • 427 

CAUSA  CXLD. 

Piaggio  Hermanos  contra  Rubio  y  Foley,  sobre  estadías. 

Sumario.  —  i^  La  resistencia  inmotivada  del  capitán  á  entre- 
gar la  carga ^  no  es  imputable  á  los  dueños  de  esta  para  el  efecto 
de  las  estadías. 

i^  Reclinando  probado  que  la  descarga  se  ha  concluido  dentro 
del  término  estipulado,  no  puede  haber  acción  k  cobrar  esta- 
días. 

S^*  No  está  en  la  voluntad  del  capitán  causar  estadías  para 
demandar  su  importe. 

4^  Si  nadie  se  presenta  á  recibirse  de  la  caifa,  el  capitán 
debe  cumplir  con  las  prescripciones  del  art.  4117  del  Código 
de  Comercio..  •  • 428 

CAUSA  CXLm. 

Don  Pedro  Funes  contra  D.  José  Cándido  Gómez,  por  daños 
y  perjuicios. 

Sumario.  —  í^  En  una  demanda  mercantil  por  daños  y  per- 
juicios causados  por  falta  de  cumplimiento  á  un  contrato,  se 
supDne  la  rescisión  de  este. 

2*  Rescindido  un  contrato  por  (alta  de  cumplimiento  de  una 
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de  las  partes,  solo  quedan  pendientes  los  daños  y  peijoicios  que 
justifique  el  demandante. 

3^  La  Suprema  Corte  no  puede  modificar  las  sentencias  de  los 
Jueces  de  Sección,  sino  en  la  parte  apelada. 

^  No  es  temerario  un  litigante  que,  por  falta  de  precisión 
en  el  significado  de  las  palabras  de  una  sentencia,  interpreta  esta 
erróneamente 433 

CAUSA  CXLÍV. 

Don  Eujenio  Bustos  contra  D.  Claudio  Hanterola,  por  daños 
y  perjuicios. 

Sumario.  —  En  un  juicio  sobre  daños  y  perjuicios  solo  deben 
mandarse  pagar  los  que  sean  justificados.  • 436 

CAUSA   CXLV. 

Criminal,  contra  D.  Avelino  y  D.  Belisario  Quiroga^  por  de- 
lito de  rebelión. 

Sumario.  —  El  haber  abandonado  el  puesto  de  oficial  de  guar- 
dias nacionales,  servido  con  igual  grado  á  los  rebeldes,  desem- 
peñando comisiones  de  estos^  asistido  á  una  batalla  contra  las 
fuerzas  de  la  Nación,  haber  sido  cómplice  de  depredaciones  y 
otros  excesos  durante  la  rebelión,  constituye  complicidad  del 
delito  de  rebelión  en  el  rol  prevenido  por  el  art.  17  de  la  ley 
Nacional  penal,  para  los  que  ejercen  mando  subalterno 444 

CAUSA  CXL\I. 

Criminal,' contra  Don  Carlos  Rom,  por  delito  de  rebelión. 

Sumario.  —  I*"  El  haber  prestado  servicios  particulares  é  insi- 
gnificantes á  un  gefe  rebelde,  sin  haber  ejecutado  acto  ni  mani- 
festación alguna  en  favor  de  la  rebelión,  no  importa  complicidad 
en  la  rebelión,  mucho  mas  cuando  existen  presunciones  que 
esplican  favorablemente  la  prestación  de  esos  servicios. 

i!*  Las  presunciones  favorables  aprovechan  al  acusado 452 

CAUSA  CXLVn. 

Don  José  Santos  Pérez  contra  D.  Felipe  Correas,  sobre  fianza 
de  saneamiento. 
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Sumario.  —  !<>  Los  abogados  no  pueden  ser  presos  por  deudas 
civiles. 

29  Este  privilegio  no  ha  sido  abolido  por  la  Constitución,  y 
puede  invocarse,  aunque  el  ejecutado  haya  conseguido  el  titulo 
de  abogado  durante  la  ejecución 455 

'433  CAUSA  CXLVm. 

Criminal,  contra  Felipe  Olguin,  por  rebelión  y  abijeato. 

Sumario,  —  i^  Comprendiendo  una  acusación  criminal  el  de- 
Uto  político  de  rebeiion  y  el  común  de  abijeato,  la  Justicia  Fe- 
deral es  competente,  aunque  solo  se  condene  por  el  segundo  y 
se  absuelva  del  primero. 

2<>  En  caso  de  aplicarse  por  la  Justicia  Nacional  las  leyes  cri- 
minales del  derecho  común,  deben  serlo  con  la  moderación  que 
ha  introducido  la  práctica  de  los  Tribunales  de  las  Provincias. 

3°  En  caso  que  un  acusado  sufra  una  larga  prisión  mientras 
se  tramita  su  causa,  debe  tenerse  en  cuenta  esa  circunstancia 
para  moderar  la  pena  que  se  le  imponga. 

4^  La  complicidad  en  el  delito  de  abijeato  puede  ser  penada 
con  destierro 459 

CAUSA  CXLIX. 

i  Natta  y  Wiikinson  contra  el  General  D.  Justo  José  de  Urquiza, 

por  cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  El  actor  debe  demandar  al  reo  en  el  lugar  de  su 
domicilio,  cuando  no  existe  documento  en  que  conste  que  la 
deuda  que  se  cobra  debe  pagarse  en  otro  lugar 474 

CAUSA  CL. 

D.  Luis  Simosqui  contra  D.  Clodomiro  Ledesma,  sobre  per- 
sonería. 

Sumario.  —  El  poder  recibido  para  entablar  un  juicio  ejecu- 
tivo, no  dá  personería  para  contestar  una  demanda  de  peijuicios 
que  se  inicia  por  el  ejecutado,  después  de  concluido  aquel,  no 
habiéndose  pronunciado  en  el  mismo  la  condenación 476 
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CAUSA  CLI.  ^ 

D.  Casimiro  Solanet  contra  D.  Apolinarío  Benites  y  C*,  por 
cobro  de  pesos. 

Sumario.  —  Es  justificada  la  excepción  de  no  parte^  cuando 
el  demandado  prueba  que  el  demandante  ha  exijido  de  un  ter- 
cero lo  que  le  cobra,  poniendo  á  este  tercero  como  deudor  en 
el  encabezamiento  de  su  cuenta • 419 


Fm  DEL  SESTO  TOMO. 


